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PRÓLOGO PARA LA PUBLICACIÓN DEL COMPENDIO LEGISLATIVO

Conocer las normas que regulan de manera directa
los derechos de niños, niñas y adolescentes, no es un
cumplido sino un deber de todos. Una vez más, UNI-
CEF  se complace en presentar un compendio legis-
lativo con las principales normativas nacionales e
internacionales centrales que configuran el “corpus
iuris” en la materia. Estas herramientas son la base
para trabajar desde distintos ámbitos de incumbencia
en la efectiva satisfacción de los derechos humanos
de niños, niñas y adolescentes.
Fácil se observa la heterogeneidad normativa que se
debe aprehender para aplicar y respetar los principios y
postulados que emanan de la regulación básica y fun-
damental cuando de infancia y adolescencia se trata
como lo es la Convención sobre los Derechos del Niño.
Si bien la Argentina en el año 2005 sancionó su ley
de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y
Adolescentes 26.061, ésta es acompañada por una
gran cantidad de normas que regulan algunos de los
tantos derechos que titularizan los niños, niñas y ado-
lescentes en especial, el derecho a la educación, el
derecho a la inscripción, registración y documenta-
ción o el derecho a una calidad de vida digna prohi-
biéndose el trabajo infantil y protegiéndose el trabajo
adolescente, por citar algunos derechos que se
encuentran profundizados en leyes específicas, en
total consonancia con las normas del derecho inter-
nacional de los derechos humanos.
En reconocimiento por los veinte años de vigencia de
la Convención sobre los Derechos del Niño, es un
honor presentar este compilado legislativo que toma

como punto de partida el instrumento normativo
internacional madre en materia de infancia y adoles-
cencia, inaugurándose de este modo una nueva rela-
ción entre Niñez, Estado, Derecho y Familia. Es decir,
un puente que diferencia el mundo de la infancia del
de los adultos; reafirmándose la calidad de sujetos de
derecho por parte de los primeros y a la vez, desta-
cándose la función de protección de carácter integral
por parte de los segundos sin caer en actitudes pater-
nalistas o injerencias arbitrarias. 
De este modo, conocer las normas constituye un
punto de partida fundamental para transitar ese
puente. En este contexto, la presente publicación
tiene por objeto algo tan básico como esencial: seguir
difundiendo los cimientos normativos internacionales
y nacionales que sustentan los derechos humanos de
niños, niñas y adolescentes en el país; entendiendo
que esta actitud constituye una excelente manera de
festejar estos primeros 20 años de una nueva institu-
cionalidad y consigo, de nuevos desafíos.
Difundir, saber, comprender y aprehender, se obser-
van acciones concretas y necesarias para continuar
un arduo pero claro sendero: la efectiva satisfacción
de todos y cada uno de los derechos humanos de
niños, niñas y adolescentes en la Argentina.





NORMATIVA 
INTERNACIONAL
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PREÁMBULO

Los Estados Partes en la presente Convención, 
• Considerando que, de conformidad con los princi-
pios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas,
la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan
en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de
los derechos iguales e inalienables de todos los
miembros de la familia humana, 
• Teniendo presente que los pueblos de las Naciones
Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos
fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de
la persona humana, y que han decidido promover el pro-
greso social y elevar el nivel de vida dentro de un con-
cepto más amplio de la libertad, 
• Reconociendo que las Naciones Unidas han proclama-
do y acordado en la Declaración Universal de Derechos
Humanos y en los pactos internacionales de derechos
humanos, que toda persona tiene todos los derechos y
libertades enunciados en ellos, sin distinción alguna, por
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión polí-
tica o de otra índole, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra condición, 
• Recordando que en la Declaración Universal de
Derechos Humanos las Naciones Unidas proclama-
ron que la infancia tiene derecho a cuidados y asis-
tencia especiales, 
• Convencidos de que la familia, como grupo fundamen-
tal de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el
bienestar de todos sus miembros, y en particular de los
niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias
para poder asumir plenamente sus responsabilidades
dentro de la comunidad, 
Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso
desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno
de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y
comprensión, 
• Considerando que el niño debe estar plenamente
preparado para una vida independiente en sociedad
y ser educado en el espíritu de los ideales proclama-
dos en la Carta de las Naciones Unidas y, en particu-

lar, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, liber-
tad, igualdad y solidaridad, 
• Teniendo presente que la necesidad de proporcio-
nar al niño una protección especial ha sido enuncia-
da en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los
Derechos del Niño y en la Declaración de los
Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General
el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la
Declaración Universal de Derechos Humanos, en el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (en particular, en el artículo 10) y en los
estatutos e instrumentos pertinentes de los organis-
mos especializados y de las organizaciones interna-
cionales que se interesan en el bienestar del niño, 
• Teniendo presente que, como se indica en la
Declaración de los Derechos del Niño, "el niño, por su
falta de madurez física y mental, necesita protección y
cuidado especiales, incluso la debida protección legal,
tanto antes como después del nacimiento", 
• Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los
principios sociales y jurídicos relativos a la protección y
el bienestar de los niños, con particular referencia a la
adopción y la colocación en hogares de guarda, en los
planos nacional e internacional; las Reglas mínimas de
las Naciones Unidas para la administración de la justi-
cia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración
sobre la protección de la mujer y el niño en estados de
emergencia o de conflicto armado, 
• Reconociendo que en todos los países del mundo hay
niños que viven en condiciones excepcionalmente difí-
ciles y que esos niños necesitan especial consideración, 
• Teniendo debidamente en cuenta la importancia de
las tradiciones y los valores culturales de cada pueblo
para la protección y el desarrollo armonioso del niño, 
• Reconociendo la importancia de la cooperación inter-
nacional para el mejoramiento de las condiciones de
vida de los niños en todos los países, en particular en
los países en desarrollo, 
Han convenido en lo siguiente:

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO

LEY Nº 23.849

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su
resolución 44/25, del 20 de noviembre de 1989
Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 49
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PARTE I 

ARTÍCULO 1

Para los efectos de la presente Convención, se entien-
de por niño todo ser humano menor de dieciocho años
de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea apli-
cable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

ARTÍCULO 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enun-
ciados en la presente Convención y asegurarán su apli-
cación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distin-
ción alguna, independientemente de la raza, el color, el
sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra
índole, el origen nacional, étnico o social, la posición
económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o
cualquier otra condición del niño, de sus padres o de
sus representantes legales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas
apropiadas para garantizar que el niño se vea prote-
gido contra toda forma de discriminación o castigo
por causa de la condición, las actividades, las opinio-
nes expresadas o las creencias de sus padres, o sus
tutores o de sus familiares.

ARTÍCULO 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar
social, los tribunales, las autoridades administrativas o
los órganos legislativos, una consideración primordial a
que se atenderá será el interés superior del niño. 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al
niño la protección y el cuidado que sean necesarios
para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y
deberes de sus padres, tutores u otras personas res-
ponsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas
las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las institu-
ciones, servicios y establecimientos encargados del cui-
dado o la protección de los niños cumplan las normas
establecidas por las autoridades competentes, especial-
mente en materia de seguridad, sanidad, número y
competencia de su personal, así como en relación con
la existencia de una supervisión adecuada.

ARTÍCULO 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas admi-
nistrativas, legislativas y de otra índole para dar efectivi-
dad a los derechos reconocidos en la presente Conven-
ción. En lo que respecta a los derechos económicos,
sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas
medidas hasta el máximo de los recursos de que dis-
pongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la
cooperación internacional.

ARTÍCULO 5

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades,
los derechos y los deberes de los padres o, en su caso,
de los miembros de la familia ampliada o de la comuni-
dad, según establezca la costumbre local, de los tutores
u otras personas encargadas legalmente del niño de
impartirle, en consonancia con la evolución de sus
facultades, dirección y orientación apropiadas para que
el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente
Convención.

ARTÍCULO 6

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el
derecho intrínseco a la vida. 
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medi-
da posible la supervivencia y el desarrollo del niño.

ARTÍCULO 7

1. El niño será inscripto inmediatamente después de su
nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nom-
bre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo
posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. 
2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de
estos derechos de conformidad con su legislación
nacional y las obligaciones que hayan contraído en
virtud de los instrumentos internacionales pertinentes
en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de
otro modo apátrida.

ARTÍCULO 8

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el
derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la
nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de
conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 
2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos
de los elementos de su identidad o de todos ellos, los

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
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Estados Partes deberán prestar la asistencia y protec-
ción apropiadas con miras a restablecer rápidamente
su identidad.

ARTÍCULO 9

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea
separado de sus padres contra la voluntad de éstos,
excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las auto-
ridades competentes determinen, de conformidad con
la ley y los procedimientos aplicables, que tal separa-
ción es necesaria en el interés superior del niño. Tal
determinación puede ser necesaria en casos particula-
res, por ejemplo, en los casos en que el niño sea obje-
to de maltrato o descuido por parte de sus padres o
cuando éstos viven separados y debe adoptarse una
decisión acerca del lugar de residencia del niño. 
2. En cualquier procedimiento entablado de conformi-
dad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a
todas las partes interesadas la oportunidad de participar
en él y de dar a conocer sus opiniones. 
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño
que esté separado de uno o de ambos padres a man-
tener relaciones personales y contacto directo con
ambos padres de modo regular, salvo si ello es contra-
rio al interés superior del niño. 
4. Cuando esa separación sea resultado de una medi-
da adoptada por un Estado Parte, como la detención, el
encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte
(incluido el fallecimiento debido a cualquier causa
mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de
uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el
Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los
padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información
básica acerca del paradero del familiar o familiares
ausentes, a no ser que ello resultase perjudicial para el
bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán,
además, de que la presentación de tal petición no
entrañe por sí misma consecuencias desfavorables
para la persona o personas interesadas.

ARTÍCULO 10

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los
Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1
del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus
padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él
a los efectos de la reunión de la familia será atendida
por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria
y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, además,
que la presentación de tal petición no traerá conse-

cuencias desfavorables para los peticionarios ni para
sus familiares. 
2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes
tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo en
circunstancias excepcionales, relaciones personales y
contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de
conformidad con la obligación asumida por los Estados
Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los Estados
Partes respetarán el derecho del niño y de sus padres a
salir de cualquier país, incluido el propio, y de entrar en
su propio país. El derecho de salir de cualquier país
estará sujeto solamente a las restricciones estipuladas
por ley y que sean necesarias para proteger la seguri-
dad nacional, el orden público, la salud o la moral públi-
cas o los derechos y libertades de otras personas y que
estén en consonancia con los demás derechos recono-
cidos por la presente Convención.

ARTÍCULO 11

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar
contra los traslados ilícitos de niños al extranjero y la
retención ilícita de niños en el extranjero. 
2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la con-
certación de acuerdos bilaterales o multilaterales o la
adhesión a acuerdos existentes.

ARTÍCULO 12

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en
condiciones de formarse un juicio propio el derecho de
expresar su opinión libremente en todos los asuntos
que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuen-
ta las opiniones del niño, en función de la edad y madu-
rez del niño. 
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad
de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o
administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o
por medio de un representante o de un órgano apro-
piado, en consonancia con las normas de procedimien-
to de la ley nacional.

ARTÍCULO 13

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión;
ese derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y
difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consi-
deración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o
impresas, en forma artística o por cualquier otro
medio elegido por el niño. 
2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a cier-
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tas restricciones, que serán únicamente las que la ley
prevea y sean necesarias: 
a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los
demás; o 
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden
público o para proteger la salud o la moral públicas.

ARTÍCULO 14

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a
la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 
2. Los Estados Partes respetarán los derechos y debe-
res de los padres y, en su caso, de los representantes
legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de
modo conforme a la evolución de sus facultades. 
3. La libertad de profesar la propia religión o las propias
creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones
prescritas por la ley que sean necesarias para proteger
la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o los
derechos y libertades fundamentales de los demás.

ARTÍCULO 15

1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño
a la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reu-
niones pacíficas. 
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos
derechos distintas de las establecidas de conformidad
con la ley y que sean necesarias en una sociedad
democrática, en interés de la seguridad nacional o
pública, el orden público, la protección de la salud y
la moral públicas o la protección de los derechos y
libertades de los demás.

ARTÍCULO 16

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o
ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su
correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a
su reputación. 
2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra
esas injerencias o ataques.

ARTÍCULO 17

Los Estados Partes reconocen la importante función
que desempeñan los medios de comunicación y vela-
rán por que el niño tenga acceso a información y mate-
rial procedentes de diversas fuentes nacionales e inter-
nacionales, en especial la información y el material que
tengan por finalidad promover su bienestar social, espi-

ritual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto,
los Estados Partes: 
a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir
información y materiales de interés social y cultural para
el niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29; 
b) Promoverán la cooperación internacional en la pro-
ducción, el intercambio y la difusión de esa información
y esos materiales procedentes de diversas fuentes cul-
turales, nacionales e internacionales; 
c) Alentarán la producción y difusión de libros para
niños; 
d) Alentarán a los medios de comunicación a que ten-
gan particularmente en cuenta las necesidades lingüís-
ticas del niño perteneciente a un grupo minoritario o
que sea indígena; 
e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas
para proteger al niño contra toda información y material
perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las dis-
posiciones de los artículos 13 y 18.

ARTÍCULO 18

1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en
garantizar el reconocimiento del principio de que ambos
padres tienen obligaciones comunes en lo que respec-
ta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los
padres o, en su caso, a los representantes legales la res-
ponsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del
niño. Su preocupación fundamental será el interés
superior del niño. 
2. A los efectos de garantizar y promover los derechos
enunciados en la presente Convención, los Estados Par-
tes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los
representantes legales para el desempeño de sus fun-
ciones en lo que respecta a la crianza del niño y velarán
por la creación de instituciones, instalaciones y servicios
para el cuidado de los niños. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan
tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instala-
ciones de guarda de niños para los que reúnan las con-
diciones requeridas.

ARTÍCULO 19

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
legislativas, administrativas, sociales y educativas apro-
piadas para proteger al niño contra toda forma de per-
juicio o abuso físico o mental, descuido o trato negli-
gente, malos tratos o explotación, incluido el abuso
sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
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de los padres, de un representante legal o de cualquier
otra persona que lo tenga a su cargo. 
2. Esas medidas de protección deberían comprender,
según corresponda, procedimientos eficaces para el
establecimiento de programas sociales con objeto de
proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes
cuidan de él, así como para otras formas de prevención
y para la identificación, notificación, remisión a una ins-
titución, investigación, tratamiento y observación ulterior
de los casos antes descritos de malos tratos al niño y,
según corresponda, la intervención judicial.

ARTÍCULO 20

1. Los niños temporal o permanentemente privados de
su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no
permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la pro-
tección y asistencia especiales del Estado. 
2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con
sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos
niños. 
3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la
colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho
islámico, la adopción o de ser necesario, la colocación
en instituciones adecuadas de protección de menores.
Al considerar las soluciones, se prestará particular aten-
ción a la conveniencia de que haya continuidad en la
educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultu-
ral y lingüístico.

ARTÍCULO 21

Los Estados Partes que reconocen o permiten el siste-
ma de adopción cuidarán de que el interés superior del
niño sea la consideración primordial y: 
a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autori-
zada por las autoridades competentes, las que determi-
narán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos
aplicables y sobre la base de toda la información perti-
nente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista
de la situación jurídica del niño en relación con sus
padres, parientes y representantes legales y que, cuan-
do así se requiera, las personas interesadas hayan dado
con conocimiento de causa su consentimiento a la
adopción sobre la base del asesoramiento que pueda
ser necesario; 
b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser
considerada como otro medio de cuidar del niño, en el
caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de
guarda o entregado a una familia adoptiva o no pueda
ser atendido de manera adecuada en el país de origen; 

c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado
en otro país goce de salvaguardias y normas equiva-
lentes a las existentes respecto de la adopción en el
país de origen; 
d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garan-
tizar que, en el caso de adopción en otro país, la colo-
cación no dé lugar a beneficios financieros indebidos
para quienes participan en ella; 
e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del
presente artículo mediante la concertación de arreglos
o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán,
dentro de este marco, por garantizar que la colocación
del niño en otro país se efectúe por medio de las auto-
ridades u organismos competentes.

ARTÍCULO 22

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas
para lograr que el niño que trate de obtener el estatuto de
refugiado o que sea considerado refugiado de conformi-
dad con el derecho y los procedimientos internacionales
o internos aplicables reciba, tanto si está solo como si
está acompañado de sus padres o de cualquier otra per-
sona, la protección y la asistencia humanitaria adecuadas
para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados
en la presente Convención y en otros instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos o de carácter humani-
tario en que dichos Estados sean partes. 
2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la
forma que estimen apropiada, en todos los esfuerzos de
las Naciones Unidas y demás organizaciones intergu-
bernamentales competentes u organizaciones no
gubernamentales que cooperen con las Naciones Uni-
das por proteger y ayudar a todo niño refugiado y loca-
lizar a sus padres o a otros miembros de su familia, a fin
de obtener la información necesaria para que se reúna
con su familia. En los casos en que no se pueda locali-
zar a ninguno de los padres o miembros de la familia,
se concederá al niño la misma protección que a cual-
quier otro niño privado permanente o temporalmente de
su medio familiar, por cualquier motivo, como se dispo-
ne en la presente Convención.

ARTÍCULO 23

1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o
físicamente impedido deberá disfrutar de una vida
plena y decente en condiciones que aseguren su digni-
dad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten
la participación activa del niño en la comunidad. 
2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño
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impedido a recibir cuidados especiales y alentarán y
asegurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la
prestación al niño que reúna las condiciones requeridas
y a los responsables de su cuidado de la asistencia que
se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las
circunstancias de sus padres o de otras personas que
cuiden de él. 
3. En atención a las necesidades especiales del niño
impedido, la asistencia que se preste conforme al párra-
fo 2 del presente artículo será gratuita siempre que sea
posible, habida cuenta de la situación económica de los
padres o de las otras personas que cuiden del niño, y
estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga
un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los
servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la
preparación para el empleo y las oportunidades de
esparcimiento y reciba tales servicios con el objeto de
que el niño logre la integración social y el desarrollo indi-
vidual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la
máxima medida posible. 
4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de coo-
peración internacional, el intercambio de información
adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventi-
va y del tratamiento médico, psicológico y funcional de
los niños impedidos, incluida la difusión de información
sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de
enseñanza y formación profesional, así como el acceso
a esa información a fin de que los Estados Partes pue-
dan mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su
experiencia en estas esferas. A este respecto, se ten-
drán especialmente en cuenta las necesidades de los
países en desarrollo.

ARTÍCULO 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al
disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios
para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilita-
ción de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por
asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al
disfrute de esos servicios sanitarios.
2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de
este derecho y, en particular, adoptarán las medidas
apropiadas para:
a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la
atención sanitaria que sean necesarias a todos los
niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención
primaria de salud;
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el
marco de la atención primaria de la salud mediante,

entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponi-
ble y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y
agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y
riesgos de contaminación del medio ambiente; 
d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apro-
piada a las madres; 
e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en
particular los padres y los niños, conozcan los principios
básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ven-
tajas de la lactancia materna, la higiene y el sanea-
miento ambiental y las medidas de prevención de acci-
dentes, tengan acceso a la educación pertinente y reci-
ban apoyo en la aplicación de esos conocimientos;
f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orienta-
ción a los padres y la educación y servicios en materia
de planificación de la familia.
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
eficaces y apropiadas posibles para abolir las prácti-
cas tradicionales que sean perjudiciales para la salud
de los niños. 
4. Los Estados Partes se comprometen a promover y
alentar la cooperación internacional con miras a lograr
progresivamente la plena realización del derecho reco-
nocido en el presente artículo. A este respecto, se ten-
drán plenamente en cuenta las necesidades de los paí-
ses en desarrollo.

ARTÍCULO 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha
sido internado en un establecimiento por las autoridades
competentes para los fines de atención, protección o tra-
tamiento de su salud física o mental a un examen perió-
dico del tratamiento a que esté sometido y de todas las
demás circunstancias propias de su internación.

ARTÍCULO 26

1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el
derecho a beneficiarse de la seguridad social, incluso
del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias
para lograr la plena realización de este derecho de con-
formidad con su legislación nacional.
2. Las prestaciones deberían concederse, cuando
corresponda, teniendo en cuenta los recursos y la situa-
ción del niño y de las personas que sean responsables
del mantenimiento del niño, así como cualquier otra
consideración pertinente a una solicitud de prestacio-
nes hecha por el niño o en su nombre.

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
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ARTÍCULO 27

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo
niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físi-
co, mental, espiritual, moral y social. 
2. A los padres u otras personas encargadas del niño
les incumbe la responsabilidad primordial de proporcio-
nar, dentro de sus posibilidades y medios económicos,
las condiciones de vida que sean necesarias para el
desarrollo del niño. 
3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones
nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medi-
das apropiadas para ayudar a los padres y a otras per-
sonas responsables por el niño a dar efectividad a este
derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia
material y programas de apoyo, particularmente con
respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia
por parte de los padres u otras personas que tengan la
responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en
el Estado Parte como si viven en el extranjero. En parti-
cular, cuando la persona que tenga la responsabilidad
financiera por el niño resida en un Estado diferente de
aquel en que resida el niño, los Estados Partes promo-
verán la adhesión a los convenios internacionales o la
concertación de dichos convenios, así como la concer-
tación de cualesquiera otros arreglos apropiados.

ARTÍCULO 28

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a
la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresi-
vamente y en condiciones de igualdad de oportunida-
des ese derecho, deberán en particular: 
a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratui-
ta para todos; 
b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la
enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y
profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella
y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas
tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la
concesión de asistencia financiera en caso de necesidad; 
c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos,
sobre la base de la capacidad, por cuantos medios
sean apropiados; 
d) Hacer que todos los niños dispongan de información
y orientación en cuestiones educacionales y profesiona-
les y tengan acceso a ellas; 
e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular
a las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar. 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean
adecuadas para velar por que la disciplina escolar se
administre de modo compatible con la dignidad humana
del niño y de conformidad con la presente Convención.
3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la coope-
ración internacional en cuestiones de educación, en par-
ticular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el anal-
fabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso a los
conocimientos técnicos y a los métodos modernos de
enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente
en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

ARTÍCULO 29

1. Los Estados Partes convienen en que la educación
del niño deberá estar encaminada a: 
a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capaci-
dad mental y física del niño hasta el máximo de sus
posibilidades; 
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos
y las libertades fundamentales y de los principios con-
sagrados en la Carta de las Naciones Unidas; 
c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su pro-
pia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los
valores nacionales del país en que vive, del país de que
sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 
d) Preparar al niño para asumir una vida responsable
en una sociedad libre, con espíritu de comprensión,
paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre
todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religio-
sos y personas de origen indígena; 
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 
2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el
artículo 28 se interpretará como una restricción de la
libertad de los particulares y de las entidades para esta-
blecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición
de que se respeten los principios enunciados en el
párrafo 1 del presente artículo y de que la educación
impartida en tales instituciones se ajuste a las normas
mínimas que prescriba el Estado.

ARTÍCULO 30

En los Estados en que existan minorías étnicas, religio-
sas o lingüísticas o personas de origen indígena, no se
negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que
sea indígena el derecho que le corresponde, en común
con los demás miembros de su grupo, a tener su pro-
pia vida cultural, a profesar y practicar su propia reli-
gión, o a emplear su propio idioma.
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ARTÍCULO 31

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al
descanso y el esparcimiento, al juego y a las actividades
recreativas propias de su edad y a participar libremen-
te en la vida cultural y en las artes. 
2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el dere-
cho del niño a participar plenamente en la vida cultural
y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en
condiciones de igualdad, de participar en la vida cultu-
ral, artística, recreativa y de esparcimiento.

ARTÍCULO 32

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a
estar protegido contra la explotación económica y con-
tra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser
peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo
para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiri-
tual, moral o social. 
2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas,
administrativas, sociales y educacionales para garan-
tizar la aplicación del presente artículo. Con ese pro-
pósito y teniendo en cuenta las disposiciones perti-
nentes de otros instrumentos internacionales, los
Estados Partes, en particular: 
a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; 
b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los hora-
rios y condiciones de trabajo; 
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones
apropiadas para asegurar la aplicación efectiva del
presente artículo.

ARTÍCULO 33

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro-
piadas, incluidas medidas legislativas, administrativas,
sociales y educacionales, para proteger a los niños con-
tra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias sico-
trópicas enumeradas en los tratados internacionales
pertinentes, y para impedir que se utilice a niños en la
producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias.

ARTÍCULO 34

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño
contra todas las formas de explotación y abuso sexua-
les. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en parti-
cular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral
y multilateral que sean necesarias para impedir:
a) La incitación o la coacción para que un niño se dedi-

que a cualquier actividad sexual ilegal;
b) La explotación del niño en la prostitución u otras
prácticas sexuales ilegales; 
c) La explotación del niño en espectáculos o materiales
pornográficos.

ARTÍCULO 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de
carácter nacional, bilateral y multilateral que sean nece-
sarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de
niños para cualquier fin o en cualquier forma.

ARTÍCULO 36

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las
demás formas de explotación que sean perjudiciales
para cualquier aspecto de su bienestar.

ARTÍCULO 37

Los Estados Partes velarán por que: 
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos
o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se
impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin
posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por
menores de 18 años de edad; 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbi-
trariamente. La detención, el encarcelamiento o la pri-
sión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la
ley y se utilizará tan sólo como medida de último recur-
so y durante el período más breve que proceda; 
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la huma-
nidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la
persona humana, y de manera que se tengan en cuenta
las necesidades de las personas de su edad. En particu-
lar, todo niño privado de libertad estará separado de los
adultos, a menos que ello se considere contrario al inte-
rés superior del niño, y tendrá derecho a mantener con-
tacto con su familia por medio de correspondencia y de
visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un
pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia
adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de
la privación de su libertad ante un tribunal u otra auto-
ridad competente, independiente e imparcial y a una
pronta decisión sobre dicha acción.

ARTÍCULO 38

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y
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velar por que se respeten las normas del derecho inter-
nacional humanitario que les sean aplicables en los
conflictos armados y que sean pertinentes para el niño. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
posibles para asegurar que las personas que aún no
hayan cumplido los 15 años de edad no participen
directamente en las hostilidades.
3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en
las fuerzas armadas a las personas que no hayan
cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas
que hayan cumplido 15 años, pero que sean meno-
res de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad
a los de más edad. 
4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del
derecho internacional humanitario de proteger a la
población civil durante los conflictos armados, los Esta-
dos Partes adoptarán todas las medidas posibles para
asegurar la protección y el cuidado de los niños afecta-
dos por un conflicto armado.

ARTÍCULO 39

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropia-
das para promover la recuperación física y psicológica y
la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier
forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra
forma de tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes; o conflictos armados. Esa recuperación y reintegra-
ción se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la
salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño.

ARTÍCULO 40

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño
de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o
a quien se acuse o declare culpable de haber infringido
esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomen-
to de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca
el respeto del niño por los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de terceros y en la que se tengan
en cuenta la edad del niño y la importancia de promover
la reintegración del niño y de que éste asuma una fun-
ción constructiva en la sociedad.
2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones
pertinentes de los instrumentos internacionales, los
Estados Partes garantizarán, en particular: 
a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las
leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún
niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisio-
nes que no estaban prohibidos por las leyes nacionales
o internacionales en el momento en que se cometieron; 

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido
las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido
esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 
i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe
su culpabilidad conforme a la ley; 
ii) Que será informado sin demora y directamente o,
cuando sea procedente, por intermedio de sus padres
o sus representantes legales, de los cargos que pesan
contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra
asistencia apropiada en la preparación y presentación
de su defensa; 
iii) Que la causa será dirimida sin demora por una auto-
ridad u órgano judicial competente, independiente e
imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley,
en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor
adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere
contrario al interés superior del niño, teniendo en cuen-
ta en particular su edad o situación y a sus padres o
representantes legales; 
iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a decla-
rarse culpable, que podrá interrogar o hacer que se
interrogue a testigos de cargo y obtener la participación
y el interrogatorio de testigos de descargo en condicio-
nes de igualdad; 
v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las
leyes penales, que esta decisión y toda medida impues-
ta a consecuencia de ella, serán sometidas a una auto-
ridad u órgano judicial superior competente, indepen-
diente e imparcial, conforme a la ley; 
vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un
intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; 
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en
todas las fases del procedimiento. 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para promover el establecimiento de leyes, pro-
cedimientos, autoridades e instituciones específicos
para los niños de quienes se alegue que han infringido
las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpa-
bles de haber infringido esas leyes, y en particular: 
a) El establecimiento de una edad mínima antes de la
cual se presumirá que los niños no tienen capacidad
para infringir las leyes penales; 
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción
de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a pro-
cedimientos judiciales, en el entendimiento de que se
respetarán plenamente los derechos humanos y las
garantías legales. 
4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cui-
dado, las órdenes de orientación y supervisión, el ase-
soramiento, la libertad vigilada, la colocación en hoga-
res de guarda, los programas de enseñanza y formación
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profesional, así como otras posibilidades alternativas a
la internación en instituciones, para asegurar que los
niños sean tratados de manera apropiada para su bie-
nestar y que guarde proporción tanto con sus circuns-
tancias como con la infracción.

ARTÍCULO 41

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará a las disposiciones que sean más conducentes a
la realización de los derechos del niño y que puedan
estar recogidas en: 
a) El derecho de un Estado Parte; o 
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho
Estado.

PARTE II 

ARTÍCULO 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer
ampliamente los principios y disposiciones de la Con-
vención por medios eficaces y apropiados, tanto a los
adultos como a los niños.

ARTÍCULO 43

1. Con la finalidad de examinar lor progresos realizados
en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los
Estados Partes en la presente Convención, se establece-
rá un Comité de los Derechos del Niño que desempeña-
rá las funciones que a continuación se estipulan.
2. El Comité estará integrado por diez expertos de gran
integridad moral y reconocida competencia en las esfe-
ras reguladas por la presente Convención. Los miem-
bros del Comité serán elegidos por los Estados Partes
entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título
personal, teniéndose debidamente en cuenta la distri-
bución geográfica, así como los principales sistemas
jurídicos (enmienda). 
3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación
secreta, de una lista de personas designadas por los
Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a
una persona escogida entre sus propios nacionales. 
4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis
meses después de la entrada en vigor de la presente
Convención y ulteriormente cada dos años. Con cuatro
meses, como mínimo, de antelación respecto de la
fecha de cada elección, el Secretario General de las

Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes
invitándolos a que presenten sus candidaturas en un
plazo de dos meses. El Secretario General preparará
después una lista en la que figurarán por orden alfabé-
tico todos los candidatos propuestos, con indicación de
los Estados Partes que los hayan designado, y la comu-
nicará a los Estados Partes en la presente Convención. 
5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los
Estados Partes convocada por el Secretario General en
la Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la
que la presencia de dos tercios de los Estados Partes
constituirá quórum, las personas seleccionadas para
formar parte del Comité serán aquellos candidatos que
obtengan el mayor número de votos y una mayoría
absoluta de los votos de los representantes de los Esta-
dos Partes presentes y votantes. 
6. Los miembros del Comité serán elegidos por un perí-
odo de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presen-
ta de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los
miembros elegidos en la primera elección expirará al
cabo de dos años; inmediatamente después de efec-
tuada la primera elección, el presidente de la reunión
en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de
esos cinco miembros. 
7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o decla-
ra que por cualquier otra causa no puede seguir
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado
Parte que propuso a ese miembro designará entre
sus propios nacionales a otro experto para ejercer el
mandato hasta su término, a reserva de la aprobación
del Comité. 
8. El Comité adoptará su propio reglamento. 
9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 
10. Las reuniones del Comité se celebrarán normal-
mente en la Sede de las Naciones Unidas o en cual-
quier otro lugar conveniente que determine el Comité.
El Comité se reunirá normalmente todos los años. La
duración de las reuniones del Comité será determinada
y revisada, si procediera, por una reunión de los Esta-
dos Partes en la presente Convención, a reserva de la
aprobación de la Asamblea General. 
11. El Secretario General de las Naciones Unidas pro-
porcionará el personal y los servicios necesarios para el
desempeño eficaz de las funciones del Comité estable-
cido en virtud de la presente Convención. 
12. Previa aprobación de la Asamblea General, los
miembros del Comité establecido en virtud de la pre-
sente Convención recibirán emolumentos con cargo a
los fondos de las Naciones Unidas, según las condicio-
nes que la Asamblea pueda establecer.
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ARTÍCULO 44

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al
Comité, por conducto del Secretario General de las
Naciones Unidas, informes sobre las medidas que
hayan adoptado para dar efecto a los derechos recono-
cidos en la Convención y sobre el progreso que hayan
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 
a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que
para cada Estado Parte haya entrado en vigor la pre-
sente Convención; 
b) En lo sucesivo, cada cinco años. 
2. Los informes preparados en virtud del presente artí-
culo deberán indicar las circunstancias y dificultades, si
las hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de
las obligaciones derivadas de la presente Convención.
Deberán asimismo contener información suficiente para
que el Comité tenga cabal comprensión de la aplicación
de la Convención en el país de que se trate. 
3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe
inicial completo al Comité no necesitan repetir, en suce-
sivos informes presentados de conformidad con lo dis-
puesto en el inciso b) del párrafo 1 del presente artícu-
lo, la información básica presentada anteriormente. 
4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más infor-
mación relativa a la aplicación de la Convención. 
5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea
General de las Naciones Unidas, por conducto del Con-
sejo Económico y Social, informes sobre sus actividades. 
6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia
difusión entre el público de sus países respectivos.

ARTÍCULO 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Con-
vención y de estimular la cooperación internacional en
la esfera regulada por la Convención: 
a) Los organismos especializados, el Fondo de las
Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de
las Naciones Unidas tendrán derecho a estar represen-
tados en el examen de la aplicación de aquellas dispo-
siciones de la presente Convención comprendidas en el
ámbito de su mandato. El Comité podrá invitar a los
organismos especializados, al Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes
que considere apropiados a que proporcionen asesora-
miento especializado sobre la aplicación de la Conven-
ción en los sectores que son de incumbencia de sus
respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los
organismos especializados, al Fondo de las Naciones
Unidas para la Infancia y demás órganos de las Nacio-

nes Unidas a que presenten informes sobre la aplica-
ción de aquellas disposiciones de la presente Conven-
ción comprendidas en el ámbito de sus actividades; 
b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a
los organismos especializados, al Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia y a otros órganos compe-
tentes, los informes de los Estados Partes que conten-
gan una solicitud de asesoramiento o de asistencia téc-
nica, o en los que se indique esa necesidad, junto con
las observaciones y sugerencias del Comité, si las
hubiere, acerca de esas solicitudes o indicaciones; 
c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General
que pida al Secretario General que efectúe, en su nom-
bre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los
derechos del niño; 
d) El Comité podrá formular sugerencias y recomenda-
ciones generales basadas en la información recibida en
virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Conven-
ción. Dichas sugerencias y recomendaciones generales
deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y
notificarse a la Asamblea General, junto con los comen-
tarios, si los hubiere, de los Estados Partes.

PARTE III

ARTÍCULO 46

La presente Convención estará abierta a la firma de
todos los Estados.

ARTÍCULO 47

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 48

La presente Convención permanecerá abierta a la adhe-
sión de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión
se depositarán en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

ARTÍCULO 49

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo
día siguiente a la fecha en que haya sido depositado el
vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
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2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se
adhiera a ella después de haber sido depositado el vigé-
simo instrumento de ratificación o de adhesión, la Con-
vención entrará en vigor el trigésimo día después del
depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación
o adhesión.

ARTÍCULO 50

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y
depositarla en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la
enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles
que les notifiquen si desean que se convoque una con-
ferencia de Estados Partes con el fin de examinar la pro-
puesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro
meses siguientes a la fecha de esa notificación un ter-
cio, al menos, de los Estados Partes se declara en favor
de tal conferencia, el Secretario General convocará una
conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas.
Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados
Partes, presentes y votantes en la conferencia, será
sometida por el Secretario General a la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas para su aprobación. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando
haya sido aprobada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos
tercios de los Estados Partes. 
3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obliga-
torias para los Estados Partes que las hayan aceptado,
en tanto que los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones de la presente Convención y
por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

ARTÍCULO 51

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibi-
rá y comunicará a todos los Estados el texto de las reser-
vas formuladas por los Estados en el momento de la
ratificación o de la adhesión. 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el
objeto y el propósito de la presente Convención. 
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momen-
to por medio de una notificación hecha a ese efecto y
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas,
quien informará a todos los Estados. Esa notificación
surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secre-
tario General.

ARTÍCULO 52

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Con-
vención mediante notificación hecha por escrito al
Secretario General de las Naciones Unidas. La denun-
cia surtirá efecto un año después de la fecha en que la
notificación haya sido recibida por el Secretario General.

ARTÍCULO 53

Se desgina depositario de la presente Convención al
Secretario General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 54

El original de la presente Convención, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositará en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. 
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Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
• Considerando que para asegurar el mejor logro de los
propósitos de la Convención sobre los Derechos del
Niño y la aplicación de sus disposiciones y especial-
mente de los artículos 1, 11, 21, 32, 33, 34, 35 y 36,
sería conveniente ampliar las medidas que deben adop-
tar los Estados Partes a fin de garantizar la protección
de los menores contra la venta de niños, la prostitución
infantil y la utilización de niños en la pornografía,
Considerando también que en la Convención sobre los
Derechos del Niño se reconoce el derecho del niño a la
protección contra la explotación económica y la realiza-
ción de trabajos que puedan ser peligrosos, entorpecer
su educación o afectar su salud o desarrollo físico, men-
tal, espiritual, moral o social,
• Gravemente preocupados por la importante y cre-
ciente trata internacional de menores a los fines de la
venta de niños, su prostitución y su utilización en la
pornografía,
• Manifestando su profunda preocupación por la prác-
tica difundida y continuada del turismo sexual, a la que
los niños son especialmente vulnerables ya que fomen-
ta directamente la venta de niños, su utilización en la
pornografía y su prostitución,
• Reconociendo que algunos grupos especialmente vul-
nerables, en particular las niñas, están expuestos a un
peligro mayor de explotación sexual, y que la represen-
tación de niñas entre las personas explotadas sexual-
mente es desproporcionadamente alta,
• Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor de
pornografía infantil en la Internet y otros medios tecno-
lógicos modernos y recordando la Conferencia Interna-
cional de Lucha contra la Pornografía Infantil en la Inter-
net (Viena, 1999) y, en particular, sus conclusiones, en
las que se pide la penalización en todo el mundo de la
producción, distribución, exportación, transmisión,

importación, posesión intencional y propaganda de este
tipo de pornografía, y subrayando la importancia de una
colaboración y asociación más estrechas entre los
gobiernos y el sector de la Internet,
• Estimando que será más fácil erradicar la venta de
niños, la prostitución infantil y la utilización de niños
en la pornografía si se adopta un enfoque global que
permita hacer frente a todos los factores que contri-
buyen a ello, en particular el subdesarrollo, la pobre-
za, las disparidades económicas, las estructuras
socioeconómicas no equitativas, la disfunción de las
familias, la falta de educación, la migración del
campo a la ciudad, la discriminación por motivos de
sexo, el comportamiento sexual irresponsable de los
adultos, las prácticas tradicionales nocivas, los con-
flictos armados y la trata de niños,
• Estimando que se deben hacer esfuerzos por sensibi-
lizar al público a fin de reducir el mercado de consumi-
dores que lleva a la venta de niños, la prostitución infan-
til y la utilización de niños en la pornografía, y estiman-
do también que es importante fortalecer la asociación
mundial de todos los agentes, así como mejorar la
represión a nivel nacional,
• Tomando nota de las disposiciones de los instru-
mentos jurídicos internacionales relativos a la protec-
ción de los niños, en particular el Convenio de La
Haya sobre la Protección de los Niños y la Coopera-
ción en materia de Adopción Internacional, la Con-
vención de La Haya sobre los Aspectos Civiles del
Secuestro Internacional de Niños, la Convención de
La Haya sobre la Jurisdicción, el Derecho Aplicable,
el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en
materia de Responsabilidad Parental y Medidas para
la Protección de los Niños, así como el Convenio No.
182 de la Organización Internacional del Trabajo
sobre la prohibición de las peores formas de trabajo
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infantil y la acción inmediata para su eliminación,
• Alentados por el abrumador apoyo de que goza la
Convención sobre los Derechos del Niño, lo que
demuestra la adhesión generalizada a la promoción y
protección de los derechos del niño,
• Reconociendo la importancia de aplicar las disposi-
ciones del Programa de Acción para la Prevención de la
Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de
Niños en la Pornografía3, así como la Declaración y el
Programa de Acción aprobado por el Congreso Mundial
contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños,
celebrado en Estocolmo del 27 al 31 de agosto de
19964, y las demás decisiones y recomendaciones per-
tinentes de los órganos internacionales competentes,
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las
tradiciones y los valores culturales de cada pueblo a los
fines de la protección y el desarrollo armonioso del niño,
Han convenido en lo siguiente:

ARTÍCULO 1

Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la pros-
titución infantil y la pornografía infantil, de conformidad
con lo dispuesto en el presente Protocolo.

ARTÍCULO 2

A los efectos del presente Protocolo:
a) Por venta de niños se entiende todo acto o transac-
ción en virtud del cual un niño es transferido por una
persona o grupo de personas a otra a cambio de remu-
neración o de cualquier otra retribución;
b) Por prostitución infantil se entiende la utilización de
un niño en actividades sexuales a cambio de remune-
ración o de cualquier otra retribución;
c) Por pornografía infantil se entiende toda representa-
ción, por cualquier medio, de un niño dedicado a acti-
vidades sexuales explícitas, reales o simuladas, o toda
representación de las partes genitales de un niño con
fines primordialmente sexuales.

ARTÍCULO 3

1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como
mínimo, los actos y actividades que a continuación se
enumeran queden íntegramente comprendidos en su
legislación penal, tanto si se han cometido dentro como
fuera de sus fronteras, o si se han perpetrado individual
o colectivamente:
a) En relación con la venta de niños, en el sentido en
que se define en el artículo 2:

i) Ofrecer, entregar o aceptar, por cualquier medio, un
niño con fines de:
a. Explotación sexual del niño;
b. Transferencia con fines de lucro de órganos del niño;
c. Trabajo forzoso del niño;
ii) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario,
a alguien a que preste su consentimiento para la adop-
ción de un niño en violación de los instrumentos jurídi-
cos internacionales aplicables en materia de adopción;
b) La oferta, posesión, adquisición o entrega de un niño
con fines de prostitución, en el sentido en que se defi-
ne en el artículo 2;
c) La producción, distribución, divulgación, importa-
ción, exportación, oferta, venta o posesión, con los fines
antes señalados, de pornografía infantil, en el sentido en
que se define en el artículo 2.
2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los
Estados Partes, estas disposiciones se aplicarán tam-
bién en los casos de tentativa de cometer cualquiera de
estos actos y de complicidad o participación en cual-
quiera de estos actos.
3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas
adecuadas a su gravedad.
4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los
Estados Partes adoptarán, cuando proceda, disposicio-
nes que permitan hacer efectiva la responsabilidad de
personas jurídicas por los delitos enunciados en el
párrafo 1 del presente artículo. Con sujeción a los prin-
cipios jurídicos aplicables en el Estado Parte, la respon-
sabilidad de las personas jurídicas podrá ser penal, civil
o administrativa.
5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposiciones
legales y administrativas pertinentes para que todas las
personas que intervengan en la adopción de un niño
actúen de conformidad con los instrumentos jurídicos
internacionales aplicables.

ARTÍCULO 4

1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones necesa-
rias para hacer efectiva su jurisdicción con respecto a los
delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3, cuando
esos delitos se cometan en su territorio o a bordo de un
buque o una aeronave que enarbolen su pabellón.
2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones
necesarias para hacer efectiva su jurisdicción con res-
pecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artí-
culo 3 en los casos siguientes:
a) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese
Estado o tenga residencia habitual en su territorio;
b) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado.
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3. Todo Estado Parte adoptará también las disposiciones
que sean necesarias para hacer efectiva su jurisdicción
con respecto a los delitos antes señalados cuando el pre-
sunto delincuente sea hallado en su territorio y no sea
extraditado a otro Estado Parte en razón de haber sido
cometido el delito por uno de sus nacionales.
4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo exclui-
rá el ejercicio de la jurisdicción penal de conformidad
con la legislación nacional.

ARTÍCULO 5

1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 3
se considerarán incluidos entre los delitos que dan lugar
a extradición en todo tratado de extradición celebrado
entre Estados Partes, y se incluirán como delitos que
dan lugar a extradición en todo tratado de extradición
que celebren entre sí en el futuro, de conformidad con
las condiciones establecidas en esos tratados.
2. El Estado Parte que subordine la extradición a la exis-
tencia de un tratado, si recibe de otro Estado Parte con
el que no tiene tratado al respecto una solicitud de
extradición, podrá invocar el presente Protocolo como
base jurídica para la extradición respecto de esos deli-
tos. La extradición estará sujeta a las demás condicio-
nes establecidas en la legislación del Estado requerido.
3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición
a la existencia de un tratado reconocerán que esos deli-
tos dan lugar a la extradición entre esos Estados, con
sujeción a las condiciones establecidas en la legislación
del Estado requerido.
4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes,
se considerará que los delitos se han cometido no sola-
mente en el lugar donde ocurrieron sino también en el
territorio de los Estados obligados a hacer efectiva su
jurisdicción con arreglo al artículo 4.
5. Si se presenta una solicitud de extradición respecto
de uno de los delitos a que se refiere el párrafo 1 del
artículo 3 y el Estado requerido no la concede o no
desea concederla en razón de la nacionalidad del autor
del delito, ese Estado adoptará las medidas que corres-
pondan para someter el caso a sus autoridades compe-
tentes a los efectos de su enjuiciamiento.

ARTÍCULO 6

1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia
posible en relación con cualquier investigación, proceso
penal o procedimiento de extradición que se inicie con
respecto a los delitos a que se refiere el párrafo 1 del
artículo 3, en particular asistencia para la obtención de

todas las pruebas necesarias para esos procedimientos
que obren en su poder.
2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que
les incumban en virtud del párrafo 1 del presente artí-
culo de conformidad con los tratados u otros acuerdos
de asistencia judicial recíproca que existan entre ellos.
En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados
Partes se prestarán dicha asistencia de conformidad
con su legislación.

ARTÍCULO 7

Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los
Estados Partes:
a) Adoptarán medidas para incautar y confiscar, según
corresponda:
i) Los bienes tales como materiales, activos y otros
medios utilizados para cometer o facilitar la comisión de
los delitos a que se refiere el presente Protocolo;
ii) Las utilidades obtenidas de esos delitos;
b) Darán curso a las peticiones formuladas por otros
Estados Partes para que se proceda a la incautación o
confiscación de los bienes o las utilidades a que se
refiere el inciso i) del apartado a);
c) Adoptarán medidas para cerrar, temporal o definitiva-
mente, los locales utilizados para cometer esos delitos.

ARTÍCULO 8

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas
para proteger en todas las fases del proceso penal los
derechos e intereses de los niños víctimas de las prác-
ticas prohibidas por el presente Protocolo y, en particu-
lar, deberán:
a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y
adaptar los procedimientos de forma que se reconoz-
can sus necesidades especiales, incluidas las necesi-
dades especiales para declarar como testigos;
b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su
papel, el alcance, las fechas y la marcha de las actua-
ciones y la resolución de la causa;
c) Autorizar la presentación y consideración de las opi-
niones, necesidades y preocupaciones de los niños víc-
timas en las actuaciones en que se vean afectados sus
intereses personales, de una manera compatible con
las normas procesales de la legislación nacional;
d) Prestar la debida asistencia durante todo el proceso
a los niños víctimas;
e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los
niños víctimas y adoptar medidas de conformidad con
la legislación nacional para evitar la divulgación de infor-
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mación que pueda conducir a la identificación de esas
víctimas;
f) Velar por la seguridad de los niños víctimas, así como
por la de sus familias y los testigos a su favor, frente a
intimidaciones y represalias;
g) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de
las causas y en la ejecución de las resoluciones o
decretos por los que se conceda reparación a los
niños víctimas.
2. Los Estados Partes garantizarán que el hecho de
haber dudas acerca de la edad real de la víctima no
impida la iniciación de las investigaciones penales,
incluidas las investigaciones encaminadas a determinar
la edad de la víctima.
3. Los Estados Partes garantizarán que en el tratamien-
to por la justicia penal de los niños víctimas de los deli-
tos enunciados en el presente Protocolo, la considera-
ción primordial a que se atienda sea el interés superior
del niño.
4. Los Estados Partes adoptarán medidas para asegu-
rar una formación apropiada, particularmente en los
ámbitos jurídico y psicológico, de las personas que tra-
bajen con víctimas de los delitos prohibidos en virtud
del presente Protocolo.
5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda,
medidas para proteger la seguridad e integridad de las
personas u organizaciones dedicadas a la prevención o
la protección y rehabilitación de las víctimas de esos
delitos.
6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se
entenderá en perjuicio de los derechos del acusado a
un juicio justo e imparcial, ni será incompatible con
esos derechos.

ARTÍCULO 9

1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán, aplicarán
y darán publicidad a las leyes, las medidas administra-
tivas, las políticas y los programas sociales, destinados
a la prevención de los delitos a que se refiere el pre-
sente Protocolo. Se prestará particular atención a la pro-
tección de los niños que sean especialmente vulnera-
bles a esas prácticas.
2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización del
público en general, incluidos los niños, mediante la
información por todos los medios apropiados y la edu-
cación y adiestramiento acerca de las medidas preven-
tivas y los efectos perjudiciales de los delitos a que se
refiere el presente Protocolo. Al cumplir las obligaciones
que les impone este artículo, los Estados Partes alenta-
rán la participación de la comunidad y, en particular, de

los niños y de los niños víctimas, en tales programas de
información, educación y adiestramiento, incluso en el
plano internacional.
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas posi-
bles con el fin de asegurar toda la asistencia apropiada a
las víctimas de esos delitos, así como su plena reintegra-
ción social y su plena recuperación física y psicológica.
4. Los Estados Partes asegurarán que todos los niños
víctimas de los delitos enunciados en el presente Proto-
colo tengan acceso a procedimientos adecuados para
obtener sin discriminación de las personas legalmente
responsables, reparación por los daños sufridos.
5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesa-
rias para prohibir efectivamente la producción y publi-
cación de material en que se haga publicidad a los deli-
tos enunciados en el presente Protocolo.

ARTÍCULO 10

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
necesarias para fortalecer la cooperación internacional
mediante acuerdos multilaterales, regionales y bilatera-
les, para la prevención, la detección, la investigación, el
enjuiciamiento y el castigo de los responsables de actos
de venta de niños, prostitución infantil y utilización de
niños en la pornografía o el turismo sexual. Los Estados
Partes promoverán también la cooperación internacio-
nal y la coordinación entre sus autoridades y las organi-
zaciones no gubernamentales nacionales e internacio-
nales, así como las organizaciones internacionales.
2. Los Estados Partes promoverán la cooperación inter-
nacional en ayuda de los niños víctimas a los fines de
su recuperación física y psicológica, reintegración social
y repatriación.
3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento
de la cooperación internacional con miras a luchar
contra los factores fundamentales, como la pobreza y
el subdesarrollo, que contribuyen a la vulnerabilidad
de los niños a las prácticas de venta de niños, prosti-
tución infantil y utilización de niños en la pornografía
o en el turismo sexual.
4. Los Estados Partes que estén en condiciones de
hacerlo proporcionarán asistencia financiera, técnica
o de otra índole, por conducto de los programas exis-
tentes en el plano multilateral, regional o bilateral o de
otros programas.

ARTÍCULO 11

Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se
entenderá en perjuicio de cualquier disposición más
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propicia a la realización de los derechos del niño que
esté contenida en:
a) La legislación de un Estado Parte;
b) El derecho internacional en vigor con respecto a ese
Estado.

ARTÍCULO 12

1. En el plazo de dos años después de la entrada en
vigor del Protocolo respecto de un Estado Parte, éste
presentará al Comité de los Derechos del Niño un infor-
me que contenga una exposición general de las medi-
das que haya adoptado para dar cumplimiento a las
disposiciones del Protocolo.
2. Después de la presentación del informe general,
cada Estado Parte incluirá en los informes que presen-
te al Comité de los Derechos del Niño, de conformidad
con el artículo 44 de la Convención, información adicio-
nal sobre la aplicación del Protocolo. Los demás Esta-
dos Partes en el Protocolo presentarán un informe cada
cinco años.
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los
Estados Partes cualquier información pertinente sobre
la aplicación del presente Protocolo.

ARTÍCULO 13

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo
Estado que sea Parte en la Convención o la haya firmado.
2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y
abierto a la adhesión de todo Estado que sea Parte en
la Convención o la haya firmado. Los instrumentos de
ratificación o de adhesión se depositarán en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 14

1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses
después de la fecha en que haya sido depositado el
décimo instrumento de ratificación o de adhesión.
2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el
presente Protocolo o se hayan adherido a él después
de su entrada en vigor, el Protocolo entrará en vigor
un mes después de la fecha en que se haya deposi-
tado el correspondiente instrumento de ratificación o
de adhesión.

ARTÍCULO 15

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Pro-
tocolo en cualquier momento notificándolo por escrito al

Secretario General de las Naciones Unidas, quien infor-
mará de ello a los demás Estados Partes en la Conven-
ción y a todos los Estados que hayan firmado la Con-
vención. La denuncia surtirá efecto un año después de
la fecha en que la notificación haya sido recibida por el
Secretario General de las Naciones Unidas.
2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las
obligaciones que le incumban en virtud del presente
Protocolo respecto de todo delito que se haya come-
tido antes de la fecha en que aquélla surta efecto. La
denuncia tampoco obstará en modo alguno para que
el Comité prosiga el examen de cualquier asunto ini-
ciado antes de esa fecha.

ARTÍCULO 16

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y
depositarla en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la
enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles
que le notifiquen si desean que se convoque a una con-
ferencia de Estados Partes con el fin de examinar la pro-
puesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro
meses siguientes a la fecha de esa notificación un ter-
cio, al menos, de los Estados Partes se declaran en
favor de tal conferencia, el Secretario General la convo-
cará con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda
enmienda adoptada por la mayoría de los Estados Par-
tes presentes y votantes en la conferencia se someterá
a la aprobación de la Asamblea General.
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando
haya sido aprobada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos
tercios de los Estados Partes.
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obli-
gatorias para los Estados Partes que las hayan acepta-
do; los demás Estados Partes seguirán obligados por las
disposiciones del presente Protocolo y por toda enmien-
da anterior que hubiesen aceptado.

ARTÍCULO 17

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
auténticos, será depositado en los archivos de las
Naciones Unidas.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas envia-
rá copias certificadas del presente Protocolo a todos los
Estados Partes en la Convención y a todos los Estados
que hayan firmado la Convención.
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Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
• Alentados por el inmenso apoyo de que goza la
Convención sobre los Derechos del Niño, que demuestra
que existe una voluntad general de luchar por la promo-
ción y la protección de los derechos del niño, 
Reafirmando que los derechos del niño requieren una
protección especial y que, para ello, es necesario seguir
mejorando la situación de los niños sin distinción y pro-
curar que éstos se desarrollen y sean educados en con-
diciones de paz y seguridad, 
• Preocupados por los efectos perniciosos y generales
que tienen para los niños los conflictos armados, y por
sus consecuencias a largo plazo para la paz, la seguri-
dad y el desarrollo duraderos, 
Condenando el hecho de que en las situaciones de con-
flicto armado los niños se conviertan en un blanco, así
como los ataques directos contra bienes protegidos por
el derecho internacional, incluídos los lugares donde
suele haber una considerable presencia infantil, como
escuelas y hospitales, 
• Tomando nota de la aprobación del Estatuto de
Roma de la Corte Penal Internacional, en particular la
inclusión entre los crímenes de guerra en conflictos
armados, tanto internacionales como no internacio-
nales, del reclutamiento o alistamiento de niños
menores de 15 años o su utilización para participar
activamente en las hostilidades, 
• Considerando en consecuencia que para seguir pro-
moviendo la realización de los derechos reconocidos en
la Convención sobre los Derechos del Niño es necesa-
rio aumentar la protección de los niños con miras a evi-
tar que participen en conflictos armados, 
• Observando que el artículo 1 de la Convención
sobre los Derechos del Niño precisa que, para los
efectos de esa Convención, se entiende por niño todo
ser humano menor de 18 años de edad, salvo que, en
virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado
antes la mayoría de edad, 
• Convencidos de que un protocolo facultativo de la
Convención por el que se eleve la edad mínima para el
posible reclutamiento de personas en las fuerzas arma-
das y su participación en las hostilidades contribuirá efi-

cazmente a la aplicación del principio de que el interés
superior del niño ha de ser una consideración primor-
dial en todas las decisiones que le conciernan, 
• Tomando nota de que en diciembre de 1995 la XXVI
Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media
Luna Roja recomendó, entre otras cosas, que las partes
en conflicto que tomaran todas las medidas viables para
que los niños menores de 18 años no participaran en
hostilidades, 
• Tomando nota con satisfacción de la aprobación uná-
nime, en junio de 1999, del Convenio No. 182 de la
Organización Internacional del Trabajo sobre la prohibi-
ción de las peores formas de trabajo infantil y la acción
inmediata para su eliminación, en el que se prohíbe,
entre otros, el reclutamiento forzoso u obligatorio de
niños para utilizarlos en conflictos armados, 
• Condenando con suma preocupación el reclutamien-
to, adiestramiento y utilización dentro y fuera de las
fronteras nacionales de niños en hostilidades por parte
de grupos armados distintos de las fuerzas armadas de
un Estado, y reconociendo la responsabilidad de quie-
nes reclutan, adiestran y utilizan niños de este modo, 
Recordando que todas las partes en un conflicto arma-
do tienen la obligación de observar las disposiciones del
derecho internacional humanitario, 
• Subrayando que el presente Protocolo se entenderá
sin perjuicio de los propósitos y principios enunciados
en la Carta de las Naciones Unidas, incluido su artículo
51, y las normas pertinentes del derecho humanitario, 
Teniendo presente que, para lograr la plena protección
de los niños, en particular durante los conflictos arma-
dos y la ocupación extranjera, es indispensable que se
den condiciones de paz y seguridad basadas en el
pleno respeto de los propósitos y principios de la Carta
y se observen los instrumentos vigentes en materia de
derechos humanos, 
• Reconociendo las necesidades especiales de los
niños que están especialmente expuestos al recluta-
miento o utilización en hostilidades, contra lo dispuesto
en el presente Protocolo, en razón de su situación eco-
nómica o social o de su sexo, 
• Conscientes de la necesidad de tener en cuenta las
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causas económicas, sociales y políticas que motivan la
participación de niños en conflictos armados, 
• Convencidos de la necesidad de fortalecer la coope-
ración internacional en la aplicación del presente
Protocolo, así como las actividades de rehabilitación físi-
ca y psicosocial y de reintegración social de los niños
que son víctimas de conflictos armados, 
• Alentando la participación de las comunidades y, en
particular, de los niños y de las víctimas infantiles en la
difusión de programas de información y de educación
sobre la aplicación del Protocolo, 
Han convenido en lo siguiente: 

ARTÍCULO 1 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posi-
bles para que ningún miembro de sus fuerzas arma-
das menor de 18 años participe directamente en hos-
tilidades. 

ARTÍCULO 2 

Los Estados Partes velarán por que no se reclute obli-
gatoriamente en sus fuerzas armadas a ningún menor
de 18 años. 

ARTÍCULO 3 

1. Los Estados Partes elevarán la edad mínima, conta-
da en años, para el reclutamiento voluntario de perso-
nas en sus fuerzas armadas nacionales por encima de
la fijada en el párrafo 3 del artículo 38 de la Convención
sobre los Derechos del Niño, teniendo en cuenta los
principios formulados en dicho artículo, y reconociendo
que en virtud de esa Convención los menores de 18
años tienen derecho a una protección especial. 
2. Cada Estado Parte depositará, al ratificar el presente
Protocolo o adherirse a él, una declaración vinculante en
la que se establezca la edad mínima en que permitirá el
reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas nacio-
nales y se ofrezca una descripción de las salvaguardias
que haya adoptado para asegurarse de que no se realiza
ese reclutamiento por la fuerza o por coacción. 
3. Los Estados Partes que permitan el reclutamiento
voluntario en sus fuerzas armadas nacionales de meno-
res de 18 años establecerán medidas de salvaguardia
que garanticen, como mínimo, que: 
a) Ese reclutamiento sea auténticamente voluntario; 
b) Ese reclutamiento se realice con el consentimiento
informado de los padres o de quienes tengan la cus-
todia legal; 

c) Esos menores estén plenamente informados de los
deberes que supone ese servicio militar; 
d) Esos menores presenten pruebas fiables de su edad
antes de ser aceptados en el servicio militar nacional. 
4. Cada Estado Parte podrá ampliar su declaración en
cualquier momento mediante notificación a tal efecto
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, el
cual informará a todos los Estados Partes. La notifica-
ción surtirá efecto desde la fecha en que sea recibida
por el Secretario General. 
5. La obligación de elevar la edad según se establece en
el párrafo 1 del presente artículo no es aplicable a las
escuelas que las fuerzas armadas de los Estados Partes
administren o tengan bajo su control, de conformidad
con los artículos 28 y 29 de la Convención sobre los
Derechos del Niño. 

ARTÍCULO 4 

1. Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas
de un Estado no deben en ninguna circunstancia reclu-
tar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
posibles para impedir ese reclutamiento y utilización,
con inclusión de la adopción de las medidas legales
necesarias para prohibir y tipificar esas prácticas. 
3. La aplicación del presente artículo no afectará la
situación jurídica de ninguna de las partes en un con-
flicto armado. 

ARTÍCULO 5 

Ninguna disposición del presente Protocolo se interpre-
tará de manera que impida la aplicación de los precep-
tos del ordenamiento de un Estado Parte, de instru-
mentos internacionales o del derecho humanitario inter-
nacional cuando esos preceptos sean más propicios a
la realización de los derechos del niño. 

ARTÍCULO 6 

1. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas jurídi-
cas, administrativas y de otra índole necesarias para
garantizar la aplicación efectiva y la vigilancia del cum-
plimiento efectivo de las disposiciones del presente
Protocolo dentro de su jurisdicción. 
2. Los Estados Partes se comprometen a difundir y
promover por los medios adecuados, entre adultos y
niños por igual, los principios y disposiciones del pre-
sente Protocolo. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
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posibles para que las personas que estén bajo su juris-
dicción y hayan sido reclutadas o utilizadas en hostili-
dades en contradicción con el presente Protocolo sean
desmovilizadas o separadas del servicio de otro modo.
De ser necesario, los Estados Partes prestarán a esas
personas toda la asistencia conveniente para su recu-
peración física y psicológica y su reintegración social. 

ARTÍCULO 7 

1. Los Estados Partes cooperarán en la aplicación del
presente Protocolo, en particular en la prevención de
cualquier actividad contraria al mismo y la rehabilitación
y reintegración social de las personas que sean víctimas
de actos contrarios al presente Protocolo, entre otras
cosas mediante la cooperación técnica y la asistencia
financiera. Esa asistencia y esa cooperación se llevarán
a cabo en consulta con los Estados Partes afectados y
las organizaciones internacionales pertinentes. 
2. Los Estados Partes que estén en condiciones de
hacerlo prestarán esa asistencia mediante los progra-
mas multilaterales, bilaterales o de otro tipo existentes
o, entre otras cosas, mediante un fondo voluntario
establecido de conformidad con las normas de la
Asamblea General. 

ARTÍCULO 8 

1. A más tardar dos años después de la entrada en
vigor del presente Protocolo respecto de un Estado
Parte, éste presentará al Comité de los Derechos del
Niño un informe que contenga una exposición general
de las medidas que haya adoptado para dar cumpli-
miento a las disposiciones del Protocolo, incluidas las
medidas adoptadas con objeto de aplicar las disposi-
ciones relativas a la participación y el reclutamiento. 
2. Después de la presentación del informe general,
cada Estado Parte incluirá en los informes que presen-
te al Comité de los Derechos del Niño de conformidad
con el artículo 44 de la Convención información adicio-
nal sobre la aplicación del presente Protocolo. Los
demás Estados Partes en el Protocolo presentarán un
informe cada cinco años. 
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los
Estados Partes más información sobre la aplicación del
presente Protocolo. 

ARTÍCULO 9 

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todo
Estado que sea Parte en la Convención o la haya firmado. 

2. El presente Protocolo está sujeto a la ratificación y
abierto a la adhesión de todos los Estados. Los instru-
mentos de ratificación o de adhesión se depositarán en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El Secretario General, en su calidad de depositario
de la Convención y del Protocolo, informará a todos
los Estados Partes en la Convención y a todos los
Estados que hayan firmado la Convención del depósi-
to de cada uno de los instrumentos de declaración en
virtud del artículo 3. 

ARTÍCULO 10 

1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses
después de la fecha en que haya sido depositado el
décimo instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Respecto de los Estados que hayan ratificado el pre-
sente Protocolo o se hayan adherido a él después de su
entrada en vigor, el Protocolo entrará en vigor un mes
después de la fecha en que se haya depositado el corres-
pondiente instrumento de ratificación o de adhesión. 

ARTÍCULO 11 

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente
Protocolo en cualquier momento mediante notifica-
ción escrita dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas, quien informará de ello a los demás
Estados Partes en la Convención y a todos los Estados
que hayan firmado la Convención. La denuncia surti-
rá efecto un año después de la fecha en que la noti-
ficación haya sido recibida por el Secretario General.
No obstante, si al concluir ese plazo de un año el
Estado Parte denunciante está interviniendo en un
conflicto armado, la denuncia no surtirá efecto hasta
que termine dicho conflicto.
2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obli-
gaciones que le incumban en virtud del presente
Protocolo respecto de todo acto que se haya producido
antes de la fecha en que aquélla surta efecto. La denun-
cia tampoco obstará en modo alguno para que el
Comité de los Derechos del Niño prosiga el examen de
cualquier asunto iniciado antes de esa fecha. 

ARTÍCULO 12 

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas y
depositarlas en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará
las enmiendas propuestas a los Estados Partes,
pidiéndoles que le notifiquen si desean que se con-
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voque una conferencia de Estados Partes con el fin
de examinar las propuestas y someterlas a votación.
Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de
esa notificación un tercio, al menos, de los Estados
Partes se declaran en favor de tal conferencia, el
Secretario General la convocará con el auspicio de las
Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la
mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en
la conferencia será sometida a la aprobación de la
Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuan-
do haya sido aprobada por la Asamblea General y
aceptada por una mayoría de dos tercios de los
Estados Partes. 
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obli-
gatorias para los Estados Partes que las hayan acepta-
do; los demás Estados Partes seguirán obligados por las
disposiciones del presente Protocolo y por toda enmien-
da anterior que hubiesen aceptado. 

ARTÍCULO 13 

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
auténticos, será depositado en los archivos de las
Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas envia-
rá copias certificadas del presente Protocolo a todos los
Estados Partes en la Convención y a todos los Estados
que hayan firmado la Convención.

PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
RELATIVO A LA PARTICIPACIÓN DE NIÑOS EN LOS CONFLICTOS ARMADOS
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PREÁMBULO

• Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el
mundo tienen por base el reconocimiento de la digni-
dad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables
de todos los miembros de la familia humana; 
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio
de los derechos humanos han originado actos de barba-
rie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que
se ha proclamado, como la aspiración más elevada del
hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres
humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten
de la libertad de palabra y de la libertad de creencias; 
• Considerando esencial que los derechos humanos
sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de
que el hombre no se vea compelido al supremo recur-
so de la rebelión contra la tiranía y la opresión; 
• Considerando también esencial promover el desarro-
llo de relaciones amistosas entre las naciones; 
• Considerando que los pueblos de las Naciones
Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos
fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de
la persona humana y en la igualdad de derechos de
hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a pro-
mover el progreso social y a elevar el nivel de vida den-
tro de un concepto más amplio de la libertad; 
• Considerando que los Estados Miembros se han com-
prometido a asegurar, en cooperación con la
Organización de las Naciones Unidas, el respeto uni-
versal y efectivo a los derechos y libertades fundamen-
tales del hombre, y 
• Considerando que una concepción común de estos
derechos y libertades es de la mayor importancia para
el pleno cumplimiento de dicho compromiso; 
La Asamblea General proclama la presente Declaración
Universal de Derechos Humanos como ideal común
por el que todos los pueblos y naciones deben esfor-
zarse, a fin de que tanto los individuos como las ins-
tituciones, inspirándose constantemente en ella, pro-
muevan, mediante la enseñanza y la educación, el
respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por
medidas progresivas de carácter nacional e interna-
cional, su reconocimiento y aplicación universales y
efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados

Miembros como entre los de los territorios colocados
bajo su jurisdicción. 

ARTÍCULO 1

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dig-
nidad y derechos y, dotados como están de razón y con-
ciencia, deben comportarse fraternalmente los unos
con los otros. 

ARTÍCULO 2

1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades
proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posi-
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición. 
2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la
condición política, jurídica o internacional del país o
territorio de cuya jurisdicción dependa una persona,
tanto si se trata de un país independiente, como de un
territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o
sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 

ARTÍCULO 3

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a
la seguridad de su persona. 

ARTÍCULO 4

Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la
esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en
todas sus formas. 

ARTÍCULO 5

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crue-
les, inhumanos o degradantes. 

ARTÍCULO 6

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al
reconocimiento de su personalidad jurídica. 
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ARTÍCULO 7

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción,
derecho a igual protección de la ley. Todos tienen
derecho a igual protección contra toda discriminación
que infrinja esta Declaración y contra toda provoca-
ción a tal discriminación. 

ARTÍCULO 8

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante
los tribunales nacionales competentes, que la ampare
contra actos que violen sus derechos fundamentales
reconocidos por la constitución o por la ley. 

ARTÍCULO 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni
desterrado. 

ARTÍCULO 10

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena
igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un
tribunal independiente e imparcial, para la determina-
ción de sus derechos y obligaciones o para el examen
de cualquier acusación contra ella en materia penal. 

ARTÍCULO 11

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que
se presuma su inocencia mientras no se pruebe su cul-
pabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que
se le hayan asegurado todas las garantías necesarias
para su defensa. 
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en
el momento de cometerse no fueron delictivos según el
Derecho nacional o internacional. Tampoco se impon-
drá pena más grave que la aplicable en el momento de
la comisión del delito. 

ARTÍCULO 12

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia,
ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda per-
sona tiene derecho a la protección de la ley contra tales
injerencias o ataques. 

ARTÍCULO 13

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a
elegir su residencia en el territorio de un Estado. 
2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país,
incluso del propio, y a regresar a su país. 

ARTÍCULO 14

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho
a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país. 
2. Este derecho no podrá ser invocado contra una
acción judicial realmente originada por delitos comunes
o por actos opuestos a los propósitos y principios de las
Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 15

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad
ni del derecho a cambiar de nacionalidad. 

ARTÍCULO 16

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil,
tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de
raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una
familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolu-
ción del matrimonio. 
2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los
futuros esposos podrá contraerse el matrimonio. 
3. La familia es el elemento natural y fundamental de
la sociedad y tiene derecho a la protección de la
sociedad y del Estado. 

ARTÍCULO 17

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, indivi-
dual y colectivamente. 
2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 

ARTÍCULO 18

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa-
miento, de conciencia y de religión; este derecho
incluye la libertad de cambiar de religión o de creen-
cia, así como la libertad de manifestar su religión o su
creencia, individual y colectivamente, tanto en públi-
co como en privado, por la enseñanza, la práctica, el
culto y la observancia. 
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ARTÍCULO 19

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión
y de expresión; este derecho incluye el de no ser
molestado a causa de sus opiniones, el de investigar
y recibir informaciones y opiniones, y el de difundir-
las, sin limitación de fronteras, por cualquier medio
de expresión. 

ARTÍCULO 20

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión
y de asociación pacíficas. 
2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una aso-
ciación. 

ARTÍCULO 21

1. Toda persona tiene derecho a participar en el
gobierno de su país, directamente o por medio de
representantes libremente escogidos. 
2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condi-
ciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad
del poder público; esta voluntad se expresará
mediante elecciones auténticas que habrán de cele-
brarse periódicamente, por sufragio universal e igual
y por voto secreto u otro procedimiento equivalente
que garantice la libertad del voto. 

ARTÍCULO 22

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene
derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante
el esfuerzo nacional y la cooperación internacional,
habida cuenta de la organización y los recursos de
cada Estado, la satisfacción de los derechos econó-
micos, sociales y culturales, indispensables a su dig-
nidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

ARTÍCULO 23

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre
elección de su trabajo, a condiciones equitativas y
satisfactorias de trabajo y a la protección contra el
desempleo. 
2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación
alguna, a igual salario por trabajo igual. 
3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una
remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegu-
re, así como a su familia, una existencia conforme a

la dignidad humana y que será completada, en caso
necesario, por cualesquiera otros medios de protec-
ción social. 
4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a
sindicarse para la defensa de sus intereses. 

ARTÍCULO 24

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del
tiempo libre, a una limitación razonable de la duración
del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 

ARTÍCULO 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida ade-
cuado que le asegure, así como a su familia, la salud
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vesti-
do, la vivienda, la asistencia médica y los servicios
sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invali-
dez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus
medios de subsistencia por circunstancias indepen-
dientes de su voluntad. 
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cui-
dados y asistencia especiales. Todos los niños, naci-
dos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen
derecho a igual protección social. 

ARTÍCULO 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La
educación debe ser gratuita, al menos en lo concer-
niente a la instrucción elemental y fundamental. La
instrucción elemental será obligatoria. La instrucción
técnica y profesional habrá de ser generalizada; el
acceso a los estudios superiores será igual para
todos, en función de los méritos respectivos. 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo
de la personalidad humana y el fortalecimiento del
respeto a los derechos humanos y a las libertades
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tole-
rancia y la amistad entre todas las naciones y todos
los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desa-
rrollo de las actividades de las Naciones Unidas para
el mantenimiento de la paz. 
3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger
el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos. 
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ARTÍCULO 27

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libre-
mente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de
las artes y a participar en el progreso científico y en
los beneficios que de él resulten. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de los
intereses morales y materiales que le correspondan
por razón de las producciones científicas, literarias o
artísticas de que sea autora. 

ARTÍCULO 28

Toda persona tiene derecho a que se establezca un
orden social e internacional en el que los derechos y
libertades proclamados en esta Declaración se hagan
plenamente efectivos. 

ARTÍCULO 29

1. Toda persona tiene deberes respecto a la comuni-
dad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y
plenamente su personalidad. 
2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de
sus libertades, toda persona estará solamente sujeta
a las limitaciones establecidas por la ley con el único
fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los
derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las
justas exigencias de la moral, del orden público y del
bienestar general en una sociedad democrática. 
3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún
caso, ser ejercidos en oposición a los propósitos y
principios de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 30

Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el
sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a
un grupo o a una persona, para emprender y desa-
rrollar actividades o realizar actos tendientes a la
supresión de cualquiera de los derechos y libertades
proclamados en esta Declaración.
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PREÁMBULO

Los Estados Americanos signatarios de la presente
Convención, 
• Reafirmando su propósito de consolidar en este
Continente, dentro del cuadro de las instituciones
democráticas, un régimen de libertad personal y de jus-
ticia social, fundado en el respeto de los derechos esen-
ciales del hombre; 
• Reconociendo que los derechos esenciales del hom-
bre no nacen del hecho de ser nacional de determina-
do Estado, sino que tienen como fundamento los atri-
butos de la persona humana, razón por la cual justifican
una protección internacional, de naturaleza convencio-
nal coadyuvante o complementaria de la que ofrece el
derecho interno de los Estados americanos; 
• Considerando que estos principios han sido consa-
grados en la Carta de la Organización de los Estados
Americanos, en la Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración
Universal de los Derechos Humanos que han sido rea-
firmados y desarrollados en otros instrumentos interna-
cionales, tanto de ámbito universal como regional; 
• Reiterando que, con arreglo a la Declaración
Universal de los Derechos Humanos, sólo puede reali-
zarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y
de la miseria, si se crean condiciones que permitan a
cada persona gozar de sus derechos económicos,
sociales y culturales, tanto como de sus derechos civi-
les y políticos, y 
• Considerando que la Tercera Conferencia
Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967)
aprobó la incorporación a la propia Carta de la
Organización de normas más amplias sobre derechos
económicos, sociales y educacionales y resolvió que
una convención interamericana sobre derechos huma-

nos determinara la estructura, competencia y procedi-
miento de los órganos encargados de esa materia, 
Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I  
DEBERES DE LOS ESTADOS Y
DERECHOS PROTEGIDOS 

CAPÍTULO I 
ENUMERACIÓN DE DEBERES 

ARTÍCULO 1  
Obligación de Respetar los Derechos 

1. Los Estados Partes en esta Convención se compro-
meten a respetar los derechos y libertades reconocidos
en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discrimi-
nación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole,
origen nacional o social, posición económica, nacimien-
to o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo
ser humano. 

ARTÍCULO 2 
Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados
en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposi-
ciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes
se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedi-
mientos constitucionales y a las disposiciones de esta
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter
que fueren necesarias para hacer efectivos tales dere-
chos y libertades. 

CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS 

San José, Costa Rica, 7 al 22 de noviembre de 1969 
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CAPÍTULO II 
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 

ARTÍCULO 3 
Derecho al Reconocimiento 
de la Personalidad Jurídica 

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su
personalidad jurídica. 

ARTÍCULO 4  
Derecho a la Vida 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.
Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a
partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser
privado de la vida arbitrariamente. 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte,
ésta sólo podrá imponerse por los delitos más graves,
en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal
competente y de conformidad con una ley que esta-
blezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión
del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos
a los cuales no se la aplique actualmente. 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados
que la han abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte
por delitos políticos ni comunes conexos con los políticos. 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que,
en el momento de la comisión del delito, tuvieren
menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni
se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a
solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la
pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los
casos.  No se puede aplicar la pena de muerte mientras
la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad
competente. 

ARTÍCULO 5  
Derecho a la Integridad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su inte-
gridad física, psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tra-
tos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona
privada de libertad será tratada con el respeto debido a
la dignidad inherente al ser humano. 
3. La pena no puede trascender de la persona del
delincuente. 
4. Los procesados deben estar separados de los con-

denados, salvo en circunstancias excepcionales, y
serán sometidos a un tratamiento adecuado a su con-
dición de personas no condenadas. 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben
ser separados de los adultos y llevados ante tribunales
especializados, con la mayor celeridad posible, para su
tratamiento. 
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como
finalidad esencial la reforma y la readaptación social
de los condenados. 

ARTÍCULO 6  
Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 

1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidum-
bre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la trata de
mujeres están prohibidas en todas sus formas. 
2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo for-
zoso u obligatorio. En los países donde ciertos delitos
tengan señalada pena privativa de la libertad acompa-
ñada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser
interpretada en el sentido de que prohíbe el cumpli-
miento de dicha pena impuesta por juez o tribunal com-
petente.  El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad
ni a la capacidad física e intelectual del recluido. 
3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los
efectos de este artículo: 
a. Los trabajos o servicios que se exijan normalmente
de una persona recluida en cumplimiento de una
sentencia o resolución formal dictada por la autoridad
judicial competente. Tales trabajos o servicios debe-
rán realizarse bajo la vigilancia y control de las autori-
dades públicas, y los individuos que los efectúen no
serán puestos a disposición de particulares, compa-
ñías o personas jurídicas de carácter privado; 
b. El servicio militar y, en los países donde se admite
exención por razones de conciencia, el servicio nacional
que la ley establezca en lugar de aquél; 
c. El servicio impuesto en casos de peligro o calami-
dad que amenace la existencia o el bienestar de la
comunidad, y 
d. El trabajo o servicio que forme parte de las obligacio-
nes cívicas normales. 

ARTÍCULO 7  
Derecho a la Libertad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la segu-
ridad personales. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo
por las causas y en las condiciones fijadas de antema-
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no por las Constituciones Políticas de los Estados Partes
o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcela-
miento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informa-
da de las razones de su detención y notificada, sin
demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada,
sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado
por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá
derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a
ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el
proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garan-
tías que aseguren su comparecencia en el juicio. 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a
recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que
éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arres-
to o detención y ordene su libertad si el arresto o la
detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas
leyes prevén que toda persona que se viera amenazada
de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a
un juez o tribunal competente a fin de que éste decida
sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no
puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán
interponerse por sí o por otra persona. 
7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no
limita los mandatos de autoridad judicial competente
dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.

ARTÍCULO 8  
Garantías Judiciales 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por
un juez o tribunal competente, independiente e
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en
la sustanciación de cualquier acusación penal formu-
lada contra ella, o para la determinación de sus dere-
chos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de
cualquier otro carácter.
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se establez-
ca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguien-
tes garantías mínimas: 
a) Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente
por el traductor o intérprete, si no comprende o no
habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la
acusación formulada; 
c) Concesión al inculpado del tiempo y de los medios

adecuados para la preparación de su defensa; 
d) Derecho del inculpado de defenderse personalmen-
te o de ser asistido por un defensor de su elección y de
comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defen-
sor proporcionado por el Estado, remunerado o no
según la legislación interna, si el inculpado no se defen-
diere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del
plazo establecido por la ley; 
f) Derecho de la defensa de interrogar a los testigos pre-
sentes en el tribunal y de obtener la comparecencia,
como testigos o peritos, de otras personas que puedan
arrojar luz sobre los hechos; 
g) Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo
ni a declararse culpable, y 
h) Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal
superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es
hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá
ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que
sea necesario para preservar los intereses de la justicia. 

ARTÍCULO 9
Principio de Legalidad y de Retroactividad 

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones
que en el momento de cometerse no fueran delictivos
según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer
pena más grave que la aplicable en el momento de la
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión
del delito la ley dispone la imposición de una pena más
leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

ARTÍCULO 10  
Derecho a Indemnización

Toda persona tiene derecho a ser indemnizada confor-
me a la ley en caso de haber sido condenada en sen-
tencia firme por error judicial. 

ARTÍCULO 11  
Protección de la Honra y de la Dignidad 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y
al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o
abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su
domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilega-
les a su honra o reputación. 
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3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley
contra esas injerencias o esos ataques.

ARTÍCULO 12  
Libertad de Conciencia y de Religión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de concien-
cia y de religión. Este derecho implica la libertad de con-
servar su religión o sus creencias, o de cambiar de reli-
gión o de creencias, así como la libertad de profesar y
divulgar su religión o sus creencias, individual o colecti-
vamente, tanto en público como en privado. 
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que
puedan menoscabar la libertad de conservar su religión
o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 
3. La libertad de manifestar la propia religión y las pro-
pias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones
prescritas por la ley y que sean necesarias para prote-
ger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos
o los derechos o libertades de los demás. 
4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a
que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

ARTÍCULO 13  
Libertad de Pensamiento y de Expresión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa-
miento y de expresión. Este derecho comprende la
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya
sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artísti-
ca, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso prece-
dente no puede estar sujeto a previa censura sino a res-
ponsabilidades ulteriores, las que deben estar expresa-
mente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 
a) El respeto a los derechos o a la reputación de los
demás, o 
b) La protección de la seguridad nacional, el orden
público o la salud o la moral públicas. 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por
vías o medios indirectos, tales como el abuso de con-
troles oficiales o particulares de papel para periódicos,
de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos
usados en la difusión de información o por cualesquie-
ra otros medios encaminados a impedir la comunica-
ción y la circulación de ideas y opiniones. 
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos
por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de
regular el acceso a ellos para la protección moral de

la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el inciso 2. 
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor
de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o
religioso que constituyan incitaciones a la violencia o
cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier per-
sona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive
los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.

ARTÍCULO 14  
Derecho de Rectificación o Respuesta 

1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o
agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios
de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al
público en general tiene derecho a efectuar por el
mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta
en las condiciones que establezca la ley. 
2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximi-
rán de las otras responsabilidades legales en que se
hubiese incurrido. 
3. Para la efectiva protección de la honra y la reputa-
ción, toda publicación o empresa periodística, cinema-
tográfica, de radio o televisión tendrá una persona res-
ponsable que no esté protegida por inmunidades ni dis-
ponga de fuero especial.

ARTÍCULO 15  
Derecho de Reunión

Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas.
El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las
restricciones previstas por la ley, que sean necesarias
en una sociedad democrática, en interés de la seguri-
dad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o
para proteger la salud o la moral públicas o los derechos
o libertades de los demás. 

ARTÍCULO 16  
Libertad de Asociación 

1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libre-
mente con fines ideológicos, religiosos, políticos, econó-
micos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de
cualquiera otra índole. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a
las restricciones previstas por la ley que sean necesarias
en una sociedad democrática, en interés de la seguri-
dad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o
para proteger la salud o la moral públicas o los derechos
y libertades de los demás. 
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3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición
de restricciones legales, y aun la privación del ejercicio
del derecho de asociación, a los miembros de las fuer-
zas armadas y de la policía.

ARTÍCULO 17  
Protección a la Familia 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la
sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado. 
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a
contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen
la edad y las condiciones requeridas para ello por las
leyes internas, en la medida en que éstas no afecten
al principio de no discriminación establecido en esta
Convención. 
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno
consentimiento de los contrayentes. 
4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropia-
das para asegurar la igualdad de derechos y la ade-
cuada equivalencia de responsabilidades de los cón-
yuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimo-
nio y en caso de disolución del mismo. En caso de
disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren
la protección necesaria de los hijos, sobre la base
única del interés y conveniencia de ellos. 
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los
hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos
dentro del mismo. 

ARTÍCULO 18  
Derecho al Nombre 

Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los
apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La ley
reglamentará la forma de asegurar este derecho para
todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.

ARTÍCULO 19  
Derechos del Niño 

Todo niño tiene derecho a las medidas de protección
que su condición de menor requieren por parte de su
familia, de la sociedad y del Estado.

ARTÍCULO 20  
Derecho a la Nacionalidad 

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del
Estado en cuyo territorio nació si no tiene derecho a otra.

3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionali-
dad ni del derecho a cambiarla.

ARTÍCULO 21  
Derecho a la Propiedad Privada 

1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes.
La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes,
excepto mediante el pago de indemnización justa, por
razones de utilidad pública o de interés social y en los
casos y según las formas establecidas por la ley. 
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explo-
tación del hombre por el hombre deben ser prohibi-
das por la ley. 

ARTÍCULO 22  
Derecho de Circulación y de Residencia 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio
de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y a
residir en él con sujeción a las disposiciones legales. 
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de
cualquier país, inclusive del propio. 
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser
restringido sino en virtud de una ley, en la medida indis-
pensable en una sociedad democrática, para prevenir
infracciones penales o para proteger la seguridad nacio-
nal, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud
públicas o los derechos y libertades de los demás. 
4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso
1 puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas
determinadas, por razones de interés público. 
5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado
del cual es nacional, ni ser privado del derecho a ingre-
sar en el mismo. 
6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio
de un Estado parte en la presente Convención sólo
podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una
decisión adoptada conforme a la ley. 
7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir
asilo en territorio extranjero en caso de persecución por
delitos políticos o comunes conexos con los políticos y
de acuerdo con la legislación de cada Estado y los con-
venios internacionales. 
8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o
devuelto a otro país, sea o no de origen, donde su dere-
cho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de
violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condi-
ción social o de sus opiniones políticas. 
9. Está prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.
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ARTÍCULO 23  
Derechos Políticos 

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes
derechos y oportunidades: 
a) De participar en la dirección de los asuntos públicos,
directamente o por medio de representantes libremen-
te elegidos; 
b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y
por voto secreto que garantice la libre expresión de la
voluntad de los electores, y 
c) De tener acceso, en condiciones generales de igual-
dad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos
y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclu-
sivamente por razones de edad, nacionalidad, residen-
cia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o con-
dena, por juez competente, en proceso penal. 

ARTÍCULO 24  
Igualdad ante la Ley 

Todas las personas son iguales ante la ley. En conse-
cuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual pro-
tección de la ley. 

ARTÍCULO 25  
Protección Judicial 

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y
rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jue-
ces o tribunales competentes, que la ampare contra
actos que violen sus derechos fundamentales reconoci-
dos por la Constitución, la ley o la presente Convención,
aun cuando tal violación sea cometida por personas
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
2. Los Estados Partes se comprometen: 
a) A garantizar que la autoridad competente prevista
por el sistema legal del Estado decidirá sobre los dere-
chos de toda persona que interponga tal recurso; 
b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades
competentes, de toda decisión en que se haya estima-
do procedente el recurso. 

CAPÍTULO III 
DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

ARTÍCULO 26  
Desarrollo Progresivo 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar provi-
dencias, tanto a nivel interno como mediante la coope-
ración internacional, especialmente económica y técni-
ca, para lograr progresivamente la plena efectividad de
los derechos que se derivan de las normas económicas,
sociales y sobre educación, ciencia y cultura, conteni-
das en la Carta de la Organización de los Estados
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos
Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía
legislativa u otros medios apropiados. 

CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, 
INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN

ARTÍCULO 27  
Suspensión de Garantías 

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emer-
gencia que amenace la independencia o seguridad del
Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la
medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exi-
gencias de la situación, suspendan las obligaciones con-
traídas en virtud de esta Convención, siempre que tales
disposiciones no sean incompatibles con las demás obli-
gaciones que les impone el derecho internacional y no
entrañen discriminación alguna fundada en motivos de
raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión
de los derechos determinados en los siguientes artícu-
los: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad
Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la
Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y
Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de
Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de
Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al
Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la
Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las
garantías judiciales indispensables para la protección
de tales derechos. 
3. Todo Estado Parte que haga uso del derecho de sus-
pensión deberá informar inmediatamente a los demás
Estados Partes en la presente Convención, por conduc-
to del Secretario General de la Organización de los
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplica-
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ción haya suspendido, de los motivos que hayan susci-
tado la suspensión y de la fecha en que haya dado por
terminada tal suspensión.

ARTÍCULO 28  
Cláusula Federal 

1. Cuando se trate de un Estado Parte constituído como
Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Estado
Parte cumplirá todas las disposiciones de la presente
Convención relacionadas con las materias sobre las que
ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 
2. Con respecto a las disposiciones relativas a las mate-
rias que corresponden a la jurisdicción de las entidades
componentes de la federación, el gobierno nacional
debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, con-
forme a su constitución y sus leyes, a fin de que las
autoridades competentes de dichas entidades puedan
adoptar las disposiciones del caso para el cumplimien-
to de esta Convención. 
3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar
entre sí una federación u otra clase de asociación, cui-
darán de que el pacto comunitario correspondiente
contenga las disposiciones necesarias para que conti-
núen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así orga-
nizado, las normas de la presente Convención. 

ARTÍCULO 29  
Normas de Interpretación 

Ninguna disposición de la presente Convención puede
ser interpretada en el sentido de: 
a) Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o per-
sona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y liber-
tades reconocidos en la Convención o limitarlos en
mayor medida que la prevista en ella; 
b) Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o liber-
tad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes
de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con
otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; 
c) Excluir otros derechos y garantías que son inheren-
tes al ser humano o que se derivan de la forma demo-
crática representativa de gobierno, y 
d) Excluir o limitar el efecto que puedan producir la
Declaración Americana de Derechos y Deberes del
Hombre y otros actos internacionales de la misma
naturaleza. 

ARTÍCULO 30  
Alcance de las Restricciones 

Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta
Convención, al goce y ejercicio de los derechos y liber-
tades reconocidas en la misma, no pueden ser aplica-
das sino conforme a leyes que se dictaren por razones
de interés general y con el propósito para el cual han
sido establecidas.

ARTÍCULO 31  
Reconocimiento de Otros Derechos

Podrán ser incluidos en el régimen de protección de
esta Convención otros derechos y libertades que sean
reconocidos de acuerdo con los procedimientos esta-
blecidos en los artículos 76 y 77. 

CAPÍTULO V 
DEBERES DE LAS PERSONAS 

ARTÍCULO 32  
Correlación entre Deberes y Derechos 

1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la
comunidad y la humanidad. 
2. Los derechos de cada persona están limitados por los
derechos de los demás, por la seguridad de todos y por
las justas exigencias del bien común, en una sociedad
democrática. 

PARTE II
MEDIOS DE LA PROTECCIÓN 

CAPÍTULO VI 
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES 

ARTÍCULO 33

Son competentes para conocer de los asuntos relacio-
nados con el cumplimiento de los compromisos contra-
ídos por los Estados Partes en esta Convención: 
a) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
llamada en adelante la Comisión, y 
b) La Corte Interamericana de Derechos Humanos, lla-
mada en adelante la Corte. 

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS SUSCRITA EN LA
CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 



52 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

CAPÍTULO VII  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA  
DE DERECHOS HUMANOS 

SECCIÓN 1. ORGANIZACIÓN 

ARTÍCULO 34 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se
compondrá de siete miembros, que deberán ser perso-
nas de alta autoridad moral y reconocida versación en
materia de derechos humanos. 

ARTÍCULO 35 

La Comisión representa a todos los miembros que inte-
gran la Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 36 

1. Los  Miembros de la Comisión serán elegidos a título
personal por la Asamblea General de la Organización de
una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de
los Estados miembros. 
2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta
tres candidatos, nacionales del Estado que los propon-
ga o de cualquier otro Estado miembro de la
Organización de los Estados Americanos.  Cuando se
proponga una terna, por lo menos uno de los candida-
tos deberá ser nacional de un Estado distinto del pro-
ponente. 

ARTÍCULO 37 

1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cua-
tro años y sólo podrán ser reelegidos una vez, pero el
mandato de tres de los miembros designados en la pri-
mera elección expirará al cabo de dos años.
Inmediatamente después de dicha elección se determi-
narán por sorteo en la Asamblea General los nombres
de estos tres miembros. 
2. No puede formar parte de la Comisión más de un
nacional de un mismo Estado. 

ARTÍCULO 38 

Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se
deban a expiración normal del mandato, se llenarán por
el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo
con lo que disponga el Estatuto de la Comisión. 

ARTÍCULO 39 

La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la
aprobación de la Asamblea General, y dictará su propio
Reglamento. 

ARTÍCULO 40 

Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser
desempeñados por la unidad funcional especializada
que forma parte de la Secretaría General de la
Organización y debe disponer de los recursos necesa-
rios para cumplir las tareas que le sean encomendadas
por la Comisión.

SECCIÓN 2. FUNCIONES

ARTÍCULO 41 

La Comisión tiene la función principal de promover la
observancia y la defensa de los derechos humanos, y
en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes fun-
ciones y atribuciones: 
a) Estimular la conciencia de los derechos humanos en
los pueblos de América; 
b) Formular recomendaciones, cuando lo estime con-
veniente, a los gobiernos de los Estados miembros para
que adopten medidas progresivas en favor de los dere-
chos humanos dentro del marco de sus leyes internas y
sus preceptos constitucionales, al igual que disposicio-
nes apropiadas para fomentar el debido respeto a esos
derechos; 
c) Preparar los estudios e informes que considere con-
venientes para el desempeño de sus funciones; 
d) Solicitar de los gobiernos de los Estados miembros
que le proporcionen informes sobre las medidas que
adopten en materia de derechos humanos; 
e) Atender las consultas que, por medio de la
Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos, le formulen los Estados miembros en
cuestiones relacionadas con los derechos humanos y,
dentro de sus posibilidades, les prestará el asesora-
miento que éstos le soliciten; 
f) Actuar respecto de las peticiones y otras comunica-
ciones en ejercicio de su autoridad de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta
Convención, y 
g) Rendir un informe anual a la Asamblea General de la
Organización de los Estados Americanos. 
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ARTÍCULO 42 

Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de
los informes y estudios que en sus respectivos campos
someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del
Consejo Interamericano Económico y Social y del Consejo
Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura,
a fin de que aquella vele por que se promuevan los dere-
chos derivados de las normas económicas, sociales y
sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la
Carta de la Organización de los Estados Americanos,
reformada por el Protocolo de Buenos Aires.

ARTÍCULO 43 

Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la
Comisión las informaciones que ésta les solicite sobre
la manera en que su derecho interno asegura la apli-
cación efectiva de cualesquiera disposiciones de esta
Convención.

SECCIÓN 3. COMPETENCIA

ARTÍCULO 44 

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no
gubernamental legalmente reconocida en uno o más
Estados miembros de la Organización, puede presentar a
la Comisión peticiones que contengan denuncias o que-
jas de violación de esta Convención por un Estado Parte.

ARTÍCULO 45 

1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito
de su instrumento de ratificación o adhesión de esta
Convención, o en cualquier momento posterior, declarar
que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y
examinar las comunicaciones en que un Estado Parte ale-
gue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de
los derechos humanos establecidos en esta Convención.
2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente
artículo sólo se pueden admitir y examinar si son pre-
sentadas por un Estado Parte que haya hecho una
declaración por la cual reconozca la referida compe-
tencia de la Comisión. La Comisión no admitirá nin-
guna comunicación contra un Estado Parte que no
haya hecho tal declaración. 
3. Las declaraciones sobre reconocimiento de com-
petencia pueden hacerse para que ésta rija por tiem-
po indefinido, por un período determinado o para
casos específicos. 

4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos,
la que transmitirá copia de las mismas a los Estados
miembros de dicha Organización. 

ARTÍCULO 46 

1. Para que una petición o comunicación presentada
conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida por la
Comisión, se requerirá: 
a) Que se hayan interpuesto y agotado los recursos de
jurisdicción interna, conforme a los principios del
Derecho Internacional generalmente reconocidos; 
b) Que sea presentada dentro del plazo de seis meses,
a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus
derechos haya sido notificado de la decisión definitiva; 
c) Que la materia de la petición o comunicación no
esté pendiente de otro procedimiento de arreglo inter-
nacional, y 
d) Que en el caso del artículo 44 la petición contenga el
nombre, la nacionalidad, la profesión, el domicilio y la
firma de la persona o personas o del representante legal
de la entidad que somete la petición. 
2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del pre-
sente artículo no se aplicarán cuando: 
a) No exista en la legislación interna del Estado de que
se trata el debido proceso legal para la protección del
derecho o derechos que se alega han sido violados; 
b) No se haya permitido al presunto lesionado en sus
derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción
interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 
c) Haya retardo injustificado en la decisión sobre los
mencionados recursos. 

ARTÍCULO 47 

La Comisión declarará inadmisible toda petición o
comunicación presentada de acuerdo con los artículos
44 ó 45 cuando: 
a) Falte alguno de los requisitos indicados en el artí-
culo 46;
b) No exponga hechos que caractericen una violación
de los derechos garantizados por esta Convención; 
c) Resulte de la exposición del propio peticionario o del
Estado manifiestamente infundada la petición o comu-
nicación o sea evidente su total improcedencia, y 
d) Sea sustancialmente la reproducción de petición o
comunicación anterior ya examinada por la Comisión u
otro organismo internacional. 
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SECCIÓN 4. PROCEDIMIENTO 

ARTÍCULO 48 

1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación
en la que se alegue la violación de cualquiera de los
derechos que consagra esta Convención, procederá en
los siguientes términos: 
a) Si reconoce la admisibilidad de la petición o comuni-
cación solicitará informaciones al Gobierno del Estado al
cual pertenezca la autoridad señalada como responsa-
ble de la violación alegada, transcribiendo las partes
pertinentes de la petición o comunicación. Dichas infor-
maciones deben ser enviadas dentro de un plazo razo-
nable, fijado por la Comisión al considerar las circuns-
tancias de cada caso; 
b) Recibidas las informaciones o transcurrido el plazo
fijado sin que sean recibidas, verificará si existen o sub-
sisten los motivos de la petición o comunicación.  De no
existir o subsistir, mandará archivar el expediente; 
c) Podrá también declarar la inadmisibilidad o la impro-
cedencia de la petición o comunicación, sobre la base
de una información o prueba sobrevinientes; 
d) Si el expediente no se ha archivado y con el fin de
comprobar los hechos, la Comisión realizará, con
conocimiento de las partes, un examen del asunto
planteado en la petición o comunicación.  Si fuere
necesario y conveniente, la Comisión realizará una
investigación para cuyo eficaz cumplimiento solicita-
rá, y los Estados interesados le proporcionarán, todas
las facilidades necesarias; 
e) Podrá pedir a los Estados interesados cualquier
información pertinente y recibirá, si así se le solicita,
las exposiciones verbales o escritas que presenten los
interesados; 
f) Se pondrá a disposición de las partes interesadas, a
fin de llegar a una solución amistosa del asunto funda-
da en el respeto a los derechos humanos reconocidos
en esta Convención. 
2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede rea-
lizarse una investigación previo consentimiento del
Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la
violación, tan sólo con la presentación de una petición
o comunicación que reúna todos los requisitos formales
de admisibilidad. 

ARTÍCULO 49 

Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo
a las disposiciones del inciso 1.f. del artículo 48, la
Comisión redactará un informe que será transmitido

al peticionario y a los Estados Partes en esta Convención y
comunicado después, para su publicación, al Secretario
General de la Organización de los Estados Americanos.
Este informe contendrá una breve exposición de los
hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las par-
tes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia
información posible.

ARTÍCULO 50 

1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que
fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un infor-
me en el que expondrá los hechos y sus conclusiones.
Si el informe no representa, en todo o en parte, la opi-
nión unánime de los miembros de la Comisión, cual-
quiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opi-
nión por separado.  También se agregarán al informe las
exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los
interesados en virtud del inciso 1.e. del artículo 48. 
2. El informe será transmitido a los Estados interesados,
quienes no estarán facultados para publicarlo. 
3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formu-
lar las proposiciones y recomendaciones que juzgue
adecuadas. 

ARTÍCULO 51 

1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión
a los Estados interesados del informe de la Comisión,
el asunto no ha sido solucionado o sometido a la deci-
sión de la Corte por la Comisión o por el Estado inte-
resado, aceptando su competencia, la Comisión
podrá emitir, por mayoría absoluta de votos de sus
miembros, su opinión y conclusiones sobre la cues-
tión sometida a su consideración. 
2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes
y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe tomar
las medidas que le competan para remediar la situa-
ción examinada. 
3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá,
por la mayoría absoluta de votos de sus miembros, si el
Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publi-
ca o no su informe. 
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CAPÍTULO VIII
LA CORTE INTERAMERICANA  
DE DERECHOS HUMANOS

SECCIÓN 1. ORGANIZACIÓN 

ARTÍCULO 52 

1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales
de los Estados miembros de la Organización, elegidos a
título personal entre juristas de la más alta autoridad
moral, de reconocida competencia en materia de dere-
chos humanos, que reúnan las condiciones requeridas
para el ejercicio de las más elevadas funciones judicia-
les conforme a la ley del país del cual sean nacionales
o del Estado que los proponga como candidatos. 
2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 

ARTÍCULO 53 

1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación
secreta y por mayoría absoluta de votos de los Estados
Partes en la Convención, en la Asamblea General de la
Organización, de una lista de candidatos propuestos
por esos mismos Estados. 
2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta
tres candidatos, nacionales del Estado que los propone o
de cualquier otro Estado miembro de la Organización de
los Estados Americanos.  Cuando se proponga una terna,
por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional
de un Estado distinto del proponente. 

ARTÍCULO 54 

1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período
de seis años y sólo podrán ser reelegidos una vez. El
mandato de tres de los jueces designados en la primera
elección, expirará al cabo de tres años.  Inmediatamente
después de dicha elección, se determinarán por sorteo
en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces. 
2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato
no ha expirado, completará el período de éste. 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el tér-
mino de su mandato.  Sin embargo, seguirán conocien-
do de los casos a que ya se hubieran abocado y que se
encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos no
serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos. 

ARTÍCULO 55 

1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados
Partes en el caso sometido a la Corte conservará su
derecho a conocer del mismo. 
2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso
fuere de la nacionalidad de uno de los Estados Partes,
otro Estado Parte en el caso podrá designar a una per-
sona de su elección para que integre la Corte en calidad
de juez ad hoc. 
3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso nin-
guno fuere de la nacionalidad de los Estados Partes,
cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc. 
4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en
el artículo 52. 
5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un
mismo interés en el caso, se considerarán como una
sola parte para los fines de las disposiciones preceden-
tes.  En caso de duda, la Corte decidirá. 

ARTÍCULO 56 

El quórum para las deliberaciones de la Corte es de
cinco jueces. 

ARTÍCULO 57 

La Comisión comparecerá en todos los casos ante la
Corte.

ARTÍCULO 58 

1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determi-
nen, en la Asamblea General de la Organización, los
Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar
reuniones en el territorio de cualquier Estado miem-
bro de la Organización de los Estados Americanos en
que lo considere conveniente por mayoría de sus
miembros y previa aquiescencia del Estado respecti-
vo. Los Estados Partes en la Convención pueden, en
la Asamblea General por dos tercios de sus votos,
cambiar la sede de la Corte. 
2. La Corte designará a su Secretario. 
3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá
asistir a las reuniones que ella celebre fuera de la misma.

ARTÍCULO 59 

La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y fun-
cionará bajo la dirección del Secretario de la Corte, de
acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría
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General de la Organización en todo lo que no sea incom-
patible con la independencia de la Corte.  Sus funciona-
rios serán nombrados por el Secretario General de la
Organización, en consulta con el Secretario de la Corte. 

ARTÍCULO 60 

La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la
aprobación de la Asamblea General, y dictará su
Reglamento. 

SECCIÓN 2. COMPETENCIA Y FUNCIONES

ARTÍCULO 61 

1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho
a someter un caso a la decisión de la Corte. 
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso,

es necesario que sean agotados los procedimientos pre-
vistos en los artículos 48 a 50. 

ARTÍCULO 62 

1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depó-
sito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta
Convención, o en cualquier momento posterior, decla-
rar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y
sin convención especial, la competencia de la Corte
sobre todos los casos relativos a la interpretación o apli-
cación de esta Convención. 
2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente,
o bajo condición de reciprocidad, por un plazo determi-
nado o para casos específicos.  Deberá ser presentada
al Secretario General de la Organización, quien trans-
mitirá copias de la misma a los otros Estados miembros
de la Organización y al Secretario de la Corte. 
3. La Corte tiene competencia para conocer de cual-
quier caso relativo a la interpretación y aplicación de
las disposiciones de esta Convención que le sea
sometido, siempre que los Estados Partes en el caso
hayan reconocido o reconozcan dicha competencia,
ora por declaración especial, como se indica en los
incisos anteriores, ora por convención especial. 

ARTÍCULO 63 

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o
libertad protegidos en esta Convención, la Corte dis-
pondrá que se garantice al lesionado en el goce de su
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si
ello fuera procedente, que se reparen las consecuen-

cias de la medida o situación que ha configurado la vul-
neración de esos derechos y el pago de una justa
indemnización a la parte lesionada. 
2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuan-
do se haga necesario evitar daños irreparables a las
personas, la Corte, en los asuntos que esté conocien-
do, podrá tomar las medidas provisionales que consi-
dere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no
estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a
solicitud de la Comisión. 

ARTÍCULO 64 

1. Los Estados miembros de la Organización podrán
consultar a la Corte acerca de la interpretación de esta
Convención o de otros tratados concernientes a la pro-
tección de los derechos humanos en los Estados ame-
ricanos.  Asimismo, podrán consultarla, en lo que les
compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la
Carta de la Organización de los Estados Americanos,
reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 
2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la
Organización, podrá darle opiniones acerca de la com-
patibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los
mencionados instrumentos internacionales. 

ARTÍCULO 65 

La Corte someterá a la consideración de la Asamblea
General de la Organización en cada período ordinario
de sesiones un informe sobre su labor en el año ante-
rior. De manera especial y con las recomendaciones
pertinentes, señalará los casos en que un Estado no
haya dado cumplimiento a sus fallos. 

SECCIÓN 3. PROCEDIMIENTO 

ARTÍCULO 66 

1. El fallo de la Corte será motivado. 
2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión
unánime de los jueces, cualquiera de éstos tendrá
derecho a que se agregue al fallo su opinión disiden-
te o individual.

ARTÍCULO 67 

El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En
caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del
fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera
de las partes, siempre que dicha solicitud se presen-
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te dentro de los noventa días a partir de la fecha de la
notificación del fallo.

ARTÍCULO 68 

1. Los Estados Partes en la Convención se comprome-
ten a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en
que sean partes. 
2. La parte del fallo que disponga indemnización com-
pensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país por el
procedimiento interno vigente para la ejecución de sen-
tencias contra el Estado. 

ARTÍCULO 69 

El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso
y transmitido a los Estados partes en la Convención. 

CAPÍTULO IX
DISPOSICIONES COMUNES

ARTÍCULO 70 

1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión
gozan, desde el momento de su elección y mientras
dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los
agentes diplomáticos por el derecho internacional.
Durante el ejercicio de sus cargos gozan, además, de
los privilegios diplomáticos necesarios para el desem-
peño de sus funciones. 
2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo
a los jueces de la Corte ni a los miembros de la
Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio
de sus funciones. 

ARTÍCULO 71 

Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miem-
bros de la Comisión con otras actividades que pudieren
afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo
que se determine en los respectivos Estatutos. 

ARTÍCULO 72 

Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión
percibirán emolumentos y gastos de viaje en la forma y
condiciones que determinen sus Estatutos, teniendo en
cuenta la importancia e independencia de sus funcio-
nes. Tales emolumentos y gastos de viaje serán fijados
en el programa-presupuesto de la Organización de los
Estados Americanos, el que debe incluir, además, los

gastos de la Corte y de su Secretaría. A estos efectos, la
Corte elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo
someterá a la aprobación de la Asamblea General, por
conducto de la Secretaría General. Esta última no podrá
introducirle modificaciones. 

ARTÍCULO 73 

Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte,
según el caso, corresponde a la Asamblea General de
la Organización resolver sobre las sanciones aplica-
bles a los miembros de la Comisión o jueces de la
Corte que hubiesen incurrido en las causales previs-
tas en los respectivos Estatutos.  Para dictar una reso-
lución se requerirá una mayoría de los dos tercios de
los votos de los Estados miembros de la Organización
en el caso de los miembros de la Comisión y, además,
de los dos tercios de los votos de los Estados Partes
en la Convención, si se tratare de jueces de la Corte.

PARTE III
DISPOSICIONES GENERALES 
Y TRANSITORIAS 

CAPÍTULO X
FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA, ENMIENDA, 
PROTOCOLO Y DENUNCIA 

ARTÍCULO 74 

1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la rati-
ficación o adhesión de todo Estado miembro de la
Organización de los Estados Americanos.
2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la
misma se efectuará mediante el depósito de un instru-
mento de ratificación o de adhesión en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.
Tan pronto como once Estados hayan depositado sus res-
pectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la
Convención entrará en vigor. Respecto a todo otro
Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente,
la Convención entrará en vigor en la fecha del depó-
sito de su instrumento de ratificación o de adhesión.
3. El Secretario General informará a todos los Estados
miembros de la Organización de la entrada en vigor de
la Convención. 
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ARTÍCULO 75 

Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas
conforme a las disposiciones de la Convención de
Viena sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23
de mayo de 1969. 

ARTÍCULO 76 

1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la
Corte por conducto del Secretario Genera pueden some-
ter a la Asamblea General, para lo que estime conve-
niente, una propuesta de enmienda a esta Convención. 
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados
ratificantes de las mismas en la fecha en que se haya
depositado el respectivo instrumento de ratificación que
corresponda al número de los dos tercios de los Estados
Partes en esta Convención.  En cuanto al resto de los
Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que
depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 

ARTÍCULO 77 

1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo
31, cualquier Estado Parte y la Comisión podrán some-
ter a la consideración de los Estados Partes reunidos
con ocasión de la Asamblea General, proyectos de pro-
tocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad
de incluir progresivamente en el régimen de protección
de la misma otros derechos y libertades. 
2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su
entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los Estados
Partes en el mismo. 

ARTÍCULO 78 

1. Los Estados Partes podrán denunciar esta
Convención después de la expiración de un plazo de
cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de
la misma y mediante un preaviso de un año, notifi-
cando al Secretario General de la Organización, quien
debe informar a las otras partes. 
2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al
Estado Parte interesado de las obligaciones contenidas
en esta Convención en lo que concierne a todo hecho
que, pudiendo constituir una violación de esas obliga-
ciones, haya sido cumplido por él anteriormente a la
fecha en la cual la denuncia produce efecto. 

CAPÍTULO XI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

SECCIÓN 1. COMISIÓN INTERAMERICANA DE
DERECHOS HUMANOS

ARTÍCULO 79 

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario
General pedirá por escrito a cada Estado miembro de
la Organización que presente, dentro de un plazo de
noventa días, sus candidatos para miembros de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El
Secretario General preparará una lista por orden alfabé-
tico de los candidatos presentados y la comunicará a los
Estados miembros de la Organización al menos treinta
días antes de la próxima Asamblea General. 

ARTÍCULO 80 

La elección de miembros de la Comisión se hará de
entre los candidatos que figuren en la lista a que se
refiere el artículo 79, por votación secreta de la
Asamblea General y se declararán elegidos los candi-
datos que obtengan mayor número de votos y la mayo-
ría absoluta de los votos de los representantes de los
Estados miembros.  Si para elegir a todos los miembros
de la Comisión resultare necesario efectuar varias vota-
ciones, se eliminará sucesivamente, en la forma que
determine la Asamblea General, a los candidatos que
reciban menor número de votos. 

SECCIÓN 2. CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS
HUMANOS

ARTÍCULO 81 

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General
pedirá por escrito a cada Estado parte que presente,
dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos
para jueces de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos.  El Secretario General preparará una lista por
orden alfabético de los candidatos presentados y la
comunicará a los Estados Partes por lo menos treinta
días antes de la próxima Asamblea General. 

ARTÍCULO 82 

La elección de jueces de la Corte se hará de entre los
candidatos que figuren en la lista a que se refiere el artí-
culo 81, por votación secreta de los Estados Partes en
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la Asamblea General y se declararán elegidos los candi-
datos que obtengan mayor número de votos y la mayo-
ría absoluta de los votos de los representantes de los
Estados Partes.  Si para elegir a todos los jueces de la
Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se
eliminarán sucesivamente, en la forma que determinen
los Estados Partes, a los candidatos que reciban menor
número de votos. 
EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos,
cuyos plenos poderes fueron hallados de buena y debi-
da forma, firman esta Convención, que se llamará
"PACTO DE SAN JOSE DE COSTA RICA", en la ciudad
de San José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de
mil novecientos sesenta y nueve.
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Los Estados Partes en la presente Convención, 
• Considerando que la Carta de las Naciones Unidas
reafirma la fe en los derechos humanos fundamentales,
en la dignidad y el valor de la persona humana y en la
igualdad de derechos de hombres y mujeres, 
• Considerando que la Declaración Universal de
Derechos Humanos reafirma el principio de la no dis-
criminación y proclama que todos los seres humanos
nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que
toda persona puede invocar todos los derechos y liber-
tades proclamados en esa Declaración, sin distinción
alguna y, por ende, sin distinción de sexo, 
• Considerando que los Estados Partes en los Pactos
Internacionales de Derechos Humanos tienen la obliga-
ción de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en
el goce de todos los derechos económicos, sociales,
culturales, civiles y políticos, 
• Teniendo en cuenta las convenciones internacionales
concertadas bajo los auspicios de las Naciones Unidas
y de los organismos especializados para favorecer la
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 
• Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, decla-
raciones y recomendaciones aprobadas por las Naciones
Unidas y los organismos especializados para favorecer la
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 
• Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar
de estos diversos instrumentos las mujeres siguen sien-
do objeto de importantes discriminaciones, 
• Recordando que la discriminación contra la mujer
viola los principios de la igualdad de derechos y del res-
peto de la dignidad humana, que dificulta la participa-
ción de la mujer, en las mismas condiciones que el
hombre, en la vida política, social, económica y cultural
de su país, que constituye un obstáculo para el aumen-
to del bienestar de la sociedad y de la familia y que
entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la
mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad, 
• Preocupados por el hecho de que en situaciones de
pobreza la mujer tiene un acceso mínimo a la alimenta-

ción, la salud, la enseñanza, la capacitación y las opor-
tunidades de empleo, así como a la satisfacción de
otras necesidades, 
• Convencidos de que el establecimiento del nuevo
orden económico internacional basado en la equidad y
la justicia contribuirá significativamente a la promoción
de la igualdad entre el hombre y la mujer, 
• Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas
las formas de racismo, de discriminación racial, colo-
nialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y domi-
nación extranjeras y de la injerencia en los asuntos
internos de los Estados es indispensable para el disfru-
te cabal de los derechos del hombre y de la mujer, 
• Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la segu-
ridad internacionales, el alivio de la tensión internacio-
nal, la cooperación mutua entre todos los Estados con
independencia de sus sistemas sociales y económicos,
el desarme general y completo, en particular el desar-
me nuclear bajo un control internacional estricto y efec-
tivo, la afirmación de los principios de la justicia, la
igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre
países y la realización del derecho de los pueblos some-
tidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación
extranjera a la libre determinación y la independencia,
así como el respeto de la soberanía nacional y de la inte-
gridad territorial, promoverán el progreso social y el
desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la
plena igualdad entre el hombre y la mujer, 
• Convencidos de que la máxima participación de la
mujer en todas las esferas, en igualdad de condiciones
con el hombre, es indispensable para el desarrollo
pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y
la causa de la paz, 
• Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bie-
nestar de la familia y al desarrollo de la sociedad, hasta
ahora no plenamente reconocido, la importancia social
de la maternidad y la función tanto del padre como de
la madre en la familia y en la educación de los hijos, y
conscientes de que el papel de la mujer en la procrea-
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ción no debe ser causa de discriminación, sino que la
educación de los niños exige la responsabilidad com-
partida entre hombres y mujeres y la sociedad en su
conjunto, 
• Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre
el hombre y la mujer es necesario modificar el papel tra-
dicional tanto del hombre como de la mujer en la socie-
dad y en la familia, 
• Resueltos a aplicar los principios enunciados en la
Declaración sobre la eliminación de la discriminación
contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas nece-
sarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus
formas y manifestaciones, 
Han convenido en lo siguiente:

PARTE I 

ARTÍCULO 1

A los efectos de la presente Convención, la expresión
"discriminación contra la mujer" denotará toda distinción,
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por
objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimien-
to, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de
su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y
la mujer, de los derechos humanos y las libertades fun-
damentales en las esferas política, económica, social,
cultural y civil o en cualquier otra esfera.

ARTÍCULO 2

Los Estados Partes condenan la discriminación contra
la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por
todos los medios apropiados y sin dilaciones, una políti-
ca encaminada a eliminar la discriminación contra la
mujer y, con tal objeto, se comprometen a: 
a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constitu-
ciones nacionales y en cualquier otra legislación apro-
piada el principio de la igualdad del hombre y de la
mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la
realización práctica de ese principio; 
b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro
carácter, con las sanciones correspondientes, que pro-
híban toda discriminación contra la mujer; 
c) Establecer la protección jurídica de los derechos de
la mujer sobre una base de igualdad con los del hom-
bre y garantizar, por conducto de los tribunales nacio-
nales competentes y de otras instituciones públicas, la
protección efectiva de la mujer contra todo acto de dis-
criminación; 
d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de dis-

criminación contra la mujer y velar por que las autori-
dades e instituciones públicas actúen de conformidad
con esta obligación; 
e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la
discriminación contra la mujer practicada por cuales-
quiera personas, organizaciones o empresas; 
f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de
carácter legislativo, para modificar o derogar leyes,
reglamentos, usos y prácticas que constituyan discrimi-
nación contra la mujer; 
g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales
que constituyan discriminación contra la mujer.

ARTÍCULO 3

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en
particular en las esferas política, social, económica y
cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de
carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo
y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el
ejercicio y el goce de los derechos humanos y las
libertades fundamentales en igualdad de condiciones
con el hombre.

ARTÍCULO 4

1. La adopción por los Estados Partes de medidas
especiales de carácter temporal encaminadas a ace-
lerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer
no se considerará discriminación en la forma definida
en la presente Convención, pero de ningún modo
entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de
normas desiguales o separadas; estas medidas cesa-
rán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igual-
dad de oportunidad y trato. 
2. La adopción por los Estados Partes de medidas espe-
ciales, incluso las contenidas en la presente Convención,
encaminadas a proteger la maternidad no se considera-
rá discriminatoria.

ARTÍCULO 5

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia-
das para: 
a) Modificar los patrones socioculturales de conducta
de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la elimi-
nación de los prejuicios y las prácticas consuetudina-
rias y de cualquier otra índole que estén basados en
la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera
de los sexos o en funciones estereotipadas de hom-
bres y mujeres; 
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b) Garantizar que la educación familiar incluya una
comprensión adecuada de la maternidad como función
social y el reconocimiento de la responsabilidad común
de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al
desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el inte-
rés de los hijos constituirá la consideración primordial
en todos los casos.

ARTÍCULO 6

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia-
das, incluso de carácter legislativo, para suprimir todas
las formas de trata de mujeres y explotación de la pros-
titución de la mujer.

PARTE II

ARTÍCULO 7

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia-
das para eliminar la discriminación contra la mujer en
la vida política y pública del país y, en particular, garan-
tizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con
los hombres, el derecho a: 
a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos
y ser elegibles para todos los organismos cuyos miem-
bros sean objeto de elecciones públicas; 
b) Participar en la formulación de las políticas guberna-
mentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos
públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos
los planos gubernamentales; 
c) Participar en organizaciones y en asociaciones no
gubernamentales que se ocupen de la vida pública y
política del país.

ARTÍCULO 8 
Observación general sobre su aplicación

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropia-
das para garantizar a la mujer, en igualdad de condicio-
nes con el hombre y sin discriminación alguna, la opor-
tunidad de representar a su gobierno en el plano inter-
nacional y de participar en la labor de las organizacio-
nes internacionales.

ARTÍCULO 9

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales
derechos que a los hombres para adquirir, cambiar o
conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular,
que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de

nacionalidad del marido durante el matrimonio cam-
bien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la
conviertan en ápatrida o la obliguen a adoptar la nacio-
nalidad del cónyuge. 
2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos
derechos que al hombre con respecto a la nacionalidad
de sus hijos.

PARTE III 

ARTÍCULO 10

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mujer,
a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hom-
bre en la esfera de la educación y en particular para
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y
mujeres: 
a) Las mismas condiciones de orientación en materia
de carreras y capacitación profesional, acceso a los
estudios y obtención de diplomas en las instituciones de
enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rura-
les como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en
la enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y
técnica superior, así como en todos los tipos de capaci-
tación profesional; 
b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los
mismos exámenes, a personal docente del mismo
nivel profesional y a locales y equipos escolares de la
misma calidad; 
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los
papeles masculino y femenino en todos los niveles y en
todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de
la educación mixta y de otros tipos de educación que
contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, median-
te la modificación de los libros y programas escolares y la
adaptación de los métodos de enseñanza; 
d) Las mismas oportunidades para la obtención de
becas y otras subvenciones para cursar estudios; 
e) Las mismas oportunidades de acceso a los progra-
mas de educación permanente, incluidos los progra-
mas de alfabetización funcional y de adultos, con miras
en particular a reducir lo antes posible toda diferencia
de conocimientos que exista entre hombres y mujeres; 
f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los
estudios y la organización de programas para aquellas
jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios pre-
maturamente; 
g) Las mismas oportunidades para participar activa-
mente en el deporte y la educación física; 
h) Acceso al material informativo específico que contri-
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buya a asegurar la salud y el bienestar de la familia,
incluida la información y el asesoramiento sobre planifi-
cación de la familia.

ARTÍCULO 11

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la
mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los
mismos derechos, en particular: 
a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de
todo ser humano; 
b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo,
inclusive a la aplicación de los mismos criterios de
selección en cuestiones de empleo; 
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el
derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a
todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y
el derecho a la formación profesional y al readiestra-
miento, incluido el aprendizaje, la formación profesional
superior y el adiestramiento periódico; 
d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestacio-
nes, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de
igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a
la evaluación de la calidad del trabajo; 
e) El derecho a la seguridad social, en particular en
casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez,
vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el dere-
cho a vacaciones pagadas; 
f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad
en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de
la función de reproducción. 
2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por
razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efec-
tividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes
tomarán medidas adecuadas para: 
a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por moti-
vo de embarazo o licencia de maternidad y la discrimi-
nación en los despidos sobre la base del estado civil; 
b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo paga-
do o con prestaciones sociales comparables sin pérdida
del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales; 
c) Alentar el suministro de los servicios sociales de
apoyo necesarios para permitir que los padres combi-
nen las obligaciones para con la familia con las respon-
sabilidades del trabajo y la participación en la vida
pública, especialmente mediante el fomento de la cre-
ación y desarrollo de una red de servicios destinados al
cuidado de los niños; 
d) Prestar protección especial a la mujer durante el

embarazo en los tipos de trabajos que se haya probado
puedan resultar perjudiciales para ella. 
3. La legislación protectora relacionada con las cuestio-
nes comprendidas en este artículo será examinada
periódicamente a la luz de los conocimientos científicos
y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada
según corresponda.

ARTÍCULO 12 
Observación general sobre su aplicación

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mujer en
la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en con-
diciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso
a servicios de atención médica, inclusive los que se refie-
ren a la planificación de la familia. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los
Estados Partes garantizarán a la mujer servicios apro-
piados en relación con el embarazo, el parto y el perío-
do posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos
cuando fuere necesario, y le asegurarán una nutrición
adecuada durante el embarazo y la lactancia.

ARTÍCULO 13

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mujer
en otras esferas de la vida económica y social a fin de
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y
mujeres, los mismos derechos, en particular: 
a) El derecho a prestaciones familiares; 
b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas
y otras formas de crédito financiero; 
c) El derecho a participar en actividades de esparcimien-
to, deportes y en todos los aspectos de la vida cultural.

ARTÍCULO 14

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas
especiales a que hace frente la mujer rural y el impor-
tante papel que desempeña en la supervivencia econó-
mica de su familia, incluido su trabajo en los sectores
no monetarios de la economía, y tomarán todas las
medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las
disposiciones de la presente Convención a la mujer en
las zonas rurales. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condi-
ciones de igualdad entre hombres y mujeres su partici-
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pación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en
particular le asegurarán el derecho a: 
a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes
de desarrollo a todos los niveles; 
b) Tener acceso a servicios adecuados de atención
médica, inclusive información, asesoramiento y servi-
cios en materia de planificación de la familia; 
c) Beneficiarse directamente de los programas de segu-
ridad social; 
d) Obtener todos los tipos de educación y de formación,
académica y no académica, incluidos los relacionados
con la alfabetización funcional, así como, entre otros,
los beneficios de todos los servicios comunitarios y de
divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica; 
e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin
de obtener igualdad de acceso a las oportunidades eco-
nómicas mediante el empleo por cuenta propia o por
cuenta ajena; 
f) Participar en todas las actividades comunitarias; 
g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas,
a los servicios de comercialización y a las tecnologías
apropiadas, y recibir un trato igual en los planes de
reforma agraria y de reasentamiento; 
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particular-
mente en las esferas de la vivienda, los servicios sanita-
rios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el
transporte y las comunicaciones.

PARTE IV 

ARTÍCULO 15

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igual-
dad con el hombre ante la ley. 
2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en mate-
rias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la del
hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de
esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer
iguales derechos para firmar contratos y administrar
bienes y le dispensarán un trato igual en todas las eta-
pas del procedimiento en las cortes de justicia y los tri-
bunales. 
3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o
cualquier otro instrumento privado con efecto jurídico
que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se
considerará nulo. 
4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la
mujer los mismos derechos con respecto a la legislación
relativa al derecho de las personas a circular libremen-
te y a la libertad para elegir su residencia y domicilio.

ARTÍCULO 16

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas ade-
cuadas para eliminar la discriminación contra la mujer
en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y
las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 
a) El mismo derecho para contraer matrimonio; 
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y
contraer matrimonio sólo por su libre albedrío y su pleno
consentimiento; 
c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el
matrimonio y con ocasión de su disolución; 
d) Los mismos derechos y responsabilidades como pro-
genitores, cualquiera que sea su estado civil, en mate-
rias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los
intereses de los hijos serán la consideración primordial; 
e) Los mismos derechos a decidir libre y responsable-
mente el número de sus hijos y el intervalo entre los
nacimientos y a tener acceso a la información, la edu-
cación y los medios que les permitan ejercer estos dere-
chos; 
f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto
de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos,
o instituciones análogas cuando quiera que estos con-
ceptos existan en la legislación nacional; en todos los
casos, los intereses de los hijos serán la consideración
primordial; 
g) Los mismos derechos personales como marido y
mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión
y ocupación; 
h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en
materia de propiedad, compras, gestión, administra-
ción, goce y disposición de los bienes, tanto a título gra-
tuito como oneroso. 
2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el
matrimonio de niños y se adoptarán todas las medidas
necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una
edad mínima para la celebración del matrimonio y
hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un
registro oficial.

PARTE V 

ARTÍCULO 17

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la
aplicación de la presente Convención, se establecerá
un Comité para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer (denominado en adelante el Comité) com-
puesto, en el momento de la entrada en vigor de la
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Convención, de dieciocho y, después de su ratificación
o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de
veintitrés expertos de gran prestigio moral y competen-
cia en la esfera abarcada por la Convención. Los exper-
tos serán elegidos por los Estados Partes entre sus
nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal;
se tendrán en cuenta una distribución geográfica equi-
tativa y la representación de las diferentes formas de
civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación
secreta de un lista de personas designadas por los
Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá
designar una persona entre sus propios nacionales. 
3. La elección inicial se celebrará seis meses después
de la fecha de entrada en vigor de la presente
Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de
cada elección, el Secretario General de las Naciones
Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitán-
dolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos
meses. El Secretario General preparará una lista por
orden alfabético de todas las personas designadas de
este modo, indicando los Estados Partes que las han
designado, y la comunicará a los Estados Partes. 
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reu-
nión de los Estados Partes que será convocada por el
Secretario General y se celebrará en la Sede de las
Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual forma-
rán quórum dos tercios de los Estados Partes, se consi-
derarán elegidos para el Comité los candidatos que
obtengan el mayor número de votos y la mayoría abso-
luta de los votos de los representantes de los Estados
Partes presentes y votantes. 
5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro
años. No obstante, el mandato de nueve de los miem-
bros elegidos en la primera elección expirará al cabo de
dos años; inmediatamente después de la primera elec-
ción el Presidente del Comité designará por sorteo los
nombres de esos nueve miembros. 
6. La elección de los cinco miembros adicionales del
Comité se celebrará de conformidad con lo dispuesto
en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después
de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado
la Convención o se haya adherido a ella. El mandato de
dos de los miembros adicionales elegidos en esta oca-
sión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente
del Comité, expirará al cabo de dos años. 
7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte
cuyo experto haya cesado en sus funciones como
miembro del Comité designará entre sus nacionales a
otro experto a reserva de la aprobación del Comité. 
8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la

Asamblea General, percibirán emolumentos de los fon-
dos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones
que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la
importancia de las funciones del Comité. 
9. El Secretario General de las Naciones Unidas pro-
porcionará el personal y los servicios necesarios para el
desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud
de la presente Convención.

ARTÍCULO 18

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al
Secretario General de las Naciones Unidas, para que lo
examine el Comité, un informe sobre las medidas legis-
lativas, judiciales, administrativas o de otra índole que
hayan adoptado para hacer efectivas las disposiciones
de la presente Convención y sobre los progresos reali-
zados en este sentido: 
a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor
de la Convención para el Estado de que se trate; 
b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, ade-
más, cuando el Comité lo solicite. 
2. Se podrán indicar en los informes los factores y las
dificultades que afecten al grado de cumplimiento de
las obligaciones impuestas por la presente Convención.

ARTÍCULO 19

1. El Comité aprobará su propio reglamento. 
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos
años.

ARTÍCULO 20 
Observación general sobre su aplicación

1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por
un período que no exceda de dos semanas para exa-
minar los informes que se le presenten de conformidad
con el artículo 18 de la presente Convención. 
2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmen-
te en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier
otro sitio conveniente que determine el Comité.

ARTÍCULO 21

1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y
Social, informará anualmente a la Asamblea General de
las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá
hacer sugerencias y recomendaciones de carácter
general basadas en el examen de los informes y de los
datos transmitidos por los Estados Partes. Estas suge-
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rencias y recomendaciones de carácter general se
incluirán en el informe del Comité junto con las obser-
vaciones, si las hubiere, de los Estados Partes. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas trans-
mitirá los informes del Comité a la Comisión de la
Condición Jurídica y Social de la Mujer para su infor-
mación.

ARTÍCULO 22

Los organismos especializados tendrán derecho a estar
representados en el examen de la aplicación de las dis-
posiciones de la presente Convención que correspon-
dan a la esfera de las actividades. El Comité podrá invi-
tar a los organismos especializados a que presenten
informes sobre la aplicación de la Convención en las
áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.

PARTE VI

ARTÍCULO 23

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará a disposición alguna que sea más conducente al
logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que
pueda formar parte de: 
a) La legislación de un Estado Parte; o 
b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo inter-
nacional vigente en ese Estado.

ARTÍCULO 24

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las
medidas necesarias en el ámbito nacional para conse-
guir la plena realización de los derechos reconocidos en
la presente Convención.

ARTÍCULO 25

1. La presente Convención estará abierta a la firma de
todos los Estados. 
2. Se designa al Secretario General de las Naciones
Unidas depositario de la presente Convención. 
3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas. 
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión
de todos los Estados. La adhesión se efectuará deposi-
tando un instrumento de adhesión en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 26

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados
Partes podrá formular una solicitud de revisión de la
presente Convención mediante comunicación escrita
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas deci-
dirá las medidas que, en caso necesario, hayan de
adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

ARTÍCULO 27

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo
día a partir de la fecha en que haya sido depositado en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas el
vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se
adhiera a ella después de haber sido depositado el vigé-
simo instrumento de ratificación o de adhesión, la
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de
la fecha en que tal Estado haya depositado su instru-
mento de ratificación o de adhesión.

ARTÍCULO 28

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibi-
rá y comunicará a todos los Estados el texto de las reser-
vas formuladas por los Estados en el momento de la
ratificación o de la adhesión. 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el
objeto y el propósito de la presente Convención. 
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momen-
to por medio de una notificación a estos efectos dirigida
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien
informará de ello a todos los Estados. Esta notificación
surtirá efecto en la fecha de su recepción.

ARTÍCULO 29

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados
Partes con respecto a la interpretación o aplicación de
la presente Convención que no se solucione mediante
negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno
de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir
de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las
partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma
del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la
controversia a la Corte Internacional de Justicia,
mediante una solicitud presentada de conformidad con
el Estatuto de la Corte. 
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o rati-
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ficación de la presente Convención o de su adhesión a
la misma, podrá declarar que no se considera obligado
por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás
Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo
ante ningún Estado Parte que haya formulado esa
reserva. 
3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva
prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá reti-
rarla en cualquier momento notificándolo al Secretario
General de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino,
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténti-
cos, se depositarán en poder del Secretario General de
las Naciones Unidas. 
En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente
autorizados, firman la presente Convención.
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Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
• Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se
reafirma la fe en los derechos humanos fundamentales,
en la dignidad y el valor de la persona humana y en la
igualdad de derechos de hombres y mujeres, 
• Señalando que en la Declaración Universal de
Derechos Humanos Resolución 217 A (III) se proclama
que todos los seres humanos nacen libres e iguales en
dignidad y derechos y que toda persona tiene todos los
derechos y libertades en ella proclamados sin distinción
alguna, inclusive las basadas en el sexo, 
• Recordando que los Pactos internacionales de dere-
chos humanos Resolución 2200 A (XXI), anexo y otros
instrumentos internacionales de derechos humanos pro-
híben la discriminación por motivos de sexo, 
• Recordando asimismo la Convención sobre la elimina-
ción de todas las formas de discriminación contra la
mujer ("la Convención"), en la que los Estados Partes en
ella condenan la discriminación contra la mujer en todas
sus formas y convienen en seguir, por todos los medios
apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a
eliminar la discriminación contra la mujer, 
• Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el dis-
frute pleno y en condiciones de igualdad de todos los
derechos humanos y todas las libertades fundamentales
y de adoptar medidas eficaces para evitar las violaciones
de esos derechos y esas libertades, 
Acuerdan lo siguiente: 

ARTÍCULO 1 

Todo Estado Parte en el presente Protocolo ("Estado
Parte") reconoce la competencia del Comité para la
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ("el
Comité") para recibir y considerar las comunicaciones
presentadas de conformidad con el artículo 2. 

ARTÍCULO 2 

Las comunicaciones podrán ser presentadas por perso-
nas o grupos de personas que se hallen bajo la juris-

dicción del Estado Parte y que aleguen ser víctimas de
una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los
derechos enunciados en la Convención, o en nombre
de esas personas o grupos de personas. Cuando se pre-
sente una comunicación en nombre de personas o gru-
pos de personas, se requerirá su consentimiento, a
menos que el autor pueda justificar el actuar en su
nombre sin tal consentimiento.

ARTÍCULO 3 

Las comunicaciones se presentarán por escrito y no
podrán ser anónimas. El Comité no recibirá comunica-
ción alguna que concierna a un Estado Parte en la
Convención que no sea parte en el presente Protocolo. 

ARTÍCULO 4 

1. El Comité no examinará una comunicación a menos
que se haya cerciorado de que se han agotado todos los
recursos de la jurisdicción interna, salvo que la tramitación
de esos recursos se prolongue injustificadamente o no sea
probable que brinde por resultado un remedio efectivo. 
2. El Comité declarará inadmisible toda comunica-
ción que:
a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada
por el Comité o ya ha sido o esté siendo examinada con
arreglo a otro procedimiento de examen o arreglo inter-
nacionales; 
b) Sea incompatible con las disposiciones de la
Convención; 
c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficiente-
mente sustanciada; 
d) Constituya un abuso del derecho a presentar una
comunicación; 
e) Los hechos objeto de la comunicación hayan suce-
dido antes de la fecha de entrada en vigor del pre-
sente Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo
que esos hechos continúen produciéndose después
de esa fecha. 
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ARTÍCULO 5 

1. Tras haber recibido una comunicación y antes de lle-
gar a una conclusión sobre sus fundamentos, en cual-
quier momento el Comité podrá dirigir al Estado Parte
interesado, a los fines de su examen urgente, una soli-
citud para que adopte las medidas provisionales nece-
sarias para evitar posibles daños irreparables a la vícti-
ma o las víctimas de la supuesta violación. 
2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discreciona-
les en virtud del párrafo 1 del presente artículo, ello no
implica juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el
fondo de la comunicación. 

ARTÍCULO 6 

1. A menos que el Comité considere que una comuni-
cación es inadmisible sin remisión al Estado Parte inte-
resado, y siempre que la persona o personas interesa-
das consientan en que se revele su identidad a dicho
Estado Parte, el Comité pondrá en conocimiento del
Estado Parte, de forma confidencial, toda comunicación
que reciba con arreglo al presente Protocolo. 
2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte pre-
sentará al Comité por escrito explicaciones o declara-
ciones en las que se aclare la cuestión y se indiquen las
medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado
Parte, de haberlas. 

ARTÍCULO 7 

1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba
en virtud del presente Protocolo a la luz de toda la infor-
mación puesta a su disposición por personas o grupos
de personas, o en su nombre, y por el Estado Parte inte-
resado, siempre que esa información sea transmitida a
las partes interesadas. 
2. El Comité examinará en sesiones privadas las comu-
nicaciones que reciba en virtud del presente Protocolo. 
3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará lle-
gar sus opiniones sobre la comunicación, conjunta-
mente con sus recomendaciones, si las hubiere, a las
partes interesadas. 
4. El Estado Parte dará la debida consideración a las
opiniones del Comité, así como a sus recomendaciones,
si las hubiere, y enviará al Comité, en un plazo de seis
meses, una respuesta por escrito, especialmente infor-
mación sobre toda medida que se hubiera adoptado en
función de las opiniones y recomendaciones del
Comité. 
5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar

más información sobre cualesquiera medidas que el
Estado Parte hubiera adoptado en respuesta a las opi-
niones o recomendaciones del Comité, si las hubiere,
incluso, si el Comité lo considera apropiado, en los infor-
mes que presente más adelante el Estado Parte de con-
formidad con el artículo 18 de la Convención. 

ARTÍCULO 8 

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele
violaciones graves o sistemáticas por un Estado Parte
de los derechos enunciados en la Convención, el
Comité invitará a ese Estado Parte a colaborar en el exa-
men de la información y, a esos efectos, a presentar
observaciones sobre dicha información. 
2. Tomando en consideración las observaciones que
haya presentado el Estado Parte interesado, así como
toda información fidedigna que esté a disposición suya,
el Comité podrá encargar a uno o más de sus miembros
que realice una investigación y presente con carácter
urgente un informe al Comité. Cuando se justifique y
con el consentimiento del Estado Parte, la investigación
podrá incluir una visita a su territorio. 
3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el
Comité las transmitirá al Estado Parte interesado junto
con las observaciones y recomendaciones que estime
oportunas. 
4. En un plazo de seis meses después de recibir los
resultados de la investigación y las observaciones y
recomendaciones que le transmita el Comité, el Estado
Parte interesado presentará sus propias observaciones
al Comité. 
5. La investigación será de carácter confidencial y en
todas sus etapas se solicitará la colaboración del
Estado Parte. 

ARTÍCULO 9 

1. El Comité podra invitar al Estado Parte interesado a
que incluya en el informe que ha de presentar con arre-
glo al artículo 18 de la Convención pormenores sobre
cualesquiera medidas que hubiere adoptado en res-
puesta a una investigación efectuada con arreglo al artí-
culo 8 del presente Protocolo. 
2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el
párrafo 4 del artículo 8, el Comité podrá, si es necesa-
rio, invitar al Estado Parte interesado a que le informe
sobre cualquier medida adoptada como resultado de la
investigación. 
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ARTÍCULO 10 

1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o
ratificación del presente Protocolo, o de la adhesión a él,
declarar que no reconoce la competencia del Comité
establecida en los artículos 8 y 9. 
2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo podrá reti-
rar esa declaración en cualquier momento, previa noti-
ficación al Secretario General. 

ARTÍCULO 11 

Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesa-
rias para garantizar que las personas que se hallen bajo
su jurisdicción no sean objeto de malos tratos ni intimi-
dación como consecuencia de cualquier comunicación
con el Comité de conformidad con el presente Protocolo.

ARTÍCULO 12 

El Comité incluirá en el informe anual que ha de pre-
sentar con arreglo al artículo 21 de la Convención, un
resumen de sus actividades en virtud del presente
Protocolo. 

ARTÍCULO 13 

Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer
ampliamente la Convención y el presente Protocolo y a
darles publicidad, así como a facilitar el acceso a infor-
mación acerca de las opiniones y recomendaciones del
Comité, en particular respecto de las cuestiones que
guarden relación con ese Estado Parte. 

ARTÍCULO 14 

El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará
en ejercicio de las funciones que le confiere el presen-
te Protocolo. 

ARTÍCULO 15 

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de
cualquier Estado que haya firmado la Convención, la
haya ratificado o se haya adherido a ella. 
2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por
cualquier Estado que haya ratificado la Convención o se
haya adherido a ella. Los instrumentos de ratificación se
depositarán en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. 

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión
de cualquier Estado que haya ratificado la Convención
o se haya adherido a ella. 
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del
instrumento correspondiente en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 16 

1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos
tres meses a partir de la fecha en que haya sido depo-
sitado en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas el décimo instrumento de ratifica-
ción o de adhesión. 
2. Para cada Estado que ratifique el presente
Protocolo o se adhiera a él después de su entrada en
vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez transcu-
rridos tres meses a partir de la fecha en que tal
Estado haya depositado su propio instrumento de rati-
ficación o de adhesión. 

ARTÍCULO 17 

No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo. 

ARTÍCULO 18 

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al pre-
sente Protocolo y presentarlas al Secretario General de
las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará
a los Estados Partes las enmiendas propuestas y les
pedirá que notifiquen si desean que se convoque una
conferencia de los Estados Partes para examinar las
propuestas y sometarlas a votación. Si un tercio al
menos de los Estados Partes se declara en favor de tal
conferencia, el Secretario General la convocará bajo los
auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda
aprobada por la mayoría de los Estados Partes presen-
tes y votantes en la conferencia se someterá a la apro-
bación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan
sido aprobadas por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos
tercios de los Estados Partes en el presente Protocolo,
de conformidad con sus respectivos procedimientos
constitucionales. 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obli-
gatorias para los Estados Partes que las hayan acepta-
do, en tanto que los demás Estados Partes seguirán
obligados por las disposiciones del presente Protocolo y
por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 

PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LA EL IMINACIÓN DE
TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER 
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ARTÍCULO 19 

1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente
Protocolo en cualquier momento mediante notificación
escrita dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas. La denuncia surtirá efecto seis meses después
de la fecha en que el Secretario General haya recibido
la notificación. 
2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposi-
ciones del presente Protocolo sigan aplicándose a cual-
quier comunicación presentada, con arreglo al artículo
2, o cualquier investigación iniciada, con arreglo al artí-
culo 8, antes de la fecha de efectividad de la denuncia. 

ARTÍCULO 20 

El Secretario General de las Naciones Unidas comuni-
cará a todos los Estados: 
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al
presente Protocolo; 
b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo
y cualquier enmienda en virtud del artículo 18; 
c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19. 

ARTÍCULO 21 

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino,
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos,
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará
copias certificadas del presente Protocolo a todos los
Estados mencionados en el artículo 25 de la Convención.
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PREÁMBULO 

Los Estados partes en el presente Pacto, 
• Considerando que, conforme a los principios enun-
ciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad,
la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reco-
nocimiento de la dignidad inherente a todos los miem-
bros de la familia humana y de sus derechos iguales e
inalienables, 
• Reconociendo que estos derechos se desprenden de
la dignidad inherente a la persona humana, 
• Reconociendo que, con arreglo a la Declaración
Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse
el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la
miseria, a menos que se creen condiciones que permi-
tan a cada persona gozar de sus derechos económicos,
sociales y culturales, tanto como de sus derechos civi-
les y políticos, 
• Considerando que la Carta de las Naciones Unidas
impone a los Estados la obligación de promover el res-
peto universal y efectivo de los derechos y libertades
humanos, 
• Comprendiendo que el individuo, por tener deberes
respecto de otros individuos y de la comunidad a que
pertenece, está obligado a procurar la vigencia y obser-
vancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 
Convienen en los artículos siguientes: 

PARTE I

ARTÍCULO 1 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre deter-
minación. En virtud de este derecho establecen libre-
mente su condición política y proveen asimismo a su
desarrollo económico, social y cultural. 
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden
disponer libremente de sus riquezas y recursos natura-
les, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la
cooperación económica internacional basada en el
principio de beneficio recíproco, así como del derecho

internacional. En ningún caso podrá privarse a un pue-
blo de sus propios medios de subsistencia. 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los
que tienen la responsabilidad de administrar territorios
no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán
el ejercicio del derecho de libre determinación, y respe-
tarán este derecho de conformidad con las disposicio-
nes de la Carta de las Naciones Unidas. 

PARTE II

ARTÍCULO 2 

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente
Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por
separado como mediante la asistencia y la coopera-
ción internacionales, especialmente económicas y
técnicas, hasta el máximo de los recursos de que dis-
ponga, para lograr progresivamente, por todos los
medios apropiados, inclusive en particular la adop-
ción de medidas legislativas, la plena efectividad de
los derechos aquí reconocidos. 
2. Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a garantizar el ejercicio de los derechos que en
él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos
de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o
de otra índole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en
cuenta los derechos humanos y su economía nacional,
podrán determinar en qué medida garantizarán los
derechos económicos reconocidos en el presente Pacto
a personas que no sean nacionales suyos.

ARTÍCULO 3 

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprome-
ten a asegurar a los hombres y a las mujeres igual títu-
lo a gozar de todos los derechos económicos, sociales y
culturales enunciados en el presente Pacto.

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS,
SOCIALES Y CULTURALES

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General 
en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966
Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27



80 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

ARTÍCULO 4 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que,
en ejercicio de los derechos garantizados conforme al
presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales
derechos únicamente a limitaciones determinadas por
ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de
esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el
bienestar general en una sociedad democrática.

ARTÍCULO 5 

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser
interpretada en el sentido de reconocer derecho algu-
no a un Estado, grupo o individuo para emprender
actividades o realizar actos encaminados a la des-
trucción de cualquiera de los derechos o libertades
reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida
mayor que la prevista en él. 
2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de
ninguno de los derechos humanos fundamentales
reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes,
convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto
de que el presente Pacto no los reconoce o los reco-
noce en menor grado. 

PARTE III

ARTÍCULO 6 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda
persona a tener la oportunidad de ganarse la vida median-
te un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán
medidas adecuadas para garantizar este derecho.
2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de
los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la
plena efectividad de este derecho deberá figurar la
orientación y formación técnico-profesional, la prepara-
ción de programas, normas y técnicas encaminadas a
conseguir un desarrollo económico, social y cultural
constante y la ocupación plena y productiva, en condi-
ciones que garanticen las libertades políticas y econó-
micas fundamentales de la persona humana.

ARTÍCULO 7 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho de toda persona al goce de condiciones de
trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en
especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a
todos los trabajadores: 
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor,
sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe
asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no
inferiores a las de los hombres, con salario igual por tra-
bajo igual; 
ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para
sus familias conforme a las disposiciones del presente
Pacto; 
b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos,
dentro de su trabajo, a la categoría superior que les
corresponda, sin más consideraciones que los factores
de tiempo de servicio y capacidad; 
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación
razonable de las horas de trabajo y las variaciones perió-
dicas pagadas, así como la remuneración de los días
festivos.

ARTÍCULO 8 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a garantizar: 
a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a
afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a
los estatutos de la organización correspondiente, para
promover y proteger sus intereses económicos y socia-
les. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio
de este derecho que las que prescriba la ley y que sean
necesarias en una sociedad democrática en interés de
la seguridad nacional o del orden público, o para la pro-
tección de los derechos y libertades ajenos; 
b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones
o confederaciones nacionales y el de éstas a fundar
organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse
a las mismas;
c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstácu-
los y sin otras limitaciones que las que prescriba la ley
y que sean necesarias en una sociedad democrática en
interés de la seguridad nacional o del orden público, o
para la protección de los derechos y libertades ajenos; 
d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con
las leyes de cada país. 
2. El presente artículo no impedirá someter a restriccio-
nes legales el ejercicio de tales derechos por los miem-
bros de las fuerzas armadas, de la policía o de la admi-
nistración del Estado. 
3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los
Estados Partes en el Convenio de la Organización
Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad
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sindical y a la protección del derecho de sindicación a
adoptar medidas legislativas que menoscaben las
garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley
en forma que menoscabe dichas garantías.

ARTÍCULO 9 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho de toda persona a la seguridad social, incluso
al seguro social.

ARTÍCULO 10 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 
1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento
natural y fundamental de la sociedad, la más amplia
protección y asistencia posibles, especialmente para
su constitución y mientras sea responsable del cuida-
do y la educación de los hijos a su cargo. El matrimo-
nio debe contraerse con el libre consentimiento de los
futuros cónyuges. 
2. Se debe conceder especial protección a las madres
durante un período de tiempo razonable antes y después
del parto. Durante dicho período, a las madres que tra-
bajen se les debe conceder licencia con remuneración o
con prestaciones adecuadas de seguridad social. 
3. Se deben adoptar medidas especiales de protección
y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes,
sin discriminación alguna por razón de filiación o cual-
quier otra condición. Debe protegerse a los niños y ado-
lescentes contra la explotación económica y social. Su
empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en
los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perju-
dicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley.
Los Estados deben establecer también límites de edad
por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado
por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

ARTÍCULO 11 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen
el derecho de toda persona a un nivel de vida adecua-
do para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y
vivienda adecuados, y a una mejora continua de las
condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán
medidas apropiadas para asegurar la efectividad de
este derecho, reconociendo a este efecto la importancia
esencial de la cooperación internacional fundada en el
libre consentimiento. 
2. Los Estados Partes en el presente Pacto, recono-
ciendo el derecho fundamental de toda persona a estar

protegida contra el hambre, adoptarán, individual-
mente y mediante la cooperación internacional, las
medidas, incluidos los programas concretos, que se
necesitan para:
a) Mejorar los métodos de producción, conservación y
distribución de alimentos mediante la plena utilización
de los conocimientos técnicos y científicos, la divulga-
ción de principios sobre nutrición y el perfeccionamien-
to o la reforma de los regímenes agrarios de modo que
se logren la explotación y la utilización más eficaces de
las riquezas naturales; 
b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos
mundiales en relación con las necesidades, teniendo en
cuenta los problemas que se plantean tanto a los países
que importan productos alimenticios como a los que los
exportan.

ARTÍCULO 12 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen
el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel
posible de salud física y mental. 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados
Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad
de este derecho, figurarán las necesarias para: 
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad
infantil, y el sano desarrollo de los niños; 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene
del trabajo y del medio ambiente; 
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades
epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole,
y la lucha contra ellas; 
d) La creación de condiciones que aseguren a todos
asistencia médica y servicios médicos en caso de
enfermedad.

ARTÍCULO 13 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen
el derecho de toda persona a la educación. Convienen
en que la educación debe orientarse hacia el pleno
desarrollo de la personalidad humana y del sentido de
su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los dere-
chos humanos y las libertades fundamentales.
Convienen asimismo en que la educación debe capaci-
tar a todas las personas para participar efectivamente
en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tole-
rancia y la amistad entre todas las naciones y entre
todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promo-
ver las actividades de las Naciones Unidas en pro del
mantenimiento de la paz. 
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2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que,
con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho: 
a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequi-
ble a todos gratuitamente; 
b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas,
incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional,
debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por
cuantos medios sean apropiados, y en particular por la
implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente acce-
sible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno,
por cuantos medios sean apropiados, y en particular por
la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo
posible, la educación fundamental para aquellas perso-
nas que no hayan recibido o terminado el ciclo comple-
to de instrucción primaria; 
e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del siste-
ma escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implan-
tar un sistema adecuado de becas, y mejorar continua-
mente las condiciones materiales del cuerpo docente. 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a respetar la libertad de los padres y, en su caso,
de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupi-
los escuelas distintas de las creadas por las autoridades
públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas
mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia
de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reci-
ban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo
con sus propias convicciones. 
4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará
como una restricción de la libertad de los particulares y
entidades para establecer y dirigir instituciones de ense-
ñanza, a condición de que se respeten los principios
enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada
en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas
que prescriba el Estado.

ARTÍCULO 14 

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el
momento de hacerse parte en él, aún no haya podido
instituir en su territorio metropolitano o en otros terri-
torios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y
la gratuidad de la enseñanza primaria, se comprome-
te a elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos
años, un plan detallado de acción para la aplicación
progresiva, dentro de un número razonable de años
fijado en el plan, del principio de la enseñanza obli-
gatoria y gratuita para todos.

ARTÍCULO 15 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen
el derecho de toda persona a: 
a) Participar en la vida cultural; 
b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de
sus aplicaciones; 
c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y
materiales que le correspondan por razón de las produc-
ciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 
2. Entre las medidas que los Estados Partes en el pre-
sente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno
ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para
la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia
y de la cultura. 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a respetar la indispensable libertad para la inves-
tigación científica y para la actividad creadora. 
4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen
los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la
cooperación y de las relaciones internacionales en
cuestiones científicas y culturales. 

PARTE IV

ARTÍCULO 16 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a presentar, en conformidad con esta parte del
Pacto, informes sobre las medidas que hayan adopta-
do, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el
respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 
2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario
General de las Naciones Unidas, quien transmitirá
copias al Consejo Económico y Social para que las exa-
mine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto; 
b) El Secretario General de las Naciones Unidas trans-
mitirá también a los organismos especializados copias
de los informes, o de las partes pertinentes de éstos,
enviados por los Estados Partes en el presente Pacto
que además sean miembros de estos organismos espe-
cializados, en la medida en que tales informes o partes
de ellos tengan relación con materias que sean de la
competencia de dichos organismos conforme a sus ins-
trumentos constitutivos.

ARTÍCULO 17 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán
sus informes por etapas, con arreglo al programa que
establecerá el Consejo Económico y Social en el plazo
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de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto,
previa consulta con los Estados Partes y con los orga-
nismos especializados interesados. 
2. Los informes podrán señalar las circunstancias y difi-
cultades que afecten el grado de cumplimiento de las
obligaciones previstas en este Pacto. 
3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya
proporcionada a las Naciones Unidas o a algún orga-
nismo especializado por un Estado Parte, no será nece-
sario repetir dicha información, sino que bastará hacer
referencia concreta a la misma.

ARTÍCULO 18 

En virtud de las atribuciones que la Carta de las
Naciones Unidas le confiere en materia de derechos
humanos y libertades fundamentales, el Consejo
Económico y Social podrá concluir acuerdos con los
organismos especializados sobre la presentación por
tales organismos de informes relativos al cumplimiento
de las disposiciones de este Pacto que corresponden a
su campo de actividades. Estos informes podrán conte-
ner detalles sobre las decisiones y recomendaciones
que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado
los órganos competentes de dichos organismos.

ARTÍCULO 19 

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la
Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y
recomendación de carácter general, o para informa-
ción, según proceda, los informes sobre derechos
humanos que presenten a los Estados conforme a los
artículos 16 y 17, y los informes relativos a los dere-
chos humanos que presenten los organismos espe-
cializados conforme al artículo 18.

ARTÍCULO 20 

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos
especializados interesados podrán presentar al Consejo
Económico y Social observaciones sobre toda recomen-
dación de carácter general hecha en virtud del artículo 19
o toda referencia a tal recomendación general que conste
en un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en
un documento allí mencionado.

ARTÍCULO 21 

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez
en cuando a la Asamblea General informes que con-

tengan recomendaciones de carácter general, así como
un resumen de la información recibida de los Estados
Partes en el presente Pacto y de los organismos espe-
cializados acerca de las medidas adoptadas y los pro-
gresos realizados para lograr el respeto general de los
derechos reconocidos en el presente Pacto.

ARTÍCULO 22 

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la aten-
ción de otros órganos de las Naciones Unidas, sus órga-
nos subsidiarios y los organismos especializados intere-
sados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda
cuestión surgida de los informes a que se refiere esta
parte del Pacto que pueda servir para que dichas enti-
dades se pronuncien, cada una dentro de su esfera de
competencia, sobre la conveniencia de las medidas
internacionales que puedan contribuir a la aplicación
efectiva y progresiva del presente Pacto.

ARTÍCULO 23 

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en
que las medidas de orden internacional destinadas a
asegurar el respeto de los derechos que se reconocen
en el presente Pacto comprenden procedimientos tales
como la conclusión de convenciones, la aprobación de
recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y
la celebración de reuniones regionales y técnicas, para
efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en
cooperación con los gobiernos interesados.

ARTÍCULO 24 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá inter-
pretarse en menoscabo de las disposiciones de la
Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones
de los organismos especializados que definen las atri-
buciones de los diversos órganos de las Naciones
Unidas y de los organismos especializados en cuanto
a las materias a que se refiere el Pacto.

ARTÍCULO 25 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá inter-
pretarse en menoscabo del derecho inherente de todos
los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus
riquezas y recursos naturales. 
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PARTE V

ARTÍCULO 26 

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos
los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miem-
bros de algún organismo especializado, así como de
todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invi-
tado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a
ser parte en el presente Pacto. 
2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los ins-
trumentos de ratificación se depositarán en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de
cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 1
del presente artículo. 
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un
instrumento de adhesión en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. 
5. El Secretario General de las Naciones Unidas infor-
mará a todos los Estados que hayan firmado el presen-
te Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada
uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión.

ARTÍCULO 27 

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres
meses a partir de la fecha en que haya sido depositado
el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de
adhesión en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. 
2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se
adhiera a él después de haber sido depositado el trigé-
simo quinto instrumento de ratificación o de adhesión,
el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a par-
tir de la fecha en que tal Estado haya depositado su ins-
trumento de ratificación o de adhesión.

ARTÍCULO 28 

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a
todas las partes componentes de los Estados federales,
sin limitación ni excepción alguna.

ARTÍCULO 29 

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá propo-
ner enmiendas y depositarlas en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. El Secretario General
comunicará las enmiendas propuestas a los Estados

Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifi-
quen si desean que se convoque una conferencia de
Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y
someterlas a votación. Si un tercio al menos de los
Estados se declara en favor de tal convocatoria, el
Secretario General convocará una conferencia bajo los
auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda
adoptada por la mayoría de Estados presentes y votan-
tes en la conferencia se someterá a la aprobación de la
Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan
sido aprobadas por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos
tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de
conformidad con sus respectivos procedimientos cons-
titucionales. 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obli-
gatorias para los Estados Partes que las hayan acepta-
do, en tanto que los demás Estados Partes seguirán
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por
toda enmienda anterior que hayan aceptado.

ARTÍCULO 30 

Independientemente de las notificaciones previstas en
el párrafo 5 del artículo 26, el Secretario General de las
Naciones Unidas comunicará a todos los Estados men-
cionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes
con lo dispuesto en el artículo 26; 
b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto con-
forme a lo dispuesto en el artículo 27, y la fecha en que
entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el
artículo 29.

ARTÍCULO 31 

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será
depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas envia-
rá copias certificadas del presente Pacto a todos los
Estados mencionados en el artículo 26.
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PREÁMBULO 

Los Estados Partes en la presente Convención, 
• Recordando los principios de la Carta de las Naciones
Unidas que proclaman que la libertad, la justicia y la
paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de
la dignidad y el valor inherentes y de los derechos igua-
les e inalienables de todos los miembros de la familia
humana, 
• Reconociendo que las Naciones Unidas, en la
Declaración Universal de Derechos Humanos y en los
Pactos Internacionales de Derechos Humanos, han
reconocido y proclamado que toda persona tiene los
derechos y libertades enunciados en esos instrumen-
tos, sin distinción de ninguna índole, 
• Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interde-
pendencia e interrelación de todos los derechos huma-
nos y libertades fundamentales, así como la necesidad
de garantizar que las personas con discapacidad los
ejerzan plenamente y sin discriminación, 
• Recordando el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación Racial, la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer, la Convención contra la Tortura y
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes, la Convención sobre los Derechos del
Niño y la Convención Internacional sobre la protección
de los derechos de todos los trabajadores migratorios y
de sus familiares, 
• Reconociendo que la discapacidad es un concepto
que evoluciona y que resulta de la interacción entre las
personas con deficiencias y las barreras debidas a la
actitud y al entorno que evitan su participación plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con
las demás, 
• Reconociendo la importancia que revisten los princi-
pios y las directrices de política que figuran en el
Programa de Acción Mundial para los Impedidos y en
las Normas Uniformes sobre la Igualdad de
Oportunidades para las Personas con Discapacidad
como factor en la promoción, la formulación y la eva-
luación de normas, planes, programas y medidas a

nivel nacional, regional e internacional destinados a dar
una mayor igualdad de oportunidades a las personas
con discapacidad, 
• Destacando la importancia de incorporar las cuestio-
nes relativas a la discapacidad como parte integrante de
las estrategias pertinentes de desarrollo sostenible, 
• Reconociendo también que la discriminación contra
cualquier persona por razón de su discapacidad cons-
tituye una vulneración de la dignidad y el valor inheren-
tes del ser humano, 
• Reconociendo además la diversidad de las personas
con discapacidad, 
• Reconociendo la necesidad de promover y proteger
los derechos humanos de todas las personas con dis-
capacidad, incluidas aquellas que necesitan un apoyo
más intenso, 
• Observando con preocupación que, pese a estos
diversos instrumentos y actividades, las personas con
discapacidad siguen encontrando barreras para partici-
par en igualdad de condiciones con las demás en la
vida social y que se siguen vulnerando sus derechos
humanos en todas las partes del mundo, 
• Reconociendo la importancia de la cooperación inter-
nacional para mejorar las condiciones de vida de las
personas con discapacidad en todos los países, en par-
ticular en los países en desarrollo, 
• Reconociendo el valor de las contribuciones que rea-
lizan y pueden realizar las personas con discapacidad al
bienestar general y a la diversidad de sus comunidades,
y que la promoción del pleno goce de los derechos
humanos y las libertades fundamentales por las perso-
nas con discapacidad y de su plena participación ten-
drán como resultado un mayor sentido de pertenencia
de estas personas y avances significativos en el desa-
rrollo económico, social y humano de la sociedad y en
la erradicación de la pobreza, 
• Reconociendo la importancia que para las personas
con discapacidad reviste su autonomía e independen-
cia individual, incluida la libertad de tomar sus propias
decisiones,  
• Considerando que las personas con discapacidad
deben tener la oportunidad de participar activamente en
los procesos de adopción de decisiones sobre políticas y
programas, incluidos los que les afectan directamente, 
• Preocupados por la difícil situación en que se encuen-
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tran las personas con discapacidad que son víctimas de
múltiples o agravadas formas de discriminación por
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión
política o de cualquier otra índole, origen nacional, étni-
co, indígena o social, patrimonio, nacimiento, edad o
cualquier otra condición, 
• Reconociendo que las mujeres y las niñas con disca-
pacidad suelen estar expuestas a un riesgo mayor, den-
tro y fuera del hogar, de violencia, lesiones o abuso,
abandono o trato negligente, malos tratos o explotación, 
• Reconociendo también que los niños y las niñas con
discapacidad deben gozar plenamente de todos los
derechos humanos y las libertades fundamentales en
igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y
recordando las obligaciones que a este respecto asu-
mieron los Estados Partes en la Convención sobre los
Derechos del Niño, 
• Subrayando la necesidad de incorporar una perspec-
tiva de género en todas las actividades destinadas a
promover el pleno goce de los derechos humanos y las
libertades fundamentales por las personas con disca-
pacidad, 
• Destacando el hecho de que la mayoría de las perso-
nas con discapacidad viven en condiciones de pobreza
y reconociendo, a este respecto, la necesidad funda-
mental de mitigar los efectos negativos de la pobreza en
las personas con discapacidad, 
• Teniendo presente que, para lograr la plena protección
de las personas con discapacidad, en particular durante
los conflictos armados y la ocupación extranjera, es indis-
pensable que se den condiciones de paz y seguridad
basadas en el pleno respeto de los propósitos y principios
de la Carta de las Naciones Unidas y se respeten los ins-
trumentos vigentes en materia de derechos humanos, 
• Reconociendo la importancia de la accesibilidad al
entorno físico, social, económico y cultural, a la salud y
la educación y a la información y las comunicaciones,
para que las personas con discapacidad puedan gozar
plenamente de todos los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales, 
• Conscientes de que las personas, que tienen obliga-
ciones respecto a otras personas y a la comunidad a la
que pertenecen, tienen la responsabilidad de procurar,
por todos los medios, que se promuevan y respeten los
derechos reconocidos en la Carta Internacional de
Derechos Humanos, 
• Convencidos de que la familia es la unidad colectiva
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a
recibir protección de ésta y del Estado, y de que las per-
sonas con discapacidad y sus familiares deben recibir
la protección y la asistencia necesarias para que las

familias puedan contribuir a que las personas con dis-
capacidad gocen de sus derechos plenamente y en
igualdad de condiciones, 
• Convencidos de que una convención internacional
amplia e integral para promover y proteger los derechos
y la dignidad de las personas con discapacidad contri-
buirá significativamente a paliar la profunda desventaja
social de las personas con discapacidad y promoverá su
participación, con igualdad de oportunidades, en los
ámbitos civil, político, económico, social y cultural, tanto
en los países en desarrollo como en los desarrollados, 
Convienen en lo siguiente: 

ARTÍCULO 1 
Propósito 

El propósito de la presente Convención es promover,
proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de
igualdad de todos los derechos humanos y libertades
fundamentales por todas las personas con discapaci-
dad, y promover el respeto de su dignidad inherente. 
Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que
tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o
sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diver-
sas barreras, puedan impedir su participación plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con
las demás.  

ARTÍCULO 2 
Definiciones 

A los fines de la presente Convención: 
La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualiza-
ción de textos, el Braille, la comunicación táctil, los
macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso,
así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el
lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros
modos, medios y formatos aumentativos o alternativos
de comunicación, incluida la tecnología de la informa-
ción y las comunicaciones de fácil acceso; 
Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral
como la lengua de señas y otras formas de comuni-
cación no verbal; 
Por “discriminación por motivos de discapacidad” se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restric-
ción por motivos de discapacidad que tenga el pro-
pósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de con-
diciones, de todos los derechos humanos y libertades
fundamentales en los ámbitos político, económico,
social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las
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formas de discriminación, entre ellas, la denegación
de ajustes razonables; 
Por “ajustes razonables” se entenderán las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no
impongan una carga desproporcionada o indebida,
cuando se requieran en un caso particular, para garanti-
zar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio,
en igualdad de condiciones con las demás, de todos los
derechos humanos y libertades fundamentales; 
Por “diseño universal” se entenderá el diseño de pro-
ductos, entornos, programas y servicios que puedan
utilizar todas las personas, en la mayor medida posible,
sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El
“diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas para
grupos particulares de personas con discapacidad,
cuando se necesiten.

ARTÍCULO 3 
Principios generales

Los principios de la presente Convención serán: 
a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía
individual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas; 
b) La no discriminación; 
c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad; 
d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las per-
sonas con discapacidad como parte de la diversidad y
la condición humanas; 
e) La igualdad de oportunidades; 
f) La accesibilidad; 
g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 
h) El respeto a la evolución de las facultades de los
niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a
preservar su identidad. 

ARTÍCULO 4  
Obligaciones generales 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y
promover el pleno ejercicio de todos los derechos
humanos y las libertades fundamentales de las perso-
nas con discapacidad sin discriminación alguna por
motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se
comprometen a: 
a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrati-
vas y de otra índole que sean pertinentes para hacer
efectivos los derechos reconocidos en la presente
Convención; 
b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas

medidas legislativas, para modificar o derogar leyes,
reglamentos, costumbres y prácticas existentes que
constituyan discriminación contra las personas con
discapacidad; 
c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los
programas, la protección y promoción de los derechos
humanos de las personas con discapacidad; 
d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompa-
tibles con la presente Convención y velar por que las
autoridades e instituciones públicas actúen conforme a
lo dispuesto en ella; 
e) Tomar todas las medidas pertinentes para que nin-
guna persona, organización o empresa privada discri-
mine por motivos de discapacidad; 
f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo
de bienes, servicios, equipo e instalaciones de diseño
universal, con arreglo a la definición del artículo 2 de la
presente Convención, que requieran la menor adapta-
ción posible y el menor costo para satisfacer las necesi-
dades específicas de las personas con discapacidad,
promover su disponibilidad y uso, y promover el diseño
universal en la elaboración de normas y directrices; 
g) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas tec-
nologías, incluidas las tecnologías de la información y
las comunicaciones, ayudas para la movilidad, disposi-
tivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para
las personas con discapacidad, dando prioridad a las
de precio asequible; 
h) Proporcionar información que sea accesible para las
personas con discapacidad sobre ayudas a la movili-
dad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, inclui-
das nuevas tecnologías, así como otras formas de asis-
tencia y servicios e instalaciones de apoyo; 
i) Promover la formación de los profesionales y el per-
sonal que trabajan con personas con discapacidad res-
pecto de los derechos reconocidos en la presente
Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los
servicios garantizados por esos derechos. 
2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes se comprometen a adoptar
medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y,
cuando sea necesario, en el marco de la cooperación
internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno
ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligacio-
nes previstas en la presente Convención que sean apli-
cables de inmediato en virtud del derecho internacional. 
3. En la elaboración y aplicación de legislación y políti-
cas para hacer efectiva la presente Convención, y en
otros procesos de adopción de decisiones sobre cues-
tiones relacionadas con las personas con discapacidad,
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los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y
colaborarán activamente con las personas con discapa-
cidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad,
a través de las organizaciones que las representan. 
4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención
afectará a las disposiciones que puedan facilitar, en
mayor medida, el ejercicio de los derechos de las per-
sonas con discapacidad y que puedan figurar en la
legislación de un Estado Parte o en el derecho interna-
cional en vigor en dicho Estado. No se restringirán ni
derogarán ninguno de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales reconocidos o existentes en los
Estados Partes en la presente Convención de conformi-
dad con la ley, las convenciones y los convenios, los
reglamentos o la costumbre con el pretexto de que en
la presente Convención no se reconocen esos derechos
o libertades o se reconocen en menor medida. 
5. Las disposiciones de la presente Convención se apli-
carán a todas las partes de los Estados federales sin
limitaciones ni excepciones. 

ARTÍCULO 5 
Igualdad y no discriminación 

1. Los Estados Partes reconocen que todas las perso-
nas son iguales ante la ley y en virtud de ella y que tie-
nen derecho a igual protección legal y a beneficiarse de
la ley en igual medida sin discriminación alguna. 
2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación
por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las
personas con discapacidad protección legal igual y
efectiva contra la discriminación por cualquier motivo. 
3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discri-
minación, los Estados Partes adoptarán todas las
medidas pertinentes para asegurar la realización de
ajustes razonables. 
4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la
presente Convención, las medidas específicas que sean
necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho
de las personas con discapacidad. 

ARTÍCULO 6 
Mujeres con discapacidad 

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y
niñas con discapacidad están sujetas a múltiples for-
mas de discriminación y, a ese respecto, adoptarán
medidas para asegurar que puedan disfrutar plena-
mente y en igualdad de condiciones de todos los dere-
chos humanos y libertades fundamentales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas perti-

nentes para asegurar el pleno desarrollo, adelanto y
potenciación de la mujer, con el propósito de garanti-
zarle el ejercicio y goce de los derechos humanos y las
libertades fundamentales establecidos en la presente
Convención. 

ARTÍCULO 7
Niños y niñas con discapacidad 

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas nece-
sarias para asegurar que todos los niños y las niñas con
discapacidad gocen plenamente de todos los derechos
humanos y libertades fundamentales en igualdad de
condiciones con los demás niños y niñas. 
2. En todas las actividades relacionadas con los niños y
las niñas con discapacidad, una consideración primor-
dial será la protección del interés superior del niño. 
3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las
niñas con discapacidad tengan derecho a expresar su
opinión libremente sobre todas las cuestiones que les
afecten, opinión que recibirá la debida consideración
teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de
condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir
asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y
edad para poder ejercer ese derecho. 

ARTÍCULO 8 
Toma de conciencia 

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medi-
das inmediatas, efectivas y pertinentes para: 
a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar,
para que tome mayor conciencia respecto de las perso-
nas con discapacidad y fomentar el respeto de los dere-
chos y la dignidad de estas personas; 
b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las
prácticas nocivas respecto de las personas con disca-
pacidad, incluidos los que se basan en el género o la
edad, en todos los ámbitos de la vida; 
c) Promover la toma de conciencia respecto de las
capacidades y aportaciones de las personas con dis-
capacidad. 
2. Las medidas a este fin incluyen: 
a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de
sensibilización pública destinadas a: 
i) Fomentar actitudes receptivas respecto de los dere-
chos de las personas con discapacidad;
ii) Promover percepciones positivas y una mayor con-
ciencia social respecto de las personas con discapa-
cidad;
iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los
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méritos y las habilidades de las personas con discapa-
cidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de
trabajo y el mercado laboral; 
b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo,
incluso entre todos los niños y las niñas desde una edad
temprana, una actitud de respeto de los derechos de las
personas con discapacidad; 
c) Alentar a todos los órganos de los medios de comu-
nicación a que difundan una imagen de las personas
con discapacidad que sea compatible con el propósito
de la presente Convención; 
d) Promover programas de formación sobre sensibiliza-
ción que tengan en cuenta a las personas con discapa-
cidad y los derechos de estas personas. 

ARTÍCULO 9 
Accesibilidad 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adop-
tarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comunica-
ciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a: 
a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas,
viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; 
b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emer-
gencia. 
2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas
pertinentes para: 
a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de
normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad de
las instalaciones y los servicios abiertos al público o de
uso público; 
b) Asegurar que las entidades privadas que proporcio-
nan instalaciones y servicios abiertos al público o de uso
público tengan en cuenta todos los aspectos de su
accesibilidad para las personas con discapacidad; 
c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan
las personas con discapacidad; 
d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al

público de señalización en Braille y en formatos de fácil
lectura y comprensión; 
e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e inter-
mediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesio-
nales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a edi-
ficios y otras instalaciones abiertas al público; 
f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y
apoyo a las personas con discapacidad para asegurar
su acceso a la información; 
g) Promover el acceso de las personas con discapaci-
dad a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, incluida Internet; 
h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa tempra-
na, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean acce-
sibles al menor costo. 

ARTÍCULO 10 
Derecho a la vida 

Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la
vida de todos los seres humanos y adoptarán todas las
medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de
ese derecho por las personas con discapacidad en
igualdad de condiciones con las demás.

ARTÍCULO 11 
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias 

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las respon-
sabilidades que les corresponden con arreglo al dere-
cho internacional, y en concreto el derecho internacio-
nal humanitario y el derecho internacional de los dere-
chos humanos, todas las medidas necesarias para
garantizar la seguridad y la protección de las personas
con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas
situaciones de conflicto armado, emergencias humani-
tarias y desastres naturales. 

ARTÍCULO 12 
Igual reconocimiento como persona ante la ley 

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con
discapacidad tienen derecho en todas partes al recono-
cimiento de su personalidad jurídica. 
2. Los Estados Partes reconocerán que las personas
con discapacidad tienen capacidad jurídica en igual-
dad de condiciones con las demás en todos los
aspectos de la vida. 
3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinen-
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tes para proporcionar acceso a las personas con disca-
pacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio
de su capacidad jurídica. 
4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las
medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se
proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para
impedir los abusos de conformidad con el derecho
internacional en materia de derechos humanos. Esas
salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al
ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos,
la voluntad y las preferencias de la persona, que no
haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que
sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias
de la persona, que se apliquen en el plazo más corto
posible y que estén sujetas a exámenes periódicos por
parte de una autoridad o un órgano judicial competen-
te, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán
proporcionales al grado en que dichas medidas afecten
a los derechos e intereses de las personas. 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo,
los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean
pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las
personas con discapacidad, en igualdad de condicio-
nes con las demás, a ser propietarias y heredar bienes,
controlar sus propios asuntos económicos y tener acce-
so en igualdad de condiciones a préstamos bancarios,
hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y
velarán por que las personas con discapacidad no sean
privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

ARTÍCULO 13 
Acceso a la justicia 

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de
condiciones con las demás, incluso mediante ajustes
de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar
el desempeño de las funciones efectivas de esas perso-
nas como participantes directos e indirectos, incluida la
declaración como testigos, en todos los procedimientos
judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y
otras etapas preliminares. 
2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad
tengan acceso efectivo a la justicia, los Estados Partes
promoverán la capacitación adecuada de los que traba-
jan en la administración de justicia, incluido el personal
policial y penitenciario. 

ARTÍCULO 14 
Libertad y seguridad de la persona 

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad, en igualdad de condiciones con las
demás: 
a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la
persona; 
b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitraria-
mente y que cualquier privación de libertad sea de con-
formidad con la ley, y que la existencia de una discapa-
cidad no justifique en ningún caso una privación de la
libertad. 
2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad que se vean privadas de su libertad en
razón de un proceso tengan, en igualdad de condicio-
nes con las demás, derecho a garantías de conformidad
con el derecho internacional de los derechos humanos
y a ser tratadas de conformidad con los objetivos y prin-
cipios de la presente Convención, incluida la realización
de ajustes razonables. 

ARTÍCULO 15 
Protección contra la tortura y otros tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes

1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes. En par-
ticular, nadie será sometido a experimentos médicos o
científicos sin su libre consentimiento . 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de
carácter legislativo, administrativo, judicial o de otra
índole que sean efectivas para evitar que las personas
con discapacidad, en igualdad de condiciones con las
demás, sean sometidas a torturas u otros tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes. 

ARTÍCULO 16 
Protección contra la explotación, la violencia y el
abuso 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de
carácter legislativo, administrativo, social, educativo y
de otra índole que sean pertinentes para proteger a las
personas con discapacidad, tanto en el seno del hogar
como fuera de él, contra todas las formas de explota-
ción, violencia y abuso, incluidos los aspectos relacio-
nados con el género.  
2. Los Estados Partes también adoptarán todas las
medidas pertinentes para impedir cualquier forma de
explotación, violencia y abuso asegurando, entre otras
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cosas, que existan formas adecuadas de asistencia y
apoyo que tengan en cuenta el género y la edad para
las personas con discapacidad y sus familiares y cuida-
dores, incluso proporcionando información y educación
sobre la manera de prevenir, reconocer y denunciar los
casos de explotación, violencia y abuso. Los Estados
Partes asegurarán que los servicios de protección ten-
gan en cuenta la edad, el género y la discapacidad. 
3. A fin de impedir que se produzcan casos de explota-
ción, violencia y abuso, los Estados Partes asegurarán
que todos los servicios y programas diseñados para ser-
vir a las personas con discapacidad sean supervisados
efectivamente por autoridades independientes. 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas perti-
nentes para promover la recuperación física, cognitiva y
psicológica, la rehabilitación y la reintegración social de
las personas con discapacidad que sean víctimas de
cualquier forma de explotación, violencia o abuso,
incluso mediante la prestación de servicios de protec-
ción. Dicha recuperación e integración tendrán lugar en
un entorno que sea favorable para la salud, el bienestar,
la autoestima, la dignidad y la autonomía de la persona
y que tenga en cuenta las necesidades específicas del
género y la edad. 
5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas
efectivas, incluidas legislación y políticas centradas en
la mujer y en la infancia, para asegurar que los casos de
explotación, violencia y abuso contra personas con dis-
capacidad sean detectados, investigados y, en su caso,
juzgados. 

ARTÍCULO 17 
Protección de la integridad personal 

Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se
respete su integridad física y mental en igualdad de
condiciones con las demás. 

ARTÍCULO 18 
Libertad de desplazamiento y nacionalidad 

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la libertad de desplazamiento,
a la libertad para elegir su residencia y a una nacionali-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, incluso
asegurando que las personas con discapacidad:
a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionali-
dad y a no ser privadas de la suya de manera arbitraria
o por motivos de discapacidad; 
b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de
su capacidad para obtener, poseer y utilizar documen-

tación relativa a su nacionalidad u otra documentación
de identificación, o para utilizar procedimientos perti-
nentes, como el procedimiento de inmigración, que
puedan ser necesarios para facilitar el ejercicio del
derecho a la libertad de desplazamiento; 
c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido
el propio; 
d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de
discapacidad, del derecho a entrar en su propio país. 
2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscri-
tos inmediatamente después de su nacimiento y ten-
drán desde el nacimiento derecho a un nombre, a
adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible,
a conocer a sus padres y ser atendidos por ellos. 

ARTÍCULO 19 
Derecho a vivir de forma independiente y a ser
incluido en la comunidad 

Los Estados Partes en la presente Convención recono-
cen el derecho en igualdad de condiciones de todas las
personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con
opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medi-
das efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de
este derecho por las personas con discapacidad y su
plena inclusión y participación en la comunidad, ase-
gurando en especial que: 
a) Las personas con discapacidad tengan la oportuni-
dad de elegir su lugar de residencia y dónde y con
quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás,
y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema
de vida específico; 
b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una
variedad de servicios de asistencia domiciliaria, resi-
dencial y otros servicios de apoyo de la comunidad,
incluida la asistencia personal que sea necesaria para
facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y
para evitar su aislamiento o separación de ésta; 
c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la
población en general estén a disposición, en igualdad
de condiciones, de las personas con discapacidad y
tengan en cuenta sus necesidades.

ARTÍCULO 20 
Movilidad personal 

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para
asegurar que las personas con discapacidad gocen de
movilidad personal con la mayor independencia posi-
ble, entre ellas: 
a) Facilitar la movilidad personal de las personas con
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discapacidad en la forma y en el momento que deseen
a un costo asequible; 
b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad
a formas de asistencia humana o animal e intermedia-
rios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayu-
das para la movilidad de calidad, incluso poniéndolos a
su disposición a un costo asequible; 
c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al perso-
nal especializado que trabaje con estas personas capa-
citación en habilidades relacionadas con la movilidad; 
d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la
movilidad, dispositivos y tecnologías de apoyo a que
tengan en cuenta todos los aspectos de la movilidad de
las personas con discapacidad. 

ARTÍCULO 21 
Libertad de expresión y de opinión y acceso 
a la información 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas perti-
nentes para que las personas con discapacidad puedan
ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión,
incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar informa-
ción e ideas en igualdad de condiciones con las demás
y mediante cualquier forma de comunicación que elijan
con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente
Convención, entre ellas: 
a) Facilitar a las personas con discapacidad informa-
ción dirigida al público en general, de manera opor-
tuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y
con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos
de discapacidad; 
b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas,
el Braille, los modos, medios, y formatos aumentativos
y alternativos de comunicación y todos los demás
modos, medios y formatos de comunicación accesibles
que elijan las personas con discapacidad en sus rela-
ciones oficiales; 
c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios
al público en general, incluso mediante Internet, a que
proporcionen información y servicios en formatos que
las personas con discapacidad puedan utilizar y a los
que tengan acceso; 
d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los
que suministran información a través de Internet, a que
hagan que sus servicios sean accesibles para las per-
sonas con discapacidad; 
e) Reconocer y promover la utilización de lenguas
de señas.

ARTÍCULO 22 
Respeto de la privacidad

1. Ninguna persona con discapacidad, independiente-
mente de cuál sea su lugar de residencia o su modalidad
de convivencia, será objeto de injerencias arbitrarias o ile-
gales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia
o cualquier otro tipo de comunicación, o de agresiones ilí-
citas contra su honor y su reputación. Las personas con
discapacidad tendrán derecho a ser protegidas por la ley
frente a dichas injerencias o agresiones. 
2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la
información personal y relativa a la salud y a la rehabili-
tación de las personas con discapacidad en igualdad de
condiciones con las demás. 

ARTÍCULO 23 
Respeto del hogar y de la familia 

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y per-
tinentes para poner fin a la discriminación contra las
personas con discapacidad en todas las cuestiones
relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad
y las relaciones personales, y lograr que las personas
con discapacidad estén en igualdad de condiciones con
las demás, a fin de asegurar que: 
a) Se reconozca el derecho de todas las personas con
discapacidad en edad de contraer matrimonio, a casar-
se y fundar una familia sobre la base del consentimien-
to libre y pleno de los futuros cónyuges; 
b) Se respete el derecho de las personas con discapa-
cidad a decidir libremente y de manera responsable el
número de hijos que quieren tener y el tiempo que debe
transcurrir entre un nacimiento y otro, y a tener acceso
a información, educación sobre reproducción y planifi-
cación familiar apropiados para su edad, y se ofrezcan
los medios necesarios que les permitan ejercer esos
derechos; 
c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y
las niñas, mantengan su fertilidad, en igualdad de con-
diciones con las demás. 
2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y
obligaciones de las personas con discapacidad en lo
que respecta a la custodia, la tutela, la guarda, la
adopción de niños o instituciones similares, cuando
esos conceptos se recojan en la legislación nacional;
en todos los casos se velará al máximo por el interés
superior del niño. Los Estados Partes prestarán la
asistencia apropiada a las personas con discapacidad
para el desempeño de sus responsabilidades en la
crianza de los hijos.
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3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las
niñas con discapacidad tengan los mismos derechos
con respecto a la vida en familia. Para hacer efectivos
estos derechos, y a fin de prevenir la ocultación, el
abandono, la negligencia y la segregación de los niños
y las niñas con discapacidad, los Estados Partes velarán
por que se proporcione con anticipación información,
servicios y apoyo generales a los menores con discapa-
cidad y a sus familias. 
4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las
niñas no sean separados de sus padres contra su
voluntad, salvo cuando las autoridades competentes,
con sujeción a un examen judicial, determinen, de con-
formidad con la ley y los procedimientos aplicables, que
esa separación es necesaria en el interés superior del
niño. En ningún caso se separará a un menor de sus
padres en razón de una discapacidad del menor, de
ambos padres o de uno de ellos. 
5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la
familia inmediata no pueda cuidar de un niño con dis-
capacidad, por proporcionar atención alternativa dentro
de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de
la comunidad en un entorno familiar. 

ARTÍCULO 24 
Educación 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la educación. Con miras a
hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre
la base de la igualdad de oportunidades, los Estados
Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a
todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la
vida, con miras a: 
a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sen-
tido de la dignidad y la autoestima y reforzar el respeto
por los derechos humanos, las libertades fundamenta-
les y la diversidad humana; 
b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y
la creatividad de las personas con discapacidad, así
como sus aptitudes mentales y físicas; 
c) Hacer posible que las personas con discapacidad
participen de manera efectiva en una sociedad libre. 
2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes
asegurarán que: 
a) Las personas con discapacidad no queden excluidas
del sistema general de educación por motivos de disca-
pacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad
no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita
y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos
de discapacidad; 

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a
una educación primaria y secundaria inclusiva, de cali-
dad y gratuita, en igualdad de condiciones con las
demás, en la comunidad en que vivan; 
c) Se hagan ajustes razonables en función de las nece-
sidades individuales; 
d) Se preste el apoyo necesario a las personas con dis-
capacidad, en el marco del sistema general de educa-
ción, para facilitar su formación efectiva; 
e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efec-
tivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo
académico y social, de conformidad con el objetivo de
la plena inclusión. 
3. Los Estados Partes brindarán a las personas con dis-
capacidad la posibilidad de aprender habilidades para
la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su partici-
pación plena y en igualdad de condiciones en la edu-
cación y como miembros de la comunidad. A este fin,
los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes,
entre ellas: 
a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alter-
nativa, otros modos, medios y formatos de comunica-
ción aumentativos o alternativos y habilidades de orien-
tación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo
entre pares; 
b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la
promoción de la identidad lingüística de las personas
sordas; 
c) Asegurar que la educación de las personas, y en par-
ticular los niños y las niñas ciegos, sordos o sordociegos
se imparta en los lenguajes y los modos y medios de
comunicación más apropiados para cada persona y en
entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo
académico y social. 
4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para
emplear a maestros, incluidos maestros con discapaci-
dad, que estén cualificados en lengua de señas o Braille
y para formar a profesionales y personal que trabajen en
todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la
toma de conciencia sobre la discapacidad y el uso de
modos, medios y formatos de comunicación aumentati-
vos y alternativos apropiados, y de técnicas y materiales
educativos para apoyar a las personas con discapacidad. 
5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso general a la educación
superior, la formación profesional, la educación para
adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discri-
minación y en igualdad de condiciones con las demás.
A tal fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen
ajustes razonables para las personas con discapacidad.
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ARTÍCULO 25 
Salud 

Los Estados Partes reconocen que las personas con
discapacidad tienen derecho a gozar del más alto
nivel posible de salud sin discriminación por motivos
de discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las
medidas pertinentes para asegurar el acceso de las
personas con discapacidad a servicios de salud que
tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida
la rehabilitación relacionada con la salud. En particu-
lar, los Estados Partes:
a) Proporcionarán a las personas con discapacidad pro-
gramas y atención de la salud gratuitos o a precios ase-
quibles de la misma variedad y calidad que a las demás
personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y
reproductiva, y programas de salud pública dirigidos a
la población; 
b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten
las personas con discapacidad específicamente como
consecuencia de su discapacidad, incluidas la pronta
detección e intervención, cuando proceda, y servicios
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición
de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las
niñas y las personas mayores; 
c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible
de las comunidades de las personas con discapacidad,
incluso en las zonas rurales; 
d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a
las personas con discapacidad atención de la misma
calidad que a las demás personas sobre la base de un
consentimiento libre e informado, entre otras formas
mediante la sensibilización respecto de los derechos
humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades
de las personas con discapacidad a través de la capa-
citación y la promulgación de normas éticas para la
atención de la salud en los ámbitos público y privado; 
e) Prohibirán la discriminación contra las personas con
discapacidad en la prestación de seguros de salud y de
vida cuando éstos estén permitidos en la legislación
nacional, y velarán por que esos seguros se presten de
manera justa y razonable; 
f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminato-
ria, servicios de salud o de atención de la salud o ali-
mentos sólidos o líquidos por motivos de discapacidad.

ARTÍCULO 26 
Habilitación y rehabilitación 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y
pertinentes, incluso mediante el apoyo de personas que

se hallen en las mismas circunstancias, para que las per-
sonas con discapacidad puedan lograr y mantener la
máxima independencia, capacidad física, mental, social
y vocacional, y la inclusión y participación plena en todos
los aspectos de la vida. A tal fin, los Estados Partes orga-
nizarán, intensificarán y ampliarán servicios y programas
generales de habilitación y rehabilitación, en particular en
los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los ser-
vicios sociales, de forma que esos servicios y programas:
a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se
basen en una evaluación multidisciplinar de las necesi-
dades y capacidades de la persona; 
b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad
y en todos los aspectos de la sociedad, sean voluntarios
y estén a disposición de las personas con discapacidad
lo más cerca posible de su propia comunidad, incluso
en las zonas rurales. 
2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de for-
mación inicial y continua para los profesionales y el per-
sonal que trabajen en los servicios de habilitación y
rehabilitación. 
3. Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el
conocimiento y el uso de tecnologías de apoyo y dispo-
sitivos destinados a las personas con discapacidad, a
efectos de habilitación y rehabilitación. 

ARTÍCULO 27 
Trabajo y empleo 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a trabajar, en igualdad de con-
diciones con las demás; ello incluye el derecho a tener
la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo
libremente elegido o aceptado en un mercado y un
entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y acce-
sibles a las personas con discapacidad. Los Estados
Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del
derecho al trabajo, incluso para las personas que
adquieran una discapacidad durante el empleo, adop-
tando medidas pertinentes, incluida la promulgación de
legislación, entre ellas: 
a) Prohibir la discriminación por motivos de discapaci-
dad con respecto a todas las cuestiones relativas a cual-
quier forma de empleo, incluidas las condiciones de
selección, contratación y empleo, la continuidad en el
empleo, la promoción profesional y unas condiciones
de trabajo seguras y saludables; 
b) Proteger los derechos de las personas con discapa-
cidad, en igualdad de condiciones con las demás, a
condiciones de trabajo justas y favorables, y en particu-
lar a igualdad de oportunidades y de remuneración por
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trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo seguras
y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a
la reparación por agravios sufridos; 
c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan
ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad
de condiciones con las demás; 
d) Permitir que las personas con discapacidad tengan
acceso efectivo a programas generales de orientación
técnica y vocacional, servicios de colocación y forma-
ción profesional y continua; 
e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción
profesional de las personas con discapacidad en el
mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obten-
ción, mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 
f) Promover oportunidades empresariales, de empleo
por cuenta propia, de constitución de cooperativas y de
inicio de empresas propias; 
g) Emplear a personas con discapacidad en el sector
público; 
h) Promover el empleo de personas con discapacidad
en el sector privado mediante políticas y medidas perti-
nentes, que pueden incluir programas de acción afir-
mativa, incentivos y otras medidas; 
i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las
personas con discapacidad en el lugar de trabajo; 
j) Promover la adquisición por las personas con dis-
capacidad de experiencia laboral en el mercado de
trabajo abierto; 
k) Promover programas de rehabilitación vocacional y
profesional, mantenimiento del empleo y reincorpora-
ción al trabajo dirigidos a personas con discapacidad. 
2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad no sean sometidas a esclavitud ni servi-
dumbre y que estén protegidas, en igualdad de condicio-
nes con las demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio. 

ARTÍCULO 28 
Nivel de vida adecuado y protección social 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a un nivel de vida adecuado
para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, ves-
tido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus
condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes
para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho
sin discriminación por motivos de discapacidad.
2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la protección social y a gozar
de ese derecho sin discriminación por motivos de disca-
pacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para pro-
teger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las
personas con discapacidad a servicios de agua potable
y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra
índole adecuados a precios asequibles para atender las
necesidades relacionadas con su discapacidad; 
b) Asegurar el acceso de las personas con discapaci-
dad, en particular las mujeres y niñas y las personas
mayores con discapacidad, a programas de protección
social y estrategias de reducción de la pobreza; 
c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad
y de sus familias que vivan en situaciones de pobreza a
asistencia del Estado para sufragar gastos relacionados
con su discapacidad, incluidos capacitación, asesora-
miento, asistencia financiera y servicios de cuidados
temporales adecuados; 
d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad
a programas de vivienda pública; 
e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de
las personas con discapacidad a programas y benefi-
cios de jubilación. 

ARTÍCULO 29 
Participación en la vida política y pública 

Los Estados Partes garantizarán a las personas con
discapacidad los derechos políticos y la posibilidad de
gozar de ellos en igualdad de condiciones con las
demás y se comprometerán a: 
a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan
participar plena y efectivamente en la vida política y
pública en igualdad de condiciones con las demás,
directamente o a través de representantes libremente
elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las per-
sonas con discapacidad a votar y ser elegidas, entre
otras formas mediante: 
i) La garantía de que los procedimientos, instalaciones
y materiales electorales sean adecuados, accesibles y
fáciles de entender y utilizar; 
ii) La protección del derecho de las personas con dis-
capacidad a emitir su voto en secreto en elecciones y
referéndum públicos sin intimidación, y a presentarse
efectivamente como candidatas en las elecciones, ejer-
cer cargos y desempeñar cualquier función pública a
todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de nue-
vas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda; 
iii) La garantía de la libre expresión de la voluntad de
las personas con discapacidad como electores y a
este fin, cuando sea necesario y a petición de ellas,
permitir que una persona de su elección les preste
asistencia para votar; 
b) Promover activamente un entorno en el que las per-
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sonas con discapacidad puedan participar plena y efec-
tivamente en la dirección de los asuntos públicos, sin
discriminación y en igualdad de condiciones con las
demás, y fomentar su participación en los asuntos
públicos y, entre otras cosas: 
i) Su participación en organizaciones y asociaciones no
gubernamentales relacionadas con la vida pública y
política del país, incluidas las actividades y la adminis-
tración de los partidos políticos; 
ii) La constitución de organizaciones de personas con
discapacidad que representen a estas personas a nivel
internacional, nacional, regional y local, y su incorpora-
ción a dichas organizaciones. 

ARTÍCULO 30 
Participación en la vida cultural, las actividades 
recreativas, el esparcimiento y el deporte 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a participar, en igualdad de
condiciones con las demás, en la vida cultural y adop-
tarán todas las medidas pertinentes para asegurar que
las personas con discapacidad: 
a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesi-
bles; 
b) Tengan acceso a programas de televisión, pelícu-
las, teatro y otras actividades culturales en formatos
accesibles; 
c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan repre-
sentaciones o servicios culturales tales como teatros,
museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la
medida de lo posible, tengan acceso a monumentos y
lugares de importancia cultural nacional. 
2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinen-
tes para que las personas con discapacidad puedan
desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e
intelectual, no sólo en su propio beneficio sino también
para el enriquecimiento de la sociedad. 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas perti-
nentes, de conformidad con el derecho internacional, a
fin de asegurar que las leyes de protección de los dere-
chos de propiedad intelectual no constituyan una barre-
ra excesiva o discriminatoria para el acceso de las per-
sonas con discapacidad a materiales culturales. 
4. Las personas con discapacidad tendrán derecho,
en igualdad de condiciones con las demás, al reco-
nocimiento y el apoyo de su identidad cultural y lin-
güística específica, incluidas la lengua de señas y la
cultura de los sordos. 
5. A fin de que las personas con discapacidad pue-
dan participar en igualdad de condiciones con las

demás en actividades recreativas, de esparcimiento y
deportivas, los Estados Partes adoptarán las medidas
pertinentes para: 
a) Alentar y promover la participación, en la mayor
medida posible, de las personas con discapacidad en
las actividades deportivas generales a todos los niveles; 
b) Asegurar que las personas con discapacidad ten-
gan la oportunidad de organizar y desarrollar activi-
dades deportivas y recreativas específicas para
dichas personas y de participar en dichas actividades
y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad
de condiciones con las demás, instrucción, formación
y recursos adecuados; 
c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan
acceso a instalaciones deportivas, recreativas y turísticas; 
d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad
tengan igual acceso con los demás niños y niñas a la
participación en actividades lúdicas, recreativas, de
esparcimiento y deportivas, incluidas las que se realicen
dentro del sistema escolar; 
e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan
acceso a los servicios de quienes participan en la orga-
nización de actividades recreativas, turísticas, de espar-
cimiento y deportivas. 

ARTÍCULO 31 
Recopilación de datos y estadísticas 

1. Los Estados Partes recopilarán información adecua-
da, incluidos datos estadísticos y de investigación, que
les permita formular y aplicar políticas, a fin de dar efec-
to a la presente Convención. En el proceso de recopila-
ción y mantenimiento de esta información se deberá: 
a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida
la legislación sobre protección de datos, a fin de asegu-
rar la confidencialidad y el respeto de la privacidad de
las personas con discapacidad; 
b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente
para proteger los derechos humanos y las libertades
fundamentales, así como los principios éticos en la
recopilación y el uso de estadísticas. 
2. La información recopilada de conformidad con el
presente artículo se desglosará, en su caso, y se utiliza-
rá como ayuda para evaluar el cumplimiento por los
Estados Partes de sus obligaciones conforme a la pre-
sente Convención, así como para identificar y eliminar
las barreras con que se enfrentan las personas con dis-
capacidad en el ejercicio de sus derechos. 
3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de
difundir estas estadísticas y asegurar que sean accesibles
para las personas con discapacidad y otras personas. 
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ARTÍCULO 32
Cooperación internacional 

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la
cooperación internacional y su promoción, en apoyo de
los esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propó-
sito y los objetivos de la presente Convención, y toma-
rán las medidas pertinentes y efectivas a este respecto,
entre los Estados y, cuando corresponda, en asociación
con las organizaciones internacionales y regionales per-
tinentes y la sociedad civil, en particular organizaciones
de personas con discapacidad. Entre esas medidas
cabría incluir: 
a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos
los programas de desarrollo internacionales, sea inclu-
siva y accesible para las personas con discapacidad; 
b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, inclu-
so mediante el intercambio y la distribución de informa-
ción, experiencias, programas de formación y prácticas
recomendadas; 
c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acce-
so a conocimientos científicos y técnicos; 
d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apro-
piada, técnica y económica, incluso facilitando el acce-
so a tecnologías accesibles y de asistencia y compar-
tiendo esas tecnologías, y mediante su transferencia. 
2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán
sin perjuicio de las obligaciones que incumban a cada
Estado Parte en virtud de la presente Convención. 

ARTÍCULO 33 
Aplicación y seguimiento nacionales 

1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema
organizativo, designarán uno o más organismos guber-
namentales encargados de las cuestiones relativas a la
aplicación de la presente Convención y considerarán
detenidamente la posibilidad de establecer o designar
un mecanismo de coordinación para facilitar la adop-
ción de medidas al respecto en diferentes sectores y a
diferentes niveles. 
2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas
jurídicos y administrativos, mantendrán, reforzarán,
designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco,
que constará de uno o varios mecanismos independien-
tes, para promover, proteger y supervisar la aplicación de
la presente Convención. Cuando designen o establezcan
esos mecanismos, los Estados Partes tendrán en cuenta
los principios relativos a la condición jurídica y el funcio-
namiento de las instituciones nacionales de protección y
promoción de los derechos humanos. 

3. La sociedad civil, y en particular las personas con dis-
capacidad y las organizaciones que las representan,
estarán integradas y participarán plenamente en todos
los niveles del proceso de seguimiento. 

ARTÍCULO 34 
Comité sobre los derechos de las personas con
discapacidad 

1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad (en adelante, “el Comité”)
que desempeñará las funciones que se enuncian a
continuación. 
2. El Comité constará, en el momento en que entre en
vigor la presente Convención, de 12 expertos. Cuando
la Convención obtenga otras 60 ratificaciones o adhe-
siones, la composición del Comité se incrementará en
seis miembros más, con lo que alcanzará un máximo
de 18 miembros. 
3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funcio-
nes a título personal y serán personas de gran integri-
dad moral y reconocida competencia y experiencia en
los temas a que se refiere la presente Convención. Se
invita a los Estados Partes a que, cuando designen a
sus candidatos, tomen debidamente en consideración
la disposición que se enuncia en el párrafo 3 del artícu-
lo 4 de la presente Convención. 
4. Los miembros del Comité serán elegidos por los
Estados Partes, que tomarán en consideración una dis-
tribución geográfica equitativa, la representación de las
diferentes formas de civilización y los principales ordena-
mientos jurídicos, una representación de género equili-
brada y la participación de expertos con discapacidad. 
5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto
secreto de una lista de personas designadas por los
Estados Partes de entre sus nacionales en reuniones de
la Conferencia de los Estados Partes. En estas reunio-
nes, en las que dos tercios de los Estados Partes cons-
tituirán quórum, las personas elegidas para el Comité
serán las que obtengan el mayor número de votos y una
mayoría absoluta de votos de los representantes de los
Estados Partes presentes y votantes. 
6. La elección inicial se celebrará antes de que trans-
curran seis meses a partir de la fecha de entrada en
vigor de la presente Convención. Por lo menos cuatro
meses antes de la fecha de cada elección, el
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá
una carta a los Estados Partes invitándolos a que pre-
senten sus candidatos en un plazo de dos meses. El
Secretario General preparará después una lista en la
que figurarán, por orden alfabético, todas las perso-
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nas así propuestas, con indicación de los Estados
Partes que las hayan propuesto, y la comunicará a los
Estados Partes en la presente Convención. 
7. Los miembros del Comité se elegirán por un perío-
do de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se pre-
senta de nuevo su candidatura. Sin embargo, el man-
dato de seis de los miembros elegidos en la primera
elección expirará al cabo de dos años; inmediata-
mente después de la primera elección, los nombres
de esos seis miembros serán sacados a suerte por el
presidente de la reunión a que se hace referencia en
el párrafo 5 del presente artículo. 
8. La elección de los otros seis miembros del Comité
se hará con ocasión de las elecciones ordinarias, de
conformidad con las disposiciones pertinentes del
presente artículo. 
9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia o decla-
ra que, por alguna otra causa, no puede seguir desem-
peñando sus funciones, el Estado Parte que lo propuso
designará otro experto que posea las cualificaciones y
reúna los requisitos previstos en las disposiciones perti-
nentes del presente artículo para ocupar el puesto
durante el resto del mandato. 
10. El Comité adoptará su propio reglamento. 
11. El Secretario General de las Naciones Unidas pro-
porcionará el personal y las instalaciones que sean
necesarios para el efectivo desempeño de las funciones
del Comité con arreglo a la presente Convención y con-
vocará su reunión inicial. 
12. Con la aprobación de la Asamblea General de las
Naciones Unidas, los miembros del Comité establecido
en virtud de la presente Convención percibirán emolu-
mentos con cargo a los recursos de las Naciones
Unidas en los términos y condiciones que la Asamblea
General decida, tomando en consideración la importan-
cia de las responsabilidades del Comité. 
13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las
facilidades, prerrogativas e inmunidades que se conce-
den a los expertos que realizan misiones para las
Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las sec-
ciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas
e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 35 
Informes presentados por los Estados Partes 

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por con-
ducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
un informe exhaustivo sobre las medidas que hayan
adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a la
presente Convención y sobre los progresos realizados al

respecto en el plazo de dos años contado a partir de la
entrada en vigor de la presente Convención en el Estado
Parte de que se trate. 
2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán infor-
mes ulteriores al menos cada cuatro años y en las
demás ocasiones en que el Comité se lo solicite. 
3. El Comité decidirá las directrices aplicables al conte-
nido de los informes. 
4. El Estado Parte que haya presentado un informe ini-
cial exhaustivo al Comité no tendrá que repetir, en sus
informes ulteriores, la información previamente facilita-
da. Se invita a los Estados Partes a que, cuando prepa-
ren informes para el Comité, lo hagan mediante un pro-
cedimiento abierto y transparente y tengan en cuenta
debidamente lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 4
de la presente Convención. 
5. En los informes se podrán indicar factores y dificul-
tades que afecten al grado de cumplimiento de las obli-
gaciones contraídas en virtud de la presente
Convención. 

ARTÍCULO 36 
Consideración de los informes 

1. El Comité considerará todos los informes, hará las
sugerencias y las recomendaciones que estime oportu-
nas respecto a ellos y se las remitirá al Estado Parte de
que se trate. Éste podrá responder enviando al Comité
cualquier información que desee. El Comité podrá soli-
citar a los Estados Partes más información con respec-
to a la aplicación de la presente Convención. 
2. Cuando un Estado Parte se haya demorado conside-
rablemente en la presentación de un informe, el Comité
podrá notificarle la necesidad de examinar la aplicación
de la presente Convención en dicho Estado Parte, sobre
la base de información fiable que se ponga a disposi-
ción del Comité, en caso de que el informe pertinente
no se presente en un plazo de tres meses desde la noti-
ficación. El Comité invitará al Estado Parte interesado a
participar en dicho examen. Si el Estado Parte respon-
diera presentando el informe pertinente, se aplicará lo
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 
3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá
los informes a disposición de todos los Estados Partes. 
4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a
sus informes en sus propios países y facilitarán el acce-
so a las sugerencias y recomendaciones generales
sobre esos informes. 
5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los
organismos especializados, los fondos y los programas de
las Naciones Unidas, así como a otros órganos compe-
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tentes, los informes de los Estados Partes, a fin de aten-
der una solicitud o una indicación de necesidad de ase-
soramiento técnico o asistencia que figure en ellos, junto
con las observaciones y recomendaciones del Comité, si
las hubiera, sobre esas solicitudes o indicaciones. 

ARTÍCULO 37 
Cooperación entre los Estados Partes y el Comité 

1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayu-
darán a sus miembros a cumplir su mandato. 
2. En su relación con los Estados Partes, el Comité
tomará debidamente en consideración medios y arbi-
trios para mejorar la capacidad nacional de aplicación
de la presente Convención, incluso mediante la coope-
ración internacional. 

ARTÍCULO 38 
Relación del Comité con otros órganos 

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente
Convención y de estimular la cooperación internacional
en el ámbito que abarca: 
a) Los organismos especializados y demás órganos de
las Naciones Unidas tendrán derecho a estar represen-
tados en el examen de la aplicación de las disposicio-
nes de la presente Convención que entren dentro de su
mandato. El Comité podrá invitar también a los organis-
mos especializados y a otros órganos competentes que
considere apropiados a que proporcionen asesoramien-
to especializado sobre la aplicación de la Convención en
los ámbitos que entren dentro de sus respectivos man-
datos. El Comité podrá invitar a los organismos especia-
lizados y a otros órganos de las Naciones Unidas a que
presenten informes sobre la aplicación de la
Convención en las esferas que entren dentro de su
ámbito de actividades; 
b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según
proceda, con otros órganos pertinentes instituidos en
virtud de tratados internacionales de derechos huma-
nos, con miras a garantizar la coherencia de sus res-
pectivas directrices de presentación de informes, suge-
rencias y recomendaciones generales y a evitar la dupli-
cación y la superposición de tareas en el ejercicio de
sus funciones. 

ARTÍCULO 39 
Informe del Comité 

El Comité informará cada dos años a la Asamblea
General y al Consejo Económico y Social sobre sus

actividades y podrá hacer sugerencias y recomenda-
ciones de carácter general basadas en el examen de
los informes y datos recibidos de los Estados Partes
en la Convención. Esas sugerencias y recomendacio-
nes de carácter general se incluirán en el informe del
Comité, junto con los comentarios, si los hubiera, de
los Estados Partes. 

ARTÍCULO 40 
Conferencia de los Estados Partes 

1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en
una Conferencia de los Estados Partes, a fin de consi-
derar todo asunto relativo a la aplicación de la presente
Convención. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas convo-
cará la Conferencia de los Estados Partes en un plazo
que no superará los seis meses contados a partir de la
entrada en vigor de la presente Convención. Las reu-
niones ulteriores, con periodicidad bienal o cuando lo
decida la Conferencia de los Estados Partes, serán con-
vocadas por el Secretario General. 

ARTÍCULO 41 
Depositario 

El Secretario General de las Naciones Unidas será el
depositario de la presente Convención. 

ARTÍCULO 42 
Firma 

La presente Convención estará abierta a la firma de
todos los Estados y las organizaciones regionales de
integración en la Sede de las Naciones Unidas, en
Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007. 

ARTÍCULO 43 
Consentimiento en obligarse 

La presente Convención estará sujeta a la ratificación de
los Estados signatarios y a la confirmación oficial de las
organizaciones regionales de integración signatarias.
Estará abierta a la adhesión de cualquier Estado u orga-
nización regional de integración que no la haya firmado. 

ARTÍCULO 44 
Organizaciones regionales de integración 

1. Por “organización regional de integración” se
entenderá una organización constituida por Estados
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soberanos de una región determinada a la que sus
Estados miembros hayan transferido competencia
respecto de las cuestiones regidas por la presente
Convención. Esas organizaciones declararán, en sus
instrumentos de confirmación oficial o adhesión, su
grado de competencia con respecto a las cuestiones
regidas por la presente Convención. Posteriormente,
informarán al depositario de toda modificación sus-
tancial de su grado de competencia. 
2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a
la presente Convención serán aplicables a esas organi-
zaciones dentro de los límites de su competencia. 
3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artí-
culo 45 y en los párrafos 2 y 3 del artículo 47 de la
presente Convención, no se tendrá en cuenta ningún
instrumento depositado por una organización regional
de integración.  
4. Las organizaciones regionales de integración, en
asuntos de su competencia, ejercerán su derecho de
voto en la Conferencia de los Estados Partes, con un
número de votos igual al número de sus Estados miem-
bros que sean Partes en la presente Convención.
Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto
si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

ARTÍCULO 45 
Entrada en vigor 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo
día a partir de la fecha en que haya sido depositado el
vigésimo instrumento de ratificación o adhesión. 
2. Para cada Estado y organización regional de integra-
ción que ratifique la Convención, se adhiera a ella o la
confirme oficialmente una vez que haya sido deposita-
do el vigésimo instrumento a sus efectos, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado su propio instrumento. 

ARTÍCULO 46
Reservas 

1. No se permitirán reservas incompatibles con el obje-
to y el propósito de la presente Convención. 
2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier
momento. 

ARTÍCULO 47 
Enmiendas 

1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la
presente Convención y presentarlas al Secretario

General de las Naciones Unidas. El Secretario General
comunicará las enmiendas propuestas a los Estados
Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se
convoque una conferencia de Estados Partes con el fin
de examinar la propuesta y someterla a votación. Si
dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa
notificación, al menos un tercio de los Estados Partes se
declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General
convocará una conferencia bajo los auspicios de las
Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por mayo-
ría de dos tercios de los Estados Partes presentes y
votantes en la conferencia será sometida por el
Secretario General a la Asamblea General de las
Naciones Unidas para su aprobación y posteriormente
a los Estados Partes para su aceptación. 
2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo entrará
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que el
número de instrumentos de aceptación depositados
alcance los dos tercios del número de Estados Partes
que había en la fecha de adopción de la enmienda.
Posteriormente, la enmienda entrará en vigor para todo
Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel en que
hubiera depositado su propio instrumento de acepta-
ción. Las enmiendas serán vinculantes exclusivamente
para los Estados Partes que las hayan aceptado. 
3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los
Estados Partes por consenso, las enmiendas adoptadas
y aprobadas de conformidad con lo dispuesto en el
párrafo 1 del presente artículo que guarden relación
exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40 entra-
rán en vigor para todos los Estados Partes el trigésimo
día a partir de aquel en que el número de instrumentos
de aceptación depositados alcance los dos tercios del
número de Estados Partes que hubiera en la fecha de
adopción de la enmienda. 

ARTÍCULO 48 
Denuncia 

Los Estados Partes podrán denunciar la presente
Convención mediante notificación escrita dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas. La denun-
cia tendrá efecto un año después de que el Secretario
General haya recibido la notificación. 

ARTÍCULO 49 
Formato accesible 

El texto de la presente Convención se difundirá en for-
matos accesibles. 
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ARTÍCULO 50 
Textos auténticos 

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y
ruso de la presente Convención serán igualmente
auténticos. 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios
abajo firmantes, debidamente autorizados por sus res-
pectivos gobiernos, firman la presente Convención. 
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CONVENCION INTERAMERICANA 

PARA PREVENIR, SANCIONAR

Y ERRADICAR LA VIOLENCIA 

CONTRA LA MUJER

"CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ"
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LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los dere-
chos humanos ha sido consagrado en la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en
la Declaración Universal de los Derechos Humanos y
reafirmado en otros instrumentos internacionales y
regionales;
• Afirmando que la violencia contra la mujer constitu-
ye una violación de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales y limita total o parcialmente a la
mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales
derechos y libertades;
• Preocupados porque la violencia contra la mujer es
una ofensa a la dignidad humana y una manifestación
de las relaciones de poder históricamente desiguales
entre mujeres y hombres;
• Recordando la Declaración sobre la Erradicación de
la Violencia contra la Mujer, adoptada por la Vigésimo
quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión
Interamericana de Mujeres, y afirmando que la vio-
lencia contra la mujer trasciende todos los sectores
de la sociedad independientemente de su clase, raza
o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel edu-
cacional, edad o religión y afecta negativamente sus
propias bases;
• Convencido de que la eliminación de la violencia con-
tra la mujer es condición indispensable para su desa-
rrollo individual y social y su plena e igualitaria partici-
pación en todas las esferas de vida, y
• Convencidos de que la adopción de una convención
para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de
violencia contra la mujer, en el ámbito de la
Organización de los Estados Americanos, constituye
una positiva contribución para proteger los derechos
de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que

puedan afectarlas,
Han convenido en lo siguiente:

CAPÍTULO I
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 1

Para los efectos de esta Convención debe entenderse
por violencia contra la mujer cualquier acción o con-
ducta, basada en su género, que cause muerte, daño o
sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto
en el ámbito público como en el privado.

ARTÍCULO 2

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la
violencia física, sexual y psicológica:
a. Que tenga lugar dentro de la familia o unidad domés-
tica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea
que el agresor comparta o haya compartido el mismo
domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros,
violación, maltrato y abuso sexual;
b. Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada
por cualquier persona y que comprende, entre otros,
violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, pros-
titución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de
trabajo, así como en instituciones educativas, estableci-
mientos de salud o cualquier otro lugar, y 
c. Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus
agentes, donde quiera que ocurra.
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CAPÍTULO II
DERECHOS PROTEGIDOS

ARTÍCULO 3

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia,
tanto en el ámbito público como en el privado.

ARTÍCULO 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejer-
cicio y protección de todos los derechos humanos y a
las libertades consagradas por los instrumentos regio-
nales e internacionales sobre derechos humanos. Estos
derechos comprenden, entre otros:
a. El derecho a que se respete su vida;
b. El derecho a que se respete su integridad física, psí-
quica y moral;
c. El derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. El derecho a no ser sometida a torturas;
e. El derecho a que se respete la dignidad inherente a
su persona y que se proteja a su familia;
f. El derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. El derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tri-
bunales competentes, que la ampare contra actos que
violen sus derechos;
h. El derecho a libertad de asociación;
i. El derecho a la libertad de profesar la religión y las
creencias propias dentro de la ley, y
j. El derecho a tener igualdad de acceso a las funciones
públicas de su país y a participar en los asuntos públi-
cos, incluyendo la toma de decisiones.

ARTÍCULO 5

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus dere-
chos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales
y contará con la total protección de esos derechos con-
sagrados en los instrumentos regionales e internaciona-
les sobre derechos humanos. Los Estados Partes reco-
nocen que la violencia contra la mujer impide y anula el
ejercicio de esos derechos.

ARTÍCULO 6

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia
incluye, entre otros:
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de
discriminación, y
b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre
de patrones estereotipados de comportamiento y prác-

ticas sociales y culturales basadas en conceptos de
inferioridad o subordinación.

CAPÍTULO III
DEBERES DE LOS ESTADOS

ARTÍCULO 7

Los Estados Partes condenan todas las formas de vio-
lencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos
los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orien-
tadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y
en llevar a cabo lo siguiente:
a. Abstenerse de cualquier acción o práctica de violen-
cia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus
funcionarios, personal y agentes e instituciones se com-
porten de conformidad con esta obligación;
b. Actuar con la debida diligencia para prevenir, investi-
gar y sancionar la violencia contra la mujer;
c. Incluir en su legislación interna normas penales, civi-
les y administrativas, así como las de otra naturaleza
que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradi-
car la violencia contra la mujer y adoptar las medidas
administrativas apropiadas que sean del caso;
d. Adoptar medidas jurídicas para conminar al agre-
sor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar,
dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cual-
quier forma que atente contra su integridad o perju-
dique su propiedad;
e.Tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo
medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes
y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurí-
dicas o consuetudinarias que respalden la persistencia
o la tolerancia de la violencia contra la mujer;
f. Establecer procedimientos legales justos y eficaces
para la mujer que haya sido sometida a violencia, que
incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;
g. Establecer los mecanismos judiciales y administra-
tivos necesarios para asegurar que la mujer objeto de
violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, repa-
ración del daño u otros medios de compensación jus-
tos y eficaces, y
h. Adoptar las disposiciones legislativas o de otra
índole que sean necesarias para hacer efectiva esta
Convención.

ARTÍCULO 8

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma pro-
gresiva, medidas específicas, inclusive programas para:
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a. Fomentar el conocimiento y la observancia del dere-
cho de la mujer a una vida libre de violencia, y el dere-
cho de la mujer a que se respeten y protejan sus dere-
chos humanos;
b. Modificar los patrones socioculturales de conducta
de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de progra-
mas de educación formales y no formales apropiados a
todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar pre-
juicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se
basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de
cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipa-
dos para el hombre y la mujer que legitimizan o exacer-
ban la violencia contra la mujer;
c. Fomentar la educación y capacitación del personal
en la administración de justicia, policial y demás fun-
cionarios encargados de la aplicación de la ley, así como
del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las polí-
ticas de prevención, sanción y eliminación de la violen-
cia contra la mujer;
d. Suministrar los servicios especializados apropiados
para la atención necesaria a la mujer objeto de violen-
cia, por medio de entidades de los sectores público y
privado, inclusive refugios, servicios de orientación para
toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custo-
dia de los menores afectados;
e. Fomentar y apoyar programas de educación guber-
namentales y del sector privado destinados a concienti-
zar al público sobre los problemas relacionados con la
violencia contra la mujer, los recursos legales y la repa-
ración que corresponda;
f. Ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a pro-
gramas eficaces de rehabilitación y capacitación que le
permitan participar plenamente en la vida pública, pri-
vada y social;
g. Alentar a los medios de comunicación a elaborar
directrices adecuadas de difusión que contribuyan a
erradicar la violencia contra la mujer en todas sus for-
mas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer;
h. Garantizar la investigación y recopilación de esta-
dísticas y demás información pertinente sobre las
causas, consecuencias y frecuencia de la violencia
contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las
medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violen-
cia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios
que sean necesarios, y
i. Promover la cooperación internacional para el
intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de
programas encaminados a proteger a la mujer obje-
to de violencia.

ARTÍCULO 9

Para la adopción de las medidas a que se refiere este
capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en
cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que
pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o
de su condición étnica, de migrante, refugiada o despla-
zada. En igual sentido se considerará a la mujer que es
objeto de violencia cuando está embarazada, es discapa-
citada, menor de edad, anciana, o está en situación
socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones
de conflictos armados o de privación de su libertad.

CAPÍTULO IV
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE
PROTECCIÓN

ARTÍCULO 10

Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a
una vida libre de violencia, en los informes nacionales a
la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados
Partes deberán incluir información sobre las medidas
adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra
la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia,
así como sobre las dificultades que observen en la apli-
cación de las mismas y los factores que contribuyan a
la violencia contra la mujer.

ARTÍCULO 11

Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión
Interamericana de Mujeres podrán requerir a la Corte
Interamericana de Derechos Humanos opinión consul-
tiva sobre la interpretación de esta Convención.

ARTÍCULO 12

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no
gubernamental legalmente reconocida en uno o más
Estados miembros de la Organización, puede presentar
a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
peticiones que contengan denuncias o quejas de viola-
ción del artículo 7 de la presente Convención por un
Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo
con las normas y los requisitos de procedimiento para
la presentación y consideración de peticiones estipula-
dos en la Convención Americana sobre Derechos
Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
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CAPÍTULO V
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 13

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá
ser interpretado como restricción o limitación a la legis-
lación interna de los Estados Partes que prevea iguales
o mayores protecciones y garantías de los derechos de
la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y
erradicar la violencia contra la mujer.

ARTÍCULO 14

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá
ser interpretado como restricción o limitación a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos o a
otras convenciones internacionales sobre la materia
que prevean iguales o mayores protecciones relaciona-
das con este tema.

ARTÍCULO 15

La presente Convención está abierta a la firma de todos
los Estados miembros de la Organización de los Estados
Americanos.

ARTÍCULO 16

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en la
Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos.

ARTÍCULO 17

La presente Convención queda abierta a la adhesión de
cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión se
depositarán en la Secretaría General de la Organización
de los Estados Americanos.

ARTÍCULO 18

Los Estados podrán formular reservas a la presente
Convención al momento de aprobarla, firmarla, ratifi-
carla o adherir a ella, siempre que:
a. No sean incompatibles con el objeto y propósito de la
Convención;
b. No sean de carácter general y versen sobre una o
más disposiciones específicas.

ARTÍCULO 19

Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea
General, por conducto de la Comisión Interamericana
de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta
Convención.
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratifi-
cantes de las mismas en la fecha en que dos tercios de
los Estados Partes hayan depositado el respectivo ins-
trumento de ratificación. En cuanto al resto de los
Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que
depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.

ARTÍCULO 20

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades
territoriales en las que rijan distintos sistemas jurídicos
relacionados con cuestiones tratadas en la presente
Convención podrán declarar, en el momento de la
firma, ratificación o adhesión, que la Convención se
aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a
una o más de ellas. Tales declaraciones podrán ser
modificadas en cualquier momento mediante declara-
ciones ulteriores, que especificarán expresamente la o
las unidades territoriales a las que se aplicará la pre-
sente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se
transmitirán a la Secretaría General de la Organización
de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días
después de recibidas.

ARTÍCULO 21

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día
a partir de la fecha en que se haya depositado el segun-
do instrumento de ratificación. Para cada Estado que
ratifique o adhiera a la Convención después de haber
sido depositado el segundo instrumento de ratificación,
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que tal Estado haya depositado su instrumento de rati-
ficación o adhesión.

ARTÍCULO 22

El Secretario General informará a todos los Estados
miembros de la Organización de los Estados
Americanos de la entrada en vigor de la Convención.

ARTÍCULO 23

El Secretario General de la Organización de los
Estados Americanos presentará un informe anual a
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los Estados miembros de la Organización sobre el
estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas,
depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión o
declaraciones, así como las reservas que hubieren
presentado los Estados Partes y, en su caso, el infor-
me sobre las mismas.

ARTÍCULO 24

La presente Convención regirá indefinidamente, pero
cualquiera de los Estados Partes podrá denunciarla
mediante el depósito de un instrumento con ese fin en
la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos. Un año después a partir de la fecha del
depósito del instrumento de denuncia, la Convención
cesará en sus efectos para el Estado denunciante, que-
dando subsistente para los demás Estados Partes.

ARTÍCULO 25

El instrumento original de la presente Convención,
cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son
igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos,
la que enviará copia certificada de su texto para su
registro y publicación a la Secretaría de las Naciones
Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta
de las Naciones Unidas.
En fe de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos,
debidamente autorizados por sus respectivos gobier-
nos, firman el presente Convenio, que se llamará
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar
y erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención
de Belem do Pará".
Hecha en la ciudad de Belem do para, Brasil, el nueve
de junio de mil novecientos noventa y cuatro.

CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER
"CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ"
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PREÁMBULO

Los Estados Partes en la presente Convención,
• Teniendo en cuenta los principios consagrados en los
instrumentos fundamentales de las Naciones Unidas en
materia de derechos humanos, en particular la
Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, la Convención Internacional sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer y la
Convención sobre los Derechos del Niño, 
• Teniendo en cuenta también los principios y normas
establecidos en los instrumentos pertinentes elabora-
dos en el marco de la Organización Internacional del
Trabajo, en especial el Convenio relativo a los trabaja-
dores migrantes (No. 97), el Convenio sobre las
migraciones en condiciones abusivas y la promoción
de la igualdad de oportunidades y de trato de los tra-
bajadores migrantes (No. 143), la Recomendación
sobre los trabajadores migrantes (No. 86), la
Recomendación sobre los trabajadores migrantes
(No.151), el Convenio relativo al trabajo forzoso u
obligatorio (No. 29) y el Convenio relativo a la aboli-
ción del trabajo forzoso (No. 105), 
• Reafirmando la importancia de los principios consagra-
dos en la Convención relativa a la lucha contra las discri-
minaciones en la esfera de la enseñanza, de la
Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura, Recordando la Convención contra
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o
Degradantes, la Declaración del Cuarto Congreso de las
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y
Tratamiento del Delincuente, el Código de conducta para

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y las
Convenciones sobre la esclavitud, 
• Recordando que uno de los objetivos de la
Organización Internacional del Trabajo, como se estable-
ce en su Constitución, es la protección de los intereses de
los trabajadores empleados en países distintos del propio,
y teniendo en cuenta los conocimientos y experiencia de
dicha organización en las cuestiones relacionadas con los
trabajadores migratorios y sus familiares, 
• Reconociendo la importancia del trabajo realizado en
relación con los trabajadores migratorios y sus familia-
res en distintos órganos de las Naciones Unidas, parti-
cularmente en la Comisión de Derechos Humanos y la
Comisión de Desarrollo Social, así como en la
Organización de las Naciones Unidas para la
Agricultura y la Alimentación, la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la
Cultura y la Organización Mundial de la Salud y en otras
organizaciones internacionales, 
• Reconociendo también los progresos realizados por
algunos Estados mediante acuerdos regionales o bilate-
rales para la protección de los derechos de los trabaja-
dores migratorios y de sus familiares, así como la impor-
tancia y la utilidad de los acuerdos bilaterales y multila-
terales en esta esfera, 
• Comprendiendo la importancia y la magnitud del
fenómeno de las migraciones, que abarca a millones de
personas y afecta a un gran número de Estados de la
comunidad internacional, 
• Conscientes de la repercusión que las corrientes de
trabajadores migratorios tienen sobre los Estados y los
pueblos interesados, y deseosos de establecer nor-
mas que puedan contribuir a armonizar las actitudes
de los Estados mediante la aceptación de los princi-
pios fundamentales relativos al tratamiento de los tra-
bajadores migratorios y de sus familiares, 
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• Considerando la situación de vulnerabilidad en que
con frecuencia se encuentran los trabajadores migra-
torios y sus familiares debido, entre otras cosas, a su
ausencia del Estado de origen y a las dificultades con
las que tropiezan en razón de su presencia en el
Estado de empleo, 
• Convencidos de que los derechos de los trabajadores
migratorios y de sus familiares no han sido debidamen-
te reconocidos en todas partes y, por tanto, requieren
una protección internacional apropiada, 
Teniendo en cuenta el hecho de que a menudo la
migración es causa de graves problemas para los fami-
liares de los trabajadores migratorios, así como para los
propios trabajadores, particularmente debido a la dis-
persión de la familia, 
• Teniendo presente que los problemas humanos que
plantea la migración son aún más graves en el caso
de la migración irregular, y convencidos por tanto de
que se debe alentar la adopción de medidas adecua-
das a fin de evitar y eliminar los movimientos y el trán-
sito clandestinos de los trabajadores migratorios, ase-
gurándoles a la vez la protección de sus derechos
humanos fundamentales, 
• Considerando que los trabajadores no documentados
o que se hallan en situación irregular son empleados
frecuentemente en condiciones de trabajo menos favo-
rables que las de otros trabajadores y que para deter-
minadas empresas ello constituye un aliciente para
buscar ese tipo de mano de obra con el objeto de obte-
ner los beneficios de una competencia desleal, 
• Considerando también que la práctica de emplear a
trabajadores migratorios que se hallen en situación irre-
gular será desalentada si se reconocen más amplia-
mente los derechos humanos fundamentales de todos
los trabajadores migratorios y, además, que la conce-
sión de determinados derechos adicionales a los traba-
jadores migratorios y a sus familiares que se hallen en
situación regular alentará a todos los trabajadores
migratorios a respetar y cumplir las leyes y procedi-
mientos establecidos por los Estados interesados, 
• Convencidos, por ello, de la necesidad de lograr la
protección internacional de los derechos de todos los
trabajadores migratorios y de sus familiares, reafirman-
do y estableciendo normas fundamentales en una con-
vención amplia que tenga aplicación universal, 
Han convenido en lo siguiente:

PARTE I: ALCANCE Y DEFINICIONES

ARTÍCULO 1

1. La presente Convención será aplicable, salvo cuan-
do en ella se disponga otra cosa, a todos los trabaja-
dores migratorios y a sus familiares sin distinción
alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, reli-
gión o convicción, opinión política o de otra índole,
origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad,
situación económica, patrimonio, estado civil, naci-
miento o cualquier otra condición. 
2. La presente Convención será aplicable durante todo
el proceso de migración de los trabajadores migratorios
y sus familiares, que comprende la preparación para la
migración, la partida, el tránsito y todo el período de
estancia y de ejercicio de una actividad remunerada en
el Estado de empleo, así como el regreso al Estado de
origen o al Estado de residencia habitual.

ARTÍCULO 2

A los efectos de la presente Convención: 
1. Se entenderá por “trabajador migratorio” toda persona
que vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad
remunerada en un Estado del que no sea nacional. 
2. a) Se entenderá por “trabajador fronterizo” todo tra-
bajador migratorio que conserve su residencia habitual
en un Estado vecino, al que normalmente regrese cada
día o al menos una vez por semana; 
b) Se entenderá por “trabajador de temporada” todo
trabajador migratorio cuyo trabajo, por su propia natu-
raleza, dependa de condiciones estacionales y sólo se
realice durante parte del año; 
c) Se entenderá por “marino”, término que incluye a los
pescadores, todo trabajador migratorio empleado a
bordo de una embarcación registrada en un Estado del
que no sea nacional; 
d) Se entenderá por “trabajador en una estructura mari-
na” todo trabajador migratorio empleado en una estruc-
tura marina que se encuentre bajo la jurisdicción de un
Estado del que no sea nacional; 
e) Se entenderá por “trabajador itinerante” todo traba-
jador migratorio que, aun teniendo su residencia habi-
tual en un Estado, tenga que viajar a otro Estado u otros
Estados por períodos breves, debido a su ocupación; 
f) Se entenderá por “trabajador vinculado a un pro-
yecto” todo trabajador migratorio admitido a un
Estado de empleo por un plazo definido para trabajar
solamente en un proyecto concreto que realice en ese
Estado su empleador; 
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g) Se entenderá por “trabajador con empleo concreto”
todo trabajador migratorio: 
i) Que haya sido enviado por su empleador por un plazo
limitado y definido a un Estado de empleo para realizar
una tarea o función concreta; 
ii) Que realice, por un plazo limitado y definido, un traba-
jo que requiera conocimientos profesionales, comerciales,
técnicos o altamente especializados de otra índole; o 
iii) Que, a solicitud de su empleador en el Estado de
empleo, realice por un plazo limitado y definido un tra-
bajo de carácter transitorio o breve; y que deba salir del
Estado de empleo al expirar el plazo autorizado de su
estancia, o antes, si deja de realizar la tarea o función
concreta o el trabajo a que se ha hecho referencia; 
h) Se entenderá por “trabajador por cuenta propia” todo
trabajador migratorio que realice una actividad remune-
rada sin tener un contrato de trabajo y obtenga su sub-
sistencia mediante esta actividad, trabajando normal-
mente solo o junto con sus familiares, así como todo
otro trabajador migratorio reconocido como trabajador
por cuenta propia por la legislación aplicable del Estado
de empleo o por acuerdos bilaterales o multilaterales.

ARTÍCULO 3

La presente Convención no se aplicará a: 
a) Las personas enviadas o empleadas por organizacio-
nes y organismos internacionales y las personas envia-
das o empleadas por un Estado fuera de su territorio
para desempeñar funciones oficiales, cuya admisión y
condición jurídica estén reguladas por el derecho inter-
nacional general o por acuerdos o convenios interna-
cionales concretos; 
b) Las personas enviadas o empleadas por un Estado
fuera de su territorio, o por un empleador en su nombre,
que participen en programas de desarrollo y en otros pro-
gramas de cooperación, cuya admisión y condición jurí-
dica estén reguladas por un acuerdo con el Estado de
empleo y que, de conformidad con este acuerdo, no sean
consideradas trabajadores migratorios; 
c) Las personas que se instalen en un país distinto de
su Estado de origen en calidad de inversionistas; 
d) Los refugiados y los apátridas, a menos que esté pre-
visto que se aplique a estas personas en la legislación
nacional pertinente del Estado Parte de que se trate o
en instrumentos internacionales en vigor en ese Estado; 
e) Los estudiantes y las personas que reciben capa-
citación;
f) Los marinos y los trabajadores en estructuras marinas
que no hayan sido autorizados a residir y ejercer una
actividad remunerada en el Estado de empleo.

ARTÍCULO 4

A los efectos de la presente Convención, el término
“familiares” se refiere a las personas casadas con tra-
bajadores migratorios o que mantengan con ellos una
relación que, de conformidad con el derecho aplicable,
produzca efectos equivalentes al matrimonio, así como
a los hijos a su cargo y a otras personas a su cargo reco-
nocidas como familiares por la legislación aplicable o
por acuerdos bilaterales o multilaterales aplicables entre
los Estados de que se trate.

ARTÍCULO 5

A los efectos de la presente Convención, los trabajado-
res migratorios y sus familiares: 
a) Serán considerados documentados o en situación
regular si han sido autorizados a ingresar, a perma-
necer y a ejercer una actividad remunerada en el
Estado de empleo de conformidad con las leyes de
ese Estado y los acuerdos internacionales en que ese
Estado sea parte; 
b) Serán considerados no documentados o en situación
irregular si no cumplen las condiciones establecidas en
el inciso a) de este artículo.

ARTÍCULO 6

A los efectos de la presente Convención: 
a) Por “Estado de origen” se entenderá el Estado del
que sea nacional la persona de que se trate; 
b) Por “Estado de empleo” se entenderá el Estado
donde el trabajador migratorio vaya a realizar, realice
o haya realizado una actividad remunerada, según el
caso; 
c) Por “Estado de tránsito” se entenderá cualquier
Estado por el que pase el interesado en un viaje al
Estado de empleo o del Estado de empleo al Estado de
origen o al Estado de residencia habitual.

PARTE II: NO DISCRIMINACIÓN EN EL
RECONOCIMIENTO DE DERECHOS

ARTÍCULO 7

Los Estados Partes se comprometerán, de conformidad
con los instrumentos internacionales sobre derechos
humanos, a respetar y asegurar a todos los trabajadores
migratorios y sus familiares que se hallen dentro de su
territorio o sometidos a su jurisdicción los derechos pre-
vistos en la presente Convención, sin distinción alguna
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por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o con-
vicción, opinión política o de otra índole, origen nacio-
nal, étnico o social, nacionalidad, edad, situación eco-
nómica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier
otra condición.

PARTE III: DERECHOS HUMANOS 
DE TODOS LOS TRABAJADORES 
MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES

ARTÍCULO 8

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares podrán
salir libremente de cualquier Estado, incluido su Estado
de origen. Ese derecho no estará sometido a restricción
alguna, salvo las que sean establecidas por ley, sean
necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden
público, la salud o la moral públicas o los derechos y
libertades ajenos y sean compatibles con otros derechos
reconocidos en la presente parte de la Convención. 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a regresar en cualquier momento a su Estado
de origen y permanecer en él.

ARTÍCULO 9

El derecho a la vida de los trabajadores migratorios y
sus familiares estará protegido por ley.

ARTÍCULO 10

Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será some-
tido a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes.

ARTÍCULO 11

1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será
sometido a esclavitud ni servidumbre. 
2. No se exigirá a los trabajadores migratorios ni a sus
familiares que realicen trabajos forzosos u obligatorios. 
3. El párrafo 2 del presente artículo no obstará para que
los Estados cuya legislación admita para ciertos delitos
penas de prisión con trabajos forzosos puedan imponer
éstos en cumplimiento de sentencia dictada por un tri-
bunal competente. 
4. A los efectos de este artículo, la expresión “trabajos
forzosos u obligatorios” no incluirá: 
a) Ningún trabajo o servicio, no previsto en el párrafo 3
de este artículo, que normalmente deba realizar una
persona que, en virtud de una decisión de la justicia

ordinaria, se halle detenida o haya sido puesta ulterior-
mente en situación de libertad condicional; 
b) Ningún servicio exigido en casos de emergencia o de
desastre que amenacen la vida o el bienestar de la
comunidad; 
c) Ningún trabajo o servicio que forme parte de las obli-
gaciones civiles normales, en la medida en que se impon-
ga también a los ciudadanos del Estado de que se trate.

ARTÍCULO 12

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y
de religión. Ese derecho incluirá la libertad de profesar
o de adoptar la religión o creencia de su elección, así
como la libertad de manifestar su religión o creencia,
individual o colectivamente, tanto en público como en
privado, mediante el culto, la celebración de ritos, las
prácticas y la enseñanza. 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán
sometidos a coacción alguna que limite su libertad de
profesar y adoptar una religión o creencia de su elección.
3. La libertad de expresar la propia religión o creencia
sólo podrá quedar sometida a las limitaciones que se
establezcan por ley y que sean necesarias para proteger
la seguridad, el orden, la salud y la moral públicos o los
derechos y las libertades fundamentales de los demás. 
4. Los Estados Partes en la presente Convención se
comprometen a respetar la libertad de los padres, cuan-
do por lo menos uno de ellos sea trabajador migratorio,
y, en su caso, de los tutores legales para hacer que los
hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de
acuerdo con sus propias convicciones.

ARTÍCULO 13

1. El derecho de opinión de los trabajadores migratorios
y sus familiares no será objeto de injerencia alguna. 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a la libertad de expresión; este derecho com-
prende la libertad de recabar, recibir y difundir informa-
ción e ideas de toda índole, sin limitaciones de fronte-
ras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o
artística, o por cualquier otro medio de su elección. 
3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 del
presente artículo entraña obligaciones y responsabilida-
des especiales. Por lo tanto, podrá ser sometido a cier-
tas restricciones, a condición de que éstas hayan sido
establecidas por ley y sean necesarias para: 
a) Respetar los derechos o el buen nombre ajenos; 
b) Proteger la seguridad nacional de los Estados de que
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se trate, el orden público o la salud o la moral públicas; 
c) Prevenir toda la propaganda en favor de la guerra; 
d) Prevenir toda apología del odio nacional, racial o reli-
gioso que constituya incitación a la discriminación, la
hostilidad o la violencia.

ARTÍCULO 14

Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será some-
tido a injerencias arbitrarias o ilegales en su vida priva-
da, familia, hogar, correspondencia u otras comunica-
ciones ni a ataques ilegales contra su honor y buen
nombre. Todos los trabajadores migratorios tendrán
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias
o ataques.

ARTÍCULO 15

Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será priva-
do arbitrariamente de sus bienes, ya sean de propiedad
personal exclusiva o en asociación con otras personas.
Cuando, en virtud de la legislación vigente en el Estado
de empleo, los bienes de un trabajador migratorio o de
un familiar suyo sean expropiados total o parcialmente,
la persona interesada tendrá derecho a una indemniza-
ción justa y apropiada.

ARTÍCULO 16

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a la libertad y la seguridad personales. 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a la protección efectiva del Estado contra toda
violencia, daño corporal, amenaza o intimidación por
parte de funcionarios públicos o de particulares, grupos
o instituciones. 
3. La verificación por los funcionarios encargados de
hacer cumplir la ley de la identidad de los trabajadores
migratorios o de sus familiares se realizará con arreglo a
los procedimientos establecidos por ley. 
4. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán
sometidos, individual ni colectivamente, a detención o
prisión arbitrarias; no serán privados de su libertad,
salvo por los motivos y de conformidad con los procedi-
mientos que la ley establezca. 
5. Los trabajadores migratorios y sus familiares que
sean detenidos serán informados en el momento de la
detención, de ser posible en un idioma que compren-
dan, de los motivos de esta detención, y se les notifica-
rán prontamente, en un idioma que comprendan, las
acusaciones que se les haya formulado. 

6. Los trabajadores migratorios y sus familiares dete-
nidos o presos a causa de una infracción penal serán
llevados sin demora ante un juez u otro funcionario
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales
y tendrán derecho a ser juzgados en un plazo razo-
nable o a ser puestos en libertad. La prisión preventi-
va de las personas que hayan de ser juzgadas no
debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar
subordinada a garantías que aseguren la compare-
cencia del acusado en el acto del juicio o en cualquier
otro momento de las diligencias procesales y, en su
caso, para la ejecución del fallo. 
7. Cuando un trabajador migratorio o un familiar suyo sea
arrestado, recluido en prisión o detenido en espera de jui-
cio o sometido a cualquier otra forma de detención:
a) Las autoridades consulares o diplomáticas de su
Estado de origen, o de un Estado que represente los
intereses del Estado de origen, serán informadas sin
demora, si lo solicita el detenido, de la detención o pri-
sión y de los motivos de esa medida; 
b) La persona interesada tendrá derecho a comuni-
carse con esas autoridades. Toda comunicación diri-
gida por el interesado a esas autoridades será remiti-
da sin demora, y el interesado tendrá también dere-
cho a recibir sin demora las comunicaciones de
dichas autoridades; 
c) Se informará sin demora al interesado de este dere-
cho y de los derechos derivados de los tratados perti-
nentes, si son aplicables entre los Estados de que se
trate, a intercambiar correspondencia y reunirse con
representantes de esas autoridades y a hacer gestiones
con ellos para su representación legal. 
8. Los trabajadores migratorios y sus familiares que
sean privados de su libertad por detención o prisión
tendrán derecho a incoar procedimientos ante un tri-
bunal, a fin de que éste pueda decidir sin demora
acerca de la legalidad de su detención y ordenar su
libertad si la detención no fuere legal. En el ejercicio
de este recurso, recibirán la asistencia, gratuita si
fuese necesario, de un intérprete cuando no pudieren
entender o hablar el idioma utilizado. 
9. Los trabajadores migratorios y sus familiares que
hayan sido víctimas de detención o prisión ilegal ten-
drán derecho a exigir una indemnización.

ARTÍCULO 17

1. Todo trabajador migratorio o familiar suyo privado de
libertad será tratado humanamente y con el respeto
debido a la dignidad inherente al ser humano y a su
identidad cultural. 
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2. Los trabajadores migratorios y sus familiares acusa-
dos estarán separados de los condenados, salvo en cir-
cunstancias excepcionales, y sometidos a un régimen
distinto, adecuado a su condición de personas no con-
denadas. Si fueren menores de edad, estarán separa-
dos de los adultos y la vista de su causa tendrá lugar
con la mayor celeridad. 
3. Todo trabajador migratorio o familiar suyo que se
encuentre detenido en un Estado de tránsito o en el
Estado de empleo por violación de las disposiciones
sobre migración será alojado, en la medida de lo posi-
ble, en locales distintos de los destinados a las personas
condenadas o a las personas detenidas que esperen
ser juzgadas. 
4. Durante todo período de prisión en cumplimiento de
una sentencia impuesta por un tribunal, el tratamiento
del trabajador migratorio o familiar suyo tendrá por fina-
lidad esencial su reforma y readaptación social. Los
menores delincuentes estarán separados de los adultos
y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad
y condición jurídica. 
5. Durante la detención o prisión, los trabajadores migra-
torios y sus familiares tendrán el mismo derecho que los
nacionales a recibir visitas de miembros de su familia. 
6. Cuando un trabajador migratorio sea privado de su
libertad, las autoridades competentes del Estado de que
se trate prestarán atención a los problemas que se plan-
teen a sus familiares, en particular al cónyuge y los hijos
menores. 
7. Los trabajadores migratorios y sus familiares some-
tidos a cualquier forma de detención o prisión previs-
ta por las leyes vigentes del Estado de empleo o el
Estado de tránsito gozarán de los mismos derechos
que los nacionales de dichos Estados que se encuen-
tren en igual situación. 
8. Si un trabajador migratorio o un familiar suyo es dete-
nido con objeto de verificar una infracción de las dispo-
siciones sobre migración, no correrán por su cuenta los
gastos que ocasione ese procedimiento.

ARTÍCULO 18

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
iguales derechos que los nacionales del Estado de que
se trate ante los tribunales y las cortes de justicia.
Tendrán derecho a ser oídos públicamente y con las
debidas garantías por un tribunal competente, inde-
pendiente e imparcial, establecido por la ley, en la subs-
tanciación de cualquier acusación de carácter penal
formulada contra ellos o para la determinación de sus
derechos u obligaciones de carácter civil. 

2. Todo trabajador migratorio o familiar suyo acusado de
un delito tendrá derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
3. Durante el proceso, todo trabajador migratorio o fami-
liar suyo acusado de un delito tendrá derecho a las
siguientes garantías mínimas: 
a) A ser informado sin demora, en un idioma que com-
prenda y en forma detallada, de la naturaleza y las cau-
sas de la acusación formulada en su contra; 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados
para la preparación de su defensa y comunicarse con
un defensor de su elección; 
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse
personalmente o ser asistido por un defensor de su
elección; a ser informado, si no tuviera defensor, del
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el inte-
rés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor
de oficio, gratuitamente si careciera de medios sufi-
cientes para pagar; 
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo
y a obtener la comparecencia de los testigos de descar-
go y a que éstos sean interrogados en las mismas con-
diciones que los testigos de cargo; 
f) A ser asistido gratuitamente por un intérprete, si no
comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal; 
g) A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a con-
fesarse culpable. 
4. En el procedimiento aplicable a los menores, se ten-
drá en cuenta su edad y la importancia de promover su
readaptación social. 
5. Todo trabajador migratorio o familiar suyo declarado
culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo con-
denatorio y la pena que se la haya impuesto sean exa-
minados por un tribunal superior, conforme a lo pres-
crito por la ley. 
6. Cuando una sentencia condenatoria firme contra un
trabajador migratorio o un familiar suyo haya sido ulte-
riormente revocada o el condenado haya sido indultado
por haberse producido o descubierto un hecho plena-
mente probatorio de la comisión de un error judicial,
quien haya sufrido una pena como resultado de tal sen-
tencia deberá ser indemnizado conforme a la ley, a
menos que se demuestre que le es imputable en todo
o en parte el no haberse revelado oportunamente el
hecho desconocido. 
7. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo podrá
ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya
sido ya condenado o absuelto mediante sentencia firme
de acuerdo con la ley y el procedimiento penal del
Estado interesado.
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ARTÍCULO 19

1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será
condenado por actos u omisiones que en el momento
de cometerse no fueran delictivos según el derecho
nacional o internacional; tampoco se impondrá pena
más grave que la aplicable en el momento de la comi-
sión. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley
dispone la imposición de una pena más leve, el intere-
sado se beneficiará de esa disposición. 
2. Al dictar una sentencia condenatoria por un delito
cometido por un trabajador migratorio o un familiar
suyo, se deberán considerar los aspectos humanitarios
relacionados con su condición, en particular con res-
pecto a su derecho de residencia o de trabajo.

ARTÍCULO 20

1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será
encarcelado por el solo hecho de no cumplir una obli-
gación contractual. 
2. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será pri-
vado de su autorización de residencia o permiso de tra-
bajo ni expulsado por el solo hecho de no cumplir una
obligación emanada de un contrato de trabajo, a menos
que el cumplimiento de esa obligación constituya con-
dición necesaria para dicha autorización o permiso.

ARTÍCULO 21

Ninguna persona que no sea un funcionario público
debidamente autorizado por la ley podrá confiscar, des-
truir o intentar destruir documentos de identidad, auto-
rizaciones de entrada, estancia, residencia o perma-
nencia en el territorio de un país ni permisos de traba-
jo. En los casos en que la confiscación de esos docu-
mentos esté autorizada, no podrá efectuarse sin la pre-
via entrega de un recibo detallado. En ningún caso esta-
rá permitido destruir el pasaporte o documento equiva-
lente de un trabajador migratorio o de un familiar suyo.

ARTÍCULO 22

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares no
podrán ser objeto de medidas de expulsión colectiva.
Cada caso de expulsión será examinado y decidido indi-
vidualmente. 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares sólo
podrán ser expulsados del territorio de un Estado Parte
en cumplimiento de una decisión adoptada por la auto-
ridad competente conforme a la ley. 

3. La decisión les será comunicada en un idioma que
puedan entender. Les será comunicada por escrito si lo
solicitasen y ello no fuese obligatorio por otro concepto
y, salvo en circunstancias excepcionales justificadas por
razones de seguridad nacional, se indicarán también
los motivos de la decisión. Se informará a los interesa-
dos de estos derechos antes de que se pronuncie la
decisión o, a más tardar, en ese momento. 
4. Salvo cuando una autoridad judicial dicte una decisión
definitiva, los interesados tendrán derecho a exponer las
razones que les asistan para oponerse a su expulsión, así
como a someter su caso a revisión ante la autoridad com-
petente, a menos que razones imperiosas de seguridad
nacional se opongan a ello. Hasta tanto se haga dicha
revisión, tendrán derecho a solicitar que se suspenda la
ejecución de la decisión de expulsión. 
5. Cuando una decisión de expulsión ya ejecutada sea
ulteriormente revocada, la persona interesada tendrá
derecho a reclamar indemnización conforme a la ley, y no
se hará valer la decisión anterior para impedir a esa per-
sona que vuelva a ingresar en el Estado de que se trate. 
6. En caso de expulsión, el interesado tendrá oportuni-
dad razonable, antes o después de la partida, para arre-
glar lo concerniente al pago de los salarios y otras pres-
taciones que se le adeuden y al cumplimiento de sus
obligaciones pendientes. 
7. Sin perjuicio de la ejecución de una decisión de
expulsión, el trabajador migratorio o familiar suyo que
sea objeto de ella podrá solicitar autorización de ingre-
so en un Estado que no sea su Estado de origen. 
8. Los gastos a que dé lugar el procedimiento de expul-
sión de un trabajador migratorio o un familiar suyo no
correrán por su cuenta. Podrá exigírsele que pague sus
propios gastos de viaje. 
9. La expulsión del Estado de empleo no menoscaba-
rá por sí sola ninguno de los derechos que haya
adquirido de conformidad con la legislación de ese
Estado un trabajador migratorio o un familiar suyo,
incluido el derecho a recibir los salarios y otras pres-
taciones que se le adeuden.

ARTÍCULO 23

Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a recurrir a la protección y la asistencia de las
autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de
origen, o del Estado que represente los intereses de ese
Estado, en todos los casos en que queden menoscaba-
dos los derechos reconocidos en la presente
Convención. En particular, en caso de expulsión, se
informará sin demora de ese derecho a la persona inte-
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resada, y las autoridades del Estado que haya dispues-
to la expulsión facilitarán el ejercicio de ese derecho.

ARTÍCULO 24

Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho, en todas partes, al reconocimiento de su per-
sonalidad jurídica.

ARTÍCULO 25

1. Los trabajadores migratorios gozarán de un trato que
no sea menos favorable que el que reciben los nacio-
nales del Estado de empleo en lo tocante a remunera-
ción y de: 
a) Otras condiciones de trabajo, es decir, horas extraor-
dinarias, horario de trabajo, descanso semanal, vaca-
ciones pagadas, seguridad, salud, fin de la relación de
empleo y cualesquiera otras condiciones de trabajo
que, conforme a la legislación y la práctica nacionales,
estén comprendidas en este término; 
b) Otras condiciones de empleo, es decir, edad míni-
ma de empleo, restricción del trabajo a domicilio y
cualesquiera otros asuntos que, conforme a la legis-
lación y la práctica nacionales, se consideren condi-
ciones de empleo. 
2. No será legal menoscabar en los contratos privados
de empleo el principio de igualdad de trato que se men-
ciona en el párrafo 1 del presente artículo. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
adecuadas para asegurar que los trabajadores migra-
torios no sean privados de ninguno de los derechos
derivados de este principio a causa de irregularidades
en su permanencia o empleo. En particular, los
empleadores no quedarán exentos de ninguna obli-
gación jurídica ni contractual, ni sus obligaciones se
verán limitadas en forma alguna a causa de cualquie-
ra de esas irregularidades.

ARTÍCULO 26

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de los
trabajadores migratorios y sus familiares a: 
a) Participar en las reuniones y actividades de los sin-
dicatos o de cualesquiera otras asociaciones estable-
cidas conforme a la ley, con miras a proteger sus inte-
reses económicos, sociales, culturales y de otra índo-
le, con sujeción solamente a las normas de la organi-
zación pertinente; 
b) Afiliarse libremente a cualquier sindicato o a cual-
quiera de las asociaciones citadas, con sujeción sola-

mente a las normas de la organización pertinente; 
c) Solicitar ayuda y asistencia de cualquier sindicato o
de cualquiera de las asociaciones citadas. 
2. El ejercicio de tales derechos sólo podrá estar sujeto
a las restricciones previstas por la ley que sean necesa-
rias en una sociedad democrática en interés de la segu-
ridad nacional o el orden público o para proteger los
derechos y libertades de los demás.

ARTÍCULO 27

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares goza-
rán en el Estado de empleo, con respecto a la seguri-
dad social, del mismo trato que los nacionales en la
medida en que cumplan los requisitos previstos en la
legislación aplicable de ese Estado o en los tratados
bilaterales y multilaterales aplicables. Las autoridades
competentes del Estado de origen y del Estado de
empleo podrán tomar en cualquier momento las dis-
posiciones necesarias para determinar las modalida-
des de aplicación de esta norma. 
2. Cuando la legislación aplicable no permita que los
trabajadores migratorios o sus familiares gocen de algu-
na prestación, el Estado de que se trate, sobre la base
del trato otorgado a los nacionales que estuvieren en
situación similar, considerará la posibilidad de reembol-
sarles el monto de las contribuciones que hubieren
aportado en relación con esas prestaciones.

ARTÍCULO 28

Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a recibir cualquier tipo de atención médica
urgente que resulte necesaria para preservar su vida o
para evitar daños irreparables a su salud en condicio-
nes de igualdad de trato con los nacionales del Estado
de que se trate. Esa atención médica de urgencia no
podrá negarse por motivos de irregularidad en lo que
respecta a la permanencia o al empleo.

ARTÍCULO 29

Todos los hijos de los trabajadores migratorios tendrán
derecho a tener un nombre, al registro de su nacimien-
to y a tener una nacionalidad.

ARTÍCULO 30

Todos los hijos de los trabajadores migratorios gozarán
del derecho fundamental de acceso a la educación en
condiciones de igualdad de trato con los nacionales del
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Estado de que se trate. El acceso de los hijos de traba-
jadores migratorios a las instituciones de enseñanza
preescolar o las escuelas públicas no podrá denegarse
ni limitarse a causa de la situación irregular en lo que
respecta a la permanencia o al empleo de cualquiera de
los padres, ni del carácter irregular de la permanencia
del hijo en el Estado de empleo.

ARTÍCULO 31

1. Los Estados Partes velarán por que se respete la
identidad cultural de los trabajadores migratorios y de
sus familiares y no impedirán que éstos mantengan vín-
culos culturales con sus Estados de origen. 
2. Los Estados Partes podrán tomar las medidas apropia-
das para ayudar y alentar los esfuerzos a este respecto.

ARTÍCULO 32

Los trabajadores migratorios y sus familiares, al terminar
su permanencia en el Estado de empleo, tendrán dere-
cho a transferir sus ingresos y ahorros y, de conformi-
dad con la legislación aplicable de los Estados de que
se trate, sus efectos personales y otras pertenencias.

ARTÍCULO 33

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a que el Estado de origen, el Estado de empleo
o el Estado de tránsito, según corresponda, les propor-
cione información acerca de: 
a) Sus derechos con arreglo a la presente Convención; 
b) Los requisitos establecidos para su admisión, sus
derechos y obligaciones con arreglo a la ley y la prácti-
ca del Estado interesado y cualesquiera otras cuestio-
nes que les permitan cumplir formalidades administra-
tivas o de otra índole en dicho Estado. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas que
consideren apropiadas para difundir la información
mencionada o velar por que sea suministrada por
empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones
apropiados. Según corresponda, cooperarán con los
demás Estados interesados. 
3. La información adecuada será suministrada a los tra-
bajadores migratorios y sus familiares que la soliciten
gratuitamente y, en la medida de lo posible, en un idio-
ma que puedan entender.

ARTÍCULO 34

Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la

Convención tendrá por efecto eximir a los trabajado-
res migratorios y a sus familiares de la obligación de
cumplir las leyes y reglamentaciones de todos los
Estados de tránsito y del Estado de empleo ni de la
obligación de respetar la identidad cultural de los
habitantes de esos Estados.

ARTÍCULO 35

Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la
Convención se interpretará en el sentido de que implica
la regularización de la situación de trabajadores migra-
torios o de familiares suyos no documentados o en
situación irregular o el derecho a que su situación sea
así regularizada, ni menoscabará las medidas encami-
nadas a asegurar las condiciones satisfactorias y equi-
tativas para la migración internacional previstas en la
parte VI de la presente Convención.

PARTE IV: OTROS DERECHOS DE LOS
TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS
FAMILIARES QUE ESTÉN
DOCUMENTADOS O SE ENCUENTREN
EN SITUACIÓN REGULAR

ARTÍCULO 36

Los trabajadores migratorios y sus familiares que estén
documentados o se encuentren en situación regular en
el Estado de empleo gozarán de los derechos enuncia-
dos en la presente Parte de la Convención, además de
los enunciados en la parte III.

ARTÍCULO 37

Antes de su partida, o a más tardar en el momento de
su admisión en el Estado de empleo, los trabajadores
migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser ple-
namente informados por el Estado de origen o por el
Estado de empleo, según corresponda, de todas las
condiciones aplicables a su admisión y, particularmen-
te, de las relativas a su estancia y a las actividades
remuneradas que podrán realizar, así como de los
requisitos que deberán cumplir en el Estado de empleo
y las autoridades a que deberán dirigirse para que se
modifiquen esas condiciones.

ARTÍCULO 38

1. Los Estados de empleo harán todo lo posible por
autorizar a los trabajadores migratorios y sus familiares

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
DE TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMIL IARES



124 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

a ausentarse temporalmente sin que ello afecte a la
autorización que tengan de permanecer o trabajar,
según sea el caso. Al hacerlo, los Estados de empleo
deberán tener presentes las necesidades y obligaciones
especiales de los trabajadores migratorios y sus familia-
res, particularmente en sus Estados de origen. 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a ser informados plenamente de las condiciones
en que estén autorizadas esas ausencias temporales.

ARTÍCULO 39

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares ten-
drán derecho a la libertad de movimiento en el terri-
torio del Estado de empleo y a escoger libremente en
él su residencia. 
2. Los derechos mencionados en el párrafo 1 del pre-
sente artículo no estarán sujetos a ninguna restricción,
salvo las que estén establecidas por ley, sean necesarias
para proteger la seguridad nacional, el orden público, la
salud o la moral públicas o los derechos y las libertades
de los demás y sean congruentes con los demás dere-
chos reconocidos en la presente Convención.

ARTÍCULO 40

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares ten-
drán el derecho a establecer asociaciones y sindica-
tos en el Estado de empleo para el fomento y la pro-
tección de sus intereses económicos, sociales, cultu-
rales y de otra índole. 
2. No podrán imponerse restricciones al ejercicio de
ese derecho, salvo las que prescriba la ley y resulten
necesarias en una sociedad democrática en interés de
la seguridad nacional o el orden público o para proteger
los derechos y libertades de los demás.

ARTÍCULO 41

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán
derecho a participar en los asuntos públicos de su Estado
de origen y a votar y ser elegidos en elecciones celebra-
das en ese Estado, de conformidad con su legislación. 
2. Los Estados de que se trate facilitarán, según corres-
ponda y de conformidad con su legislación, el ejercicio
de esos derechos.

ARTÍCULO 42

1. Los Estados Partes considerarán la posibilidad de
establecer procedimientos o instituciones que permitan

tener en cuenta, tanto en los Estados de origen como en
los Estados de empleo, las necesidades, aspiraciones u
obligaciones especiales de los trabajadores migratorios
y sus familiares y considerarán también, según proce-
da, la posibilidad de que los trabajadores migratorios y
sus familiares tengan en esas instituciones sus propios
representantes libremente elegidos. 
2. Los Estados de empleo facilitarán, de conformidad
con su legislación nacional, la consulta o la participa-
ción de los trabajadores migratorios y sus familiares en
las decisiones relativas a la vida y la administración de
las comunidades locales. 
3. Los trabajadores migratorios podrán disfrutar de
derechos políticos en el Estado de empleo si ese
Estado, en el ejercicio de su soberanía, les concede
tales derechos.

ARTÍCULO 43

1. Los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de
trato respecto de los nacionales del Estado de empleo
en relación con: 
a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza,
con sujeción a los requisitos de admisión y otras
reglamentaciones de las instituciones y servicios de
que se trate; 
b) El acceso a servicios de orientación profesional y
colocación; 
c) El acceso a servicios e instituciones de formación
profesional y readiestramiento; 
d) El acceso a la vivienda, con inclusión de los planes
sociales de vivienda, y la protección contra la explota-
ción en materia de alquileres; 
e) El acceso a los servicios sociales y de salud, siempre
que se hayan satisfecho los requisitos establecidos para
la participación en los planes correspondientes; 
f) El acceso a las cooperativas y empresas en régimen
de autogestión, sin que ello implique un cambio de su
condición de trabajadores migratorios y con sujeción a
las normas y los reglamentos por que se rijan los órga-
nos interesados; 
g) El acceso a la vida cultural y la participación en ella. 
2. Los Estados Partes promoverán condiciones que
garanticen una efectiva igualdad de trato, a fin de que
los trabajadores migratorios puedan gozar de los dere-
chos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo,
siempre que las condiciones establecidas para su
estancia, con arreglo a la autorización del Estado de
empleo, satisfagan los requisitos correspondientes. 
3. Los Estados de empleo no impedirán que un emple-
ador de trabajadores migratorios instale viviendas o ser-
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vicios sociales o culturales para ellos. Con sujeción a lo
dispuesto en el artículo 70 de la presente Convención,
el Estado de empleo podrá subordinar la instalación de
esos servicios a los requisitos generalmente exigidos en
ese Estado en relación con su instalación.

ARTÍCULO 44

1. Los Estados Partes, reconociendo que la familia es
el grupo básico natural y fundamental de la sociedad
y tiene derecho a protección por parte de la sociedad
y del Estado, adoptarán las medidas apropiadas para
asegurar la protección de la unidad de la familia del
trabajador migratorio. 
2. Los Estados Partes tomarán las medidas que estimen
apropiadas y entren en la esfera de su competencia
para facilitar la reunión de los trabajadores migratorios
con sus cónyuges o con aquellas personas que man-
tengan con el trabajador migratorio una relación que, de
conformidad con el derecho aplicable, produzca efec-
tos equivalentes al matrimonio, al igual que con sus
hijos solteros menores de edad que estén a su cargo. 
3. Los Estados de empleo, por razones humanitarias,
considerarán favorablemente conceder un trato igual al
previsto en el párrafo 2 del presente artículo a otros
familiares de los trabajadores migratorios.

ARTÍCULO 45

1. Los familiares de los trabajadores migratorios goza-
rán, en el Estado de empleo, de igualdad de trato res-
pecto de los nacionales de ese Estado en relación con: 
a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza,
con sujeción a los requisitos de ingreso y a otras normas
de las instituciones y los servicios de que se trate; 
b) El acceso a instituciones y servicios de orientación y
capacitación vocacional, a condición de que se cum-
plan los requisitos para la participación en ellos; 
c) El acceso a servicios sociales y de salud, a condición
de que se cumplan los requisitos para la participación
en los planes correspondientes; 
d) El acceso a la vida cultural y la participación en ella. 
2. Los Estados de empleo, en colaboración con los
Estados de origen cuando proceda, aplicarán una
política encaminada a facilitar la integración de los
hijos de los trabajadores migratorios en el sistema
escolar local, particularmente en lo tocante a la ense-
ñanza del idioma local. 
3. Los Estados de empleo procurarán facilitar a los hijos
de los trabajadores migratorios la enseñanza de su len-
gua y cultura maternas y, cuando proceda, los Estados

de origen colaborarán a esos efectos. 
4. Los Estados de empleo podrán establecer planes
especiales de enseñanza en la lengua materna de los
hijos de los trabajadores migratorios, en colaboración
con los Estados de origen si ello fuese necesario.

ARTÍCULO 46

Los trabajadores migratorios y sus familiares estarán
exentos, con sujeción a la legislación aplicable de los
Estados de que se trate y a los acuerdos internaciona-
les pertinentes y las obligaciones de dichos Estados
dimanantes de su participación en uniones aduaneras,
del pago de derechos e impuestos en concepto de
importación y exportación por sus efectos personales y
enseres domésticos, así como por el equipo necesario
para el desempeño de la actividad remunerada para la
que hubieran sido admitidos en el Estado de empleo: 
a) En el momento de salir del Estado de origen o del
Estado de residencia habitual; 
b) En el momento de su admisión inicial en el Estado de
empleo; 
c) En el momento de su salida definitiva del Estado de
empleo; 
d) En el momento de su regreso definitivo al Estado de
origen o al Estado de residencia habitual.

ARTÍCULO 47

1. Los trabajadores migratorios tendrán derecho a
transferir sus ingresos y ahorros, en particular los fon-
dos necesarios para el sustento de sus familiares, del
Estado de empleo a su Estado de origen o a cualquier
otro Estado. Esas transferencias se harán con arreglo a
los procedimientos establecidos en la legislación aplica-
ble del Estado interesado y de conformidad con los
acuerdos internacionales aplicables. 
2. Los Estados interesados adoptarán las medidas apro-
piadas para facilitar dichas transferencias.

ARTÍCULO 48

1. Sin perjuicio de los acuerdos aplicables sobre doble tri-
butación, los trabajadores migratorios y sus familiares, en
lo que respecta a los ingresos en el Estado de empleo: 
a) No deberán pagar impuestos, derechos ni graváme-
nes de ningún tipo que sean más elevados o gravosos
que los que deban pagar los nacionales en circunstan-
cias análogas; 
b) Tendrán derecho a deducciones o exenciones de
impuestos de todo tipo y a las desgravaciones tributarias
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aplicables a los nacionales en circunstancias análo-
gas, incluidas las desgravaciones tributarias por fami-
liares a su cargo. 
2. Los Estados Partes procurarán adoptar las medidas
apropiadas para evitar que los ingresos y ahorros de los
trabajadores migratorios y sus familiares sean objeto de
doble tributación.

ARTÍCULO 49

1. En los casos en que la legislación nacional exija auto-
rizaciones separadas de residencia y de empleo, los
Estados de empleo otorgarán a los trabajadores migra-
torios una autorización de residencia por lo menos por
el mismo período de duración de su permiso para
desempeñar una actividad remunerada. 
2. En los Estados de empleo en que los trabajadores
migratorios tengan la libertad de elegir una actividad
remunerada, no se considerará que los trabajadores
migratorios se encuentran en situación irregular, ni se
les retirará su autorización de residencia, por el solo
hecho del cese de su actividad remunerada con ante-
rioridad al vencimiento de su permiso de trabajo o auto-
rización análoga. 
3. A fin de permitir que los trabajadores migratorios
mencionados en el párrafo 2 del presente artículo ten-
gan tiempo suficiente para encontrar otra actividad
remunerada, no se les retirará su autorización de resi-
dencia, por lo menos por un período correspondiente a
aquel en que tuvieran derecho a prestaciones de
desempleo.

ARTÍCULO 50

1. En caso de fallecimiento de un trabajador migratorio
o de disolución del matrimonio, el Estado de empleo
considerará favorablemente conceder autorización para
permanecer en él a los familiares de ese trabajador
migratorio que residan en ese Estado en consideración
de la unidad de la familia; el Estado de empleo tendrá
en cuenta el período de tiempo que esos familiares
hayan residido en él. 
2. Se dará a los familiares a quienes no se conceda esa
autorización tiempo razonable para arreglar sus asuntos
en el Estado de empleo antes de salir de él. 
3. No podrá interpretarse que las disposiciones de
los párrafos 1 y 2 de este artículo afectan adversa-
mente al derecho a permanecer y trabajar concedido
a esos familiares por la legislación del Estado de
empleo o por tratados bilaterales y multilaterales apli-
cables a ese Estado.

ARTÍCULO 51

No se considerará que se encuentren en situación irre-
gular los trabajadores migratorios que en el Estado de
empleo no estén autorizados a elegir libremente su acti-
vidad remunerada, ni tampoco se les retirará su autori-
zación de residencia por el solo hecho de que haya
cesado su actividad remunerada con anterioridad al
vencimiento de su permiso de trabajo, excepto en los
casos en que la autorización de residencia dependa
expresamente de la actividad remunerada específica
para la cual hayan sido aceptados. Dichos trabajadores
migratorios tendrán derecho a buscar otros empleos,
participar en programas de obras públicas y readies-
trarse durante el período restante de su permiso de tra-
bajo, con sujeción a las condiciones y limitaciones que
se establezcan en dicho permiso. 

ARTÍCULO 52

1. Los trabajadores migratorios tendrán en el Estado de
empleo libertad de elegir su actividad remunerada, con
sujeción a las restricciones o condiciones siguientes. 
2. Respecto de cualquier trabajador migratorio, el
Estado de empleo podrá: 
a) Restringir el acceso a categorías limitadas de empleo,
funciones, servicios o actividades, cuando ello sea
necesario en beneficio del Estado y esté previsto por la
legislación nacional; 
b) Restringir la libre elección de una actividad remune-
rada de conformidad con su legislación relativa a las
condiciones de reconocimiento de calificaciones profe-
sionales adquiridas fuera del territorio del Estado de
empleo. Sin embargo, los Estados Partes interesados
tratarán de reconocer esas calificaciones. 
3. En el caso de los trabajadores migratorios cuyo per-
miso de trabajo sea de tiempo limitado, el Estado de
empleo también podrá: 
a) Subordinar el derecho de libre elección de una
actividad remunerada a la condición de que el traba-
jador migratorio haya residido legalmente en el terri-
torio del Estado de empleo para los fines de ejercer
una actividad remunerada por un período de tiempo
determinado en la legislación nacional de dicho
Estado que no sea superior a dos años; 
b) Limitar el acceso del trabajador migratorio a una acti-
vidad remunerada en aplicación de una política de otor-
gar prioridad a sus nacionales o a las personas que
estén asimiladas a sus nacionales para esos fines en vir-
tud de la legislación vigente o de acuerdos bilaterales o
multilaterales. Las limitaciones de este tipo no se apli-
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carán a un trabajador migratorio que haya residido
legalmente en el territorio del Estado de empleo para los
fines de ejercer una actividad remunerada por un perí-
odo determinado en la legislación nacional de dicho
Estado que no sea superior a cinco años. 
4. El Estado de empleo fijará las condiciones en virtud
de las cuales un trabajador migratorio que haya sido
admitido para ejercer un empleo podrá ser autorizado
a realizar trabajos por cuenta propia. Se tendrá en
cuenta el período durante el cual el trabajador haya
residido legalmente en el Estado de empleo.

ARTÍCULO 53

1. Los familiares de un trabajador migratorio cuya
autorización de residencia o admisión no tenga límite
de tiempo o se renueve automáticamente podrán ele-
gir libremente una actividad remunerada en las mis-
mas condiciones aplicables a dicho trabajador migra-
torio de conformidad con el artículo 52 de la presen-
te Convención. 
2. En cuanto a los familiares de un trabajador migrato-
rio a quienes no se les permita elegir libremente su acti-
vidad remunerada, los Estados Partes considerarán
favorablemente darles prioridad, a efectos de obtener
permiso para ejercer una actividad remunerada, res-
pecto de otros trabajadores que traten de lograr admi-
sión en el Estado de empleo, con sujeción a los acuer-
dos bilaterales y multilaterales aplicables.

ARTÍCULO 54

1. Sin perjuicio de las condiciones de su autorización de
residencia o de su permiso de trabajo ni de los derechos
previstos en los artículos 25 y 27 de la presente
Convención, los trabajadores migratorios gozarán de
igualdad de trato respecto de los nacionales del Estado
de empleo en relación con: 
a) La protección contra los despidos; 
b) Las prestaciones de desempleo; 
c) El acceso a los programas de obras públicas desti-
nados a combatir el desempleo; 
d) El acceso a otro empleo en caso de quedar sin tra-
bajo o darse término a otra actividad remunerada, con
sujeción a lo dispuesto en el artículo 52 de la presente
Convención. 
2. Si un trabajador migratorio alega que su empleador
ha violado las condiciones de su contrato de trabajo,
tendrá derecho a recurrir ante las autoridades compe-
tentes del Estado de empleo, según lo dispuesto en el
párrafo 1 del artículo 18 de la presente Convención.

ARTÍCULO 55

Los trabajadores migratorios que hayan obtenido per-
miso para ejercer una actividad remunerada, con suje-
ción a las condiciones adscritas a dicho permiso, ten-
drán derecho a igualdad de trato respecto de los nacio-
nales del Estado de empleo en el ejercicio de esa acti-
vidad remunerada.

ARTÍCULO 56

1. Los trabajadores migratorios y sus familiares a los
que se refiere la presente parte de la Convención no
podrán ser expulsados de un Estado de empleo salvo
por razones definidas en la legislación nacional de
ese Estado y con sujeción a las salvaguardias esta-
blecidas en la parte III. 
2. No se podrá recurrir a la expulsión como medio de
privar a un trabajador migratorio o a un familiar suyo
de los derechos emanados de la autorización de resi-
dencia y el permiso de trabajo. 
3. Al considerar si se va a expulsar a un trabajador
migratorio o a un familiar suyo, deben tenerse en
cuenta consideraciones de carácter humanitario y
también el tiempo que la persona de que se trate lleve
residiendo en el Estado de empleo.

PARTE V: DISPOSICIONES APLICABLES 
A CATEGORÍAS PARTICULARES DE
TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS
FAMILIARES

ARTÍCULO 57

Los trabajadores migratorios y sus familiares incluidos
en las categorías particulares enumeradas en la pre-
sente Parte de la Convención que estén documentados
o en situación regular gozarán de los derechos estable-
cidos en la parte III, y, con sujeción a las modificaciones
que se especifican a continuación, de los derechos
establecidos en la parte IV.

ARTÍCULO 58

1. Los trabajadores fronterizos, definidos en el inciso a)
del párrafo 2 del artículo 2 de la presente Convención,
gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV que
puedan corresponderles en virtud de su presencia y su
trabajo en el territorio del Estado de empleo, teniendo
en cuenta que no han establecido su residencia habi-
tual en dicho Estado. 
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2. Los Estados de empleo considerarán favorable-
mente la posibilidad de otorgar a los trabajadores
fronterizos el derecho a elegir libremente una activi-
dad remunerada luego de un período determinado. El
otorgamiento de ese derecho no afectará a su condi-
ción de trabajadores fronterizos.

ARTÍCULO 59

1. Los trabajadores de temporada, definidos en el inci-
so b) del párrafo 2 del artículo 2 de la presente
Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la
parte IV que puedan corresponderles en virtud de su
presencia y su trabajo en el territorio del Estado de
empleo y que sean compatibles con su condición de
trabajadores de temporada en ese Estado, teniendo en
cuenta el hecho de que se encuentran en ese Estado
sólo una parte del año. 
2. El Estado de empleo, con sujeción al párrafo 1 de
este artículo, examinará la conveniencia de conceder a
los trabajadores de temporada que hayan estado
empleados en su territorio durante un período de tiem-
po considerable la posibilidad de realizar otras activida-
des remuneradas, otorgándoles prioridad respecto de
otros trabajadores que traten de lograr admisión en ese
Estado, con sujeción a los acuerdos bilaterales y multi-
laterales aplicables.

ARTÍCULO 60

Los trabajadores itinerantes, definidos en el inciso e) del
párrafo 2 del artículo 2 de la presente Convención,
gozarán de todos los derechos reconocidos en la parte
IV que puedan corresponderles en virtud de su presen-
cia y su trabajo en el territorio del Estado de empleo y
que sean compatibles con su condición de trabajadores
itinerantes en ese Estado.

ARTÍCULO 61

1. Los trabajadores vinculados a un proyecto, definidos
en el inciso f) del párrafo 2 del artículo 2 de la presente
Convención, y sus familiares gozarán de los derechos
reconocidos en la parte IV, salvo los establecidos en los
incisos b) y c) del párrafo 1 del artículo 43, en el inciso
d) del párrafo 1 del artículo 43 en lo referente a los pla-
nes sociales de vivienda, en el inciso b) del párrafo 1 del
artículo 45 y en los artículos 52 a 55. 
2. Si un trabajador vinculado a un proyecto alega que
su empleador ha violado las condiciones de su contra-
to de trabajo, tendrá derecho a recurrir ante las autori-

dades competentes del Estado que tenga jurisdicción
sobre el empleador, según lo dispuesto en el párrafo 1
del artículo 18 de la presente Convención. 
3. Con sujeción a los acuerdos bilaterales o multilatera-
les que se les apliquen, los Estados Partes procurarán
conseguir que los trabajadores vinculados a un proyec-
to estén debidamente protegidos por los sistemas de
seguridad social de sus Estados de origen o de residen-
cia habitual durante el tiempo que estén vinculados al
proyecto. Los Estados Partes interesados tomarán
medidas apropiadas a fin de evitar toda denegación de
derechos o duplicación de pagos a este respecto. 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47 de la
presente Convención y en los acuerdos bilaterales o
multilaterales pertinentes, los Estados Partes interesa-
dos permitirán que los ingresos de los trabajadores vin-
culados a un proyecto se abonen en su Estado de ori-
gen o de residencia habitual.

ARTÍCULO 62

1. Los trabajadores con empleo concreto, definidos
en el inciso g) del párrafo 2 del artículo 2 de la pre-
sente Convención, gozarán de los derechos reconoci-
dos en la parte IV, con excepción de lo dispuesto en
los incisos b) y c) del párrafo 1 del artículo 43, en el
inciso d) del párrafo 1 del artículo 43 en lo referente
a los planes sociales de vivienda, en el artículo 52 y
en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 54. 
2. Los familiares de los trabajadores con empleo con-
creto gozarán de los derechos que se les reconocen a
los familiares de los trabajadores migratorios en la parte
IV de la presente Convención, con excepción de lo dis-
puesto en el artículo 53.

ARTÍCULO 63

1. Los trabajadores por cuenta propia, definidos en el
inciso h) del párrafo 2 del artículo 2 de la presente
Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la
parte IV, salvo los que sean aplicables exclusivamente a
los trabajadores que tienen contrato de trabajo. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 52 y 79
de la presente Convención, la terminación de la activi-
dad económica de los trabajadores por cuenta propia
no acarreará de suyo el retiro de la autorización para
que ellos o sus familiares permanezcan en el Estado de
empleo o se dediquen en él a una actividad remunera-
da, salvo cuando la autorización de residencia dependa
expresamente de la actividad remunerada concreta
para la cual fueron admitidos.
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PARTE VI: PROMOCIÓN DE
CONDICIONES SATISFACTORIAS,
EQUITATIVAS, DIGNAS Y LÍCITAS EN
RELACIÓN CON LA MIGRACIÓN
INTERNACIONAL DE LOS
TRABAJADORES Y SUS FAMILIARES

ARTÍCULO 64

1. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 79 de la
presente Convención, los Estados Partes interesados se
consultarán y colaborarán entre sí, según sea apropia-
do, con miras a promover condiciones satisfactorias,
equitativas y dignas en relación con la migración inter-
nacional de trabajadores y sus familiares. 
2. A ese respecto, se tendrán debidamente en cuenta
no sólo las necesidades y recursos de mano de obra,
sino también las necesidades sociales, económicas,
culturales y de otro tipo de los trabajadores migratorios
y sus familiares, así como las consecuencias de tal
migración para las comunidades de que se trate.

ARTÍCULO 65

1. Los Estados Partes mantendrán servicios apropia-
dos para atender las cuestiones relacionadas con la
migración internacional de trabajadores y sus familia-
res. Sus funciones serán, entre otras: 
a) La formulación y la ejecución de políticas relativas a
esa clase de migración; 
b) El intercambio de información, las consultas y la coope-
ración con las autoridades competentes de otros Estados
Partes interesados en esa clase de migración;
c) El suministro de información apropiada, en particular
a empleadores, trabajadores y sus organizaciones, acer-
ca de las políticas, leyes y reglamentos relativos a la
migración y el empleo, los acuerdos sobre migración con-
certados con otros Estados y otros temas pertinentes; 
d) El suministro de información y asistencia apropiada a
los trabajadores migratorios y sus familiares en lo relativo
a las autorizaciones y formalidades y arreglos requeridos
para la partida, el viaje, la llegada, la estancia, las activi-
dades remuneradas, la salida y el regreso, así como en lo
relativo a las condiciones de trabajo y de vida en el Estado
de empleo, las normas aduaneras, monetarias y tributa-
rias y otras leyes y reglamentos pertinentes. 
2. Los Estados Partes facilitarán, según corresponda, la
provisión de servicios consulares adecuados y otros ser-
vicios que sean necesarios para atender a las necesida-
des sociales, culturales y de otra índole de los trabaja-
dores migratorios y sus familiares.

ARTÍCULO 66

1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 de este
artículo, el derecho a realizar operaciones para la con-
tratación de trabajadores en otro Estado sólo corres-
ponderá a: 
a) Los servicios u organismos públicos del Estado en el
que tengan lugar esas operaciones; 
b) Los servicios u organismos públicos del Estado de
empleo sobre la base de un acuerdo entre los Estados
interesados; 
c) Un organismo establecido en virtud de un acuerdo
bilateral o multilateral. 
2. Con sujeción a la autorización, la aprobación y la
supervisión de las autoridades públicas de los Estados
Partes interesados que se establezcan con arreglo a las
legislaciones y prácticas de esos Estados, podrá permi-
tirse también que organismos, futuros empleadores o
personas que actúen en su nombre realicen las opera-
ciones mencionadas.

ARTÍCULO 67

1. Los Estados Partes interesados cooperarán de la
manera que resulte apropiada en la adopción de medi-
das relativas al regreso ordenado de los trabajadores
migratorios y sus familiares al Estado de origen cuando
decidan regresar, cuando expire su permiso de resi-
dencia o empleo, o cuando se encuentren en situación
irregular en el Estado de empleo. 
2. Por lo que respecta a los trabajadores migratorios y
sus familiares que se encuentren en situación regular,
los Estados Partes interesados cooperarán de la mane-
ra que resulte apropiada, en las condiciones conveni-
das por esos Estados, con miras a fomentar condiciones
económicas adecuadas para su reasentamiento y para
facilitar su reintegración social y cultural duradera en el
Estado de origen.

ARTÍCULO 68

1. Los Estados Partes, incluidos los Estados de tránsito,
colaborarán con miras a impedir y eliminar los movi-
mientos y el empleo ilegales o clandestinos de los tra-
bajadores migratorios en situación irregular. Entre las
medidas que se adopten con ese objeto dentro de la
jurisdicción de cada Estado interesado, se contarán: 
a) Medidas adecuadas contra la difusión de informa-
ción engañosa en lo concerniente a la emigración y la
inmigración; 
b) Medidas para detectar y eliminar los movimientos ile-
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gales o clandestinos de trabajadores migratorios y sus
familiares y para imponer sanciones efectivas a las per-
sonas, grupos o entidades que organicen o dirijan esos
movimientos o presten asistencia a tal efecto; 
c) Medidas para imponer sanciones efectivas a las per-
sonas, grupos o entidades que hagan uso de la violen-
cia o de amenazas o intimidación contra los trabajado-
res migratorios o sus familiares en situación irregular. 
2. Los Estados de empleo adoptarán todas las medi-
das necesarias y efectivas para eliminar la contrata-
ción en su territorio de trabajadores migratorios en
situación irregular, incluso, si procede, mediante la
imposición de sanciones a los empleadores de esos
trabajadores. Esas medidas no menoscabarán los
derechos de los trabajadores migratorios frente a sus
empleadores en relación con su empleo.

ARTÍCULO 69

1. Los Estados Partes en cuyo territorio haya trabajado-
res migratorios y familiares suyos en situación irregular
tomarán medidas apropiadas para asegurar que esa
situación no persista. 
2. Cuando los Estados Partes interesados consideren la
posibilidad de regularizar la situación de dichas perso-
nas de conformidad con la legislación nacional y los
acuerdos bilaterales o multilaterales aplicables, se ten-
drán debidamente en cuenta las circunstancias de su
entrada, la duración de su estancia en los Estados de
empleo y otras consideraciones pertinentes, en particu-
lar las relacionadas con su situación familiar.

ARTÍCULO 70

Los Estados Partes deberán tomar medidas no menos
favorables que las aplicadas a sus nacionales para
garantizar que las condiciones de trabajo y de vida de
los trabajadores migratorios y sus familiares en situación
regular estén en consonancia con las normas de ido-
neidad, seguridad y salud, así como con los principios
de la dignidad humana.

ARTÍCULO 71

1. Los Estados Partes facilitarán, siempre que sea
necesario, la repatriación al Estado de origen de los
restos mortales de los trabajadores migratorios o de
sus familiares.
2. En lo tocante a las cuestiones relativas a la indemni-
zación por causa de fallecimiento de un trabajador
migratorio o de uno de sus familiares, los Estados

Partes, según proceda, prestarán asistencia a las per-
sonas interesadas con miras a lograr el pronto arreglo
de dichas cuestiones. El arreglo de dichas cuestiones se
realizará sobre la base del derecho nacional aplicable
de conformidad con las disposiciones de la presente
Convención y de los acuerdos bilaterales o multilatera-
les pertinentes.

PARTE VII: APLICACIÓN DE LA
CONVENCIÓN

ARTÍCULO 72

1. a) Con el fin de observar la aplicación de la presente
Convención se establecerá un Comité de protección de
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de
sus familiares (denominado en adelante “el Comité”); 
b) El Comité estará compuesto, en el momento en
que entre en vigor la presente Convención, de diez
expertos y después de la entrada en vigor de la
Convención para el cuadragésimo primer Estado
Parte, de catorce expertos de gran integridad moral,
imparciales y de reconocida competencia en el sector
abarcado por la Convención. 
2. a) Los miembros del Comité serán elegidos en vota-
ción secreta por los Estados Partes de una lista de
personas designadas por los Estados Partes. Se pres-
tará la debida consideración a la distribución geográ-
fica equitativa, incluyendo tanto Estados de origen
como Estados de empleo, y a la representación de los
principales sistemas jurídicos. Cada Estado Parte
podrá proponer la candidatura de una persona elegi-
da entre sus propios nacionales;
b) Los miembros serán elegidos y ejercerán sus funcio-
nes a titulo personal. 
3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis
meses después de la fecha de entrada en vigor de la
presente Convención, y las elecciones subsiguientes se
celebrarán cada dos años. Al menos cuatro meses
antes de la fecha de cada elección, el Secretario
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a
todos los Estados Partes para invitarlos a que presenten
sus candidaturas en un plazo de dos meses. El
Secretario General preparará una lista por orden alfabé-
tico de todos los candidatos, en la que indicará los
Estados Partes que los han designado, y la transmitirá a
los Estados Partes a más tardar un mes antes de la fle-
cha de la correspondiente elección, junto con las notas
biográficas de los candidatos. 
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una
reunión de los Estados Partes que será convocada
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por el Secretario General y se celebrará en la Sede de
las Naciones Unidas. En la reunión, para la cual
constituirán quórum dos tercios de los Estados
Partes, se considerarán elegidos para el Comité los
candidatos que obtengan el mayor número de votos y
la mayoría absoluta de los votos de los Estados Partes
presentes y votantes. 
5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cua-
tro años. No obstante, el mandato de cinco de los
miembros elegidos en la primera elección expirará al
cabo de dos años; inmediatamente después de la pri-
mera elección, el Presidente de la reunión de los
Estados Partes designará por sorteo los nombres de
esos cinco miembros; 
b) La elección de los cuatro miembros adicionales del
Comité se realizará, de conformidad con las disposicio-
nes de los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, inme-
diatamente después de la entrada en vigor de la
Convención para el cuadragésimo primer Estado Parte.
El mandato de dos de los miembros adicionales elegi-
dos en esa ocasión expirará al cabo de dos años; el
Presidente de la reunión de los Estados Partes designa-
rá por sorteo el nombre de esos miembros; 
c) Los miembros del Comité podrán ser reelegidos si su
candidatura vuelve a presentarse. 
6. Si un miembro del Comité fallece o renuncia o decla-
ra que por algún otro motivo no puede continuar
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado
Parte que presentó la candidatura de ese experto nom-
brará a otro experto de entre sus propios nacionales
para que cumpla la parte restante del mandato. El
nuevo nombramiento quedará sujeto a la aprobación
del Comité. 
7. El Secretario General de las Naciones Unidas pro-
porcionará el personal y los servicios necesarios para el
desempeño eficaz de las funciones del Comité. 
8. Los miembros del Comité percibirán emolumentos
con cargo a los recursos de las Naciones Unidas en los
términos y condiciones que decida la Asamblea
General. 
9. Los miembros del Comité tendrán derecho a las faci-
lidades, prerrogativas e inmunidades de los expertos en
misión de las Naciones Unidas que se estipulan en las
secciones pertinentes de la Convención sobre
Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 73

1. Los Estados Partes presentarán al Secretario General
de las Naciones Unidas, para su examen por el Comité,
un informe sobre las medidas legislativas, judiciales,

administrativas y de otra índole que hayan adoptado
para dar efecto a las disposiciones de la presente
Convención: 
a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor
de la Convención para el Estado Parte de que se trate; 
b) En lo sucesivo, cada cinco años y cada vez que el
Comité lo solicite. 
2. En los informes presentados con arreglo al presente
artículo se indicarán también los factores y las dificulta-
des, según el caso, que afecten a la aplicación de la
Convención y se proporcionará información acerca de
las características de las corrientes de migración que se
produzcan en el Estado Parte de que se trate. 
3. El Comité establecerá las demás directrices que
corresponda aplicar respecto del contenido de los
informes. 
4. Los Estados Partes darán una amplia difusión públi-
ca a sus informes en sus propios países.

ARTÍCULO 74

1. El Comité examinará los informes que presente cada
Estado Parte y transmitirá las observaciones que consi-
dere apropiadas al Estado Parte interesado. Ese Estado
Parte podrá presentar al Comité sus comentarios sobre
cualquier observación hecha por el Comité con arreglo
al presente artículo. Al examinar esos informes, el
Comité podrá solicitar a los Estados Partes que presen-
ten información complementaria. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas, con la
debida antelación a la apertura de cada período ordinario
de sesiones del Comité, transmitirá al Director General de
la Oficina Internacional del Trabajo copias de los informes
presentados por los Estados Partes interesados y la infor-
mación pertinente para el examen de esos informes, a fin
de que la Oficina pueda proporcionar al Comité los cono-
cimientos especializados de que disponga respecto de
las cuestiones tratadas en la presente Convención que
caigan dentro del ámbito de competencia de la
Organización Internacional del Trabajo. El Comité exami-
nará en sus deliberaciones los comentarios y materiales
que la Oficina pueda proporcionarle. 
3. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá
también, tras celebrar consultas con el Comité, trans-
mitir a otros organismos especializados, así como a las
organizaciones intergubernamentales, copias de las
partes de esos informes que sean de su competencia. 
4. El Comité podrá invitar a los organismos especializa-
dos y órganos de las Naciones Unidas, así como a las
organizaciones intergubernamentales y demás órganos
interesados, a que presenten, para su examen por el
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Comité, información escrita respecto de las cuestiones
tratadas en la presente Convención que caigan dentro
del ámbito de sus actividades. 
5. El Comité invitará a la Oficina Internacional del
Trabajo a nombrar representantes para que participen,
con carácter consultivo, en sus sesiones. 
6. El Comité podrá invitar a representantes de otros
organismos especializados y órganos de las Naciones
Unidas, así como de organizaciones intergubernamen-
tales, a estar presentes y ser escuchados en las sesio-
nes cuando se examinen cuestiones que caigan dentro
del ámbito de su competencia. 
7. El Comité presentará un informe anual a la Asamblea
General de las Naciones Unidas sobre la aplicación de
la presente Convención, en el que expondrá sus propias
opiniones y recomendaciones, basadas, en particular,
en el examen de los informes de los Estados Partes y en
las observaciones que éstos presenten. 
8. El Secretario General de las Naciones Unidas trans-
mitirá los informes anuales del Comité a los Estados
Partes en la presente Convención, al Consejo
Económico y Social, a la Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas, al Director General
de la Oficina Internacional del Trabajo y a otras organi-
zaciones pertinentes.

ARTÍCULO 75

1. El Comité aprobará su propio reglamento. 
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
3. El Comité se reunirá ordinariamente todos los años. 
4. Las reuniones del Comité se celebrarán ordinaria-
mente en la Sede de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO 76

1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá
declarar en cualquier momento, con arreglo a este artícu-
lo, que reconoce la competencia del Comité para recibir y
examinar las comunicaciones en las que un Estado Parte
alegue que otro Estado Parte no cumple sus obligaciones
dimanadas de la presente Convención. Las comunicacio-
nes presentadas conforme a este artículo sólo se podrán
recibir y examinar si las presenta un Estado Parte que
haya hecho una declaración por la cual reconoce con res-
pecto a sí mismo la competencia del Comité. El Comité no
recibirá ninguna comunicación que se refiera a un Estado
Parte que no haya hecho esa declaración. Las comunica-
ciones que se reciban conforme a este artículo quedarán
sujetas al siguiente procedimiento: 
a) Si un Estado Parte en la presente Convención consi-

dera que otro Estado Parte no está cumpliendo sus obli-
gaciones dimanadas de la presente Convención, podrá,
mediante comunicación por escrito, señalar el asunto a
la atención de ese Estado Parte. El Estado Parte podrá
también informar al Comité del asunto. En un plazo de
tres meses contado desde la recepción de la comuni-
cación, el Estado receptor ofrecerá al Estado que envió
la comunicación una explicación u otra exposición por
escrito en la que aclare el asunto y que, en la medida
de lo posible y pertinente, haga referencia a los proce-
dimientos y recursos internos hechos valer, pendientes
o existentes sobre la materia; 
b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambos
Estados Partes interesados dentro de seis meses de reci-
bida la comunicación inicial por el Estado receptor, cual-
quiera de ellos podrá referir el asunto al Comité, median-
te notificación cursada al Comité y al otro Estado; 
c) El Comité examinará el asunto que se le haya referido
sólo después de haberse cerciorado de que se han
hecho valer y se han agotado todos los recursos internos
sobre la materia, de conformidad con los principios de
derecho internacional generalmente reconocidos. No se
aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la trami-
tación de esos recursos se prolongue injustificadamente; 
d) Con sujeción a lo dispuesto en el inciso c) del pre-
sente párrafo, el Comité pondrá sus buenos oficios a
disposición de los Estados Partes interesados con miras
a llegar a una solución amigable de la cuestión sobre la
base del respeto a las obligaciones establecidas en la
presente Convención; 
e) El Comité celebrará sesiones privadas cuando exa-
mine comunicaciones con arreglo al presente artículo; 
f) En todo asunto que se le refiera de conformidad
con el inciso b) del presente párrafo, el Comité podrá
pedir a los Estados Partes interesados, que se men-
cionan en el inciso b), que faciliten cualquier otra
información pertinente; 
g) Ambos Estados Partes interesados, conforme a lo
mencionado en el inciso b) del presente párrafo, ten-
drán derecho a estar representados cuando el asunto
sea examinado por el Comité y a hacer declaraciones
oralmente o por escrito; 
h) El Comité, en un plazo de doce meses a partir de la
fecha de recepción de la notificación con arreglo al inci-
so b) del presente párrafo, presentará un informe, como
se indica a continuación: 
i) Si se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto
en el inciso d) del presente párrafo, el Comité limitará su
informe a una breve exposición de los hechos y de la
solución a la que se haya llegado; 
ii) Si no se llega a una solución con arreglo a lo dis-
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puesto en el inciso d), el Comité indicará en su informe
los hechos pertinentes relativos al asunto entre los
Estados Partes interesados. Se anexarán al informe las
declaraciones por escrito y una relación de las declara-
ciones orales hechas por los Estados Partes interesa-
dos. El Comité podrá también transmitir únicamente a
los Estados Partes interesados cualesquiera observacio-
nes que considere pertinentes al asunto entre ambos.
En todos los casos el informe se transmitirá a los
Estados Partes interesados. 
2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en
vigor cuando diez Estados Partes en la presente
Convención hayan hecho una declaración con arreglo al
párrafo 1 del presente artículo. Los Estados Partes
depositarán dichas declaraciones en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas, quien remi-
tirá copia de ellas a los demás Estados Partes. Toda
declaración podrá retirarse en cualquier momento
mediante notificación dirigida al Secretario General.
Dicho retiro no será obstáculo para que se examine
cualquier asunto que sea objeto de una comunicación
ya transmitida en virtud del presente artículo; después
de que el Secretario General haya recibido la notifica-
ción de retiro de la declaración, no se recibirán nuevas
comunicaciones de ningún Estado Parte con arreglo al
presente artículo, a menos que el Estado Parte intere-
sado haya hecho una nueva declaración. 

ARTÍCULO 77

1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá
declarar en cualquier momento, con arreglo al presente
artículo, que reconoce la competencia del Comité para
recibir y examinar las comunicaciones enviadas por per-
sonas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que
aleguen que ese Estado Parte ha violado los derechos
individuales que les reconoce la presente Convención. El
Comité no admitirá comunicación alguna relativa a un
Estado Parte que no haya hecho esa declaración.
2. El Comité considerará inadmisible toda comunica-
ción recibida de conformidad con el presente artículo
que sea anónima o que, a su juicio, constituya un abuso
del derecho a presentar dichas comunicaciones o sea
incompatible con las disposiciones de la presente
Convención. 
3. El Comité no examinará comunicación alguna pre-
sentada por una persona de conformidad con el pre-
sente artículo a menos que se haya cerciorado de que: 
a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, exa-
minada en otro procedimiento de investigación o solu-
ción internacional; 

b) La persona ha agotado todos los recursos que exis-
tan en la jurisdicción interna; no se aplicará esta norma
cuando, a juicio del Comité, la tramitación de los recur-
sos se prolongue injustificadamente o no ofrezca posi-
bilidades de dar un amparo eficaz a esa persona. 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del pre-
sente artículo, el Comité señalará las comunicaciones
que se le presenten de conformidad con el presente
artículo a la atención del Estado Parte en la presente
Convención que haya hecho una declaración conforme
al párrafo 1 y respecto del cual se alegue que ha viola-
do una disposición de la Convención. En un plazo de
seis meses, el Estado receptor proporcionará al Comité
una explicación u otra exposición por escrito en la acla-
re el asunto y exponga, en su caso, la medida correcti-
va que haya adoptado. 
5. El Comité examinará las comunicaciones recibidas
de conformidad con el presente artículo a la luz de toda
la información presentada por la persona o en su nom-
bre y por el Estado Parte de que se trate. 
6. El Comité celebrará sesiones privadas cuando exa-
mine las comunicaciones presentadas conforme al pre-
sente artículo. 
7. El Comité comunicará sus opiniones al Estado Parte
de que se trate y a la persona que haya presentado la
comunicación. 
8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en
vigor cuando diez Estados Partes en la presente
Convención hayan hecho las declaraciones a que se
hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Los
Estados Partes depositarán dichas declaraciones en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas,
quien remitirá copia de ellas a los demás Estados Partes.
Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento
mediante notificación dirigida al Secretario General.
Dicho retiro no será obstáculo para que se examine cual-
quier asunto que sea objeto de una comunicación ya
transmitida en virtud del presente artículo; después de
que el Secretario General haya recibido la notificación de
retiro de la declaración no se recibirán nuevas comuni-
caciones presentadas por una persona, o en su nombre,
con arreglo al presente artículo, a menos que el Estado
Parte de que se trate haya hecho una nueva declaración. 

ARTÍCULO 78

Las disposiciones del artículo 76 de la presente
Convención se aplicarán sin perjuicio de cualquier pro-
cedimiento para solucionar las controversias o denun-
cias relativas a la esfera de la presente Convención esta-
blecido en los instrumentos constitucionales de las
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Naciones Unidas y los organismos especializados o en
convenciones aprobadas por ellos, y no privarán a los
Estados Partes de recurrir a otros procedimientos para
resolver una controversia de conformidad con conve-
nios internacionales vigentes entre ellos. 

PARTE VIII: DISPOSICIONES 
GENERALES

ARTÍCULO 79

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará al derecho de cada Estado Parte a establecer los
criterios que rijan la admisión de los trabajadores migra-
torios y de sus familiares. En cuanto a otras cuestiones
relacionadas con su situación legal y el trato que se les
dispense como trabajadores migratorios y familiares de
éstos, los Estados Partes estarán sujetos a las limitacio-
nes establecidas en la presente Convención. 

ARTÍCULO 80

Nada de lo dispuesto en la presente Convención debe-
rá interpretarse de manera que menoscabe las disposi-
ciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las
constituciones de los organismos especializados en que
se definen las responsabilidades respectivas de los
diversos órganos de las Nacionaes Unidas y de los orga-
nismos especializados en relación con los asuntos de
que se ocupa la presente Convención. 

ARTÍCULO 81

1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención
afectará a ningún derecho o libertad más favorable que
se conceda a los trabajadores migratorios y a sus fami-
liares en virtud de: 
a) El derecho o la práctica de un Estado Parte; o 
b) Todo tratado bilateral o multilateral vigente para el
Estado Parte interesado. 
2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención
podrá interpretarse en el sentido de conceder derecho
alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender
actividades o realizar actos que puedan menoscabar
cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en
la presente Convención. 

ARTÍCULO 82

Los derechos de los trabajadores migratorios y de sus
familiares previstos en la presente Convención no

podrán ser objeto de renuncia. No se permitirá ejercer
ninguna forma de presión sobre los trabajadores migra-
torios ni sobre sus familiares para hacerlos renunciar a
cualquiera de los derechos mencionados o privarse de
alguno de ellos. No se podrán revocar mediante contra-
to los derechos reconocidos en la presente Convención.
Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para
asegurar que se respeten esos principios. 

ARTÍCULO 83

Cada uno de los Estados Partes en la presente
Convención se compromete a garantizar que: 
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconoci-
dos en la presente Convención hayan sido violados
pueda obtener una reparación efectiva, aun cuando tal
violación haya sido cometida por personas que actua-
ban en ejercicio de sus funciones oficiales; 
b) La autoridad judicial, administrativa o legislativa com-
petente, o cualquier otra autoridad competente prevista
en el sistema jurídico del Estado, decida sobre la pro-
cedencia de la demanda de toda persona que inter-
ponga tal recurso, y que se amplíen las posibilidades de
obtener reparación por la vía judicial; 
c) Las autoridades competentes cumplan toda decisión
en que el recurso se haya estimado procedente. 

ARTÍCULO 84

Cada uno de los Estados Partes se compromete a adop-
tar las medidas legislativas y de otra índole que sean
necesarias para aplicar las disposiciones de la presente
Convención. 

PARTE IX:
DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 85

El Secretario General de las Naciones Unidas será
depositario de la presente Convención. 

ARTÍCULO 86

1. La presente Convención quedará abierta a la firma de
todos los Estados. Estará sujeta a ratificación. 
2. La presente Convención quedará abierta a la adhe-
sión de todos los Estados. 
3. Los instrumentos de ratificación o de adhesión se
depositarán en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. 
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ARTÍCULO 87

1. La presente Convención entrará en vigor el primer día
del mes siguiente a un plazo de tres meses contado a
partir de la fecha en que haya sido depositado el vigési-
mo instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Respecto de todo Estado que ratifique la Convención
o se adhiera a ella después de su entrada en vigor, la
Convención entrará en vigor el primer día del mes
siguiente a un plazo de tres meses contado a partir de
la fecha en que ese Estado haya depositado su instru-
mento de ratificación o adhesión. 

ARTÍCULO 88

Los Estados que ratifiquen la presente Convención o
se adhieran a ella no podrán excluir la aplicación de
ninguna parte de ella ni tampoco, sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 3, podrán excluir de su apli-
cación a ninguna categoría determinada de trabaja-
dores migratorios. 

ARTÍCULO 89

1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente
Convención, una vez transcurridos cinco años desde la
fecha en que la Convención haya entrado en vigor para
ese Estado, mediante comunicación por escrito dirigida
al Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. La denuncia se hará efectiva el primer día del mes
siguiente a la expiración de un plazo de doce meses
contado a partir de la fecha en que el Secretario General
de las Naciones Unidas haya recibido la comunicación. 
3. La denuncia no tendrá el efecto de liberar al Estado
Parte de las obligaciones contraídas en virtud de la pre-
sente Convención respecto de ningún acto u omisión
que haya ocurrido antes de la fecha en que se hizo
efectiva la denuncia, ni impedirá en modo alguno que
continúe el examen de cualquier asunto que se hubie-
re sometido a la consideración del Comité antes de la
fecha en que se hizo efectiva la denuncia. 
4. A partir de la fecha en que se haga efectiva la denun-
cia de un Estado Parte, el Comité no podrá iniciar el
examen de ningún nuevo asunto relacionado con ese
Estado. 

ARTÍCULO 90

1. Pasados cinco años de la fecha en que la presente
Convención haya entrado en vigor, cualquiera de los
Estados Partes en la misma podrá formular una solici-

tud de enmienda de la Convención mediante comuni-
cación escrita dirigida al Secretario General de las
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará
acto seguido las enmiendas propuestas a los Estados
Partes y les solicitará que le notifiquen si se pronuncian
a favor de la celebración de una conferencia de Estados
Partes para examinar y someter a votación las propues-
tas. En el caso de que, dentro de un plazo de cuatro
meses a partir de la fecha de dicha comunicación, por
lo menos un tercio de los Estados Partes se pronuncie
a favor de la celebración de la conferencia, el Secretario
General convocará la conferencia bajo los auspicios de
las Naciones Unidas. Toda enmienda aprobada por la
mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en
la conferencia se presentará a la Asamblea General de
las Naciones Unidas para su aprobación. 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan
sido aprobadas por la Asamblea General de las
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos
tercios de los Estados Partes en la presente
Convención, de conformidad con sus respectivos pro-
cedimientos constitucionales. 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán
obligatorias para los Estados Partes que las hayan
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes
seguirán obligados por las disposiciones de la pre-
sente Convención y por toda enmienda anterior que
hayan aceptado.

ARTÍCULO 91

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibi-
rá y comunicará a todos los Estados Partes el texto de
las reservas formuladas por los Estados en el momento
de la firma, la ratificación o la adhesión. 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el
objeto y el propósito de la presente Convención. 
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momen-
to por medio de una notificación a tal fin dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas, quien infor-
mará de ello a todos los Estados. Esta notificación surti-
rá efecto en la fecha de su recepción. 

ARTÍCULO 92

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados
Partes con respecto a la interpretación o la aplicación
de la presente Convención y no se solucione mediante
negociaciones se someterá a arbitraje a petición de uno
de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir
de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje
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las Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la
organización del arbitraje, cualquiera de las Partes
podrá someter la controversia a la Corte Internacional
de Justicia mediante una solicitud presentada de con-
formidad con el Estatuto de la Corte. 
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o la
ratificación de la Convención o de su adhesión a ella,
podrá declarar que no se considera obligado por el
párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados
Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún
Estado Parte que haya formulado esa declaración. 
3. Todo Estado Parte que haya formulado la declaración
prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá reti-
rarla en cualquier momento mediante notificación diri-
gida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 93

1. La presente Convención, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
auténticos, se depositará en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.
2. El Secretario General de las Naciones Unidas envia-
rá copias certificadas de la presente Convención a todos
los Estados. 
En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipotencia-
rios, debidamente autorizados para ello por sus respec-
tivos gobiernos, han firmado la presente Convención.
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PREÁMBULO

Los Estados Partes, conscientes de la trascendental
importancia para la humanidad de contar con instru-
mentos como la Declaración Universal de los
Derechos Humanos; el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación Racial; la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer; la Convención sobre los Derechos del
Niño; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; y demás
instrumentos aprobados por las Naciones Unidas y
sus Organismos especializados, y por los sistemas de
protección de derechos fundamentales de Europa y
América, que reconocen y garantizan los derechos de
la persona como ser libre, igual y digno. 
• Considerando que los instrumentos mencionados for-
man parte del patrimonio jurídico de la humanidad,
cuyo propósito es crear una cultura universal de respe-
to a la libertad, la paz y los derechos humanos, y que la
presente Convención se integra con los mismos.  
• Teniendo presente que las Naciones Unidas y diversos
órganos regionales están impulsando y apoyando accio-
nes en favor de los jóvenes para garantizar sus derechos,
el respeto y promoción de sus posibilidades y las pers-
pectivas de libertad y progreso social a que legítimamen-
te aspiran; dentro de las que cabe destacar el Programa
Mundial de Acciones para la Juventud para el año 2000
en adelante, aprobado por la Resolución n° 50/81 de las
Asamblea General de las Naciones Unidas. 
• Considerando que la Declaración de Lisboa, aprobada
en la I Conferencia Mundial de Ministros Responsables de
Juventud, celebrada en Lisboa, Portugal, en 1998, consti-
tuye un marco para la cooperación internacional en el
dominio de las políticas de juventud, en la cual los
Ministros incentivaron y respaldaron las acciones de insti-
tuciones como la OIJ, comprometiéndose a apoyar el inter-
cambio bilateral, subregional, regional e internacional de
las mejores prácticas, a nivel nacional, para la formulación,
implementación y evaluación de políticas de juventud.  
• Teniendo en cuenta las conclusiones del Foro

Mundial de Juventud del Sistema de Naciones Unidas,
celebrado en Braga, Portugal, en 1998, así como el
Plan de Acción aprobado en dicho evento. 
• Constatando que los jóvenes conforman un sector
social que tiene características singulares en razón de
factores psico-sociales, físicos y de identidad que
requieren una atención especial por tratarse de un perí-
odo de la vida donde se forma y consolida la personali-
dad, la adquisición de conocimientos, la seguridad per-
sonal y la proyección al futuro.  
• Teniendo en cuenta que entre los jóvenes de la
Región se constatan graves carencias y omisiones que
afectan su formación integral, al privarlos o limitarles
derechos como: la educación, el empleo, la salud, el
medio ambiente, la participación en la vida social y polí-
tica y en la adopción de decisiones, la tutela judicial
efectiva, la información, la familia, la vivienda, el depor-
te, la recreación y la cultura en general.  
• Considerando que debe avanzarse en el reconoci-
miento explícito de derechos para los jóvenes, la pro-
moción de mayores y mejores oportunidades para la
juventud y la consecuente obligación de los Estados de
garantizar y adoptar las medidas necesarias para el
pleno ejercicio de los mismos.  
• Reconociendo que estos factores invitan a precisar los
alcances y la aplicación de los instrumentos del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, a tra-
vés de declaraciones, normativas y políticas que regu-
len y protejan específicamente los derechos de los jóve-
nes y, generando un marco jurídico de mayor especifi-
cidad inspirado en los principios y derechos protectivos
del ser humano.  
• Teniendo en cuenta que los Ministros iberoamerica-
nos de Juventud han venido trabajando en la elabora-
ción de una Carta de Derechos de la Juventud
Iberoamericana, habiéndose aprobado en la IX
Conferencia Iberoamericana de Ministros de Juventud,
las bases conceptuales y metodológicas para la elabo-
ración de un documento que, bajo la perspectiva de
superar prejuicios y concepciones despectivas, pater-
nalistas o meramente utilitarias de los jóvenes, reivindi-
que su condición de personas, ciudadanos plenos,
sujetos reales y efectivos de derechos, garantice la
igualdad de género, su participación social y política, la
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aprobación de políticas orientadas al ejercicio pleno de
sus derechos, satisfaga sus necesidades y les reconoz-
ca como actores estratégicos del desarrollo.  
• Afirmando que, en adición a los instrumentos del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la
elaboración de una Convención Iberoamericana de
Derechos de la Juventud se justifica en la necesidad de
que los jóvenes cuenten con el compromiso y las bases
jurídicas que reconozcan, garanticen y protejan sus
derechos, asegurando así la continuidad y el futuro de
nuestros pueblos.  
• Por lo expuesto: Los Estados Partes aprueban, pro-
claman y se comprometen a cumplir y mandar cumplir
la presente Convención Iberoamericana de Derechos
de los Jóvenes con el espíritu de reconocer a los jóve-
nes como sujetos de derechos, actores estratégicos del
desarrollo y personas capaces de ejercer responsable-
mente los derechos y libertades que configuran esta
Convención; y para que todos los países de
Iberoamérica, sus pueblos e instituciones se vinculen a
este documento, lo hagan vigente en la práctica coti-
diana y hagan posible que se lleven a la realidad pro-
gramas que den vida a lo que esta Convención pro-
mueve en favor del respeto a la juventud y su realiza-
ción plena en la justicia, la paz, la solidaridad y el res-
peto a los derechos humanos.  

CAPÍTULO PRELIMINAR

ARTÍCULO 1 
Ámbito de aplicación 

La presente Convención considera bajo las expresio-
nes joven, jóvenes y juventud a todas las personas,
nacionales o residentes en algún país de
Iberoamérica, comprendidas entre los 15 y los 24
años de edad. Esa población es sujeto y titular de los
derechos que esta Convención reconoce, sin perjui-
cio de los que igualmente les beneficie a los menores
de edad por aplicación de la Convención
Internacional de los Derechos del Niño. 

ARTÍCULO 2 
Jóvenes y derechos humanos

Los Estados Partes en la presente Convención recono-
cen el derecho de todos los jóvenes a gozar y disfrutar
de todos los derechos humanos, y se comprometen a
respetar y garantizar a los jóvenes el pleno disfrute y
ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos,
sociales, y culturales.  

ARTÍCULO 3 
Contribución de los jóvenes a los derechos humanos  

Los Estados Partes en la presente Convención se com-
prometen a formular políticas y proponer programas
que alienten y mantengan de modo permanente la con-
tribución y el compromiso de los jóvenes con una cul-
tura de paz y el respeto a los derechos humanos y a la
difusión de los valores de la tolerancia y la justicia.  

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 4
Derecho a la Paz

Esta Convención proclama el derecho a la paz, a una vida
sin violencia y a la fraternidad y el deber de alentarlas
mediante la educación y programas e iniciativas que
canalicen las energías solidarias y de cooperación de los
jóvenes. Los Estados Partes fomentarán la cultura de paz,
estimularán la creatividad, el espíritu emprendedor, la for-
mación en valores inherentes al respeto de los Derechos
Humanos y Libertades Fundamentales, favoreciendo en
todo caso la comprensión, la tolerancia, la amistad, la
solidaridad, la justicia y la democracia.  

ARTÍCULO 5 
Principio de no-discriminación

El goce de los derechos y libertades reconocidos a los
jóvenes en la presente Convención no admite ninguna
discriminación fundada en la raza, el color, el origen
nacional, la pertenencia a una minoría nacional, étnica o
cultural, el sexo, la orientación sexual, la lengua, la reli-
gión, las opiniones, la condición social, las aptitudes físi-
cas, o la discapacidad, el lugar donde se vive, los recur-
sos económicos o cualquier otra condición o circunstan-
cia personal o social del joven que pudiese ser invocada
para establecer discriminaciones que afecten la igualdad
de derechos y las oportunidades al goce de los mismos.  

ARTÍCULO 6 
Derecho a la igualdad de género 

Esta Convención reconoce la igualdad de género de los
jóvenes y declara el compromiso de los Estados Partes
de impulsar políticas, medidas legislativas y presupues-
tarias que aseguren la equidad entre hombres y muje-
res jóvenes en el marco de la igualdad de oportunida-
des y el ejercicio de los derechos. 

CONVENCIÓN IBEROAMERICANA DE DERECHOS DE LOS JÓVENES



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 141

ARTÍCULO 7 
Protagonismo de la familia

Los Estados Partes reconocen la importancia de la fami-
lia y las responsabilidades y deberes de padres y
madres, o de sus substitutos legales, de orientar a sus
hijos e hijas jóvenes menores de edad en el ejercicio de
los derechos que esta Convención reconoce. 

ARTÍCULO 8 
Adopción de medidas de derecho interno

Los Estados Partes reconocen los derechos contem-
plados en esta Convención, se comprometen a pro-
mover, proteger y respetar los mismos y a adoptar
todas las medidas legislativas, administrativas y de
otra índole, así como a asignar los recursos que per-
mitan hacer efectivo el goce de los derechos que la
Convención reconoce. Igualmente formularán y eva-
luarán las políticas de juventud. 

CAPÍTULO II 
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 

ARTÍCULO 9 
Derecho a la vida

1. Los jóvenes tienen derecho a la vida y, por tanto, los
Estados Partes adoptarán las medidas de toda índole
que sean necesarias para garantizar un desarrollo físico,
moral e intelectual que permita la incorporación de los
jóvenes al protagonismo de la vida colectiva con niveles
óptimos de madurez. En todo caso se adoptarán medi-
das tuitivas contra las agresiones que puedan ser causa
de menoscabo del proceso de desarrollo a que se refie-
re el párrafo anterior.  
2. Ningún joven será sometido a la pena de muerte. Los
Estados Partes que conserven la pena de muerte garan-
tizarán que ésta no se aplicará a quienes, al momento
de cometer el delito, fueren considerados jóvenes en los
términos de la presente Convención.  

ARTÍCULO 10
Derecho a la integridad personal

Los Estados Partes adoptarán medidas específicas de
protección a favor de los jóvenes en relación con su inte-
gridad y seguridad física y mental, así como contra la
tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

ARTÍCULO 11 
Derecho a la protección contra los abusos sexuales 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias
para la prevención de la explotación, el abuso y el turis-
mo sexual y de cualquier otro tipo de violencia o maltrato
sobre los jóvenes, y promoverán la recuperación física,
psicológica, social y económica de las víctimas.

ARTÍCULO 12 
Derecho a la objeción de conciencia 

1. Los jóvenes tienen derecho a formular objeción de
conciencia frente al servicio militar obligatorio.  
2. Los Estados Partes se comprometen a promover las
medidas legislativas pertinentes para garantizar el ejer-
cicio de este derecho y avanzar en la eliminación pro-
gresiva del servicio militar obligatorio.  
3. Los Estados Partes se comprometen a asegurar
que los jóvenes menores de 18 años no serán llama-
dos a filas ni involucrados, en modo alguno, en hosti-
lidades militares.

ARTÍCULO 13 
Derecho a la Justicia 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho a la justicia
de los jóvenes. Ello implica el derecho a la denuncia, la
audiencia, la defensa, a un trato justo y digno, a una jus-
ticia gratuita, a la igualdad ante la ley y a todas las
garantías del debido proceso.  
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas nece-
sarias para garantizar una legislación procesal que
tenga en cuenta la condición juvenil, que haga real el
ejercicio de este derecho y que recoja todas las garantí-
as del debido proceso.  
3. Los jóvenes condenados por una infracción a la ley
penal tienen derecho a un tratamiento digno que esti-
mule su respeto por los derechos humanos y que tenga
en cuenta su edad y la necesidad de promover su reso-
cialización a través de medidas alternativas al cumpli-
miento de la pena. 
4. En todos los casos en que jóvenes menores de edad
se encuentren en conflicto con la ley, se aplicarán las
normas del debido proceso y la tutela judicial efectiva,
de acuerdo a las normas y principios del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos.  
5. Los Estados Partes tomarán medidas para que los
jóvenes que cumplan pena de prisión cuenten con un
espacio y las condiciones humanas dignas en el centro
de internamiento.  
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ARTÍCULO 14 
Derecho a la identidad y personalidad propias 

1. Todo joven tiene derecho a: tener una nacionalidad,
a no ser privado de ella y a adquirir otra voluntariamen-
te, y a su propia identidad, consistente en la formación
de su personalidad, en atención a sus especificidades y
características de sexo, nacionalidad, etnia, filiación,
orientación sexual, creencia y cultura. 
2. Los Estados Partes promoverán el debido respeto a
la identidad de los jóvenes y garantizaran su libre expre-
sión, velando por la erradicación de situaciones que los
discriminen en cualquiera de los aspectos concernien-
tes a su identidad.  

ARTÍCULO 15 
Derecho al honor, intimidad y a la propia imagen 

1. Los jóvenes tienen derecho al honor, a la intimidad
personal y familiar y a la propia imagen. 
2. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesa-
rias y formularán propuestas de alto impacto social
para alcanzar la plena efectividad de estos derechos
y para evitar cualquier explotación de su imagen o
prácticas en contra de su condición física y mental,
que mermen su dignidad personal. 

ARTÍCULO 16 
Derecho a la libertad y seguridad personal

1. Los Estados Partes reconocen a los jóvenes, con la
extensión expresada en el Pacto Internacional de
Derechos civiles y políticos, el derecho a su libertad y al
ejercicio de la misma, sin ser coartados ni limitados en
las actividades que derivan de ella, prohibiéndose cual-
quier medida que atente contra la libertad, integridad y
seguridad física y mental de los jóvenes.  
2. Consecuentes con el reconocimiento y deber de protec-
ción del derecho a la libertad y seguridad de los jóvenes, los
Estados Partes garantizan que los jóvenes no serán arresta-
dos, detenidos, presos o desterrados arbitrariamente. 

ARTÍCULO 17 
Libertad de pensamiento, conciencia y religión 

1. Los jóvenes tienen derecho a la libertad de pensa-
miento, conciencia y religión, prohibiéndose cualquier
forma de persecución o represión del pensamiento.  
2. Los Estados Partes se comprometen a promover
todas las medidas necesarias para garantizar el ejerci-
cio de este derecho. 

ARTÍCULO 18
Libertad de expresión, reunión y asociación

1. Los jóvenes tienen derecho a la libertad de opinión,
expresión, reunión e información, a disponer de foros
juveniles y a crear organizaciones y asociaciones donde
se analicen sus problemas y puedan presentar pro-
puestas de iniciativas políticas ante las instancias públi-
cas encargadas de atender asuntos relativos a la juven-
tud, sin ningún tipo de interferencia o limitación.  
2. Los Estados Partes se comprometen a promover
todas las medidas necesarias que, con respeto a la
independencia y autonomía de las organizaciones y
asociaciones juveniles, les posibiliten la obtención de
recursos concursables para el financiamiento de sus
actividades, proyectos y programas.  

ARTÍCULO 19 
Derecho a formar parte de una familia

1. Los jóvenes tienen el derecho a formar parte activa
de una familia que promueva relaciones donde primen
el afecto, el respeto y la responsabilidad mutua entre
sus miembros y a estar protegidos de todo tipo de mal-
trato o violencia.  
2. Los jóvenes menores de edad tienen derecho a ser
oídos en caso de divorcio o separación de sus padres
para efectos de atribución de su propia guarda, así
como a que su voluntad sea determinante en caso de
adopción.  
3. Los Estados Partes se comprometen a crear y facili-
tar las condiciones educativas, económicas, sociales y
culturales que fomenten los valores de la familia, la
cohesión y fortaleza de la vida familiar y el sano desa-
rrollo de los jóvenes en su seno, a través de políticas
públicas y su adecuado financiamiento.  

ARTÍCULO 20 
Derecho a la formación de una familia  

1.Los jóvenes tienen derecho a la libre elección de la
pareja, a la vida en común y a la constitución del matri-
monio dentro de un marco de igualdad de sus miembros,
así como a la maternidad y paternidad responsables, y a
la disolución de aquel de acuerdo a la capacidad civil
establecida en la legislación interna de cada país.
2. Los Estados Partes promoverán todas las medidas
legislativas que garanticen la conciliación de la vida
laboral y familiar y el ejercicio responsable de la pater-
nidad y maternidad y permitan su continuo desarrollo
personal, educativo, formativo y laboral.  
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ARTÍCULO 21 
Participación de los jóvenes

1. Los jóvenes tienen derecho a la participación política.  
2. Los Estados Partes se comprometen a impulsar y for-
talecer procesos sociales que generen formas y garantí-
as que hagan efectiva la participación de jóvenes de
todos los sectores de la sociedad, en organizaciones
que alienten su inclusión.  
3. Los Estados Partes promoverán medidas que de con-
formidad con la legislación interna de cada país, pro-
muevan e incentiven el ejercicio de los jóvenes a su
derecho de inscribirse en agrupaciones políticas, elegir
y ser elegidos.  
4. Los Estados Partes se comprometen a promover que
las instituciones gubernamentales y legislativas fomen-
ten la participación de los jóvenes en la formulación de
políticas y leyes referidas a la juventud, articulando los
mecanismos adecuados para hacer efectivo el análisis
y discusión de las iniciativas de los jóvenes, a través de
sus organizaciones y asociaciones.  

CAPÍTULO III 
DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y
CULTURALES 

ARTÍCULO 22
Derecho a la educación

1. Los jóvenes tienen derecho a la educación.  
2. Los Estados Partes reconocen su obligación de
garantizar una educación integral, continua, pertinente
y de calidad.  
3. Los Estados Partes reconocen que este derecho
incluye la libertad de elegir el centro educativo y la par-
ticipación activa en la vida del mismo.  
4. La educación fomentará la práctica de valores, las
artes, las ciencias y la técnica en la transmisión de la
enseñanza, la interculturalidad, el respeto a las culturas
étnicas y el acceso generalizado a las nuevas tecnologí-
as y promoverá en los educandos la vocación por la
democracia, los derechos humanos, la paz, la solidari-
dad, la aceptación de la diversidad, la tolerancia y la
equidad de género.  
5. Los Estados Partes reconocen que la educación es un
proceso de aprendizaje a lo largo de toda la vida, que
incluye elementos provenientes de sistemas de aprendi-
zaje escolarizado, no escolarizado e informales, que con-
tribuyen al desarrollo continuo e integral de los jóvenes.  
6. Los Estados Partes reconocen que el derecho a la
educación es opuesto a cualquier forma de discrimina-

ción y se comprometen a garantizar la universalización
de la educación básica, obligatoria y gratuita, para todos
los jóvenes, y específicamente a facilitar y asegurar el
acceso y permanencia en la educación secundaria.
Asimismo los Estados Partes se comprometen a esti-
mular el acceso a la educación superior, adoptando las
medias políticas y legislativas necesarias para ello.  
7. Los Estados Partes se comprometen a promover la
adopción de medidas que faciliten la movilidad acadé-
mica y estudiantil entre los jóvenes, acordando para ello
el establecimiento de los procedimientos de validación
que permitan, en su caso, la equivalencia de los nive-
les, grados académicos y títulos profesionales de sus
respectivos sistemas educativos nacionales.  

ARTÍCULO 23 
Derecho a la educación sexual

1. Los Estados Partes reconocen que el derecho a la
educación también comprende el derecho a la educa-
ción sexual como fuente de desarrollo personal, afecti-
vidad y expresión comunicativa, así como la informa-
ción relativa la reproducción y sus consecuencias. 
2. La educación sexual se impartirá en todos los niveles
educativos y fomentará una conducta responsable en el
ejercicio de la sexualidad, orientada a su plena acepta-
ción e identidad, así como, a la prevención de las enfer-
medades de transmisión sexual, el VIH (Sida), los
embarazos no deseados y el abuso o violencia sexual.  
3. Los Estados Partes reconocen la importante función
y responsabilidad que corresponde a la familia en la
educación sexual de los jóvenes.  
4. Los Estados Partes adoptarán e implementarán polí-
ticas de educación sexual, estableciendo planes y pro-
gramas que aseguren la información y el pleno y res-
ponsable ejercicio de este derecho. 

ARTÍCULO 24 
Derecho a la cultura y al arte  

1. Los jóvenes tienen derecho a la vida cultural y a la
libre creación y expresión artística. La práctica de estos
derechos se vinculará con su formación integral.  
2. Los Estados Partes se comprometen a estimular y
promover la creación artística y cultural de los jóve-
nes, a fomentar, respetar y proteger las culturas
autóctonas y nacionales, así como, a desarrollar pro-
gramas de intercambio y otras acciones que promue-
van una mayor integración cultural entre los jóvenes de
Iberoamérica.  
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ARTÍCULO 25 
Derecho a la salud

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de los jóve-
nes a una salud integral y de calidad.  
2. Este derecho incluye la atención primaria gratuita, la
educación preventiva, la nutrición, la atención y cuida-
do especializado de la salud juvenil, la promoción de la
salud sexual y reproductiva, la investigación de los pro-
blemas de salud que se presentan en la edad juvenil, la
información y prevención contra el alcoholismo, el taba-
quismo y el uso indebido de drogas.  
3. Tienen igualmente derecho a la confidencialidad y al
respeto del personal de los servicios de salud, en parti-
cular, en lo relativo a su salud sexual y reproductiva. 
4. Los Estados Partes velarán por la plena efectividad de
este derecho adoptando y aplicando políticas y progra-
mas de salud integral, específicamente orientados a la
prevención de enfermedades, promoción de la salud y
estilos de vida saludable entre los jóvenes. Se potencia-
rán las políticas de erradicación del tráfico y consumo
de drogas nocivas para la salud.  

ARTÍCULO 26
Derecho al trabajo  

1. Los jóvenes tienen derecho al trabajo y a una espe-
cial protección del mismo.  
2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las
medidas necesarias para generar las condiciones que
permitan a los jóvenes capacitarse para acceder o crear
opciones de empleo.  
3. Los Estados Partes adoptarán las políticas y medidas
legislativas necesarias que fomenten el estímulo a las
empresas para promover actividades de inserción y
calificación de jóvenes en el trabajo. 

ARTÍCULO 27 
Derecho a las condiciones de trabajo

1. Los jóvenes tienen derecho a la igualdad de oportu-
nidades y trato en lo relativo a la inserción, remunera-
ción, promoción y condiciones en el trabajo, a que exis-
tan programas que promuevan el primer empleo, la
capacitación laboral y que se atienda de manera espe-
cial a los jóvenes temporalmente desocupados.  
2. Los Estados Partes reconocen que los jóvenes traba-
jadores deben gozar de iguales derechos laborales y
sindicales a los reconocidos a todos los trabajadores.  
3. Los Estados Partes reconocen el derecho de los jóve-
nes a estar protegidos contra la explotación económica

y contra todo trabajo que ponga en peligro la salud, la
educación y el desarrollo físico y psicológico.  
4. El trabajo para los jóvenes de 15 a 18 años será moti-
vo de una legislación protectora especial de acuerdo a
las normas internacionales del trabajo.  
5. Los Estados Partes adoptarán medidas para que las
jóvenes trabajadoras menores de edad sean beneficia-
rias de medidas adicionales de atención específica
potenciadora de la que, con carácter general, se dis-
pense de acuerdo con la legislación laboral, de
Seguridad Social y de Asistencia Social. En todo caso
adoptarán, a favor de aquéllas, medidas especiales a
través del desarrollo del apartado 2 del artículo 10 del
Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y
culturales. En dicho desarrollo se prestará especial
atención a la aplicación del artículo 10 del Convenio
102 de la Organización Internacional del Trabajo. 
6. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las
medidas políticas y legislativas necesarias para suprimir
todas las formas de discriminación contra la mujer
joven en el ámbito laboral.  

ARTÍCULO 28 
Derecho a la protección social 

1. Los jóvenes tienen derecho a la protección social
frente a situaciones de enfermedad, accidente laboral,
invalidez, viudez y orfandad y todas aquellas situaciones
de falta o de disminución de medios de subsistencia o
de capacidad para el trabajo. 
2. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesa-
rias para alcanzar la plena efectividad de este derecho. 

ARTÍCULO 29
Derecho a la formación profesional 

1. Los jóvenes tienen derecho al acceso no discrimina-
torio a la formación profesional y técnica inicial, conti-
nua, pertinente y de calidad, que permita su incorpora-
ción al trabajo. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
necesarias para garantizar el acceso no discriminato-
rio a la formación profesional y técnica, formal y no
formal, reconociendo su cualificación profesional y
técnica para favorecer la incorporación de los jóvenes
capacitados al empleo.  
3. Los Estados Partes se comprometen a impulsar
políticas públicas con su adecuado financiamiento
para la capacitación de los jóvenes que sufren de
alguna discapacidad con el fin de que puedan incor-
porarse al empleo.
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ARTÍCULO 30
Derecho a la vivienda 

1. Los jóvenes tienen el derecho a una vivienda digna y
de calidad que les permita desarrollar su proyecto de
vida y sus relaciones de comunidad.  
2. Los Estados Partes adoptarán medidas de todo tipo
para que sea efectiva la movilización de recursos, públi-
cos y privados, destinados a facilitar el acceso de los jóve-
nes a una vivienda digna. Estas medidas se concretarán
en políticas de promoción y construcción de viviendas
por las Administraciones Públicas y de estímulo y ayuda
a las de promoción privada. En todos los casos la oferta
de las viviendas se hará en términos asequibles a los
medios personales y/o familiares de los jóvenes, dando
prioridad a los de menos ingresos económicos. 
Las políticas de vivienda de los Estados Partes consti-
tuirán un factor coadyuvante del óptimo desarrollo y
madurez de los jóvenes y de la constitución por éstos de
nuevas familias.  

ARTÍCULO 31 
Derecho a un medio ambiente saludable 

1. Los jóvenes tienen derecho a vivir en un ambiente
sano y equilibrado.  
2. Los Estados Partes reconocen la importancia de
proteger y utilizar adecuadamente los recursos natu-
rales con el objeto de satisfacer las necesidades
actuales sin comprometer los requerimientos de las
generaciones futuras.  
3. Los Estados Partes se comprometen a fomentar y
promover la conciencia, la responsabilidad, la solidari-
dad, la participación y la educación e información
ambiental, entre los jóvenes. 

ARTÍCULO 32 
Derecho al ocio y esparcimiento 

1. Los jóvenes tienen derecho a la recreación y al
tiempo libre, a viajar y a conocer otras comunidades
en los ámbitos nacional, regional e internacional,
como mecanismo para promover el intercambio cul-
tural, educativo, vivencial y lúdico, a fin de alcanzar el
conocimiento mutuo y el respeto a la diversidad cul-
tural y a la solidaridad.  
2. Los Estados Partes se comprometen a implementar
políticas y programas que promuevan el ejercicio de
estos derechos y a adoptar medidas que faciliten el libre
tránsito de los jóvenes entre sus países. 

ARTÍCULO 33
Derecho al deporte 

1. Los jóvenes tienen derecho a la educación física y a
la práctica de los deportes. El fomento del deporte esta-
rá presidido por valores de respeto, superación personal
y colectiva, trabajo en equipo y solidaridad. En todos los
casos los Estados Partes se comprometen a fomentar
dichos valores así como la erradicación de la violencia
asociada a la práctica del deporte.  
2. Los Estados Partes se comprometen a fomentar, en
igualdad de oportunidades, actividades que contribu-
yan al desarrollo de los jóvenes en los planos físicos,
intelectual y social, garantizando los recursos huma-
nos y la infraestructura necesaria para el ejercicio de
estos derechos. 

ARTÍCULO 34 
Derecho al desarrollo  

1. Los jóvenes tienen derecho al desarrollo social,
económico, político y cultural y a ser considerados
como sujetos prioritarios de las iniciativas que se
implementen para tal fin. 
2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las
medidas adecuadas para garantizar la asignación de
los recursos humanos, técnicos y financieros necesa-
rios para programas que atiendan a la promoción de
la juventud, en el área rural y urbana, la participación
en la discusión para elaborar los planes de desarrollo
y su integración en el proceso de puesta en marcha
de las correspondientes acciones nacionales, regio-
nales y locales.

CAPÍTULO IV 
DE LOS MECANISMOS DE PROMOCIÓN

ARTÍCULO 35 
De los Organismos Nacionales de Juventud  

1. Los Estados Partes se comprometen a la creación
de un organismo gubernamental permanente, encar-
gado de diseñar, coordinar y evaluar políticas públi-
cas de juventud.  
2. Los Estados Partes se comprometen a promover todas
las medidas legales y de cualquier otra índole destinadas
a fomentar la organización y consolidación de estructuras
de participación juvenil en los ámbitos locales, regionales
y nacionales, como instrumentos que promuevan el aso-
ciacionismo, el intercambio, la cooperación y la interlocu-
ción con las autoridades públicas. 
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3. Los Estados Partes se comprometen a dotar a los
organismos públicos nacionales de juventud de la capa-
cidad y los recursos necesarios para que puedan reali-
zar el seguimiento del grado de aplicación de los dere-
chos reconocidos en la presente Convención y en las
respectivas legislaciones nacionales y de elaborar y
difundir informes nacionales anuales acerca de la evo-
lución y progresos realizados en la materia.  
4. Las autoridades nacionales competentes en materia
de políticas públicas de Juventud remitirán al Secretario
General de la Organización Iberoamericana de la
Juventud un informe bianual sobre el estado de aplica-
ción de los compromisos contenidos en la presente
Convención. Dicho informe deberá se presentado en la
Sede de la Secretaría General con seis meses de antela-
ción a la celebración de la Conferencia Iberoamericana
de Ministros de Juventud. 

ARTÍCULO 36
Del seguimiento regional de la aplicación de la
Convención 

1. En el ámbito iberoamericano y por mandato de esta
Convención, se confiere a la Secretaría General de la
Organización Iberoamericana de Juventud (OIJ), la
misión de solicitar la información que considere apro-
piada en materia de políticas públicas de juventud así
como de conocer los informes realizados en el cumpli-
miento de las obligaciones contraídas por los Estados
Partes en la presente Convención, y a formular las pro-
puestas que estime convenientes para alcanzar el res-
pecto efectivo de los derechos de los jóvenes.  
2. El Secretario General de la Organización Iberoamericana
de Juventud (OIJ) elevará al seno de la Conferencia
Iberoamericana de Ministros de Juventud los resultados de
los informes de aplicación de los compromisos de la
Convención remitidos por las autoridades nacionales en la
forma prevista por el artículo anterior. 
3. La Conferencia de Ministros de Juventud podrá dic-
tar las normas o reglamentos que regirán el ejercicio de
tales atribuciones. 

ARTÍCULO 37
De la difusión de la Convención

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer
ampliamente los principios y disposiciones de la pre-
sente Convención a los Jóvenes así como al conjunto de
la sociedad. 

CAPÍTULO V NORMAS DE
INTERPRETACIÓN 

ARTÍCULO 38 
Normas de interpretación

Lo dispuesto en la presente Convención no afectará a
las disposiciones y normativas existentes que reco-
nozcan o amplíen los derechos de los jóvenes enun-
ciados en la misma y que puedan estar recogidas en
el derecho de un Estado iberoamericano signatario o
en el derecho internacional vigente, con respecto a
dicho Estado.

CLÁUSULAS FINALES 

ARTÍCULO 39 
Firma, ratificación y adhesión 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de
todos los Estados iberoamericanos.  
2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del
Secretario/a General de la Organización Iberoamericana
de Juventud.  
3. La presente Convención estará abierta a la adhesión
de todos los Estados iberoamericanos. La adhesión se
efectuará depositando un instrumento de adhesión en
poder del Secretario/a General de la Organización
Iberoamericana de Juventud.  

ARTÍCULO 40 
Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo
día siguiente a la fecha en que haya sido depositado el
quinto instrumento de ratificación o de adhesión en
poder del Secretario/a General de la Organización
Iberoamericana de Juventud.  
2. Para cada Estado iberoamericano que ratifique la
Convención o se adhiera a ella después de haber sido
depositado el quinto instrumento de ratificación o de
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo
día después del depósito por tal Estado de su instru-
mento de ratificación o adhesión. 

ARTÍCULO 41 
Enmiendas

1. Cualquier Estado Parte podrá proponer una enmien-
da y depositaria en poder del Secretario/a General de la
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Organización Iberoamericana de Juventud, quien
comunicará la enmienda propuesta a los demás
Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean
que se convoque una Conferencia de Estados Partes
con el fin de examinar la propuesta y someterla a vota-
ción. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha
de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados
Partes se declaran en favor de tal Conferencia, el
Secretario/a General convocará dicha Conferencia. 
2. Para que la enmienda entre en vigor deberá ser apro-
bada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obliga-
torias para los Estados Partes que las hayan aceptado,
en tanto que los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones de la presente Convención y
por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.  

ARTÍCULO 42 
Recepción y comunicación de declaraciones

1. El Secretario/a General de la Organización
Iberoamericana de Juventud recibirá y comunicará a
todos los Estados Partes el texto de las reservas for-
muladas por los Estados en el momento de la ratifi-
cación o de la adhesión. 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el
objeto y el propósito de la presente Convención. 
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier
momento por medio de una notificación a ese efecto
y dirigida al Secretario/a General de la Organización
Iberoamericana de Juventud, quien informará a todos
los Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fecha
de su recepción por el Secretario/a General. 

ARTÍCULO 43
Denuncia de la Convención  

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente
Convención mediante notificación hecha por escrito al
Secretario/ a General de la Organización Iberoamericana
de Juventud. La denuncia surtirá efecto un año después
de la fecha en que la notificación haya sido recibida por
el Secretario/a General.

ARTÍCULO 44
Designación de Depositario 

Se designa depositario de la presente Convención,
cuyos textos en castellano y portugués son igualmente
auténticos, al Secretario/a General de la Organización
Iberoamericana de Juventud.  

En testimonio de lo cual, los infrascritos plenipotencia-
rios, debidamente autorizados para ello por sus respec-
tivos gobiernos, han firmado la presente Convención.  
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La Asamblea General, 
• Tomando nota de la recomendación que figura en la
resolución 1/2 del Consejo de Derechos Humanos, de
29 de junio de 2006, en la que el Consejo aprobó el
texto de la Declaración de las Naciones Unidas sobre
los derechos de los pueblos indígenas, 
• Recordando su resolución 61/178, de 20 de diciem-
bre de 2006, en la que decidió aplazar el examen y la
adopción de medidas sobre la Declaración a fin de dis-
poner de más tiempo para seguir celebrando consultas
al respecto, y decidió también concluir su examen de la
• Declaración antes de que terminase el sexagésimo
primer período de sesiones, 
• Aprueba la Declaración de las Naciones Unidas sobre
los derechos de los pueblos indígenas que figura en el
anexo de la presente resolución. 

ANEXO 

DECLARACIÓN DE LAS NACIONES
UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS DE LOS
PUEBLOS INDÍGENAS 

La Asamblea General, 
Guiada por los propósitos y principios de la Carta de
las Naciones Unidas y la buena fe en el cumplimien-
to de las obligaciones contraídas por los Estados de
conformidad con la Carta, 
Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a
todos los demás pueblos y reconociendo al mismo
tiempo el derecho de todos los pueblos a ser diferen-
tes, a considerarse a sí mismos diferentes y a ser res-
petados como tales, 

Afirmando también que todos los pueblos contribuyen
a la diversidad y riqueza de las civilizaciones y culturas,
que constituyen el patrimonio común de la humanidad, 
Afirmando además que todas las doctrinas, políticas y
prácticas basadas en la superioridad de determinados
pueblos o personas o que la propugnan aduciendo
razones de origen nacional o diferencias raciales, reli-
giosas, étnicas o culturales son racistas, científicamen-
te falsas, jurídicamente inválidas, moralmente condena-
bles y socialmente injustas, 
Reafirmando que, en el ejercicio de sus derechos, los
pueblos indígenas deben estar libres de toda forma de
discriminación, 
Preocupada por el hecho de que los pueblos indígenas
hayan sufrido injusticias históricas como resultado,
entre otras cosas, de la colonización y enajenación de
sus tierras, territorios y recursos, lo que les ha impedido
ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de con-
formidad con sus propias necesidades e intereses, 
Consciente de la urgente necesidad de respetar y pro-
mover los derechos intrínsecos de los pueblos indíge-
nas, que derivan de sus estructuras políticas, econó-
micas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones
espirituales, de su historia y de su concepción de la
vida, especialmente los derechos a sus tierras, terri-
torios y recursos, 
Consciente también de la urgente necesidad de respe-
tar y promover los derechos de los pueblos indígenas
afirmados en tratados, acuerdos y otros arreglos cons-
tructivos con los Estados, 
Celebrando que los pueblos indígenas se estén organi-
zando para promover su desarrollo político, económico,
social y cultural y para poner fin a todas las formas de
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discriminación y opresión dondequiera que ocurran, 
Convencida de que el control por los pueblos indíge-
nas de los acontecimientos que los afecten a ellos y a
sus tierras, territorios y recursos les permitirá mante-
ner y reforzar sus instituciones, culturas y tradiciones
y promover su desarrollo de acuerdo con sus aspira-
ciones y necesidades, 
Considerando que el respeto de los conocimientos, las
culturas y las prácticas tradicionales indígenas contri-
buye al desarrollo sostenible y equitativo y a la ordena-
ción adecuada del medio ambiente, 
Destacando la contribución de la desmilitarización de
las tierras y territorios de los pueblos indígenas a la paz,
el progreso y el desarrollo económicos y sociales, la
comprensión y las relaciones de amistad entre las
naciones y los pueblos del mundo, 
Reconociendo en particular el derecho de las familias
y comunidades indígenas a seguir compartiendo la
responsabilidad por la crianza, la formación, la edu-
cación y el bienestar de sus hijos, en observancia de
los derechos del niño, 
Considerando que los derechos afirmados en los trata-
dos, acuerdos y otros arreglos constructivos entre los
Estados y los pueblos indígenas son, en algunas situa-
ciones, asuntos de preocupación, interés y responsabi-
lidad internacional, y tienen carácter internacional, 
Considerando también que los tratados, acuerdos y
demás arreglos constructivos, y las relaciones que éstos
representan, sirven de base para el fortalecimiento de la
asociación entre los pueblos indígenas y los Estados, 
Reconociendo que la Carta de las Naciones Unidas, el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales |1| y el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos |1|, así como la Declaración y el
Programa de Acción de Viena |2| afirman la importancia
fundamental del derecho de todos los pueblos a la libre
determinación, en virtud del cual éstos determinan
libremente su condición política y persiguen libremente
su desarrollo económico, social y cultural, 
Teniendo presente que nada de lo contenido en la pre-
sente Declaración podrá utilizarse para negar a ningún
pueblo su derecho a la libre determinación, ejercido de
conformidad con el derecho internacional, 
Convencida de que el reconocimiento de los derechos de
los pueblos indígenas en la presente Declaración fomen-
tará relaciones armoniosas y de cooperación entre los
Estados y los pueblos indígenas, basadas en los princi-
pios de la justicia, la democracia, el respeto de los dere-
chos humanos, la no discriminación y la buena fe, 
Alentando a los Estados a que cumplan y apliquen efi-
cazmente todas sus obligaciones para con los pueblos

indígenas dimanantes de los instrumentos internaciona-
les, en particular las relativas a los derechos humanos, en
consulta y cooperación con los pueblos interesados, 
Subrayando que corresponde a las Naciones Unidas
desempeñar un papel importante y continuo de pro-
moción y protección de los derechos de los pueblos
indígenas, 
Considerando que la presente Declaración constituye
un nuevo paso importante hacia el reconocimiento, la
promoción y la protección de los derechos y las liberta-
des de los pueblos indígenas y en el desarrollo de acti-
vidades pertinentes del sistema de las Naciones Unidas
en esta esfera, 
Reconociendo y reafirmando que las personas indíge-
nas tienen derecho sin discriminación a todos los dere-
chos humanos reconocidos en el derecho internacional,
y que los pueblos indígenas poseen derechos colectivos
que son indispensables para su existencia, bienestar y
desarrollo integral como pueblos, 
Reconociendo también que la situación de los pueblos
indígenas varía según las regiones y los países y que se
debe tener en cuenta la significación de las particulari-
dades nacionales y regionales y de las diversas tradicio-
nes históricas y culturales, 
Proclama solemnemente la Declaración de las
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos
indígenas, cuyo texto figura a continuación, como ideal
común que debe perseguirse en un espíritu de solidari-
dad y respeto mutuo: 

ARTÍCULO 1 

Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como
personas, al disfrute pleno de todos los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales reconocidos por la
Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal
de Derechos Humanos |3| y la normativa internacional
de los derechos humanos. 

ARTÍCULO 2 

Los pueblos y las personas indígenas son libres e igua-
les a todos los demás pueblos y personas y tienen dere-
cho a no ser objeto de ninguna discriminación en el
ejercicio de sus derechos que esté fundada, en particu-
lar, en su origen o identidad indígena. 

ARTÍCULO 3 

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre deter-
minación. En virtud de ese derecho determinan libre-
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mente su condición política y persiguen libremente su
desarrollo económico, social y cultural. 

ARTÍCULO 4 

Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho de
libre determinación, tienen derecho a la autonomía o el
autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus
asuntos internos y locales, así como a disponer de los
medios para financiar sus funciones autónomas. 

ARTÍCULO 5 

Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y
reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas,
económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez
su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la
vida política, económica, social y cultural del Estado. 

ARTÍCULO 6 

Toda persona indígena tiene derecho a una naciona-
lidad. 

ARTÍCULO 7 

1. Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la
integridad física y mental, la libertad y la seguridad de la
persona. 
2. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo de
vivir en libertad, paz y seguridad como pueblos distintos
y no serán sometidos a ningún acto de genocidio ni a
ningún otro acto de violencia, incluido el traslado forza-
do de niños del grupo a otro grupo. 

ARTÍCULO 8 

1. Los pueblos y las personas indígenas tienen dere-
cho a no sufrir la asimilación forzada o la destrucción
de su cultura. 
2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para
la prevención y el resarcimiento de: 
a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia pri-
var a los pueblos y las personas indígenas de su inte-
gridad como pueblos distintos o de sus valores cultura-
les o su identidad étnica; 
b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia ena-
jenarles sus tierras, territorios o recursos; 
c) Toda forma de traslado forzado de población que
tenga por objeto o consecuencia la violación o el
menoscabo de cualquiera de sus derechos; 

d) Toda forma de asimilación o integración forzadas; 
e) Toda forma de propaganda que tenga como fin pro-
mover o incitar a la discriminación racial o étnica dirigi-
da contra ellos. 

ARTÍCULO 9 

Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho a
pertenecer a una comunidad o nación indígena, de
conformidad con las tradiciones y costumbres de la
comunidad o nación de que se trate. No puede resultar
ninguna discriminación de ningún tipo del ejercicio de
ese derecho. 

ARTÍCULO 10 

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuer-
za de sus tierras o territorios. No se procederá a ningún
traslado sin el consentimiento libre, previo e informado
de los pueblos indígenas interesados, ni sin un acuerdo
previo sobre una indemnización justa y equitativa y,
siempre que sea posible, la opción del regreso. 

ARTÍCULO 11 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y
revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. Ello
incluye el derecho a mantener, proteger y desarrollar las
manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus
culturas, como lugares arqueológicos e históricos, uten-
silios, diseños, ceremonias, tecnologías, artes visuales e
interpretativas y literaturas. 
2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de
mecanismos eficaces, que podrán incluir la restitución,
establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas,
respecto de los bienes culturales, intelectuales, religio-
sos y espirituales de que hayan sido privados sin su
consentimiento libre, previo e informado o en violación
de sus leyes, tradiciones y costumbres. 

ARTÍCULO 12 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar,
practicar, desarrollar y enseñar sus tradiciones, costum-
bres y ceremonias espirituales y religiosas; a mantener y
proteger sus lugares religiosos y culturales y a acceder a
ellos privadamente; a utilizar y vigilar sus objetos de culto,
y a obtener la repatriación de sus restos humanos.
2. Los Estados procurarán facilitar el acceso y/o la repa-
triación de objetos de culto y de restos humanos que
posean mediante mecanismos justos, transparentes y
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eficaces establecidos conjuntamente con los pueblos
indígenas interesados. 

ARTÍCULO 13 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar,
utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras
sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías, sis-
temas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a
sus comunidades, lugares y personas y mantenerlos. 
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para
garantizar la protección de ese derecho y también
para asegurar que los pueblos indígenas puedan
entender y hacerse entender en las actuaciones polí-
ticas, jurídicas y administrativas, proporcionando para
ello, cuando sea necesario, servicios de interpreta-
ción u otros medios adecuados. 

ARTÍCULO 14 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y
controlar sus sistemas e instituciones docentes que
impartan educación en sus propios idiomas, en conso-
nancia con sus métodos culturales de enseñanza y
aprendizaje. 
2. Las personas indígenas, en particular los niños indí-
genas, tienen derecho a todos los niveles y formas de
educación del Estado sin discriminación. 
3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los
pueblos indígenas, para que las personas indígenas, en
particular los niños, incluidos los que viven fuera de sus
comunidades, tengan acceso, cuando sea posible, a la
educación en su propia cultura y en su propio idioma. 

ARTÍCULO 15 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la digni-
dad y diversidad de sus culturas, tradiciones, historias y
aspiraciones queden debidamente reflejadas en la edu-
cación pública y los medios de información públicos. 
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consul-
ta y cooperación con los pueblos indígenas interesados,
para combatir los prejuicios y eliminar la discriminación
y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas
relaciones entre los pueblos indígenas y todos los
demás sectores de la sociedad. 

ARTÍCULO 16 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer
sus propios medios de información en sus propios idio-

mas y a acceder a todos los demás medios de informa-
ción no indígenas sin discriminación alguna. 
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para ase-
gurar que los medios de información públicos reflejen
debidamente la diversidad cultural indígena. Los
Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar ple-
namente la libertad de expresión, deberán alentar a los
medios de comunicación privados a reflejar debida-
mente la diversidad cultural indígena. 

ARTÍCULO 17 

1. Las personas y los pueblos indígenas tienen derecho a
disfrutar plenamente de todos los derechos establecidos
en el derecho laboral internacional y nacional aplicable. 
2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pue-
blos indígenas, tomarán medidas específicas para pro-
teger a los niños indígenas contra la explotación econó-
mica y contra todo trabajo que pueda resultar peligroso
o interferir en la educación del niño, o que pueda ser
perjudicial para la salud o el desarrollo físico, mental,
espiritual, moral o social del niño, teniendo en cuenta su
especial vulnerabilidad y la importancia de la educación
para el pleno ejercicio de sus derechos. 
3. Las personas indígenas tienen derecho a no ser
sometidas a condiciones discriminatorias de trabajo,
entre otras cosas, empleo o salario. 

ARTÍCULO 18 

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la
adopción de decisiones en las cuestiones que afecten a
sus derechos, por conducto de representantes elegidos
por ellos de conformidad con sus propios procedimien-
tos, así como a mantener y desarrollar sus propias ins-
tituciones de adopción de decisiones. 

ARTÍCULO 19 

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de
buena fe con los pueblos indígenas interesados por
medio de sus instituciones representativas antes de
adoptar y aplicar medidas legislativas y administrativas
que los afecten, para obtener su consentimiento libre,
previo e informado. 

ARTÍCULO 20 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y
desarrollar sus sistemas o instituciones políticos, econó-
micos y sociales, a que se les asegure el disfrute de sus
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propios medios de subsistencia y desarrollo y a dedi-
carse libremente a todas sus actividades económicas
tradicionales y de otro tipo. 
2. Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de
subsistencia y desarrollo tienen derecho a una repara-
ción justa y equitativa. 

ARTÍCULO 21 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discrimi-
nación alguna, al mejoramiento de sus condiciones
económicas y sociales, entre otras esferas, en la educa-
ción, el empleo, la capacitación y el readiestramiento
profesionales, la vivienda, el saneamiento, la salud y la
seguridad social. 
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces y, cuando pro-
ceda, medidas especiales para asegurar el mejoramiento
continuo de sus condiciones económicas y sociales. Se
prestará particular atención a los derechos y necesidades
especiales de los ancianos, las mujeres, los jóvenes, los
niños y las personas con discapacidades indígenas. 

ARTÍCULO 22 

1. Se prestará particular atención a los derechos y nece-
sidades especiales de los ancianos, las mujeres, los
jóvenes, los niños y las personas con discapacidades
indígenas en la aplicación de la presente Declaración. 
2. Los Estados adoptarán medidas, junto con los pue-
blos indígenas, para asegurar que las mujeres y los
niños indígenas gocen de protección y garantías plenas
contra todas las formas de violencia y discriminación. 

ARTÍCULO 23 

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a
elaborar prioridades y estrategias para el ejercicio de su
derecho al desarrollo. En particular, los pueblos indíge-
nas tienen derecho a participar activamente en la ela-
boración y determinación de los programas de salud,
vivienda y demás programas económicos y sociales que
les conciernan y, en lo posible, a administrar esos pro-
gramas mediante sus propias instituciones. 

ARTÍCULO 24 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propias
medicinas tradicionales y a mantener sus prácticas de
salud, incluida la conservación de sus plantas, anima-
les y minerales de interés vital desde el punto de vista
médico. Las personas indígenas también tienen dere-

cho de acceso, sin discriminación alguna, a todos los
servicios sociales y de salud. 
2. Las personas indígenas tienen derecho a disfrutar
por igual del nivel más alto posible de salud física y
mental. Los Estados tomarán las medidas que sean
necesarias para lograr progresivamente la plena realiza-
ción de este derecho. 

ARTÍCULO 25 

Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y for-
talecer su propia relación espiritual con las tierras, territo-
rios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicio-
nalmente han poseído u ocupado y utilizado de otra
forma y a asumir las responsabilidades que a ese res-
pecto les incumben para con las generaciones venideras. 

ARTÍCULO 26 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras,
territorios y recursos que tradicionalmente han poseído,
ocupado o de otra forma utilizado o adquirido. 
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utili-
zar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recur-
sos que poseen en razón de la propiedad tradicional u
otra forma tradicional de ocupación o utilización, así
como aquellos que hayan adquirido de otra forma. 
3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protec-
ción jurídicos de esas tierras, territorios y recursos.
Dicho reconocimiento respetará debidamente las cos-
tumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de
la tierra de los pueblos indígenas de que se trate. 

ARTÍCULO 27 

Los Estados establecerán y aplicarán, conjuntamente
con los pueblos indígenas interesados, un proceso
equitativo, independiente, imparcial, abierto y transpa-
rente, en el que se reconozcan debidamente las leyes,
tradiciones, costumbres y sistemas de tenencia de la
tierra de los pueblos indígenas, para reconocer y adju-
dicar los derechos de los pueblos indígenas en relación
con sus tierras, territorios y recursos, comprendidos
aquellos que tradicionalmente han poseído u ocupado
o utilizado de otra forma. Los pueblos indígenas tendrán
derecho a participar en este proceso. 

ARTÍCULO 28 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la repara-
ción, por medios que pueden incluir la restitución o,
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cuando ello no sea posible, una indemnización justa,
imparcial y equitativa, por las tierras, los territorios y los
recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupa-
do o utilizado de otra forma y que hayan sido confisca-
dos, tomados, ocupados, utilizados o dañados sin su
consentimiento libre, previo e informado. 
2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido
libremente en otra cosa, la indemnización consistirá en
tierras, territorios y recursos de igual calidad, extensión
y condición jurídica o en una indemnización monetaria
u otra reparación adecuada. 

ARTÍCULO 29 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conserva-
ción y protección del medio ambiente y de la capacidad
productiva de sus tierras o territorios y recursos. Los
Estados deberán establecer y ejecutar programas de
asistencia a los pueblos indígenas para asegurar esa
conservación y protección, sin discriminación alguna. 
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garan-
tizar que no se almacenen ni eliminen materiales peli-
grosos en las tierras o territorios de los pueblos indíge-
nas sin su consentimiento libre, previo e informado. 
3. Los Estados también adoptarán medidas eficaces
para garantizar, según sea necesario, que se apliquen
debidamente programas de control, mantenimiento y
restablecimiento de la salud de los pueblos indígenas
afectados por esos materiales, programas que serán
elaborados y ejecutados por esos pueblos. 

ARTÍCULO 30 

1. No se desarrollarán actividades militares en las tie-
rras o territorios de los pueblos indígenas, a menos
que lo justifique una amenaza importante para el inte-
rés público pertinente o que se hayan acordado libre-
mente con los pueblos indígenas interesados, o que
éstos lo hayan solicitado.
2. Los Estados celebrarán consultas eficaces con los
pueblos indígenas interesados, por los procedimientos
apropiados y en particular por medio de sus institucio-
nes representativas, antes de utilizar sus tierras o terri-
torios para actividades militares. 

ARTÍCULO 31 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener,
controlar, proteger y desarrollar su patrimonio cultural,
sus conocimientos tradicionales, sus expresiones cultu-
rales tradicionales y las manifestaciones de sus cien-

cias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos
humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el
conocimiento de las propiedades de la fauna y la flora,
las tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los
deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e
interpretativas. También tienen derecho a mantener,
controlar, proteger y desarrollar su propiedad intelectual
de dicho patrimonio cultural, sus conocimientos tradi-
cionales y sus expresiones culturales tradicionales. 
2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los
Estados adoptarán medidas eficaces para reconocer y
proteger el ejercicio de estos derechos. 

ARTÍCULO 32 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y
elaborar las prioridades y estrategias para el desarrollo o
la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos. 
2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de
buena fe con los pueblos indígenas interesados por
conducto de sus propias instituciones representativas a
fin de obtener su consentimiento libre e informado
antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus
tierras o territorios y otros recursos, particularmente en
relación con el desarrollo, la utilización o la explotación
de recursos minerales, hídricos o de otro tipo. 
3. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para
la reparación justa y equitativa por esas actividades, y se
adoptarán medidas adecuadas para mitigar sus conse-
cuencias nocivas de orden ambiental, económico,
social, cultural o espiritual. 

ARTÍCULO 33 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar
su propia identidad o pertenencia conforme a sus cos-
tumbres y tradiciones. Ello no menoscaba el derecho de
las personas indígenas a obtener la ciudadanía de los
Estados en que viven. 
2. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar
las estructuras y a elegir la composición de sus institu-
ciones de conformidad con sus propios procedimientos.

ARTÍCULO 34 

Los pueblos indígenas tienen derecho a promover,
desarrollar y mantener sus estructuras institucionales y
sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones,
procedimientos, prácticas y, cuando existan, costum-
bres o sistemas jurídicos, de conformidad con las nor-
mas internacionales de derechos humanos. 
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ARTÍCULO 35 

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las
responsabilidades de los individuos para con sus comu-
nidades. 

ARTÍCULO 36 

1. Los pueblos indígenas, en particular los que están
divididos por fronteras internacionales, tienen derecho a
mantener y desarrollar los contactos, las relaciones y la
cooperación, incluidas las actividades de carácter espi-
ritual, cultural, político, económico y social, con sus pro-
pios miembros así como con otros pueblos a través de
las fronteras. 
2. Los Estados, en consulta y cooperación con los
pueblos indígenas, adoptarán medidas eficaces para
facilitar el ejercicio y garantizar la aplicación de este
derecho.

ARTÍCULO 37 

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que los tra-
tados, acuerdos y otros arreglos constructivos concerta-
dos con los Estados o sus sucesores sean reconocidos,
observados y aplicados y a que los Estados acaten y res-
peten esos tratados, acuerdos y otros arreglos cons-
tructivos. 
2. Nada de lo señalado en la presente Declaración se
interpretará en el sentido de que menoscaba o suprime
los derechos de los pueblos indígenas que figuren en
tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos. 

ARTÍCULO 38 

Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos
indígenas, adoptarán las medidas apropiadas, incluidas
medidas legislativas, para alcanzar los fines de la pre-
sente Declaración. 

ARTÍCULO 39 

Los pueblos indígenas tienen derecho a la asistencia
financiera y técnica de los Estados y por conducto de la
cooperación internacional para el disfrute de los dere-
chos enunciados en la presente Declaración. 

ARTÍCULO 40 

Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos
equitativos y justos para el arreglo de controversias con

los Estados u otras partes, y a una pronta decisión sobre
esas controversias, así como a una reparación efectiva de
toda lesión de sus derechos individuales y colectivos. En
esas decisiones se tendrán debidamente en considera-
ción las costumbres, las tradiciones, las normas y los sis-
temas jurídicos de los pueblos indígenas interesados y las
normas internacionales de derechos humanos. 

ARTÍCULO 41 

Los órganos y organismos especializados del sistema de
las Naciones Unidas y otras organizaciones interguber-
namentales contribuirán a la plena realización de las
disposiciones de la presente Declaración mediante la
movilización, entre otras cosas, de la cooperación finan-
ciera y la asistencia técnica. Se establecerán los medios
de asegurar la participación de los pueblos indígenas en
relación con los asuntos que les conciernan. 

ARTÍCULO 42 

Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el Foro
Permanente para las Cuestiones Indígenas, y los orga-
nismos especializados, en particular a nivel local, así
como los Estados, promoverán el respeto y la plena apli-
cación de las disposiciones de la presente Declaración
y velarán por la eficacia de la presente Declaración. 

ARTÍCULO 43 

Los derechos reconocidos en la presente Declaración
constituyen las normas mínimas para la supervivencia,
la dignidad y el bienestar de los pueblos indígenas del
mundo. 

ARTÍCULO 44 

Todos los derechos y las libertades reconocidos en la
presente Declaración se garantizan por igual al hombre
y a la mujer indígenas. 

ARTÍCULO 45 

Nada de lo contenido en la presente Declaración se
interpretará en el sentido de que menoscaba o suprime
los derechos que los pueblos indígenas tienen en la
actualidad o puedan adquirir en el futuro. 

ARTÍCULO 46 

1. Nada de lo señalado en la presente Declaración se
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interpretará en el sentido de que confiere a un Estado,
pueblo, grupo o persona derecho alguno a participar en
una actividad o realizar un acto contrarios a la Carta de
las Naciones Unidas o se entenderá en el sentido de
que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a
quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la inte-
gridad territorial o la unidad política de Estados sobera-
nos e independientes. 
2. En el ejercicio de los derechos enunciados en la pre-
sente Declaración, se respetarán los derechos humanos
y las libertades fundamentales de todos. El ejercicio de
los derechos establecidos en la presente Declaración
estará sujeto exclusivamente a las limitaciones determi-
nadas por la ley y con arreglo a las obligaciones inter-
nacionales en materia de derechos humanos. Esas limi-
taciones no serán discriminatorias y serán sólo las
estrictamente necesarias para garantizar el reconoci-
miento y respeto debidos a los derechos y las libertades
de los demás y para satisfacer las justas y más apre-
miantes necesidades de una sociedad democrática. 
3. Las disposiciones enunciadas en la presente
Declaración se interpretarán con arreglo a los principios
de la justicia, la democracia, el respeto de los derechos
humanos, la igualdad, la no discriminación, la buena
administración pública y la buena fe. 

Notas finales:
1. Véase la resolución 2200 A (XXI), anexo. 
2. A/CONF.157/24(Part I), cap. III.
3. Resolución 217 A (III).

DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 159

OPINIÓN CONSULTIVA 

OC-17/2002

DEL 28 DE AGOSTO DE 2002,

SOLICITADA POR LA

COMISIÓN INTERAMERICANA

DE DERECHOS HUMANOS 14
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La Corte, integrada en la forma antes mencionada,
emite la siguiente Opinión Consultiva: 

I. PRESENTACIÓN DE LA CONSULTA

1. El 30 de marzo de 2001 la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la
Comisión Interamericana”), en razón de lo que dispone
el artículo 64.1 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos (en adelante “la Convención
Americana”, “la Convención” o “el Pacto de San José”),
sometió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos
(en adelante “la Corte Interamericana”, “la Corte” o “el
Tribunal”) una solicitud de Opinión Consultiva (en ade-
lante “la consulta”) sobre la interpretación de los artícu-
los 8 y 25 de la Convención Americana, con el propósito
de determinar si las medidas especiales establecidas en
el artículo 19 de la misma Convención constituyen “lími-
tes al arbitrio o a la discrecionalidad de los Estados” en
relación a niños, y asimismo solicitó la formulación de cri-
terios generales válidos sobre la materia dentro del marco
de la Convención Americana.
2. En criterio de la Comisión Interamericana la consulta
tiene como antecedente que “en distintas legislaciones
y prácticas de los países americanos, la vigencia de los
derechos y garantías reconocidos en los artículos 8 y 25
por la Convención Americana no es plena respecto a los
niños como sujetos y actores en jurisdicción penal, civil
y administrativa, por asumirse que la obligación de pro-
tección por el Estado para suplir la falta de plenitud de

juicio de los menores, puede hacer pasar a segundo
plano dichas garantías. Eso implica que los derechos de
los menores de edad a las garantías judiciales y a la pro-
tección judicial pueden ser menoscabados o restringi-
dos. Por ende también otros derechos reconocidos
cuya vigencia depende de la efectividad de las garantí-
as judiciales como los derechos a la integridad personal,
a la libertad personal, a la protección de la honra y la
dignidad, y a la protección de la familia.” 
3. De conformidad con las manifestaciones de la
Comisión, existen ciertas “premisas interpretativas” que
autoridades estatales aplican al momento de dictar
medidas especiales de protección a favor de menores,
las cuales tienden al debilitamiento de las garantías
judiciales de éstos.  Dichas medidas son las siguientes: 
a) Los menores son incapaces de juicio pleno sobre sus
actos y por consiguiente su participación por sí o a tra-
vés de sus representantes se reduce o anula tanto en lo
civil como en lo penal. 
b) Esa carencia de juicio y personería es presumida por
el funcionario judicial o administrativo, que, al tomar
decisiones que entiende basadas en lo que considera
los “mejores intereses del niño”, deja en segundo plano
esas garantías. 
c) Las condiciones del entorno familiar del niño (situa-
ción económica y de integración familiar, falta de recur-
sos materiales de la familia, situación educacional, etc.)
pasan a ser factores centrales de decisión respecto al
tratamiento cuando un niño o adolescente es puesto
bajo la jurisdicción penal o administrativa para decidir
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su responsabilidad y su situación en relación con una
presunta infracción, o para la determinación de medi-
das que afectan derechos como el derecho a la familia,
a la residencia o a la libertad. 
La consideración de que el menor está en situación irre-
gular (abandono, deserción educativa, falta de recursos
de su familia, etc.) puede usarse para intentar justificar
la aplicación de medidas normalmente reservadas
como sanción para figuras delictivas aplicables sólo
bajo debido proceso. 
4. La Comisión incluyó en la consulta una solicitud a este
Tribunal para que se pronuncie específicamente sobre la
compatibilidad de las siguientes medidas especiales que
algunos Estados adoptan en relación a menores, con los
artículos 8 y 25 de la Convención Americana: 
a) La separación de jóvenes de sus padres y/o familia
por considerarse, al arbitrio del órgano decisor y sin
debido proceso legal, que sus familias no poseen con-
diciones para su educación y mantenimiento; 
b) La supresión de la libertad a través de la internación
de menores en establecimientos de guarda o custodia,
por considerárselos abandonados o proclives a caer en
situaciones de riesgo o ilegalidad; causales que no con-
figuran figuras delictivas sino condiciones personales o
circunstanciales del menor;
c) La aceptación en sede penal de confesiones de meno-
res obtenidas sin las debidas garantías; 
d) La tramitación de juicios o procedimientos administra-
tivos en los que se determinan derechos fundamentales
del menor, sin la garantía de defensa del menor; y 
e) La determinación en procedimientos administrati-
vos y judiciales de derechos y libertades sin la garan-
tía al derecho de ser oído personalmente y la no con-
sideración de la opinión y preferencias del menor en
esa determinación. 

II. PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 

5. Mediante notas de 24 de abril de 2001, la
Secretaría de la Corte (en adelante “la Secretaría”),
en cumplimiento de lo que dispone el artículo 62.1
del Reglamento de la Corte (en adelante “el
Reglamento”)1, transmitió el texto de la consulta a los
Estados Miembros de la Organización de los Estados
Americanos (en adelante “OEA”), al Instituto
Interamericano del Niño, al Consejo Permanente y,

por intermedio del Secretario General de la OEA, a los
órganos de la Organización que por sus competen-
cias- pudieran tener interés en la materia.  Asimismo,
les informó que el Presidente de la Corte (en adelan-
te “el Presidente”), en consulta con los demás jueces
que integran el Tribunal, dispuso que las observacio-
nes escritas y otros documentos relevantes sobre la
consulta deberían ser presentados en la Secretaría a
más tardar el 31 de octubre de 2001. 
6. El 7 de agosto de 2001 el Instituto Interamericano del
Niño presentó sus observaciones escritas en relación
con la solicitud de opinión consultiva. 
7. Los Estados Unidos Mexicanos y la República de
Costa Rica presentaron sus observaciones escritas el 31
de octubre de 2001. 
8. Conforme a la prórroga del plazo de presentación de
observaciones que el Presidente concedió a la Comisión
Interamericana, ésta presentó nuevas precisiones el 8
de noviembre de 2001. 
9. Las siguientes organizaciones no gubernamentales
presentaron sus escritos en calidad de amici curiae,
entre el 16 y el 29 de octubre de 2001: 
- la Coordinadora Nicaragüense de ONG’s que trabaja
con la Niñez y la Adolescencia (en adelante “CODENI”); 
- el Instituto Universitario de Derechos Humanos, A.C.
de México; y 
- la Fundación Rafael Preciado Hernández, A.C. de
México. 
10. Por Resolución de 12 de abril de 2002, el
Presidente dispuso la realización de una audiencia
pública sobre la consulta en la sede de la Corte el 21 de
junio de 2002, a partir de las 10:00 horas, e instruyó a
la Secretaría para que oportunamente invitase a partici-
par en dicho procedimiento oral a quienes hubiesen
sometido por escrito sus puntos de vista al Tribunal. 
11. Las siguientes organizaciones presentaron sus
escritos en calidad de amici curiae, entre el 18 de junio
y el 2 de agosto de 2002: 
- Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (en
adelante “ILANUD”);  
-Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (en
adelante “CEJIL”); y  
-la Comisión Colombiana de Juristas. 
12. El 21 junio de 2002, con anterioridad al inicio de la
audiencia pública convocada por el Presidente, la

1 De conformidad con la Resolución de la Corte de 13 de marzo de 2001 sobre Disposiciones Transitorias al Reglamento de

la Corte, la presente Opinión Consultiva se dicta en los términos del Reglamento adoptado en la Resolución de la Corte de 16

de septiembre de 1996.
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Secretaría entregó a los comparecientes el conjunto de
escritos de observaciones y documentos presentados,
hasta ese momento. 
13. Comparecieron a la audiencia pública, por la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
Mary Ana Beloff. 
Por los Estados Unidos Mexicanos: Embajador Carlos
Pujalte Piñeiro; Ruth Villanueva Castilleja; y José Ignacio
Martín del Campo. 
Por Costa Rica: Arnoldo Brenes Castro;  Adriana Murillo
Ruin; Norman Lizano Ortiz;  Rodolfo Vicente Salazar;
Mauricio Medrano Goebel; e Isabel Gámez Páez. 
Por el Instituto Universitario de Derechos Humanos,
A.C. de México:  
María Engracia del Carmen Rodríguez Moreleón;  Enoc
Escobar Ramos; María Cristina Alcayaga Núñez; y
Silvia Oliva de Arce. 
Por la Fundación Rafael Preciado Hernández, A.C de
México: 
Dilcya Samantha García Espinosa de los Monteros. 
Por el Centro de la Justicia y el Derecho Internacional: 
Juan Carlos Gutiérrez; Luguely Cunillera; y Lourdes
Bascary. 
Por el Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas
para la Prevención del Delito y Tratamiento del
Delincuente: Carlos Tiffer. 
14. Durante la audiencia pública, el Presidente señaló
a los participantes que podrían enviar observaciones
adicionales a más tardar el 21 de julio siguiente. El 12
de julio siguiente informó a las partes intervinientes que
la Corte había programado las deliberaciones sobre la
consulta en la agenda de su LVI Período Ordinario de
Sesiones, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 2002.
Los Estados de México, la Comisión, CEJIL y la
Fundación Rafael Preciado Hernández, A.C. de México
presentaron sus observaciones dentro del plazo conce-
dido para el efecto. 
15. La Corte resume de la siguiente manera la parte con-
ducente de las Organizaciones no Gubernamentales 2:
Instituto Interamericano del Niño: En su escrito de 7 de
agosto de 2001 expresó: 
A partir de la aprobación de la Convención sobre los
Derechos del Niño de 1989, los Estados del continente
iniciaron un proceso de adecuación de su legislación a
la luz de la doctrina de la protección integral, en la cual

se considera al niño como sujeto pleno de derechos,
dejando atrás la concepción de que es sujeto pasivo de
medidas de protección. En ésta se contempla una juris-
dicción altamente discriminante y excluyente, sin las
garantías del debido proceso, en la que los jueces tie-
nen amplias facultades discrecionales sobre cómo pro-
ceder en relación con la situación general de los niños.
Se dio así la transición de un sistema “tutelar represivo”
a uno de responsabilidad y garantista en relación con
los niños, en el cual la jurisdicción especial se enmarca
en el principio de legalidad, siguiendo las debidas
garantías y se adoptan medidas “orientadas al reparo a
la víctima y reeducación del menor de edad infractor a
la ley, relegando a casos absolutamente necesarios el
internamiento”. La Convención Americana sobre
Derechos Humanos establece que los derechos en ella
contemplados son propios de todo ser humano y, por
ello, el pleno goce y ejercicio de los mismos está garan-
tizado también para los niños (artículos 3 y 1.2 de la
Convención Americana). En este sentido, no se debe
confundir la capacidad de goce de derechos, inherente
a la persona humana y que constituye una regla de ius
cogens, con la incapacidad, relativa o absoluta, que tie-
nen los niños menores de 18 años de ejercer determi-
nados derechos por sí mismos. En relación con las
medidas especiales identificadas por la Comisión
Interamericana,  señaló lo siguiente: 
- Separación de los menores de sus padres por consi-
derar la autoridad que su familia no posee condiciones
para su educación y sustento: la carencia de recursos
materiales no puede ser el único fundamento de la
decisión, judicial o administrativa, que ordena la sepa-
ración de la familia.  Actuar de esa manera infringe
garantías como, entre otras, la legalidad del procedi-
miento, la inviolabilidad de la defensa y la humanidad
de la medida. La medidas de este tipo deben ser
impugnadas y consideradas inválidas; 
-Internación de menores considerados abandonados o
en situación de riesgo, que no han incurrido en ningún
delito: la privación de libertad de jóvenes en situación
de riesgo social, siguiendo los principios de la doctrina
de la situación irregular, significa la aplicación de una
sanción no tipificada, lo cual vulnera el principio de
legalidad de la pena, con el agravante de que por lo
general se ordena sin definir su duración. Asimismo,

2 El texto completo de los escritos de observaciones presentados por los Estados, órganos, instituciones e individuos participantes

en el procedimiento fue publicado oportunamente en la serie “B” de publicaciones oficiales del Tribunal. 
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contraría las reglas del debido proceso. 
-Aceptación de confesiones de menores en sede penal
sin las debidas garantías: no obstante que la mayoría
de las legislaciones del continente reconoce garantías
judiciales, por lo general las confesiones de niños se
obtienen sin haber seguido un procedimiento de deten-
ción adecuado o sin la presencia del representante legal
del niño o de un familiar, lo cual es suficiente para
declarar nulo el procedimiento aplicado; 
-Tramitación de procedimientos administrativos o judi-
ciales relativos a derechos fundamentales del menor,
sin las debidas garantías y sin considerar su opinión o
preferencias: procesos realizados de la manera descri-
ta vulneran garantías fundamentales como los princi-
pios de culpabilidad, legalidad y humanidad, así como
garantías procesales (jurisdiccionalidad, contradicción,
inviolabilidad de la defensa, presunción de inocencia,
impugnación, legalidad del procedimiento y publicidad
del proceso). 
-A la luz de las prácticas descritas, el Instituto estable-
ció la necesidad de hacer una revisión del proceso de
adecuación de las legislación de los Estados america-
nos a los principios de la Convención sobre los
Derechos del Niño y la Convención Americana, pues
todavía hoy existen países que no han armonizado ente-
ramente su normativa a esos principios, de conformi-
dad con el artículo 2 de la Convención Americana.
Concluyó señalando que los artículos 8, 19 y 25 de la
Convención Americana deben constituir un límite a la
facultad discrecional de los Estados para dictar medidas
especiales de protección a los niños. En consecuencia,
aquéllos deben “adecuar sus legislaciones y sus prácti-
cas nacionales en consonancia a estos principios”. 
Por otro lado el Instituto expresó, en sus anexos, que la
realidad muestra que los sectores especialmente vulne-
rables de la sociedad se ven privados de la protección
de sus derechos humanos, lo cual resulta contrario al
principio de universalidad de los mismos.  En este sen-
tido, señaló que la llamada doctrina de la situación irre-
gular considera que son “niños” quienes tengan sus
necesidades básicas satisfechas, y “menores”, quienes
se encuentren marginados socialmente y no puedan
satisfacer sus necesidades básicas. Para tratar a estos
últimos se desarrollan legislaciones que consideran a
los niños como “objetos de protección y control”, y se
establecen jurisdicciones especiales, las cuales resultan
excluyentes y discriminatorias, niegan a los niños la
condición de sujetos de derecho y vulneran sus garan-
tías fundamentales. Asimismo, “judicializan” los proble-
mas psicosociales de la niñez y crean la figura del juez
de niños, quien, con amplias facultades discrecionales,

tiene la función de resolver los problemas de este grupo
social, ante la falta de políticas sociales de protección
por parte del Estado. Dichas jurisdicciones desatienden
el principio de legalidad, la distinción entre las capaci-
dades de ejercicio y goce de derechos, la proporciona-
lidad de la pena y el debido proceso. Asimismo, el sis-
tema no respeta las edades para los diversos tipos de
intervención, no se inspira en políticas resocializantes o
reeducativas y propicia que niños no infractores sean
internados, indiferenciadamente, con menores de edad
que han infringido la ley.  Se pudo determinar, a través
de un estudio del Instituto Latinoamericano de las
Naciones Unidas para la Prevención del Delito y
Tratamiento del Delincuente (en adelante “ILANUD”),
que el perfil del niño infractor se conforma con los
siguientes datos: sexo masculino, retraso escolar de 4
años, residente en zonas marginales, desarrollo de acti-
vidades ilícitas para contribuir al soporte de su núcleo
familiar, familia desintegrada, o con padre que se
desempeña en una actividad laboral de menor ingreso
o está desempleado, y madre dedicada al servicio
doméstico o a una actividad de baja calificación laboral.
La Convención sobre los Derechos del Niño desarrolló
una nueva concepción que distingue entre abandono y
conducta irregular.  La primera figura requiere políticas
de orden administrativo, mientras que la segunda supo-
ne decisiones de carácter jurisdiccional.  Se establece,
asimismo, que los niños son inimputables penalmente,
aunque a los sujetos de 12 a 18 años que infringen la
ley se les somete a una jurisdicción especial, que puede
aplicar sanciones consistentes en medidas socio-edu-
cativas. Este sistema de justicia especial, además de los
caracteres básicos de todo órgano jurisdiccional,  se
basa en los siguientes principios: 
a. Responsabilidad ante la infracción: el contenido
sancionatorio de la nueva jurisdicción sólo se debe apli-
car a niños mayores de 12 años y menores de 18 años
que hayan infringido la ley penal –por la inimputabilidad
de los menores de 18 años–, y las medidas adoptadas
pueden ser recurridas por los mismos niños. El Estado
debe adoptar sobre estas personas una política rehabi-
litatoria, de manera que los adolescentes que infrinjan
la ley “se hacen merecedores de una intervención jurí-
dica” distinta de la prevista por el Código Penal para los
adultos. En particular, deberán establecerse jurisdiccio-
nes especializadas para conocer de las infracciones a la
ley por parte de niños, que además de satisfacer los ras-
gos comunes de cualquier jurisdicción (imparcialidad,
independencia, apego al principio de legalidad), res-
guarde los derechos subjetivos de los niños, función
que no compete a las autoridades administrativas. 
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b. Despenalización del sistema de justicia juvenil: en
consideración a que la sanción en esta jurisdicción
especial busca rehabilitar y no reprimir, el internamien-
to debe ser la última medida. Antes deben valorarse
otras medidas de carácter socioeducativo como: orien-
tación familiar, imposición de reglas de conducta, pres-
tación de servicios a la comunidad, obligación de repa-
rar el daño y libertad asistida. Las medidas deben ser
siempre proporcionales y estar fundamentadas en el
interés superior del niño y su reintegración familiar y
comunitaria; 
c. Separación de funciones administrativas y jurisdic-
cionales: se debe diferenciar entre la protección social,
que busca ofrecer las condiciones necesarias para que
el niño desarrolle su personalidad y satisfaga sus dere-
chos fundamentales, y protección jurídica, entendida
como una función de garantía que tiene como objetivo
decidir sobre los derechos subjetivos de los niños; 
d. Garantía de los derechos: las garantías englobadas
dentro del debido proceso deben respetarse en tres
momentos: 
i. al momento de la detención, la cual debe sustentarse
en una orden judicial, salvo casos de infracciones in fra-
ganti, y debe ser ejecutada por personal policial capaci-
tado en el tratamiento de adolescentes infractores, es
decir, personal especial; 
ii. en el desarrollo de los procedimientos judiciales,
tanto los de carácter sustantivo (principios de culpabili-
dad, legalidad y humanidad), como los de carácter pro-
cesal (principios de jurisdiccionalidad, contradicción,
inviolabilidad de la defensa, presunción de inocencia,
impugnación, legalidad del procedimiento y publicidad
del proceso); y
iii. en el cumplimiento de una medida reeducativa o de
internamiento. Esta debe ser supervisada por el órgano
competente. En caso de privación de libertad, se debe
acatar la prohibición de recluir a niños en estableci-
mientos para adultos, y en general, respetar los dere-
chos del niño a conocer el régimen al cual está sujeto,
recibir asesoría jurídica eficaz, continuar el desarrollo
educativo o profesional, realizar actividades recreativas,
conocer el procedimiento para presentar quejas, estar
en un ambiente físico adecuado e higiénico, contar con
atención médica suficiente, recibir visitas de sus fami-
liares, mantener contacto con la comunidad local y ser
reintegrado gradualmente a la normalidad social. 
e. Participación de la comunidad en las políticas ree-
ducativas y de reinserción familiar y social: 
constituye un elemento esencial dentro de la nueva justi-
cia juvenil, pues las medidas buscan la reinserción gra-
dual y progresiva de los niños infractores en la sociedad.  

Costa Rica: En sus intervenciones, tanto escritas como
orales, el Estado de Costa Rica manifestó: 
a. En relación con la interpretación de los artículos 8,
19 y 25 de la Convención Americana:
Las garantías de los artículos 8 y 25 de la Convención
Americana, en relación con el artículo 19 del mismo ins-
trumento deben interpretarse en dos sentidos: uno nega-
tivo, en razón de que dichas disposiciones sí constituyen
límites al arbitrio de los Estados, pues éstos no pueden
legislar en detrimento de esas garantías básicas; y otro
positivo, que implica permitir su adecuado ejercicio,
tomando en cuenta que los artículos mencionados no
impiden adoptar disposiciones específicas en materia de
niñez que amplíen las garantías ahí contempladas. 
Las garantías de los artículos 8 y 25 de la Convención
Americana deben aplicarse a la luz de la especialidad
que el propio Pacto de San José ha reconocido a la
materia de infancia y adolescencia, en el sentido de
“proteger reforzadamente los derechos de niños”, tal
como sucede con otras situaciones especiales como
son las consagradas en sus artículos 5.5 y 27 de la
Convención. Por ello deben “leerse transversalmente”
–y utilizando criterios amplios de interpretación– con lo
establecido en la Convención sobre los Derechos del
Niño.  Por esa razón, la aplicación de dichos artículos
debe considerar los principios de interés superior de los
niños, protección integral, justicia especializada, pre-
sunción de minoridad, principio de lesividad, confiden-
cialidad y privacidad, y formación integral y reinserción
en la familia y la sociedad, así como la precisión acerca
de la manera y condiciones en que los niños pueden
acceder a esos recursos judiciales, tomando en cuenta
que su capacidad de actuar no es plena, “sino que está
vinculada al ejercicio de la autoridad parental, y deter-
minada por su grado de madurez emocional y capaci-
dad de discernimiento”.  
El artículo 19 de la Convención Americana obliga a los
Estados a desarrollar la normativa para garantizar las
medidas de protección que los niños requieran en su
condición de tales, de manera que cualquier desarrollo
normativo que los Estados elaboren en torno a las medi-
das de protección para la niñez debe reconocer que los
niños son sujetos de derechos propios, que deben rea-
lizarse dentro del concepto de protección integral. Estas
medidas positivas “no consagran una potestad discre-
cional del Estado” con respecto a esta población. 
Los derechos reconocidos en los artículos 8 y 25 de la
Convención han sido contemplados y desarrollados en
el artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del
Niño. Asimismo, agregó que son relevantes para esta
solicitud de opinión los artículos 3, 9, 12.2, 16, 19, 20,
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25 y 37 del mismo instrumento internacional. 
La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce la
protección especial que el Estado debe brindar a los
niños, particularmente en materia de administración de
justicia, y reconoce como una prioridad que los conflic-
tos en los que haya niños involucrados se resuelvan,
siempre que ello sea posible, sin acudir a la vía penal;
en caso de recurrir a ésta, siempre se les deben reco-
nocer las mismas garantías de que gozan los adultos,
así como aquellas específicas propias de su condición
de niños. Dicha Convención se remite, asimismo, a
otros instrumentos internacionales como las Reglas
Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración
de Justicia a Menores (Reglas de Beijing), las
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención
de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad) y las
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los
Menores Privados de Libertad.  
En Costa Rica, específicamente, estas normas interna-
cionales han sido introducidas en las instancias admi-
nistrativas, judiciales y penitenciarias. Además, existe
un Código de la Niñez y la Adolescencia (1998), que
establece un proceso especial de protección en caso
de acción u omisión de la sociedad o el Estado, de los
padres o responsables, o de acciones u omisiones que
los niños cometen en su propio agravio. Este proceso
está a cargo del  Patronato Nacional de la Infancia, en
primera instancia, y contempla la posibilidad de que
las decisiones de éste sean recurridas en la vía juris-
diccional. Por otro lado, existe también una Ley de
Justicia Penal Juvenil (1996), en la que se consagran
garantías rigurosas y medidas de protección de natura-
leza y contenido diferentes, aplicables a los niños que
infringen la ley penal. Para la observancia de dichas
garantías a nivel judicial se requería la “creación de
Juzgados Penales Juveniles, el Tribunal Superior Penal
Juvenil, Juzgados de Ejecución de la Pena, Defensa
Penal Juvenil, Ministerio Público especializado, [y]
Policía Judicial Juvenil”.
En relación con las medidas concretas identificadas por
la Comisión, Costa Rica manifestó que dichas “situacio-
nes no [puede entenderse] como ‘medidas de protec-
ción’ válidas en los términos del artículo 19 de la
Convención Americana”, pues éstas responden a situa-
ciones que en Costa Rica se dieron antes de la entrada
en vigor de la legislación actual, que es acorde con la
Convención sobre los Derechos del Niño. 
- Separación de los jóvenes de sus padres por consi-
derar la autoridad que su familia no posee condiciones
para su educación o mantenimiento: ésta “resultaría
violatoria del artículo 19 de la Convención Americana,

así como de los artículos 8 y 25 [del] mismo cuerpo
legal y de los artículos 9, 12.2 y 40 de la Convención
sobre los Derechos del Niño”. En Costa Rica se
puede aplicar una medida, conforme al Código de la
Niñez y la Adolescencia, con garantía de debido pro-
ceso la cual se trata de una medida de protección
provisional en familias sustitutas, o abrigo temporal
en entidades públicas o privadas. 
- Internación de menores en establecimientos de cus-
todia, por considerarlos abandonados o en situación
de riesgo o ilegalidad, sin que hayan incurrido en deli-
to: esta medida constituye un reflejo de la doctrina de la
situación irregular, y por lo tanto, resultaría violatoria de
los artículos 7, 8, 19 y 25 de la Convención Americana,
así como de los artículos 25, 37 y 40 de la Convención
sobre los Derechos del Niño. En Costa Rica, cuando
viene al caso una medida como la descrita, se otorga la
posibilidad de apelación en vía judicial, bajo los paráme-
tros del debido proceso y escuchando la opinión del niño. 
- Aceptación de confesiones de menores en sede penal
sin las debidas garantías: se vulneraría los artículos 19,
8.2 inciso g)  y 8.3 de la Convención Americana, ade-
más de la garantía señalada en el artículo 40, inciso
2.b). Conforme a la legislación costarricense, el niño
tiene el derecho de abstenerse de declarar. 
- Tramitación de procedimientos administrativos relati-
vos a derechos fundamentales del niño, sin la garantía
de defensa de éste: la hipótesis planteada violaría los
artículos 8, 19 y 25 del Pacto de San José, así como los
artículo 12, inciso 2) y 40 de la Convención sobre los
Derechos del Niño.  En el caso de Costa Rica, la legis-
lación ha sido adaptada a los instrumentos internacio-
nales mencionados. 
En conclusión, el Estado afirmó que se ha superado la
concepción de que los niños son “seres incompletos
que deben ser objeto de protección”, desde un punto
de vista técnico, los artículos 8 y 25 de la Convención
Americana no constituyen límites a la actividad del
Estado “en tanto que no impiden mejorar el estándar de
tutela y garantía especificando estas disposiciones para
la materia de la niñez”.  De esta manera, “los menores
de edad por su condición pueden y deben gozar de
mayores y especiales garantías a las establecidas para
los adultos, pero en ningún caso de menores garantías
o de debilitamiento de ellas con el pretexto de una pro-
tección mal entendida”.  

f. Sobre la Convención sobre los Derechos de Niño: 
A nivel internacional se ha reconocido la existencia de
un principio universal de protección especial a la niñez,
en razón de encontrarse en una posición de “desventa-
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ja y mayor vulnerabilidad” frente a otros sectores de la
población, y por enfrentar necesidades específicas. En 
ese sentido se pronuncia la Declaración de los
Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General
de la ONU en 1959. Sin embargo, fue hasta 1989, con
la Convención sobre los Derechos del Niño, que se dio
“una verdadera transformación cualitativa en la inter-
pretación, comprensión y atención de las personas
menores de edad, y por consiguiente en su condición
social y jurídica”.  Dicha Convención contiene una serie
de principios y disposiciones relativos a la protección de
los niños y constituye un paradigma de las nuevas
orientaciones que deben regir la materia.  En particular,
contempla la necesidad de atender el interés superior
del niño, la regla de que no sea separado de sus padres
contra la voluntad de éstos y la posibilidad de que el
niño sea escuchado en todo procedimiento judicial o
administrativo que lo afecte; los niños infractores de la
ley deben ser tratados “de manera acorde con el
fomento de su sentido de la dignidad y la importancia
de promover una función constructiva en la sociedad”. 
g. Doctrina de la protección integral: 
Con la Convención sobre los Derechos del Niño se
abandonó la antigua doctrina de la situación irregular,
que consideraba a los niños incapaces de asumir res-
ponsabilidad por sus acciones. Por ello, se constituían
en objetos pasivos de la intervención “proteccionista” o
represiva del Estado.  Además, esa doctrina creaba una
distinción entre “niños”, que tenían cubiertas sus nece-
sidades básicas, y “menores”, que eran miembros de la
población infantil con sus necesidades básicas insatis-
fechas, y se encontraban por lo tanto, en una “situación
irregular”. Para este segundo grupo, el sistema tendía a
judicializar e institucionalizar cualquier problema vincu-
lado con su condición de menores, y la figura del “juez
tutelar” sobresalía como una forma de restituir las
carencias del niño.  
Esta Convención, junto con otros instrumentos interna-
cionales, acogió la doctrina de la protección integral,
que reconoce al niño su condición de sujeto de derecho
y le confiere un papel principal en la construcción de su
propio destino.  En materia penal, específicamente, sig-
nificó el cambio de una jurisdicción tutelar a una puni-
tivo-garantista, en la cual, entre otras medidas, se reco-
nocen plenamente los derechos y garantías de los
niños; se les considera responsables de sus actos delic-
tivos; se limita la intervención de la justicia penal al míni-
mo indispensable; se amplía la gama de sanciones,
basadas en principios educativos; y se reduce al máxi-
mo la aplicación de las penas privativas de la libertad. 

h. Surgimiento del Derecho de la niñez y la adoles-
cencia: 
La Convención sobre los Derechos del Niño, entre otros
instrumentos internacionales, y la elaboración de la
doctrina de la protección integral trajeron consigo el sur-
gimiento del Derecho de los niños como una nueva
rama jurídica, basada en tres pilares fundamentales: el
interés superior del niño, entendido como la premisa
bajo la cual se debe interpretar, integrar y aplicar la nor-
mativa de la niñez y la adolescencia, y que constituye,
por ello, un límite a la discrecionalidad de las autorida-
des en la adopción de decisiones relacionadas con los
niños; el menor de edad como sujeto de derecho, de
manera que se reconocen a éste tanto los derechos
humanos básicos como los que sean propios de su con-
dición de niño; y el ejercicio de los derechos funda-
mentales y su vínculo a la autoridad parental: siendo
que la autoridad parental tiene como único fin procurar
al niño la protección y los cuidados indispensables para
garantizar su desarrollo integral, constituye una respon-
sabilidad y un derecho para los padres, pero también
un derecho fundamental para los niños a ser protegidos
y orientados hasta alcanzar su plena autonomía. Por
ello, el ejercicio de autoridad debe disminuir conforme
avanza la edad del niño. 
Como conclusión, Costa Rica manifestó que “las dis-
posiciones de los artículos 8 y 25 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos resultan insufi-
cientes por sí mismas para asegurar a las personas
menores de edad el respeto de las garantías y dere-
chos reconocidos por ese instrumento a todas las per-
sonas”, y por ello deben considerarse una serie de
principios y garantías propias de la materia de la
niñez, para conformar así un núcleo fundamental
sobre los derechos de los niños, que contemple un
principio de discriminación positiva con el propósito
de procurar una equidad y compensar, “mediante el
reconocimiento de mayores y más específicas garan-
tías, estas situaciones de franca desigualdad que
existen en la realidad”.  Para esto, afirmó, es necesa-
rio que todos los Estados ratifiquen la Convención
sobre los Derechos del Niño y armonicen su legisla-
ción con los principios en ella contemplados. 
Estados Unidos Mexicanos: En sus comunicaciones
escritas y orales, México manifestó: 
Los niños no deben ser considerados “objetos de pro-
tección segregativa”, sino sujetos de pleno derecho que
deben recibir protección integral, y gozar de todos los
derechos que tienen las personas adultas, además de
“un grupo de derechos específicos que se les otorga por
la particularidad de que los niños se encuentran en
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desarrollo”. No sólo se deben proteger sus derechos,
sino también es necesario adoptar medidas especiales
de protección, conforme al artículo 19 de la Convención
Americana y un conjunto de instrumentos internaciona-
les en materia de niñez. 
Los dos grandes principios que rigen los derechos
humanos son los de no discriminación e igualdad ante
la ley, cuyo reconocimiento  debe realizarse a favor de
todas las personas, “sin distinguir si el beneficiario de
[e]stos [derechos es un niño, un joven o un adulto]”. En
consecuencia, las medidas que plantea la Comisión
Interamericana en su escrito de consulta “estarían rela-
cionad[as] con cuestiones de eficacia de las normas de
la Convención, más que de compatibilidad de sus res-
pectivos alcances”. 
- Separación de los jóvenes de sus padres por consi-
derar la autoridad que su familia no posee condiciones
para su educación o sustento: se rechaza el término
“jóvenes”, por su ambigüedad, y se opta por el con-
cepto de “menores”, que resulta más preciso para
referirse a este sector de la población.  Asimismo, el
Estado considera que debe distinguirse entre “la
separación del menor motivada por la falta de condi-
ciones de sus familiares para su educación, y segun-
do la separación del menor por la falta de condiciones
para su mantenimiento. Al respecto, es indudable
que en ambos casos el órgano facultado para tomar
dicha determinación debe de respetar siempre las
reglas del debido proceso legal”. Conforme al artículo
9 de la Convención sobre los Derechos del Niño, la
separación del niño de sus padres debe ser excep-
cional, limitarse a los casos de maltrato o descuido, y
adoptarse para proteger el interés superior del niño.
En ese sentido, los artículos 8 y 25 de la Convención
Americana, “más que representar un límite al arbitrio
o a la discreción de los Estados para dictar medidas
de protección de acuerdo al artículo 19 de la misma,
constituyen el cauce por el cual deben transitar nece-
sariamente dichas acciones” para ser consideradas
acordes con las obligaciones del Estado derivadas de
la propia Convención. 
- Internación de menores en establecimientos de custo-
dia, por considerarlos abandonados o en situación de ries-
go o ilegalidad, sin que hayan incurrido en delito: en las
tres hipótesis planteadas, abandono, riesgo o ilegalidad,
corresponde a los Estados instrumentar programas de
protección social de los niños. Dichos programas deben
contemplar la existencia de órganos de control que
supervisen la aplicación y legalidad de aquéllos, así
como la adopción de medidas oportunas para prevenir
o remediar las situaciones descritas por la Comisión en

que se encuentren los niños. El Estado debe adoptar
medidas para la protección y el cuidado de los niños
abandonados, por tratarse de un sector social muy vul-
nerable, incluso sujeto a mayor protección que la pobla-
ción en situación de peligrosidad que, de conformidad
con el artículo 19 de la Convención Americana, los artí-
culos 3.2 y 20 de la Convención sobre los Derechos del
Niño y el artículo 9 de las Directrices de Riad. El inter-
namiento de niños en establecimientos de guarda debe
tener carácter provisional y considerarse “una medida
que ayudará al niño a encauzar debidamente su pro-
yecto de vida”. Los Estados deberán cuidar que el inter-
namiento de niños en establecimientos de guarda o de
custodia tenga carácter cautelar o provisional, y que su
pertinencia y duración estén debidamente sustentadas
en estudios especializados y sean revisadas periódica-
mente por la vía administrativa o judicial. En México, el
abandono de niños constituye un delito.  
Los niños en situación de riesgo, llamados “niños de la
calle”, también deben ser abarcados por medidas de
prevención y protección. Siguiendo los términos esta-
blecidos por este Tribunal en el Caso Villagrán Morales
y otros, los Estados deben adoptar medidas, tanto legis-
lativas como institucionales, para proteger y garantizar
los derechos de los niños en situación de riesgo. Entre
estas medidas puede figurar, igual que en el caso de los
niños en estado de abandono, el internamiento en esta-
blecimientos de guarda o custodia, siempre que éstos
sirvan al objetivo de “garantizar el pleno y armonioso
desarrollo de [la] personalidad [del niño]”. La medida
debe adaptarse con observancia de las garantías
correspondientes, previa consideración del punto de
vista del niño, tomando en cuenta su edad y madurez,
y ser siempre impugnable. El Estado tiene la obligación
de elaborar programas de prevención del delito. El inter-
namiento de niños sin que hayan cometido una falta y
sin respetar las garantías del debido proceso constitui-
ría una violación a los artículos  7 y 8 de la Convención
Americana, al artículo 40 de la Convención sobre los
Derechos del Niño, a la Constitución mexicana y al prin-
cipio, fundamental en el Derecho penal de nulla poena
sine lege. En el supuesto de privación de la libertad de
los niños, la detención debe realizarse conforme a la ley,
durante el período más breve que proceda y siguiendo
los principios de excepcionalidad, determinación tem-
poral y último recurso. Asimismo, las condiciones en las
que el niño puede ser detenido deben ser las mismas
que rigen la detención de los adultos, pero reconocien-
do que “la niñez requiere de derechos adicionales y de
un cuidado especial”. Además, para la detención de
niños “deben darse condiciones mucho más específi-
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cas en las que resulte imposible resolver la situación
con cualquier otra medida”. 
- Aceptación de confesiones de menores en sede penal
sin las debidas garantías: el Estado señaló que todo
niño debe gozar de garantías mínimas cuando se desa-
rrolla un proceso judicial contra él, entre ellas: presun-
ción de inocencia, obligación de la autoridad de dar
aviso a los representantes del niño de cualquier actua-
ción que se adopte para o contra éste, derecho a ser
asistido legalmente y derecho de ofrecer pruebas. En
consecuencia, cualquier declaración en sede penal que
se obtenga sin las garantías procesales mínimas no
debe tener valor probatorio.  
- Tramitación de procedimientos administrativos relati-
vos a derechos fundamentales, sin la garantía de
defensa del menor: los niños tienen derecho a ser asis-
tidos por un abogado, en cualquier procedimiento
seguido contra ellos. El desarrollo de procesos o proce-
dimientos administrativos sin esa garantía constituye
una violación  de los derechos consagrados en los artí-
culos 8 y 25 de la Convención Americana. 
- Determinación en procedimientos administrativos o
judiciales de derechos fundamentales del menor, sin
haber oído a éste y considerar su opinión: conforme a
la Convención sobre los Derechos del Niño, el Estado
debe garantizar al niño las condiciones que le permitan
formarse un juicio propio y expresar opinión en los
asuntos que lo afecten. Sin embargo, la libertad de
expresar su opinión no es ilimitada; la autoridad debe
valorarla según la posibilidad que tenga el niño de for-
marse un juicio propio, atendiendo a su edad y madu-
rez, de conformidad con el artículo 12 de la Convención
sobre los Derechos del Niño. Asimismo, el derecho a
ser oído constituye una garantía fundamental que debe
respetarse en todo procedimiento administrativo o judi-
cial, como han reconocido el sistema interamericano de
protección a los derechos humanos y el orden jurídico
mexicano, tanto en lo que respecto a la legislación,
como en lo que toca al desarrollo jurisprudencial. 
Ante la ausencia de un instrumento interamericano
que regule específicamente el derecho de los niños,
la Convención sobre los Derechos del Niño constitu-
ye, como  lo ha señalado esta misma Corte, parte del
corpus iuris “que debe servir para fijar el contenido y
los alcances de la disposición general definida, justo
en este artículo 19 a que se hace referencia”. 
Finalmente, el Estado señaló que el niño es sujeto de
derechos, incluso antes de su nacimiento, sin perjuicio
de que la capacidad de ejercicio se adquiera hasta la
mayoría de edad, es decir: “sea un menor trabajador,
sea un menor estudiante, sea un menor discapacitado,

sea un menor infractor, tiene el derecho a la tutela, por
su condición especial de menor de edad”. 

Comisión Interamericana: En sus intervenciones
escritas y orales, la Comisión de Derechos Humanos
Interamericana manifestó:
La aprobación de la Convención sobre los Derechos
del Niño constituyó “la culminación de un proceso
durante el cual se construyó el llamado modelo o doc-
trina de la protección integral de los derechos del
niño”. Este nuevo sistema se caracteriza por: 
i. reconocer a los niños como sujetos de derechos y la
necesidad de brindarles medidas especiales de protec-
ción, las cuales deben impedir intervenciones ilegítimas
del Estado que vulneren sus derechos, y prever presta-
ciones positivas que les permitan disfrutar efectivamen-
te sus derechos; 
ii. haber surgido con base en “los aspectos críticos” del
modelo de la “situación irregular” que imperó en nues-
tra  región por más de ochenta años; 
iii. dejar atrás la “judicialización” de asuntos exclusi-
vamente sociales y el internamiento de los niños o
jóvenes cuyos derechos económicos, sociales y cultu-
rales se encuentran vulnerados; 
iv. evitar la utilización de “eufemismos justificados por
el argumento de la protección”, lo cual impida emple-
ar los mecanismos de protección de derechos funda-
mentales propios del debido proceso;  
v. brindar un trato diferenciado entre los niños cuyos
derechos se encuentran vulnerados, y aquellos otros a
quienes se les imputa la comisión de un hecho delictivo; 
vi. adoptar las medidas de protección que promuevan
los derechos del niño y que de ninguna manera los vul-
neren,  considerando el consentimiento del niño y de su
grupo familiar; 
vii. desarrollar políticas públicas universales, así como
“focalizadas y descentralizadas”, tendientes a hacer
efectivos los derechos de los niños; y 
viii. establecer un sistema de responsabilidad especial
para adolescentes, respetuoso de todas las garantías
materiales y procesales. 
Con este nuevo modelo, “los Estados se comprometen
a transformar su relación con la infancia”, abandonan-
do la concepción del niño como “incapaz” y logrando el
respeto de todos sus derechos, así como el reconoci-
miento de una protección adicional. Además, se enfati-
za la protección a la familia por ser “el lugar por exce-
lencia donde deben efectivizarse en primer lugar los
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes
cuyas opiniones deben ser priorizadas para la toma de
decisiones familiares”.  Esta protección a la familia se
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basa en los siguientes principios: 
a. Importancia de la familia como “ente de crianza y [...]
principal núcleo de socialización del niño”; 
b. Derecho del niño a tener una familia y a convivir con
ella, de manera que se evite la desvinculación de sus
padres biológicos o de su familia extendida; de no ser
ello posible, se deben buscar otras “modalidades de
ubicación familiar” o, finalmente, recurrir a “entidades
de abrigo de la comunidad”; y 
c. “Desjudicialización” de los asuntos relativos a cues-
tiones socioeconómicas y adopción de programas de
ayuda social al grupo familiar, tomando en considera-
ción que la simple falta de recursos del Estado no justi-
fica la ausencia de estas políticas. 
A pesar de que la Convención sobre los Derechos del
Niño es uno de los instrumentos internacionales con
mayor número de ratificaciones, no todos los países en
el continente americano han armonizado sus legislacio-
nes internas con los principios establecidos en ella, y los
que lo han hecho han enfrentado dificultades para lle-
varlos a la práctica. 
La Convención sobre los Derechos del Niño establece dos
ámbitos de protección: a) de los derechos de los niños, las
niñas y los adolescentes en general, y b) el de los niños
que han cometido un delito. En este último campo, los
niños no sólo deben recibir las mismas garantías que los
adultos, sino, además, una protección especial.
El Estado, incluido el Poder Judicial, tiene la obligación
de aplicar los tratados internacionales. En ese sentido,
la Comisión reconoce que la Convención sobre los
Derechos del Niño, junto con otros instrumentos inter-
nacionales, constituyen un corpus iuris internacional
para la protección de los niños, que puede servir como
“guía interpretativa”, a la luz del artículo 29 de la
Convención Americana, para analizar el contenido de
los artículos 8 y 25 y su relación con el artículo 19, de
la misma Convención.  
Asimismo, aquellos instrumentos –entre los que se
encuentran las “Reglas de Beijing”, las “Reglas de
Tokio” y las “Directrices de Riad”– desarrollan la pro-
tección integral de los niños y adolescentes. Esta impli-
ca considerar al niño como sujeto pleno de derechos y
reconocen las garantías con que cuenta en cualquier
procedimiento en el que se afecten esos derechos. En

el sistema interamericano, el niño debe disfrutar deter-
minadas garantías específicas “en cualquier proceso en
el cual esté en juego su libertad o cualquier otro dere-
cho. Esto incluye cualquier procedimiento administrati-
vo”, artículos 8 y 25 de la Convención Americana.
Dichas garantías deben ser observadas, en especial,
cuando el procedimiento significa la posibilidad de apli-
car una medida privativa de libertad (llámese “medida
de internación” o “medida de protección”).  En la apli-
cación de medidas de privación de libertad de un niño,
es preciso considerar dos principios: a) la privación de
libertad constituye la ultima ratio3, y por ello es necesa-
rio preferir medidas de otra naturaleza, sin recurrir al
sistema judicial, siempre que ello resulte adecuado4; y
b) es preciso considerar siempre el interés superior del
niño lo cual implica reconocer que éste es sujeto de
derechos. Este reconocimiento  supone en el caso de
los niños se consideren medidas especiales que impli-
can “mayores derechos que [los que se reconocen] a
todas las otras personas” . 
Los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en
concordancia con el artículo 40 de la Convención sobre
los Derechos del Niño, recogen garantías que deben
observarse en cualquier proceso en el que se determi-
nen derechos de un niño, entre ellas: 
a. Juez Natural: “Toda persona tiene derecho a ser
juzgada por un juez que sea competente, indepen-
diente e imparcial, establecido con anterioridad por la
ley”.  En este sentido, el artículo 5.5 de la Convención
Americana contempla la necesidad de que los proce-
sos acerca de menores de edad sean llevados antes
jueces especializados5.
El artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del
Niño extiende la garantía del juez natural a los supues-
tos en los que se trate de autoridades estatales diferen-
tes de los órganos jurisdiccionales, o de mecanismos
alternativos, no judiciales, para resolver el conflicto.  
b. Presunción de inocencia: no se deberá tratar como
culpable a una persona acusada de haber cometido un
delito,  sino hasta que se haya establecido efectivamen-
te su responsabilidad. La garantía abarca a los niños,
imputables o no. 
En materia de niñez, las legislaciones latinoamericanas
tienden a considerar que se trata de un sistema de

3 Artículo 37 (b) de la Convención sobre los Derechos del Niño.
4 Artículo 40(3)(b) de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
5 La Comisión advierte que si bien la consulta es en relación con los artículos 8, 25 y 19, la norma citada en el artículo 5 de la

Convención se relaciona con la materia sujeto a consulta. 
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derecho penal de autor y no de acto, lo cual vulnera la
presunción de inocencia. 
Con anterioridad a la entrada en vigor de la Convención
sobre los Derechos del Niño, el juez ejercía un papel
“proteccionista” que le facultaba, en caso de encontrar-
se el niño en una situación de peligro o vulnerabilidad, a
violentar sus derechos y garantías. Inclusive bastaba la
simple imputación de un delito para suponer que el niño
se encontraba en situación de peligro, lo cual atraía la
imposición de alguna medida, por ejemplo, de interna-
ción.  Sin embargo, gracias a la aprobación de la
Convención sobre los Derechos del Niño, los jueces están
obligados a respetar las garantías de éste. Es necesario
“considerar la investigación y eventual sanción de un
niño, en función del hecho cometido y no de circunstan-
cias personales.”  Resulta claro que las debidas garantí-
as no pueden ser desconocidas por el interés superior del
niño. Por ello, cuando se presenta al juez un niño incul-
pado de un delito, y el sujeto se encuentra en especial
estado de vulnerabilidad, debe darse “intervención a los
mecanismos que haya creado el Estado para ocuparse
de esa situación particular”, y tratar al niño como inocen-
te, sin considerar su situación personal. 
c. Derecho de defensa: incluye varios derechos: contar
con el tiempo y los medios para preparar la defensa,
tener intérprete o traductor, ser oído, conocer la acusa-
ción e  interrogar y presentar testigos.  Esto mismo se
dispone en el artículo 40 de la Convención sobre los
Derechos del Niño. 
En esta garantía subyace el principio del contradictorio
y se supera la idea de que el niño no necesita defensa,
pues el juez asume la defensa de sus intereses. 
El derecho del niño a ser oído contempla la oportunidad
de expresar su opinión en cualquier procedimiento en
el cual se discutan sus derechos, siempre que esté en
condiciones de formarse un juicio propio.  Este elemen-
to es angular para el debido proceso del niño, a fin de
que “sea leído como una instancia de diálogo, en la que
la voz del niño sea tenida en cuenta, de modo de con-
siderar que lo que él o ella consideren respecto al pro-
blema de que está involucrado”. 
d. Doble instancia: (artículos 8.2.h de la Convención
Americana y 40.b.v de la Convención sobre los
Derechos del Niño): el niño debe gozar del derecho a
que un tribunal revise la medida que le ha sido impues-
ta, para controlar así el poder punitivo de las autorida-
des. Dicha garantía debe estar vigente en cualquier pro-
cedimiento en el que se determinen los derechos del
niño, y en especial cuando se apliquen medidas priva-
tivas de libertad. 

e. Non bis in idem: (artículo 8.4 de la Convención
Americana) la garantía de que un niño que ha sido
procesado por determinados hechos no podrá ser
enjuiciado nuevamente por los mismos hechos, se
encuentra contemplada en el artículo 8.4 de la
Convención Americana. En la Convención sobre los
Derechos del Niño no existe una disposición semejante.
f. Publicidad: (artículo 8.5 de la Convención Americana)
vinculada con el sistema democrático de gobierno, esta
garantía debe tomar en consideración la privacidad del
niño, sin disminuir el derecho de defensa de las partes ni
restar transparencia a las actuaciones judiciales, para “no
caer en el secreto absoluto de lo que pasa en el proceso,
sobre todo respecto de las partes”. En la Convención
sobre los Derechos del Niño no se encuentra una dispo-
sición semejante. 
Las garantías del debido proceso, consagradas en el artí-
culo 8 de la Convención Americana, poseen un doble
valor: intrínseco, mediante el cual la persona es conside-
rada sujeto en el desarrollo de ese diálogo; e instrumen-
tal, como medio para obtener una solución justa.  En este
sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño
“reclama el reconocimiento de la autonomía y subjetivi-
dad del niño y establece el peso que su opinión puede y
debe tener en las decisiones de los adultos”. 
El derecho a un recurso efectivo, establecido en el artí-
culo 25 de la Convención Americana, implica no sólo la
existencia de un instrumento procesal que ampare los
derechos violados, sino también el deber de la autoridad
de fundamentar la decisión sobre el reclamo y la posibi-
lidad de revisión judicial de la medida adoptada.  
En conclusión, la Comisión manifiesta que la
Convención sobre los Derechos del Niño debe ser uti-
lizada por los órganos del sistema interamericano de
protección de los derechos humanos en la interpreta-
ción de todas las normas de la Convención
Americana, en aquellos asuntos que involucren a
niños, y en particular en lo relativo a la interpretación
y aplicación del artículo 19 de la Convención
Americana.  Asimismo, la aplicación de esta última
disposición debe hallarse “precedida y acompañada”
por el respeto de las garantías contempladas en los
artículos 8 y 25 de la Convención Americana.
Finalmente, la Comisión señaló la importancia de que
“los Estados, y en particular los jueces, cumplan con
la obligación de aplicar los tratados internacionales,
adaptando su legislación, o dictando resoluciones
que cumplan con los estándares fijados por los trata-
dos de Derechos Humanos”. 
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Instituto Universitario de Derechos Humanos y otras
Organizaciones en la materia, A.C. de México 6:
En sus intervenciones escritas y orales, manifestó que: 
Los principios de no discriminación, interés superior del
niño e igualdad son primordiales en todas las activida-
des que conciernen a los niños y en la correspondiente
legislación. Es preciso tener en cuenta la opinión de los
niños en los asuntos que les conciernen. Los sistemas
legales deben establecer jurisdicciones de niños que
privilegien la prevención, así como fomentar su rehabi-
litación y  reinserción social, evitando en lo posible la
penalización y la privación de la libertad. En la audien-
cia agregó que deben considerarse los diversos ámbitos
de prevención: primaria, en la familia, secundaria, en la
sociedad, y terciaria cuando el Estado deba intervenir
en la adopción de alguna medida. 
- Separación de los jóvenes de sus padres por consi-
derar la autoridad que su familia no posee condiciones
para su educación o sustento: el término “joven” debe
ser rechazado, pues abarca tanto a mayores como a
menores de 18 años. El término “menor” es jurídico; y
contempla la asistencia y la tutela que se debe dar a la
persona que, en razón de su edad, no posee la capaci-
dad de ejercicio de sus derechos. 
La separación de los niños de sus padres debe adoptar-
se bajo las debidas garantías judiciales, “privilegiando
siempre el interés supremo del menor, el cual puede
verse menoscabado por la falta de condiciones para su
debido desarrollo integral”. Por ello, el Estado sólo puede
disponer esa reparación, en su calidad de promotor y
protector de los derechos del niño, ante circunstancias
que coloquen a éste en riesgo de sufrir violencia, maltra-
to, abuso y explotación sexual, entre otros peligros.
-Internación de menores en establecimientos de custo-
dia, por considerarlos abandonados o en situación de
riesgo o ilegalidad, sin que hayan incurrido en delito,
sino por condiciones personales o circunstanciales
del menor: el Estado debe adoptar medidas de protec-
ción, mediante procedimientos legítimos de interven-
ción y con la debida aplicación de la ley, cuando los

niños se encuentren en situación real de abandono
familiar o social que se traduzca en riesgo o vulneración
de los intereses supremos de la niñez. Una de estas
medidas es la internación de niños en establecimientos
de custodia que atiendan al objetivo de garantizar su
desarrollo y el ejercicio de sus derechos. Las situaciones
de riesgo e  ilegalidad no son sinónimas, como aparece
en el planteamiento.  
- Aceptación, en sede penal, de confesiones de meno-
res que se obtengan sin las debidas garantías: la con-
fesión de niños, entendida como una declaración
autoinculpatoria, debe rendirse siempre con garantías y
el respeto pleno de sus derechos. Es necesario estable-
cer un procedimiento especial para la justicia de niños,
lo cual no implica necesariamente el desarrollo de un
procedimiento penal. 
-Tramitación de procedimientos administrativos relati-
vos a derechos fundamentales del menor, sin la garan-
tía de defensa del menor: se debe distinguir entre los
procedimientos administrativos para la atención de
niños infractores y otros procedimientos relativos a con-
ductas no tipificadas en las leyes penales.  En estos últi-
mos casos la ausencia del defensor no implicará viola-
ción de los derechos. 
-Determinación, en procedimientos administrativos o
judiciales, de derechos fundamentales del menor, sin
haber oído a éste ni considerar su opinión: es preciso
distinguir  la posibilidad de que el niño exprese su
opinión libremente, por sí mismo o por medio de un
representante, del derecho considerado en conformi-
dad con el artículo 12 de la Convención sobre los
Derechos del Niño. Esto implica “la necesidad de
analizar a fondo sobre la forma que se debe adoptar
ese derecho ya que el menor no puede de manera ili-
mitada expresar su opinión, sino que se debe atender
a las condiciones particulares de cada menor, en fun-
ción de su edad y madurez”.

Federación Coordinadora de ONG’s que trabajan con la
Niñez y la Adolescencia-CODENI, de Nicaragua: En su

6 Consejo para la Defensa de los Derechos Humanos del Valle de México, Cadenas Humanas, El Ahora Juventud el Mañana Sabi-

duría, Centro de Monitoreo para la Defensa de los Derechos Humanos, Asociación de Guanajuatenses de México, Confederación

de Jóvenes Mexicanos, que agrupa 500 organizaciones juveniles, el Niño Fuente de Amor, el Instituto Mexicano de Prevención del

Delito e Investigación Penitenciaria, Centro de Estudios de Post Grado en Derecho, Compromiso por la Unidad Nacional, Consejo

Nacional de la Juventud de México, A.C., el Instituto Mexicano de Doctrina Social Cristiana, Colegio de Abogados y Penitenciaris-

tas del Valle de México, Asociación Mexicana de Promoción y Cultura, Fundación León XIII, Instituto de Ciencias Jurídicas de Abo-

gados Egresados de la UNAM, Campus Aragón, Fundación Economía Solidaria, Colegio Mexicano de Licenciados en Trabajo

Social, Centro de Alternativas Sociales, Colegio de Ciencias Jurídicas en el Estado de México, Fundación Mexicana de Reintegra-

ción Social e Instituto Nacional de Apoyo a Víctimas y Estudios en Criminalidad. 
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escrito de 16 de octubre de 2001, manifestó que: 
En Nicaragua la aprobación del Código de la Niñez y
la Adolescencia, en el año 1998, ha generado cam-
bios estructurales en el tratamiento de los adolescen-
tes infractores de la ley. No obstante, estos cambios
no han sido sustanciales, debido a la falta de asigna-
ción de un presupuesto específico para la aplicación
integral del código.
En relación con este sector de la población, resulta con-
veniente emplear la terminología “niñas, niños y ado-
lescentes”, para rescatar su condición de sujetos socia-
les y de derecho, producto de su personalidad jurídica,
y dejar atrás la política de la situación irregular, que
emplea el vocablo “menores” en forma peyorativa. 
La inimputabilidad del niño debe permitir identificarlo y
brindarle un tratamiento diferente del que corresponde
a un presunto infractor, en consideración a que el “acto
incurrido [responde] a una situación particular y no
necesariamente [a] un hecho premeditado o aprendido
tal como la plantea la política de situación irregular”. 
La ley debe considerar, al momento de determinar las
causas de la comisión de un hecho delictivo, el estudio
“biopsicosocial” del sujeto implementado en Nicaragua y
que muestra que “casi en un 100% [de…] los actos
delictivos devienen de circunstancias fuera del alcance
de ellos/ellas o de situaciones específicas del mismo
[s]istema”, por cuanto los niños proclives o propensos a
caer en situaciones de riesgo o ilegalidad son los pobres,
hijos e hijas de prostitutas y delincuentes, entre otros.
Hay principios que están relacionados con el debido
proceso, como los de culpabilidad, humanidad, juris-
diccionalidad, contradicción e inviolabilidad de la
defensa, que deben ser aplicados a la niñez: 
a) Principio de Culpabilidad: la publicidad que se
genera desde el momento de la comisión del delito, el
no atender al victimario y el dejar de brindar un trata-
miento especializado por personas expertas en el tema,
produce “la culpabilidad anticipada de los niños y
niñas”.  Además, debe considerarse parte de las obli-
gaciones del Estado el tener expertos en temas de niñez
y adolescencia en la Magistratura, la Procuraduría y la
Defensa Pública. 
b) Principio de Humanidad: la tipología de los delitos que
debe regir con respecto a los adolescentes debe ser dis-
tinta de aquella prevista en la ley común; las medidas
correctivas deben procurar la resocialización del victima-
rio, más que su simple reclusión, ya que “está demostra-
do que esta medida no causa efectos positivos”.  
Asimismo, la ley debe establecer una clara tipificación de
la conducta y considerar que el proceso judicial es una
instancia de “protección especial” y no de inquisición. 

c) Principio de Jurisdiccionalidad: la ley debe delimitar
los campos y los roles de cada actor responsable. Es
preciso aplicar medidas socioeducativas que permitan
la resocialización del niño. La instancia administrativa
vigilará el cumplimiento de esas medidas. 
d) Principio contradictorio: el derecho a ser escucha-
do se relaciona con el reconocimiento de la persona-
lidad jurídica, “en tanto ambos no se observen desde
la misma dirección, difícilmente una persona adulta y
sin experiencia, establecerá las diferencias prácticas
de la terminología”.
e) Principio de la inviolabilidad de la defensa: En
general, la defensa de los niños no corre a cargo de
especialistas en temas de la niñez y la adolescencia.
Esto no contribuye al respeto de los derechos del niño y
la niña.  Es fundamental el papel del Estado y la familia,
no como espectadores o sancionadores del individuo,
sino “como alternativas para superar el problema”. La
existencia de especialistas psicosociales que atiendan a
los niños y la correlación de esta atención con la familia
constituyen obligaciones del Estado.

Fundación Rafael Preciado Hernández, A.C, de México:
En sus presentaciones escritas y orales: 
Se toma como punto de partida para el desarrollo del
tema la Convención sobre los Derechos del Niño de
Naciones Unidas, de 1989, por ser el instrumento inter-
nacional que marcó el inicio de la doctrina de la pro-
tección integral que define a los infantes como sujetos
plenos de derecho no como objetos de tutela. La inter-
pretación solicitada de los artículos 8, 19 y 25 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos debe
incorporar plenamente el modelo presentado y adopta-
do en  la Convención sobre los Derechos del Niño. 
Se destacan algunas directrices pertinentes para la
interpretación propuesta, a saber: 
a. Prohibición de separar a las niñas, los niños y los
adolescentes de su medio familiar o comunitario por
cuestiones meramente materiales. 
El actual modelo de protección a la infancia se plantea
sobre la base de una responsabilidad conjunta entre el
Estado y los padres (o responsables de los niños). Con
fundamento en el principio de solidaridad, aquél no
debe tomar al infante bajo su tutela, privándole del ejer-
cicio de sus derechos, sobre todo del derecho de liber-
tad, en razón de la carencia de condiciones mínimas de
subsistencia o como consecuencia de su especial situa-
ción personal, social o cultural, y los padres deben brin-
dar al menos condiciones de vida adecuadas. Es decir,
tanto el Estado como la familia son responsables solida-
rios de brindar y garantizar al niño o niña las condicio-
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nes mínimas de subsistencia. Esto implica que las legis-
laciones que se desarrollan conforme al principio de
tutela y criminalizan la pobreza, despojando de garantí-
as judiciales al manejo de los conflictos jurídicos de los
sectores más desfavorecidos de la población, deben ser
objeto de reconsideración con el objeto de ajustarlas al
modelo y a la realidad imperantes. 
b. Delimitación de las órbitas de la administración y de
la actividad jurisdiccional. 
Las cuestiones de naturaleza jurisdiccional relativas a
los derechos de niñas, niños y adolescentes, sean de
derecho penal, civil o de familia, a la luz de la
Convención, deben ser realizadas por jueces con capa-
cidad plena y específica para dirimir conflictos de natu-
raleza jurídica, con las características de técnica, impar-
cialidad e independencia inherentes a su cargo y limi-
tados por las garantías individuales. 
La Convención sobre los Derechos del Niño, principal
normatividad en el seno internacional que ha venido
a reemplazar a las antiguas leyes tutelares, establece
el carácter complementario de los mecanismos espe-
ciales de protección de los niños, que no es autóno-
mo sino fundado en la protección jurídica general
(artículo 41 Convención sobre los Derechos del Niño)
para lo cual también establece clara separación entre
lo asistencial y lo penal. 
Desde esta perspectiva se señala que todo proceso segui-
do a un infante debe respetar los siguientes principios:  
1.Jurisdiccionalidad: implica el respeto de ciertas carac-
terísticas mínimas de la jurisdicción, tales como, la inter-
vención del juez natural y la independencia e imparciali-
dad del órgano llamado a tomar la decisión pertinente.  
2. Inviolabilidad de la defensa: obliga a la presencia del
defensor técnico en la toma de decisiones que afecten
al niño y en todo proceso en el que éste intervenga. 
3. Legalidad del procedimiento: todo procedimiento
que implique la presencia de un niño o la toma de deci-
siones que afecten al mismo debe estar previamente
determinado en la ley, para evitar la aplicación de crite-
rios discrecionales y garantizar el desarrollo justo y equi-
tativo de los sujetos, evitando de esta manera la adop-
ción de decisiones basadas en las condiciones perso-
nales del niño o la niña. 
4. Contradicción: implica la posibilidad de conocer los
hechos y las pruebas que concurren al proceso, así
como la de hacerles frente mediante la respectiva asis-
tencia legal. 
5. Impugnación: presupone la existencia de un órga-
no superior ante el cual se pueda recurrir la decisión
adoptada. 
6. Publicidad: tiene dos manifestaciones; por un lado,

la posibilidad de acceder a todas las piezas procesales
para garantizar la defensa adecuada; y por el otro, la
protección de la identidad de los niños y niñas para evi-
tar su estigmatización. 
c. Los niños como sujetos plenos de derecho.
El artículo 3 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos reconoce la personalidad jurídica
de todas las personas y esto, por supuesto, incluye a
los infantes. Sin embargo, el antiguo modelo tutelar
solo veía a los niños como objetos de protección y no
como sujetos de derecho. Por lo tanto, aquéllos no
gozaban del reconocimiento de sus derechos. En la
actualidad, el preámbulo de la Convención sobre los
Derechos del Niño y los principios de la Carta de las
Naciones Unidas dejan en claro que los niños son
sujetos de derecho, en condiciones de igualdad y con
fundamento en la dignidad intrínseca de todos los
seres humanos. 
Según el modelo de protección integral adoptado, los
niños tienen derecho a ser partícipes de los procesos
que impliquen la toma de decisiones que les afecten,
no sólo dentro del ámbito familiar sino también en las
actuaciones que se realicen ante las autoridades
competentes. 
En razón de estos criterios, se considera pertinente
exhortar a los países miembros de la OEA a que adop-
ten en su legislación interna las directrices estableci-
das por el derecho internacional en materia de pro-
tección y tutela a los infantes, a fin de reconocer a
éstos como titulares de derechos y obligaciones. Esto
incluye el derecho a un debido proceso. 
En el caso de México, se observa claramente la adop-
ción del modelo tutelar. La legislación considera al
niño inimputable  e incapaz, y de esta forma le brin-
da un tratamiento similar al que corresponde a los
discapacitados mentales, negándoles el acceso al
debido proceso  que se observa en las decisiones
jurisdiccionales sobre adultos. 
Según la legislación mexicana, los niños están some-
tidos a un proceso no jurisdiccional abstraído de la
garantía judicial del debido proceso. Aquél implica un
“tratamiento” que consiste en la privación de la liber-
tad decidida sin garantía alguna, y que en vez de con-
tribuir a la protección de los infantes trae consigo una
serie de violaciones sistemáticas a los derechos y
garantías de los niños niñas y adolescentes. 
La legislación mexicana debe adoptar el modelo de
protección reconocido por la normativa internacional. 
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Instituto Latinoamericano para la Prevención del Delito
y el Tratamiento del Delincuente de Naciones Unidas
(ILANUD): 
En sus argumentaciones escritas y orales el ILANUD
hizo las siguientes apreciaciones: 
Respecto de la primera cuestión planteada por la
Comisión y que se relaciona con la separación de los
jóvenes de sus familias por razones de educación y sus-
tento, el Instituto estableció que los artículos 8 y 25 de
la Convención constituyen límites al arbitrio y discreción
de los Estados para dictar medidas de protección de
acuerdo con lo establecido en el artículo 19 de este
mismo instrumento. “La separación de los jóvenes de
sus padres y/o familias y sin el debido proceso, por con-
siderar que sus familias no poseen las condiciones para
brindarles educación y mantenimiento, viola el artículo
2 de la Convención sobre los Derechos del Niño, así
como los principios establecidos en el Derecho
Internacional y Derechos Humanos; el principio de
igualdad y el derecho a la no discriminación”. 
Con respecto a la medida relacionada con la supresión
de la libertad de personas  menores de edad, por con-
siderárseles abandonados o proclives a caer en situa-
ciones de riesgo  o ilegalidad, consideró “que las garan-
tías establecidas en el artículo 8 y 25 de la Convención
Americana [...] constituyen un límite para los Estados
Partes, para decidir sobre estas medidas especiales. La
práctica de acordar la supresión de la libertad conside-
rando circunstancias especiales de los menores de
edad, viola el Derecho a la Integridad Personal (artículo
5) y el Derecho a la Libertad Personal (artículo 7),
ambos de la Convención Americana [...], lo mismo que
los principios de Derecho Internacional y Derechos
Humanos como el principio pro libertatis, y el principio
pro homine. También se violaría claramente el principio
de igualdad y no discriminación”. 
Respecto de la admisión de confesiones de personas
menores de edad, sin las debidas garantías, en sede
penal, manifestó “que las garantías judiciales y la pro-
tección judicial establecidas en los artículos 8 y 25 de la
Convención, constituyen límites y derechos mínimos
que deben respetar los Estados partes cuando se reci-
be confesión o declaración a cualquier persona, y espe-
cialmente a los menores de edad. Aceptar estas medi-
das especiales en forma discrecional y sin límites, con-
figura una violación al principio de especialidad de la
justicia de menores  establecido en el artículo 5.5 de la
Convención Americana”, al igual que debido proceso. 
Con relación a los procesos administrativos en los que
se determinan derechos fundamentales sin la garantía
de la defensa, señaló que “esta práctica viola las garan-

tías judiciales establecidas en el artículo 8 y 25 de la
Convención Americana por lo que sí constituyen límites
al arbitrio y discreción para los Estados Partes”.
Asimismo consideró que dichas prácticas  atentan con-
tra el derecho a la defensa establecido en el artículo 40,
inciso 2, párrafo ii de la Convención sobre los Derechos
del Niño. Este derecho supone que se respeten todas
las garantías judiciales, como son los derechos a cono-
cer la acusación, la presunción de inocencia y a la
doble instancia, entre otros. 
Por último, con relación a la cuestión planteada por la
Comisión Interamericana referida a determinar en pro-
cedimientos administrativos o judiciales derechos y
libertades sin la garantía de ser oído personalmente, y la
no consideración de opinión de la persona menor de
edad, argumentó que ésta violaría lo consagrado en los
artículos 8 y 25 de la Convención Americana, pues
estas normas constituyen límites al arbitrio y discreción
de los Estados partes “como derechos mínimos, que se
deben respetar a todos sus ciudadanos y en especial a
los niños y adolescentes”. Asimismo esta situación
atentaría contra lo establecido en el artículo 40 de la
Convención sobre los Derechos del Niño, “así como
principios del derecho internacionalmente aceptados y
reconocidos como por ejemplo: el principio del interés
superior del niño, el reconocimiento de personas meno-
res de edad como sujetos de derecho, el principio de la
protección integral, el principio de jurisdicción especia-
lizada, el principio de formación integral y reinserción a
la familia y la sociedad”. 
Luego de la adopción de la Convención sobre los
Derechos del Niño la mayoría de las legislaciones lati-
noamericanas empezaron a cambiar la teoría tutelar,
usualmente aplicado en la vía judicial o administrativa,
de acuerdo a cada Estado,  por la de protección integral
establecida en el instrumento internacional menciona-
do. Para tal efecto se utilizó una técnica legislativa que
podría ser denominada “[c]ódigos omnicomprensivos,
llamados códigos de la niñez que regulan todo tipo de
las situaciones tanto de omisión de derechos, como
también de infracción a la ley penal”.  

Centro por la Justicia y el Derecho Internacional: 
En su escrito y en su exposición oral manifestó que: 
La Convención sobre los Derechos del Niño: 
La principal reacción frente al sistema de la “situación
irregular” en el campo normativo fue la adopción de la
Convención sobre los Derechos del Niño en 1989, la cual
significó un cambio de paradigma al reconocer a los
menores como sujetos de derechos y establecer el prin-
cipio del “interés superior del niño” como “una norma de

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
OPINIÓN CONSULTIVA OC-17/2002



176 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

resolución de conflictos entre derechos, y/o como una
guía para la evaluación de leyes, prácticas y políticas refe-
ridas a la infancia”, así como principios tales como el res-
peto a la opinión del niño, el principio de sobrevivencia y
desarrollo y el principio de no discriminación. Asimismo,
la Convención sobre los Derechos del Niño consagró nor-
mativamente la “doctrina de la protección integral”,
mediante la cual se delimita la labor del juez a la resolu-
ción de conflictos de naturaleza jurídica, se fortalecen las
garantías procesales y se establecen obligaciones a cargo
del Estado de establecer “políticas de carácter integral
que respeten los derechos y garantías protegidas” en la
mencionada Convención. Este impulso de la doctrina de
la protección integral ha significado una serie de modifi-
caciones en las legislaciones de la región; no obstante,
“las prácticas de la administración de justicia y la política
de Estado siguen sin adecuarse a los preceptos de la
Convención [sobre los Derechos del Niño]”. Asimismo,
en algunos países se vive en “un entorno cada vez más
excluyente (social y políticamente)” para los menores de
edad y las violaciones graves o sistemáticas de sus dere-
chos humanos ponen en evidencia el incumplimiento de
los Estados de sus obligaciones internacionales. 
Situación legislativa actual: 
Algunos países de la región han desarrollado nuevas
legislaciones en sus ordenamientos con el propósito de
brindar una protección especial para los menores de
edad.  Sin embargo, la carencia de reformas legislativas
orientadas a “fortalecer las políticas sociales básicas”
constituye un obstáculo para el goce efectivo de los
derechos reconocidos en la Convención sobre los
Derechos del Niño. Además, existen países en los cua-
les no se ha iniciado la readecuación legislativa o ésta
se debe profundizar para “lograr la efectiva adecuación
de la normativa a los preceptos de la Convención sobre
los Derechos del Niño”, principalmente en materia de
garantías. Asimismo, inclusive en aquellos países en los
cuales se ha adoptado una nueva legislación, existen
una serie de deficiencias que resulta necesario corregir,
como lo son, entre otras, la creación de instalaciones
necesarias para la aplicación de medidas privativas de
libertad con condiciones dignas y la desvinculación de
las legislaciones del viejo sistema de la doctrina de la
situación irregular. De esta manera, la doctrina de la
protección integral se ha encontrado con muchos obs-
táculos de diversa naturaleza, como lo son:   
-Económicos: la falta de partidas presupuestarias para
brindar una adecuada función tutelar de los derechos
de los niños; 
-Políticos: el gasto social no constituye una prioridad
para los gobiernos, y cuando se realiza resulta “incohe-

rente en las ejecuciones por la falta de una adecuada
planeación”;   
-Ideológicos: es necesario promover una mayor sensi-
bilización y compromiso frente a las nuevas exigencias
de la infancia, frente a una “extendida cultura autorita-
ria y represiva”; 
-Institucionales: existe una carencia de capacitación de
los operadores jurídicos y sociales en esta materia, pues
“no entienden los alcances de su competencia ni logran
desvincular plenamente esta función de la función san-
cionadora”, frente a un niño infractor. 
-Informativos: es necesario realizar un proceso de
capacitación a los abogados, debido a su “especial par-
ticipación a nivel de control y exigencia” frente a las ins-
tituciones estatales encargadas de ejecutar las medidas
de protección; 
-Legislativos: los avances en este campo han sido len-
tos y de carácter formal; y 
-Formativos: a pesar de los logros alcanzados, no existe
“una masa crítica de profesionales que esté en la capa-
cidad de crear opinión” sobre esta materia. 
Problemática actual de la niñez: 
En la región, millones de niños viven en condiciones de
pobreza y marginación, siendo “víctimas de un inmen-
so e imperdonable olvido” y “productos de grandes
fallas estructurales”, relacionadas con políticas nacio-
nales e internacionales.  Se destacan las siguientes pro-
blemáticas:  
a. La niñez en situación de conflictos armados: Este
tipo de conflictos han ido aparejados de violaciones a
los derechos humanos y al Derecho Internacional
Humanitario en perjuicio de niños y adolescentes de la
región, con consecuencias para ellos que resultan aún
más intensas y traumáticas que para los adultos.
Asimismo, los conflictos generan más pobreza al desti-
narse a estos fines mayores recursos; sucede también
que aumenta la malnutrición ante la escasa producción
de alimentos, así como aumentan los obstáculos para
acceder a los servicios.  Además, los niños deben
enfrentarse muchas veces al desplazamiento y separa-
ción de sus familias, privándolos de un entorno seguro.
Al respecto, es importante la existencia del Protocolo
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del
Niño relativo a la participación de los niños en conflic-
tos armados como una forma de complementar las obli-
gaciones mínimas de los Estados establecidas en la
Convención sobre los Derechos del Niño en relación
con los niños en conflictos armados y su recuperación,
pues, entre otras cosas, se eleva la edad mínima para el
reclutamiento de 15 a 18 años. Asimismo, no obstante
que muchos Estados reconocen la existencia de niños
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soldados reclutados por las fuerzas armadas y que
adquieren el compromiso de dictar disposiciones para
evitar nuevos reclutamientos, por lo general sucede que
no han elaborado disposiciones para facilitar la desmo-
vilización de los niños actualmente reclutados, impi-
diéndoles a estos últimos el acceso a la educación, la
reunificación familiar o la alimentación y albergue nece-
sarios para su reintegración social.  Además, en relación
con los desplazamientos internos de los menores de
edad, el “no darle el marco legal a la situación de la
manera completa que ésta requiere coloca a la infancia
en desprotección por la no existencia de un recurso
legal específico para proteger esa situación”, en detri-
mento del “derecho de no desplazarse como un corola-
rio del derecho de Circulación y de Residencia”.  
b. Refugio y nacionalidad: Para definir el alcance de las
medidas de protección que contempla el artículo 19 de
la Convención Americana respecto de los niños refugia-
dos o solicitantes de asilo, resulta fundamental integrar
las normas y principios consagrados en la Convención
sobre los Derechos del Niño y la Convención de 1951
sobre el Estatuto de los Refugiados, como un marco
jurídico consolidado de protección. En consecuencia,
las medidas de protección deben ser tomadas en con-
sideración al realizar la determinación de la condición
de refugiado y en el trato que los niños refugiados y bus-
cadores de asilo deben recibir, en particular cuando
han sido separados de sus padres o guardianes.  Las
obligaciones internacionales en materia de derechos
humanos exigen que los derechos contemplados en los
diferentes tratados se garanticen a todas las personas,
sin considerar su edad. Por ello, la discriminación en
razón de la edad sólo puede admitirse en algunas cir-
cunstancias, de conformidad con la propia jurispruden-
cia de la Corte, siempre que la distinción responda a cri-
terios razonables y objetivos y que las medidas adopta-
das resulten proporcionales.  Aún más, tratándose de
niños, los Estados deben tomar medidas especiales
para protegerlos, con fundamento en el principio del
interés superior del niño. Las garantías judiciales con-
templadas en el artículo 8 de la Convención Americana,
las cuales se extienden a todo procedimiento –adminis-
trativo o judicial– donde se determinen derechos,
deben aplicarse en el trámite de determinación de la
condición de refugiado, por cuanto este mecanismo
permite establecer si la persona cumple las condiciones
para disfrutar del derecho al asilo y la protección contra
el refoulement. Asimismo, el derecho a un recurso sen-
cillo y rápido que ampare contra actos que violen dere-
chos fundamentales, establecido en el artículo 25 de la
Convención Americana, debe aplicarse sin discrimina-

ción a todas las personas sujetas a la jurisdicción del
Estado, incluyendo a los individuos que no son nacio-
nales de ese Estado.  En particular, se debe considerar
el respeto de las siguientes garantías en el proceso de
determinación de la condición de refugiado: 

-el derecho a una audiencia para que el niño presen-
te su solicitud de asilo y exprese su opinión libremen-
te, en un plazo razonable y ante una autoridad com-
petente, imparcial e independiente. Esto a su vez pre-
supone la protección contra el refoulement y la devo-
lución en la frontera. Asimismo, para garantizar la
mayor participación posible del niño, se le debe expli-
car adecuadamente cómo funciona el procedimiento,
cuáles decisiones se han tomado y cuáles pueden ser
las consecuencias de las mismas; además, cuando
corresponda, el Estado debe garantizar que el niño
cuente con la asistencia de un representante legal con
la preparación para realizar esta función; 
-la adopción de medidas especiales que permitan estu-
diar la solicitud de asilo de un niño de una manera más
flexible, en consideración de que los niños, por lo gene-
ral, experimentan la persecución de manera diferente
que los adultos; estas medidas podrían comprender el
otorgamiento del beneficio de la duda al analizar la cre-
dibilidad de su solicitud, estándares de prueba menos
rígidos y un procedimiento más expedito; y 
-una evaluación del grado de desarrollo mental y
madurez del niño por parte de un especialista con la
preparación y experiencia debida; de no contar el niño
con la suficiente madurez, es necesario considerar
factores más objetivos al analizar su solicitud, tales
como las condiciones de su país de origen y la situa-
ción de sus familiares. 

Igualmente, la protección a la familia, como unidad
social básica, también se encuentra contemplada en los
tratados internacionales de derechos humanos.  Por
ello, cualquier decisión estatal que afecte la unidad
familiar, debe adoptarse con apego a las garantías judi-
ciales consagradas en la Convención Americana. El res-
peto por la unidad familiar hace necesario que el Estado
no sólo se abstenga de cometer actos que signifiquen la
separación de los miembros de la familia, sino que
adopte acciones para mantener la unidad familiar o
para reunificarlos, de ser el caso. En este sentido, se
debe presumir que el permanecer con su familia o reu-
nirse en caso de haberse separado, va en beneficio del
interés superior del niño. No obstante, existen circuns-
tancias en las cuales esta separación resulta más favo-
rable para el niño. Previo a tomarse esta decisión, es
necesario escuchar el parecer de todas las partes inte-
resadas. Asimismo, es obligación del Estado no sólo el
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abstenerse de tomar acciones que puedan resultar en
la separación de la familia, sino que además debe
adoptar aquellas medidas que permitan mantener la
unidad familiar o la reunificación de sus miembros, en
caso de haber sido separados.  De igual manera, la
detención de los solicitantes de asilo resulta indeseable
debido a las consecuencias negativas en sus posibilida-
des de participar en el procedimiento de solicitud de
asilo y porque puede resultar una experiencia traumáti-
ca. En este sentido, el Comité Ejecutivo del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados (ACNUR) ha manifestado que las personas
que solicitan asilo y que han sido admitidas en un país
para la determinación de la condición de refugiado “no
deben ser sancionados o expuestos a un tratamiento
desfavorable basado sólo en que su presencia en ese
país sea considerada ilegal”. De esta manera, la deten-
ción de estas personas –de ser necesaria– debe darse
durante un período corto y debe tener carácter excep-
cional, dando preferencia a otras medidas alternativas.
Asimismo, la situación particular de cada persona debe
ser estudiada antes de ordenar su detención. 
En consecuencia, este Comité ha identificado cuatro
supuestos en los cuales la detención de la persona
podría considerarse “necesaria”: 
i. para verificar su identidad; 
ii. para determinar los elementos en que se basa la soli-
citud de condición de refugiado o asilado; 
iii. para tratar los casos en que los solicitantes de refu-
gio o asilo han destruido su documento de identidad o
han utilizado documentos fraudulentos con el propósito
de inducir a error a las autoridades; o 
iv. para proteger la seguridad nacional o el orden públi-
co. En el caso de menores de edad, éstos criterios
deben ser aún más restrictivos y, en consecuencia,
como regla, los niños no debe ser detenidos y, por el
contrario, deben recibir hospedaje y una supervisión
adecuada por parte de autoridades estatales protecto-
ras de la infancia. Ante la falta de alternativas, la deten-
ción debe ser una medida de ultima ratio y por el perí-
odo más corto posible; asimismo, los niños deben reci-
bir, al menos, las mismas garantías procesales otorga-
das a los adultos. Por otro lado, los niños cuyos padres
solicitan asilo o reciben refugio se encuentran en una
situación de especial vulnerabilidad en relación con las
políticas restrictivas de control migratorio existentes en
la región, ya que las “familias se encuentren cada vez
más marginad[as] y vulnerables frente a los abusos”.
Asimismo, los niños se ven expuestos a ser repatriados
forzadamente sin las condiciones de seguridad y garan-
tías mínimas. Asimismo, la existencia de niños sin

nacionalidad hace que éstos se encuentren en una
situación de desprotección en la esfera internacional, ya
que no reciben los beneficios y derechos que los ciu-
dadanos disfrutan y, además, al negarles el Estado sus
partidas de nacimiento cuando nacen en el país de
refugio, se les coloca en un “riesgo permanente de ser
expulsados arbitrariamente y en consecuencia de ser
separados de sus familias”, lo cual muchas veces gene-
ra que “se le conculca a la infancia a través de un pri-
mer derecho muchos otros”.  
c. Casos de peligro a la vida y la salud: Cuando los
niños son víctimas de abusos, “no sólo les causa
daños psicológicos, físicos y morales, sino que ade-
más los expone a enfermedades de transmisión
sexual, acentuando aún más el peligro que corre su
vida”. Lamentablemente, estos hechos muchas veces
quedan en el entorno familiar y en otros casos el
Estado no actúa, aunque se encuentra facultado a
ejercer los mecanismos adecuados para su protec-
ción. Asimismo, los mecanismos sancionatorios en
contra de los victimarios carecen de efectividad,
negando el acceso a la justicia y contrariando toda
idea de protección a la niñez. 
d. Casos de niños y adolescentes especialmente vul-
nerables: La falta de provisión de los Estados en brindar
una adecuada protección a niños que se encuentran en
una situación especial por alguna incapacidad física o
mental coloca a estos niños en un estado de indefen-
sión, lo cual se agrava cuando se les somete en un sis-
tema de internación que no cuenta con los recursos
adecuados para estos efectos.  
e. Casos de guarda o tutela (adopción): La problemáti-
ca de las adopciones ilegales, así como la prostitución y
pornografía infantil generan una profunda preocupa-
ción a nivel internacional.  Esta problemática tiene lugar
mayormente cuando “se dan fallas de tipo legislativo
que no implican ningún tipo de obstáculo para este tipo
de ilícitos”. Especialmente en relación con la adopción,
debe lograrse la intervención judicial para controlar su
ejecución, ya que es importante que sea “un acto ten-
diente al bienestar del niño” y la falta de control sobre
ella puede dar lugar a abusos y acciones ilícitas. 
f. Niños y adolescentes que no pueden acceder a la
educación: Todos los niños tienen derecho a la educa-
ción, como un derecho fundamental universalmente
reconocido.  Sin embargo, existen millones de niños en
edad para asistir a la escuela primaria que no tienen la
posibilidad de hacerlo, encontrándose en una situación
de negación del derecho a la educación, la cual está
unida a violaciones de derechos civiles y políticos, tales
como el trabajo ilegal, la detención en prisiones y la dis-
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criminación étnica, religiosa o de otras condiciones, y
que se agrava cuando se trata de niños en circunstan-
cias especialmente difíciles como niños de minorías
étnicas, huérfanos, refugiados u homosexuales.
Asimismo, la existencia de violencia para mantener la
disciplina en las aulas y para sancionar a los niños con
mal rendimiento académico son factores que, aparte de
las consecuencias directas que puedan ocasionar,
constituyen obstáculos al acceso a la educación que los
Estados deben comprometerse a eliminar. 

El desarrollo del artículo 19 de la Convención Americana:
Con base en el artículo 19 de la Convención Americana,
el niño tiene derecho a recibir medidas de protección
por parte de los Estados, las cuales deben ser brinda-
das sin discriminación. De manera que para dar conte-
nido a esta disposición, se debe tomar en cuenta lo
establecido en otros instrumentos internacionales, de
conformidad con el criterio  interpretativo del artículo 29
de la Convención Americana que consagra “el principio
de aplicabilidad de la norma más favorable al indivi-
duo”, así como las normas y principios de la
Convención sobre los Derechos del Niño, que se mani-
fiesta especialmente en el principio del “interés superior
del niño”. Las medidas de protección especial que los
niños deben recibir “superan el exclusivo control del
Estado” y el artículo 19 de la Convención Americana
exige a los Estados la existencia de “una política integral
para la protección de los niños” y la adopción de todas
las medidas necesarias para garantizar el disfrute pleno
de sus derechos. 
Garantías sustantivas y procesales relativas a la pro-
tección especial consagrada en el artículo 19 de la
Convención Americana: 
Las garantías del proceso y la protección judicial son
plenamente aplicables “al momento de resolver dispu-
tas que involucran a niños, niñas y adolescentes, así
como respecto a procesos o procedimientos para la
determinación de sus derechos o situación”. 
A. Garantías sustantivas: Los artículos 8 y 25 de la
Convención Americana tienen el propósito de “garanti-
zar la tutela efectiva de los derechos, rodeando a la
misma de los resguardos procesales y sustantivos indis-
pensables” para la realización de los derechos de los
niños. Se destacan principalmente tres: 
i. Principio de culpabilidad (nulla poena sine culpa): 
Reconocido en diversos tratados internacionales, este
principio consiste en la “necesidad de la existencia de
culpa para ser castigado”. Según su concepción actual,
el principio de presunción de inocencia es considerado
una “regla probatoria o regla de juicio” y una “regla de

tratamiento de imputado”. En relación con las prácticas
que la Comisión propone en su solicitud, resulta nece-
sario establecer que la culpabilidad se encuentra estre-
chamente vinculada con la imputabilidad, de manera
que quien carezca de facultades psíquicas y físicas,
bien por no tener la madurez suficiente o por padecer
graves alteraciones físicas, no puede ser declarado cul-
pable y, en consecuencia, no puede ser responsable
penalmente de sus actos, aunque éstos sean típicos y
antijurídicos. Así, la inimputabilidad se erige como “una
limitación de la responsabilidad penal basada en la
capacidad intelectiva y volitiva”, así como en otros fac-
tores relevantes que debe considerarse para la determi-
nación de la imputabilidad.  El juicio de imputabilidad
no debe significar discriminación alguna, ni procesos
estigmatizantes contra los inimputables, como los
niños, en el sentido de considerarlos seres inferiores o
incapaces, sino que “simplemente son personas en
situaciones de desigualdad”.  Por ello, la determinación
de “inimputables” debe proceder de “una decisión
sociopolítica y político-criminal, que reflejen la obliga-
ción del Estado de considerar su especial condición en
la sociedad”, de manera que sí deben responder por
sus actos, pero de una manera distinta que los adultos.
Debe aplicarse entonces el principio de igualdad, en el
sentido de que “hay que tratar desigual a los desigua-
les, para convertirlos en iguales”. En relación con los
niños, el reconocimiento de las especiales necesidades
que éstos tienen debe tomarse en cuenta al momento
de otorgarle la titularidad de sus derechos, así como al
momento de exigirles responsabilidades. En la actuali-
dad, “no se busca extender la imputabilidad penal a los
adolescentes, sino […] establecer su responsabilidad
penal”, de forma que sus actos, si bien no serán consi-
derados delitos, sí tendrán consecuencias jurídicas, las
cuales serán congruentes con su condición de persona,
su dignidad, sus derechos y las características especia-
les de cada niño. En consecuencia, se estima que los
niños menores de 18 años, pero mayores de 12 ó 14
años, “no deberían ser considerados penalmente impu-
tables, pero sí penalmente responsables”, tomando en
consideración que, en virtud de su condición de niño,
es una persona inimputable que “ha tenido obstáculos
para participar igualitariamente en la sociedad y para
satisfacer sus necesidades”, y por ello el Estado debe
tomar en cuenta estas circunstancias y promover las
condiciones que les permitan integrarse a la sociedad. 
ii. Principio de legalidad (nullum crimen, nulla poena
sine lege): Entendido como garantía procesal, este
principio busca garantizar que “todo procedimiento se
lleve delante de acuerdo a la ley”, así como determinar

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
OPINIÓN CONSULTIVA OC-17/2002



180 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

un marco de acción a la autoridad que debe decidir
sobre alguna cuestión relativa a los menores de edad.
Este principio se encuentra desarrollado en la jurispru-
dencia de la Corte y contemplado en la normativa inter-
nacional, e impone la imposibilidad de “penar un acto
sin una ley que lo haya sancionado como un crimen
previamente”.  Asimismo, obliga a reconocer la inimpu-
tabilidad del menor de edad respecto de su responsa-
bilidad penal, tanto para fijar los límites en que inicia y
termina esta causa de inimputabilidad, como para “el
tiempo en el que se debe imponer el tratamiento reso-
cializador del menor infractor”.  Algunas veces el prin-
cipio de legalidad se encuentra “confrontado con la rea-
lidad”, ya que existen legislaciones que contemplan dis-
posiciones que implican un menoscabo a los derechos
de los niños y niñas, “basados únicamente en condi-
ciones personales o circunstanciales de éstos”. No obs-
tante que las constituciones de los países de la región
contemplan la prohibición de ser privado de la libertad
arbitrariamente, frecuentemente las autoridades incum-
plen con esta garantía cuando se trata de asuntos de
menores de edad, pues no cuentan con una orden judi-
cial para realizar la detención, no ponen al niño ante
autoridad judicial competente en un plazo máximo de
24 horas o por las mismas condiciones de detención,
todo lo cual pone en peligro al menor de que se come-
tan en su perjuicio ulteriores violaciones. 
iii. Principio de humanidad: Este principio tiene el pro-
pósito de prohibir a las autoridades la comisión de abu-
sos durante el cumplimiento de una pena o durante la
institucionalización de un niño o niña.  Tiene tres con-
secuencias principales: la prohibición expresa de apli-
car torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes;
señalar los fines reeducativos y tendientes a la reinser-
ción social de los niños que reciben las medidas; y la
prohibición de aplicar la pena de muerte a personas
que tenían menos de 18 años al momento de los
hechos.  En consecuencia, una medida privativa de
libertad “en ningún caso puede implicar la pérdida de
algunos de los derechos que sean compatibles con ella
e incluso debe reconocérseles todos aquellos derechos
que sean necesarios para su adecuada socialización”.
Asimismo, muchos centros de detención no tienen las
condiciones de infraestructura adecuadas, ni recursos
humanos ni profesionales con capacidad de desarrollar
los programas de educación y trabajo que permitan la
reeducación y la reinserción social que éstas medidas
pretenden. 
B. Garantías procesales: Estas se refieren a todas aque-
llas garantías que deben respetarse por ser necesarias
en cualquier situación judicial donde se busque decidir

una controversia sobre un derecho de forma equitativa.
De esta manera, deberán ser reconocidas no sólo en los
procesos donde se definan responsabilidades penales,
sino “en todos aquellos procesos judiciales o adminis-
trativos en donde se discuta, directa o indirectamente,
sobre un derecho fundamental” de los niños. 
i. Principio de jurisdiccionalidad: La administración de
justicia debe estar a cargo de un juez natural, compe-
tente, independiente e imparcial, de conformidad con el
artículo 8 de la Convención Americana.  Asimismo, al
decidir sobre controversias o situaciones que involucren
niños y adolescentes, debe buscar preservarse la espe-
cialidad de los organismos encargados de esta tarea.
Además, en materia penal, la autoridad deberá ser judi-
cial, salvo cuando se presenta la figura de la “remisión”
a sede administrativa, en casos en que sea lo mejor
para las partes involucradas, especialmente, el niño o
niña.  Igualmente, debe brindarse la capacitación de las
autoridades que resuelven los conflictos de los menores
de edad, como un requisito fundamental del ejercicio
de sus funciones.
ii. Principio del contradictorio: Resulta fundamental la
determinación de las partes involucradas en un proce-
so, tanto como el garantizar los derechos consagrados
en la ley.  Por ello, es necesario que “se confiera igual-
dad de oportunidades a las justiciables para la alega-
ción y defensa de sus pretensiones” y se brinde el
“debido equilibrio entre los sujetos procesales”.
Asimismo, debe procurarse que “el proceso cuente con
una parte actora, acusadora o solicitante diferenciada
claramente de la función judicial encargada de la deci-
sión”. La adecuada asesoría jurídica y la participación
de los padres o tutores durante le proceso permiten que
se garantice la protección que por su especial condición
el niño o niña necesitan. 
iii. Principio de la inviolabilidad de la defensa: Este
principio significa que toda persona disfrute efectiva-
mente del derecho de preparar su defensa adecuada-
mente, lo que implica conocer los cargos y las pruebas
en su contra, así como el derecho a una asistencia letra-
da idónea durante todo el proceso, lo cual “no es susti-
tuible por padres, psicólogos, asistentes sociales”.
Además, este derecho implica no someter a la persona
detenida a torturas para obtener una confesión sobre la
comisión de las conductas delictivas. 
iv. Principio de publicidad del proceso: De conformi-
dad con este principio, todas los sujetos procesales
deben conocer y tener acceso a las actuaciones proce-
sales como “un medio de poder controlar el desarrollo
del proceso y evitar poner en una posición de indefen-
sión a alguno de ellos”. Asimismo, cuando se trata de
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menores de edad, la publicidad debe ser limitada en
beneficio de su dignidad o intimidad, así como en aque-
llos supuestos donde el debate del caso pueda tener
consecuencias negativas o estigmatizantes. 
v. Principio de impugnación o revisión: Toda persona,
incluyendo al niño, tiene el derecho de disfrutar de la
posibilidad de revisión de una resolución con el pro-
pósito de valorar la correcta aplicación de la ley y
apreciación de los hechos y pruebas, en todo proce-
so en donde se decida sobre algunos de sus dere-
chos fundamentales. Asimismo, “este derecho siem-
pre es ampliado con la posibilidad de utilización de
recursos expeditos (hábeas corpus o acciones simila-
res) contra resoluciones que signifiquen privaciones
de la libertad o su prolongación”.
Conclusiones
Durante la última década se configuró un nuevo esce-
nario doctrinal basado en el derecho internacional de
los derechos humanos, denominado “doctrina de la
protección integral”, el cual encontró su fundamento en
el reconocimiento de los niños y niñas como sujetos de
derecho, lo cual ha permitido dejar atrás la “teoría de la
situación irregular”. En este sentido, “la Convención
sobre los Derechos del Niño [ha constituido] la base y
piedra angular de la nueva doctrina”. En relación con el
artículo 19 de la Convención Americana, la Corte
Interamericana “ha dado vida al contenido sustantivo
de dicha norma, incorporando para su interpretación y
aplicación el corpus normativo y doctrinario que han
permitido ampliar los estándares en la materia”, fenó-
meno que se ha visto desarrollado con el concepto del
“interés superior del niño”, todo lo cual ha permitido
“un avance sustancial en la protección de los derecho
humanos de los niños, niñas y adolescentes, asegurán-
doles una mejor y más acabada garantía en el ejercicio
de sus derechos y garantías”.  El reconocimiento efec-
tivo de los derechos de los niños hace necesario un
gran movimiento social y cultural, más que “un marco
legislativo adecuado”, en donde diversos agentes tienen
un papel fundamental: la sociedad civil, en tanto la edu-
cación y promoción de los derechos del niño en todos
los niveles;  las organizaciones no gubernamentales, en
la denuncia, defensa y exigibilidad de los derechos del
niño; los Estados en “asegurar el cumplimiento de las
medidas de protección que infiere el artículo 19 de la
Convención Americana […] a la luz del interés superior
del niño, así como los demás tratados ratificados en la
materia”; los órganos del sistema interamericano, el reto
de ampliar el reconocimiento y exigir el cumplimiento a
los Estados partes de la Convención Americana. Sobre
las prácticas que la Comisión Interamericana ha identi-

ficado, concluyen que “en todas y cada una de ellas, se
deben aplicar las garantías del debido proceso y la pro-
tección judicial efectiva”, lo cual necesariamente afecta
la discrecionalidad del Estado al decidir sobre asuntos
en las que se discutan los derechos fundamentales de
los menores de edad. 

Comisión Colombiana de Juristas: En su escrito de 2 de
agosto de 2002, la Comisión Colombiana de Juristas
manifestó que: 
Para poder hacer real el anhelo de la nueva normatividad
internacional en materia de protección a los derechos de
los niños es imperante la modificación de algunas de las
legislaciones de la región que están establecidas para
enfrentar los problemas de la niñez, pero sobre todo los
problemas de la niñez infractora de la ley penal. Para
lograr tal objetivo es pertinente apuntar que no basta con
el esfuerzo desarrollado para el establecimiento de una
jurisdicción penal especial para el niño que pretende
acabar con el sistema de la situación irregular, ya que
este solo ahonda en la presencia de irregularidades, sien-
do del todo contrario al modelo de protección integral que
debe adoptarse y, por lo tanto, inconsecuente con los
derechos de la niñez infractora. 
En consecuencia, los niños deben ser exonerados de
toda aplicación de la ley penal, así sea esta considerada
de carácter especial. El Estado debe propender por la
garantía plena de los derechos de la niñez para prevenir
la incursión de los niños y niñas en la vida delictiva.
Asimismo, debe garantizar la plenitud del ejercicio de los
derechos y la posibilidad de acceder a una educación
completa acorde con la dignidad humana y con los prin-
cipios de derechos humanos, en particular los de tole-
rancia, libertad igualdad y solidaridad. 
En este sentido, es importante destacar que “para la
prevención de la delincuencia juvenil las políticas de
prevención del delito de niño deben estar enmarcadas
dentro de una política social que en su conjunto tenga
por objeto promover el bienestar de la niñez”.  Los
Estados deben hacer su mejor esfuerzo para brindar las
condiciones suficientes para la subsistencia digna a la
familia, pues los niños necesitan de los medios para su
cabal desenvolvimiento físico mental y social. 
Además, debe evitarse al máximo la separación de los
niños de su entorno familiar, ya que esta debe ser una
medida de última instancia que en todo caso deberá ser
adoptada con el pleno de las garantías jurisdiccionales y
que de todas formas debe ser acorde con la dignidad
humana y por consiguiente “en ningún caso deberá
implicar la reducción de los derechos, especialmente el
derecho a la libertad”. 
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En cuanto a la observancia que debe tenerse de los cri-
terios establecidos respecto de la capacidad legal de las
personas para establecerla como un límite y un criterio
a la infancia, es necesario mencionar que la mayoría de
las legislaciones considera que en razón del desarrollo
físico y mental de la persona es sólo hasta los 18 años
que se cuenta con la madurez suficiente para asumir
actitud de adulto y que, por ende, todo aquel que se
ubique por debajo de este rango ha de ser considerado
como niño, niña o adolescente lo que implica la aplica-
ción del total de las garantías y derechos consagrados
para los mismos, realizando desde este punto, que todo
menor de 18 años está incapacitado para decidir ade-
cuadamente, lo que implica una mayor atención por
parte del Estado y la familia en la orientación el apoyo y
el cuidado del mismo. 
Por otro lado, ha de resaltarse que toda decisión esta-
tal respecto de la niñez infractora tiene como objetivo
principal y casi exclusivo la educación del niño, niña o
adolescente, cuya orientación debe estar enmarcada
dentro de los principios de protección y satisfacción de
necesidades de los infantes. Criterios estos que per se
hacen descartar la aplicación del derecho penal, así
sea  especial, a los niños dado que el objeto del mismo
no es la educación del sujeto activo de la infracción
penal ni su cuidado, sino por el contrario, la sanción al
mismo por incurrir en los tipos prohibidos por la ley. 
En razón de lo expuesto, se concluye que: 

1. La Convención Americana sobre Derechos Humanos
debe interpretarse de manera tal que se reafirme la obli-
gación del Estado de proteger a los infantes y de garan-
tizarles sus derechos; 

2. La garantía de las condiciones necesarias para la
subsistencia de los infantes es la mejor manera de pre-
venir la delincuencia infantil y juvenil; 

3. Los niños infractores deben someterse a un trata-
miento acorde con las respectivas garantías, que bus-
que primordialmente la educación de los mismos y que
se sustraiga completamente del derecho penal.
Evitándose al máximo la privación de la libertad bus-
cando que esta medida sea sólo la última instancia a la
que se tenga que recurrir; 

4. Los sistemas de atención a niños deben incluir pro-
gramas de educación a padres y maestros, a su vez
aquellos que manejen los programas de asistencia a

niños deben ser personas capacitadas en el área de
derechos humanos de la infancia; y  

5. Los Estados deben comprometerse a prevenir al
máximo la violación de los derechos de los niños, y a
investigar y sancionar a los infractores de los mismos,
así como, a restablecer los derechos vulnerados. 

III. COMPETENCIA 

16. Esta consulta fue sometida a la Corte por la
Comisión en el ejercicio de la facultad que otorga a
ésta el artículo 64.1 de la Convención, que establece: 
Los Estados miembros de la Organización podrán
consultar a la Corte acerca de la interpretación de
esta Convención o de otros tratados concernientes a
la protección de los derechos humanos en los
Estados americanos. Asimismo, podrán consultarla,
en lo que les compete, los órganos enumerados en el
capítulo X de la Carta de la Organización de los
Estados Americanos, reformada por el Protocolo de
Buenos Aires7.

17. La aludida facultad se ha ejercido en el presente
caso satisfaciendo los requerimientos reglamentarios
correspondientes: formulación precisa de las pregun-
tas sobre las cuales se pretende obtener la opinión de
la Corte, indicación de las disposiciones cuya inter-
pretación se solicita y del nombre y dirección del
delegado, y presentación de las consideraciones que
originan la consulta (artículo 59 del Reglamento), así
como indicación de las normas internacionales dife-
rentes a las de la Convención Americana, que tam-
bién se requiere interpretar (artículo 60.1). 

18. La Comisión solicitó a la Corte que “interprete si
los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos presentan límites al arbitrio o a
la discreción de los Estados para dictar medidas
especiales de protección de acuerdo al artículo 19
de la misma”, y para ello planteó cinco prácticas
hipotéticas con el propósito de que la Corte se pro-
nuncie sobre la compatibilidad de éstas con la
Convención Americana, a saber: 
a) La separación de los jóvenes de sus padres y/o
familia por no tener condiciones de educación y
mantenimiento; 
b) La supresión de la libertad a través de la interna-
ción de menores en establecimientos de guarda o

7 El Capítulo VIII de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que la Comisión Interamericana es uno de
los órganos de la OEA. 
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custodia, por considerárselos abandonados o procli-
ves a caer en situaciones de riesgo o ilegalidad; causales
que no configuran figuras delictivas sino condiciones per-
sonales o circunstancias del menor;
c) La aceptación en sede penal de confesiones de
menores obtenidas sin las debidas garantías; 
d) La tramitación de juicios o procedimientos admi-
nistrativos en los que se determinan derechos fun-
damentales del menor, sin la garantía de defensa
para el menor; y 
e) La determinación en procedimientos administra-
tivos o judiciales de derechos y libertades sin la
garantía al derecho de ser oído personalmente y la
no consideración de la opinión y preferencias del
menor en esa determinación. 
Además, se requirió a la Corte que formule “crite-
rios generales válidos” sobre estos temas. 

19. El cumplimiento de los requisitos reglamenta-
rios para la formulación de una consulta no implica
que el Tribunal esté obligado a responder a ella.  En
este orden de ideas, la Corte debe tener presentes
consideraciones que trascienden los aspectos
meramente formales8 y que se reflejan en los lími-
tes genéricos que el Tribunal ha reconocido al ejer-
cicio de su función consultiva 9 . Dichas considera-
ciones serán recogidas en los siguientes párrafos. 

20. La Comisión solicitó una interpretación jurídica
de ciertos preceptos de la Convención Americana, y
posteriormente amplió su planteamiento y requirió

la interpretación de otros tratados, principalmente
la Convención sobre los Derechos del Niño, en
cuanto estos últimos podían contribuir a fijar el
alcance de la Convención Americana. Por ello, esta
Corte debe decidir, en primer lugar, si está investi-
da de facultades para interpretar, por vía consultiva,
tratados internacionales distintos de la Convención
Americana10, cuyas normas contribuyan a fijar el
sentido y el alcance de las estipulaciones conteni-
das en esta última. 

21. La Corte ha fijado algunos lineamientos sobre la
interpretación de normas internacionales que no
figuran en la Convención Americana. Para ello ha
recurrido a las disposiciones generales de interpre-
tación consagradas en la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados, particularmente
el principio de buena fe para asegurar la concor-
dancia de una norma con el objeto y fin de la
Convención11.
Asimismo, este Tribunal ha establecido que la
interpretación debe atender a “la evolución de los
tiempos y las condiciones de vida actuales”12, y
que la correspondiente a otras normas internacio-
nales no puede ser utilizada para limitar el goce y
el ejercicio de un derecho; asimismo, debe contri-
buir a la aplicación más favorable de la disposición
que se pretende interpretar. 

8 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión
Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 31; e Informes de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (art. 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión consultiva OC-15/97 de 14 de noviembre de
1997. Serie A No.15, párr. 31.
9 “Otros Tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión
consultiva OC-1/82 de 24 de septiembre de 1982. Serie A No. 1, párr.13.
10 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 32; y “Otros Tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos),
supra nota 9, párr. 19. En ejercicio de la jurisdicción contenciosa, la Corte ha ido más allá de simplemente interpretar otros trata-
dos distintos de la Convención Americana, al aplicar tratados como la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la
Tortura o la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas para determinar la responsabilidad internacional
de los Estados en un caso particular. Cfr. Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párrs.
126 y 157; Caso Cantoral Benavides. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párrs. 98, 100 y 101; Caso Villagrán
Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle”). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, capítulo XIII; y Caso
Paniagua Morales y otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 133.
11 Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-
3/83 del 8 de septiembre de 1983. Serie A No. 3, párr. 49.
12 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párrs. 113-114. 
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22. Igualmente, este Tribunal estableció que podría
“abordar la interpretación de un tratado siempre
que esté directamente implicada la protección de
los derechos humanos en un Estado Miembro del
sistema interamericano”13, aunque dicho instru-
mento no provenga del mismo sistema regional de
protección14, y que  no existe ninguna razón para
excluir, previa y abstractamente, que pueda solici-
tarse de la Corte, y ésta emitir, una consulta sobre
un tratado aplicable a un Estado americano en
materia concerniente a la protección de los dere-
chos humanos, por el solo hecho de que sean tam-
bién partes de dicho tratado, Estados que no per-
tenecen al sistema interamericano, o de que no
haya sido adoptado dentro del marco o bajo los
auspicios de éste15.

23. La Corte ha tenido oportunidad de referirse
específicamente a la Convención sobre los
Derechos del Niño, instrumento a que la Comisión
se refiere en la presente consulta, a través del aná-
lisis de los artículos 8, 19 y 25 de la Convención
Americana. En el caso de los “Niños de la Calle”
(Villagrán Morales y otros), en que se aplicó el artí-
culo 19 de la Convención Americana, la Corte utili-
zó el artículo 1 de la Convención sobre los
Derechos del Niño como instrumento para fijar el
alcance del concepto de “niño”16.

24. En aquel caso, el Tribunal destacó la existencia
de un “muy comprensivo corpus iuris de derecho
internacional de protección de los derechos de los
niños” (del cual forman parte la Convención sobre
los Derechos del Niño y la Convención Americana),
que debe ser utilizado como fuente de derecho por
el Tribunal para establecer “el contenido y los
alcances” de las obligaciones que ha asumido el
Estado a través del artículo 19 de la Convención
Americana, en particular al precisar las “medidas
de protección” a las que se hace referencia en el
mencionado precepto17.

25. Los niños integran un grupo que ha merecido
el mayor interés de la comunidad internacional. El
primer instrumento internacional relativo a aqué-
llos fue la Declaración de Ginebra de 1924, adop-
tada por la Unión Internacional para la Protección
de la Infancia18. En ésta se reconoció que la
humanidad debe dar al niño lo mejor de sí misma,
como un deber que se halla por encima de toda
consideración de raza, nacionalidad o creencia.

26. En el siglo XX se produjeron al menos 80 ins-
trumentos internacionales aplicables, en diversa
medida, a los niños19. En el conjunto destacan la
Declaración de los Derechos del Niño, adoptada por
la Asamblea General de las Naciones Unidas (1959),

13 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantias del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 36; Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10, párr. 44;
y “Otros Tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra
nota 9, párr. 21. 
14 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párrs. 71 y 109; y “Otros Tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos
Humanos), supra nota 9, párr. 38. 
15 “Otros Tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra
nota 9, párr. 48.  Además, véase, párrs. 14, 31, 37, 40 y 41. 
16 Caso Villagrán Morales y otros. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 188.
17 Caso Villagrán Morales y otros, supra nota 10 párr. 194. 
18 Declaración de los Derechos del Niño Ginebra, 1924. Introducción. 
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las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la
Administración de la Justicia de Menores (Reglas de
Beijing, 1985)20, las Reglas Mínimas de las Naciones
Unidas sobre las Medidas No Privativas de la Libertad
(Reglas de Tokio, 1990)21 y las Directrices de las
Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia

Juvenil (Directrices de Riad, 1990)22. En este mismo
círculo de protección del niño figuran también el
Convenio 138 y la Recomendación 146 de la
Organización Internacional del Trabajo y el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

19 Inter alia, Convenio Internacional del Trabajo Numero 16 relativo al Examen Médico Obligatorio de los Menores Empleados a Bordo de
Buques (1921), Convenio Internacional de Trabajo número 58 por el que se fija la edad mínima de Admisión de los Niños al Trabajo Marítimo
(1936), Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948),
Convenio Internacional de Trabajo número 90 relativo al Trabajo Nocturno de los Menores en la Industria (1948), Convención para la
Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1948), Convención de Ginebra relativo a la Protección de Personas Civiles en Tiempos de
Guerra (1949), Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena (1949),  Convención sobre
el Estatuto de los Apátridas (1954), Convención sobre la Obtención de Alimentos en el Extranjero (1956), Convención Suplementaria sobre
la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud (1956), Convenio Internacional de
Trabajo número 112 relativo a la Edad Mínima de Admisión al trabajo de los Pescadores (1959), Declaración de los Derechos del Niño (1959),
Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960), Convención para Reducir los Casos de
Apatridia (1961), Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para contraer Matrimonio y el Registro de los
Matrimonios (1962), Convenio Internacional de Trabajo número 123 relativo a la Edad Mínima de Admisión al Trabajo Subterráneo en las
Minas (1965), Convenio Internacional de Trabajo número 124 relativo al Examen Médico de Aptitud de los Menores para el Empleo en
Trabajos Subterráneos en las Minas (1965), Declaración sobre el Fomento entre la Juventud de los Ideales de Paz, Respeto Mutuo y
Comprensión entre los Pueblos (1965), Recomendación sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para Contraer el
Matrimonio y el Registro de los Matrimonios (1965), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (1967), Declaración
sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social (1969), Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), Declaración de los Derechos
del Retrasado Mental (1971), Convenio Internacional de Trabajo número 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo (1973),
Declaración Universal sobre la Erradicación del Hambre y la Malnutrición (1974), Declaración sobre la Protección de la Mujer y el Niño en
Estados de Emergencia o de Conflicto Armado (1974), Declaración de los Derechos de los Impedidos (1975), Protocolo Adicional a los
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo
I) (1977), Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos
Armados sin Carácter Internacional (Protocolo II) (1977), Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer (1979), Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales (1978), Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción
Internacional de Menores (1980), Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de Intolerancia y Discriminación fundadas en la
Religión o las Convicciones (1981), Convención Interamericana sobre Conflicto de Leyes en Materia de Adopción de Menores (1984), Reglas
Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) (1985),  Declaración sobre los Derechos
Humanos de los Individuos que no son Nacionales en el País en que Viven (1985), Declaración sobre los Principios Sociales y Jurídicos rela-
tivos a la Protección y el Bienestar de los Niños con particular referencia a la Adopción y a la Colocación en Hogares de Guarda, en los Planos
Nacional e Internacional (1986), Convenio Internacional de Trabajo número 168 sobre el Fomento del Empleo y la Protección contra el
Desempleo (1988), Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (1988), Protocolo
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales “Protocolo de San
Salvador” (1988), Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias (1989), y Convención Interamericana sobre Restitución
Internacional de Menores (1989). Convención sobre los Derechos Del Niño (1989),Convención Internacional sobre la Protección de los
Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares (1990), Convención sobre la Protección de Menores y la Cooperación en
Materia de Adopción Internacional (1993), Plan de Acción para la Aplicación de la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección
y el Desarrollo del Niño en el Decenio (1990), Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño (1990),
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (1990), Reglas de las Naciones Unidas para la Protección
de los Menores Privados de Libertad (1990), Resolución sobre la Utilización de Niños como Instrumento para las Actividades Delictivas
(1990), Resolución sobre los Derechos de los Niños (1993), y Declaración y Programa de Acción de Viena (1993).
20 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (en adelante “Reglas de Beijing”).
Adoptadas por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 40/33, de 29 de noviembre de 1985, Quinta Parte,
Tratamiento en establecimientos penitenciarios.
21 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la Libertad (en adelante “Reglas de Tokio”). Adoptadas por la
Asamblea General en su resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990. 
22 Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (en adelante “Directrices de Riad”). Adoptadas y procla-
madas por la Asamblea General en su resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990. 
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27. Por lo que hace al sistema interamericano de protección
de los derechos humanos, es preciso considerar el principio
8 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del
Hombre (1948) y el artículo 19 de la Convención Americana,
así como los artículos 13, 15 y 16 del Protocolo Adicional a
la Convención Americana sobre Derechos Humanos en
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(“Protocolo de San Salvador”) 23.

28. Por lo que toca al citado artículo 19 de la
Convención Americana vale destacar que cuando éste
fue elaborado existía la preocupación por asegurar al
niño la debida protección, mediante mecanismos esta-
tales orientados al efecto. Hoy día debe darse una inter-
pretación dinámica de este precepto que responda a las
nuevas circunstancias sobre las que debe proyectarse y
atienda a las necesidades del niño como verdadero
sujeto de derecho y no sólo como objeto de protección. 

29. La Convención sobre los Derechos del Niño ha sido
ratificada por casi todos los Estados miembros de la
Organización de Estados Americanos.  El gran número de
ratificaciones pone de manifiesto un amplio consenso

internacional (opinio iuris comunis) favorable a los princi-
pios e instituciones acogidos por dicho instrumento, que
refleja el desarrollo actual de esta materia. Valga destacar
que los diversos Estados del continente han adoptado
disposiciones en su legislación, tanto constitucional24

como ordinaria25, sobre la materia que nos ocupa; dis-
posiciones a las cuales el Comité de Derechos del Niño
se ha referido en reiteradas oportunidades. 

30. Si esta Corte recurrió a la Convención sobre los
Derechos del Niño para establecer lo que debe enten-
derse por niño en el marco de un caso contencioso, con
mayor razón puede acudir a dicha Convención y a otros
instrumentos internacionales sobre esta materia cuan-
do se trata de ejercer su función consultiva, que versa
sobre “la interpretación no sólo de la Convención, sino
de ‘otros tratados concernientes a la protección de los
derechos humanos en los Estados americanos’”26.

31. Siguiendo su práctica en materia consultiva, la
Corte debe determinar si la emisión de la consulta
podría “conducir a alterar o debilitar, en perjuicio del ser 
humano, el régimen previsto por la Convención” 27.

23 Suscrito por la Asamblea General de la OEA, San Salvador, El Salvador, 17 de noviembre de 1988 y en vigencia a partir de noviem-
bre de 1999. 
24 Inter alia, artículo 14, Constitución de la Nación Argentina, (1 de mayo de 1853); artículo 8.e Constitución Política del Estado
de Bolivia (2 de febrero de 1967); artículo 42, Constitución Política de Colombia (4 de julio de 1991); artículos 51, 52, 53, 54 y
55, Constitución Política de la República de Costa Rica (7 de noviembre de 1949); artículos 35-38, Constitución Política de la
República de Cuba (24 de febrero de 1976); artículo 1.2 Constitución Política de la República de Chile (11 de agosto de 1980);
artículos 37 y 40, Constitución Política de la República del Ecuador; artículos 32, 34, 35 y 36, Constitución Política de la República
de El Salvador (San Salvador, 15 de diciembre de 1983); artículos 20, 47, 50 y 51, Constitución Política de la República de
Guatemala (31 de mayo de 1985); artículo 111, Constitución de la República de Honduras (11 de enero de 1982); artículos 35,
70, 71, 73, 75 y 76, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículos 35, 70, 71, 73, 75 y 76, Constitución Política
de Nicaragua (19 de noviembre de 1986); artículos 35, 70, 71, 73, 75 y 76, Constitución Política de la República de Panamá (11
de octubre de 1972); artículos 49, 50, 53, 54, 55 y 56, Constitución Nacional de la República de Paraguay (20 de junio de 1992);
artículo 4, Constitución Política del Perú (31 de octubre de 1993); artículos 40, 41 y 43, Constitución de la República Oriental del
Uruguay (24 de agosto de 1966); y artículo 75, Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 1999. 
25 Vid, inter alia, Brasil: Ley Federal 8069 13 de julio de 1990; Costa Rica: Ley de Justicia Penal Juvenil de 1 de mayo de 1996 y
Código de la Niñez y la Adolescencia 6 de febrero de 1998; Ecuador: Código de Menores de 16 de julio de 1992; El Salvador: Ley
del Menor Infractor de 1 de octubre de 1994; Guatemala: Código de la Niñez y la Adolescencia, aprobado el 26 de septiembre de
1996; Honduras: Código de la Niñez y la Adolescencia de 5 de septiembre de 1996; Nicaragua: Código de la Niñez y la
Adolescencia de 1 de diciembre de 1998; Venezuela: Ley Orgánica de protección a la infancia y adolescencia de 1999; Guatemala:
decreto 78/96 de 1996; Perú: Ley No. 27337de 2000; y Bolivia: Ley No. 1403 de 1992. 
26 Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 11 párr. 34. 
27 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 43; y “Otros tratados” objeto de la función consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos),
supra nota 9 ; opinión segunda. 
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32. Varios son los parámetros que pueden ser utilizados por
el Tribunal al hacer este examen. Uno de ellos, coincidente
con gran parte de la jurisprudencia internacional en esta
materia 28 , se refiere a la inconveniencia de que, por vía de
una solicitud consultiva, se obtenga prematuramente
unpronunciamiento sobre un tema o asunto que podría
eventualmente ser sometido a la Corte en el marco de un
caso contencioso29. Sin embargo, esta Corte ha advertido
que la existencia de una controversia sobre la interpretación
de una disposición no constituye, per se, un impedimento
para el ejercicio de la función consultiva30.

33. En el ejercicio de su función consultiva, la Corte no está
llamada a resolver cuestiones de hecho, sino a desentrañar
el sentido, propósito y razón de las normas internacionales
sobre derechos humanos31. En este ámbito, el Tribunal
cumple con su función consultiva32 . La Corte ha sostenido
en diversas ocasiones la distinción entre sus competencias
consultiva y contenciosa, al señalar que la competencia
consultiva de la Corte difiere de su competencia contencio-
sa en que no existen “partes” involucradas en el procedi-
miento consultivo, y no existe tampoco un litigio [por] resol-
ver. El único propósito de la función consultiva es “la inter-
pretación de esta Convención o de otros tratados concer-
nientes a la protección de los derechos humanos en los

Estados americanos”. El hecho de que la competencia con-
sultiva de la Corte pueda ser promovida por todos los
Estados Miembros de la O.E.A. y órganos principales de
ésta establece otra distinción entre las competencias con-
sultiva y contenciosa de la Corte. 
Consecuentemente la Corte advierte que el ejercicio de la
función consultiva que le confiere la Convención
Americana es de carácter multilateral y no litigioso, lo cual
está fielmente reflejado en el Reglamento de la Corte,
cuyo artículo 62.1 establece que una solicitud de opinión
consultiva será notificada a todos los “Estados
Miembros”, los cuales pueden presentar sus observacio-
nes sobre la solicitud y participar en las audiencias públi-
cas respecto de la misma. Además, aun cuando la opi-
nión consultiva de la Corte no tiene el carácter vinculan-
te de una sentencia en un caso contencioso, tiene, en
cambio, efectos jurídicos innegables. De esta manera, es
evidente que el Estado u órgano que solicita a la Corte
una opinión consultiva no es el único titular de un interés
legítimo en el resultado del procedimiento33 .

34. Al afirmar su competencia sobre este asunto, el Tribunal
recuerda el amplio alcance de su función consultiva34,
única en el derecho internacional contemporáneo35, la
cual constituye “un servicio que la Corte está en capa-

28 Cfr. Applicability of Article VI, Section 22, of the Convention on the Privileges and Immunities of the United Nations,
Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1989, p. 177, para 29-36; Legal Consequences for States of the Continued Presence of South
Africa in Namibia (South West Africa) notwithstanding Security Council Resolution 276 (1970), Advisory Opinion, I.C.J.
Reports 1971, p. 16, para. 27-41; Western Sahara, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1975; Reservations to the Convention on
Genocide, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1951, p. 15, para. 6 and 19); e I.C.J.: Interpretation of Peace Treaties, Advisory
Opinion, I.C.J. Reports 1950, p. 68 (71, 72). 
29 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 45; y La Colegiación Obligatoria de Periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos).  Opinión
Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985.  Serie A No. 5, párr. 22. 
30 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8
párr. 45; Compatibilidad de un Proyecto de Ley con el Artículo 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Opinión Consultiva OC-12/91 de 6 de diciembre de 1991. Serie A No. 12, párr. 28; y Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2
y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 11, párr. 38.  
31 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8
párr. 47; y Responsabilidad Internacional por Expedición y Aplicación de Leyes Violatorias de la Convención (arts. 1 y 2 Convención
Americana sobre Derechos Humanos).  Opinión Consultiva OC-14/94 de 9 de diciembre de 1994.  Serie A No. 14, párr. 23. 
32 Cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota
8 párr. 47; Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 11,
párr. 32; e I.C.J., Interpretation of Peace Treaties, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1950, para. 65. 
33 Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Art. 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos),
supra nota 8, párrs. 25 y 26. 
34 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8
párr. 64; Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva
OC-4/84 de 19 de enero de 1984.  Serie A No. 4, párr. 28; y “Otros tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64
Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 9, párr. 37. 
35 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra
nota 8, párr. 64; y Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra
nota 11, párr. 43. 
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cidad de prestar a todos los integrantes del sistema inte-
ramericano, con el propósito de coadyuvar al cumpli-
miento de sus compromisos internacionales” referentes a
derechos humanos36, y de ayudar a los Estados y órga-
nos a cumplir y a aplicar tratados en materia de derechos
humanos, sin someterlos al formalismo y al  sistema de
sanciones que caracteriza el proceso contencioso 37.

35. La Corte considera que el señalamiento de algu-
nos ejemplos38 sirve al propósito de referirse a un
contexto particular39 e ilustrar las distintas interpreta-
ciones que pueden existir sobre la cuestión jurídica
objeto de la presente Opinión Consultiva40 de que se
trate, sin que por esto implique que el Tribunal esté
emitiendo un pronunciamiento jurídico sobre la situa-
ción planteada en dichos ejemplos41. Además, estos
últimos permiten a esta Corte señalar que su
OpiniónConsultiva no constituye una mera especula-
ción académica y que el interés en la misma se justi-
fica por el beneficio que pueda traer a la protección
internacional de los derechos humanos42. La Corte al
abordar el tema actúa en su condición de tribunal de
derechos humanos, guiada por los instrumentos
internacionales que gobiernan su competencia con-
sultiva y procede al análisis estrictamente jurídico de
las cuestiones planteadas ante ella.

36. Por lo tanto la Corte, estima que debe examinar los
asuntos planteados en la solicitud que ahora se analiza
y emitir la correspondiente Opinión. 

IV ESTRUCTURA DE LA OPINIÓN

37. Es inherente a las facultades de esta Corte, la de
estructurar sus pronunciamientos en la forma que
estime más adecuada a los intereses de la justicia y a
los efectos de una opinión consultiva. Para ello, el
Tribunal toma en cuenta las cuestiones básicas que
sustentan los interrogantes planteados en la solicitud
de opinión y las analiza para llegar a conclusiones
generales que puedan proyectarse, a su vez, sobre
los puntos específicos mencionados en la propia soli-
citud y sobre otros temas conexos con aquéllos. En la
especie, la Corte ha resuelto ocuparse, en primer tér-
mino, de los temas de mayor alcance conceptual que
servirán para demarcar el análisis y las conclusiones
en torno a los asuntos específicos, particularmente de
carácter procesal, sometidos a su consideración. 

V. DEFINICIÓN DE NIÑO

38. El artículo 19 de la Convención Americana, que
ordena adoptar medidas especiales de protección a
favor de los niños, no define este concepto. El artículo 1
de la Convención sobre los Derechos del Niño indica
que “niño [es] todo ser humano menor de dieciocho
años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”43.

36 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 64; y “Otros tratados” Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana sobre Derechos Humanos),
supra nota 9, No. 1, párr. 39. 
37 Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 11, párr. 43. 
38 Véase Solicitud de Opinión; escrito de consideraciones adicionales de Comisión y anexos; segundo escrito de consideraciones
adicionales de la Comisión, Transcripción de la audiencia pública: Presentación de la Comisión Interamericana; y escritos de la
Federación Coordinadora Nicaragüense de ONG´s que trabajan con la niñez y la adolescencia, Fundación Rafael Preciado
Hernández de México, Centro por la Justicia y el Derecho Internacional y Estado de Costa Rica. 
39 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 49; y Garantías judiciales en estados de emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos).
Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 16.
40 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 49; y Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 11,
párrs. 44 in fine y 45.
41 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 49; y Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (arts. 1 y 2 Convención
Americana sobre Derechos Humanos), supra nota 31, párr. 27.
42 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra nota 8,
párr. 49.
43 Vid, en igual sentido, Caso Villagrán Morales y otros, supra nota 10, párr. 188. 
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39. En las Reglas de Beijing, en las Reglas de Tokio y
en las Directrices de Riad se utilizan los términos “niño”
y “menor” para designar a los sujetos destinatarios de
sus disposiciones. De acuerdo con las Reglas de Beijing
“menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema
jurídico respectivo, puede ser castigado por cometer un
delito en forma diferente a un adulto”44. En las Reglas
de Tokio no se establece salvedad alguna al límite de
dieciocho años de edad. 

40. La Corte no entrará a considerar en este momento
las implicaciones de las diversas expresiones con que
se designa a los integrantes de la población menor de
18 años. En algunos de los planteamientos formulados
por los participantes en el procedimiento correspon-
diente a esta Opinión, se hizo notar la diferencia que
existe entre el niño y el menor de edad, desde ciertas
perspectivas. Para los fines que persigue esta Opinión
Consultiva, es suficiente la diferencia que se ha hecho
entre mayores y menores de 18 años. 

41. La mayoría de edad conlleva la posibilidad de ejer-
cicio pleno de los derechos, también conocida como
capacidad de actuar. Esto significa que la persona
puede ejercitar en forma personal y directa sus dere-
chos subjetivos, así como asumir plenamente obligacio-
nes jurídicas y realizar otros actos de naturaleza perso-
nal o patrimonial. No todos poseen esta capacidad:
carecen de ésta, en gran medida, los niños. Los inca-
paces se hallan sujetos a la autoridad parental, o en su
defecto, a la tutela o representación. Pero todos son
sujetos de derechos, titulares de derechos inalienables
e inherentes a la persona humana. 

42. En definitiva, tomando en cuenta la normativa inter-
nacional y el criterio sustentado por la Corte en otros
casos, se entiende por “niño” a toda persona que no ha
cumplido 18 años de edad45.

VI. IGUALDAD

43. Como lo hicieron notar tanto México y Costa Rica
como el Instituto Interamericano del Niño, ILANUD y

CEJIL, es preciso puntualizar el sentido y alcance del
principio de igualdad con respecto al tema de los
niños. En ocasiones anteriores, este Tribunal ha mani-
festado que el artículo 1.1 de la Convención
Americana obliga a los Estados a respetar y garantizar
el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades
allí reconocidos sin discriminación alguna. Todo trata-
miento que pueda ser considerado como discrimina-
torio respecto de los derechos consagrados en la
Convención es, per se, incompatible con ésta46.

44. En un sentido más específico, el artículo 24 de la
Convención consagra el principio de igualdad ante la
ley. Así, la prohibición general de discriminación esta-
blecida en el artículo 1.1 “se extiende al derecho inter-
no de los Estados Partes, de tal manera que es posible
concluir que, con base en esas disposiciones, éstos se
han comprometido, en virtud de la Convención, a no
introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones dis-
criminatorias referentes a la protección de la ley”47. 

45. En una  opinión consultiva, la Corte hizo notar que 
La noción de igualdad se desprende directamente de la
unidad de naturaleza del género humano y es insepa-
rable de la dignidad esencial de la persona, frente a la
cual es incompatible toda situación que, por considerar
superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo
con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo infe-
rior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo dis-
crimine del goce de derechos que sí se reconocen a
quienes no se consideran incursos en tal situación de
inferioridad. No es admisible crear diferencias de trata-
miento entre seres humanos que no se correspondan
con su única e idéntica naturaleza48.

46. Ahora bien, al examinar las implicaciones del trato
diferenciado que algunas normas pueden dar a sus
destinatarios, la Corte ha establecido que “no toda dis-
tinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí
misma, de la dignidad humana”49. En este mismo sen-
tido, la Corte Europea de Derechos Humanos, basán-
dose en “los principios que pueden deducirse de la
práctica jurídica de un gran número de Estados demo-

44 Regla 2.2a. Reglas de Beijing. 
45 El término niño abarca, evidentemente,  los niños, las niñas y los adolescentes. 
46 Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, supra nota 34, párr. 53. 
47 Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, supra nota 34, párr. 54.
48 Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, supra nota 34, párr. 55.
49 Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, supra nota 34, párr. 55.
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cráticos” , advirtió que sólo es discriminatoria una dis-
tinción cuando “carece de justificación objetiva y razo-
nable”50. Existen ciertas desigualdades de hecho que
pueden traducirse, legítimamente,  en desigualdades
de tratamiento jurídico, sin que esto contraríe la justicia.
Más aún, tales distinciones pueden ser un instrumento
para la protección de quienes deban ser protegidos,
considerando la situación de mayor o menor debilidad
o desvalimiento en que se encuentran.  

47. Asimismo, este Tribunal estableció que: “no habrá,
pues, discriminación si una distinción de tratamiento
está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a
situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la natu-
raleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que
exista discriminación en toda diferencia de tratamiento
del Estado frente al individuo, siempre que esa distin-
ción parta de supuestos de hecho sustancialmente dife-
rentes y que expresen de modo proporcionado una fun-
damentada conexión entre esas diferencias y los objeti-
vos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la
justicia o de la razón, vale decir, no pueden perseguir
fines arbitrarios, caprichosos, despóticos o que de algu-
na manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de
la naturaleza humana51 (infra 97)”. 

48. La propia Corte Interamericana ha establecido que
no existe “discriminación por razón de edad o condición
social en los casos en que la ley limita el ejercicio de la
capacidad civil a quienes, por ser menores o no gozar
de salud mental, no están en condiciones de ejercerla
sin riesgo de su propio patrimonio”52.

49. En este punto, procede recordar que el artículo 2 la

Convención sobre los Derechos del Niño53 dispone: 
1. Los Estados Partes respetarán los derechos enuncia-
dos en la presente Convención y asegurarán su aplica-
ción a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción
alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo,
el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole,
el origen nacional, étnico o social, la posición económi-
ca, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier
otra condición del niño, de sus padres o de sus repre-
sentantes legales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas
apropiadas para garantizar que el niño se vea prote-
gido contra toda forma de discriminación o castigo
por causa de la condición, las actividades, las opinio-
nes expresadas o las creencias de sus padres, o sus
tutores o de sus familiares54.

50. En igual sentido, los principios generales de las
Reglas de Beijing establecen que [éstas] se aplicarán a
los menores delincuentes con imparcialidad, sin distin-
ción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma,
religión, opinión política o de cualquier otra índole, ori-
gen nacional o social, posición económica, nacimiento
o cualquier otra condición. 

51. En su Observación General 17 sobre el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Comité de
Derechos Humanos señaló que el artículo 24.1 de dicho
instrumento reconoce el derecho de todo niño, sin discri-
minación alguna, a las medidas de protección que su
condición de niño requiere, tanto por parte de su familia
como de la sociedad y el Estado55. La aplicación de esta
disposición entraña la adopción de medidas especiales
para la protección de los niños, además de las que los

50 Eur. Court H.R., Case of Willis v. The United Kingdom, Jugdment of 11 June, 2002, para. 39; Eur. Court H.R., Case of Wessels-
Bergervoet v. The Netherlands, Jugdment of 4th June, 2002, para. 42; Eur. Court H.R., Case of Petrovic v. Austria, Judgment of
27th of March, 1998, Reports 1998-II, para. 30; Eur. Court H.R., Case "relating to certain aspects of the laws on the use of lan-
guages in education in Belgium" v. Belgium, Judgment of 23rd July 1968, Series A 1968, para. 34.
51 Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, supra nota 34, párr. 57. 
52 Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización, supra nota 34, párr. 56. 
53 El principio 1 de la Declaración de los Derechos del Niño (1959) estableció: El niño disfrutará de todos los derechos enuncia-
dos en esta Declaración. Estos derechos serán reconocidos a todos los niños sin excepción alguna ni distinción o discriminación
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económi-
ca, nacimiento u otra condición, ya sea del propio niño o de su familia. 
54 En cuanto al principio de no discriminación, éste ha sido analizado por el Comité de Derechos del Niño se ha pronunciado en
varias ocasiones, cfr., inter alia, Informe del Comité de Derechos del Niño en Paraguay, 2001; Informe el Comité de Derechos del
Niño en Guatemala, 2001; e Informe del Comité de Derechos del Niño en Belice, 1999. 
55 Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social,
posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia
como de la sociedad y del Estado. 
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Estados deben adoptar, en virtud del artículo 2, para garan-
tizar a todas las personas el disfrute de los derechos pre-
vistos en el Pacto56. El Comité acotó que los derechos pre-
vistos en el artículo 24 no son los únicos aplicables a los
niños: éstos “gozan, en cuanto individuos, de todos los
derechos civiles enunciados en él”57.

52. Asimismo, el Comité indicó que “[d]e acuerdo con el
Pacto, debe otorgarse protección a los niños sin discrimina-
ción alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión,
origen nacional o social, posición económica o nacimiento.
El Comité observa a este respecto que, mientras que la no
discriminación en el disfrute de los derechos previstos en el
Pacto se deriva también, para los niños, del artículo 2 y su
igualdad ante la ley, del artículo 26, la cláusula no discrimi-
natoria del artículo 24 se refiere de manera concreta a las
medidas de protección previstas en esta disposición58”.

53. La protección de los niños en los instrumentos interna-
cionales tiene como objetivo último el desarrollo armonioso
de la personalidad de aquéllos y el disfrute de los derechos
que les han sido reconocidos. Corresponde al Estado pre-
cisar las medidas que adoptará para alentar ese desarrollo
en su propio ámbito de competencia y apoyar a la familia
en la función que ésta naturalmente tiene a su cargo para
brindar protección a los niños que forman parte de ella59.

54. Tal como se señalara en las discusiones de la
Convención sobre los Derechos del Niño, es impor-
tante destacar que los niños poseen los derechos que
corresponden a todos los seres humanos –menores y
adultos– y tienen además derechos especiales deri-
vados de su condición, a los que corresponden debe-
res específicos de la familia, la sociedad y el Estado. 

55. Se puede concluir que en razón de las condicio-
nes en las que se encuentran los niños, el trato dife-
rente que se otorga a los mayores y a los menores de
edad no es per se  discriminatorio, en el sentido pros-

crito por la Convención. Por el contrario, sirve al pro-
pósito de permitir el cabal ejercicio de los derechos
reconocidos al niño. Se entiende que, en virtud de los
artículos 1.1 y 24 de la Convención, los Estados no
pueden establecer diferenciaciones que carezcan de
una justificación objetiva y razonable y no tengan
como objeto único, en definitiva, el ejercicio de los
derechos establecidos en aquélla. 

VII. INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO 

56. Este principio regulador de la normativa de los
derechos del niño se funda en la dignidad misma del
ser humano60, en las características propias de los
niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de
éstos, con pleno aprovechamiento de sus potenciali-
dades así como en la naturaleza y alcances de la
Convención sobre los Derechos del Niño. 

57. A este respecto, el  principio 2 de la Declaración
de los Derechos del Niño (1959) establece: 
“El niño gozará de una protección especial y dispon-
drá de oportunidades y servicios, dispensado todo
ello por la ley y por otros medios, para que pueda
desarrollarse física, mental, moral, espiritual y social-
mente en forma saludable y normal, así como en con-
diciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes
con este fin, la consideración fundamental a que se
atenderá será el interés superior del niño.” 

58. El principio anterior se reitera y desarrolla en el artí-
culo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que
dispone: 
1. “En todas las medidas concernientes a los niños que
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar
social, los tribunales, las autoridades administrativas o
los órganos legislativos, una consideración primordial a
que se atenderá será el interés superior del niño. (El
subrayado no es del texto original) 61[…].”

56 Human Rights Committee, General Comment 17, Rights of Child (Art. 24), 07/04/1989, CCPR/C/35, para. 1 and 2. 
57 Human Rights Committee, General Comment 17, Rights of Child (Art. 24), 07/04/1989, CCPR/C/35, para. 2. 
58 Human Rights Committee, General Comment 17, Rights of Child (Art. 24), 07/04/1989, CCPR/C/35, para. 5. 
59 En igual sentido, vid. Human Rights Committee, General Comment 17, Rights of Child (Art. 24), 07/04/1989, CCPR/C/35, p. 2.
60 En igual sentido, el preámbulo de la Convención Americana.
61 El Comité de Derechos del Niño ha establecido la necesidad de integrar en la legislación, o bien, de efectivizar lo consagrado
en la misma, como una de las recomendaciones principales para atender el interés superior del niño, inter alia, Informe del Comité
de Derechos del Niño en Paraguay, 2001; Informe el Comité de Derechos del Niño en Guatemala, 2001; Informe del Comité de
Derechos del Niño en República Dominicana, 2001; Informe del Comité de Derechos del Niño en Surinam, 2000; Informe del
Comité de Derechos del Niño en Venezuela, 1999; Informe del Comité de Derechos del Niño en Honduras, 1999; Informe del
Comité de Derechos del Niño en Nicaragua, 1999; Informe del Comité de Derechos del Niño en Belice, 1999; Informe del Comité
de Derechos del Niño en Ecuador, 1999; e Informe del Comité de Derechos del Niño en Bolivia, 1998.
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59. Este asunto se vincula con los examinados en
párrafos precedentes, si se toma en cuenta que la
Convención sobre Derechos del Niño alude al interés
superior de éste (artículos 3, 9, 18, 20, 21, 37 y 40)
como punto de referencia para asegurar la efectiva
realización de todos los derechos contemplados en
ese instrumento, cuya observancia permitirá al sujeto
el más amplio desenvolvimiento de sus potencialida-
des62. A este criterio han de ceñirse las acciones del
Estado y de la sociedad en lo que respecta a la pro-
tección de los niños y a la promoción y preservación
de sus derechos. 

60. En el mismo sentido, conviene observar que para
asegurar, en la mayor medida posible, la prevalencia
del interés superior del niño, el preámbulo de la
Convención sobre los Derechos del Niño63 establece
que éste requiere “cuidados especiales”, y el artículo
19 de la Convención Americana señala que debe
recibir “medidas especiales de protección”. En
ambos casos, la necesidad de adoptar esas medidas
o cuidados proviene de la situación específica en la
que se encuentran los niños, tomando en cuenta su
debilidad, inmadurez o inexperiencia.  

VIII. DEBERES DE LA FAMILIA, 
LA SOCIEDAD Y EL ESTADO
Familia como núcleo central de protección 

62. La adopción de medidas especiales para la protec-
ción del niño corresponde tanto al Estado como a la
familia, la comunidad y la sociedad a la que aquél per-
tenece. Sobre este punto, el artículo 16 del Protocolo de
San Salvador manifiesta que
“[t]odo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a
las medidas de protección que su condición de menor
requieren por parte de su familia, de la sociedad y del
Estado.  Todo niño tiene el derecho de crecer al ampa-
ro y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo cir-
cunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente,
el niño de corta edad no debe ser separado de su
madre.  Todo niño tiene derecho a la educación gratui-
ta y obligatoria, al menos en su fase elemental, y a con-
tinuar su formación en niveles más elevados del siste-
ma educativo”. 

63. En este sentido el artículo 3 de la Convención sobre
los Derechos del Niño ha establecido que:
[...]
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al
niño la protección y el cuidado que sean necesarios
para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y
deberes de sus padres, tutores u otras personas res-
ponsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas
las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

62 En igual sentido el principio 7 de la Declaración de los Derechos del Niño (1959) estableció lo siguiente: 
El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; dicha
responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres.  
Así también el Principio 10 de la Conferencia Internacional sobre Población y el Desarrollo adoptada del 5 al 13 de septiembre de
1994 en El Cairo, Egipto ( 1994) señala: 
“[…] El interés superior del niño deberá ser el principio por el que se guíen los encargados de educarlo y orientarlo; esa respon-
sabilidad incumbe ante todo a los padres […].”
63 La necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924
sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de noviem-
bre de 1959 y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos especializados y de las orga-
nizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño. En la Declaración de los Derechos del Niño se indica
que “el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección
legal, tanto antes como después del nacimiento”. 
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3. Los Estados Partes se asegurarán de que las institu-
ciones, servicios y establecimientos encargados del cui-
dado o la protección de los niños cumplan las normas
establecidas por las autoridades competentes, especial-
mente en materia de seguridad, sanidad, número y
competencia de su personal, así como en relación con
la existencia de una supervisión adecuada. 

64. “A lo anterior es preciso agregar la puntual obser-
vancia de obligaciones establecidas en el artículo 4 de la
Convención sobre los Derechos del Niño, que señala: Los
Estados Partes adoptarán todas las medidas adminis-
trativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad
a los derechos reconocidos en la presente Convención.
En lo que respecta a los derechos económicos, sociales
y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas
hasta el máximo de los recursos de que dispongan y,
cuando sea necesario, dentro del marco de la coopera-
ción internacional.” 

65. En aras de la tutela efectiva del niño, toda decisión
estatal, social o familiar que involucre alguna limitación
al ejercicio de cualquier derecho, debe tomar en cuen-
ta el interés superior del niño y ajustarse rigurosamente
a las disposiciones que rigen esta materia. 

66. En principio, la familia debe proporcionar la mejor
protección de los niños contra el abuso, el descuido y la
explotación. Y el Estado se halla obligado no sólo a dis-
poner y ejecutar directamente medidas de protección
de los niños, sino también a favorecer, de la manera
más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo fami-
liar. En este sentido, “[e]l reconocimiento de la familia
como elemento natural y fundamental de la sociedad”,
con derecho a “la protección de la sociedad y el
Estado”, constituye un principio fundamental del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, con-
sagrado por los artículos 16.3 de la Declaración
Universal 64, VI de la Declaración Americana, 23.1 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos65 y
17.1 de la Convención Americana 66.

67. Las Directrices de Riad han señalado que “la fami-
lia es la unidad central encargada de la integración
social primaria del niño, los gobiernos y la sociedad
deben tratar de preservar la integridad de la familia,
incluida la familia extensa. La sociedad tiene la obliga-
ción de ayudar a la familia a cuidar y proteger al niño y
asegurar su bienestar físico y mental […]” (apartado
duodécimo).  Asimismo, el Estado debe velar por la
estabilidad del núcleo familiar, facilitando, a través de
sus políticas, la prestación de los servicios adecuados
para éstas67, garantizando las condiciones que permi-
tan alcanzar una vida digna (infra 86). 

68. El artículo 4 de la Declaración sobre el Progreso y
el Desarrollo en lo Social (1969), proclamada por la
Asamblea General de las Naciones Unidas en su
resolución 2542 (XXIV), de 11 de diciembre de 1969,
estableció: 
“La familia, como unidad básica de la sociedad y
medio natural para el desenvolvimiento y bienestar de
todos sus miembros, especialmente los niños y los
jóvenes, debe ser ayudada y protegida para que
pueda asumir plenamente sus responsabilidades en
la comunidad. Los padres tienen el derecho exclusivo
a determinar libre y responsablemente el número y
espaciamiento de sus hijos.” 

69. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas se refirió a la titularidad de los  derechos con-
sagrados por los artículos 17 y 23 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos68. Es
importante considerar el alcance que tiene el con-
cepto de familia para radicar los deberes y facultades
a los que hacemos referencia. La Corte Europea de
Derechos Humanos ha sostenido en diversas ocasio-
nes que el concepto de vida familiar “no está redu-
cid[o] únicamente al matrimonio y debe abarcar otros
lazos familiares de hecho donde las partes tienen vida
en común por fuera del matrimonio”69.

64 La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
65 La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
66 La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado.
67 En la Directriz de Riad No. 13 se establece que: Los gobiernos deberán adoptar una política que permita a los niños criarse en
un ambiente familiar de estabilidad y bienestar. Deberán facilitarse servicios adecuados a las familias que necesiten asistencia para
resolver situaciones de inestabilidad o conflicto.
68 Caso Aumeeruddy-Cziffaand others v. Mauritius. 09/04/81, CCPR/C/12/D/35/1978, para. 92 (b).
69 Eur. Court H.R., Keegan v. Ireland, Judgment of 26 May 1994, Series A no. 290, para. 44; y Eur. Court H.R., Case of Kroon and
Others v. The Netherlands, Judgment 27th October, 1994, Series A no. 297-C, para. 30. 
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70. La Corte Interamericana ha abordado el punto
desde la perspectiva de los familiares de la víctima de
violación de derechos. A este respecto, el Tribunal esti-
ma que el término “familiares” debe entenderse en sen-
tido amplio, que abarque a todas las personas vincula-
das por un parentesco cercano70.

Separación excepcional del niño de su familia 
71. El niño tiene derecho a vivir con su familia, llamada
a satisfacer sus necesidades materiales, afectivas y psi-
cológicas. El derecho de toda persona a recibir protec-
ción contra injerencias arbitrarias o ilegales en su fami-
lia, forma parte, implícitamente, del derecho a la pro-
tección de la familia y del niño, y además está expresa-
mente reconocido por los artículos 12.1 de la
Declaración Universal de los Derechos Humanos71, V
de la Declaración Americana de Derechos y Deberes
del Hombre72, 17 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos73, 11.2 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos74 y 8 de la Convención

Europea de Derechos Humanos75. Estas disposiciones
poseen especial relevancia cuando se analiza la sepa-
ración del niño de su familia. 

72. La Corte Europea ha establecido que el disfrute
mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye
un elemento fundamental en la vida de familia76; y que
aun cuando los padres estén separados de sus hijos la
convivencia familiar debe estar garantizada77. Las
medidas que impidan ese goce constituyen una interfe-
rencia en el derecho protegido en el artículo 8 de la
Convención78. El mismo Tribunal señaló que el conte-
nido esencial de este precepto es la protección del indi-
viduo frente a la acción arbitraria de las autoridades
públicas. Una de las interferencias más graves es la que
tiene por resultado la división de una familia. 

73. Cualquier decisión relativa a la separación del niño
de su familia debe estar justificada por el interés del
niño79. Al respecto, la Directriz 14 de Riad ha establecido

70 Cfr. Caso Trujillo Oroza. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de febre-
ro de 2002. Serie C No. 92, párr. 57; Caso Bámaca Velásquez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos
Humanos). Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 34; y Caso Villagrán Morales y otros. Reparaciones (art. 63.1
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 26 de mayo de 2001. Serie C No. 77, párr. 68. 
71 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a
su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
72 Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra los ataques abusivos a su honra, a su reputación y a su vida pri-
vada y familiar.
73 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de
ataques ilegales a su honra y reputación. 
74 Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su
correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
75 En este sentido, el artículo 8 de la Convención de Salvaguardia de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales
establece que 
1.-Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia. 
2.- No puede haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho sino en tanto en cuanto esta interferencia
esté prevista por la Ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la
seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infracciones penales, la protección
de la salud o de la moral o la protección de los derechos y las libertades de los demás. 
76 Eur. Court H.R., Case of Buchberger v. Austria, Judgment of 20 December 2001, para. 35; Eur. Court H.R., Case of T and K v.
Finland, Judgment of 12 July 2001, para. 151; Eur. Court H.R., Case of Elsholz v. Germany, Judgment of 13 July 2000, para. 43;
Eur. Court H.R., Case of Bronda v. Italy, Judgment of 9 June 1998, Reports 1998-IV, para. 51; y Eur. Court H.R., Case of Johansen
v. Norway, Judgment of 7 August 1996, Reports 1996-IV, para. 52. 
77 Eur. Court H.R., Case of Ahmut v. the Netherlands, Judgment of 27 November 1996, Reports 1996-VI, para. 60; Eur. Court
H.R., Case of Gül v. Switzerland, Judgment of 19 February 1996, Reports 1996-I, para. 32; y Eur. Court H.R, Case of Berrehab v.
the Netherlands, Judgment of 21 June 1988, Series A no. 138, para. 21. 
78 inter alia, Eur. Court H.R., Case of Buchberger v. Austria, Judgment of 20 November 2001, para. 35; Eur. Court H.R., Case of
Elsholz v. Germany, Judgment of 13 July 2000, para. 43; Eur. Court H.R., Case Bronda v. Italy, Judgment of 9 June 1998, Reports
1998-IV, para. 51; y Eur. Court H.R., Case of Johansen v. Norway, Judgment of 7 August 1996, Reports 1996-III, para 52.
79 Eur. Court H.R., Case of T and K v. Finland, Judgment of 12 July 2001, para. 168; Eur. Court H.R., Case of Scozzari and Giunta v.
Italy, Judgment of 11 July 2000, para. 148; y Eur. Court H.R., Case of Olsson v. Sweden (no. 1), Judgment of 24 March 1988, Series A
no. 130, para. 72. 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
OPINIÓN CONSULTIVA OC-17/2002



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 195

que “[c]uando no exista un ambiente familiar de estabilidad
y bienestar, los intentos de la comunidad por ayudar a los
padres en este aspecto hayan fracasado y la familia extensa
no pueda ya cumplir esta función, se deberá recurrir a otras
posibles modalidades de colocación familiar, entre ellas los
hogares de guarda y la adopción, que en la medida de lo
posible deberán reproducir un ambiente familiar de estabili-
dad y bienestar y, al mismo tiempo, crear en los niños un
sentimiento de permanencia, para evitar los problemas rela-
cionados con el ‘desplazamiento’ de un lugar a otro.” 

74. La propia Corte Europea ha hecho ver que las autorida-
des poseen, en algunos casos, facultades muy amplias para
resolver lo que mejor convenga al cuidado del niño80. Sin
embargo, no hay que perder de vista las limitaciones exis-
tentes en diversas materias, como el acceso de los padres
al menor. Algunas de estas medidas constituyen un peligro
para las relaciones familiares. Debe existir un balance justo
entre los intereses del individuo y los de la comunidad, así
como entre los del menor y sus padres81. La autoridad que
se reconoce a la familia no implica que ésta pueda ejercer
un control arbitrario sobre el niño, que pudiera acarrear
daño para la salud y el desarrollo del menor82. Estas preo-
cupaciones y otras vinculadas con ellas determinan el con-
tenido de varios preceptos de la Convención sobre los
Derechos del Niño (artículos 5, 9, 19 y 20, inter alia). 

75. Esta Corte destaca los travaux préparatoires de la
Convención sobre los Derechos del Niño, que pondera-
ron la necesidad de que las separaciones de éste con
respecto a su núcleo familiar fueran debidamente justifi-
cadas y tuvieran preferentemente duración temporal, y
que el niño fuese devuelto a sus padres tan pronto lo per-
mitieran las circunstancias. En el mismo sentido se pro-
nuncian las Reglas de Beijing (17, 18 y 46). 
76. La carencia de recursos materiales no puede ser el

único fundamento para una decisión judicial o administra-
tiva que suponga la separación del niño con respecto a su
familia, y la consecuente privación de otros derechos con-
sagrados en la Convención. 

77. En conclusión, el niño debe permanecer en su núcleo
familiar, salvo que existan razones determinantes, en fun-
ción del interés superior de aquél, para optar por separarlo
de su familia. En todo caso, la separación debe ser excep-
cional y, preferentemente, temporal. 

Instituciones y personal 
78. La eficaz y oportuna protección de los intereses del
niño y la familia debe brindarse con la intervención de
instituciones debidamente calificadas para ello, que dis-
pongan de personal adecuado, instalaciones suficientes,
medios idóneos y experiencia probada en este género de
tareas. En fin, no basta con que se trate de organismos
jurisdiccionales o administrativos; es preciso que éstos
cuenten con todos los elementos necesarios para salva-
guardar el interés superior del niño. En este sentido, el
inciso tercero del artículo 3 de la Convención sobre los
Derechos del Niño determina lo siguiente: 
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las institucio-
nes, servicios y establecimientos encargados del cuidado o
la protección de los niños cumplan las normas establecidas
por las autoridades competentes, especialmente en mate-
ria de seguridad, sanidad, número y competencia de su
personal, así como en relación con la existencia de una
supervisión adecuada83.

79. Esto debe informar la actividad de todas las per-
sonas que intervienen en el proceso, quienes han de
ejercer sus respectivas encomiendas tomando en
consideración tanto la naturaleza misma de éstas, en
general, como el interés superior del niño ante la

80 Eur. Court H.R., Case of Buchberger v. Austria, Judgment of 20 November 2001, para. 38; Eur. Court H.R., Case of K and T v. Finland,
Judgment of 12 July 2001, para. 154; Eur. Court H.R., Case of Elsholz v. Germany, Judgment of 13 July 2000, para. 48; Eur. Court H.R.,
Case of Scozzari and Giunta, Judgment of 11 July 2000, para. 148; Eur. Court H.R., Case of Bronda v. Italy, Judgment of 9 June 1998,
Reports 1998-IV, para. 59; Eur. Court H.R., Case of Johansen v. Norway, Judgment of 7 August 1996, Reports 1996-III, para. 64; y Eur.
Court H.R., Case of Olsson v. Sweden (no. 2), Judgment of 27 November 1992, Series A no. 250, para. 90. 
81 inter alia, Eur. Court. H.R., Case of Buchberger v. Austria, Judgment of 20 November 2001, para. 40; Eur. Court H.R., Case of Elsholz
v. Germany, Judgment of 13 July 2000, para. 50; Eur. Court H.R., Case of Johansen v. Norway, Judgment of 7 August 1996, Reports
1996-III, para 78; y Eur. Court H.R., Case of Olsson v. Sweden (no. 2), Judgment of 27 November 1992, Series A no. 250, para. 90.
82 Eur. Court. H.R., Case of Buchberger v. Austria, Judgment of 20 December 2001, para. 40; Eur. Court H.R., Case of Scozzari and
Giunta v. Italy, Judgment of 11 July 2000, para. 169; y Eur. Court H.R., mCase of Elsholz v. Germany, Judgment of 13 July 2000, para.
50; y Case of Johansen v. Norway, Judgment mof 7 August 1996, Reports 1996-IV, para. 78.
83 En igual sentido las Reglas de Beijing han tratado varios aspectos importantes de una administración de justicia de menores eficaz,
justa y humanitaria dentro de la idoneidad profesional y en la capacitación de los expertos como un medio valioso para asegurar el ejer-
cicio prudente de las facultades discrecionales en materia de delincuencia de menores. (Véanse las reglas 1.6, 2.2, 6.1, 6.2 y 6.3.).
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familia, la sociedad y el propio Estado, en particular.
No basta con disponer protecciones y garantías judi-
ciales si los operadores del proceso carecen de capa-
citación suficiente sobre lo que supone el interés
superior del niño y, consecuentemente, sobre la pro-
tección efectiva de sus derechos84.

Condiciones de vida y educación del niño 
80. En cuanto a las condiciones de cuidado de los niños,
el derecho a la vida que se consagra en el artículo 4 de
la Convención Americana, no sólo comporta las prohibi-
ciones que en ese precepto se establecen, sino la obliga-
ción de proveer de medidas necesarias para que la vida
revista condiciones dignas85. El concepto de vida digna,
desarrollado por este Tribunal, se relaciona con la norma
contenida en la Convención sobre los Derechos del Niño,
cuyo artículo 23.1, relativo a los niños que presentan
algún tipo de discapacidad, establece lo siguiente: 
1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físi-
camente impedido deberá disfrutar de una vida plena y
decente en condiciones que aseguren su dignidad, le
permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la parti-
cipación activa del niño en la comunidad. 

81. El pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales
y culturales de los niños se ha relacionado a las posibilida-
des del Estado obligado (artículo 4 de la Convención sobre
los Derechos del Niño), el cual debe realizar el mayor
esfuerzo, de manera constante y deliberada, para asegurar
el acceso de los niños a esos derechos, y el disfrute de los
mismos, evitando retrocesos y demoras injustificadas y asig-
nando a este cumplimiento los mayores recursos disponi-
bles. La Conferencia Internacional sobre Población y el
Desarrollo (El Cairo, 1994)86 resaltó que “[t]odos los
Estados y todas las familias deberían dar la máxima priori-
dad posible a la infancia. El niño tiene derecho a un nivel de
vida adecuado para su bienestar y al más alto nivel posible
de salud y a la educación. […]” (principio 11)

82. En igual sentido, la II Conferencia Mundial de Derechos
Humanos (Viena, 1993)87 puntualizó que [d]eben reforzar-
se los mecanismos y programas nacionales e internaciona-
les de defensa y protección de los niños, en particular las
niñas, los niños abandonados, los niños de la calle y los niños
explotados económica y sexualmente, incluidos los utilizados
en la pornografía y la prostitución infantil o la venta de órga-
nos, los niños víctimas de enfermedades, en particular el
SIDA, los niños refugiados y desplazados, los niños deteni-
dos, los niños en situaciones de conflicto armado y los niños
víctimas del hambre y la sequía o de otras calamidades88.

84 Formación de funcionarios encargados de la niñez y la adolescencia (Informe del Comité de Derechos del Niño en Costa Rica, 2000; e
Informe del Comité de Derechos del Niño en Saint Kitts and Nevis, 1999).
85 Caso Villagrán Morales y otros, supra nota 10, párr. 144.
86 Principio 11 de la Conferencia Internacional sobre Población y el Desarrollo adoptada del 5 al 13 de septiembre de 1994
en El Cairo, Egipto (1994).
87 II Conferencia Mundial de Derechos Humanos adoptada del 14 al 25 de junio de 1993, Viena, Austria.
88 Principio 10 de la Conferencia Internacional sobre Población y el Desarrollo adoptada del 5 al 13 de septiembre de 1994 en El Cairo,
Egipto (1994). En igual sentido, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Declaración y Programa de Acción de Viena (1993), pági-
na 69. […]. La Conferencia Mundial considera que la educación, la capacitación y la información pública en materia de derechos huma-
nos son indispensables para el logro y la promoción de relaciones estables y armoniosas entre las comunidades y para fomentar la com-
prensión mutua, la tolerancia y la paz. […]. Los Estados deben tratar de eliminar el analfabetismo y deben orientar la educación hacia el
pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. La
Conferencia Mundial pide a todos los Estados e instituciones que incluyan los derechos humanos, el derecho humanitario la democracia y
el imperio de la ley como temas en los programas de estudio de todas las instituciones de enseñanza académica y no académica. […]. La
educación en materia de derechos humanos debe incluir la paz, la democracia, el desarrollo y la justicia social, tal como se dispone en los
instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos, a fin de lograr la comprensión y sensibilización de todos acerca de los
derechos humanos con objeto de afianzar la voluntad de lograr su aplicación a nivel universal. […]. Teniendo en cuenta el Plan Mundial de
Acción para la educación en pro de los derechos humanos y la democracia, adoptado en marzo de 1993 por el Congreso Internacional
sobre la Educación en pro de los derechos humanos y la democracia, y otros instrumentos de derechos humanos, la Conferencia Mundial
recomienda que los Estados elaboren programas y estrategias específicos para que la educación y la difusión de información pública en
materia de derechos humanos llegue al máximo número de personas, teniendo particularmente en cuenta los derechos humanos de la
mujer. […]. Los gobiernos, con la asistencia de organizaciones intergubernamentales instituciones nacionales y organizaciones no guber-
namentales, deben fomentar una mayor comprensión de los derechos humanos y la tolerancia mutua. La Conferencia Mundial destaca la
importancia de intensificar la Campaña Mundial de Información Pública realizada por las Naciones Unidas. Los gobiernos deben iniciar y
apoyar las actividades de educación en materia de derechos humanos y difundir efectivamente información pública sobre esta cuestión.
Los programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del sistema de las Naciones Unidas deben poder atender inmediatamente
a las solicitudes de actividades educacionales y de formación en la esfera de los derechos humanos que presenten los Estados así como a
sus solicitudes de educación especial sobre las normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y en el dere-
cho humanitario y su aplicación a grupos especiales, como fuerzas militares, fuerzas del orden, policía y personal de salud. Debe conside-
rarse la posibilidades proclamar un decenio de las Naciones Unidas para la educación en materia de derechos humanos a fin de promo-
ver, alentar y orientar estas actividades educacionales.
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83. En el mismo sentido, la Conferencia Internacional
sobre la Población y el Desarrollo  también resaltó que 
[t]oda persona tiene derecho a la educación, que debe-
rá orientarse hacia el pleno desarrollo de los recursos
humanos, de la dignidad humana y del potencial huma-
no, prestando especial atención a las mujeres y las
niñas. La educación debería concebirse de tal manera
que fortaleciera el respeto por los derechos humanos y
las libertades fundamentales, incluidos los relacionados
con la población y el desarrollo89.

84. Se debe destacar que dentro de las medidas espe-
ciales de protección de los niños y entre los derechos
reconocidos a éstos en el artículo 19 de la Convención
Americana, figura de manera destacada el derecho a la
educación, que favorece la posibilidad de gozar de una
vida digna y contribuye a prevenir situaciones desfavo-
rables para el menor y la propia sociedad. 

85. En el principio 7 de la Declaración de los Derechos
del Niño (1959) se estableció: 
“El niño tiene derecho a recibir educación, que será
gratuita y obligatoria por lo menos en las etapas ele-
mentales. Se le dará una educación que favorezca su
cultura general y le permita, en condiciones de igualdad
de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio
individual, su sentido de responsabilidad moral y social,
y llegar a ser un miembro útil de la sociedad.”
“El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recrea-
ciones, los cuales deben estar orientados hacia los fines
perseguidos por la educación; la sociedad y las autori-
dades públicas se esforzarán por promover el goce de
este derecho.” 

86. En suma, la educación y el cuidado de la salud de
los niños suponen diversas medidas de protección y
constituyen los pilares fundamentales para garantizar el
disfrute de una vida digna por parte de los niños, que
en virtud de su inmadurez y vulnerabilidad se hallan a
menudo desprovistos de los medios adecuados para la
defensa eficaz de sus derechos. 

Obligaciones positivas de protección 
87. Esta Corte ha establecido reiteradamente, a través
del análisis de la norma general consagrada en el artí-
culo 1.1 de la Convención Americana, que el Estado está
obligado a respetar los derechos y libertades reconoci-
dos en ella y a organizar el poder público para  garanti-
zar a las  personas  bajo su  jurisdicción el libre y pleno
ejercicio de los derechos humanos. Según las normas
del derecho de la responsabilidad internacional del
Estado aplicables en el Derecho Internacional de los
Derechos Humanos, la acción u omisión de cualquier
autoridad pública, de cualquiera de los poderes del
Estado, constituye un hecho imputable al Estado que
compromete su responsabilidad en los términos previs-
tos en la Convención Americana90. Dicha obligación
general impone a los Estados Partes el deber de  garan-
tizar el ejercicio y el disfrute de los derechos de los indi-
viduos en relación con el poder del Estado, y también en
relación con actuaciones de terceros particulares91. En
este sentido, y para efectos de esta Opinión, los Estados
Partes en la Convención Americana tienen el deber, bajo
los artículos 19 (Derechos del Niño) y 17 (Protección a
la Familia), en combinación con el artículo 1.1 de la
misma, de tomar todas las medidas positivas que ase-
guren protección a los niños contra malos tratos, sea en
sus relaciones con las autoridades públicas, sea en las
relaciones interindividuales o con entes no estatales. 

88. En igual sentido, se desprende de las normas con-
tenidas en la Convención sobre los Derechos del Niño
que los derechos de los niños requieren no sólo que el
Estado se abstenga de interferir indebidamente en las
relaciones privadas o familiares del niño, sino también
que, según las circunstancias, adopte providencias
positivas para asegurar el ejercicio y disfrute pleno de
los derechos. Esto requiere la adopción de medidas,
entre otras, de carácter económico, social y cultural92.
En particular, el Comité sobre Derechos del Niño ha
enfatizado en su primer comentario general la relevan-
cia del derecho a la educación93. Efectivamente, es
sobre todo a través de la educación que gradualmente

89 Principio 10 de la Conferencia Internacional sobre Población y el Desarrollo adoptada del 5 al 13 de septiembre de 1994
en El Cairo, Egipto ( 1994).
90 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001.Serie C No. 79, párr. 134;
Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 168; y Caso del Tribunal Constitucional.
Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 109; Caso Bámaca Velásquez, supra nota 10, párr. 210; y Caso
Caballero Delgado y Santana. Sentencia de 8 de diciembre de 1995. Serie C No. 22, párr. 125.
91 Cfr. Medidas Provisionales, Comunidad de Paz de San José de Apartadó, Resolución de la Corte de 18 de junio de 2002,
considerativo 11.
92 Human Rights Committee, General Comment 17, Rights of Child (Art. 24), 07/04/1989, CCPR/C/35, para. 3.
93 Committee on the Rights of the Child, The Aims of Education, General Comment 1, CRC/C/2001/1, 17.04.2001.
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se supera la vulnerabilidad de los niños. Asimismo, el
Estado, como responsable del bien común, debe, en
igual sentido, resguardar el rol preponderante de la
familia en la protección del niño; y prestar asistencia del
poder público a la familia94, mediante la adopción de
medidas que promuevan la unidad familiar95.

89. Cabe destacar que el Comité sobre Derechos del
Niño brindó especial atención a la violencia contra los
niños tanto en el seno de la familia como en la escuela.
Señaló que “la Convención sobre los Derechos Niño esta-
blece altos estándares para la protección del niño contra
la violencia, en particular en los artículos 19 y 28, así
como en los artículos 29, 34, 37, 40, y otros, […] toman-
do en cuenta los principios generales contenidos en los
artículos 2, 3 y 12”96.

90. La Corte Europea, haciendo alusión a los artículos
19 y 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño,
ha reconocido el derecho del niño a ser protegido con-
tra interferencias de actores no-estatales  tales como el
maltrato de uno de los padres97; además, ha reconoci-
do que si los niños han sido descuidados por sus
padres y carecen de satisfacción para afrontar sus
necesidades sociales básicas, el Estado tiene el deber
de intervenir para protegerlos98.

91. En conclusión, el Estado tiene el deber de adoptar
todas las medidas positivas para asegurar la plena
vigencia de los derechos del niño. 

IX. PROCEDIMIENTOS JUDICIALES 
O ADMINISTRATIVOS EN QUE 
PARTICIPAN LOS NIÑOS 
Debido proceso y garantías

92. Como se ha dicho anteriormente (supra 87), los
Estados tienen la obligación de reconocer y respetar
los derechos y libertades de la persona humana, así

como proteger y asegurar su ejercicio a través de las
respectivas garantías (artículo 1.1), medios idóneos
para que aquéllos sean efectivos en toda circunstan-
cia99, tanto el corpus iuris de derechos y libertades
como las garantías de éstos, son conceptos insepara-
bles del sistema de valores y principios característico
de la sociedad democrática. En ésta “los derechos y
libertades inherentes a la persona, sus garantías y el
Estado de Derecho constituyen una tríada, cada uno
de cuyos componentes se define, completa y adquie-
re sentido en función de los otros”100.

93. Entre estos valores fundamentales figura la salva-
guarda de los niños, tanto por su condición de seres
humanos y la dignidad inherente a éstos, como por la
situación especial en que se encuentran. En razón de
su inmadurez y vulnerabilidad, requieren protección
que garantice el ejercicio de sus derechos dentro de la
familia, de la sociedad y con respecto al Estado. 

94. Estas consideraciones se deben proyectar sobre la
regulación de los procedimientos, judiciales o adminis-
trativos, en los que se resuelva acerca de derechos de
los niños y, en su caso, de las personas bajo cuya potes-
tad o tutela se hallan aquéllas.

95. Las garantías consagradas en los artículos 8 y 25
de la Convención se reconocen a todas las personas
por igual, y deben correlacionarse con los derechos
específicos que estatuye, además, el artículo 19, en
forma que se reflejen en cualesquiera procesos admi-
nistrativos o judiciales en los que se discuta algún
derecho de un niño. 

96. Es evidente que las condiciones en las que partici-
pa un niño en un proceso no son las mismas en que lo
hace un adulto. Si se sostuviera otra cosa se descono-
cería la realidad y se omitiría la adopción de medidas
especiales para la protección de los niños, con grave

94 Human Rights Committee, General Comment 17, Rights of the Child (Article 24), 07.04.1989, para. 6. 
95 Eur. Court H.R., Olsson v. Sweden (no. 1), Judgment of 24 March 1988, Series A no. 130, para. 81; Eur. Court H.R.,
Johansen v. Norway, Judgment of 7 August 1996, Reports 1996-IV, para. 78; y P. C. and S v. the United Kingdom, Judgment
of 16 July 2002, para. 117. 
96 Committee on the Rights of the Child, Report of its Twenty-Eight Session, 28.11.2001, CRC/C/111, para. 678. 
97 Eur. Court H.R., A v. The United Kingdom, Judgment of 23 September 1998, Reports 1998-VI, para. 22; y vid también Human
Rights Committee, General Comment 17, Rights of the Child (Article 24), 07.04.1989, para. 6. 
98 Eur. Court H.R., Z and others v. the United Kingdom, Judgment of 10 May 2001, para. 73-75; y vid. también the Report of the
Commission of 10 September 1999, para. 93-98. 
99 El Hábeas Corpus bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos).
Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párr. 25.
100 El Hábeas Corpus bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana
sobre Derechos Humanos), supra nota 99, párr. 26.
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perjuicio para estos mismos. Por lo tanto, es indispen-
sable reconocer y respetar las diferencias de trato que
corresponden a diferencias de situación, entre quienes
participan en un procedimiento.  

97. A este respecto, conviene recordar que la Corte
señaló en la Opinión Consultiva acerca del Derecho a
la Información sobre la Asistencia Consular en el
Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal
cuando abordó esta materia desde una perspectiva
general, que “[p]ara alcanzar sus objetivos, el proce-
so debe reconocer y resolver los factores de desigual-
dad real de quienes son llevados ante la justicia. Es
así como se atiende el principio de igualdad ante la
ley y los tribunales101 y a la correlativa prohibición de
discriminación. La presencia de condiciones de desi-
gualdad real obliga a adoptar medidas de compensa-
ción que contribuyan a reducir o eliminar los obstá-
culos y deficiencias que impidan o reduzcan la defen-
sa eficaz de los propios intereses. Si no existieran
esos medios de compensación, ampliamente recono-
cidos en diversas vertientes del procedimiento, difícil-
mente se podría decir que quienes se encuentran en
condiciones de desventaja disfrutan de un verdadero
acceso a la justicia y se benefician de un debido pro-
ceso legal en condiciones de igualdad con quienes no
afrontan esas desventajas”102 (supra 47). 

98. En definitiva, si bien los derechos procesales y sus
correlativas garantías son aplicables a todas las perso-
nas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos
supone, por las condiciones especiales en las que se
encuentran los menores, la adopción de ciertas medi-

das específicas con el propósito de que gocen efectiva-
mente de dichos derechos y garantías. 

Participación del niño 
99. Dentro de las situaciones hipotéticas planteadas por
la Comisión Interamericana se alude directamente a la
participación del niño en los procedimientos en que se
discuten sus propios derechos y cuya decisión es rele-
vante para su vida futura. El artículo 12 de la Convención
sobre los Derechos del Niño contiene adecuadas previ-
siones sobre este punto, con el objeto de que la interven-
ción del niño se ajuste a las condiciones de éste y no
redunde en perjuicio de su interés genuino: 
1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en con-
diciones de formarse un juicio propio el derecho de expre-
sar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan
al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones
del niño, en función de la edad y madurez del niño.  
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportuni-
dad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial
o administrativo que afecte al niño, ya sea directa-
mente o por medio de un representante o de un órga-
no apropiado, en consonancia con las normas de pro-
cedimiento de la ley nacional103.

100. Bajo esta misma perspectiva, y específicamente
con respecto a determinados procesos judiciales, la
Observación General 13 relativa al artículo 14 del
Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones
Unidas, sobre la igualdad de todas las personas en el
derecho a ser oídas públicamente por un tribunal
competente, señaló que dicha norma se aplica tanto
a tribunales ordinarios como especiales104, y deter-

101 Cfr. Artículos II y XVIII Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre; artículos 7 y 10 de la Declaración
Universal de Derechos Humanos; artículos 2.1, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículos 2 y 15
de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer; artículos 2.5 y 7 de la
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial; artículos 2 y 3 de la Carta
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos; artículos 1, 8.2 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos;
y artículo 14 de la Convención Europea de Derechos Humanos. 
102 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra
nota 8, párr. 119. 
103 Respecto a reforzar la posibilidad de emisión de opiniones por parte de los niños el Comité de Derechos del Niño pro-
nunció los siguientes informes: Informe del Comité de Derechos del Niño en Paraguay, 2001; Informe el Comité de Derechos
del Niño en Guatemala, 2001; Informe del Comité de Derechos del Niño en República Dominicana, 2001; Informe del Comité
de Derechos del Niño en Surinam, 2000; Informe el Comité de Derechos del Niño en Granada 2000; Informe del Comité de
Derechos del Niño en Venezuela, 1999; Informe del Comité de Derechos del Niño en Honduras, 1999; Informe del Comité
de Derechos del Niño en Venezuela, 1999; Informe del Comité de Derechos del Niño en Nicaragua, 1999; Informe del Comité
de Derechos del Niño en Belice, 1999; Informe del Comité de Derechos del Niño en Ecuador, 1999; e Informe del Comité de
Derechos del Niño en Bolivia, 1998).
104 Human Rights Committee, General Comment 13, Equity befor the Courts antd the right to a fair and public hearing by an
independent court established by law (art. 14). 13/04/84, CCPR/C/21, p. 2.
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minó que los “menores deben disfrutar por lo menos
de las mismas garantías y protección que se conce-
den a los adultos en el artículo 14”105.

101. Este Tribunal considera oportuno formular algu-
nas precisiones con respecto a esta cuestión. Como
anteriormente se dijo, el grupo definido como niños
involucra a todas las personas menores de 18 años
(supra 42). Evidentemente, hay gran variedad en el
grado de desarrollo físico e intelectual, en la expe-
riencia y en la información que poseen quienes se
hallan comprendidos en aquel concepto. La capaci-
dad de decisión de un niño de 3 años no es igual a la
de un adolescente de 16 años. Por ello debe matizar-

se razonablemente el alcance de la participación del
niño en los procedimientos, con el fin de lograr la pro-
tección efectiva de su interés superior, objetivo último
de la normativa del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos en este dominio.  

102. En definitiva, el aplicador del derecho, sea en el
ámbito administrativo, sea en el judicial, deberá
tomar en consideración las condiciones específicas
del menor y su interés superior para acordar la parti-
cipación de éste, según corresponda, en la determi-
nación de sus derechos. En esta ponderación se pro-
curará el mayor acceso del menor, en la medida de lo
posible, al examen de su propio caso.

105 Human Rights Committee, General Comment 13, Equity befor the Courts antd the right to a fair and public hearing by an inde-
pendent court established by law (art. 14). 13/04/84, CCPR/C/21, p. 4. El artículo 14 del Pacto citado reza: 
[…] Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente
y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de
cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter
civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden públi-
co o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medi-
da estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perju-
dicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que
el interés de menores de edad exija lo contrario, o 105 Human Rights Committee, General Comment 13, Equity befor the Courts
antd the right to a fair and public hearing by an independent court established by law (art. 14). 13/04/84, CCPR/C/21, p. 4. El artí-
culo 14 del Pacto citado reza: […] Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá dere-
cho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por
la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus dere-
chos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consi-
deraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida pri-
vada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asun-
to la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública,
excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimo-
niales o a la tutela de menores. […] Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras
no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. […] Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación
formulada contra ella;
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de
su elección;
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada,
si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defen-
sor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo;
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean
interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo;
f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal;
g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.[…] En el procedimiento aplicable a los menores de edad
a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social.
[…] Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto
sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley.
6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse
producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena
como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en
todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido.
7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de
acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país.
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PROCESO ADMINISTRATIVO 

103. Las medidas de protección que se adopten en
sede administrativa deben ajustarse estrictamente a la
ley, y apuntar a que el niño continúe vinculado con su
núcleo familiar si esto es posible y razonable (supra 71);
en el caso de que resulte necesario una separación,
que ésta sea por el menor tiempo posible (supra 77);
que quienes intervengan en los procesos decisorios
sean personas con la competencia personal y profesio-
nal necesaria para identificar las medidas aconsejables
en función del niño (supra 78 y 79); que las medidas
adoptadas tengan el objetivo de reeducar y resocializar
al menor, cuando ello sea pertinente; y que sólo excep-
cionalmente se haga uso de medidas privativas de liber-
tad. Todo ello permite el desarrollo adecuado del debi-
do proceso, reduce y limita adecuadamente la discre-
cionalidad de éste, conforme a criterios de pertinencia
y racionalidad. 

PROCESOS JUDICIALES 
Imputabilidad, delincuencia y estado de riesgo 

104. Para el examen de la cuestión que ahora interesa
conviene identificar algunos conceptos muy frecuente-
mente manejados en este ámbito –con mayor o menor
acierto– como son los de imputabilidad, delincuencia y
estado de riesgo. 

105. La imputabilidad, desde la perspectiva penal
–vinculada a la realización de conductas típicas y
punibles y a las correspondientes consecuencias san-
cionatorias– es la capacidad de culpabilidad de un
sujeto. Si éste carece de ella, no es posible formular
en su contra el juicio de reproche que se dirigiría, en
cambio, a quien es imputable. La  imputabilidad
queda excluida cuando la persona carece de capaci-
dad de entender la naturaleza de su acción u omisión
y/o de conducirse conforme a esa comprensión. Se
suele aceptar que carecen de esa capacidad los
menores de cierta edad. Se trata de una valoración
legal genérica, que no examina las condiciones espe-
cíficas de los menores, casuísticamente, sino que los
excluye de plano del ámbito de la justicia penal.  

106. Las Reglas de Beijing en su disposición 4, que no
tiene naturaleza vinculante, estableció que la imputabili-
dad penal “no deberá fijarse a una edad demasiado tem-
prana habida cuenta de las circunstancias que acompa-
ñan la madurez emocional, mental e intelectual” del niño.

107. La Convención sobre los Derechos del Niño no
alude explícitamente a las medidas represivas para este
tipo de situaciones, salvo el artículo 40.3 inciso a)106,
que obliga a los Estados Partes a tener una edad míni-
ma en la cual se presuma que el niño no puede infrin-
gir la legislación penal o criminal.  

108. Esto conduce a considerar la hipótesis de que los
menores de edad –niños, en el sentido de la
Convención respectiva– incurran en conductas ilícitas.
La actuación del Estado (persecutoria, punitiva, readap-
tadora) se justifica, tanto en el caso de los adultos como
en el de los menores de cierta edad, cuando aquéllos o
éstos realizan hechos previstos como punibles en las
leyes penales. Es preciso, pues, que la conducta que
motiva la intervención estatal sea penalmente típica.
Así, se asegura el imperio de la legalidad en este deli-
cado campo de las relaciones entre la persona y el
Estado.  Esta Corte ha señalado que el principio de lega-
lidad penal “implica una clara definición de la conduc-
ta incriminada, que fije sus elementos y permita deslin-
darla de comportamientos no punibles o conductas ilí-
citas sancionables con medidas no penales”107. Esta
garantía, contemplada en el artículo 9 de la Convención
Americana, debe ser otorgada a los niños. 

109. Una consecuencia evidente de la pertinencia de
atender en forma diferenciada y específica las cuestio-
nes referentes a los niños, y particularmente, las rela-
cionadas con la conducta ilícita, es el establecimiento
de órganos jurisdiccionales especializados para el cono-
cimiento de conductas penalmente típicas atribuidas a
aquéllos. Sobre esta importante materia se proyecta lo
que antes se dijo a propósito de la edad requerida para
que una persona sea considerada como niño conforme
al criterio predominante en el plano internacional.
Consecuentemente, los menores de 18 años a quienes
se atribuya la comisión de conductas previstas como
delictuosas por la ley penal, deberán quedar sujetos, para

106 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, auto-
ridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse
o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se pre-
sumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales […].
107 Caso Castillo Petruzzi y otros. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 121. 
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los fines del conocimiento respectivo y la adopción de las
medidas pertinentes, sólo a órganos jurisdiccionales
específicos distintos de los correspondientes a los mayo-
res de edad. Así, la Convención sobre los Derechos del
Niño contempla el “establecimiento de leyes, procedi-
mientos, autoridades e instituciones específicos para los
niños de quienes se alegue que han infringido las leyes
penales o a quienes se acuse o declare culpables de
haber infringido esas leyes” (artículo 40.3).  

110. Es inadmisible que se incluya en esta hipótesis la
situación de los menores que no han incurrido en con-
ducta penalmente típica, pero se encuentran en situa-
ción de riesgo o peligro, por desvalimiento, abandono,
miseria o enfermedad, y menos aún la de aquellos otros
que simplemente observan un comportamiento diferente
del que caracteriza a la mayoría, se apartan de los patro-
nes de conducta generalmente aceptados, presentan
conflictos de adaptación al medio familiar, escolar o
social, en general, o se marginan de los usos y valores de
la sociedad de la que forman parte. El concepto de delin-
cuencia infantil o juvenil sólo puede aplicarse a quienes
se hallan en el primer supuesto mencionado, esto es, a
los que incurren en conductas típicas, no así a quienes
se encuentran en los otros supuestos. 

111. En este sentido, la Directriz 56 de Riad establece
que ‘‘deberá promulgarse una legislación por la cual se
garantice que todo acto que no se considera un delito,
ni es sancionado cuando lo comete un adulto, tampoco
deberá considerarse un delito ni ser objeto de sanción
cuando es cometido por un joven”. 

112. Finalmente, conviene señalar que hay niños
expuestos a graves riesgos o daños que no pueden valer-
se por sí mismos, resolver los problemas que les aquejan
o encauzar adecuadamente su propia vida, sea porque
carecen absolutamente de un medio familiar favorable,
que apoye su desarrollo, sea porque presentan insufi-
ciencias educativas, alteraciones de la salud o desviacio-
nes de comportamiento que requieren la intervención
oportuna (supra 88 y 91) y esmerada de instituciones
debidamente dotadas y personal competente para resol-
ver estos problemas o mitigar sus consecuencias. 

113. Obviamente, estos niños no quedan inmediata-
mente privados de derechos y sustraídos a la relación con
sus padres o tutores y a la autoridad de éstos. No pasan
al “dominio” de la autoridad, de manera tal que ésta

asuma, fuera de procedimiento legal y sin garantías que
preserven los derechos e intereses del menor, la respon-
sabilidad del caso y la autoridad plena sobre aquél. En
toda circunstancia, se mantienen a salvo los derechos
materiales y procesales del niño. Cualquier actuación que
afecte a éste debe hallarse perfectamente motivada con-
forme a la ley, ser razonable y pertinente en el fondo y en
la forma, atender al interés superior del niño y sujetarse a
procedimientos y garantías que permitan verificar en todo
momento su idoneidad y legitimidad. 

114. La presencia de circunstancias graves, como las
que hemos descrito, tampoco excluye inmediatamente
la autoridad de los padres ni los releva de las responsa-
bilidades primordiales que naturalmente les correspon-
den y que sólo pueden verse modificadas o suspendi-
das, en su caso, como resultado de un procedimiento
en el que se observen las reglas aplicables a la afecta-
ción de un derecho. 

Debido proceso 
115. Las garantías judiciales son de observancia obliga-
toria en todo proceso en el que la libertad personal de un
individuo está en juego. Los principios y actos del debido
proceso legal constituyen un conjunto irreductible y
estricto que puede ampliarse a la luz de nuevos avances
en el Derecho de los derechos humanos. Como estable-
ciera este Tribunal en su opinión consultiva sobre el
Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en
el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal: 
“el proceso es un medio para asegurar, en la mayor
medida posible, la solución justa de una controversia. A
ese fin atiende el conjunto de actos de diversas carac-
terísticas generalmente reunidos bajo el concepto de
debido proceso legal.  El desarrollo histórico del proce-
so, consecuente con la protección del individuo y la rea-
lización de la justicia, ha traído consigo la incorporación
de nuevos derechos procesales.  Son ejemplo de este
carácter evolutivo del proceso los derechos a no autoin-
criminarse y a declarar en presencia de abogado, que
hoy día figuran en la legislación y en la jurisprudencia
de los sistemas jurídicos más avanzados.  Es así como
se ha establecido, en forma progresiva, el aparato de las
garantías judiciales que recoge el artículo 14 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al que
pueden y deben agregarse, bajo el mismo concepto,
otras garantías aportadas por diversos instrumentos del
Derecho Internacional108.” 

108 El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal, supra
nota 8, párr. 117. 
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116. Por lo que toca a la materia que ahora interesa, las
reglas del debido proceso se hallan establecidas, principal
pero no exclusivamente, en la Convención sobre los
Derechos del Niño, las Reglas de Beijing, las Reglas de Tokio
y las Directrices de Riad, que sirven al propósito de salva-
guardar los derechos de los niños sometidos a diferentes
actuaciones por parte del Estado, la sociedad o la familia.

117. Las reglas del debido proceso y las garantías judiciales
deben aplicarse no sólo a los procesos judiciales, sino a cua-

lesquiera otros procesos que siga el Estado109, o bien, que
estén bajo la supervisión del mismo (supra 103). 

118. A nivel internacional, es importante destacar que los
Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del
Niño han asumido la obligación de adoptar una serie de
medidas que resguarden el debido proceso legal y la pro-
tección judicial, bajo parámetros parecidos a los establecidos
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Estas normas son los artículos 37110 y 40111.

109 Caso Ivcher Bronstein, supra nota 90, párrs. 102-104; Caso Baena Ricardo y otros. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C
No. 72, párrs. 124-126; Caso del Tribunal Constitucional, supra nota 90, párrs. 69-71; y Excepciones al Agotamiento de los Recursos
Internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agos-
to de 1990. Serie A No. 11, párr. 28. 
110 Los Estados Partes velarán por que: 
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital
ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará
a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; 
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y
de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará
separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto
con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como
derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e impar-
cial y a una pronta decisión sobre dicha acción. 
111 Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse
o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el
valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan
en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en
la sociedad. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes
garantizarán, en particular: 
a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringi-
do esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se
cometieron; b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes
se le garantice, por lo menos, lo siguiente:
i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; ii) Que será informado sin demora y direc-
tamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y
que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; iii) Que la causa será
dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa confor-
me a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario
al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales; iv) Que no
será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obte-
ner la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; v) Si se considerare que ha infringido, en
efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órga-
no judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un
intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del pro-
cedimiento. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos,
autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse
o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular:
a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes
penales; b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judi-
ciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. Se dispondrá de diversas
medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hoga-
res de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a
la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde pro-
porción tanto con sus circunstancias como con la infracción.
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119. Para los fines de esta Opinión Consultiva, concier-
ne formular algunas consideraciones acerca de diver-
sos principios materiales y procesales cuya aplicación
se actualiza en los procedimientos relativos a menores
y que deben asociarse a los puntos examinados con
anterioridad para establecer el panorama completo de
esta materia. A este respecto es debido considerar asi-
mismo la posibilidad y conveniencia de que las formas
procesales que observan esos tribunales revistan moda-
lidades propias, consecuentes con las características y
necesidades de los procedimientos que se desarrollan
ante ellos, tomando en cuenta el principio establecido
en la Convención sobre los Derechos del Niño, que en
este orden se puede proyectar tanto a la intervención de
tribunales, en lo concerniente a la forma de los actos
procesales, como al empleo de medios alternativos de
solución de controversias al que se alude adelante (infra
135 y 136): “siempre que sea apropiado y deseable se
[adoptarán medidas para tratar a las niños a quienes se
acuse o declare culpable de haber infringido leyes
penales] sin recurrir a procedimientos judiciales, en el
entendido de que se respetarán plenamente los dere-
chos humanos y las garantías legales” (artículo 40.3.b
de la Convención sobre los Derechos del Niño). 

a) Juez Natural 
120. La garantía de los derechos implica la existencia
de medios legales idóneos para la definición y protec-
ción de aquéllos, con intervención de un órgano judicial
competente, independiente e imparcial, cuya actuación
se ajuste escrupulosamente a la ley, en la que se fijará,
conforme a criterios de oportunidad, legitimidad y racio-
nalidad, el ámbito de los poderes reglados de las potes-
tades discrecionales112 . A este respecto, la Regla No.
6 de Beijing regula las atribuciones de los jueces para

la determinación de los derechos de los niños: 
6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades espe-
ciales de los menores, así como de la diversidad de
medidas disponibles, se facultará un margen suficiente
para el ejercicio de facultades discrecionales en las dife-
rentes etapas de los juicios y en los distintos niveles de
la administración de justicia de menores, incluidos los
de investigación, procesamiento, sentencia y de las
medidas complementarias de las decisiones. 
6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida
competencia en todas las fases y niveles en el ejercicio
de cualquiera de esas facultades discrecionales.  
6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar
especialmente preparados o capacitados para hacerlo
juiciosamente y en consonancia con sus respectivas
funciones y mandatos113. 

b) Doble instancia y recurso efectivo 
121. La garantía procesal anterior se complementa con
la posibilidad de que exista un tribunal superior que
pueda revisar las actuaciones del inferior. Esta facultad ha
quedado plasmada en el artículo 8.2.h) de la Convención
Americana y en el artículo  40.b inciso v) de la
Convención sobre los Derechos del Niño, que manifiesta: 
v) Si se considerare que [el niño] ha infringido, en efec-
to, las leyes penales, que esta decisión y toda medida
impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a
una autoridad u órgano judicial superior competente,
independiente e imparcial, conforme a la ley […]. 

122. El artículo 25 de la Convención Americana dispo-
ne que toda persona debe tener acceso a un recurso
rápido y sencillo. En este marco se sitúan el amparo y
el hábeas corpus, que no pueden ser suspendidos ni
siquiera en la situación de excepción114.

112 Caso Las Palmeras. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 53; Caso Castillo Petruzzi y otros, supra nota
107, párrs. 129 y 130; y El Hábeas Corpus bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre
Derechos Humanos), supra nota 99, párr. 30.
113 Las reglas 6.1, 6.2 y 6.3 tratan varios aspectos importantes de una administración de justicia de menores eficaz, justa y huma-
nitaria: la necesidad de permitir el ejercicio de las facultades discrecionales en todos los niveles importantes del procedimiento, de
modo que los que adoptan determinaciones puedan tomar las medidas que estimen más adecuadas en cada caso particular, y la
necesidad de prever controles y equilibrios a fin de restringir cualquier abuso de las facultades discrecionales y salvaguardar los
derechos del joven delincuente. La competencia y el profesionalismo son los instrumentos más adecuados para restringir el ejer-
cicio excesivo de dichas facultades. Por ello, se hace especial hincapié en la idoneidad profesional y en la capacitación de los exper-
tos como un medio valioso para asegurar el ejercicio prudente de las facultades discrecionales en materia de delincuencia de
menores. (Véanse también las reglas 1.6 y 2.2.).
114 Aquella “[…] disposición de carácter general […] recoge la institución procesal del amparo, entendido como el procedimien-
to judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los
Estados Partes y por la Convención”. El Hábeas Corpus bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párr. 34
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123. Asimismo las Reglas de Beijing han situado los
siguientes parámetros: 
7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán
garantías procesales básicas tales como la presunción
de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusa-
ciones, el derecho a no responder, el derecho al aseso-
ramiento, el derecho a la presencia de los padres o tuto-
res, el derecho a la confrontación con los testigos y a
interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una
autoridad superior. 

c) Principio de Inocencia 
124. Es aplicable a esta materia el artículo 8.2.g) de la
Convención Americana, que establece  […] 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se establez-
ca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguien-
tes garantías mínimas: […] 
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo
ni a declararse culpable, y […] 

125. La norma anterior debe leerse en relación con el
artículo 40.2 b) de la Convención sobre los Derechos
del Niño, la cual dicta que 
2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones
pertinentes de los instrumentos internacionales, los
Estados Partes garantizarán, en particular:  […] 
b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido
las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido
esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 
i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe
su culpabilidad conforme a la ley;  

126. En igual sentido, la Regla 17 de Tokio señala que  
Se presume que los menores detenidos bajo arresto o
en espera de juicio son inocentes y deberán ser trata-
dos como tales. En la medida de lo posible, deberá evi-
tarse y limitarse a circunstancias excepcionales a la
detención antes del juicio. En consecuencia, deberá
hacerse todo lo posible por aplicar medidas sustituto-
rias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención
preventiva, los tribunales de menores y los órganos de
investigación deberán atribuir la máxima prioridad a la
más rápida tramitación posible de estos casos a fin de
que la tramitación sea lo más breve posible. Los meno-
res detenidos en espera de juicio deberán estar separa-
dos de los declarados culpables. 

127. Este Tribunal ha establecido que dicho principio
“exige que una persona no pueda ser condenada mien-
tras no exista prueba plena de su responsabilidad penal.
Si obra contra ella prueba incompleta o insuficiente, no
es procedente condenarla, sino absolverla”115 .

128. Dentro del proceso hay actos que poseen –o a los
que se ha querido atribuir– especial trascendencia para
la definición de ciertas consecuencias jurídicas que afec-
tan la esfera de derechos y responsabilidades del justi-
ciable. A esta categoría corresponde la confesión, enten-
dida como el reconocimiento que hace el imputado acer-
ca de los hechos que se le atribuyen, lo cual no necesa-
riamente significa que ese reconocimiento alcance a
todas las cuestiones que pudieran vincularse con aque-
llos hechos o sus efectos. También se ha entendido que
la confesión pudiera entrañar un acto de disposición de
los bienes o los derechos sobre los que existe contienda.

129. A este respecto, y por lo que toca a menores de
edad, es pertinente manifestar que cualquier declaración
de un menor, en caso de resultar indispensable, debe
sujetarse a las medidas de protección procesal que
corresponden a éste, entre ellos la posibilidad de no
declarar, la asistencia del defensor y la emisión de aqué-
lla ante la autoridad legalmente facultada para recibirla. 

130. Además, debe tomarse en cuenta que el niño
puede carecer, en función de su edad o de otras cir-
cunstancias, de la aptitud necesaria para apreciar o
reproducir los hechos sobre los que declara, y las con-
secuencias de su declaración en este caso el juzgador
puede y debe valorar con especial cautela la declara-
ción.  Evidentemente, no se puede asignar a ésta  efi-
cacia dispositiva, cuando corresponde a una persona
que, precisamente por carecer de capacidad civil de
ejercicio, no puede disponer de su patrimonio ni ejercer
por sí mismo sus derechos (supra 41). 

131. Todo lo anterior sería aplicable a un procedimien-
to en el que el menor participe y esté llamado a emitir
declaraciones.  Por lo que toca a procesos propiamen-
te penales –“en sede penal” señala la solicitud de
Opinión– hay que considerar que los menores de edad
están excluidos de participar como inculpados en esa
especie de enjuiciamientos. En consecuencia, no debe
presentarse la posibilidad de que en éstos rindan decla-
raciones que pudieran corresponder a la categoría pro-
batoria de una confesión. 

115 Caso Cantoral Benavides, supra nota 10, párr. 120.
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d) Principio de contradictorio 
132. En todo proceso deben concurrir determinados
elementos para que exista el mayor equilibrio entre las
partes, para la debida defensa de sus intereses y
derechos. Esto implica, entre otras cosas, que rija el
principio de contradictorio en las actuaciones, al que
atienden las normas que en diversos instrumentos
disponen la intervención del niño por sí o mediante
representantes en los actos del proceso, la aportación
de pruebas y el examen de éstas, la formulación de
alegatos, entre otros116.

133. En este sentido, la Corte Europea ha señalado
que: El derecho a contradecir en un proceso para los
efectos del artículo 6.1, tal y como ha sido interpretado
por la jurisprudencia, “significa en principio la oportuni-
dad para las partes en un juicio civil o penal de conocer
y analizar la prueba aducida o las observaciones remiti-
das al expediente […], con el objetivo de influir sobre la
decisión de la Corte”. 

e) Principio de publicidad 
134. Cuando se trata de procedimientos en los que se
examinan cuestiones relativas a menores de edad, que
trascienden en la vida de éstos, procede fijar ciertas
limitaciones al amplio principio de publicidad que rige
en otros casos, no por lo que toca al acceso de las par-
tes a las pruebas y resoluciones, sino en lo que atañe a
la observación pública de los actos procesales. Estos
límites atienden al interés superior del niño, en la medi-
da en que lo preservan de apreciaciones, juicios o estig-
matizaciones que pueden gravitar sobre su vida futura.
Al respecto, la Corte Europea ha señalado, aludiendo al
artículo 40.2.b) de la Convención sobre los Derechos
del Niño, que “a los niños acusados de crímenes debe
respetárseles totalmente su privacidad en todas las eta-
pas del proceso”117. Asimismo, el Consejo de Europa
ordenó a los Estados Partes revisar y cambiar la legisla-
ción con el objeto de hacer respetar la privacidad del
niño118. En un sentido similar la Regla 8.1 de Beijing
establece que debe respetarse la privacidad del joven
en todas las etapas del proceso119.

Justicia alternativa 
135. Las normas internacionales procuran excluir o
reducir la “judicialización”120 de los problemas sociales
que afectan a los niños, que pueden y deben ser resuel-
tos, en muchos casos, con medidas de diverso carác-
ter, al amparo del artículo 19 de la Convención
Americana, pero sin alterar o disminuir los derechos de
las personas. En este sentido, son plenamente admisi-
bles los medios alternativos de solución de las contro-
versias, que permitan la adopción de decisiones equita-
tivas, siempre sin menoscabo de los derechos de las
personas. Por ello, es preciso que se regule con espe-
cial cuidado la aplicación de estos medios alternativos
en los casos en que se hallan en juego los intereses de
los menores de edad. 

136. A este respecto la Convención sobre los Derechos
del Niño previene en su artículo 40: 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para promover el establecimiento de leyes, pro-
cedimientos, autoridades e instituciones específicos
para los niños de quienes se alegue que han infringido
las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpa-
bles de haber infringido esas leyes, y en particular:  
[…] b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adop-
ción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a
procedimientos judiciales, en el entendimiento de que
se respetarán plenamente los derechos humanos y las
garantías legales. 

X. OPINIÓN

137. Por las razones expuestas, 
LA CORTE, 
por seis votos contra uno. 
DECIDE 
Que tiene competencia para emitir la presente Opinión
Consultiva y que la solicitud de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos es admisible. 
DECLARA 
Que para los efectos de esta opinión consultiva, “niño”

116 En este sentido, vid, inter alia, 7.1 de las Reglas de Beijing, artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
artículo 6.1 y 6.3 de la Convención Europea de Derechos Humanos. En igual sentido, Eur. Court H.R., Case Meftah and others v.
France, Judgment of 26 July, 2002, para. 51; Eur. Court H.R., S.N. v. Sweden, Judgment of 2 July, 2002, para. 44; and Eur. Court.
H. R., Siparicius v. Lithuania, Judgment of 21 February, 2002, para. 27-28. Existen fallos anteriores en esta misma Corte relativos
al mismo tema. 
117 Eur. Court H.R., Case T v. The United Kingdom, Judgment of 16 December, 1999, para. 74. 
118 European Committee of Ministers of the Council of Europe Recommendation No. R (87) 20, para. 47. 
119 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a los menores, se respetará en todas las eta-
pas el derecho de los menores a la intimidad. 
120 Artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño, Regla 11 de Beijing y 57 de las Directrices de Riad. 
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o “menor de edad” es toda persona que no haya cum-
plido 18 años, salvo que hubiese alcanzado antes la
mayoría de edad, por mandato de ley, en los términos
del párrafo 42. 

Y ES DE OPINIÓN 
1. Que de conformidad con la normativa contemporánea
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en
la cual se enmarca el artículo 19 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, los niños son titu-
lares de derechos y no sólo objeto de protección. 

2. Que la expresión “interés superior del niño”, consa-
grada en el artículo 3 de la Convención sobre los
Derechos del Niño, implica que el desarrollo de éste y
el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considera-
dos como criterios rectores para la elaboración de nor-
mas y la aplicación de éstas en todos los órdenes rela-
tivos a la vida del niño. 

3. Que el principio de igualdad recogido en el artículo
24 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos no impide la adopción de reglas y medidas
específicas en relación con los niños, los cuales requie-
ren un trato diferente en función de sus condiciones
especiales. Este trato debe orientarse a la protección de
los derechos e intereses de los niños. 

4. Que la familia constituye el ámbito primordial para el
desarrollo del niño y el ejercicio de sus derechos. Por ello,
el Estado debe apoyar y fortalecer a la familia, a través de
las diversas medidas que ésta requiera para el mejor
cumplimiento de su función natural en este campo.

5. Que debe preservarse y favorecerse la permanencia
del niño en su núcleo familiar, salvo que existan razones
determinantes para separarlo de su familia, en función
del interés superior de aquél. La separación debe ser
excepcional y, preferentemente, temporal. 

6. Que para la atención a los niños, el Estado debe
valerse de instituciones que dispongan de personal
adecuado, instalaciones suficientes, medios idóneos y
experiencia probada en este género de tareas. 

7. Que el respeto del derecho a la vida, en relación con
los niños, abarca no sólo las prohibiciones, entre ellas,
la de la privación arbitraria, establecidas en el artículo 
4 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, sino que comprende también la obligación
de adoptar las medidas necesarias para que la existen-
cia de los niños se desarrolle en condiciones dignas. 

8. Que la verdadera y plena protección de los niños sig-
nifica que éstos puedan disfrutar ampliamente de todos
sus derechos, entre ellos los económicos, sociales y cul-
turales, que les asignan diversos instrumentos interna-
cionales. Los Estados Partes en los tratados internacio-
nales de derechos humanos tienen la obligación de
adoptar medidas positivas para asegurar la protección
de todos los derechos del niño. 

9. Que los Estados Partes en la Convención Americana
tienen el deber, conforme a los artículos 19 y 17, en rela-
ción con el artículo 1.1 de la misma, de tomar todas las
medidas positivas que aseguren la protección a los niños
contra malos tratos, sea en su relación con las autorida-
des públicas, o en las relaciones inter-individuales o con
entes no estatales. 

10. Que en los procedimientos judiciales o administrati-
vos en que se resuelven derechos de los niños se deben
observar los principios y las normas del debido proceso
legal. Esto abarca las reglas correspondientes a juez natu-
ral –competente, independiente e imparcial–, doble ins-
tancia, presunción de inocencia, contradicción y audien-
cia y defensa, atendiendo las particularidades que se
derivan de la situación específica en que se encuentran
los niños y que se proyectan razonablemente, entre otras
materias, sobre la intervención personal de dichos proce-
dimientos y las medidas de protección que sea indispen-
sable adoptar en el desarrollo de éstos.

11. Que los menores de 18 años a quienes se atribuya la
comisión de una conducta delictuosa deben quedar
sujetos a órganos jurisdiccionales distintos de los corres-
pondientes a los mayores de edad. Las características de
la intervención que el Estado debe tener en el caso de los
menores infractores deben reflejarse en la integración y el
funcionamiento de estos tribunales, así como en la natu-
raleza de las medidas que ellos pueden adoptar. 

12. Que la conducta que motive la intervención del
Estado en los casos a los que se refiere el punto ante-
rior debe hallarse descrita en la ley penal. Otros casos,
como son los de abandono, desvalimiento, riesgo o
enfermedad, deben ser atendidos en forma diferente, a
la que corresponde a los procedimientos aplicables a
quienes incurren en conductas típicas. Sin embargo, en
dichos casos es preciso observar, igualmente, los prin-
cipios y las normas del debido proceso legal, tanto en lo
que corresponde a los menores como en lo que toca a
quienes ejercen derechos en relación con éstos, deriva-
dos del estatuto familiar, atendiendo también a las con-
diciones específicas en que se encuentren los niños. 
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13. Que es posible emplear vías alternativas de solución
de las controversias que afecten a los niños, pero es
preciso regular con especial cuidado la aplicación de
estos medios alternativos para que no se alteren o dis-
minuyan los derechos de aquéllos.  

Disiente el Juez Jackman, quien hizo conocer a la Corte
su Voto Disidente. Los Jueces Cançado Trindade y
García Ramírez, sus Votos Concurrentes, los cuales
acompañan la presente Opinión Consultiva. 
Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto
en español, en San José, Costa Rica, el 28 de agosto
de 2002. 

Antônio A. Cançado Trindade  Presidente 
Alirio Abreu Burelli Máximo Pacheco Gómez 
Hernán Salgado Pesantes Oliver Jackman 
Sergio García Ramírez Carlos Vicente de Roux Rengifo 
Manuel E. Ventura Robles Secretario 
Comuníquese, 
Antônio A. Cançado Trindade Presidente 
Manuel E. Ventura Robles Secretario 

DISSENTING OPINION OF 
JUDGE JACKMAN

I have, regretfully, found myself unable to join the majo-
rity of the Court in its decision to respond favourably to
the “Request for an Advisory Opinion” dated March
30th 2001, by the Inter-American Commission on
Human Rights (“the Commission”)  because, in my
view, the Request does not fulfill the criteria for admissi-
bility set out in Article 64 of the Convention, as consis-
tently interpreted by this Court from the moment of its
very first advisory opinion. 
In its communication requesting the issuing of an advi-
sory opinion, the Commission states the “objective” of
the request in the following terms. 
“The Commission deems it necessary to interpret whet-
her Articles 8 and 25 of the American Convention on
Human Rights include limits to the good judgment and
discretion of the States to issue special measures of pro-
tection in accordance with Article 19 thereof and requires
(sic) the Court to express general and valid guidelines in
conformance to the framework of the Convention.” 
The Commission then indicates the five “special measu-
res of protection” on which it desires the Court to pro-
nounce (cf. para 4 of this Opinion): 
a) separation of young persons (minors) from their
parents and/or family, on the basis of a ruling by a deci-
sion-making organ, made without due process, that

their families are not in a position to afford their educa-
tion or maintenance; b) deprivation of liberty of minors
by internment in guardianship or custodial institutions
on the basis of a determination that they have been
abandoned or are prone to fall into situations of risk or
illegality, motives (“causales”) which should not be con-
sidered of a criminal nature, but, rather, as the result of
personal or circumstantial vicissitudes; c) the acceptan-
ce of confessions by minors in criminal matters without
due guarantees; d) judicial or administrative procee-
dings to determine fundamental rights of the minor wit-
hout legal representation of the minor; and e) determi-
nation of rights and liberties in judicial and administrati-
ve proceedings without guarantees for the right of the
minor to be personally heard; and failure to take into
account the opinion and preferences of the minor in
such determination.* 

* My translation 
With the greatest respect to the Inter-American
Commission on Human Rights, the so-called “objective”
of the requested advisory opinion is, in my view, vague
almost to the point of meaninglessness, a vagueness that
is fatally compounded by the ”requirement” that the
Court should express “general and valid guidelines”. 
Repeatedly in its examination of the scope of the “broad
ambit” (el amplio alcance) of its consultative function,
(cf para. 34 of the present Opinion) the Court has insis-
ted that the fundamental purpose of that function is to
render a service to member-states and organs of the
Inter-American system in order to assist them “in fulfi-
lling and applying treaties that deal with human rights,
without submitting them to the formalities and the sys-
tem of sanctions of the contentious process”. 
It should not be forgotten that in the exercise of its voca-
tion to “throw light on the meaning, object and purpose of
the international norms on human rights [and], above all,
to provide advice and assistance to the Member States
and organs of the OAS in order to enable them to fully and
effectively comply with their international obligations in
that regard” “the Court is a judicial institution of the inter-
American system” (OC-1/82:  para 19) (my emphasis).
As such, the Court should resist invitations to indulge in
“purely academic speculation, without a foreseeable
application to concrete situations justifying the need for
an advisory opinion” (cf. OC-9/87, para 16). 
I would suggest that a request to provide “general and
valid guidelines” to cover a series of hypotheses that
reveal neither public urgency nor juridical complexity is,
precisely, an invitation to engage in “purely academic
speculation” of a kind which assuredly “would weaken
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the system established  by the Convention and would
distort the advisory jurisdiction of the Court.” (cf. OC-
1/82, para 25). 
For these reasons I have declined to participate in the
deliberations on this Opinion, and herewith record my
vote against it in its entirety. 
Oliver Jackman Judge 
Manuel E. Ventura Robles Secretary 

VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ A. A.
CANÇADO TRINDADE

1. Voto a favor de la adopción, por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, de la presente Opinión Consultiva
n. 17 sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos
del Niño, la cual constituye, a mi juicio, un nuevo aporte
de su jurisprudencia reciente a la evolución del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos. La consulta for-
mulada por la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos se encuadra perfectamente, a mi modo de ver,
en la amplia base jurisdiccional de la función consultiva de
la Corte Interamericana (artículo 64 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos), ya por ésta clara-
mente explicada y establecida en su Opinión Consultiva n.
15 sobre los Informes de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos (del 14.11.1997)121. La Corte tiene,
así, la competencia para interpretar las disposiciones rele-
vantes (objeto de la presente consulta) de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y de otros tratados
que vinculan los Estados de la región, además de la res-
ponsabilidad y del deber –como lo determina la
Convención Americana– de ejercer su función consultiva,
cuya operación es materia de ordre public internacional.

I. PROLEGÓMENOS: 
BREVES PRECISIONES CONCEPTUALES 

2. El preámbulo de la Convención de Naciones Unidas
sobre los Derechos del Niño de 1989 advierte en su
preámbulo que “en todos los países del mundo hay
niños que viven en condiciones excepcionalmente difí-
ciles”, necesitando por lo tanto “especial considera-
ción”. Los niños abandonados en las calles, los niños
tragados por la delincuencia, el trabajo infantil, la pros-
titución infantil forzada, el tráfico de niños para venta de

órganos, los niños involucrados en conflictos armados,
los niños refugiados, desplazados y apátridas, son
aspectos del cotidiano de la tragedia contemporánea de
un mundo aparentemente sin futuro. 

3. No veo cómo evitar ese pronóstico sombrío de que,
un mundo que se descuida de sus niños, que destruye
el encanto de su infancia dentro de ellos, que pone un
fin prematuro a su inocencia, y que les somete a toda
suerte de privaciones y humillaciones, efectivamente no
tiene futuro. Un tribunal de derechos humanos no
puede dejar de tomar conocimiento de esta tragedia,
aún más cuando expresamente instado a pronunciarse
sobre aspectos de los derechos humanos del niño y de
su condición jurídica, en el ejercicio de su función con-
sultiva, dotada de amplia base jurisdiccional. 

4. Todos vivimos en el tiempo. El pasar del tiempo afec-
ta nuestra condición jurídica. El pasar del tiempo debe-
ría fortalecer los vínculos de solidaridad que unen los
vivos a sus muertos, acercándolos122. El pasar del
tiempo debería fortalecer los vínculos de solidaridad
que unen todos los seres humanos, jóvenes y ancianos,
que experimentan un mayor o menor grado de vulnera-
bilidad en diferentes momentos a lo largo de su exis-
tencia. Sin embargo, ni siempre prevalece esta percep-
ción de los efectos implacables del pasar del tiempo,
que a todos nos consume.

5. De modo general, es al inicio y al final del tiempo
existencial que uno experimenta mayor vulnerabilidad,
frente a la proximidad del desconocido (el nacimiento y
la primera infancia, la vejez y la muerte). Todo medio
social debe, así, estar atento a la condición humana. El
medio social que se descuida de sus niños no tiene
futuro. El medio social que se descuida de sus ancianos
no tiene pasado. Y contar sólo con el presente fugaz no
es más que una mera ilusión.  

6. En su punto resolutivo n. 1, la presente Opinión
Consultiva n. 17 de la Corte Interamericana dispone
que, “de conformidad con la normativa contemporánea del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en la
cual se enmarca el artículo 19 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, los niños son titulares de dere-
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121. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-15/99, Serie A, n. 15, pp. 3-25, párrs. 1-59, esp. pp.
13-19 y 24, párrs. 23-41 y puntos resolutivos 1-2.
122. Cf., sobre este punto, mis Votos Razonados en el caso Bámaca Velásquez versus Guatemala, Sentencia del fondo, del
25.11.2000, Serie C, n. 70, párrs. 1-40 del Voto; y Sentencia sobre reparaciones, del 22.02.2002, Serie C, párrs. 1-26 del Voto.
123 (Énfasis acrecentado). - Dispone el artículo 19 de la Convención Americana que “todo niño tiene derecho a las medidas de
protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. 
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chos y no sólo objeto de protección”123. En efecto, son
sujetos de derecho los niños124, y no la infancia o la niñez.
Son sujetos de derecho los ancianos, y no la vejez. Son suje-
tos de derecho las personas con discapacidad125, y no la
discapacidad ella misma. Son sujetos de derechos los apá-
tridas, y no la apatridia. Y así por delante. Las limitaciones
de la capacidad jurídica en nada subtraen a la personalidad
jurídica. El titular de derechos es el ser humano, de carne y
hueso y alma, y no la condición existencial en que se
encuentra temporalmente.  

7. Desde el universo conceptual del Derecho Internacional
de los Derechos Humanos –en el cual se enmarcan, a mi
modo de ver, los derechos humanos del niño– son los
niños los titulares de derechos, y no la infancia o la niñez.
Un individuo puede tener derechos específicos en virtud
de la condición de vulnerabilidad en que se encuentre
(v.g., los niños, los ancianos, las personas con discapaci-
dad, los apátridas, entre otros), pero el titular de derechos
sigue siendo siempre él, como persona humana, y no la
colectividad o el grupo social al que pertenece por su con-
dición existencial (v.g., la infancia o niñez, la vejez, la dis-
capacidad, la apatridia, entre otros). 

8. Es cierto que la personalidad y la capacidad jurídicas
guardan estrecha vinculación, pero en el plano concep-
tual se distinguen. Puede ocurrir que un individuo tenga
personalidad jurídica sin disfrutar, en razón de su condi-
ción existencial, de plena capacidad para actuar. Así, en
el presente contexto, por personalidad se puede enten-
der la aptitud para ser titular de derechos y deberes, y por
capacidad la aptitud para ejercerlos por sí mismo (capa-
cidad de ejercicio). La capacidad encuéntrase, pues, ínti-
mamente vinculada a la personalidad; sin embargo, si
por alguna situación o circunstancia un individuo no dis-
pone de plena capacidad jurídica, ni por eso deja de ser
sujeto de derecho. Es el caso de los niños. 

9. Dada la importancia transcendental de la materia tratada
en la presente Opinión Consultiva n. 17 de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos sobre la Condición
Jurídica y Derechos Humanos del Niño, me veo en el deber
de dejar constancia de mis reflexiones sobre la materia,
centradas en seis aspectos medulares, que considero de la
mayor relevancia y actualidad, y que conforman una temá-
tica que me ha consumido años de estudio y meditación, a
saber: primero, la cristalización de la personalidad jurídica
internacional del ser humano; segundo, la personalidad jurí-
dica del ser humano como respuesta a una necesidad de
la comunidad internacional; tercero, el advenimiento del
niño como verdadero sujeto de derechos en el plano inter-
nacional; cuarto, el derecho subjetivo, los derechos huma-
nos y la nueva dimensión de la personalidad jurídica inter-
nacional del ser humano; quinto, las implicaciones y pro-
yecciones de la personalidad jurídica del niño en el plano
internacional; y sexto, los derechos humanos del niño y las
obligaciones de su protección erga omnes. Pasemos a un
examen suscinto de cada uno de esos aspectos.  

II. LA CRISTALIZACIÓN DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA
INTERNACIONAL DEL SER HUMANO 

10. La cristalización de la personalidad jurídica interna-
cional del ser humano constituye, en mi entender126, el
legado más precioso de la ciencia jurídica del siglo XX,
que requiere mayor atención por parte de la doctrina jurí-
dica contemporánea. En este particular, el Derecho
Internacional experimenta hoy, al inicio del siglo XXI, de
cierto modo un retorno a los orígenes, en el sentido que
fue originalmente concebido como un verdadero jus gen-
tium, el derecho de gentes. Ya en los siglos XVI y XVII, los
escritos de los llamados fundadores del Derecho
Internacional (especialmente los de F. Vitoria, F. Suárez y
H. Grotius, además de los de A. Gentili y S. Pufendorf)
sostenían el ideal de la civitas maxima gentium, consti-

123 (Énfasis acrecentado). - Dispone el artículo 19 de la Convención Americana que “todo niño tiene derecho a las medidas de
protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. 
124 Término que - como señala la Corte (nota 43 de la presente Opinión Consultiva) - abarca, evidentemente, los niños y las niñas
y los adolescentes.
125 El preámbulo de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas
con Discapacidad (de 1999), v.g., empieza por reafirmar que las personas con discapacidad “tienen los mismos derechos huma-
nos” que otras personas (inclusive el derecho de no verse sometidas a discriminación basada en la discapacidad), los cuales
“dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano”. 
126 A.A. Cançado Trindade, "The Procedural Capacity of the Individual as Subject of International Human Rights Law: Recent
Developments", Karel Vasak Amicorum Liber - Les droits de l'homme à l'aube du XXIe siècle, Bruxelles, Bruylant, 1999, pp. 521-
544; A.A. Cançado Trindade, El Acceso Directo del Individuo a los Tribunales Internacionales de Derechos Humanos, Bilbao,
Universidad de Deusto, 2001, pp. 17-96; A.A. Cançado Trindade, El Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el Siglo
XXI, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 2001, pp. 317-374.
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tuida por seres humanos organizados socialmente en
Estados y coextensiva con la propia humanidad127.

11. Lamentablemente, las reflexiones y la visión de los
llamados fundadores del Derecho Internacional (con-
signadas notadamente en los escritos de los teólogos
españoles y en la obra grociana), que lo concebían
como un sistema verdaderamente universal128, vinie-
ron a ser suplantadas por la emergencia del positivismo
jurídico, que personificó el Estado, dotándolo de “volun-
tad propia”, reduciendo los derechos de los seres
humanos a los que el Estado a éstos “concedía”. El
consentimiento o la voluntad de los Estados (según el
positivismo voluntarista) se tornó el criterio predominan-
te en el Derecho Internacional, negando jus standi a los
individuos, a los seres humanos129 .

12. Esto dificultó la comprensión de la comunidad inter-
nacional, y debilitó el propio Derecho Internacional,
reduciéndolo a un derecho estrictamente interestatal,
no más por encima sino entre Estados soberanos130.
En efecto, cuando el ordenamiento jurídico internacio-
nal se alejó de la visión universal de los llamados “fun-
dadores” del derecho de gentes (cf. supra), sucesivas
atrocidades se cometieron contra el género humano.
Las consecuencias desastrosas de esa distorsión son
ampliamente conocidas. 

13. Ya a finales de la década de los veinte, surgían las pri-
meras reacciones doctrinales contra esta posición reaccio-
naria131. Y a mediados del siglo XX la más lúcida doctrina
jusinternacionalista se distanciaba definitivamente de la for-
mulación hegeliana y neo-hegeliana del Estado como depo-
sitario final de la libertad y responsabilidad de los individuos
que lo componían, y que en él [en el Estado] se integraban
enteramente132. Contra la corriente doctrinal del positivismo
tradicional133, que pasó a sostener que solamente los
Estados eran sujetos del Derecho Internacional134, se emer-
gió una corriente opuesta135, sosteniendo, a contrario
sensu, que, en última instancia, solamente los individuos,
destinatarios de todas las normas jurídicas, eran sujetos del
Derecho Internacional. Jamás hay que olvidar que, al fin y al
cabo, el Estado existe para los seres humanos que lo com-
ponen, y no viceversa. 

14. Mientras tanto, persistía la vieja polémica, estéril y
ociosa, entre monistas y dualistas, erigida en falsas pre-
misas, que, no sorprendentemente, dejó de contribuir a
los esfuerzos doctrinales en pro de la emancipación del
ser humano vis-à-vis su propio Estado. En efecto, lo que
hicieron tanto los dualistas como los monistas, en este
particular, fue “personificar” el Estado como sujeto del
Derecho Internacional136. Los monistas descartaron
todo antropomorfismo, afirmando la subjetividad inter-
nacional del Estado por un análisis de la persona jurídi-
ca137; y los dualistas138 no se contuvieron en sus exce-

127 Es cierto que el mundo cambió enteramente, desde que Vitoria, Suárez, Gentili, Grotius, Pufendorf y Wolff escribieron sus
obras, pero la aspiración humana sigue la misma. A.A. Cançado Trindade, “A Personalidade e Capacidade Jurídicas do Indivíduo
como Sujeito do Direito Internacional”, in Jornadas de Derecho Internacional (UNAM, Ciudad de México, 11-14 de diciembre de
2001), Washington D.C., Secretaría General de la OEA, 2002, pp. 311-347.
128 C.W. Jenks, The Common Law of Mankind, London, Stevens, 1958, pp. 66-69; e cf. também R.-J. Dupuy, La communauté
internationale entre le mythe et l'histoire, Paris, Economica/UNESCO, 1986, pp. 164-165.
129. P.P. Remec, The Position of the Individual in International Law According to Grotius and Vattel, TheHague, Nijhoff, 1960,
pp. 36-37.
130. Ibid., p. 37.
131. Como, v.g, la luminosa monografía de Jean Spiropoulos, L'individu en Droit international, Paris, LGDJ,1928, pp. 66 y 33, y cf.
p. 19. Ponderó el autor que, a contrario de lo que se desprendía de la doctrina hegeliana, el Estado no es un ideal supremo sub-
miso tan sólo a su propia voluntad, no es un fin en sí mismo, sino "un medio de realización de las aspiraciones y necesidades vita-
les de los individuos", siendo, pues, necesario proteger el ser humano contra la lesión de sus derechos por su propio Estado. Ibid.,
p. 55; una evolución en ese sentido, agregó, habría que aproximarnos del ideal de la civitas maxima.
132. W. Friedmann, The Changing Structure of International Law, London, Stevens, 1964, p. 247.
133. Formada, además de Triepel y Anzilotti, también por K. Strupp, E. Kaufmann, R. Redslob, entre outros.
134. Postura que también vino a ser adoptada por la llamada doctrina soviética del Derecho Internacional, con énfasis en la "coe-
xistencia pacífica" inter-estatal; cf., v.g., Y.A. Korovin, S.B. Krylov, et alii, International Law, Moscow, Academy of Sciences of the
USSR/Institute of State and Law, [s/f], pp. 93-98 y 15-18; G.I. Tunkin, Droit international public - problèmes théoriques, Paris,
Pédone, 1965, pp. 19-34.
135. Formada por L. Duguit, G. Jèze, H. Krabbe, N. Politis y G. Scelle, entre outros.
136. Cf. C.Th. Eustathiades, "Les sujets du Droit international et la responsabilité internationale - Nouvelles tendances", 84 Recueil
des Cours de l'Académie de Droit International de La Haye (1953) p. 405.
137. Ibid., p. 406.
138. A ejemplo sobre todo de H. Triepel y D. Anzilotti.
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sos de caracterización de los Estados como sujetos úni-
cos del Derecho Internacional139.

15. Con el reconocimiento de la personalidad jurídica del
ser humano en el plano internacional, el Derecho
Internacional pasó a configurarse como un corpus juris
de emancipación. No hay “neutralidad” en el Derecho;
todo Derecho es finalista, y los destinatarios últimos de las
normas jurídicas tanto nacionales como internacionales
son los seres humanos. A mediados del siglo XX, la pro-
pia experiencia jurídica contradecía categóricamente la
teoría infundada de que los individuos eran simples obje-
tos del ordenamiento jurídico internacional, y destruía
otros prejuicios del positivismo estatal140. En la doctrina
jurídica de entonces se tornaba patente el reconocimien-
to de la expansión de la protección de los individuos en
el ordenamiento jurídico internacional141, como verda-
deros sujetos de derecho (del law of nations)142 .

16. En la ponderación de René Cassin, escribiendo en
1950, por ejemplo, son sujetos de derecho “todas las
criaturas humanas”, como miembros de la “sociedad
universal”, siendo “inconcebible” que el Estado venga a

negarles esta condición143. Los derechos humanos se
concebieron como inherentes a todo ser humano, inde-
pendientemente de cualesquiera circunstancias en que
se encuentre. Ya entonces,el individuo pasaba a ser visto
como sujeto jure suo del Derecho Internacional, tal como
sostenía la doctrina más lúcida, desde la de los llamados
fundadores del derecho de gentes (droit des gens)144.

17. También en el continente americano, aún antes de
la adopción de las Declaraciones Americana y Universal
de Derechos Humanos de 1948, florecieron manifesta-
ciones doctrinales en pro de la personalidad jurídica
internacional de los individuos, como las que se
encuentran, por ejemplo, en las obras de Alejandro
Álvarez145 y Hildebrando Accioly146. En efecto, estu-
dios sucesivos sobre los instrumentos internacionales
de protección internacional pasaron a enfatizar precisa-
mente la importancia histórica del reconocimiento de la
personalidad jurídica internacional de los individuos147.

18. Todo el nuevo corpus juris del Derecho Internacional de
los Derechos Humanos ha sido construido sobre la base de
los imperativos de protección y los intereses superiores del

139 Para una crítica a la incapacidad de la tesis dualista de explicar el acceso de los individuos a la jurisdicción internacional, cf.
Paul Reuter, “Quelques remarques sur la situation juridique des particuliers en Droit international public”, La technique et les prin-
cipes du Droit public - Études en l’honneur de Georges Scelle, vol. II, Paris, LGDJ, 1950, pp. 542-543 y 551.
140 Cf. G. Sperduti, L’Individuo nel Diritto Internazionale, Milano, Giuffrè Ed., 1950, pp. 104-107.
141 C. Parry, “Some Considerations upon the Protection of Individuals in International Law”, 90 Recueil des Cours de l’Académie
de Droit International de La Haye (1956) p. 722.
142 H. Lauterpacht, International Law and Human Rights, London, Stevens, 1950, pp. 69, 61 y 51; y, anteriormente, H.
Lauterpacht, “The International Protection of Human Rights”, 70 Recueil des Cours de l’Académie de Droit International de La
Haye (1947) pp. 11, 6-9 y 104.
143 R. Cassin, “L’homme, sujet de droit international et la protection des droits de l’homme dans la société universelle”, in La tech-
nique et les principes du Droit public - Études en l’honneur de Georges Scelle, vol. I, Paris, LGDJ, 1950, pp. 81-82. 
144 P.N. Drost, Human Rights as Legal Rights, Leyden, Sijthoff, 1965, pp. 223 e 215.
145 A. Álvarez, La Reconstrucción del Derecho de Gentes - El Nuevo Orden y la Renovación Social, Santiago de Chile, Ed.
Nascimento, 1944, pp. 46-47 y 457-463, y cf. pp. 81, 91 y 499-500.
146 H. Accioly, Tratado de Direito Internacional Público, vol. I, 1a. ed., Rio de Janeiro, Imprensa Nacional, 1933, pp. 71-75.
147 Cf., e.g., R. Cassin, “Vingt ans après la Déclaration Universelle”, 8 Revue de la Commission internationale de juristes (1967)
n. 2, pp. 9-17; W.P. Gormley, The Procedural Status of the Individual before International and Supranational Tribunals, The Hague,
Nijhoff, 1966, pp. 1-194; C.A. Norgaard, The Position of the Individual in International Law, Copenhagen, Munksgaard, 1962, pp.
26-33 y 82-172; A.A. Cançado Trindade, The Application of the Rule of Exhaustion of Local Remedies in International Law,
Cambridge, University Press, 1983, pp. 1-445; A.A. Cançado Trindade, O Esgotamento de Recursos Internos no Direito
Internacional, 2a. ed., Brasília, Editora Universidade de Brasília, 1997, pp. 1-327; F. Matscher, “La Posizione Processuale
dell’Individuo come Ricorrente dinanzi agli Organi della Convenzione Europea dei Diritti dell’Uomo”, in Studi in Onore di Giuseppe
Sperduti, Milano, Giuffrè, 1984, pp. 601-620; A.Z. Drzemczewski, European Human Rights Convention in Domestic Law, Oxford,
Clarendon Press, 1983, pp. 20-34 e 341; P. Thornberry, International Law and the Rights of Minorities, Oxford, Clarendon Press,
1992 [reprint], pp. 38-54; J.A. Carrillo Salcedo, Dignidad frente a Barbarie - La Declaración Universal de Derechos Humanos,
Cincuenta Años Después, Madrid, Ed. Trotta, 1999, pp. 27-145; E.-I.A. Daes (rapporteur spécial), La condition de l’individu et le
Droit international contemporain, ONU doc. E/CN.4/Sub.2/1988/33, de 18.07.1988, pp. 1-92; J. Ruiz de Santiago, “Reflexiones
sobre la Regulación Jurídica Internacional del Derecho de los Refugiados”, in Nuevas Dimensiones en la Protección del Individuo
(ed. J. Irigoin Barrenne), Santiago, Universidad de Chile, 1991, pp. 124-125 e 131132; R.A. Mullerson, “Human Rights and the
Individual as Subject of International Law: A Soviet View”, 1 European Journal of International Law (1990) pp. 33-43; A. Debricon,
“L’exercice efficace du droit de recours individuel”, in The Birth of European Human Rights Law - Liber Amicorum Studies in
Honour of C.A. Norgaard (eds. M. de Salvia y M.E. Villiger), Baden-Baden, Nomos Verlagsgesellschaft, 1998, pp. 237-242.
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ser humano, independientemente de su vínculo de nacio-
nalidad o de su estatuto político, o cualquiera otra situación
o circunstancia. De ahí la importancia que asume, en ese
nuevo derecho de protección, la personalidad jurídica del
individuo, como sujeto del derecho tanto interno como inter-
nacional148. Hoy se reconoce la responsabilidad del Estado
por todos sus actos –tanto jure gestionis como jure imperii –
y todas sus omisiones, lo que pone de relieve la personali-
dad jurídica de los individuos y su acceso directo a la juris-
dicción internacional para hacer valer sus derechos (inclu-
sive contra el propio Estado)149 .

19. El Estado, creado por los propios seres humanos, y por
ellos compuesto, para ellos existe, para la realización de su
bien común. Para este reconocimiento han contribuido

decisivamente, en el plano internacional, la considerable
evolución en las cinco últimas décadas del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos150, a la cual se
puede agregar del mismo modo la del Derecho
Internacional Humanitario; también este último considera
las personas protegidas no como simples objeto de la regla-
mentación que establecieron, sino como verdaderos sujetos
del Derecho Internacional151. Al fin y al cabo, todo el
Derecho existe para el ser humano, y el derecho de gentes
no hace excepción a esto, garantizando al individuo sus
derechos y el respeto de su personalidad152.

20. El “eterno retorno” o “renacimiento” del jusnaturalismo
ha sido reconocido por los propios jusinternacionalistas153,
contribuyendo en mucho a la afirmación y la consolidación

148 Sobre la evolución histórica de la personalidad jurídica en el derecho de gentes, cf. H. Mosler, “Réflexions sur la personnalité
juridique en Droit international public”, Mélanges offerts à Henri Rolin - Problèmes de droit des gens, Paris, Pédone, 1964, pp.
228-251; G. Arangio-Ruiz, Diritto Internazionale e Personalità Giuridica, Bologna, Coop. Libr. Univ., 1972, pp. 9-268; G. Scelle,
“Some Reflections on Juridical Personality in International Law”, Law and Politics in the World Community (ed. G.A. Lipsky),
Berkeley/L.A., University of California Press, 1953, pp. 49-58 e 336; J.A. Barberis, Los Sujetos del Derecho Internacional Actual,
Madrid, Tecnos, 1984, pp. 17-35; J.A. Barberis, “Nouvelles questions concernant la personnalité juridique internationale”, 179
Recueil des Cours de l’Académie de Droit International de La Haye (1983) pp. 157-238; 
A.A. Cançado Trindade, “The Interpretation of the International Law of Human Rights by the Two Regional Human Rights Courts”,
Contemporary International Law Issues: Conflicts and Convergence (Proceedings of the III Joint Conference ASIL/Asser Instituut,
The Hague, July 1995), The Hague, Asser Instituut, 1996, pp. 157162 e 166-167; C. Dominicé, “La personnalité juridique dans
le système du droit des gens” Theory of International Law at the Threshold of the 21st Century -Essays in Honour of Krzysztof
Skubiszewski (ed. J. Makarczyk), The Hague, Kluwer, 1996, pp. 147-171; M. Virally, “Droits de l’homme et théorie générale du
Droit international”, René Cassin Amicorum Discipulorumque Liber, vol. IV, Paris, Pédone, 1972, pp. 328-329.
149. S. Glaser, “Les droits de l’homme à la lumière du droit international positif”, Mélanges offerts à Henri Rolin -Problèmes de
droit des gens, Paris, Pédone, 1964, p. 117, y cf. pp. 105-106, 114-118 y 123.
150. Cf. M. Ganji, International Protection of Human Rights, Genève/Paris, Droz/Minard, 1962, pp. 178-192; A.A. Cançado
Trindade, “Co-Existence and Co-Ordination of Mechanisms of International Protection of Human Rights (At Global and Regional
Levels)”, 202 Recueil des Cours de l’Académie de Droit International de La Haye (1987) pp. 1-435; P. Sieghart, The International
Law of Human Rights, Oxford, Clarendon Press, 1983, pp. 20-23.
151 . Es lo que se desprende, v.g., de la posición de las cuatro Convenciones de Ginebra sobre Derecho Internacional Humanitario
de 1949, erigida a partir de los derechos de las personas protegidas (v.g., III Convención, artículos 14 y 78; IV Convención, artí-
culo 27); tanto es así que las cuatro Convenciones de Ginebra proíben claramente a los Estados Partes derogar - por acuerdos
especiales - las reglas en ellas enunciadas y en particular restringir los derechos de las personas protegidas en ellas consagrados
(I, II y III Convenciones, artículo 6; y IV Convención, artículo 7); cf. A. Randelzhofer, “The Legal Position of the Individual under
Present International Law”, State Responsibility and the Individual - Reparation in Instances of Grave Violations of Human Rights
(eds. A. Randelzhofer y Ch. Tomuschat), The Hague, Nijhoff, 1999, p. 239. - En realidad, las primeras Convenciones de Derecho
Internacional Humanitario (ya en el paso del siglo XIX al XX) fueron pioneras al expresar la preocupación internacional por el des-
tino de los seres humanos en los conflictos armados, reconociendo el individuo como beneficiario directo de las obligaciones con-
vencionales estatales. K.J. Partsch, “Individuals in International Law”, Encyclopedia of Public International Law (ed. R. Bernhardt),
vol. 2, Elsevier, Max Planck Institute/North-Holland Ed., 1995, p. 959; y cf. G.H. Aldrich, "Individuals as Subjects of International
Humanitarian Law", Theory of International Law at the Threshold of the 21st Century - Essays in Honour of K. Skubiszewski (ed. J.
Makarczyk), The Hague, Kluwer, 1996, pp. 857-858.
152. F.A. von der Heydte, "L'individu et les tribunaux internationaux", 107 Recueil des Cours de l'Académie de Droit International
de La Haye (1962) p. 301; cf. también, al respecto, v.g., E.M. Borchard, "The Access of Individuals to International Courts", 24
American Journal of International Law (1930) pp. 359-365.
153. J. Maritain, O Homem e o Estado, 4a. ed., Rio de Janeiro, Ed. Agir, 1966, p. 84, y cf. pp. 97-98 y 102; A.Truyol y Serra,
"Théorie du Droit international public - Cours général", 183 Recueil des Cours de l'Académie de Droit International de La Haye
(1981) pp. 142-143; L. Le Fur, "La théorie du droit naturel depuis le XVIIe. siècle et la doctrine moderne, 18 Recueil des Cours de
l'Académie de Droit International de La Haye (1927) pp. 297-399; C.J. Friedrich, Perspectiva Histórica da Filosofia do Direito, Rio
de Janeiro, Zahar Ed., 1965, pp. 196- 197, 200-201 y 207; J. Puente Egido, "Natural Law", in Encyclopedia of Public International
Law (ed. R. Bernhardt/Max Planck Institute), vol. 7, Amsterdam, North-Holland, 1984, pp. 344-349. - Y, para un estudio general,
cf. A.P. d'Entrèves, Natural Law, London, Hutchinson Univ. Libr., 1970 [reprint], pp. 13-203; Y.R. Simon, The Tradition of Natural
Law - A Philosopher's Reflections (ed. V. Kuic), N.Y., Fordham Univ. Press, 2000 [reprint], pp. 3-189.
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de la primacía en el orden de los valores154, de las obli-
gaciones estatales en materia de derechos humanos, y
del reconocimiento de su necesario cumplimiento vis-à-
vis la comunidad internacional como un todo155. Esta
última, testimoniando la moralización del propio
Derecho, asume la vindicación de los intereses comu-
nes superiores156. Gradualmente se ha vuelto a conce-
bir un sistema jurídico verdaderamente universal. 

III. LA PERSONALIDAD JURÍDICA DEL SER HUMANO
COMO RESPUESTA A UNA NECESIDAD DE LA
COMUNIDAD INTERNACIONAL 

21. Así, el propio Derecho Internacional, al reconocer dere-
chos inherentes a todo ser humano, ha desautorizado el
arcaico dogma positivista que pretendía autoritariamente
reducir tales derechos a los “concedidos” por el Estado. El
reconocimiento del individuo como sujeto tanto del dere-
cho interno como del derecho internacional, representa
una verdadera revolución jurídica –a la cual tenemos el
deber de contribuir en la búsqueda de la prevalencia de
valores superiores– que viene en fin dar un contenido ético
a las normas tanto del derecho público interno como del
derecho internacional. Esta transformación, propia de
nuestro tiempo, corresponde, a su vez, al reconocimiento
de la necesidad de que todos los Estados, para evitar nue-
vas violaciones de los derechos humanos, respondan por
la manera como tratan a todos los seres humanos que se
encuentran bajo su jurisdicción.  

22. Esta prestación de cuentas simplemente no hubiera
sido posible sin la consagración del derecho de petición
individual, en medio al reconocimiento del carácter obje-
tivo de las obligaciones positivas de protección y a la
aceptación de la garantía colectiva de cumplimiento de
las mismas. Es este el sentido real del rescate histórico
del individuo como sujeto del Derecho Internacional de
los Derechos Humanos. Es por esto que, en mi Voto
Concurrente en el caso Castillo Petruzzi y Otros versus
Perú (Excepciones Preliminares, Sentencia del
04.09.1998), instado por las circunstancias del cas
d’espèce, me permití examinar la evolución y cristaliza-
ción del derecho de petición individual internacional, que
califiqué de cláusula pétrea de los tratados de derechos
humanos que lo consagran157. Y agregué: 
“El derecho de petición individual abriga, en efecto, la
última esperanza de los que no encontraron justicia a
nivel nacional. No me omitiría ni vacilaría en acrecentar,
–permitiéndome la metáfora– que el derecho de petición
individual es indudablemente la estrella más luminosa en
el firmamento de los derechos humanos”158.

23. En efecto, el reconocimiento de la personalidad jurí-
dica de los individuos atiende a una verdadera necesi-
dad de la comunidad internacional159, que hoy busca
guiarse por valores comunes superiores. Como se
puede desprender, v.g., del histórico caso de los “Niños
de la Calle” (caso Villagrán Morales y Otros versus
Guatemala) ante esta Corte (1999-2001), la titularidad

154 Gustav Radbruch, particularmente sensible - sobre todo en la edad madura - al valor de la justicia, resumió las diversas con-
cepciones del derecho natural como presentando los siguientes trazos fundamentales comunes: primero, todas proveen ciertos
"juicios de valor jurídico con un determinado contenido"; segundo, tales juicios, universales, tienen siempre como fuente la natu-
raleza, o la revelación, o la razón; tercero, tales juicios son "accesibles al conocimiento racional"; y cuarto, tales juicios priman sobre
las leyes positivas que les sean contrarias; en suma, "el derecho natural debe siempre prevalecer sobre el derecho positivo". G.
Radbruch, Filosofia do Direito, vol. I, Coimbra, A. Amado Ed., 1961, p. 70.
155. J.A. Carrillo Salcedo, "Derechos Humanos y Derecho Internacional", 22 Isegoría - Revista de Filosofía Moral y Política - Madrid
(2000) p. 75.
156. R.-J. Dupuy, "Communauté internationale et disparités de développement - Cours général de Droit international public", 165
Recueil des Cours de l'Académie de Droit International de La Haye (1979) pp. 190,
193 y 202.
157. A la cual se suma, en lo que toca a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la otra cláusula pétrea del recono-
cimiento de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia contenciosa. Para un estudio, cf. A.A.
Cançado Trindade, "Las Cláusulas Pétreas de la Protección Internacional del Ser Humano: El Acceso Directo de los Individuos a la
Justicia a Nivel Internacional y la Intangibilidad de la Jurisdicción Obligatoria de los Tribunales Internacionales de Derechos
Humanos", El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos en el Umbral del Siglo XXI - Memoria del Seminario
(Nov. 1999), vol. I, San José de Costa Rica, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2001, pp. 3-68.
158. Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Castillo Petruzzi y Otros versus Perú (Excepciones Preliminares), Sentencia
del 04.09.1998, Serie C, n. 41, Voto Concurrente del Juez A.A. Cançado Trindade, p. 62, par. 35. Mi Voto fue posteriormente publi-
cado en forma de artículo, titulado "El Derecho de Petición Individual ante la Jurisdicción Internacional", 48 Revista de la Facultad
de Derecho de México - UNAM (1998) pp. 131-151.
159. Tal como reconocido hace décadas; cf. A.N. Mandelstam, Les droits internationaux de l'homme, Paris, Éds. Internationales,
1931, pp. 95-96, 103 y 138; Charles de Visscher, "Rapport - `Les droits fondamentaux de l'homme, base d'une restauration du
Droit international'", Annuaire de l'Institut de Droit International (1947) pp. 3 y 9; G. Scelle, Précis de Droit des Gens - Principes et
systématique, parte I, Paris, Libr. Rec. Sirey, 1932 (reimpr. del CNRS, 1984), p. 48; Lord McNair, Selected Papers and Bibliography,
Leiden/N.Y., Sijthoff/Oceana,1974, pp. 329 y 249.
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jurídica internacional de los individuos es hoy día una
realidad irreversible, y la violación de sus derechos fun-
damentales, emanados directamente del ordenamiento
jurídico internacional, acarrea consecuencias jurídicas.  

24. En su Sentencia de fondo (del 19.11.1999) en el
referido caso de los “Niños de la Calle”, la Corte advir-
tió significativamente que 
“A la luz del artículo 19 de la Convención Americana la
Corte debe constatar la especial gravedad que reviste el
que pueda atribuirse a un Estado Parte en dicha
Convención el cargo de haber aplicado o tolerado en su
territorio una práctica sistemática de violencia contra
niños en situación de riesgo. Cuando los Estados violan,
en esos términos, los derechos de los niños en situación
de riesgo, como los `niños de la calle’, los hacen víctimas
de una doble agresión. En primer lugar, los Estados no
evitan que sean lanzados a la miseria, privándolos así de
unas mínimas condiciones de vida digna e impidiéndo-
les el pleno y armonioso desarrollo de su personali-
dad’160, a pesar de que todo niño tiene derecho a alen-
tar un proyecto de vida que debe ser cuidado y fomen-
tado por los poderes públicos para que se desarrolle en
su beneficio y en el de la sociedad a la que pertenece.
En segundo lugar, atentan contra su integridad física,
psíquica y moral, y hasta contra su propia vida”161.

25. El ser humano irrumpe, en fin, aún en las condi-
ciones más adversas, como sujeto último del Derecho
tanto interno como internacional. El caso de los “Niños
de la Calle”, decidido por la Corte Interamericana, en
que los marginados y olvidados del mundo lograron
recurrir a un tribunal internacional para hacer valer sus
derechos como seres humanos, es verdaderamente
paradigmático, y da un testimonio claro e inequívoco de
que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos
ha alcanzado su madurez. 

26. La corriente doctrinal que todavía insiste en negar a
los individuos la condición de sujetos del Derecho
Internacional se basa en una rígida definición de estos
últimos, de ellos exigiendo no sólo que posean derechos
y obligaciones emanados del Derecho Internacional,
sino también que participen en el proceso de creación
de sus normas y del cumplimiento de las mismas.
Ocurre que esta rígida definición no se sostiene siquie-

ra en el plano del derecho interno, en el cual no se exige
–jamás se exigió– de todos los individuos participar en
la creación y aplicación de las normas jurídicas para ser
titulares de derechos, y ser vinculados por los deberes,
emanados de tales normas. 

27. Además de insostenible, aquella concepción se
muestra contaminada de un dogmatismo ideológico
nefasto, que tuvo como consecuencia principal alienar
el individuo del ordenamiento jurídico internacional. Es
sorprendente –si no espantoso–, además de lamenta-
ble, ver aquella concepción repetida mecánicamente y
ad nauseam por una parte de la doctrina, aparente-
mente pretendiendo hacer creer que la intermediación
del Estado, entre los individuos y el ordenamiento jurí-
dico internacional, sería algo inevitable y permanente.
Nada más falso. En el breve período histórico en que
prevaleció aquella concepción estatista, a la luz –o, más
precisamente, en medio a las tinieblas– del positivismo
jurídico, se cometieron sucesivas atrocidades contra el
ser humano, en una escala sin precedentes. 

28. Resulta hoy clarísimo que nada hay de intrínseco al
Derecho Internacional que impida o imposibilite a acto-
res no-estatales disfrutar de la personalidad jurídica
internacional. Nadie en sana conciencia osaría hoy
negar que los individuos efectivamente poseen dere-
chos y obligaciones que emanan directamente del
Derecho Internacional, con el cual se encuentran, por lo
tanto, en contacto directo. Y es perfectamente posible
conceptualizar –inclusive con mayor precisión– como
sujeto del Derecho Internacional cualquier persona o
entidad, titular de derechos y obligaciones, que emanan
directamente de normas del Derecho Internacional. Es
el caso de los individuos, quienes tienen así fortalecido
ese contacto directo –sin intermediarios– con el orde-
namiento jurídico internacional162.

29. La verdad es que la subjetividad internacional del ser
humano (sea él un niño, anciano, persona con discapa-
cidad, apátrida, o cualquier otro) irrumpió con todo vigor
en la ciencia jurídica del siglo XX, como reacción de la
conciencia jurídica universal contra las sucesivas atroci-
dades cometidas contra el género humano. Un elocuen-
te testimonio de la erosión de la dimensión puramente
interestatal del ordenamiento jurídico internacional

160 Al cual se refiere el preámbulo (párr. 6) de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño. 
161 CtIADH, Serie C, n. 63, pp. 78-79, párr. 191.
162 A.A. Cançado Trindade, "A Personalidade e Capacidade Jurídicas do Indivíduo...", op. cit. supra n. (7), pp. 311-347.
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encuéntrase en la histórica y pionera Opinión
Consultiva n. 16 de la Corte Interamericana, sobre el
Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular
en el Ámbito de las Garantías del Debido Proceso Legal
(del 01.10.1999)163, que ha servido de orientación a
otros tribunales internacionales y ha inspirado la evolu-
ción in statu nascendi de la jurisprudencia internacio-
nal sobre la materia. 

30. En aquella Opinión Consultiva, la Corte
Interamericana señaló con lucidez que los derechos
consagrados en el artículo 36.1 de la Convención de
Viena sobre Relaciones Consulares de 1963 
“tienen la característica de que su titular es el individuo.
En efecto, el precepto es inequívoco al expresar que
`reconoce’ los derechos de información y notificación
consular a la persona interesada. En esto, el artículo 36
constituye una notable excepción con respecto a la
naturaleza, esencialmente estatal, de los derechos y
obligaciones consagrados en la Convención de Viena
sobre Relaciones Consulares y representa, en los térmi-
nos en que lo interpreta esta Corte en la presente
Opinión Consultiva, un notable avance respecto de las
concepciones tradicionales del Derecho Internacional
sobre la materia”164.

31. De ese modo, la Corte Interamericana reconoció, a
la luz del impacto del corpus juris del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos en el propio
ordenamiento jurídico internacional, la cristalización de
un verdadero derecho individual subjetivo a la informa-
ción sobre asistencia consular, de que es titular todo ser
humano privado de su libertad en otro país; además,
rompió con la óptica tradicional puramente interestatal
de la materia, amparando numerosos trabajadores
migrantes e individuos victimados por la pobreza, priva-
dos de libertad en el exterior. La presente Opinión
Consultiva n. 17 de la Corte Interamericana, sobre la
Condición Jurídica y los Derechos Humanos del Niño,
se enmarca en la misma línea de afirmación de la

emancipación jurídica del ser humano, al subrayar la
consolidación de la personalidad jurídica de los niños,
como verdaderos sujetos de derecho y no simples obje-
to de protección. 

32. La categoría jurídica de la personalidad jurídica
internacional no se ha mostrado insensible a las nece-
sidades de la comunidad internacional, entre las cuales
figura con destaque la de proveer protección a los seres
humanos que la componen, en particular los que se
encuentran en situación de especial vulnerabilidad,
como son los niños. En efecto, la doctrina y la jurispru-
dencia internacional sobre la materia sostienen que los
propios sujetos de derecho en un sistema jurídico son
dotados de atributos que atienden a las necesidades de
la comunidad internacional165.

33. De ahí que –como señala con perspicacia Paul de
Visscher– mientras que “el concepto de persona jurídi-
ca es unitario como concepto”, dada la unidad funda-
mental de la persona humana que “encuentra en sí
misma la justificación última de sus propios derechos”,
la capacidad jurídica, a su vez, revela una variedad e
multiplicidad de alcances166. Pero tales variaciones del
alcance de la capacidad jurídica –inclusive sus limita-
ciones en relación con, v.g., los niños, los ancianos, las
personas con discapacidad mental, los apátridas, entre
otros– en nada afectan la personalidad jurídica de todos
los seres humanos, expresión jurídica de la dignidad
inherente a ellos.  

34. Así, en suma, toda persona humana es dotada de
personalidad jurídica, la cual impone límites al poder
estatal. La capacidad jurídica varía en razón de la con-
dición jurídica de cada uno para realizar determinados
actos. Sin embargo, aunque varíe tal capacidad de ejer-
cicio, todos los individuos son dotados de personalidad
jurídica. Los derechos humanos refuerzan este atributo
universal de la persona humana, dado que a todos los
seres humanos corresponden de igual modo la perso-

163 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-16/99, Serie A, n. 16, pp. 3-123, párrs. 1-141, y puntos
resolutivos 1-8. Párrafo 82 (énfasis acrecentado). 
164. Párrafo 82 (énfasis acrecentado).
165. Corte Internacional de Justicia, Opinión Consultiva sobre las Reparaciones de Daños, ICJ Reports (1949) p. 178: - "The sub-
jects of law in any legal system are not necessarily identical in their nature or in the extent of their rights, and their nature depends
upon the needs of the community. Throughout its history, the development of international law has been influenced by the requi-
rements of international life, and the progressive increase in the collective activities of States has already given rise to instances of
action upon the international plane by certain entities which are not States".
166. Paul de Visscher, "Cours Général de Droit international public", 136 Recueil des Cours de l'Académie de Droit International
(1972) p. 56, y cf. pp. 45 y 55.
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nalidad jurídica y el amparo del Derecho, independien-
temente de su condición existencial o jurídica. 

IV. EL ADVENIMIENTO DEL NIÑO COMO SUJETO DE
DERECHOS EN EL PLANO INTERNACIONAL

35. En la base de todo ese notable desarrollo, encuén-
trase el principio del respeto a la dignidad de la persona
humana, independientemente de su condición existen-
cial. En virtud de ese principio, todo ser humano, inde-
pendientemente de la situación y las circunstancias en
que se encuentra, tiene derecho a la dignidad167. Este
principio fundamental encuéntrase invocado en los pre-
ámbulos de la Convención de Naciones Unidas sobre los
Derechos del Niño de 1989 así como de la Declaración
de los Derechos del Niño de 1959. Figura igualmente en
el preámbulo del Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de
Derechos Económicos, Sociales e Culturales (Protocolo
de San Salvador, de 1988), entre otros tratados e instru-
mentos internacionales de derechos humanos. 

36. También se encuentra recogido –como no podría
dejar de ser– en la presente Opinión Consultiva de la
Corte Interamericana, cuando esta ubica, en la escala
de los valores fundamentales, 
“la salvaguarda de los niños, tanto por su condición de
seres humanos y la dignidad inherente a éstos, como por
la situación especial en que se encuentran. En razón de
su inmadurez y vulnerabilidad, requieren protección que
garantice el ejercicio de sus derechos dentro de la socie-
dad y con respecto al Estado” (párr. 93).

37. Es cierto, como lo señala la Corte en la presente
Opinión Consultiva sobre la Condición Jurídica y
Derechos Humanos del Niño, que solamente a lo largo
del siglo XX se articuló el corpus juris de los derechos
del niño, en el marco del Derecho Internacional de los

Derechos Humanos (párrs. 26-27), concebido el niño
como verdadero sujeto de derecho. Esto ocurrió con el
impacto notadamente de las supracitadas Declaración
(1959)168 y Convención (1989) sobre los Derechos del
Niño, así como de las Reglas Mínimas de las Naciones
Unidas para la Administración de la Justicia de
Menores (Beijing, 1985), y sobre las Medidas No
Privativas de la Libertad (Tokio, 1990), y las Directrices
de las Naciones Unidas para la Prevención de la
Delincuencia Juvenil (Riad, 1990), además de los trata-
dos generales de derechos humanos.  

38. O sea, los derechos del niño en fin se desprendie-
ron de la patria potestas169 (del derecho romano) y de
la concepción de la indisolubilidad del matrimonio (del
derecho canónico). En el propio derecho de familia
–enriquecido por el reconocimiento, en el siglo XX, de
los derechos del niño, en el plano internacional– el fun-
damento de la autoridad parental pasa a ser el “interés
superior del niño”, cuyo estatuto o condición jurídica
adquiere en fin autonomía propia170.

39. Es sorprendente que, frente a este notable desarrollo
de la ciencia jurídica contemporánea, todavía exista una
corriente doctrinal que insiste en que la Convención
sobre los Derechos del Niño se limita a crear obligaciones
estatales. Esta postura me parece inconvincente y jurídi-
camente infundada, por cuanto tales obligaciones existen
precisamente en razón de los derechos humanos del
niño consagrados en aquella Convención de las
Naciones Unidas y otros instrumentos internacionales de
protección de los derechos humanos.  

40. Además, aquella corriente de pensamiento deja de
apreciar precisamente la gran conquista de la ciencia
jurídica contemporánea en el presente dominio de pro-
tección, a saber, la consagración del niño como sujeto
de derecho. Es este, a mi juicio, el leitmotiv que permea

167 Sobre ese principio, cf., recientemente, v.g., B. Maurer, Le principe de respect de la dignité humaine et la Convention Européenne
des Droits de l'Homme, Aix-Marseille/Paris, CERIC, 1999, pp. 7-491; [Varios Autores,] Le principe du respect de la dignité de la per-
sonne humaine (Actes du Séminaire de Montpellier de 1998), Strasbourg, Conseil de l'Europe, 1999, pp. 15-113; E. Wiesel, "Contre
l'indifférence", in Agir pour les droits de l'homme au XXIe. siècle (ed. F. Mayor), Paris, UNESCO, 1998, pp. 87-90.
168 Precedida por la Declaración de 1924 de la Sociedad de Naciones sobre la materia.
169 Obsérvese que, en el siglo XVII, John Locke ya dispensaba atención al tratamiento a ser dispensado a los niños, aunque desde
la perspectiva de los derechos parentales, y en particular de los deberes de protección de los niños (y no del desarrollo de su estatu-
to jurídico); tanto es así que dedicó, v.g., todo un capítulo (VI) de su Ensayo sobre el Gobierno Civil (además de sus escritos sobre la
educación) al patria potestas; a pesar de este avance, los niños todavía no habían irrumpido como verdaderos sujetos de derecho.
170 D. Youf, Penser les droits de l'enfant, Paris, PUF, 2002, pp. 2-5, 9, 14, 18-27 y 77.
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toda la presente Opinión Consultiva sobre la Condición
Jurídica y Derechos Humanos del Niño. En efecto, la
Corte Interamericana de Derechos Humanos no titubea
en afirmar que todos los seres humanos, independien-
temente de su condición existencial, son sujetos de
derechos inalienables, que le son inherentes (párr. 41),
y en subrayar el imperativo de atender a las necesida-
des del niño “como verdadero sujeto de derecho y no
sólo como objeto de protección” (párr. 28).  

41. El niño pasa así a ser tratado como verdadero sujeto
de derecho, reconocida de ese modo su personalidad
propia, distinta inclusive de las de sus padres171. Así, la
Corte Interamericana sostiene, en la presente Opinión
Consultiva, la preservación de los derechos sustantivos y
procesales del niño en todas y cualquiera circunstancias
(párr. 113). La concepción kantiana de la persona huma-
na como un fin en sí mismo abarca naturalmente los
niños, todos los seres humanos independientemente de
las limitaciones de su capacidad juridical (de ejercicio). 

42. Todo ese extraordinario desarrollo de la doctrina jusin-
ternacionalista al respecto, a lo largo del siglo XX, encuentra
raíces –como suele suceder– en algunas reflexiones del
pasado, en el pensamiento jurídico así como filosófico172.

Esto es inevitable, por cuanto refleja el proceso de madura-
ción y refinamiento del propio espíritu humano, que torna
posibles los avances en la propia condición humana. 

43. Así, en cuanto al dominio jurídico, me limito a rescatar
un pasaje de un magistral curso dictado por Paul
Guggenheim en la Academia de Derecho Internacional de
La Haya en 1958. En la ocasión, recordó aquel jurista, con
pertinencia, que, ya en el siglo XVII, Hugo Grotius, que
tanto contribuyera a la autonomía del jus gentium (desvin-
culándolo del pensamiento escolástico), sostenía que las
reglas relativas a la capacidad de los niños en materia
civil173 pertenecían al propio derecho de gentes174.

44. En cuanto al pensamiento filosófico, en su Tratado
de la Educación (más conocido como el Emilio, 1762),

Jean-Jacques Rousseau se posiciona como un precur-
sor de la conceptualización moderna de los derechos
del niño, al advertir, con gran sensibilidad, que hay que
respetar la infancia, dejar “obrar a la naturaleza”, que
quiere que los niños sean niños (con su propia manera
de ver, pensar y sentir) antes de ser adultos175. La inte-
ligencia humana –sigue advirtiendo Rousseau– tiene
sus límites, no puede aprender todo, y el tiempo exis-
tencial es breve. Al principio “no sabemos vivir, pronto
ya no podemos”; la razón y el juicio “vienen lentamen-
te”, mientras que “los prejuicios acuden en tropel”176.
Hay, pues, que no perder de vista el pasar del tiempo,
hay que tenerlo siempre presente, y que saber respetar
las edades de la existencia humana. 

V. EL DERECHO SUBJETIVO, LOS DERECHOS HUMANOS
Y LA NUEVA DIMENSIÓN DE LA PERSONALIDAD
JURÍDICA INTERNACIONAL DEL SER HUMANO

45. No hay cómo disociar el reconocimiento de la perso-
nalidad jurídica internacional del individuo de la propia
dignidad de la persona humana. En una dimensión más
amplia, la persona humana se configura como el ente
que encierra su fin supremo dentro de sí misma, y que lo
cumple a lo largo del camino de su vida, bajo su propia
responsabilidad. En efecto, es la persona humana, esen-
cialmente dotada de dignidad, la que articula, expresa e
introduce el “deber ser” de los valores en el mundo de la
realidad en que vive, y sólo ella es capaz de eso, como
portadora de dichos valores éticos. La personalidad jurí-
dica, a su vez, se manifiesta como categoría jurídica en el
mundo del Derecho, como la expresión unitaria de la
aptitud de la persona humana para ser titular de dere-
chos y deberes en el plano del comportamiento y las rela-
ciones humanas reglamentadas177.

46. Cabe recordar, en el presente contexto, que la con-
cepción de derecho subjetivo individual tiene ya una
amplia proyección histórica, originada en particular en
el pensamiento jusnaturalista en los siglos XVII y XVIII, y
sistematizada en la doctrina jurídica a lo largo del siglo

171. F. Dekeuwer-Défossez, Les droits de l'enfant, 5a. ed., Paris, PUF, 2001, pp. 4-6 y 61; D. Youf, op. cit. supra n. (46), p. 134;
J.-P. Rosenczveig, "The Self-Executing Character of the Children's Rights Convention in France", Monitoring Children's Rights (ed.
E. Verhellen), Ghent/The Hague, Univ. Ghent/Nijhoff, 1996, p. 195, y cf. pp. 187-197.
172. Para un examen de la subjetividad individual en el pensamiento filosófico, cf., v.g., A. Renaut, L'ère de l'individu - Contribution
à une histoire de la subjectivité, [Paris,] Gallimard, 1991, pp. 7-299.
173. V.g., succesiones, bienes y propiedad, prescripción adquisitiva.
174. P. Guggenheim, "Contribution à l'histoire des sources du droit des gens", 94 Recueil des Cours del'Académie de Droit
International de La Haye (1958) pp. 30 y 32-34.
175. J.-J. Rousseau, Emilio, o De la Educación, Madrid, Alianza Ed., 2001 (reed.), pp. 145-146 y 120.
176. Ibid., pp. 241, 311 y 250.
177. Cf., en ese sentido, v.g., L. Recaséns Siches, Introducción al Estudio del Derecho, 12a. ed., México, Ed. Porrúa, 1997, pp.
150-151, 153, 156 y 159.
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XIX. Sin embargo, en el siglo XIX e inicio del siglo XX,
aquella concepción siguió enmarcada en el derecho
público interno, emanado del poder público, y bajo la
influencia del positivismo jurídico178. El derecho subje-
tivo era concebido como la prerrogativa del individuo tal
como definida por el ordenamiento jurídico en cuestión
(el derecho objetivo)179 .

47. Sin embargo, no hay como negar que la cristaliza-
ción del concepto de derecho subjetivo individual, y su
sistematización, lograron al menos un avance hacia una
mejor comprensión del individuo como titular de dere-
chos. Y tornaron posible, con el surgimiento de los dere-
chos humanos a nivel internacional, la gradual supera-
ción del derecho positivo. A mediados del siglo XX, que-
daba clara la imposibilidad de la evolución del propio
Derecho sin el derecho subjetivo individual, expresión
de un verdadero “derecho humano”180.

48. Tal como me permití sostener en mi Voto
Concurrente en la histórica Opinión Consultiva n. 16 de
esta Corte sobre el Derecho a la Información sobre la
Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del
Debido Proceso Legal (del 01.10.1999), actualmente
testimoniamos 
“el proceso de humanización del derecho internacional,
que hoy alcanza también este aspecto de las relaciones
consulares. En la confluencia de estas con los derechos
humanos, se ha cristalizado el derecho individual sub-
jetivo a la información sobre la asistencia consular, de
que son titulares todos los seres humanos que se vean
en necesidad de ejercerlo: dicho derecho individual,
situado en el universo conceptual de los derechos
humanos, es hoy respaldado tanto por el derecho inter-
nacional convencional como por el derecho internacio-
nal consuetudinario” (párr. 35). 

49. La emergencia de los derechos humanos universa-
les, a partir de la proclamación de la Declaración
Universal de 1948, vino a ampliar considerablemente el
horizonte de la doctrina jurídica contemporánea, desven-
dando las insuficiencias de la conceptualización tradicio-
nal del derecho subjetivo. Las necesidades apremiantes
de protección del ser humano en mucho fomentaron ese
desarrollo. Los derechos humanos universales, superio-
res y anteriores al Estado y a cualquier forma de organi-

zación político-social, e inherentes al ser humano, afir-
máronse como oponibles al propio poder público. 

50. La personalidad jurídica internacional del ser huma-
no se cristalizaba como un límite al arbitrio del poder
estatal. Los derechos humanos liberaron la concepción
del derecho subjetivo de las amarras del positivismo
jurídico. Si, por un lado, la categoría jurídica de la per-
sonalidad jurídica internacional del ser humano contri-
buyó a instrumentalizar la reivindicación de los dere-
chos de la persona humana, emanados del Derecho
Internacional, por otro lado el corpus juris de los dere-
chos humanos universales proporcionó a la personali-
dad jurídica del individuo una dimensión mucho más
amplia, ya no más condicionada al derecho emanado
del poder público estatal. 

VI. IMPLICACIONES Y PROYECCIONES DE LA
PERSONALIDAD JURÍDICA DEL NIÑO EN EL PLANO
INTERNACIONAL

51. No hay que pasar desapercibida la convergencia de
los puntos de vista, expresados en el curso del presen-
te procedimiento consultivo, tanto por escrito como en
los alegatos orales ante la Corte Interamericana durante
la audiencia pública del 21 de junio de 2002, en sus-
tentación de la posición de los niños como verdaderos
sujetos de derecho y no como simples objeto de pro-
tección. En ese mismo sentido se manifestaron, v.g., los
dos Estados intervenientes, México y Costa Rica, así
como la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, además de organismos especializados como
el Instituto Interamericano del Niño, el Instituto
Latinoamericano para la Prevención del Delito y el
Tratamiento del Delincuente de Naciones Unidas (ILA-
NUD), además de organismos no-gubernamentales,
como el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional
(CEJIL) y la Fundación Rafael Preciado Hernández (de
México). Esta convergencia de puntos de vista en cuan-
to a la condición jurídica de los niños como titulares de
derechos consagrados en el Derecho Internacional de
los Derechos Humanos es altamente significativa, por
cuanto tal reconocimiento, además de reflejar un verda-
dero cambio de paradigma, representa, al fin y al cabo,
la opinio juris comunis en nuestros días sobre la materia. 

178. L. Ferrajoli, Derecho y Razón - Teoría del Garantismo Penal, 5a. ed., Madrid, Ed. Trotta, 2001, pp. 912-913.
179. Ch. Eisenmann, "Une nouvelle conception du droit subjectif: la théorie de M. Jean Dabin", 60 Revue du droit public et de la
science politique en France et à l'étranger (1954) pp. 753-774, esp. pp. 754-755 y 771.
180. J. Dabin, El Derecho Subjetivo, Madrid, Ed. Rev. de Derecho Privado, 1955, p. 64.
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52. Pero no basta afirmar que el niño es sujeto de dere-
cho, importa que él lo sepa, inclusive para el desarrollo
de su responsabilidad. De ahí la transcendental impor-
tancia de la educación en general181, y de la educación
en derechos humanos en particular, debidamente reco-
nocida en la presente Opinión Consultiva (párrs. 84-85
y 88). No son de difícil constatación las manifestaciones
precoces de algunas grandes vocaciones, a veces muy
temprano en la vida. Todo niño tiene efectivamente el
derecho de crear y desarrollar su propio proyecto de
vida182. A mi juicio, la adquisición del conocimiento es
una forma –quizás la más eficaz– de emancipación
humana, e imprescindible para la salvaguarda de los
derechos inherentes a todo ser humano183.

53. El corpus juris de los derechos humanos del niño se
ha conformado como respuesta de la conciencia huma-
na a sus necesidades de protección. El hecho de que
los niños no disfrutan de plena capacidad juridical para
actuar184, y que tengan así que ejercer sus derechos
por medio de otras personas, no les priva de su condi-
ción jurídica de sujetos de derecho. Nadie osaría negar
el imperativo de la observancia, desde la aurora de la
vida, de los derechos del niño, v.g., a las libertades de
conciencia, pensamiento y expresión. Especial relevan-
cia ha sido atribuida al respeto a los puntos de vista del
niño, estipulado en el artículo 12 de la Convención de
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, la cual,
a su vez, ha fomentado una visión holística e integral de
los derechos humanos185.

54. Además del amplio alcance de ese deber, tal como
está formulado en el artículo 12 de la Convención de
1989 –abarcando el derecho del niño a ser oído (direc-
tamente o mediante un representante legal) en proce-
dimientos judiciales o administrativos en que participe,
y de tener sus puntos de vista tomados en considera-
ción– en la práctica el Comité sobre Derechos del Niño
(de Naciones Unidas) le ha atribuido importancia capi-
tal, reflejada en sus directrices generales para la elabo-
ración de los informes (estatales) inicial y periódicos186.
En circunstancias de comisión de un delito, el enfoque
de aquel corpus juris de los derechos del niño en rela-
ción con el menor infractor no deja de ser garantista,
orientado hacia el desarrollo de la responsabilidad de
éste187; en ninguna circunstancia –como se desprende
de la presente Opinión Consultiva– encuéntrase el niño
privado de su personalidad jurídica, con todas las con-
secuencias jurídicas de ahí resultantes. 

55. A la luz de lo anteriormente expuesto, es innegable
que la subjetividad jurídica internacional del ser huma-
no se ha afirmado y expandido en las últimas décadas
(cf. supra), y que el niño (como titular de derechos) no
hace excepción a esto. Frente a las limitaciones de
capacidad jurídica del niño (para ejercer por sí mismo
sus derechos), se le reconoce un representante legal.
Pero independientemente de dichas limitaciones, la
personalidad jurídica del niño –como de todo ser huma-
no– se proyecta en el plano internacional. Como no es
posible concebir derechos –emanados directamente
del Derecho Internacional– sin la prerrogativa de reivin-

181 Consagrado en los artículos 13 y 16 (in fine) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador, de 1988).
182 En la presente Opinión Consultiva n. 17, el propio derecho fundamental a la vida (artículo 4 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos) es entendido lato sensu, abarcando igualmente las condiciones dignas de vida (punto resolutivo n. 7). En esta
misma línea de razonamiento, la Corte ponderó, en su Sentencia de fondo en el caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales
y Otros versus Guatemala, del 19.11.1999) que “el derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un pre-
requisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. (...) En razón del carácter fundamental del derecho a la vida, no
son admisibles enfoques restrictivos del mismo. En esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de
todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las con-
diciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que
se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que sus agentes
atenten contra él” (Serie C, n. 63, pp. 64-65, párr. 144).
183 Y como nuestra capacidad de conocimiento es ineluctablemente limitada, la conciencia de esa finitud es el mejor remedio
para luchar contra los dogmatismos, la ignorancia y los fanatismos, tan comunes en nuestros días.  
184. Sobre el décalage, si no paradoja, sobre la incapacidad del niño en materia civil (v.g., derecho de los contratos), para evitar
que asuma obligaciones sin discernimiento, y la retención de su responsabilidad (civil y penal) cuando comete un delito, cf. F.
Dekeuwer-Défossez, op. cit. supra n. (47), pp. 22-23; y cf. D. Youf, op. cit. supra n. (46), pp. 109-110 y 118-119.
185 Sobre este último punto, cf. N. Cantwell, "The Origins, Development and Significance of the United Nations Convention on the
Rights of the Child", in The United Nations Convention on the Rights of the Child - A Guide to the `Travaux Préparatoires' (ed. Sh.
Detrick), Dordrecht, Nijhoff, 1992, p. 27.
186. Sh. Detrick, A Commentary on the United Nations Convention on the Rights of the Child, The Hague, M. Nijhoff, 1999, pp.
213-214 y 222.
187 Limitada en razón directa de su inmadurez y vulnerabilidad.
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dicarlos, toda la evolución de la materia se ha orientado
hacia la consagración del derecho del individuo –inclu-
sive el niño– de recurrir directamente a las jurisdiccio-
nes internacionales188.

56. La experiencia de la aplicación de la Convención
Europea de Derechos Humanos provee ejemplos de
casos concretos en que niños han efectivamente hecho
uso del derecho de petición individual internacional
bajo la Convención. Así, por ejemplo, los dos peticiona-
rios en el caso X y Y versus Holanda (1985)189 ante la
Corte Europea de Derechos Humanos fueron una niña
(de 16 años de edad) y su padre (cf. infra). Más recien-
temente, en los casos Tanrikulu versus Turquía
(1999)190, Akdeniz y Otros versus Turquía (2001)191,
y Oneryildiz versus Turquía (2002)192, adultos y niños
figuraron como peticionarios conjuntamente, en denun-
cias de violaciones del derecho a la vida193. En el caso
A versus Reino Unido (1998)194, actuó como peticio-
nario un niño de 9 años de edad (cf. infra). 

57. De ese modo, un niño, aunque no disponga de capa-
cidad jurídica en el sistema jurídico nacional en cuestión,
puede, sin embargo, hacer uso del derecho de petición
individual a las instancias internacionales de protección de
sus derechos. Pero una vez interpuesta la petición, debe,
naturalmente, contar con un representante legal195, si es
legalmente incapaz. Dicha representación no tiene por qué
estar condicionada por disposiciones de cualquier derecho
interno. Tal como me permití señalar en mi supracitado Voto
Concurrente en el caso Castillo Petruzzi y Otros versus Perú
(Excepciones Preliminares, 1998) ante la Corte
Interamericana, las condiciones para el ejercicio del dere-
cho de petición individual internacional no coinciden nece-
sariamente con los criterios de derecho interno relativos al
locus standi, y hay toda una jurisprudence constante en
claro apoyo a la autonomía del derecho de petición indivi-
dual en el plano internacional vis-à-vis conceptos y disposi-
ciones del derecho interno (párrs. 21-22). 

VII. LOS DERECHOS HUMANOS DEL NIÑO Y LAS
OBLIGACIONES DE SU PROTECCIÓN ERGA OMNES

58. Las consideraciones anteriores me conducen a mi
última línea de reflexiones, atinente al punto resolutivo
n. 9 de la presente Opinión Consultiva de la Corte
Interamericana sobre la Condición Jurídica y Derechos
Humanos del Niño, el cual dispone que: 
“los Estados Partes en la Convención Americana tienen
el deber, conforme a los artículos 19 y 17, en relación
con el artículo 1.1 de la misma, de tomar todas las
medidas positivas que aseguren la protección a los
niños contra malos tratos, sea en su relación con las
autoridades públicas, o en las relaciones inter-indivi-
duales o con entes no estatales”. 

59. Al respecto, en su Sentencia en el ya mencionado
caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y
Otros versus Guatemala, del 19.11.1999), en que se
estableció “un contexto de mucha violencia contra los
niños y jóvenes que vivían en las calles” (párrs. 167 y
79), la Corte Interamericana, señaló: 
“la especial gravedad que reviste el presente caso por tra-
tarse las víctimas de jóvenes, tres de ellos niños, y por el
hecho de que la conducta estatal no solamente viola la
expresa disposición del artículo 4 de la Convención
Americana, sino numerosos instrumentos internaciona-
les, ampliamente aceptados por la comunidad interna-
cional, que hacen recaer en el Estado el deber de adop-
tar medidas especiales de protección y asistencia en
favor de los niños bajo su jurisdicción”196.

60. Los avances, en el presente contexto, en el plano
jurídico (cf. supra), no nos pueden hacer olvidar el
actual deterioro de las políticas sociales básicas en toda
parte, agravando los problemas económico-sociales
que tanto afectan a los niños, y que transforman la
necesidad de asegurarles el derecho a crear y desarro-
llar su proyecto de vida una innegable cuestión de jus-
ticia197. Los problemas recurrentes, y agravados, que

188 M. Pilotti, “Le recours des particuliers devant les juridictions internacionales”, in Grundprobleme des internationalen Rechts -
Festschrift für Jean Spiropoulos, Bonn, Schimmelbusch & Co., [1957], p. 351, y cf. pp. 351-362; y cf. S. Séfériadès, “Le problè-
me de l’accès des particuliers à des juridictions internationales”, 51 Recueil des Cours de l’Académie de Droit International de La
Haye (1935) pp. 23-25 y 54-60.
189 Caso n. 16/1983/72/110, originado de la petición n. 8978/80.
190 Originado de la petición n. 23763/94.
191 Originado de la petición n. 23954/94.
192 Originado de la petición n. 48939/99.
193 Involucrando homicidios y desapariciones forzadas de personas. 
194 Caso n. 100/1997/884/1096, originado de la petición n. 25559/94.
195 La Corte Europea de Derechos Humanos ha adoptado un enfoque amplio y flexible de dicha representación legal, - la cual se
encuentra prevista en el artículo 36 de su Reglamento vigente. 
196. CtIADH, Serie C, n. 63, p. 65, párr. 146.
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hoy día afectan a los niños (sumados a la tragedia de los
niños refugiados, desplazados y apátridas, y de los
niños involucrados en conflictos armados), advierten
que continuamos lejos de su “protección integral”. Sin
embargo, hay que perseverar en los esfuerzos en pro de
la prevalencia del principio general del “interés superior
del niño”, recogido en el artículo 3 de la Convención de
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, y evoca-
do en la presente Opinión Consultiva (párrs. 56-61), - el
cual emana de su dignidad como seres humanos. 

61. En el supracitado caso X y Y versus Holanda
(1985) ante la Corte Europea de Derechos Humanos,
concerniente a abuso sexual en prejuicio de una niña,
de 16 años de edad y con discapacidad mental –con
consecuencias traumáticas para la víctima directa,
agravando sus disturbios mentales– la Corte Europea
señaló que el concepto de “vida privada” (bajo el artí-
culo 8 de la Convención Europea) abarcaba la inte-
gridad física y moral de la persona (inclusive su vida
sexual). En el caso –agregó la Corte– “valores funda-
mentales y aspectos esenciales de la vida privada”
estaban en cuestión, y requerían la adopción de
medidas positivas por parte del Estado para asegurar
el respeto por la vida privada también en la esfera de
las relaciones inter-individuales. La Corte concluyó
que el Estado demandado había violado el artículo 8
de la Convención, por cuanto las disposiciones perti-
nentes del Código Penal holandés198 no aseguraban
a la víctima una “protección práctica y eficaz”199.

62. O sea, la Corte concluyó que Holanda violó el artí-
culo 8 de la Convención por no proveer la protección
legal contra abusos (en perjuicio de una niña) en las
relaciones privadas o inter-individuales. Estamos aquí
ante el deber estatal de tomar medidas positivas de pro-
tección de los niños, entre los demás individuos, no sólo
vis-à-vis las autoridades públicas, sino también en rela-
ción con otros individuos y actores noestatales. Es éste

un claro ejemplo de obligaciones de protección de los
niños (y todos necesitados de protección) verdadera-
mente erga omnes.

63. En dos otros casos recientes, A versus Reino
Unido (1998) y Z y Otros versus Reino Unido (2001),
la Corte Europea afirmó la obligación del Estado
demandado de tomar medidas positivas para prote-
ger los niños contra malos tratos, inclusive los infligi-
dos por otros individuos (párrs. 22 y 73, respectiva-
mente)200. Es precisamente en este ámbito privado
donde frecuentemente se cometen abusos contra los
niños, ante la omisión del poder público, lo que
requiere así una protección de los derechos humanos
del niño erga omnes, o sea, inclusive en las relacio-
nes entre particulares (Drittwirkung). 

64. Es éste un contexto en que, en definitiva, asumen
especial relevancia las obligaciones de protección
erga omnes. El fundamento para el ejercicio de dicha
protección se encuentra en la propia Convención
Americana sobre Derechos Humanos. La obligación
general que estipula en su artículo 1.1 de respetar y
hacer respetar los derechos consagrados –inclusive
los derechos del niño, como está estipulado en el artí-
culo 19201– requiere del Estado la adopción de medi-
das positivas de protección (inclusive para resguardar
el rol preponderante de la familia, previsto en el artí-
culo 17 de la Convención, en la protección del niño -
párr. 88), aplicables erga omnes. De ese modo, el
artículo 19 de la Convención pasa a revestirse de una
dimensión más amplia, protegiendo los niños tam-
bién en las relaciones inter-individuales. 

65. La presente Opinión Consultiva de la Corte
Interamericana sobre la Condición Jurídica y Derechos
Humanos del Niño da un notable aporte a la construc-
ción jurisprudencial de las obligaciones erga omnes de
protección de los derechos de la persona humana en

197 Cf., en ese sentido, E. García Méndez, “Infancia, Ley y Democracia: Una Cuestión de Justicia”, in Infancia, Ley y Democracia
en América Latina (eds. E. García Méndez y M. Beloff), Bogotá/Buenos Aires, Temis/Depalma, 1998, pp. 9-28, esp. p. 28.
198. Artículos 248 ter y 239(2) del referido Código.
199. European Court of Human Rights, case of X and Y versus The Netherlands, Judgment of 26.03.1985,Series A, n. 91, pp. 11-
14, esp. párrs. 7-8, 22-23, 26-27 y 30.
200. Igual posición fue asumida por la antigua Comisión Europea de Derechos Humanos, en el caso Z, A, B y C versus Reino
Unido (petición n. 29392/95), interpuesto por dos niños y dos niñas (Informe del 10.09.1999, párr. 93).
201. Durante los trabajos de la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos (San José de Costa Rica,
noviembre de 1969), esta disposición (del artículo 19) fue insertada en la Convención Americana sobre Derechos Humanos sin
mayores dificultades; cf. OEA, Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos - Actas y Documentos (San
José de Costa Rica, 07-22.11.1969), doc. OEA/Ser.K/XVI/1.2, de ....., pp. 20-21, 232, 300 y 445.
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todas y cualquieras circunstancias. La Opinión Consultiva
afirma categóricamente el deber general de los Estados
Partes en la Convención Americana, como garantes del
bien común, de organizar el poder público para garanti-
zar a todas las personas bajo sus respectivas jurisdiccio-
nes el libre y pleno ejercicio de los derechos convencio-
nalmente protegidos, obligación ésta exigible no sólo en
relación con el poder estatal sino también en relación con
“actuaciones de terceros particulares” (párr. 87). 

66. En un momento en que lamentablemente se diversi-
fican las fuentes de violaciones de los derechos de la per-
sona humana, el entendimiento de la Corte no podría ser
diferente. Es ésta la interpretación que se impone, en
conformidad con la letra y el espíritu de la Convención
Americana, y capaz de contribuir a la realización de su
objeto y fin. Al igual que la Corte sostuvo en su reciente
Resolución sobre Medidas Provisionales de Protección
(del 18.06.2002) en beneficio de los miembros de la
Comunidad de Paz de San José de Apartadó (Colombia),
y de las personas que prestan servicios a ésta, en la pre-
sente Opinión Consultiva n. 17 la Corte vuelve a subrayar,
correctamente, que la protección de los derechos de la
persona humana se aplica erga omnes.

67. Es este un imperativo de ordre public internacional,
que implica el reconocimiento de que los derechos
humanos constituyen el fundamento básico, ellos pro-
pios, del ordenamiento jurídico. Y los valores, que le son
siempre subyacentes –además de perfectamente iden-
tificables202– cuidan de darles expresión concreta. No
hay que pasar desapercibido, por ejemplo, que ya el
preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos de 1948 invocaba la “conciencia de la huma-
nidad”. Y, una década después, el preámbulo de la
Declaración de los Derechos del Niño de 1959 advertía
con toda propiedad que “la humanidad debe al niño lo
mejor que puede darle”. 

68. En suma, en el dominio del Derecho Internacional
de los Derechos Humanos, movido por consideraciones
de ordre public internacional, estamos ante valores
comunes y superiores, verdaderamente fundamentales

e irreductibles, captados por la conciencia humana.
Esta última encuéntrase siempre presente, ha acompa-
ñado e impulsado toda la evolución del jus gentium, del
cual –tengo la plena convicción– es la fuente material
por excelencia. 

69. Al concluir este Voto Concurrente, permítome retor-
nar a mi punto de partida. Todos vivimos en el tiempo.
Cada uno vive en su tiempo, que debe ser respetado
por los demás. Importa que cada uno viva en su tiem-
po, en armonía con el tiempo de los demás. El niño vive
en el minuto, el adolescente vive en el día, y el ser adul-
to, ya "impregnado de historia"203, vive en la época; los
que ya partieron, viven en la memoria de los que que-
dan y en la eternidad. Cada uno vive en su tiempo, pero
todos los seres humanos son iguales en derechos.

70. Desde la perspectiva de un tribunal internacional de
derechos humanos como la Corte Interamericana, hay
que afirmar los derechos humanos de los niños (y no los
llamados “derechos de la niñez o infancia”), a partir de
su condición jurídica de verdaderos sujetos de derecho,
dotados de personalidad jurídica internacional; hay, ade-
más, que desarrollar todas las potencialidades de su
capacidad jurídica. Siempre he sostenido que el Derecho
Internacional de los Derechos Humanos alcanzará su
plenitud el día en que se consolide en definitivo el reco-
nocimiento no sólo de la personalidad, sino también de la
capacidad jurídica internacional de la persona humana,
como titular de derechos inalienables, en todas y cuales-
quiera circunstancias. En el jus gentium de nuestros días,
la importancia de la consolidación de la personalidad y
capacidad jurídicas internacionales del individuo, inde-
pendientemente de su tiempo existencial, es mucho
mayor de lo que pueda uno prima facie suponer. 

71. En efecto, como el Derecho reconoce ineluctable-
mente la personalidad jurídica a todo ser humano (sea
él un niño, un anciano, una persona con discapacidad,
un apátrida, o cualquier otro), independientemente de
su condición existencial o de su capacidad jurídica para
ejercer sus derechos por sí mismo (capacidad de ejer-
cicio), podemos, de ese modo, visualizar un verdadero

202. A lo largo de la parte operativa de los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos, pero explicitados sobre
todo en sus preámbulos, que tienden a invocar los ideales que inspiraron dichos tratados e instrumentos, o a enunciar sus fun-
damentos o principios generales. N. Bobbio, “Il Preambolo della Convenzione Europea dei Diritti dell’Uomo”, 57 Rivista di Diritto
Internazionale (1974) pp. 437-440.  
203. En la feliz caracterización de Bertrand Russell, A Última Oportunidade do Homem, Lisboa, Guimarães Ed., 2001, p. 205.
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derecho al Derecho, o sea, el derecho a un ordena-
miento jurídico (en los planos tanto interno como inter-
nacional) que efectivamente salvaguarde los derechos
inherentes a la persona humana204. El reconocimiento
y la consolidación de la posición del ser humano como
sujeto pleno del Derecho Internacional de los Derechos
Humanos constituye, en nuestros días, una manifesta-
ción inequívoca y elocuente de los avances del proceso
en curso de humanización del propio Derecho
Internacional (jus gentium), al cual tenemos el deber de
contribuir, tal como lo ha hecho la Corte Interamericana
de Derechos Humanos en la presente Opinión
Consultiva n. 17 sobre la Condición Jurídica y Derechos
Humanos del Niño.

Antônio Augusto Cançado Trindade Juez 
Manuel E. Ventura Robles Secretario 

VOTO CONCURRENTE RAZONADO DEL JUEZ SERGIO
GARCÍA RAMÍREZ A LA OPINIÓN CONSULTIVA OC-17,
SOBRE “CONDICIÓN JURÍDICA Y DERECHOS HUMANOS
DEL NIÑO”, DEL 28 DE AGOSTO DE 2002.

1. En la solicitud de Opinión Consultiva recibida y aten-
dida por la Corte —OC17/2002, sobre “Condición jurí-
dica y derechos humanos del niño”—, a la que se agre-
ga este Voto concurrente razonado, se refleja, entre
otras cuestiones, la preocupación por identificar y limi-
tar adecuadamente el poder del Estado para actuar en
relación con los niños en ciertos supuestos de suma
importancia. Estos deben ser cuidadosamente deslin-
dados: a) la realización de una conducta, activa u omi-
siva, que se halle legalmente prevista como delictuosa,
es decir, que sea penalmente típica; y b) una situación
que no implique conducta típica alguna y que sugiera la
necesidad de esa actuación en beneficio —real o
supuesto— del menor de edad. Bajo cierta concep-
ción, que no necesariamente comparto, pero que resul-
ta expresiva para acotar estos supuestos, se hablaría de
“menor delincuente” o de “delincuencia infantil o juve-
nil”, en el primer caso, y de “menor en situación irre-
gular” o en “estado de peligro”, en el segundo. Sobra
decir que estas denominaciones tienen, hoy día, una
elevada “carga desfavorable”, o por lo menos contro-
vertible.  El gran debate comienza —o termina— en el
empleo mismo de dichas expresiones.  

2. No es ocioso señalar que la frontera entre esos
supuestos debe subordinarse a la naturaleza de los
hechos o las situaciones correspondientes a cada uno,
desde la perspectiva de los bienes reconocidos y tutela-
dos por el orden jurídico —en mi concepto, desde el
plano mismo de la Constitución nacional—  y de la gra-
vedad de la lesión que se cause a éstos o del peligro en
que se les coloque. En una sociedad democrática, la
autoridad legislativa debe observar cuidadosamente los
límites de cada hipótesis, conforme a su naturaleza, y
establecer en consecuencia la regulación que corres-
ponda. No es aceptable que la ubicación de una con-
ducta dentro de alguna de las categorías mencionadas
dependa sólo del libre arbitrio del órgano legislativo, sin
tomar en cuenta los principios y las decisiones consti-
tucionales, que gobiernan la tarea del legislador a la
hora de “seleccionar” las conductas que deben ser
consideradas delictuosas, así como las consecuencias
jurídicas correspondientes. 

3. En este Voto, como en la misma Opinión Consultiva
OC-17, se utilizan indistintamente las voces “niño” y
“menor” en su sentido más estricto (párr. 39), y al
mismo tiempo más distante de cualquier intención des-
calificadora, prejuiciosa o peyorativa. El idioma es un
sistema de claves.  Debo  establecer  el  alcance  de las
que  ahora empleo, adhiriéndome al uso que de  ellas
ha hecho la Corte en esta Opinión Consultiva,  para
colocarlas por encima o fuera  —como se prefiera—  de
un debate que a veces aporta más sombras que luces.
La palabra “menor”, ampliamente utilizada en el orden
nacional, alude a la persona que aún no ha alcanzado
la edad que aquél establece para el pleno —o amplio—
ejercicio de sus derechos y la correspondiente asunción
de sus deberes y responsabilidades; regularmente, en
esa frontera coinciden la capacidad de goce de los
derechos civiles, o de muchos de ellos (una posibilidad
que surge en el pasado: desde el nacimiento, o antes
inclusive), y la capacidad de ejercicio de ellos (una posi-
bilidad que se despliega 

hacia el futuro, donde se traspone la frontera hacia el
despliegue autónomo de los derechos por el titular de
éstos). Por su parte, la palabra “niño” ha poseído, en
principio, un sentido más biológico o biopsíquico que
jurídico, y en este sentido, que corresponde al uso

204 A.A. Cançado Trindade, Tratado de Direito Internacional dos Direitos Humanos, vol. III, Porto Alegre/Brasil, S.A. Fabris Ed.,
2002, capítulo XX (en prensa). 
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popular del término, contrasta con adolescente, joven,
adulto o anciano.  

4. El concepto “niño” coincide con el de “menor de
edad” cuando uno y otro se juridizan, valga la expresión,
y concurren bajo unas mismas consecuencias de
Derecho. La Convención sobre Derechos del Niño, de
Naciones Unidas, abundantemente invocada en la pre-
sente Opinión Consultiva, considera que es niño la per-
sona menor de 18 años, “salvo que, en virtud de la ley
que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de
edad” (artículo 1) (párr. 42). Esto confiere un sentido jurí-
dico preciso a la palabra niño, y en tal virtud coloca a este
concepto  —y a este sujeto—  como punto de referencia
para la asignación de múltiples consecuencias jurídicas.
Huelga decir que la palabra “niño” abarca aquí al ado-
lescente, porque así resulta de esa Convención tan
ampliamente ratificada, y también comprende a la niña,
por aplicación de las reglas de nuestro idioma. La propia
Corte Interamericana declara el alcance que tienen las
voces “niño” y “menor de edad” para los efectos de la
Opinión Consultiva. Se me excusará, en consecuencia,
por no utilizar a cada paso la relación exuberante: niño,
niña y adolescente (que pudiera ampliarse si también se
distingue “el” adolescente de “la” adolescente). 

5. Ni en la declaración de la Corte ni en los párrafos
considerativos o en las opiniones específicas que figu-
ran al final de la OC-17, aparece deslinde alguno que
conduzca a establecer distinciones a partir o en relación
con el discernimiento o la llamada presunción sobre la
capacidad (o incapacidad) de dolo; distinciones que
crearían, a su turno, nuevos subconjuntos dentro del
gran conjunto de los niños. Se entiende, pues, que die-
ciocho años son una frontera precisa entre dos edades
que traen consigo dos estatutos característicos en el
ámbito que aborda este Voto: una, la correspondiente a
quienes se hallan fuera del ámbito de validez subjetiva
de las normas penales ordinarias, y otra, la de quienes
se encuentran sujetos a éstas. 

6. Cuando la Opinión Consultiva se refiere a determinado
trato para los niños o menores de edad, y lo distingue de
otro relativo a los adultos o mayores de edad, supone  —
en mi concepto—  que el régimen de adultos no es tras-
ladable o aplicable a los menores (párr. 109). Esto no
obsta, desde luego, para que: a) existan principios y
reglas aplicables, por su propia naturaleza, a ambos con-
juntos (derechos humanos, garantías), sin perjuicio de las
modalidades que en cada caso resulten razonables o,
incluso, necesarias, y b) existan, en el ámbito de los

menores, diferencias derivadas del distinto desarrollo que
existe entre los individuos menores de 18 años: media
una gran diferencia, en efecto, entre quien cuenta con 8
o 10 años de edad y quien ha alcanzado 16 o 17. Por
cierto, también existen diferencias  —que no pretendo
examinar ahora— en el otro conjunto, el de los adultos,
por motivos diversos; el ejemplo más evidente es el de
quienes se hallan privados de la razón. 

7. Evidentemente, las cuestiones que mencioné en el
párrafo 1, supra, interesarían también si se tratara de un
adulto o “mayor de edad”, y de hecho han determina-
do algunos de los más prolongados, intensos e impor-
tantes desarrollos vinculados con la democracia, el
Estado de Derecho, las libertades, los derechos huma-
nos y las garantías. Estos temas  —con sus correspon-
dientes valores—  entran en la escena cuando se
enfrenta el poder público con el individuo “delincuen-
te”, por una parte, o “marginal o desvalido”, por la otra.
En este enfrentamiento, tan antiguo como dramático,
quedan en peligro los derechos individuales más rele-
vantes —vida, libertad, integridad, patrimonio—  y se
elevan los más impresionantes argumentos, no necesa-
riamente justificados o persuasivos, para legitimar la
actuación del Estado, así como las características y
objetivos (confesados o inconfesables) de aquélla. 

8. Ahora bien, el punto se complica cuando además de
la delicadeza que éste reviste en función de la materia  —
irregularidad, extravagancia, marginalidad, peligrosidad,
delito—, vienen al caso los integrantes de un grupo
humano especialmente vulnerable, que a menudo care-
ce de las aptitudes personales para enfrentar adecuada-
mente determinados problemas, por inexperiencia,
inmadurez, debilidad, falta de información o de forma-
ción; o no reúne las condiciones que la ley dispone para
atender con libertad el manejo de sus intereses y ejercer
con autonomía sus derechos (párr. 10). Tal es la situación
en la que se hallan los niños o menores de edad, que por
una parte carecen  —en general y de manera relativa:
diversos factores generan distintas situaciones—  de
aquellas condiciones personales, y por la otra tienen res-
tringido o detenido, ope legis, el ejercicio de sus dere-
chos. Es natural que en este “terreno minado” aparezcan
y prosperen los mayores abusos, a menudo cubiertos por
un discurso paternal o redentor que puede ocultar el más
severo autoritarismo. 

9. En el sistema penal del pasado distante, los mayores
y los menores estuvieron sometidos a reglas semejan-
tes, cuando no idénticas, aliviadas en el caso de los
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segundos por una benevolencia dictada por el senti-
miento de humanidad o sustentada en la falta o dismi-
nución del discernimiento (sujeta a prueba, porque
malitia supplet aetatem). Las diferentes edades del suje-
to pudieron establecer también distintos grados de vin-
culación con la justicia penal y sus consecuencias
características. La minoridad extrema —hasta siete o
nueve años, por ejemplo— pudo excluir de plano el
acceso a la justicia penal, aunque no a toda justicia del
Estado. Una edad más avanzada, pero todavía no juve-
nil, moderó las consecuencias de la conducta delictuo-
sa o a relativizó la intervención de la justicia penal en
función del discernimiento que podía tener el  sujeto
para  apreciar y gobernar  su conducta. Finalmente, el
cumplimiento de otra edad —la juvenil: entre 16 y 21
años— hizo al sujeto plenamente responsable de su
conducta, y por lo tanto susceptible de enjuiciamiento y
condena penales. En la realidad de la “vida penal”, las
cosas no siempre ocurrieron como lo querían la ley o la
cordura: sobran relatos —desde forenses y criminológi-
cos hasta literarios— sobre la confusa reclusión de
niños, adolescentes, jóvenes y adultos en los mismos
depósitos de personas. 

10. En algo más que el último siglo se abrió paso la idea
de trazar un deslinde terminante entre quienes serían
menores y quedarían sujetos a una jurisdicción o a una
acción semipaterna por parte del Estado, y quienes serí-
an mayores —capaces de Derecho penal— y quedarí-
an sujetos a la justicia penal ordinaria. Se dijo entonces
que la imputabilidad penal comenzaría en la edad lími-
te, y que por debajo de ella existiría una inimputabilidad
absoluta, por determinación de la ley. Esta certeza se
resumió en una expresión centenaria: “L’enfant est sorti
du Droit pénal”205.

11. No me extiendo en este momento sobre la perti-
nencia o no de hablar a este respecto, como es fre-
cuente hacerlo, de “inimputabilidad”, o utilizar otros
conceptos que expliquen mejor la distinción entre
mayores y menores para efectos de Derecho penal. Si
se considera, como lo hacen una acreditada doctrina y
muchas leyes penales, que la imputabilidad es la capa-
cidad de entender la licitud de la propia conducta y de
conducirse conforme a ese entendimiento, se conven-

drá en que aquélla no es un tema de grupo, sino de per-
sona; efectivamente, se es o no imputable en función
de la capacidad aludida, que se tiene o no se tiene per-
sonalmente. La atribución de imputabilidad o inimputa-
bilidad ope legis a un amplio grupo humano, en virtud
de la edad que todos tienen, y no de la capacidad que
cada uno posee, es una ficción útil que responde a las
necesidades y expectativas de cierta política a propósi-
to de la protección y el desarrollo de los jóvenes, pero
no a la realidad específica  —la única que existe—en el
caso de cada uno de ellos. 

12. En todo caso, el deslinde, que debió ser uniforme,
no lo ha sido nunca: en diversos países prevalecieron
distintas fronteras, que también hubo o hay en el inte-
rior de un mismo país con régimen federativo. La situa-
ción es particularmente diversa incluso entre países que
poseen comunidad de valores jurídicos, como es el
caso en Europa: la edad de responsabilidad penal es de
siete años en Chipre, Irlanda, Suiza y Liechtenstein;
ocho en Escocia; trece en Francia; catorce en
Alemania, Austria, Italia y varios Estados de Europa del
Este; quince en los países escandinavos; dieciséis en
Portugal, Polonia y Andorra, y dieciocho en España,
Bélgica y Luxemburgo206.

13. La distribución de la población en esos dos grandes
sectores, para fines de responsabilidad por conducta ilí-
cita, implicó la creación o el desenvolvimiento de juris-
dicciones —lato sensu— diferentes, ordenes jurídicos
propios y procedimientos e instituciones diversos para
cada uno. En el caso de los adultos, ese desarrollo coin-
cidió con el auge del principio de legalidad penal y pro-
cesal, que dio origen a un régimen de garantías más o
menos exigente. En el de los menores, en cambio, la
extracción de la justicia penal tuvo como efecto el esta-
blecimiento de jurisdicciones “paternales o tutelares”
fundadas en la idea de que el Estado releva a los padres
o tutores en el desempeño de la patria potestad o la
tutela, y asume las funciones de éstos con el alcance y
las características que regularmente poseen. En la tra-
dición anglosajona, la raíz de esta idea se halla en el
régimen de parens patria 207, que entronca con el prin-
cipio the king as father of the realm.

205 Garçon, en el Primer Congreso Nacional de Derecho Penal (Rev. Pénitentiaire, 1905), cit. Nillus, Renée,“La minorité pénale
dans la législation et la doctrine du XIX siècle”, en Varios, Le problème de l’enfance délinquante, Institut de Droit Comparé de
l’Université de Paris, Lib. du Recueil Sirey, Paris, 1947, p. 104.
206 Cfr. Eur. Court of H. R., Case of T. v. The United Kingdom, Judgement of 16 December 1999, para. 48.
207 Cfr. Senna, Joseph J., y Siegel, Larry J., Introduction to criminal justice, West Publishing Company, 4th. ed., St. Paul, 1987, p. 535
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14. La evolución y adaptación de esta forma de enfrentar
el tema de los jóvenes infractores guarda relación con la
idea del “Estado social”, dotado de amplias atribuciones
para asumir tareas económicas, sociales, educativas o
culturales. El mismo impulso de intervención y asunción
de funciones, que antes correspondieron solamente a
otras instancias  —aduciendo para ello razones atendi-
bles y correspondiendo a realidades apremiantes—,
anima en cierta medida el avance del Estado sobre los
espacios de la paternidad y la tutela. Si los padres o tuto-
res pueden resolver con gran libertad sobre el desarrollo
sus hijos, adoptando inclusive medidas de autoridad que
no serían aplicables a un adulto fuera de procedimiento
judicial, el “Estado padre o tutor” podría hacer otro tanto,
poniendo de lado, por ello, las formalidades y garantías
del Derecho ordinario: desde la legalidad en la definición
de las conductas que motivan la intervención y la natura-
leza y duración de las medidas correspondientes, hasta
el procedimiento para adoptar decisiones y  ejecutarlas. 
La  legislación  y la jurisprudencia nacionales, apoyadas
por una doctrina que en su tiempo  pareció  innovado-
ra,  afirmaron en diversos países la posición paternalis-
ta del poder público.  En Estados Unidos, estas ideas se
instalaron a partir de una resolución de la Suprema
Corte de Pennsylvania, de 1838: Ex parte crouse. En
México, casi cien años después, una  conocida senten-
cia de la Suprema Corte de Justicia, dictada en el juicio
de amparo de Ezequiel Castañeda en contra de actos
del Tribunal de Menores y de la ley correspondiente,
expuso el criterio tradicional: en la especie, el Estado no
actúa “como autoridad, sino en el desempeño de una
misión social y substituyéndose a los particulares encar-
gados por la ley y por la tradición jurídica de la civiliza-
ción occidental de desarrollar la acción educativa y
correccional de los menores”208. Así se definió el
rumbo que seguiría esta materia, de manera más o
menos pacífica, en muchos años por venir. Tomando en
cuenta el relevo paterno y tutelar que explicó y justificó,
desde el plano jurídico, la actuación del Estado, así
como el propósito asignado a la intervención del aquél
en estos asuntos, que coincidía aproximadamente con
el designio correccional o recuperador que campeaba
en el caso de los adultos, esta forma de actuar y la
corriente que la sustenta recibieron una denominación
que ha llegado hasta nuestro tiempo: “tutelar”.  

La idea tutelar, entendida como se indica en los párra-
fos precedentes, representó en su momento un intere-
sante progreso con respecto al régimen que anterior-
mente prevalecía. En efecto, quiso retirar a los menores
de edad, y efectivamente lo hizo, del espacio en el que
se desenvuelve la justicia para adultos delincuentes. Al
entender que el niño no delinque y que no debe ser
denominado y tratado, por ende, como delincuente,
sino como infractor “sui generis”, pretendió excluirlo del
mundo de los delincuentes ordinarios. También advirtió
el enorme peso que el aparato de la justicia puede ejer-
cer sobre el menor de edad, y supuso preferible instituir
unos procedimientos y organizar unos organismos
carentes de la “figura y el estrépito” de la justicia ordi-
naria, cuyos resultados no habían sido precisamente
satisfactorios en el caso de los menores. 
La entrega de los niños a este método para resolver sus
“problemas de conducta”, entendidos como “proble-
mas con la justicia”, trajo consigo diversas cuestiones
difíciles que acarrearon el creciente cuestionamiento y
la propuesta de sustituirlo por un régimen diferente. En
primer término, la extraordinaria flexibilidad del concep-
to tutelar en cuanto a la conducta que podía determinar
la injerencia del Estado, llevó a reunir dentro del mismo
marco de atención, acción y decisión los hechos penal-
mente típicos y aquellos que no lo eran, incluyendo
ciertos conflictos domésticos cuya solución correspon-
día a los padres y se transfería, por incompetencia o
comodidad de éstos, a los órganos correccionales del
Estado. Esta confusión reunió en los mismos tribunales
e instituciones a quienes habían cometido delitos califi-
cados como graves y a quienes habían incurrido en
“errores de conducta” más o menos leves, que debie-
ron ser abordados bajo otra perspectiva. Por ello surgió
la impugnación de la idea tutelar: “el pretexto tutelar
puede esconder gravísimas lesiones de todo género (a
las garantías de defensa, a la libertad ambulatoria, a la
patria potestad, a la familia). El derecho del menor,
entendido como “derecho tutelar”, ha sido puesto en
duda con sobrados motivos hace algunos años y nadie
puede olvidar que, históricamente, las más graves abe-
rraciones se han cometido con pretexto tutelar: a los
herejes, a los infieles, etc.”209 .

208 “Ejecutoria dictada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo del amparo promovido a
favor del menor Castañeda por su detención en el Tribunal de Menores”, en Ceniceros, José Angel, y Garrido, Luis, La ley penal
mexicana, Ed. Botas, México, 1934, p. 323.
209 "Documento de discusión para el Seminario de San José (11 al 15 de julio de 1983), redactado por el coordinador, profesor
Eugenio R. Zaffaroni, en Sistemas penales y derechos humanos en América Latina (Primer Informe), Ed. Depalma, Buenos Aires,
1984, p. 94.
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18. Igualmente, la asunción estatal de las facultades de
padres y tutores, no sólo captó y capturó a los menores,
sino también privó a los mayores, de manera fulminante,
de algunos derechos del estatuto familiar. Además, la pre-
tensión de excluir la figura y la forma del juicio ordinario,
sumada a la noción de que el Estado no se halla en con-
flicto con el niño, sino constituye el mayor garante del bie-
nestar de éste  —procedimientos sin litigio y, por ende, sin
partes procesales—, condujo a minimizar la intervención
del menor y de sus responsables legales en los actos del
procedimiento, prescindir de algunos actos que en el
Derecho común integran el “debido proceso legal”, y supri-
mir el sistema de garantías que son otros tantos controles
del quehacer del Estado para moderar su fuerza y dominar
su arbitrio en bien de la legalidad, que debe traducirse, en
definitiva, como bien de la justicia. 

19. Estos y otros problemas  acarrearon, como señalé, una
fuerte reacción que reclamó el retorno  —o la evolución, si
se prefiere decirlo de esta manera—  a los métodos lega-
les  diferentes, que entrañan una suma relevante de garan-
tías: ante todo, legalidad sustantiva y procesal, verificable y
controlable. La erosión del antiguo sistema comenzó desde
diversas trincheras. Una, muy relevante, fue la jurispru-
dencia: del mismo modo que ésta entronizó con fuerza la
doctrina de parens patria, acudiría a demoler las solucio-
nes entroncadas con ésta y a instituir un régimen nuevo y
garantista. En los Estados Unidos, una famosa resolución
de la Suprema Corte, del 15 de mayo de 1967, In re
Gault210, imprimió un viraje en el sentido que luego  pre-
dominaría, restituyendo a los menores ciertos derechos
esenciales: conocimiento de los cargos, asistencia jurídica,
interrogatorio a testigos, no autoincriminación, acceso al
expediente e impugnación211. La reacción dio origen a un
sistema distinto, que se suele conocer con el expresivo
nombre de “garantista”. Esta calificación denota el retorno
de las garantías  —esencialmente, derechos del menor, así
como de sus padres— al régimen de los niños infractores. 

20. En la realidad, ha ocurrido que las crecientes olea-
das de delincuencia —y dentro de éstas la delincuen-

cia infantil o juvenil en “sociedades juveniles”, como
son las de Latinoamérica—, que provocan reclamacio-
nes también crecientes y explicables de la opinión
pública, han desencadenado cambios legales e institu-
cionales que parecen caracterizar una de las posiciones
más importantes y significativas de la sociedad y del
Estado en la hora actual. Entre esos cambios inquietan-
tes figura la reducción de la edad de acceso a la justi-
cia penal, con el consecuente crecimiento del universo
de justiciables potenciales: a él ingresan, con cada
cambio reducción de la edad, millones de personas,
que eran niños o menores en la víspera y devienen
adultos por acuerdo del legislador. La transformación de
los procedimientos en el ámbito de los menores ha tra-
ído consigo, evidentemente, la adopción de figuras
características del proceso penal, conjuntamente con la
cultura o la costumbre penales inherentes a ellas. 

21. En la actualidad existe en muchos países, como se
percibió claramente en el curso de los trabajos (escritos y
exposiciones en la audiencia  pública del 21 de junio de
2002) (párr. 15) conducentes a la Opinión Consultiva a la
que corresponde este Voto, un fuerte debate de escuelas,
corrientes o conceptos: de una parte, el régimen tutelar,
que se asocia con la llamada doctrina de la “situación irre-
gular” —que “no significa otra cosa, se ha escrito, que
legitimar una acción judicial indiscriminada sobre aquellos
niños y adolescentes en situación de dificultad”—212 y de
la otra, el régimen garantista, que se vincula con la deno-
minada doctrina de la “protección integral”  —con la que
“se hace referencia a una serie de instrumentos jurídicos
de carácter internacional que expresan un salto cualitati-
vo fundamental en la consideración social de la infancia”;
se transita, así, del “menor como objeto de la compasión-
represión, a la infancia-adolescencia como sujeto pleno
de derechos”213. Ha surgido una gran polarización entre
estas dos corrientes, cuyo encuentro —o desencuentro—
apareja una suerte de dilema fundamental, que puede
generar, en ocasiones, ciertos “fundamentalismos” con
sus estilos peculiares. Ese dilema se plantea en términos
muy sencillos: o sistema tutelar o sistema garantista.  

210 In re Gault, 387 U.S. 9, 1967), dictada en el caso del adolescente  —quince años de edad— Gerald Gault, a quien se incul-
pó  —en unión de otro joven: Ronald Lewis—  de llamadas telefónicas obscenas. 
211 Cfr. Cole, George F., The American System of Criminal Justice, Brooks/Cole Publishing Company, 3rd. ed., Monterey, California,
1983,  p. 474.
212 García Méndez, Emilio, Derecho de la infancia-adolescencia en América Latina: de la situación irregular a la protección inte-
gral, Forum Pacis, Santa Fé de Bogotá, Colombia, 1994, p. 22.
213 Id., pp. 82-83.
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22. Si se toma en cuenta que la orientación tutelar tiene
como divisa brindar al menor de edad un trato conse-
cuente con sus condiciones específicas y darle la pro-
tección que requiere (de ahí la expresión “tutela”), y
que la orientación garantista tiene como sustancial pre-
ocupación el reconocimiento de los derechos del menor
y de sus responsables legales, la identificación de aquél
como sujeto, no como objeto del proceso, y el control de
los actos de autoridad mediante el pertinente aparato
de garantías, sería posible advertir que no existe verda-
dera contraposición, de esencia o de raíz, entre unos y
otros designios. Ni las finalidades básicas del proyecto
tutelar contravienen las del proyecto garantista, ni tam-
poco éstas las de aquél, si unas y otras se consideran
en sus aspectos esenciales, como lo hago en este Voto
y lo ha hecho, a mi juicio, la Opinión Consultiva, que no
se afilia a doctrina alguna. 

23. ¿Cómo negar, en efecto, que el niño se encuentra en
condiciones diferentes a las del adulto, y que la diversi-
dad de condiciones puede exigir, con toda racionalidad,
diversidad de aproximaciones? ¿Y que el niño requiere,
por esas condiciones que le son propias, una protección
especial, distinta y más intensa y esmerada que la dirigi-
da al adulto, si la hay? ¿Y cómo negar, por otra parte, que
el niño  —ante todo, un ser humano—  es titular de dere-
chos irreductibles, genéricos unos, específicos otros? ¿Y
que no es ni puede ser visto como objeto del proceso, a
merced del arbitrio o del capricho de la autoridad, sino
como sujeto de aquél, puesto que posee verdaderos y
respetables derechos, materiales y procesales? ¿Y que en
su caso, como en cualquier otro, es preciso que el pro-
cedimiento obedezca a reglas claras y legítimas y se halle
sujeto a control a través del sistema de garantías? 

24. Si eso es cierto, probablemente sería llegado el
momento de abandonar el falso dilema y reconocer los
dilemas verdaderos que pueblan este campo. Quienes
nos hemos ocupado alguna vez de estos temas  —acer-
tando y errando, y queriendo ahora superar los desacier-
tos o mejor dicho, ir adelante en la revisión de conceptos
que ya no tienen sustento—, hemos debido rectificar
nuestros primeros planteamientos y arribar a nuevas con-
clusiones. Las contradicciones reales  —y por ello los
dilemas, las antinomias, los auténticos conflictos—  se

deben expresar en otros términos. Lo tutelar y lo garan-
tista no se oponen entre sí. La oposición real existe entre
lo tutelar y lo punitivo, en un orden de consideraciones, y
entre lo garantista y lo arbitrario, en el otro214. En fin de
cuentas, donde parece haber contradicción puede surgir,
dialécticamente, una corriente de síntesis, encuentro,
consenso. Esta adoptaría lo sustantivo de cada doctrina;
su  íntima  razón  de  ser, y devolvería a la palabra “tute-
la” su sentido genuino   —como se habla de tutela del
Derecho o de tutela de los derechos humanos—, que ha
llevado a algunos tratadistas a identificarla con el Derecho
de los menores infractores215, que constituiría bajo el
signo de la tutela, en su acepción original y pura, un
Derecho protector, no un Derecho desposeedor de los
derechos fundamentales. 

25. Por una parte, la síntesis retendría el designio tute-
lar del niño, a título de persona con específicas necesi-
dades de protección, al que debe atenderse con medi-
das de este carácter, mejor que con remedios propios
del sistema penal de los adultos. Esta primera vertebra-
ción de la síntesis se recoge, extensamente, en la pro-
pia Convención Americana, en el Protocolo de San
Salvador y en la Convención sobre los Derechos del
Niño, que insiste en las condiciones específicas del
menor y en las correspondientes medidas de protec-
ción, así como en otros instrumentos convocados por la
Opinión Consultiva: Reglas de Beijing, Directrices de
Riad y Reglas de Tokio (párrs. 106-111). Y por otra
parte, la síntesis adoptaría las exigencias básicas del
garantismo: derechos y garantías del menor. Esta
segunda vertebración se aloja, no menos ampliamente,
en aquellos mismos instrumentos internacionales, que
expresan el estado actual de la materia. En suma, el
niño será tratado en forma específica, según sus pro-
pias condiciones, y no carecerá  —puesto que es suje-
to de derecho, no apenas objeto de protección—  de los
derechos y las garantías inherentes al ser humano y a
su condición específica. Lejos de plantearse, pues, la
incorporación del menor al sistema de los adultos o la
reducción de sus garantías, se afianzan la especifici-
dad, de un lado, y la juridicidad, del otro. 

26. Por eso, en mi concepto, la Opinión Consultiva de
la Corte Interamericana evita “suscribir” alguna de las

214 Cfr. el desarrollo de esta opinión en mi trabajo "Algunas cuestiones a propósito de la jurisdicción y el enjuiciamiento de los
menores infractores", en Memoria (del Coloquio Multidisciplinario sobre Menores. Diagnóstico y propuestas), Cuadernos del
Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 1996, pp.205-206.
215 Así, Jescheck, cuando afirma que el Derecho penal de jóvenes es una parte del Derecho tutelar de menores. Cfr. Tratado de
Derecho penal. Parte general. Trad. S. Mir Puig y F. Muñoz Conde, Bosch, Barcelona, vol. I, pp. 15-16.
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corrientes en juego, y opta por analizar las cuestiones
sometidas a su consideración —convenientemente
agrupadas, como lo señala la propia resolución, bajo
conceptos amplios que se pueden proyectar sobre las
hipótesis específicas—  y exponer las opiniones corres-
pondientes. De esta manera, el tribunal contribuye a
alentar, atendiendo a los objetivos inherentes a una opi-
nión de estas características, el desenvolvimiento del
Derecho nacional conforme a los principios que recoge
y proyecta el Derecho de gentes. 

27. En el régimen procesal de los menores, lo mismo
cuando se trata del procedimiento para infractores de la
ley penal que cuando viene al caso el procedimiento
desencadenado por situaciones de otro carácter, hay
que observar los principios del enjuiciamiento en una
sociedad democrática, gobernada por la legalidad y la
legitimidad de los actos de autoridad. Esto apareja igual-
dad de armas, garantía de audiencia y defensa, posibi-
lidad de probar y alegar, contradicción, control de lega-
lidad, régimen de impugnaciones, etcétera. Ahora bien,
no es posible desconocer que el menor de edad guar-
da una situación especial en el proceso, como la guar-
da en la vida y en todas las relaciones sociales. Ni infe-
rior ni superior: diferente, que amerita atenciones asi-
mismo diferentes. Hay que subrayar como lo hice supra
—y en ello es enfática la Opinión Consultiva—  que
todos los instrumentos internacionales relativos a dere-
chos del niño o menor de edad reconocen sin lugar a
dudas la “diferencia” entre éstos y los adultos y la per-
tinencia, por ese motivo, de adoptar medidas “especia-
les” con respecto a los niños. La idea misma de “espe-
cialidad” constituye un reconocimiento y una reafirma-
ción de la diferencia que existe —una desigualdad de
hecho, a la que no cierra los ojos el Derecho— y de la
diversidad de soluciones jurídicas que procede aportar
en ese panorama de diversidad. 

28. Es sobradamente sabido que en el proceso social
—no público, no privado— se procura la igualdad de
las partes por medios distintos de la simple, solemne e
ineficaz proclamación de que todos los hombres son
iguales ante los ojos de la ley. Es preciso introducir fac-
tores de compensación para conseguir, en la mejor

medida posible, esa igualación. Lo ha sostenido expre-
samente la propia Corte Interamericana en su jurispru-
dencia, citada en esta Opinión Consultiva 216 (párrs. 47
y 97). Los procesos en que intervienen menores en
forma principal, no accesoria, para la solución de sus
litigios y la definición de sus obligaciones y derechos,
coinciden en buena medida con los procesos de carác-
ter, origen u orientación social, y se distinguen de los
característicamente públicos, privados o penales. En
aquellos se requiere la defensa “material” que proveen
la ley y la diligencia judicial: asistencia especializada,
correctivos de la desigualdad material y procesal,
suplencia de la queja, auxilio oficial para la reunión de
pruebas ofrecidas por las partes, búsqueda de la ver-
dad histórica, etcétera. 

29. Una forma extremosa del procedimiento sobre
menores infractores excluyó de éste a los padres y tuto-
res. Dicha exclusión en este ámbito —donde campea-
ba lo que algún ilustre procesalista denominó un proce-
dimiento de “naturaleza tutelarinquisitiva”217— obede-
ció a la idea de que en el enjuiciamiento de menores no
existía auténtico litigio, porque coincidían los intereses
del menor y de la sociedad. La pretensión de ambos era
idéntica: el bienestar del niño. En términos actuales se
diría: el interés superior del menor. Si esta era la teoría,
en la regulación concreta y en la práctica las cosas no
funcionaban en esa dirección, y en todo caso se halla-
ban en predicamento tanto el derecho de los padres en
relación con sus hijos, como los derechos de estos mis-
mos, de carácter familiar y de otra naturaleza. Es indis-
pensable, en consecuencia, aceptar que el menor no
puede ser un extraño en su propio juicio, testigo y no
protagonista de su causa, y que los padres —o tuto-
res— también tienen derechos propios que hacer valer
y por ello deben comparecer en el juicio, todos asistidos
por un asesor, promotor o defensor que asuma la defen-
sa con eficacia y plenitud. 

30. Esta reivindicación procesal debe tomar nota, por
otra parte, de ciertos hechos. En un caso, el niño no se
encuentra calificado  —piénsese, sobre todo, en los de
edades más tempranas— para desenvolver una actua-
ción personal como la que puede asumir un adulto,

216 Cfr. El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal. Opinión
Consultiva OC-16/99, de 1º. de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 119. En sentido similar, asimismo, Propuesta de modifica-
ción a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de
1984. Serie A No. 4,  párr. 57. 217 Alcalá-Zamora y Castillo, Niceto, Panorama del Derecho mexicano. Síntesis del Derecho pro-
cesal, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Derecho Comparado, México, 1966, p. 245.
217 Alcalá-Zamora y Castillo, Niceto, Panorama del Derecho mexicano. Síntesis del Derecho procesal, Universidad Nacional
Autónoma de México, Instituto de Derecho Comparado, México, 1966, p. 245.
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avezado o por lo menos maduro (párr. 101). Este rasgo
del niño justiciable debe proyectarse sobre su actuación
en el juicio y sobre la trascendencia de los actos que rea-
liza —las declaraciones, entre ellos, cuyos requisitos de
admisibilidad y eficacia suele contemplar la propia ley
procesal—; no puede ser ignorado ni por la ley ni por el
tribunal, so pretexto de igualdad de cuantos participan en
el proceso, que al cabo ocasionaría los más grandes
daños al interés jurídico del niño. Y en otro caso, es posi-
ble —habida cuenta, sobre todo, de las características de
los conflictos que aquí se dirimen—  que exista una con-
tradicción de intereses y hasta de posiciones entre los
padres y el menor. No siempre es este el terreno propicio
para que se ejerza, en toda su natural amplitud, la repre-
sentación legal que corresponde, en principio, a quienes
ejercen patria potestad o tutela. 

31. Las consideraciones que se hacen en estas hipóte-
sis y en otras semejantes no debieran ser interpretadas
como impedimentos para que el Estado actúe con efi-
cacia y diligencia  —e invariablemente con respeto a la
legalidad— en aquellas situaciones de urgencia que
demanden una atención inmediata. El grave peligro en
el que se encuentra una persona —y no solamente,
como es obvio, un menor de edad— exige salir al paso
del riesgo en forma pronta y expedita. Sería absurdo
pretender que se apague un incendio sólo cuando exis-
ta orden judicial que autorice a intervenir en la propie-
dad privada sobre la que aquél ocurre, o que se prote-
ja a un niño abandonado, en peligro de lesión o de
muerte, sólo previo procedimiento judicial que culmine
en mandamiento escrito de la autoridad competente.  

32. El Estado tiene deberes de protección inmediata
—previstos por la ley, además de estarlo por la razón
y la justicia— de los que no puede eximirse. En estos
supuestos surgen con toda su fuerza el carácter y la
función que corresponden al Estado como “garante
natural y necesario” de los bienes de sus ciudadanos,
cuando las otras instancias llamadas a garantizar la
incolumidad de éstos  —la familia, por ejemplo— no se
hallen en condiciones de asegurarla o constituyan,
inclusive, un evidente factor de peligro. Esta acción
emergente, que no admite dilación, se sustenta en las
mismas consideraciones que autorizan la adopción de
medidas cautelares o precautorias animadas por la
razonable apariencia de necesidad imperiosa, que

sugiere la existencia de derechos y deberes, y por el
periculum in mora. Desde luego, la medida precautoria
no prejuzga sobre el fondo, ni difiere o suprime el juicio
—o el procedimiento— correspondiente. 

33. Considero indispensable subrayar —y celebro que
lo haya hecho la OC-17/2002— una cuestión mayor
para la reflexión sobre esta materia, que integra el telón
de fondo para  entender dónde se hallan las soluciones
a muchos  de los problemas —no todos, obviamente—
que en este orden nos aquejan. Si se mira la realidad
de los menores llevados ante las autoridades adminis-
trativas o jurisdiccionales y luego sujetos a medidas de
protección en virtud de infracciones penales o de situa-
ciones de otra naturaleza, se observará, en la inmensa
mayoría de los casos, que carecen de hogar integrado,
de medios de subsistencia, de acceso verdadero a la
educación y al cuidado de la salud, de recreación ade-
cuada; en suma, no cuentan ni han contado nunca
con condiciones y expectativas razonables de vida
digna (párr. 86). Generalmente son éstos —y no los
mejor provistos— quienes llegan a las barandillas de la
policía, por diversos cargos, o sufren la violación de
algunos de sus derechos más esenciales: la vida
misma, como se ha visto en la experiencia judicial de
la Corte Interamericana. 

34. En estos casos, que corresponden a un enorme
número de niños, no sólo se vulneran los derechos civi-
les, entre los que figuran los relacionados con infraccio-
nes o conductas que acarrean la intervención de las
autoridades mencionadas, sino también los derechos
económicos, sociales y culturales, cuya “progresividad”
no ha permitido abarcar, hasta hoy, a millones y millo-
nes de seres humanos que, en plena infancia, distan
mucho de contar con los satisfactores que esas decla-
raciones y esas normas —pendientes de cumplimien-
to—  prometen formalmente. A esto se ha referido la
Corte en el Caso Villagrán Morales, que se cita en la pre-
sente Opinión Consultiva (párr. 80), cuando avanza en
la formulación de conceptos que proveerán nuevos
rumbos para la jurisprudencia y establece que el dere-
cho de los niños a la vida no sólo implica el respeto a las
prohibiciones sobre la privación de aquélla, contenidas
en el artículo 4 de la Convención Americana, sino tam-
bién la dotación de condiciones de vida idóneas para
alentar el desarrollo de los menores218.

218 Cfr. Caso de los “Niños de la calle” (Villagrán Morales y otros), Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144.
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35. En este extremo cobra presencia la idea unitaria de
los derechos humanos: todos relevantes, exigibles,
mutuamente complementarios y condicionados. Bien
que se organicen los procedimientos en forma tal que
los niños cuenten con todos los medios de asistencia y
defensa que integran el debido proceso legal, y bien,
asimismo, que no  se les extraiga injustificadamente del
medio familiar —si cuentan con él—,  pero nada de
esto absuelve de construir las circunstancias que per-
mitan a los menores el buen curso de su existencia, en
todo el horizonte que corresponde a cada vida humana,
y no solamente en las situaciones —que debieran ser
excepcionales— en que algunos menores afrontan
“problemas con la justicia”. Todos son, de una sola vez,
el escudo protector del ser humano: se reclaman, con-
dicionan y perfeccionan mutuamente, y por ende es
preciso brindar a todos la misma atención219. No podrí-
amos decir que la dignidad humana se halla a salvo
donde existe, quizás, esmero sobre los derechos civiles
y políticos  —o sólo algunos de ellos, entre los más visi-
bles—  y desatención acerca de los otros. 

36. La OC-17 acierta, a mi juicio, cuando alude a esta
materia desde una doble perspectiva. En un punto
subraya la obligación de los Estados, que se plantea
–por lo que toca al plano americano—  desde la Carta
de Bogotá conforme al Protocolo de Buenos Aires, de
adoptar medidas que permitan proveer a las personas
de satisfactores en múltiples vertientes; y en otro
reconoce que vienen al caso verdaderos derechos,
cuya exigibilidad, a título de tales, comienza a ganar
terreno. En efecto, no bastaría con atribuir deberes a
los Estados si no se reconocen, en contrapartida, los
derechos que asisten a los individuos: de esta suerte
se integra la bilateralidad característica del orden jurí-
dico. En este ámbito ha ocurrido una evolución de

conceptos semejante a la que campea en el sistema
interno: si las Constituciones tienen, como ahora se
proclama, carácter normativo —son, en este sentido,
genuina “ley suprema”, “ley de leyes”—,  también los
tratados poseen ese carácter, y en tal virtud atribuyen
verdaderas obligaciones y auténticos derechos. Entre
estos últimos se localizan, por lo que hace al tema
que aquí me ocupa, los derechos económicos, socia-
les y culturales de los niños. 

SERGIO GARCÍA RAMÍREZ
Juez 
Manuel E. Ventura Robles 
Secretario 

219 En los términos de los Principios de Limburg sobre la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales  (junio de 1986), “en vista de que los derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles e interdepen-
dientes, se debería dedicar la misma atención y consideración urgente en la aplicación y promoción de ambos: los derechos civi-
les y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales” (principio 3). 
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I. PRINCIPIOS GENERALES 

1. OBJETIVOS FUNDAMENTALES 

1.1 Las presentes Reglas mínimas contienen una serie
de principios básicos para promover la aplicación de
medidas no privativas de la libertad, así como salva-
guardias mínimas para las personas a quienes se apli-
can medidas sustitutivas de la prisión. 

1.2 Las Reglas tienen por objeto fomentar una mayor
participación de la comunidad en la gestión de la justicia
penal, especialmente en lo que respecta al tratamiento
del delincuente, así como fomentar entre los delincuen-
tes el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad. 

1.3 Las Reglas se aplicarán teniendo en cuenta las con-
diciones políticas, económicas, sociales y culturales de
cada país, así como los propósitos y objetivos de su sis-
tema de justicia penal. 

1.4 Al aplicar las Reglas, los Estados Miembros se
esforzarán por alcanzar un equilibrio adecuado entre los
derechos de los delincuentes, los derechos de las vícti-
mas y el interés de la sociedad en la seguridad pública
y la prevención del delito. 

1.5 Los Estados Miembros introducirán medidas no
privativas de la libertad en sus respectivos ordena-
mientos jurídicos para proporcionar otras opciones, y
de esa manera reducir la aplicación de las penas de
prisión, y racionalizar las políticas de justicia penal,
teniendo en cuenta el respeto de los derechos huma-
nos, las exigencias de la justicia social y las necesi-
dades de rehabilitación del delincuente. 

2. ALCANCE DE LAS MEDIDAS NO PRIVATIVAS DE LA
LIBERTAD 

2.1 Las disposiciones pertinentes de las presentes

Reglas se aplicarán a todas las personas sometidas a
acusación, juicio o cumplimiento de una sentencia, en
todas las fases de la administración de la justicia penal. A
los efectos de las Reglas, estas personas se designarán
"delincuentes", independientemente de que sean sospe-
chosos o de que hayan sido acusados o condenados. 

2.2 Las Reglas se aplicarán sin discriminación alguna por
motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opi-
nión política o de otra índole, origen nacional o social,
patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición. 

2.3 A fin de asegurar una mayor flexibilidad, compatible
con el tipo y la gravedad del delito, la personalidad y los
antecedentes del delincuente y la protección de la socie-
dad, y evitar la aplicación innecesaria de la pena de pri-
sión, el sistema de justicia penal establecerá una amplia
serie de medidas no privativas de la libertad, desde la fase
anterior al juicio hasta la fase posterior a la sentencia. El
número y el tipo de las medidas no privativas de la liber-
tad disponibles deben estar determinados de manera tal
que sea posible fijar de manera coherente las penas.

2.4 Se alentará y supervisará atentamente el estableci-
miento de nuevas medidas no privativas de la libertad y
su aplicación se evaluará sistemáticamente. 

2.5 Se considerará la posibilidad de ocuparse de los
delincuentes en la comunidad, evitando recurrir a proce-
sos formales o juicios ante los tribunales, de conformidad
con las salvaguardias y las normas jurídicas. 

2.6 Las medidas no privativas de la libertad serán utiliza-
das de acuerdo con el principio de mínima intervención. 

2.7 La utilización de medidas no privativas de la liber-
tad será parte de un movimiento en pro de la despe-
nalización y destipificación de delitos, y no estarán
encaminadas a obstaculizar ni a diferir las iniciativas
en ese sentido. 
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Adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990 
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3. SALVAGUARDIAS LEGALES 

3.1 La introducción, definición y aplicación de medidas
no privativas de la libertad estarán prescritas por la ley. 

3.2 La selección de una medida no privativa de la liber-
tad se basará en los criterios establecidos con respecto
al tipo y gravedad del delito, la personalidad y los ante-
cedentes del delincuente, los objetivos de la condena y
los derechos de las víctimas. 

3.3 La autoridad judicial u otra autoridad indepen-
diente competente ejercerá sus facultades discrecio-
nales en todas las fases del procedimiento, actuando
con plena responsabilidad y exclusivamente de con-
formidad con la ley. 

3.4 Las medidas no privativas de la libertad que impon-
gan una obligación al delincuente, aplicadas antes o en
lugar del procedimiento o del juicio, requerirán su con-
sentimiento. 

3.5 Las decisiones sobre la imposición de medidas no
privativas de la libertad estarán sometidas a la revisión
de una autoridad judicial u otra autoridad competente e
independiente, a petición del delincuente. 

3.6 El delincuente estará facultado para presentar peti-
ciones o reclamaciones ante la autoridad judicial u otra
autoridad competente e independiente sobre cuestio-
nes que afecten a sus derechos individuales en la apli-
cación de las medidas no privativas de la libertad. 

3.7 Se preverán disposiciones adecuadas para el recur-
so y, si es posible, la reparación en caso de agravio rela-
cionado con un incumplimiento de las normas sobre
derechos humanos internacionalmente reconocidos. 

3.8 Las medidas no privativas de la libertad no supon-
drán ninguna experimentación médica o psicológica
con el delincuente, ni riesgo indebido de daños físicos
o mentales. 

3.9 La dignidad del delincuente sometido a medidas no
privativas de la libertad será protegida en todo momento. 

3.10 Durante la aplicación de las medidas no privativas
de la libertad, los derechos del delincuente no podrán
ser objeto de restricciones que excedan las impuestas
por la autoridad competente que haya adoptado la deci-
sión de aplicar la medida. 

3.11 Durante la aplicación de las medidas no privativas
de la libertad se respetarán tanto el derecho del delin-
cuente como el de su familia a la intimidad. 

3.12 El expediente personal del delincuente se man-
tendrá de manera estrictamente confidencial e inacce-
sible a terceros. Sólo tendrán acceso al expediente las
personas directamente interesadas en la tramitación del
caso u otras personas debidamente autorizadas. 

4. CLÁUSULA DE SALVAGUARDIA 

4.1 Ninguna de las disposiciones en las presentes
Reglas será interpretada de modo que excluya la apli-
cación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los
reclusos, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas
para la administración de la justicia de menores (Reglas
de Beijing), el Conjunto de Principios para la protección
de todas las personas sometidas a cualquier forma de
detención o prisión ni de ningún otro instrumento o
norma sobre derechos humanos reconocidos por la
comunidad internacional que guarden relación con el
tratamiento del delincuente y con la protección de sus
derechos humanos fundamentales. 

II. FASE ANTERIOR AL JUICIO

5. DISPOSICIONES PREVIAS AL JUICIO 

5.1. Cuando así proceda y sea compatible con el orde-
namiento jurídico, la policía, la fiscalía u otros organis-
mos que se ocupen de casos penales deberán estar
facultados para retirar los cargos contra el delincuente
si consideran que la protección de la sociedad, la pre-
vención del delito o la promoción del respeto a la ley y
los derechos de las víctimas no exigen llevar adelante el
caso. A efectos de decidir si corresponde el retiro de los
cargos o la institución de actuaciones, en cada ordena-
miento jurídico se formulará una serie de criterios bien
definidos. En casos de poca importancia el fiscal podrá
imponer las medidas adecuadas no privativas de la
libertad, según corresponda. 

6. LA PRISIÓN PREVENTIVA COMO ÚLTIMO RECURSO

6.1 En el procedimiento penal sólo se recurrirá a la pri-
sión preventiva como último recurso, teniendo debida-
mente en cuenta la investigación del supuesto delito y
la protección de la sociedad y de la víctima. 

6.2 Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva
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se aplicarán lo antes posible. La prisión preventiva no
deberá durar más del tiempo que sea necesario para
el logro de los objetivos indicados en la regla 6.1 y
deberá ser aplicada con humanidad y respeto por la
dignidad del ser humano. 

6.3 El delincuente tendrá derecho a apelar ante una auto-
ridad judicial u otra autoridad independiente y competen-
te en los casos en que se imponga prisión preventiva. 

III. FASE DE JUICIO Y SENTENCIA 

7. INFORMES DE INVESTIGACIÓN SOCIAL 

7.1 Cuando exista la posibilidad de preparar infor-
mes de investigación social, la autoridad judicial
podrá valerse de un informe preparado por un fun-
cionario u organismo competente y autorizado. El
informe contendrá información sobre el entorno
social del delincuente que sea pertinente al tipo de
infracción que comete habitualmente el individuo y
a los delitos que se le imputan. También deberá
contener información y recomendaciones que sean
pertinentes al procedimiento de fijación de conde-
nas. Deberá ceñirse a los hechos y ser objetivo e
imparcial; toda apreciación personal tendrá que for-
mularse claramente como tal. 

8. IMPOSICIÓN DE SANCIONES 

8.1 La autoridad judicial, que tendrá a su disposición
una serie de sanciones no privativas de la libertad, al
adoptar su decisión deberá tener en consideración las
necesidades de rehabilitación del delincuente, la pro-
tección de la sociedad y los intereses de la víctima,
quien será consultada cuando corresponda. 

8.2 Las autoridades competentes podrán tomar las
medidas siguientes: 
a) Sanciones verbales, como la amonestación, la
reprensión y la advertencia; 
b) Libertad condicional; 
c) Penas privativas de derechos o inhabilitaciones; 
d) Sanciones económicas y penas en dinero, como
multas y multas sobre los ingresos calculados por días; 
e) Incautación o confiscación; 
f) Mandamiento de restitución a la víctima o de indem-
nización; 
g) Suspensión de la sentencia o condena diferida; 
h) Régimen de prueba y vigilancia judicial; 
i) Imposición de servicios a la comunidad; 

j) Obligación de acudir regularmente a un centro
determinado; 
k) Arresto domiciliario; 
l) Cualquier otro régimen que no entrañe reclusión; 
m) Alguna combinación de las sanciones precedentes.

IV. FASE POSTERIOR A LA SENTENCIA 

9. MEDIDAS POSTERIORES A LA SENTENCIA 

9.1 Se pondrá a disposición de la autoridad competente
una amplia serie de medidas sustitutivas posteriores a la
sentencia a fin de evitar la reclusión y prestar asistencia a
los delincuentes para su pronta reinserción social.

9.2 Podrán aplicarse medidas posteriores a la senten-
cia como las siguientes: 
a) Permisos y centros de transición; 
b) Liberación con fines laborales o educativos; 
c) Distintas formas de libertad condicional; 
d) La remisión; 
e) El indulto. 

9.3 La decisión con respecto a las medidas posteriores
a la sentencia, excepto en el caso del indulto, será
sometida a la revisión de una autoridad judicial u otra
autoridad competente e independiente, si lo solicita el
delincuente. 

9.4 Se considerarán cuanto antes las posibilidades de
poner en libertad al recluso de un establecimiento y
asignarlo a un programa no privativo de la libertad. 

V. APLICACIÓN DE LAS MEDIDAS NO
PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD

10. RÉGIMEN DE VIGILANCIA 

10.1 El objetivo de la supervisión es disminuir la reinci-
dencia y ayudar al delincuente en su reinserción social
de manera que se reduzca a un mínimo la probabilidad
de que vuelva a la delincuencia.

10.2 Si la medida no privativa de la libertad entraña un
régimen de vigilancia, la vigilancia será ejercida por una
autoridad competente, en las condiciones concretas
que haya prescrito la ley. 

10.3 En el marco de cada medida no privativa de la liber-
tad, se determinará cuál es el tipo más adecuado de vigi-
lancia y tratamiento para cada caso particular con el pro-
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pósito de ayudar al delincuente a enmendar su conduc-
ta delictiva. El régimen de vigilancia y tratamiento se revi-
sará y reajustará periódicamente, cuando sea necesario. 

10.4 Se brindará a los delincuentes, cuando sea nece-
sario, asistencia psicológica, social y material y oportu-
nidades para fortalecer los vínculos con la comunidad y
facilitar su reinserción social. 

11. DURACIÓN 

11.1 La duración de las medidas no privativas de la
libertad no superará el plazo establecido por la autori-
dad competente de conformidad con la ley. 

11.2 Estará prevista la interrupción anticipada de la
medida en caso de que el delincuente haya reacciona-
do positivamente a ella. 

12. OBLIGACIONES 

12.1 Cuando la autoridad competente decida las obli-
gaciones que deberá cumplir el delincuente, tendrá en
cuenta las necesidades de la sociedad y las necesida-
des y los derechos del delincuente y de la víctima.

12.2 Las obligaciones que ha de cumplir el delincuente
serán prácticas, precisas y tan pocas como sea posible, y
tendrán por objeto reducir las posibilidades de reinciden-
cia en el comportamiento delictivo e incrementar las posi-
bilidades de reinserción social del delincuente, teniendo
en cuenta las necesidades de la víctima. 

12.3 Al comienzo de la aplicación de una medida no pri-
vativa de la libertad, el delincuente recibirá una explica-
ción, oral y escrita, de las condiciones que rigen la aplica-
ción de la medida, incluidos sus obligaciones y derechos. 

12.4 La autoridad competente podrá modificar las obliga-
ciones impuestas de conformidad con lo previsto en la legis-
lación y según el progreso realizado por el delincuente. 

13. PROCESO DE TRATAMIENTO 

13.1 En el marco de una medida no privativa de la
libertad determinada, cuando corresponda, se esta-
blecerán diversos sistemas, por ejemplo, ayuda psi-
cosocial individualizada, terapia de grupo, programas
residenciales y tratamiento especializado de distintas
categorías de delincuentes, para atender a sus nece-
sidades de manera más eficaz. 

13.2 El tratamiento deberá ser dirigido por profesiona-
les con adecuada formación y experiencia práctica. 

13.3 Cuando se decida que el tratamiento es necesario,
se hará todo lo posible por comprender la personalidad,
las aptitudes, la inteligencia y los valores del delincuen-
te, y especialmente las circunstancias que lo llevaron a
la comisión del delito. 

13.4 La autoridad competente podrá hacer participar a
la comunidad y a los sistemas de apoyo social en la apli-
cación de las medidas no privativas de la libertad. 

13.5 El número de casos asignados se mantendrá, en
lo posible, dentro de límites compatibles con la aplica-
ción eficaz de los programas de tratamiento. 

13.6 La autoridad competente abrirá y mantendrá un
expediente para cada delincuente. 

14. DISCIPLINA E INCUMPLIMIENTO 
DE LAS OBLIGACIONES

14.1 El incumplimiento de las obligaciones impuestas
al delincuente puede dar lugar a la modificación o revo-
cación de la medida no privativa de la libertad. 

14.2 La modificación o revocación de la medida no pri-
vativa de la libertad corresponderá a la autoridad com-
petente; procederá a ello solamente después de haber
examinado cuidadosamente los hechos aducidos por el
funcionario supervisor y por el delincuente. 

14.3 El fracaso de una medida no privativa de la liber-
tad no significará automáticamente la imposición de
una medida privativa de la libertad. 

14.4 En caso de modificación o revocación de la medida no
privativa de la libertad, la autoridad competente intentará
imponer una medida sustitutiva no privativa de la libertad
que sea adecuada. Sólo se podrá imponer la pena de pri-
sión cuando no haya otras medidas sustitutivas adecuadas. 

14.5 En caso de que el delincuente no cumpla las obliga-
ciones impuestas, la ley determinará a quién corresponde
dictar la orden de detenerlo o de mantenerlo bajo supervisión. 

14.6 En caso de modificación o revocación de la medi-
da no privativa de la libertad, el delincuente podrá recu-
rrir ante una autoridad judicial u otra autoridad compe-
tente e independiente. 
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VI. PERSONAL 

15. CONTRATACIÓN 

15.1 En la contratación del personal no se hará discri-
minación alguna por motivos de raza, color, sexo, edad,
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen
nacional o social, patrimonio, nacimiento o cualquier
otra condición. Los criterios para la contratación del per-
sonal tendrán en cuenta la política nacional en favor de
los sectores desfavorecidos y la diversidad de los delin-
cuentes que haya que supervisar. 

15.2 Las personas designadas para aplicar las medidas
no privativas de la libertad deberán ser personas aptas
para la función y, cuando sea posible, tener formación
profesional y experiencia práctica adecuadas. Estas
calificaciones se especificarán claramente. 

15.3 Para conseguir y contratar personal profesional
calificado se harán nombramientos con categoría de
funcionario público, sueldos adecuados y prestaciones
sociales que estén en consonancia con la naturaleza del
trabajo y se ofrecerán amplias oportunidades de pro-
greso profesional y ascenso. 

16. CAPACITACIÓN DEL PERSONAL 

16.1 El objetivo de la capacitación será explicar clara-
mente al personal sus funciones en lo que atañe a la
rehabilitación del delincuente, la garantía de los dere-
chos de los delincuentes y la protección de la sociedad.
Mediante capacitación, el personal también deberá
comprender la necesidad de cooperar y coordinar las
actividades con los organismos interesados. 

16.2 Antes de entrar en funciones, el personal recibirá
capacitación que comprenda información sobre el carác-
ter de las medidas no privativas de la libertad, los objeti-
vos de la supervisión y las distintas modalidades de apli-
cación de las medidas no privativas de la libertad. 

16.3 Después de la entrada en funciones, el personal
mantendrá y mejorará sus conocimientos y aptitudes
profesionales asistiendo a cursos de capacitación
durante el servicio y a cursos de actualización. Se pro-
porcionarán instalaciones adecuadas a ese efecto. 

VII. VOLUNTARIOS Y OTROS
RECURSOS COMUNITARIOS

17. PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD 

17.1 La participación de la sociedad debe alentarse
pues constituye un recurso fundamental y uno de los
factores más importantes para fortalecer los vínculos
entre los delincuentes sometidos a medidas no privati-
vas de la libertad y sus familias y la comunidad. Deberá
complementar la acción de la administración de la jus-
ticia penal. 

17.2 La participación de la sociedad será considerada
una oportunidad para que los miembros de la comuni-
dad contribuyan a su protección. 

18. COMPRENSIÓN Y COOPERACIÓN DE LA SOCIEDAD 

18.1 Debe alentarse a los organismos gubernamenta-
les, al sector privado y a la comunidad en general para
que apoyen a las organizaciones de voluntarios que
fomenten la aplicación de medidas no privativas de la
libertad. 

18.2 Se organizarán regularmente conferencias, semina-
rios, simposios y otras actividades para hacer cobrar con-
ciencia de la necesidad de que la sociedad participe en
la aplicación de medidas no privativas de la libertad. 

18.3 Se utilizarán todos los medios de comunicación
para propiciar una actitud constructiva en la comuni-
dad, que dé lugar a actividades que propicien una apli-
cación más amplia del régimen no privativo de la liber-
tad y la reinserción social de los delincuentes. 

18.4 Se hará todo lo posible por informar a la sociedad
acerca de la importancia de su función en la aplicación
de las medidas no privativas de la libertad. 

19. VOLUNTARIOS 

19.1 Los voluntarios serán seleccionados cuidadosa-
mente y contratados en función de las aptitudes y del
interés que demuestren en su labor. Se impartirá capa-
citación adecuada para el desempeño de las funciones
específicas que les hayan sido encomendadas y conta-
rán con el apoyo y asesoramiento de la autoridad com-
petente, a la que tendrán oportunidad de consultar. 
19.2 Los voluntarios alentarán a los delincuentes y a sus
familias a establecer vínculos significativos y contactos
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más amplios con la comunidad, brindándoles asesora-
miento y otras formas adecuadas de asistencia acorde
con sus capacidades y las necesidades del delincuente.

19.3 Los voluntarios estarán asegurados contra acci-
dentes, lesiones y daños a terceros en el ejercicio de
sus funciones. Les serán reembolsados los gastos auto-
rizados que hayan efectuado durante su trabajo.
Gozarán del reconocimiento público por los servicios
que presten en pro del bienestar de la comunidad.

VIII. INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN
Y FORMULACIÓN Y EVALUACIÓN DE
POLÍTICAS

20. INVESTIGACIÓN Y PLANIFICACIÓN 

20.1 Como aspecto esencial del proceso de planifica-
ción, se hará lo posible para que las entidades tanto
públicas como privadas colaboren en la organización y
el fomento de la investigación sobre la aplicación a los
delincuentes de un régimen no privativo de la libertad.

20.2 Se harán investigaciones periódicas de los proble-
mas que afectan a los destinatarios de las medidas, los
profesionales, la comunidad y los órganos normativos.

20.3 Dentro del sistema de justicia penal se crearán
mecanismos de investigación e información para reunir
y analizar datos y estadísticas sobre la aplicación a los
delincuentes de un régimen no privativo de la libertad.

21. FORMULACIÓN DE LA POLÍTICA Y ELABORACIÓN DE
PROGRAMAS

21.1 Se planificarán y aplicarán sistemáticamente pro-
gramas de medidas no privativas de la libertad como
parte integrante del sistema de justicia penal en el
marco del proceso nacional de desarrollo. 

21.2 Se efectuarán evaluaciones periódicas con miras
a lograr una aplicación más eficaz de las medidas no
privativas de la libertad. 

21.3 Se realizarán estudios periódicos para evaluar los
objetivos, el funcionamiento y la eficacia de las medidas
no privativas de la libertad.

22. VÍNCULOS CON ORGANISMOS Y ACTIVIDADES 
PERTINENTES

22.1 Se crearán a diversos niveles mecanismos apro-
piados para facilitar el establecimiento de vínculos entre
los servicios encargados de las medidas no privativas de
la libertad, otras ramas del sistema de justicia penal, y
los organismos de desarrollo y bienestar social, tanto
gubernamentales como no gubernamentales, en secto-
res como la salud, la vivienda, la educación, el trabajo y
los medios de comunicación. 

23. COOPERACIÓN INTERNACIONAL 

23.1 Se hará lo posible por promover la cooperación
científica entre los países en cuanto al régimen sin inter-
namiento. Deberán reforzarse la investigación, la capa-
citación, la asistencia técnica y el intercambio de infor-
mación entre los Estados Miembros sobre medidas no
privativas de la libertad, por conducto de los institutos
de las Naciones Unidas para la prevención del delito y
el tratamiento del delincuente y en estrecha colabora-
ción con la Subdivisión de Prevención del Delito y
Justicia Penal del Centro de Desarrollo Social y Asuntos
Humanitarios de la Secretaría de las Naciones Unidas. 

23.2 Deberán fomentarse los estudios comparados y la
armonización de las disposiciones legislativas para
ampliar la gama de opciones sin internamiento y facili-
tar su aplicación a través de las fronteras nacionales, de
conformidad con el Tratado modelo sobre el traspaso de
la vigilancia de los delincuentes bajo condena condicio-
nal o en libertad condicional. 
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I. PERSPECTIVAS FUNDAMENTALES

1. El sistema de justicia de menores deberá respetar los
derechos y la seguridad de los menores y fomentar su
bienestar físico y mental. El encarcelamiento deberá
usarse como último recurso. 

2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores de
conformidad con los principios y procedimientos esta-
blecidos en las presentes Reglas, así como en las
Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la admi-
nistración de la justicia de menores (Reglas de Beijing).
La privación de libertad de un menor deberá decidirse
como último recurso y por el período mínimo necesario
y limitarse a casos excepcionales. La duración de la
sanción debe ser determinada por la autoridad judicial
sin excluir la posibilidad de que el menor sea puesto en
libertad antes de ese tiempo. 

3. El objeto de las presentes Reglas es establecer nor-
mas mínimas aceptadas por las Naciones Unidas para
la protección de los menores privados de libertad en
todas sus formas, compatibles con los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales, con miras a contra-
rrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de deten-
ción y fomentar la integración en la sociedad. 

4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos
los menores, sin discriminación alguna por motivos de
raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad,
opinión política o de otra índole, prácticas o creencias
culturales, patrimonio, nacimiento, situación de familia,
origen étnico o social o incapacidad. Se deberán respe-
tar las creencias religiosas y culturales, así como las
prácticas y preceptos morales de los menores. 

5. Las Reglas están concebidas para servir de patrones
prácticos de referencia y para brindar alicientes y orien-
tación a los profesionales que participen en la adminis-
tración del sistema de justicia de menores. 

6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del perso-
nal de justicia de menores en sus idiomas nacionales.
Los menores que no conozcan suficientemente el idio-
ma hablado por el personal del establecimiento de
detención tendrán derecho a los servicios gratuitos de
un intérprete siempre que sea necesario, en particular
durante los reconocimientos médicos y las actuaciones
disciplinarias. 

7. Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar
las presentes Reglas a su legislación o modificarla en
consecuencia y establecer recursos eficaces en caso de
inobservancia, incluida la indemnización en los casos
en que se causen perjuicios a los menores. Los Estados
deberán además vigilar la aplicación de las Reglas. 

8. Las autoridades competentes procurarán sensibilizar
constantemente al público sobre el hecho de que el cui-
dado de los menores detenidos y su preparación para
su reintegración en la sociedad constituyen un servicio
social de gran importancia y, a tal efecto, se deberá
adoptar medidas eficaces para fomentar los contactos
abiertos entre los menores y la comunidad local. 

9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las pre-
sentes Reglas deberá interpretarse de manera que
excluya la aplicación de los instrumentos y normas per-
tinentes de las Naciones Unidas ni de los referentes a
los derechos humanos, reconocidos por la comunidad
internacional, que velen mejor por los derechos; la aten-
ción y la protección de los menores, de los niños y de
todos los jóvenes. 

10. En el caso de que la aplicación práctica de las
reglas específicas contenidas en las secciones II a V,
inclusive, sea incompatible con las reglas que figuran
en la presente sección estas últimas prevalecerán sobre
las primeras.
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II. ALCANCE Y APLICACIÓN DE LAS 
REGLAS

11. A los efectos de las presentes Reglas, deben apli-
carse las definiciones siguientes: 
a) Se entiende por menor toda persona de menos de
18 años de edad. La edad límite por debajo de la cual
no se permitirá privar a un niño de su libertad debe
fijarse por ley; 
b) Por privación de libertad se entiende toda forma de
detención o encarcelamiento, así como el internamien-
to en un establecimiento público o privado del que no
se permita salir al menor por su propia voluntad, por
orden de cualquier autoridad judicial, administrativa u
otra autoridad pública. 

12. La privación de la libertad deberá efectuarse en
condiciones y circunstancias que garanticen el respe-
to de los derechos humanos de los menores. Deberá
garantizarse a los menores recluidos en centros el
derecho a disfrutar de actividades y programas útiles
que sirvan para fomentar y asegurar su sano desarro-
llo y su dignidad, promover su sentido de responsabi-
lidad e infundirles actitudes y conocimientos que les
ayuden a desarrollar sus posibilidades como miem-
bros de la sociedad. 

13. No se deberá negar a los menores privados de
libertad, por razón de su condición, los derechos civi-
les, económicos, políticos, sociales o culturales que
les correspondan de conformidad con la legislación
nacional o el derecho internacional y que sean com-
patibles con la privación de la libertad. 

14. La protección de los derechos individuales de los
menores por lo que respecta especialmente a la lega-
lidad de la ejecución de las medidas de detención
será garantizada por la autoridad competente, mien-
tras que los objetivos de integración social deberán
garantizarse mediante inspecciones regulares y otras
formas de control llevadas a cabo, de conformidad
con las normas internacionales, la legislación y los
reglamentos nacionales, por un órgano debidamente
constituido que esté autorizado para visitar a los
menores y que no pertenezca a la administración del
centro de detención. 

15. Las presentes Reglas se aplican a todos los centros
y establecimientos de detención de cualquier clase o
tipo en donde haya menores privados de libertad. Las
partes I, II, IV y V de las Reglas se aplican a todos los

centros y establecimientos de internamiento en donde
haya menores detenidos, en tanto que la parte III se
aplica a menores bajo arresto o en espera de juicio. 

16. Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las
condiciones económicas, sociales y culturales impe-
rantes en cada Estado Miembro.

III. MENORES DETENIDOS 
O EN PRISIÓN PREVENTIVA

17. Se presume que los menores detenidos bajo arres-
to o en espera de juicio son inocentes y deberán ser tra-
tados como tales. En la medida de lo posible, deberá
evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales la
detención antes del juicio. En consecuencia, deberá
hacerse todo lo posible por aplicar medidas sustituto-
rias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención
preventiva, los tribunales de menores y los órganos de
investigación deberán atribuir máxima prioridad a la
más rápida tramitación posible de esos casos a fin de
que la detención sea lo más breve posible. Los meno-
res detenidos en espera de juicio deberán estar separa-
dos de los declarados culpables. 

18. Las condiciones de detención de un menor que no
haya sido juzgado deberán ajustarse a las reglas
siguientes, y a otras disposiciones concretas que resul-
ten necesarias y apropiadas, dadas las exigencias de la
presunción de inocencia, la duración de la detención y
la condición jurídica y circunstancias de los menores.
Entre esas disposiciones figurarán las siguientes, sin
que esta enumeración tenga carácter taxativo: 
a) Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurí-
dico y podrán solicitar asistencia jurídica gratuita, cuan-
do ésta exista, y comunicarse regularmente con sus
asesores jurídicos. Deberá respetarse el carácter priva-
do y confidencial de esas comunicaciones; 
b) Cuando sea posible, deberá darse a los menores la
oportunidad de efectuar un trabajo remunerado y de
proseguir sus estudios o capacitación, pero no serán
obligados a hacerlo. En ningún caso se mantendrá la
detención por razones de trabajo, de estudios o de
capacitación; 
c) Los menores estarán autorizados a recibir y conser-
var material de entretenimiento y recreo que sea com-
patible con los intereses de la administración de justicia.
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IV. LA ADMINISTRACIÓN DE 
LOS CENTROS DE MENORES

A. ANTECEDENTES

19. Todos los informes, incluidos los registros jurídicos y
médicos, las actas de las actuaciones disciplinarias, así
como todos los demás documentos relacionados con la
forma, el contenido y los datos del tratamiento deberán
formar un expediente personal y confidencial, que debe-
rá ser actualizado, accesible sólo a personas autorizadas
y clasificado de forma que resulte fácilmente comprensi-
ble. Siempre que sea posible, todo menor tendrá derecho
a impugnar cualquier hecho u opinión que figure en su
expediente, de manera que se puedan rectificar las afir-
maciones inexactas, infundadas o injustas. Para el ejerci-
cio de este derecho será necesario establecer procedi-
mientos que permitan a un tercero apropiado tener acce-
so al expediente y consultarlo, si así lo solicita. Al quedar
en libertad un menor su expediente será cerrado y, en su
debido momento, destruido. 

20. Ningún menor deberá ser admitido en un centro de
detención sin una orden válida de una autoridad judicial
o administrativa u otra autoridad pública. Los detalles
de esta orden deberán consignarse inmediatamente en
el registro. Ningún menor será detenido en ningún cen-
tro en el que no exista ese registro.

B. INGRESO, REGISTRO, DESPLAZAMIENTO Y TRASLADO

21. En todos los lugares donde haya menores deteni-
dos, deberá llevarse un registro completo y fiable de la
siguiente información relativa a cada uno de los meno-
res admitidos: 
a) Datos relativos a la identidad del menor; 
b) Las circunstancias del internamiento, así como sus
motivos y la autoridad con que se ordenó; 
c) El día y hora del ingreso, el traslado y la liberación; 
d) Detalles de la notificación de cada ingreso, traslado o
liberación del menor a los padres o tutores a cuyo cargo
estuviese en el momento de ser internado; 
e) Detalles acerca de los problemas de salud física y
mental conocidos, incluido el uso indebido de drogas y
de alcohol. 

22. La información relativa al ingreso, lugar de interna-
miento, traslado y liberación deberá notificarse sin
demora a los padres o tutores o al pariente más próxi-
mo del menor. 

23. Lo antes posible después del ingreso, se prepararán
y presentarán a la dirección informes completos y
demás información pertinente acerca de la situación
personal y circunstancias de cada menor. 

24. En el momento del ingreso, todos los menores
deberán recibir copia del reglamento que rija el centro
de detención y una descripción escrita de sus derechos
y obligaciones en un idioma que puedan comprender,
junto con la dirección de las autoridades competentes
ante las que puedan formular quejas, así como de los
organismos y organizaciones públicos o privados que
presten asistencia jurídica. Para los menores que sean
analfabetos o que no puedan comprender el idioma en
forma escrita, se deberá comunicar la información de
manera que se pueda comprender perfectamente. 

25. Deberá ayudarse a todos los menores a compren-
der los reglamentos que rigen la organización interna
del centro, los objetivos y metodología del tratamiento
dispensado, las exigencias y procedimientos disciplina-
rios, otros métodos autorizados para obtener informa-
ción y formular quejas y cualquier otra cuestión que les
permita comprender cabalmente sus derechos y obli-
gaciones durante el internamiento. 

26. El transporte de menores deberá efectuarse a
costa de la administración, en vehículos debidamen-
te ventilados e iluminados y en condiciones que no
les impongan de modo alguno sufrimientos físicos o
morales. Los menores no serán trasladados arbitraria-
mente de un centro a otro.

C. CLASIFICACIÓN Y ASIGNACIÓN

27. Una vez admitido un menor, será entrevistado lo antes
posible y se preparará un informe sicológico y social en el
que consten los datos pertinentes al tipo y nivel concretos
de tratamiento y programa que requiera el menor. Este
informe, junto con el preparado por el funcionario médico
que haya reconocido al menor en el momento del ingreso,
deberá presentarse al director a fin de decidir el lugar más
adecuado para la instalación del menor en el centro y deter-
minar el tipo y nivel necesarios de tratamiento y de progra-
ma que deberán aplicarse. Cuando se requiera tratamiento
rehabilitador especial, y si el tiempo de permanencia en la
institución lo permite, funcionarios calificados de la institu-
ción deberán preparar un plan de tratamiento individual por
escrito en que se especifiquen los objetivos del tratamiento,
el plazo y los medios, etapas y fases en que haya que pro-
curar los objetivos. 
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28. La detención de los menores sólo se producirá en
condiciones que tengan en cuenta plenamente sus nece-
sidades y situaciones concretas y los requisitos especia-
les que exijan su edad, personalidad, sexo y tipo de deli-
to, así como su salud física y mental, y que garanticen su
protección contra influencias nocivas y situaciones de
riesgo. El criterio principal para separar a los diversos gru-
pos de menores privados de libertad deberá ser la pres-
tación del tipo de asistencia que mejor se adapte a las
necesidades concretas de los interesados y la protección
de su bienestar e integridad físicos, mentales y morales. 

29. En todos los centros de detención, los menores
deberán estar separados de los adultos a menos que
pertenezcan a la misma familia. En situaciones contro-
ladas, podrá reunirse a los menores con adultos cuida-
dosamente seleccionados en el marco de un programa
especial cuya utilidad para los menores interesados
haya sido demostrada. 

30. Deben organizarse centros de detención abiertos
para menores. Se entiende por centros de detención
abiertos aquéllos donde las medidas de seguridad son
escasas o nulas. La población de esos centros de deten-
ción deberá ser lo menos numerosa posible. El número
de menores internado en centros cerrados deberá ser
también suficientemente pequeño a fin de que el trata-
miento pueda tener carácter individual. Los centros de
detención para menores deberán estar descentralizados
y tener un tamaño que facilite el acceso de las familias de
los menores y su contactos con ellas. Convendrá estable-
cer pequeños centros de detención e integrarlos en el
entorno social, económico y cultural de la comunidad.

D. MEDIO FÍSICO Y ALOJAMIENTO

31. Los menores privados de libertad tendrán derecho
a contar con locales y servicios que satisfagan todas las
exigencias de la higiene y de la dignidad humana.

32. El diseño de los centros de detención para menores
y el medio físico deberán responder a su finalidad, es
decir, la rehabilitación de los menores en tratamiento de
internado, teniéndose debidamente en cuenta la nece-
sidad del menor de intimidad, de estímulos sensoriales,
de posibilidades de asociación con sus compañeros y
de participación en actividades de esparcimiento. El
diseño y la estructura de los centros de detención para
menores deberán ser tales que reduzcan al mínimo el
riesgo de incendio y garanticen una evacuación segura
de los locales. Deberá haber un sistema eficaz de alar-

ma en los casos de incendio, así como procedimientos
establecidos y ejercicios de alerta que garanticen la
seguridad de los menores. Los centros de detención no
estarán situados en zonas de riesgos conocidos para la
salud o donde existan otros peligros. 

33. Los locales para dormir deberán consistir normal-
mente en dormitorios para pequeños grupos o en dormi-
torios individuales, teniendo presentes las normas del
lugar. Por la noche, todas las zonas destinadas a dormi-
torios colectivos, deberán ser objeto de una vigilancia
regular y discreta para asegurar la protección de todos los
menores. Cada menor dispondrá, según los usos locales
o nacionales, de ropa de cama individual suficiente, que
deberá entregarse limpia, mantenerse en buen estado y
mudarse con regularidad por razones de aseo. 

34. Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel
adecuado y estar situadas de modo que el menor
pueda satisfacer sus necesidades físicas en la intimidad
y en forma aseada y decente. 

35. La posesión de efectos personales es un elemento
fundamental del derecho a la intimidad y es indispensa-
ble para el bienestar sicológico del menor. Deberá reco-
nocerse y respetarse plenamente el derecho de todo
menor a poseer efectos personales y a disponer de luga-
res seguros para guardarlos. Los efectos personales del
menor que éste decida no conservar o que le sean con-
fiscados deberán depositarse en lugar seguro. Se hará un
inventario de dichos efectos que el menor firmará y se
tomarán las medidas necesarias para que se conserven
en buen estado. Todos estos artículos, así como el dine-
ro, deberán restituirse al menor al ponerlo en libertad,
salvo el dinero que se le haya autorizado a gastar o los
objetos que haya remitido al exterior. Si el menor recibe
medicamentos o se descubre que los posee, el médico
deberá decidir el uso que deberá hacerse de ellos. 

36. En la medida de lo posible, los menores tendrán
derecho a usar sus propias prendas de vestir. Los cen-
tros de detención velarán por que todos los menores
dispongan de prendas personales apropiadas al clima y
suficientes para mantenerlos en buena salud. Dichas
prendas no deberán ser en modo alguno degradantes
ni humillantes. Los menores que salgan del centro o a
quienes se autorice a abandonarlo con cualquier fin
podrán vestir sus propias prendas. 

37. Todos los centros de detención deben garantizar que
todo menor disponga de una alimentación adecuada-
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mente preparada y servida a las horas acostumbradas,
en calidad y cantidad que satisfagan las normas de la die-
tética, la higiene y la salud y, en la medida de lo posible,
las exigencias religiosas y culturales. Todo menor deberá
disponer en todo momento de agua limpia y potable.

E. EDUCACIÓN, FORMACIÓN PROFESIONAL Y TRABAJO

38. Todo menor en edad de escolaridad obligatoria ten-
drá derecho a recibir una enseñanza adaptada a sus
necesidades y capacidades y destinada a prepararlo
para su reinserción en la sociedad. Siempre que sea
posible, esta enseñanza deberá impartirse fuera del
establecimiento, en escuelas de la comunidad, y en
todo caso, a cargo de maestros competentes, mediante
programas integrados en el sistema de instrucción
pública, a fin de que, cuando sean puestos en libertad,
los menores puedan continuar sus estudios sin dificul-
tad. La administración de los establecimientos deberá
prestar especial atención a la enseñanza de los meno-
res de origen extranjero o con necesidades culturales o
étnicas particulares. Los menores analfabetos o que
presenten problemas cognitivos o de aprendizaje ten-
drán derecho a enseñanza especial. 

39. Deberá autorizarse y alentarse a los menores que
hayan superado la edad de escolaridad obligatoria y
que deseen continuar sus estudios a que lo hagan, y
deberá hacerse todo lo posible por que tengan acceso
a programas de enseñanza adecuados. 

40. Los diplomas o certificados de estudios otorgados a
los menores durante su detención no deberán indicar
en ningún caso que los menores han estado recluidos. 

41. Todo centro de detención deberá facilitar el acceso
de los menores a una biblioteca bien provista de libros
y periódicos instructivos y recreativos que sean adecua-
dos; se deberá estimular y permitir que utilicen al máxi-
mo los servicios de la biblioteca. 

42. Todo menor tendrá derecho a recibir formación
para ejercer una profesión que lo prepare para un futu-
ro empleo. 

43. Teniendo debidamente en cuenta una selección
profesional racional y las exigencias de la administra-
ción del establecimiento, los menores deberán poder
optar por la clase de trabajo que deseen realizar. 

44. Deberán aplicarse a los menores privados de liber-

tad todas las normas nacionales e internacionales de
protección que se aplican al trabajo de los niños y a los
trabajadores jóvenes.

45. Siempre que sea posible, deberá darse a los
menores la oportunidad de realizar un trabajo remu-
nerado, de ser posible en el ámbito de la comunidad
local, que complemente la formación profesional
impartida a fin de aumentar la posibilidad de que
encuentren un empleo conveniente cuando se reinte-
gren a sus comunidades. El tipo de trabajo deberá ser
tal que proporcione una formación adecuada y útil
para los menores después de su liberación. La orga-
nización y los métodos de trabajo que haya en los
centros de detención deberán asemejarse lo más
posible a los de trabajos similares en la comunidad, a
fin de preparar a los menores para las condiciones
laborales normales. 

46. Todo menor que efectúe un trabajo tendrá dere-
cho a una remuneración justa. El interés de los meno-
res y de su formación profesional no deberá subordi-
narse al propósito de obtener beneficios para el cen-
tro de detención o para un tercero. Una parte de la
remuneración del menor debería reservarse de ordi-
nario para constituir un fondo de ahorro que le será
entregado cuando quede en libertad. El menor debe-
ría tener derecho a utilizar el remanente de esa remu-
neración para adquirir objetos destinados a su uso
personal, indemnizar a la víctima perjudicada por su
delito, o enviarlo a su propia familia o a otras perso-
nas fuera del centro.

F. ACTIVIDADES RECREATIVAS

47. Todo menor deberá disponer diariamente del
tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos al
aire libre si el clima lo permite, durante el cual se pro-
porcionará normalmente una educación recreativa y
física adecuada. Para estas actividades, se pondrán a
su disposición terreno suficiente y las instalaciones y
el equipo necesarios. Todo menor deberá disponer
diariamente de tiempo adicional para actividades de
esparcimiento, parte de las cuales deberán dedicar-
se, si el menor así lo desea, a desarrollar aptitudes en
artes y oficios. El centro de detención deberá velar
por que cada menor esté físicamente en condiciones
de participar en los programas de educación física
disponibles. Deberá ofrecerse educación física
correctiva y terapéutica, bajo supervisión médica, a
los menores que la necesiten.
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G. RELIGIÓN

48. Deberá autorizarse a todo menor a cumplir sus obli-
gaciones religiosas y satisfacer sus necesidades espiri-
tuales, permitiéndose participar en los servicios o reu-
niones organizados en el establecimiento o celebrar sus
propios servicios y tener en su poder libros u objetos de
culto y de instrucción religiosa de su confesión. Si en un
centro de detención hay un número suficiente de
menores que profesan una determinada religión, debe-
rá nombrase o admitirse a uno o más representantes
autorizados de ese culto que estarán autorizados para
organizar periódicamente servicios religiosos y efectuar
visitas pastorales particulares a los menores de su reli-
gión, previa solicitud de ellos. Todo menor tendrá dere-
cho a recibir visitas de un representante calificado de
cualquier religión de su elección, a no participar en ser-
vicios religiosos y rehusar libremente la enseñanza, el
asesoramiento o el adoctrinamiento religioso.

H. ATENCIÓN MÉDICA

49. Todo menor deberá recibir atención médica adecua-
da, tanto preventiva como correctiva, incluida atención
odontológica, oftalmológica y de salud mental, así como
los productos farmacéuticos y dietas especiales que
hayan sido recetados por un médico. Normalmente, toda
esta atención médica debe prestarse cuando sea posible
a los jóvenes reclusos por conducto de los servicios e ins-
talaciones sanitarios apropiados de la comunidad en que
esté situado el centro de detención, a fin de evitar que se
estigmatice al menor y de promover su dignidad personal
y su integración en la comunidad. 

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por
un médico inmediatamente después de su ingreso en
un centro de menores, con objeto de hacer constar
cualquier prueba de malos tratos anteriores y verificar
cualquier estado físico o mental que requiera aten-
ción médica. 

51. Los servicios médicos a disposición de los menores
deberán tratar de detectar y tratar toda enfermedad físi-
ca o mental, todo uso indebido de sustancias químicas
y cualquier otro estado que pudiera constituir un obstá-
culo para la integración del joven en la sociedad. Todo
centro de detención de menores deberá tener acceso
inmediato a instalaciones y equipo médicos adecuados
que guarden relación con el número y las necesidades
de sus residentes, así como personal capacitado en
atención sanitaria preventiva y en tratamiento de urgen-

cias médicas. Todo menor que esté enfermo, se queje
de enfermedad o presente síntomas de dificultades físi-
cas o mentales deberá ser examinado rápidamente por
un funcionario médico. 

52. Todo funcionario médico que tenga razones para
estimar que la salud física o mental de un menor ha sido
afectada, o pueda serlo, por el internamiento prolongado,
una huelga de hambre o cualquier circunstancia del
internamiento, deberá comunicar inmediatamente este
hecho al director del establecimiento y a la autoridad
independiente responsable del bienestar del menor. 

53. Todo menor que sufra una enfermedad mental
deberá recibir tratamiento en una institución especiali-
zada bajo supervisión médica independiente. Se adop-
tarán medidas, de acuerdo con los organismos compe-
tentes, para que pueda continuar cualquier tratamiento
de salud mental que requiera después de la liberación. 

54. Los centros de detención de menores deberán
organizar programas de prevención del uso indebido de
drogas y de rehabilitación administrados por personal
calificado. Estos programas deberán adaptarse a la
edad, al sexo y otras circunstancias de los menores
interesados, y deberán ofrecerse servicios de desintoxi-
cación dotados de personal calificado a los menores
toxicómanos o alcohólicos. 

55. Sólo se administrará medicamentos para un trata-
miento necesario o por razones médicas y, cuando se
pueda, después de obtener el consentimiento del
menor debidamente informado. En particular, no se
deben administrar para obtener información o confe-
sión, ni como sanción o medio de reprimir al menor. Los
menores nunca servirán como objeto para experimen-
tar el empleo de fármacos o tratamientos. La adminis-
tración de cualquier fármaco deberá ser siempre auto-
rizada y efectuada por personal médico calificado.

I. NOTIFICACIÓN DE ENFERMEDAD, ACCIDENTE Y
DEFUNCIÓN

56. La familia o el tutor de un menor, o cualquier otra per-
sona designada por dicho menor, tienen el derecho de
ser informados, si así lo solicitan, del estado de salud del
menor y en el caso de que se produzca un cambio
importante en él. El director del centro de detención
deberá notificar inmediatamente a la familia o al tutor del
menor, o a cualquier otra persona designada por él, en
caso de fallecimiento, enfermedad que requiera el trasla-
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do del menor a un centro médico fuera del centro, o un
estado que exija un tratamiento de más de 48 horas en
el servicio clínico del centro de detención. También se
deberá notificar a las autoridades consulares del Estado
de que sea ciudadano el menor extranjero. 

57. En caso de fallecimiento de un menor durante el perí-
odo de privación de libertad, el pariente más próximo ten-
drá derecho a examinar el certificado de defunción, a
pedir que le muestren el cadáver y disponer su último
destino en la forma que decida. En caso de fallecimiento
de un menor durante su internamiento, deberá practi-
carse una investigación independiente sobre las causas
de la defunción, cuyas conclusiones deberán quedar a
disposición del pariente más próximo. Dicha investiga-
ción deberá practicarse cuando el fallecimiento del
menor se produzca dentro de los seis meses siguientes a
la fecha de su liberación del centro de detención y cuan-
do haya motivos para creer que el fallecimiento guarda
relación con el período de reclusión. 

58. Deberá informarse al menor inmediatamente del
fallecimiento, o de la enfermedad o el accidente graves
de un familiar inmediato y darle la oportunidad de asis-
tir al funeral del fallecido o, en caso de enfermedad
grave de un pariente, a visitarlo en su lecho de enfermo.

J. CONTACTOS CON LA COMUNIDAD EN GENERAL

59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para
que los menores tengan una comunicación adecuada
con el mundo exterior, pues ella es parte integrante del
derecho a un tratamiento justo y humanitario y es indis-
pensable para preparar la reinserción de los menores en
la sociedad. Deberá autorizarse a los menores a comuni-
carse con sus familiares, sus amigos y otras personas o
representantes de organizaciones prestigiosas del exte-
rior, a salir de los centros de detención para visitar su
hogar y su familia, y se darán permisos especiales para
salir del establecimiento por motivos educativos, profe-
sionales u otras razones de importancia. En caso de que
el menor esté cumpliendo una condena, el tiempo trans-
currido fuera de un establecimiento deberá computarse
como parte del período de cumplimiento de la sentencia. 

60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regula-
res y frecuentes, en principio una vez por semana y por
lo menos una vez al mes, en condiciones que respeten
la necesidad de intimidad del menor, el contacto y la
comunicación sin restricciones con la familia y con el
abogado defensor. 

61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por
escrito o por teléfono, al menos dos veces por semana,
con la persona de su elección, salvo que se le haya
prohibido legalmente hacer uso de este derecho, y
deberá recibir la asistencia necesaria para que pueda
ejercer eficazmente ese derecho. Todo menor tendrá
derecho a recibir correspondencia. 

62. Los menores deberán tener la oportunidad de infor-
marse periódicamente de los acontecimientos por la
lectura de diarios, revistas u otras publicaciones,
mediante el acceso a programas de radio y televisión y
al cine, así como a través de visitas de los representan-
tes de cualquier club u organización de carácter lícito
en que el menor esté interesado.

K. LIMITACIONES DE LA COERCIÓN FÍSICA Y DEL USO DE
LA FUERZA

63. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos de
coerción y a la fuerza con cualquier fin, salvo en los
casos establecidos en el artículo 64 infra. 

64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instru-
mentos de coerción en casos excepcionales, cuando se
hayan agotado y hayan fracasado todos los demás
medios de control y sólo de la forma expresamente
autorizada y descrita por una ley o un reglamento. Esos
instrumentos no deberán causar humillación ni degra-
dación y deberán emplearse de forma restrictiva y sólo
por el lapso estrictamente necesario. Por orden del
director de la administración, podrán utilizarse esos ins-
trumentos para impedir que el menor lesione a otros o
a sí mismo o cause importantes daños materiales. En
esos casos, el director deberá consultar inmediatamen-
te al personal médico y otro personal competente e
informar a la autoridad administrativa superior. 

65. En todo centro donde haya menores detenidos
deberá prohibirse al personal portar y utilizar armas.

L. PROCEDIMIENTOS DISCIPLINARIOS

66. Todas las medidas y procedimientos disciplinarios
deberán contribuir a la seguridad y a una vida comuni-
taria ordenada y ser compatibles con el respeto de la
dignidad inherente del menor y con el objetivo funda-
mental del tratamiento institucional, a saber, infundir un
sentimiento de justicia y de respeto por uno mismo y
por los derechos fundamentales de toda persona. 
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67. Estarán estrictamente prohibidas todas las medidas
disciplinarias que constituyan un trato cruel, inhumano
o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclu-
sión en celda oscura y las penas de aislamiento o de
celda solitaria, así como cualquier otra sanción que
pueda poner en peligro la salud física o mental del
menor. Estarán prohibidas, cualquiera que sea su fina-
lidad, la reducción de alimentos y la restricción o dene-
gación de contacto con familiares. El trabajo será consi-
derado siempre un instrumento de educación y un
medio de promover el respeto del menor por sí mismo,
como preparación para su reinserción en la comunidad,
y nunca deberá imponerse a título de sanción discipli-
naria. No deberá sancionarse a ningún menor más de
una vez por la misma infracción disciplinaria. Deberán
prohibirse las sanciones colectivas. 

68. Las leyes o reglamentos aprobados por la autoridad
administrativa competente deberán establecer normas
relativas a los siguientes elementos, teniendo plena-
mente en cuenta las características, necesidades y
derechos fundamentales del menor: 
a) La conducta que constituye una infracción a la disci-
plina; 
b) El carácter y la duración de las sanciones disciplina-
rias que se pueden aplicar; 
c) La autoridad competente para imponer esas sancio-
nes; 
d) La autoridad competente en grado de apelación. 

69. Los informes de mala conducta serán presentados
de inmediato a la autoridad competente, la cual deberá
decidir al respecto sin demoras injustificadas. La autori-
dad competente deberá examinar el caso con deteni-
miento.

70. Ningún menor estará sujeto a sanciones disciplina-
rias que no se ajusten estrictamente a lo dispuesto en
las leyes o los reglamentos en vigor. No deberá sancio-
narse a ningún menor a menos que haya sido informa-
do debidamente de la infracción que le es imputada, en
forma que el menor comprenda cabalmente, y que se
le haya dado la oportunidad de presentar su defensa,
incluido el derecho de apelar a una autoridad imparcial
competente. Deberá levantarse un acta completa de
todas las actuaciones disciplinarias. 

71. Ningún menor deberá tener a su cargo funciones
disciplinarias, salvo en lo referente a la supervisión de
ciertas actividades sociales, educativas o deportivas o
programas de autogestión.

M. INSPECCIÓN Y RECLAMACIONES

72. Los inspectores calificados o una autoridad debida-
mente constituida de nivel equivalente que no perte-
nezca a la administración del centro deberán estar
facultados para efectuar visitas periódicas, y a hacerlas
sin previo aviso, por iniciativa propia, y para gozar de
plenas garantías de independencia en el ejercicio de
esta función. Los inspectores deberán tener acceso sin
restricciones a todas las personas empleadas o que tra-
bajen en los establecimientos o instalaciones donde
haya o pueda haber menores privados de libertad, a
todos los menores y a toda la documentación de los
establecimientos. 

73. En las inspecciones deberán participar funciona-
rios médicos especializados adscritos a la entidad ins-
pectora o al servicio de salud pública, quienes eva-
luarán el cumplimiento de las reglas relativas al
ambiente físico, la higiene, el alojamiento, la comida,
el ejercicio y los servicios médicos, así como cuales-
quiera otros aspectos o condiciones de la vida del
centro que afecten a la salud física y mental de los
menores. Todos los menores tendrán derecho a
hablar confidencialmente con los inspectores. 

74. Terminada la inspección, el inspector deberá pre-
sentar un informe sobre sus conclusiones. Este informe
incluirá una evaluación de la forma en que el centro de
detención observa las presentes Reglas y las disposi-
ciones pertinentes de la legislación nacional, así como
recomendaciones acerca de las medidas que se consi-
deren necesarias para garantizar su observancia. Todo
hecho descubierto por un inspector que parezca indicar
que se ha producido una violación de las disposiciones
legales relativas a los derechos de los menores o al fun-
cionamiento del centro de detención para menores
deberá comunicarse a las autoridades competentes
para que lo investigue y exija las responsabilidades
correspondientes. 

75. Todo menor deberá tener la oportunidad de pre-
sentar en todo momento peticiones o quejas al director
del establecimiento o a su representante autorizado. 

76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía
prescrita y sin censura en cuanto al fondo, una peti-
ción o queja a la administración central de los esta-
blecimientos para menores, a la autoridad judicial o
cualquier otra autoridad competente, y a ser informa-
do sin demora de la respuesta. 
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77. Debería procurarse la creación de un cargo indepen-
diente de mediador, facultado para recibir e investigar las
quejas formuladas por los menores privados de libertad y
ayudar a la consecución de soluciones equitativas. 

78. A los efectos de formular una queja, todo menor
tendrá derecho a solicitar asistencia a miembros de su
familia, asesores jurídicos, grupos humanitarios u otros
cuando sea posible. Se prestará asistencia a los meno-
res analfabetos cuando necesiten recurrir a los servicios
de organismos u organizaciones públicos o privados
que brindan asesoramiento jurídico o que son compe-
tentes para recibir reclamaciones.

N. REINTEGRACIÓN EN LA COMUNIDAD

79. Todos los menores deberán beneficiarse de medi-
das concebidas para ayudarles a reintegrarse en la
sociedad, la vida familiar y la educación o el trabajo des-
pués de ser puestos en libertad. A tal fin se deberán
establecer procedimientos, inclusive la libertad antici-
pada, y cursos especiales.

80. Las autoridades competentes deberán crear o recu-
rrir a servicios que ayuden a los menores a reintegrarse
en la sociedad y contribuyan a atenuar los prejuicios que
existen contra esos menores. Estos servicios, en la medi-
da de lo posible, deberán proporcionar al menor aloja-
miento, trabajo y vestidos convenientes, así como los
medios necesarios para que pueda mantenerse después
de su liberación para facilitar su feliz reintegración. Los
representantes de organismos que prestan estos servi-
cios deberán ser consultados y tener acceso a los meno-
res durante su internamiento con miras a la asistencia
que les presten para su reinserción en la comunidad.

V. PERSONAL

81. El personal deberá ser competente y contar con un
número suficiente de especialistas, como educadores, ins-
tructores profesionales, asesores, asistentes sociales, siquia-
tras y sicólogos. Normalmente, esos funcionarios y otros
especialistas deberán formar parte del personal permanen-
te, pero ello no excluirá los auxiliares a tiempo parcial o
voluntarios cuando resulte apropiado y beneficioso por el
nivel de apoyo y formación que puedan prestar. Los centros
de detención deberán aprovechar todas las posibilidades y
modalidades de asistencia correctivas, educativas, morales,
espirituales y de otra índole disponibles en la comunidad y
que sean idóneas, en función de las necesidades y los pro-
blemas particulares de los menores recluidos. 

82. La administración deberá seleccionar y contratar cui-
dadosamente al personal de todas las clases y categorías,
por cuanto la buena marcha de los centros de detención
depende de su integridad, actitud humanitaria, capacidad
y competencia profesional para tratar con menores, así
como de sus dotes personales para el trabajo. 

83. Para alcanzar estos objetivos, deberán designarse
funcionarios profesionales con una remuneración sufi-
ciente para atraer y retener a hombres y mujeres capa-
ces. Deberá darse en todo momento estímulos a los fun-
cionarios de los centros de detención de menores para
que desempeñen sus funciones y obligaciones profesio-
nales en forma humanitaria, dedicada, profesional, justa
y eficaz, se comporten en todo momento de manera tal
que merezca y obtenga el respeto de los menores y brin-
den a éstos un modelo y una perspectiva positivos. 

84. La administración deberá adoptar formas de orga-
nización y gestión que faciliten la comunicación entre
las diferentes categorías del personal de cada centro de
detención para intensificar la cooperación entre los
diversos servicios dedicados a la atención de los meno-
res, así como entre el personal y la administración, con
miras a conseguir que el personal que está en contacto
directo con los menores pueda actuar en condiciones
que favorezcan el desempeño eficaz de sus tareas. 

85. El personal deberá recibir una formación que le per-
mita desempeñar eficazmente sus funciones, en parti-
cular la capacitación en sicología infantil, protección de
la infancia y criterios y normas internacionales de dere-
chos humanos y derechos del niño, incluidas las pre-
sentes Reglas. El personal deberá mantener y perfec-
cionar sus conocimientos y capacidad profesional asis-
tiendo a cursos de formación en el servicio que se orga-
nizarán a intervalos apropiados durante toda su carrera. 

86. El director del centro deberá estar debidamente cali-
ficado para su función por su capacidad administrativa,
una formación adecuada y su experiencia en la materia y
deberá dedicar todo su tiempo a su función oficial. 

87. En el desempeño de sus funciones, el personal de
los centros de detención deberá respetar y proteger la
dignidad y los derechos humanos fundamentales de
todos los menores y, en especial: 
a) Ningún funcionario del centro de detención o de la
institución podrá infligir, instigar o tolerar acto alguno de
tortura ni forma alguna de trato, castigo o medida
correctiva o disciplinaria severo, cruel, inhumano o
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degradante bajo ningún pretexto o circunstancia de
cualquier tipo; 
b) Todo el personal deberá impedir y combatir severa-
mente todo acto de corrupción, comunicándolo sin
demora a las autoridades competentes; 
c) Todo el personal deberá respetar las presentes
Reglas. Cuando tenga motivos para estimar que estas
Reglas han sido gravemente violadas o puedan serlo,
deberá comunicarlo a sus autoridades superiores u
órganos competentes facultados para supervisar o
remediar la situación; 
d) Todo el personal deberá velar por la cabal protección
de la salud física y mental de los menores, incluida la
protección contra la explotación y el maltrato físico,
sexual y emocional, y deberá adoptar con urgencia
medidas para que reciban atención médica siempre
que sea necesario; 
e) Todo el personal deberá respetar el derecho de los
menores a la intimidad y, en particular, deberá respetar
todas las cuestiones confidenciales relativas a los meno-
res o sus familias que lleguen a conocer en el ejercicio
de su actividad profesional; 
f) Todo el personal deberá tratar de reducir al mínimo
las diferencias entre la vida dentro y fuera del centro de
detención que tiendan a disminuir el respeto debido a
la dignidad de los menores como seres humanos.
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PRIMERA PARTE

PRINCIPIOS GENERALES

1. Orientaciones fundamentales
1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia
con sus respectivos intereses generales, promover el
bienestar del menor y de su familia. 
1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear con-
diciones que garanticen al menor una vida significativa
en la comunidad fomentando, durante el período de
edad en que el menor es más propenso a un comporta-
miento desviado, un proceso de desarrollo personal y
educación lo más exento de delito y delincuencia posible. 
1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin
de reducir la necesidad de intervenir con arreglo a la ley,
y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo
al menor que tenga problemas con la ley, se concederá
la debida importancia a la adopción de medidas concre-
tas que permitan movilizar plenamente todos los recursos
disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios y
otros grupos de carácter comunitario, así como las escue-
las y otras instituciones de la comunidad. 
1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una
parte integrante del proceso de desarrollo nacional de
cada país y deberá administrarse en el marco general
de justicia social para todos los menores, de manera
que contribuya a la protección de los jóvenes y al man-
tenimiento del orden pacífico de la sociedad. 
1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contex-
to de las condiciones económicas, sociales y culturales
que predominen en cada uno de los Estados Miembros. 
1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccio-
narán y coordinarán sistemáticamente con miras a ele-
var y mantener la competencia de sus funcionarios, e
incluso los métodos, enfoques y actitudes adoptados.
Comentario
Estas orientaciones básicas de carácter general se

refieren a la política social en su conjunto y tienen por
objeto promover el bienestar del menor en la mayor
medida posible, lo que permitiría reducir al mínimo el
número de casos en que haya de intervenir el siste-
ma de justicia de menores y, a su vez, reduciría al
mínimo los perjuicios que normalmente ocasiona
cualquier tipo de intervención. Esas medidas de aten-
ción de los menores con fines de prevención del deli-
to antes del comienzo de la vida delictiva constituyen
requisitos básicos de política destinados a obviar la
necesidad de aplicar las presentes Reglas. 
Las reglas 1.1 a 1.3 señalan el importante papel que
una política social constructiva respecto al menor
puede desempeñar, entre otras cosas, en la preven-
ción del delito y la delincuencia juveniles. La regla 1.4
define la justicia de menores como parte integrante
de la justicia social por los menores, mientras que la
regla 1.6 se refiere a la necesidad de perfeccionar la
justicia de menores de manera continua, para que no
quede a la zaga de la evolución de una política social
progresiva en relación con el menor en general,
teniendo presente la necesidad de mejorar de mane-
ra coherente los servicios de personal. 
La regla 1.5 procura tener en cuenta las condiciones
imperantes en los Estados Miembros, que podrían oca-
sionar que la manera de aplicar determinadas reglas en
uno de ellos fuera necesariamente diferente de la
manera adoptada en otros Estados.

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas
2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continua-
ción se aplicarán a los menores delincuentes con
imparcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición
económica, nacimiento o cualquier otra condición. 
2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados
Miembros aplicarán las definiciones siguientes en
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forma compatible con sus respectivos sistemas y con-
ceptos jurídicos: 
a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al siste-
ma jurídico respectivo, puede ser castigado por un deli-
to en forma diferente a un adulto; 
b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión)
penado por la ley con arreglo al sistema jurídico de que
se trate; y 
c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha
imputado la comisión de un delito o se le ha considera-
do culpable de la comisión de un delito. 
2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promul-
gar un conjunto de leyes, normas y disposiciones apli-
cables específicamente a los menores delincuentes, así
como a los órganos e instituciones encargados de las
funciones de administración de la justicia de menores,
conjunto que tendrá por objeto: 
a) Responder a las diversas necesidades de los meno-
res delincuentes, y al mismo tiempo proteger sus dere-
chos básicos; 
b) Satisfacer las necesidades de la sociedad; 
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se
enuncian a continuación.
Comentario
Las Reglas mínimas se han formulado deliberadamen-
te de manera que sean aplicables en diferentes siste-
mas jurídicos y, al mismo tiempo, establezcan algunas
normas mínimas para el tratamiento de los menores
delincuentes con arreglo a cualquier definición de la
noción de joven y a cualquier sistema de tratamiento de
los menores delincuentes. Las Reglas se aplicarán
siempre con imparcialidad y sin distinción alguna. 
Por lo tanto, la regla 2.1 destaca la importancia de que
las Reglas se apliquen siempre con imparcialidad y sin
distinción alguna. Su formación responde al principio 2
de la Declaración de los Derechos del Niño. 
La regla 2.2 define “menor” y “delito” como compo-
nentes del concepto de “menor delincuente”, que es el
objeto principal de las presentes Reglas mínimas (no
obstante, véanse también las reglas 3 y 4). Cabe seña-
lar que las reglas disponen expresamente que corres-
ponderá a cada sistema jurídico nacional fijar las eda-
des mínima y máxima a estos efectos, respetando así
cabalmente los sistemas económico, social, político,
cultural y jurídico de los Estados Miembros. Ello signifi-
ca que la noción de “menor” se aplicará a jóvenes de
edades muy diferentes, edades que van de los 7 años
hasta los 18 años o más. Dicha flexibilidad parece ine-
vitable en vista de la diversidad de sistemas jurídicos
nacionales, tanto más cuanto que no restringe los efec-
tos de las Reglas mínimas. 

La regla 2.3 responde a la necesidad de leyes naciona-
les que tengan expresamente por objeto la aplicación
óptima de las Reglas mínimas, tanto desde un punto de
vista jurídico como práctico.

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas
3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo
se aplicarán a los menores delincuentes, sino también
a los menores que puedan ser procesados por realizar
cualquier acto concreto que no sea punible tratándose
del comportamiento de los adultos. 
3.2 Se procurará extender el alcance de los principios
contenidos en las Reglas a todos los menores com-
prendidos en los procedimientos relativos a la atención
al menor y a su bienestar. 
3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los
principios contenidos en las Reglas a los delincuentes
adultos jóvenes.
Comentario
La regla 3 amplía el ámbito de aplicación de la protec-
ción otorgada por las Reglas mínimas para la adminis-
tración de la justicia de menores de modo que abarque: 
a) Los llamados “delitos en razón de su condición” pre-
vistos en diversos sistemas jurídicos nacionales con
arreglo a los cuales se considera delito en los menores
una gama de comportamiento distinta y, por lo general,
más amplia que en el caso de los adultos (por ejemplo,
ausencias injustificadas, desobediencia en la escuela y
en la familia, ebriedad en público, etc.) (regla 3.1); 
b) Los procedimientos relativos a la atención al menor y
a su bienestar (regla 3.2); 
c) El procesamiento de los delincuentes adultos jóve-
nes, aunque en este caso la aplicación de las Reglas
dependerá de las disposiciones pertinentes sobre la
mayoría de edad (regla 3.3). 
La ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas de
modo que abarquen las tres esferas antes mencionadas
parece justificada. La regla 3.1 prevé garantías mínimas
en esas esferas, y se estima que la regla 3.2 constituye
un paso positivo en el establecimiento de un sistema
más imparcial, equitativo y humano de justicia para
todos los menores que transgredan la ley.

4. Mayoría de edad penal
4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concep-
to de mayoría de edad penal con respecto a los menores,
su comienzo no deberá fijarse a una edad demasiado
temprana habida cuenta de las circunstancias que
acompañan la madurez emocional, mental e intelectual.
Comentario
La edad mínima a efectos de responsabilidad penal
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varía considerablemente en función de factores históri-
cos y culturales. El enfoque moderno consiste en exa-
minar si los niños pueden hacer honor a los elementos
morales y sicológicos de responsabilidad penal; es
decir, si puede considerarse al niño, en virtud de su dis-
cernimiento y comprensión individuales, responsable
de un comportamiento esencialmente antisocial. Si el
comienzo de la mayoría de edad penal se fija a una
edad demasiado temprana o si no se establece edad
mínima alguna, el concepto de responsabilidad perde-
ría todo sentido. En general, existe una estrecha rela-
ción entre el concepto de responsabilidad que dimana
del comportamiento delictivo o criminal y otros dere-
chos y responsabilidades sociales (como el estado civil,
la mayoría de edad a efectos civiles, etc.). 
Por consiguiente, es necesario que se hagan esfuerzos
para convenir en una edad mínima razonable que
pueda aplicarse a nivel internacional.

5. Objetivos de la justicia de menores
5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en
el bienestar de éstos y garantizará que cualquier res-
puesta a los menores delincuentes será en todo
momento proporcionada a las circunstancias del delin-
cuente y del delito.
Comentario
La regla 5 se refiere a dos de los más importantes obje-
tivos de la justicia de menores. El primer objetivo es el
fomento del bienestar del menor. Este es el enfoque
principal de los sistemas jurídicos en que los menores
delincuentes son procesados por tribunales de familia o
autoridades administrativas, pero también debe hacer-
se hincapié en el bienestar de los menores en los siste-
mas judiciales que siguen el modelo del tribunal penal,
contribuyendo así a evitar las sanciones meramente
penales. (Véase también la regla 14.) 
El segundo objetivo es el “principio de la proporcionali-
dad”. Este principio es conocido como un instrumento
para restringir las sanciones punitivas, y se expresa prin-
cipalmente mediante la fórmula de que el autor ha de lle-
varse su merecido según la gravedad del delito. La res-
puesta a los jóvenes delincuentes no sólo deberá basar-
se en el examen de la gravedad del delito, sino también
en circunstancias personales. Las circunstancias indivi-
duales del delincuente (por ejemplo, su condición social,
su situación familiar, el daño causado por el delito u otros
factores en que intervengan circunstancias personales)
han de influir en la proporcionalidad de la reacción (por
ejemplo, teniendo en consideración los esfuerzos del
delincuente para indemnizar a la víctima o su buena dis-
posición para comenzar una vida sana y útil). 

Por el mismo motivo, las respuestas destinadas a ase-
gurar el bienestar del joven delincuente pueden sobre-
pasar lo necesario y, por consiguiente, infringir los dere-
chos fundamentales del joven, como ha ocurrido en
algunos sistemas de justicia de menores. En este
aspecto también corresponde salvaguardar la propor-
cionalidad de la respuesta en relación con las circuns-
tancias del delincuente y del delito, incluida la víctima. 
En definitiva, la regla 5 sólo exige que la respuesta en los
casos concretos de delincuencia o criminalidad de
menores sea adecuada, ni más ni menos. Los temas que
las reglas vinculan entre sí pueden contribuir a estimular
adelantos en ambos sentidos: los tipos de respuesta nue-
vos e innovadores son tan necesarios como las precau-
ciones para evitar cualquier ampliación indebida de la
red de control social oficial sobre los menores.

6. Alcance de las facultades discrecionales
6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades espe-
ciales de los menores, así como de la diversidad de
medidas disponibles, se facultará un margen suficiente
para el ejercicio de facultades discrecionales en las dife-
rentes etapas de los juicios y en los distintos niveles de
la administración de justicia de menores, incluidos los
de investigación, procesamiento, sentencia y de las
medidas complementarias de las decisiones. 
6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida
competencia en todas las fases y niveles en el ejercicio
de cualquiera de esas facultades discrecionales. 
6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar
especialmente preparados o capacitados para hacerlo
juiciosamente y en consonancia con sus respectivas
funciones y mandatos.
Comentario
Las reglas 6.1, 6.2 y 6.3 tratan varios aspectos impor-
tantes de una administración de justicia de menores efi-
caz, justa y humanitaria: la necesidad de permitir el
ejercicio de las facultades discrecionales en todos los
niveles importantes del procedimiento, de modo que los
que adoptan determinaciones puedan tomar las medi-
das que estimen más adecuadas en cada caso particu-
lar, y la necesidad de prever controles y equilibrios a fin
de restringir cualquier abuso de las facultades discre-
cionales y salvaguardar los derechos del joven delin-
cuente. La competencia y el profesionalismo son los
instrumentos más adecuados para restringir el ejercicio
excesivo de dichas facultades. Por ello, se hace espe-
cial hincapié en la idoneidad profesional y en la capaci-
tación de los expertos como un medio valioso para ase-
gurar el ejercicio prudente de las facultades discrecio-
nales en materia de delincuencia de menores. (Véanse
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también las reglas 1.6 y 2.2.) En este contexto, se pone
de relieve la formulación de directrices concretas acer-
ca del ejercicio de dichas facultades y el establecimien-
to de un sistema de revisión y de apelación u otro siste-
ma análogo a fin de permitir el examen minucioso de
las decisiones y la competencia. Esos mecanismos no
se concretan en el presente documento, pues no se
prestan fácilmente para incorporarlos en reglas míni-
mas internacionales, que probablemente no podrán
abarcar todas las diferencias que existen en los siste-
mas judiciales.

7. Derechos de los menores
7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán
garantías procesales básicas tales como la presunción
de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusa-
ciones, el derecho a no responder, el derecho al aseso-
ramiento, el derecho a la presencia de los padres o tuto-
res, el derecho a la confrontación con los testigos y a
interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una
autoridad superior.
Comentario
La regla 7.1 hace hincapié en algunos aspectos impor-
tantes que representan elementos fundamentales de
todo juicio imparcial y justo y que son internacional-
mente reconocidos en los instrumentos de derechos
humanos vigentes. (Véase también la regla 14.) La pre-
sunción de inocencia, por ejemplo, también figura en el
artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos
Humanos y en el párrafo 2 del artículo 14 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Las reglas 14 y siguientes de las presentes Reglas míni-
mas precisan cuestiones que son importantes con res-
pecto al procedimiento en los asuntos de menores en
particular, mientras que la regla 7.1 ratifica en forma
general las garantías procesales más fundamentales.

8. Protección de la intimidad
8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de
difamación perjudiquen a los menores, se respetará en
todas las etapas el derecho de los menores a la intimidad. 
8.2 En principio, no se publicará ninguna información
que pueda dar lugar a la individualización de un menor
delincuente.
Comentario
La regla 8 destaca la importancia de la protección del dere-
cho de los menores a la intimidad. Los jóvenes son parti-
cularmente vulnerables a la difamación. Los estudios cri-
minológicos sobre los procesos de difamación han sumi-
nistrado pruebas sobre los efectos perjudiciales (de diver-
sos tipos) que dimanan de la individualización permanen-

te de los jóvenes como “delincuentes” o “criminales”. 
La regla 8 también hace hincapié en la importancia de
proteger a los menores de los efectos adversos que pue-
den resultar de la publicación en los medios de comu-
nicación de informaciones acerca del caso (por ejem-
plo, el nombre de los menores que se presume delin-
cuentes o que son condenados). Corresponde proteger
y defender, al menos en principio, el interés de la per-
sona. (El contenido general de la regla 8 se sigue con-
cretando en la regla 21.)

9. Cláusulas de salvedad
9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá
ser interpretada en el sentido de excluir a los menores
del ámbito de la aplicación de las Reglas mínimas para
el tratamiento de los reclusos aprobadas por las
Naciones Unidas y de otros instrumentos y normas
reconocidos por la comunidad internacional relativos al
cuidado y protección de los jóvenes.
Comentario
La regla 9 tiene por objeto evitar todo equívoco en lo
tocante a la interpretación y aplicación de las presentes
Reglas en consonancia con los principios contenidos en
los instrumentos y normas internacionales pertinentes
—vigentes o en desarrollo— relativos a los derechos
humanos, como la Declaración Universal de Derechos
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la
Declaración de los Derechos del Niño y el proyecto de
convención sobre los derechos del niño. Conviene pre-
cisar que la aplicación de las presentes Reglas es sin
perjuicio del cumplimiento de cualesquiera instrumen-
tos internacionales que contengan disposiciones de
aplicación más amplia. (Véase también la regla 27.)

SEGUNDA PARTE

INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO

10. Primer contacto 
10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la deten-
ción se notificará inmediatamente a sus padres o su
tutor, y cuando no sea posible dicha notificación
inmediata, se notificará a los padres o al tutor en el
más breve plazo posible. 
10.2 El juez, funcionario u organismo competente
examinará sin demora la posibilidad de poner en
libertad al menor. 
10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente
las circunstancias de cada caso, se establecerán con-
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tactos entre los organismos encargados de hacer cum-
plir la ley y el menor delincuente para proteger la con-
dición jurídica del menor, promover su bienestar y evi-
tar que sufra daño.
Comentario
En principio, la regla 10.1 figura en la regla 92 de las
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. 
La posibilidad de poner en libertad al menor (regla
10.2) deberá ser examinada sin demora por el juez u
otros funcionarios competentes. Por éstos se entiende
toda persona o institución en el más amplio sentido de
la palabra, incluidas las juntas de la comunidad y las
autoridades de policía, que tengan facultades para
poner en libertad a la persona detenida. (Véase también
el párr. 3 del artículo 9 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos.) 
La regla 10.3 trata de algunos aspectos fundamentales
del procedimiento y del comportamiento que deben
observar los agentes de policía y otros funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley en los casos de
delincuencia de menores. La expresión “evitar ... daño”
constituye una fórmula flexible que abarca múltiples
aspectos de posible interacción (por ejemplo, el empleo
de un lenguaje duro, la violencia física, el contacto con
el ambiente). Como la participación en actuaciones de
la justicia de menores puede por sí sola causar “daño”
a los menores, la expresión “evitar ... daño” debe, por
consiguiente, interpretarse en el sentido amplio de
reducir al mínimo el daño al menor en la primera ins-
tancia, así como cualquier daño adicional o innecesario.
Ello es de particular importancia en el primer contacto
con las organizaciones encargadas de hacer cumplir la
ley, que puede influir profundamente en la actitud del
menor hacia el Estado y la sociedad. Además, el éxito
de cualquier otra intervención depende en gran medida
de esos primeros contactos. En tales casos, la com-
prensión y la firmeza bondadosa son importantes. 

11. Remisión de casos 
11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de
ocuparse de los menores delincuentes sin recurrir a las
autoridades competentes, mencionadas en la regla
14.1 infra, para que los juzguen oficialmente. 
11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos
que se ocupen de los casos de delincuencia de meno-
res estarán facultados para fallar dichos casos discre-
cionalmente, sin necesidad de vista oficial, con arreglo
a los criterios establecidos al efecto en los respectivos
sistemas jurídicos y también en armonía con los princi-
pios contenidos en las presentes Reglas. 
11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a dis-

posición de las instituciones pertinentes de la comunidad
o de otro tipo estará supeditada al consentimiento del
menor o al de sus padres o su tutor; sin embargo, la deci-
sión relativa a la remisión del caso se someterá al examen
de una autoridad competente, cuando así se solicite. 
11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los
casos de menores, se procurará facilitar a la comunidad
programas de supervisión y orientación temporales, res-
titución y compensación a las víctimas.
Comentario
La remisión, que entraña la supresión del procedimien-
to ante la justicia penal y, con frecuencia, la reorienta-
ción hacia servicios apoyados por la comunidad, se
practica habitualmente en muchos sistemas jurídicos
con carácter oficial y oficioso. Esta práctica sirve para
mitigar los efectos negativos de la continuación del pro-
cedimiento en la administración de la justicia de meno-
res (por ejemplo, el estigma de la condena o la senten-
cia). En muchos casos la no intervención sería la mejor
respuesta. Por ello la remisión desde el comienzo y sin
envío a servicios sustitutorios (sociales) puede constituir
la respuesta óptima. Así sucede especialmente cuando
el delito no tiene un carácter grave y cuando la familia,
la escuela y otras instituciones de control social oficioso
han reaccionado ya de forma adecuada y constructiva
o es probable que reaccionen de ese modo. 
Como se prevé en la regla 11.2, la remisión puede utili-
zarse en cualquier momento del proceso de adopción de
decisiones por la policía, el Ministerio fiscal u otros órga-
nos como los tribunales, juntas o consejos. La remisión
pueden realizarla una, varias o todas las autoridades,
según las reglas y normas de los respectivos sistemas y
en consonancia con las presentes Reglas. No debe limi-
tarse necesariamente a los casos menores, de modo que
la remisión se convierta en un instrumento importante. 
La regla 11.3 pone de relieve el requisito primordial de
asegurar el consentimiento del menor delincuente (o de
sus padres o tutores) con respecto a las medidas de
remisión recomendadas (la remisión que consiste en la
prestación de servicios a la comunidad sin dicho con-
sentimiento, constituiría una infracción al Convenio
sobre la abolición del trabajo forzoso). No obstante, es
necesario que la validez del consentimiento se pueda
impugnar, ya que el menor algunas veces podría pres-
tarlo por pura desesperación. La regla subraya que se
deben tomar precauciones para disminuir al mínimo la
posibilidad de coerción e intimidación en todos los nive-
les del proceso de remisión. Los menores no han de
sentirse presionados (por ejemplo, a fin de evitar la
comparecencia ante el tribunal) ni deben ser presiona-
dos para lograr su consentimiento en los programas de
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remisión. Por ello, se aconseja que se tomen disposi-
ciones para una evaluación objetiva de la conveniencia
de que intervenga una “autoridad competente cuando
así se solicite” en las actuaciones relativas a menores
delincuentes. (La “autoridad competente” puede ser
distinta de la que se menciona en la regla 14.) 
La regla 11.4 recomienda que se prevean opciones
sustitutorias viables del procesamiento ante la justicia
de menores en la forma de una remisión basada en
la comunidad. Se recomiendan especialmente los
programas que entrañan la avenencia mediante la
indemnización de la víctima y los que procuran evitar
futuras transgresiones de la ley gracias a la supervi-
sión y orientación temporales. Los antecedentes de
fondo de los casos particulares determinarán el
carácter adecuado de la remisión, aun cuando se
hayan cometido delitos más graves (por ejemplo, el
primer delito, el hecho que se haya cometido bajo la
presión de los compañeros del menor, etc.)

12. Especialización policial
12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los
agentes de policía que traten a menudo o de manera
exclusiva con menores o que se dediquen fundamen-
talmente a la prevención de la delincuencia de meno-
res, recibirán instrucción y capacitación especial. En las
grandes ciudades habrá contingentes especiales de
policía con esa finalidad.
Comentario
La regla 12 señala la necesidad de impartir una forma-
ción especializada a todos los funcionarios encargados
de hacer cumplir la ley que intervengan en la adminis-
tración de la justicia de menores. Como la policía es el
primer punto de contacto con el sistema de la justicia
de menores, es muy importante que actúe de manera
informada y adecuada. 
Aunque la relación entre la urbanización y el delito es
sin duda compleja, el incremento de la delincuencia
juvenil va unido al crecimiento de las grandes ciudades,
sobre todo a un crecimiento rápido y no planificado. Por
consiguiente, son indispensables contingentes especia-
lizados de policía, no sólo como garantía de la aplica-
ción de los principios concretos previstos en el presen-
te instrumento (como la regla 1.6), sino también, de
forma más general, para mejorar la prevención y repre-
sión de la delincuencia de menores y el tratamiento de
los menores delincuentes.

13. Prisión preventiva
13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último
recurso y durante el plazo más breve posible. 

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas
sustitutorias de la prisión preventiva, como la supervi-
sión estricta, la custodia permanente, la asignación a
una familia o el traslado a un hogar o a una institución
educativa. 
13.3 Los menores que se encuentren en prisión pre-
ventiva gozarán de todos los derechos y garantías pre-
vistos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los
reclusos aprobadas por las Naciones Unidas. 
13.4 Los menores que se encuentren en prisión pre-
ventiva estarán separados de los adultos y recluidos en
establecimientos distintos o en recintos separados en
los establecimientos en que haya detenidos adultos. 
13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los meno-
res recibirán cuidados, protección y toda la asistencia
—social, educacional, profesional, sicológica, médica y
física— que requieran, habida cuenta de su edad, sexo
y características individuales.
Comentario
No se debe subestimar el peligro de que los menores
sufran “influencias corruptoras” mientras se encuen-
tren en prisión preventiva. De ahí la importancia de
insistir en la necesidad de medidas sustitutorias. De
esta forma la regla 13.1 anima a idear medidas nuevas
e innovadoras que permitan evitar dicha prisión pre-
ventiva en interés del bienestar del menor. 
Los menores que se encuentren en prisión preventiva
deben gozar de todos los derechos y garantías previstas
en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclu-
sos, así como en el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, especialmente en el artículo 9, en el
inciso b del párrafo 2 del artículo 10 y en el párrafo 3 de
dicho artículo. 
La regla 13.4 no impedirá a los Estados tomar otras
medidas contra la influencia negativa de los delincuen-
tes adultos que sean al menos tan eficaces como las
mencionadas en la regla. 
Las diferentes formas de asistencia que pueden llegar a
ser necesarias se han enumerado para señalar la
amplia gama de necesidades concretas de los jóvenes
reclusos que hay que atender (por ejemplo, mujeres u
hombres, toxicómanos, alcohólicos, menores con per-
turbaciones mentales, jóvenes que sufren el trauma,
por ejemplo, del propio arresto, etc.). 
Las diversas características físicas y sicológicas de los jóve-
nes reclusos pueden justificar medidas de clasificación por
las que algunos de ellos estén recluidos aparte mientras se
encuentren en prisión preventiva, lo que contribuye a evi-
tar que se conviertan en víctimas de otros reclusos y per-
mite prestarles una asistencia más adecuada. 
El Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre
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Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, en
su resolución 4, sobre la elaboración de normas de jus-
ticia de menores, especificaba que dichas reglas debí-
an, entre otras cosas, reflejar el principio básico de que
la prisión preventiva debe usarse únicamente como últi-
mo recurso, que no debe mantenerse a ningún menor
en una institución donde sea vulnerable a las influen-
cias negativas de reclusos adultos y que deben tenerse
siempre en cuenta las necesidades propias de su esta-
do de desarrollo.

TERCERA PARTE

DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN

14. Autoridad competente para dictar sentencia
14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto
de remisión (con arreglo a la regla 11) será puesto a dis-
posición de la autoridad competente (corte, tribunal,
junta, consejo, etc.), que decidirá con arreglo a los prin-
cipios de un juicio imparcial y equitativo. 
14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del
menor y se sustanciará en un ambiente de compren-
sión, que permita que el menor participe en él y se
exprese libremente.
Comentario
No es fácil elaborar una definición de órgano o persona
competente para dictar sentencia que goce de acepta-
ción universal. Con “autoridad competente” se trata de
designar a aquellas personas que presiden cortes o tri-
bunales (unipersonales o colegiados), incluidos los jue-
ces letrados y no letrados, así como las administrativas
(por ejemplo, los sistemas escocés y escandinavo), u
otros organismos comunitarios y más oficiosos de arbi-
traje, cuya naturaleza les faculte para dictar sentencia. 
Sea como fuere, el procedimiento aplicable a los meno-
res delincuentes deberá ceñirse a las reglas mínimas
que se aplican en casi todo el mundo a todo delin-
cuente que disponga de defensa con arreglo al proce-
dimiento penal conocido como “debido proceso legal”.
De conformidad con el debido proceso, en un “juicio
imparcial y equitativo” deben darse garantías tales
como la presunción de inocencia, la presentación y exa-
men de testigos, la igualdad en materia de medios de
defensa judicial, el derecho a no responder, el derecho
a decir la última palabra en la vista, el derecho de ape-
lación, etc. (Véase también la regla 7.1)

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y
tutores
15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar

por un asesor jurídico durante todo el proceso o a soli-
citar asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista la
prestación de dicha ayuda en el país. 
15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar
en las actuaciones y la autoridad competente podrá
requerir su presencia en defensa del menor. No obs-
tante, la autoridad competente podrá denegar la parti-
cipación si existen motivos para presumir que la exclu-
sión es necesaria en defensa del menor.
Comentario
La terminología que se usa en la regla 15.1 es similar a
la de la regla 93 de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos. Si bien el asesoramiento jurídi-
co y la asistencia judicial gratuita son necesarias para
garantizar la asistencia judicial al menor, el derecho de
los padres o tutores a participar según se indica en la
regla 15.2 debe considerarse como una asistencia
general al menor, de naturaleza sicológica y emotiva,
que se extiende a lo largo de todo el proceso. 
La autoridad competente, para dictar una sentencia justa
en el caso, puede utilizar con provecho, sobre todo, la
colaboración de los representantes legales del menor (o,
a los mismos efectos, de algún otro asistente personal en
el que el menor pueda depositar y deposite realmente su
confianza). Este interés puede verse frustrado si la pre-
sencia de los padres o tutores en las vistas ejerce una
influencia negativa, por ejemplo si manifiestan una acti-
tud hostil hacia el menor, de ahí que deba preverse la
posibilidad de su exclusión de la vista.

16. Informes sobre investigaciones sociales
16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por
parte de la autoridad competente, y a menos que se
trate de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte
una resolución definitiva se efectuará una investigación
completa sobre el medio social y las condiciones en que
se desarrolla la vida del menor y sobre las circunstan-
cias en las que se hubiere cometido el delito.
Comentario
Los informes preparados sobre la base de investigacio-
nes de carácter social (informes sociales o informes pre-
vios a la sentencia) constituyen una ayuda indispensa-
ble en la mayoría de los procesos incoados a menores
delincuentes. La autoridad competente debe estar
informada de los antecedentes sociales y familiares del
menor, su trayectoria escolar, sus experiencias educati-
vas, etc. Con ese fin, en algunos ámbitos judiciales se
recurre a servicios sociales especiales o a personal
especializado que dependen de los tribunales o de las
juntas. Otras clases de personal, como los agentes de
libertad vigilada, pueden desempeñar las mismas fun-
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ciones. Así la regla exige que haya servicios sociales
adecuados que preparen informes especializados basa-
dos en investigaciones de carácter social.

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución
17.1 La decisión de la autoridad competente se ajusta-
rá a los siguientes principios: 
a) La respuesta que se dé al delito será siempre propor-
cionada, no sólo a las circunstancias y la gravedad del
delito, sino también a las circunstancias y necesidades
del menor, así como a las necesidades de la sociedad; 
b) Las restricciones a la libertad personal del menor se
impondrán sólo tras cuidadoso estudio y se reducirán al
mínimo posible; 
c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en
el caso de que el menor sea condenado por un acto
grave en el que concurra violencia contra otra persona
o por la reincidencia en cometer otros delitos graves, y
siempre que no haya otra respuesta adecuada; 
d) En el examen de los casos se considerará primordial
el bienestar del menor. 
17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancio-
narán en ningún caso con la pena capital. 
17.3 Los menores no serán sancionados con penas
corporales. 
17.4 La autoridad competente podrá suspender el pro-
ceso en cualquier momento.
Comentario
El principal problema con que se tropieza al elaborar
directrices para la resolución judicial en casos de meno-
res estriba en el hecho de que están sin resolver algu-
nos conflictos entre opciones fundamentales, tales
como los siguientes: 
a) Rehabilitación frente a justo merecido; 
b) Asistencia frente a represión y castigo; 
c) Respuesta en función de las circunstancias concre-
tas de cada caso frente a respuesta en función de la
protección de la sociedad en general; 
d) Disuasión de carácter general frente a incapacitación
individual. 
Los conflictos entre estas opciones son más acusados
en los casos de menores que en los casos de adultos.
Con la diversidad de causas y respuestas que caracte-
rizan a la delincuencia juvenil se da un intrincado entre-
lazamiento de estas alternativas. 
No incumbe a las presentes Reglas mínimas para la
administración de la justicia de menores prescribir el
enfoque que haya que seguir, sino más bien determinar
uno que esté en la mayor consonancia posible con los
principios aceptados a escala internacional. Por consi-
guiente, los elementos fundamentales contenidos en la

regla 17.1, especialmente en los incisos a y c, deben
considerarse principalmente como directrices prácticas
para establecer un punto de partida común; si las auto-
ridades pertinentes actúan en consonancia con ellas
(véase también la regla 5), podrán hacer una importan-
te contribución a la protección de los derechos funda-
mentales de los menores delincuentes, especialmente
los derechos fundamentales a la educación y al desa-
rrollo de la personalidad. 
El inciso b de la regla 17.1 significa que los enfoques
estrictamente punitivos no son adecuados. Si bien en
los casos de adultos, y posiblemente también en los
casos de delitos graves cometidos por menores, tenga
todavía cierta justificación la idea de justo merecido y de
sanciones retributivas, en los casos de menores siem-
pre tendrá más peso el interés por garantizar el bienes-
tar y el futuro del joven. 
De conformidad con la resolución 8 del Sexto Congreso
de las Naciones Unidas, dicho inciso alienta el uso, en
la mayor medida posible, de medidas sustitutorias de la
reclusión en establecimientos penitenciarios teniendo
presente el imperativo de responder a las necesidades
concretas de los jóvenes. Debe, pues, hacerse pleno
uso de toda la gama de sanciones sustitutorias existen-
tes, y deben establecerse otras nuevas sanciones, sin
perder de vista la seguridad pública. Habría de hacerse
uso de la libertad vigilada en la mayor medida posible,
mediante la suspensión de condenas, condenas condi-
cionales, órdenes de las juntas y otras resoluciones. 
El inciso c de la regla 17.1 corresponde a uno de los
principios rectores contenidos en la resolución 4 del
Sexto congreso, que propugna evitar el encarcelamien-
to en casos de menores salvo que no haya otra res-
puesta adecuada para proteger la seguridad pública. 
La disposición que prohíbe la pena capital, contenida
en la regla 17.2, está en consonancia con el párrafo 5
del artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos. 
La disposición por la que se prohíbe el castigo corporal
(regla 17.3) está en consonancia con el artículo 7 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y con
la Declaración sobre la Protección de Todas las
Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes, así como la
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes y el proyecto de
convención sobre los derechos del niño. 
La facultad de suspender el proceso en cualquier
momento (regla 17.4) es una característica inherente al
tratamiento dado a los menores frente al dado a los adul-
tos. En cualquier momento pueden llegar a conocimien-
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to de la autoridad competente circunstancias que parez-
can aconsejar la suspensión definitiva del proceso.

18. Pluralidad de medidas resolutorias
18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida
de lo posible el confinamiento en establecimientos peni-
tenciarios, la autoridad competente podrá adoptar una
amplia diversidad de decisiones. Entre tales decisiones,
algunas de las cuales pueden aplicarse simultánea-
mente, figuran las siguientes: 
a) Órdenes en materia de atención, orientación y super-
visión; 
b) Libertad vigilada; 
c) Órdenes de prestación de servicios a la comunidad; 
d) Sanciones económicas, indemnizaciones y devolu-
ciones; 
e) Órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de
tratamiento; 
f) Órdenes de participar en sesiones de asesoramiento
colectivo y en actividades análogas; 
g) Órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades
de vida u otros establecimientos educativos; 
h) Ótras órdenes pertinentes. 
18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcial-
mente, a la supervisión de sus padres, a no ser que las
circunstancias de su caso lo hagan necesario.
Comentario
La regla 18.1 constituye un intento de enumerar algu-
nas de las respuestas y sanciones importantes a que se
ha recurrido hasta la fecha y cuyos buenos resultados
han podido comprobarse en diferentes sistemas jurídi-
cos. En general, constituyen opciones prometedoras
que convendría difundir y perfeccionar. La regla no
alude a las necesidades de personal, dado que en algu-
nas regiones es previsible escasez de personal idóneo;
en esas regiones pueden experimentarse o elaborarse
medidas cuya aplicación exija menos personal. 
Los ejemplos citados en la regla 18.1 tienen en común,
ante todo, el hecho de que se basan en la comunidad y
apelan a su participación para la aplicación efectiva de
resoluciones alternativas. Las correcciones aplicadas en
la comunidad son una medida tradicional que asume
en la actualidad múltiples facetas. Por ello debería alen-
tarse a las autoridades pertinentes a que prestaran ser-
vicios de base comunitaria. 
La regla 18.2 hace referencia a la importancia de la
familia que, de conformidad con el párrafo 1 del artícu-
lo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, es “el elemento natural y funda-
mental de la sociedad”. Dentro de la familia, los padres
tienen, no sólo el derecho, sino también la responsabi-

lidad de atender y supervisar a sus hijos. Por consi-
guiente, la regla 18.2 establece que la separación de los
hijos respecto de sus padres sea una medida aplicada
como último recurso. Sólo puede recurrirse a ella cuan-
do los hechos que constituyen el caso exigen clara-
mente la adopción de esta grave medida (por ejemplo,
el abuso de menores).

19. Carácter excepcional del confinamiento en esta-
blecimientos penitenciarios
19.1 El confinamiento de menores en establecimientos
penitenciarios se utilizará en todo momento como últi-
mo recurso y por el más breve plazo posible.
Comentario
Los criminólogos más avanzados abogan por el trata-
miento fuera de establecimientos penitenciarios. Las dife-
rencias encontradas en el grado de eficacia del confina-
miento en establecimientos penitenciarios comparado
con las medidas que excluyen dicho confinamiento son
pequeñas o inexistentes. Es evidente que las múltiples
influencias negativas que todo ambiente penitenciario
parece ejercer inevitablemente sobre el individuo no pue-
den neutralizarse con un mayor cuidado en el tratamien-
to. Sucede así sobre todo en el caso de los menores, que
son especialmente vulnerables a las influencias negati-
vas; es más, debido a la temprana etapa de desarrollo en
que éstos se encuentran, no cabe duda de que tanto la
pérdida de la libertad como el estar aislados de su con-
texto social habitual agudizan los efectos negativos. 
La regla 19 pretende restringir el confinamiento en esta-
blecimientos penitenciarios en dos aspectos: en canti-
dad (“último recurso”) y en tiempo (“el más breve plazo
posible”). La regla 19 recoge uno de los principios rec-
tores básicos de la resolución 4 del Sexto Congreso de
las Naciones Unidas: un menor delincuente no puede
ser encarcelado salvo que no exista otra respuesta ade-
cuada. La regla, por consiguiente, proclama el principio
de que, si un menor debe ser confinado en un estable-
cimiento penitenciario, la pérdida de la libertad debe
limitarse al menor grado posible, a la vez que se hacen
arreglos institucionales especiales para su confinamien-
to sin perder de vista las diferencias entre los distintos
tipos de delincuentes, delitos y establecimientos peni-
tenciarios. En definitiva, deben considerarse preferibles
los establecimientos “abiertos” a los “cerrados”. Por
otra parte, cualquier instalación debe ser de tipo correc-
cional o educativo antes que carcelario.

20. Prevención de demoras innecesarias
20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo
de manera expedita y sin demoras innecesarias. 
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Comentario
La rapidez en la tramitación de los casos de menores es
de fundamental importancia. De no ser así, peligrarían
cualesquiera efectos positivos que el procedimiento y la
resolución pudieran acarrear. Con el transcurso del tiem-
po, el menor tendrá dificultades intelectuales y sicológi-
cas cada vez mayores, por no decir insuperables, para
establecer una relación entre el procedimiento y la reso-
lución, por una parte, y el delito, por otra.

21. Registros
21.1 Los registros de menores delincuentes serán de
carácter estrictamente confidencial y no podrán ser
consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos
archivos las personas que participen directamente en la
tramitación de un caso en curso, así como otras perso-
nas debidamente autorizadas. 
21.2 Los registros de menores delincuentes no se utiliza-
rán en procesos de adultos relativos a casos subsiguien-
tes en los que esté implicado el mismo delincuente.
Comentario
La regla trata de ser una transacción entre intereses
contrapuestos en materia de registros y expedientes: los
de los servicios de policía, el Ministerio fiscal y otras
autoridades por aumentar la vigilancia, y los intereses
del delincuente. (Véase también la regla 8.) La expre-
sión “otras personas debidamente autorizadas” suele
aplicarse, entre otros, a los investigadores.

22. Necesidad de personal especializado y capacitado
22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento
de la competencia profesional necesaria a todo el per-
sonal que se ocupa de casos de menores, se impartirá
enseñanza profesional, cursos de capacitación durante
el servicio y cursos de repaso, y se emplearán otros sis-
temas adecuados de instrucción. 
22.2 El personal encargado de administrar la justicia
de menores responderá a las diversas características
de los menores que entran en contacto con dicho sis-
tema. Se procurará garantizar una representación
equitativa de mujeres y de minorías en los organismos
de justicia de menores.
Comentario
Las personas competentes para conocer en estos casos
pueden tener orígenes muy diversos (jueces municipa-
les en el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del
Norte y en las regiones en que ha tenido influencia el
sistema jurídico de ese país; jueces con formación jurí-
dica en los países que siguen el derecho romano y en
las regiones de su influencia; personas con formación
jurídica o sin ella designadas por elección o por nom-

bramiento administrativo, miembros de juntas de la
comunidad, etc., en otras regiones). Es indispensable
que todas estas personas tengan siquiera una forma-
ción mínima en materia de derecho, sociología, sicolo-
gía, criminología y ciencias del comportamiento. Esta es
una cuestión a la que se atribuye tanta importancia
como a la especialización orgánica y a la independen-
cia de la autoridad competente. 
Tratándose de trabajadores sociales y de agentes de liber-
tad vigilada, tal vez no sea viable la exigencia de especia-
lización profesional como requisito previo para el desem-
peño de funciones en el ámbito de la delincuencia juve-
nil. De modo que la titulación mínima podrá obtenerse
mediante la instrucción profesional en el empleo. 
Las titulaciones profesionales constituyen un elemento
fundamental para garantizar la administración imparcial
y eficaz de la justicia de menores. Por consiguiente, es
necesario mejorar los sistemas de contratación, ascen-
so y capacitación profesional del personal y dotarlo de
los medios necesarios para el desempeño correcto de
sus funciones. 
Para lograr la imparcialidad de la administración de la
justicia de menores debe evitarse todo género de dis-
criminación por razones políticas, sociales, sexuales,
raciales, religiosas, culturales o de otra índole en la
selección, contratación y ascenso del personal encarga-
do de la justicia de menores. Así lo recomendó el Sexto
Congreso. Por otra parte, el Sexto Congreso hizo un lla-
mamiento a los Estados Miembros para que garantiza-
ran el tratamiento justo y equitativo de las mujeres como
miembros del personal encargado de administrar la jus-
ticia penal y recomendó que se adoptaran medidas
especiales para contratar, dar capacitación y facilitar el
ascenso de personal femenino en la administración de
la justicia de menores.

CUARTA PARTE

TRATAMIENTO FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS
PENITENCIARIOS

23. Ejecución efectiva de la resolución
23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la eje-
cución de las órdenes que dicte la autoridad competente,
y que se mencionan en la regla 14.1, por esa misma auto-
ridad o por otra distinta si las circunstancias así lo exigen. 
23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada
a la autoridad competente para modificar dichas órdenes
periódicamente según estime pertinente, a condición de
que la modificación se efectúe en consonancia con los
principios enunciados en las presentes Reglas.
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Comentario
En los casos de menores, más que en los de adultos, las
resoluciones tienden a influir en la vida del menor
durante largos períodos de tiempo. De ahí la importan-
cia de que la autoridad competente o un órgano inde-
pendiente (junta de libertad bajo palabra, autoridad
encargada de supervisar la libertad vigilada, institución
de bienestar juvenil u otras autoridades) con calificacio-
nes iguales a las de la autoridad competente que cono-
ció del caso originalmente, supervisen la ejecución de la
sentencia. La creación del cargo de juez de la ejecución
de penas en algunos países obedece a este propósito. 
La composición, los poderes y las funciones de la auto-
ridad deben ser flexibles; en la regla 23 se describen en
general con objeto de facilitar su amplia aceptación.

24. Prestación de asistencia
24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas
las etapas del procedimiento, asistencia en materia de
alojamiento, enseñanza o capacitación profesional,
empleo o cualquiera otra forma de asistencia, útil y
práctica, para facilitar el proceso de rehabilitación. 
Comentario
La consideración fundamental es la promoción del bie-
nestar del menor. Por tanto, la regla 24 subraya la impor-
tancia de facilitar instalaciones, servicios y otra asistencia
necesaria que redunde en los mejores intereses del
menor durante todo el proceso de rehabilitación.
25. Movilización de voluntarios y otros servicios de
carácter comunitario
25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones
de voluntarios, a las instituciones locales y a otros recur-
sos de la comunidad para que contribuyan eficazmen-
te a la rehabilitación del menor en un ambiente comu-
nitario y, en la forma en que ésta sea posible, en el seno
de la unidad familiar.
Comentario
Esta regla refleja la necesidad de que todas las activi-
dades relacionadas con los delincuentes menores estén
orientadas a la rehabilitación. La cooperación de la
comunidad es indispensable para seguir eficazmente
las directrices de la autoridad competente. Los volunta-
rios y los servicios de carácter voluntario, en particular,
resultan una fuente de actividades útiles, en gran medi-
da no utilizada actualmente. En algunos casos, la coope-
ración de antiguos delincuentes (incluidos antiguos toxi-
cómanos) puede ser extremadamente valiosa.
La regla 25 deriva de los principios estipulados en las
reglas 1.1 a 1.6 y sigue las disposiciones pertinentes del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

QUINTA PARTE

TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS 
PENITENCIARIOS

26. Objetivos del tratamiento en establecimientos
penitenciarios
26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confina-
dos en establecimientos penitenciarios tienen por objeto
garantizar su cuidado y protección, así como su educación
y formación profesional para permitirles que desempeñen
un papel constructivo y productivo en la sociedad. 
26.2 Los menores confinados en establecimientos peni-
tenciarios recibirán los cuidados, la protección y toda la
asistencia necesaria —social, educacional, profesional,
sicológica, médica y física— que puedan requerir debi-
do a su edad, sexo y personalidad y en interés de su
desarrollo sano. 
26.3 Los menores confinados en establecimientos peni-
tenciarios se mantendrán separados de los adultos y
estarán detenidos en un establecimiento separado o en
una parte separada de un establecimiento en el que
también estén encarcelados adultos. 
26.4 La delincuente joven confinada en un estableci-
miento merece especial atención en lo que atañe a sus
necesidades y problemas personales. En ningún caso
recibirá menos cuidados, protección, asistencia, trata-
miento y capacitación que el delincuente joven. Se
garantizará su tratamiento equitativo. 
26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en
un establecimiento penitenciario, tendrán derecho de
acceso los padres o tutores. 
26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios
y los departamentos para dar formación académica o,
según proceda, profesional adecuada al menor que se
encuentre confinado en un establecimiento penitencia-
rio a fin de garantizar que al salir no se encuentre en
desventaja en el plano de la educación.
Comentario
Los objetivos del tratamiento en establecimientos, tal
como se enuncian en las reglas 26.1 y 26.2, serían
aceptables para cualquier sistema o cultura. No obs-
tante, dichos objetivos no se han alcanzado en todos los
lugares y aún queda mucho por hacer en este sentido. 
La asistencia médica y sicológica, en particular, es
extremadamente importante para los toxicómanos con-
finados en establecimientos, y para los jóvenes violentos
y enfermos mentales. 
Evitar las influencias negativas ejercidas por delincuentes
adultos y proteger el bienestar del menor en un ambien-
te penitenciario, como se estipula en la regla 26.3, está
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en armonía con los principios rectores básicos de las
Reglas establecidos por el Sexto Congreso en su resolu-
ción 4. Esta regla no impedirá a los Estados tomar otras
medidas contra la influencia negativa de los delincuentes
adultos que sean al menos tan eficaces como las men-
cionadas en la regla. (Véase también la regla 13.4) 
La regla 26.4 obedece a que las delincuentes suelen
recibir menos atención que los delincuentes, como indi-
có el Sexto Congreso. En particular, la resolución 9 del
Sexto Congreso pide que se dé un tratamiento equitati-
vo a la delincuente en todas las etapas del proceso de
justicia penal y que se preste especial atención a sus
problemas y necesidades particulares mientras esté
confinada. Además, esta regla debería también consi-
derarse teniendo en cuenta la Declaración de Caracas
del Sexto Congreso que, entre otras cosas, pide un tra-
tamiento igual en la administración de justicia penal, y
la Declaración sobre la eliminación de la discriminación
contra la mujer y la Convención sobre la eliminación de
todas las formas de discriminación contra la mujer. 
El derecho de acceso (regla 26.5) dimana de las dispo-
siciones de las reglas 7.1, 10.1, 15.2 y 18.2. La coope-
ración entre ministerios y entre departamentos (regla
26.6) es de particular importancia para mejorar en tér-
minos generales la calidad del tratamiento y la capaci-
tación en los establecimientos penitenciarios.

27. Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento
de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas
27.1 En principio, las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos y las recomendaciones conexas
serán aplicables en la medida pertinente al tratamiento
de los menores delincuentes en establecimientos peni-
tenciarios, inclusive los que estén en prisión preventiva. 
27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades
del menor específicas a su edad, sexo y personalidad,
se procurará aplicar los principios pertinentes de las
mencionadas Reglas mínimas para el tratamiento de los
reclusos en toda la medida de lo posible.
Comentario
Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos
figuran entre los primeros instrumentos de ese tipo pro-
mulgados por las Naciones Unidas. En general se reco-
noce que dichas Reglas han tenido consecuencias a
escala mundial. Pese a que hay países en los que su
aplicación es más una aspiración que una realidad,
esas Reglas siguen ejerciendo una importante influen-
cia en la administración humanitaria y equitativa de los
establecimientos correccionales. 
Algunos principios fundamentales relativos a los menores
delincuentes en establecimientos penitenciarios están

recogidos ya en las Reglas mínimas para el tratamiento
de los reclusos (cuartos destinados al alojamiento, carac-
terísticas arquitectónicas de los locales, camas, ropas,
quejas y peticiones, contactos con el mundo exterior, ali-
mentación, atención médica, servicios religiosos, separa-
ción por edades, personal, trabajo, etc.), así como los
relativos a las medidas punitivas, disciplinarias y de coer-
ción aplicables a los delincuentes peligrosos. Sería ino-
portuno modificar dichas Reglas mínimas en función de
las características especiales que han de tener los esta-
blecimientos penitenciarios de menores dentro del ámbi-
to de las presentes Reglas mínimas para la administra-
ción de la justicia de menores. 
La regla 27 se centra en los requisitos necesarios apli-
cables a un menor confinado en un establecimiento
penitenciario (regla 27.1), así como en las diversas
necesidades específicas a su edad, sexo y personalidad
(regla 27.2). Por consiguiente, los objetivos y el conte-
nido de la regla están relacionados con las disposicio-
nes pertinentes de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos.

28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional
28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor
medida posible a la libertad condicional y la concederá
tan pronto como sea posible. 
28.2 Los menores en libertad condicional recibirán
asistencia del correspondiente funcionario a cuya
supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la
comunidad.
Comentario
La facultad para conceder la libertad condicional puede
conferirse a la autoridad que se menciona en la regla
14.1 o a una autoridad distinta. De ahí que en el pre-
sente caso proceda hablar de “correspondiente” y no
de autoridad “competente”. 
Cuando las circunstancias lo permitan, se deberá optar
por conceder la libertad condicional en lugar de dejar
que el menor cumpla toda la pena. Cuando se tengan
pruebas de un progreso satisfactorio hacia la rehabilita-
ción, siempre que sea posible podrá concederse la
libertad condicional, incluso a delincuentes que se con-
sideraron peligrosos en el momento de su confinamien-
to en un establecimiento penitenciario. Al igual que la
libertad vigilada, la libertad condicional podrá supedi-
tarse al cumplimiento satisfactorio de los requisitos
especificados por las autoridades pertinentes durante
un período de tiempo estipulado en la orden, por ejem-
plo, el relativo al “buen comportamiento” del delin-
cuente, la participación en programas comunitarios, su
residencia en establecimientos de transición, etc. 
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Cuando se conceda la libertad condicional a un delin-
cuente se deberá designar a un agente de libertad vigi-
lada o a otro funcionario para que supervise su com-
portamiento y le preste asistencia (en particular si aún
no se ha implantado el régimen de libertad vigilada), y
estimular el apoyo de la comunidad.

29. Sistemas intermedios
29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios
como establecimientos de transición, hogares educati-
vos, centros de capacitación diurnos y otros sistemas
pertinentes que puedan facilitar la adecuada reintegra-
ción de los menores a la sociedad.
Comentario
No hace falta subrayar la importancia de la asistencia
postcarcelaria. La presente regla hace hincapié en la
necesidad de establecer una red de mecanismos
intermedios. 
Esta regla recalca también la necesidad de una gama
de instalaciones y servicios destinados a satisfacer las
necesidades del joven delincuente que vuelve a la
comunidad y a facilitar asesoramiento y apoyo estructu-
ral como un paso importante hacia la buena reintegra-
ción en la sociedad.

SEXTA PARTE

INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN Y
EVALUACIÓN DE POLÍTICAS

30. La investigación como base de la planificación y
de la formulación y la evaluación de políticas
30.1 Se procurará organizar y fomentar las investiga-
ciones necesarias como base para una planificación y
una formulación de políticas que sean efectivas. 
30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las
tendencias, los problemas y las causas de la delincuen-
cia y criminalidad de menores, así como las diversas
necesidades particulares del menor en custodia. 
30.3 Se procurará establecer con carácter regular un
mecanismo de evaluación e investigación en el sistema
de administración de justicia de menores y recopilar y
analizar los datos y la información pertinentes con miras
a la debida evaluación y perfeccionamiento ulterior de
dicho sistema. 
30.4 La prestación de servicios en la administración de
justicia de menores se preparará y ejecutará de modo
sistemático como parte integrante de los esfuerzos de
desarrollo nacional.
Comentario
La utilización de la investigación como base de una polí-

tica racional de justicia de menores se ha reconocido
ampliamente que constituye un importante mecanismo
para lograr que las medidas prácticas tengan en cuenta
la evolución y el mejoramiento continuos del sistema de
justicia de menores. En la esfera de la delincuencia de
menores es especialmente importante la influencia recí-
proca entre la investigación y las políticas. Debido a los
cambios rápidos y a menudo espectaculares del estilo de
vida de la juventud y de las formas y dimensiones de la
criminalidad de menores, la respuesta de la sociedad y la
justicia a la criminalidad y a la delincuencia de menores
pronto quedan anticuadas e inadecuadas. 
Por consiguiente, la regla 30 establece criterios para
integrar la investigación en el proceso de formulación y
aplicación de políticas en la administración de justicia
de menores. La regla subraya en particular la necesidad
de una revisión y evaluación regulares de los actuales
programas y medidas y de una planificación en el con-
texto más amplio de los objetivos globales de desarrollo. 
La evaluación constante de las necesidades del menor,
así como de las tendencias y problemas de la delin-
cuencia, es un requisito previo para perfeccionar los
métodos de formulación de políticas adecuadas y esta-
blecer intervenciones apropiadas estructuradas y no
estructuradas. En este contexto, la investigación por
personas y órganos independientes debería recibir el
respaldo de agencias competentes, y para ello podrá
ser útil recabar y tener en cuenta las opiniones del pro-
pio menor, no sólo de aquellos que están en contacto
con el sistema. 
El proceso de planificación debe subrayar en particular
un sistema más eficaz y equitativo de suministro de los
servicios necesarios. Para ello debería efectuarse una
evaluación detallada y regular de la amplia gama de
necesidades y problemas particulares del menor y una
determinación precisa de las prioridades. A este res-
pecto, debería también coordinarse el empleo de los
recursos existentes, en particular las medidas sustituto-
rias y el apoyo de la comunidad que servirían para ela-
borar determinados procedimientos encaminados a
aplicar y supervisar los programas establecidos.
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I. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

1. La prevención de la delincuencia juvenil es parte
esencial de la prevención del delito en la sociedad. Si
los jóvenes se dedican a actividades lícitas y social-
mente útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan
la vida con criterio humanista, pueden adquirir acti-
tudes no criminógenas.
2. Para poder prevenir eficazmente la delincuencia
juvenil es necesario que toda la sociedad procure un
desarrollo armonioso de los adolescentes, y respete y
cultive su personalidad a partir de la primera infancia. 
3. A los efectos de la interpretación de las presentes
Directrices, se debe centrar la atención en el niño. Los
jóvenes deben desempeñar una función activa y parti-
cipativa en la sociedad y no deben ser considerados
meros objetos de socialización o control. 
4. En la aplicación de las presentes Directrices y de
conformidad con los ordenamientos jurídicos naciona-
les, los programas preventivos deben centrarse en el
bienestar de los jóvenes desde su primera infancia. 
5. Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de
aplicar una política progresista de prevención de la
delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente y
elaborar medidas pertinentes que eviten criminalizar y
penalizar al niño por una conducta que no causa gra-
ves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los demás.
La política y las medidas de esa índole deberán incluir: 
a) La creación de oportunidades, en particular educati-
vas, para atender a las diversas necesidades de los jóve-
nes y servir de marco de apoyo para velar por el desarro-
llo personal de todos los jóvenes, en particular de aque-
llos que están patentemente en peligro o en situación de
riesgo social y necesitan cuidado y protección especiales; 
b) La formulación de doctrinas y criterios especializados
para la prevención de la delincuencia, basados en las
leyes, los procesos, las instituciones, las instalaciones y
una red de servicios, cuya finalidad sea reducir los moti-

vos, la necesidad y las oportunidades de comisión de
las infracciones o las condiciones que las propicien; 
c) Una intervención oficial que se guíe por la justicia y
la equidad, y cuya finalidad primordial sea velar por el
interés general de los jóvenes; 
d) La protección del bienestar, el desarrollo, los dere-
chos y los intereses de todos los jóvenes; 
e) El reconocimiento del hecho de que el comportamien-
to o la conducta de los jóvenes que no se ajustan a los
valores y normas generales de la sociedad son con fre-
cuencia parte del proceso de maduración y crecimiento
y tienden a desaparecer espontáneamente en la mayoría
de las personas cuando llegan a la edad adulta; 
f) La conciencia de que, según la opinión predominan-
te de los expertos, calificar a un joven de “extraviado”,
“delincuente” o “predelincuente” a menudo contribuye
a que los jóvenes desarrollen pautas permanentes de
comportamiento indeseable. 
6. Deben crearse servicios y programas con base en la
comunidad para la prevención de la delincuencia juve-
nil, sobre todo si no se han establecido todavía organis-
mos oficiales. Sólo en última instancia ha de recurrirse
a organismos oficiales de control social.

II. ALCANCE DE LAS DIRECTRICES

7. Las presentes Directrices deberán interpretarse y
aplicarse en el marco general de la Declaración
Universal de Derechos Humanos, el Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos, la Declaración de los Derechos del Niño, y
la Convención sobre los Derechos del Niño, y en el
contexto de las Reglas mínimas de las Naciones
Unidas para la administración de la justicia de meno-
res (Reglas de Beijing), así como de otros instrumen-
tos y normas relativos a los derechos, los intereses y
el bienestar de todos los menores y jóvenes. 
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8. Las presentes Directrices deberán igualmente apli-
carse en el contexto de las condiciones económicas,
sociales y culturales imperantes en cada uno de los
Estados Miembros.

III. PREVENCIÓN GENERAL

9. Deberán formularse en todos los niveles del gobierno
planes generales de prevención que, entre otras cosas,
comprendan: 
a) Análisis a fondo del problema y reseñas de progra-
mas y servicios, facilidades y recursos disponibles; 
b) Funciones bien definidas de los organismos, institu-
ciones y personal competentes que se ocupan de acti-
vidades preventivas; 
c) Mecanismos para la coordinación adecuada de las
actividades de prevención entre los organismos guber-
namentales y no gubernamentales; 
d) Políticas, estrategias y programas basados en estu-
dios de pronósticos que sean objeto de vigilancia per-
manente y evaluación cuidadosa en el curso de su
aplicación; 
e) Métodos para disminuir eficazmente las oportunida-
des de cometer actos de delincuencia juvenil; 
f) Participación de la comunidad mediante una amplia
gama de servicios y programas; 
g) Estrecha cooperación interdisciplinaria entre los
gobiernos nacionales, estatales, provinciales y munici-
pales, con la participación del sector privado, de ciuda-
danos representativos de la comunidad interesada y de
organismos laborales, de cuidado del niño, de educa-
ción sanitaria, sociales, judiciales y de los servicios de
aplicación de la ley en la adopción de medidas coordi-
nadas para prevenir la delincuencia juvenil y los delitos
de los jóvenes. 
h) Participación de los jóvenes en las políticas y en los
procesos de prevención de la delincuencia juvenil,
incluida la utilización de los recursos comunitarios, y la
aplicación de programas de autoayuda juvenil y de
indemnización y asistencia a las víctimas; 
i) Personal especializado en todos los niveles.

IV. PROCESOS DE SOCIALIZACIÓN

10. Deberá prestarse especial atención a las políticas
de prevención que favorezcan la socialización e inte-
gración eficaces de todos los niños y jóvenes, en par-
ticular por conducto de la familia, la comunidad, los
grupos de jóvenes que se encuentran en condiciones
similares, la escuela, la formación profesional y el
medio laboral, así como mediante la acción de orga-

nizaciones voluntarias. Se deberá respetar debida-
mente el desarrollo personal de los niños y jóvenes y
aceptarlos, en pie de igualdad, como copartícipes en
los procesos de socialización e integración.

A. LA FAMILIA
11. Toda sociedad deberá asignar elevada prioridad a
las necesidades y el bienestar de la familia y de todos
sus miembros. 
12. Dado que la familia es la unidad central encargada
de la integración social primaria del niño, los gobiernos
y la sociedad deben tratar de preservar la integridad de
la familia, incluida la familia extensa. La sociedad tiene
la obligación de ayudar a la familia a cuidar y proteger
al niño y asegurar su bienestar físico y mental. Deberán
prestarse servicios apropiados, inclusive de guarderías. 
13. Los gobiernos deberán adoptar una política que
permita a los niños criarse en un ambiente familiar de
estabilidad y bienestar. Deberán facilitarse servicios
adecuados a las familias que necesiten asistencia para
resolver situaciones de inestabilidad o conflicto. 
14. Cuando no exista un ambiente familiar de estabili-
dad y bienestar, los intentos de la comunidad por ayu-
dar a los padres en este aspecto hayan fracasado y la
familia extensa no pueda ya cumplir esta función, se
deberá recurrir a otras posibles modalidades de coloca-
ción familiar, entre ellas los hogares de guarda y la
adopción, que en la medida de lo posible deberán
reproducir un ambiente familiar de estabilidad y bie-
nestar y, al mismo tiempo, crear en los niños un senti-
miento de permanencia, para evitar los problemas rela-
cionados con el “desplazamiento” de un lugar a otro. 
15. Deberá prestarse especial atención a los niños de
familias afectadas por problemas creados por cambios
económicos, sociales y culturales rápidos y desiguales,
en especial a los niños de familias indígenas o de inmi-
grantes y refugiados. Como tales cambios pueden per-
turbar la capacidad social de la familia para asegurar la
educación y crianza tradicionales de los hijos, a menu-
do como resultado de conflictos culturales o relaciona-
dos con el papel del padre o de la madre, será necesa-
rio elaborar modalidades innovadoras y socialmente
constructivas para la socialización de los niños. 
16. Se deberán adoptar medidas y elaborar programas
para dar a las familias la oportunidad de aprender las fun-
ciones y obligaciones de los padres en relación con el
desarrollo y el cuidado de sus hijos, para lo cual se fomen-
tarán relaciones positivas entre padres e hijos, se hará que
los padres cobren conciencia de los problemas de los
niños y los jóvenes y se fomentará la participación de los
jóvenes en las actividades familiares y comunitarias. 
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17. Los gobiernos deberán adoptar medidas para
fomentar la unión y la armonía en la familia y desalen-
tar la separación de los hijos de sus padres, salvo cuan-
do circunstancias que afecten al bienestar y al futuro de
los hijos no dejen otra opción viable. 
18. Es importante insistir en la función socializadora de la
familia y de la familia extensa; es igualmente importante
reconocer el papel futuro, las responsabilidades, la parti-
cipación y la colaboración de los jóvenes en la sociedad. 
19. Al garantizar el derecho de los niños a una sociali-
zación adecuada, los gobiernos y otras instituciones
deben basarse en los organismos sociales y jurídicos
existentes pero, cuando las instituciones y costumbres
tradicionales resulten insuficientes, deberán también
prever y permitir medidas innovadoras.

B. LA EDUCACIÓN
20. Los gobiernos tienen la obligación de dar a todos los
jóvenes acceso a la enseñanza pública. 
21. Los sistemas de educación, además de sus posibi-
lidades de formación académica y profesional, deberán
dedicar especial atención a: 
a) Enseñar los valores fundamentales y fomentar el res-
peto de la identidad propia y de las características cul-
turales del niño, de los valores sociales del país en que
vive el niño, de las civilizaciones diferentes de la suya y
de los derechos humanos y libertades fundamentales; 
b) Fomentar y desarrollar en todo lo posible la perso-
nalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física
de los jóvenes;
c) Lograr que los jóvenes participen activa y eficazmen-
te en el proceso educativo en lugar de ser meros obje-
tos pasivos de dicho proceso; 
d) Desarrollar actividades que fomenten un sentimiento
de identidad y pertenencia a la escuela y la comunidad; 
e) Alentar a los jóvenes a comprender y respetar opi-
niones y puntos de vista diversos, así como las diferen-
cias culturales y de otra índole; 
f) Suministrar información y orientación en lo que se
refiere a la formación profesional, las oportunidades de
empleo y posibilidades de carrera; 
g) Proporcionar apoyo emocional positivo a los jóvenes
y evitar el maltrato psicológico; 
h) Evitar las medidas disciplinarias severas, en particu-
lar los castigos corporales. 
22. Los sistemas de educación deberán tratar de traba-
jar en cooperación con los padres, las organizaciones
comunitarias y los organismos que se ocupan de las
actividades de los jóvenes. 
23. Deberá darse información a los jóvenes y a sus
familias sobre la ley y sus derechos y obligaciones con

respecto a la ley, así como sobre el sistema de valores
universales, incluidos los instrumentos de las
Naciones Unidas.
24. Los sistemas de educación deberán cuidar y aten-
der de manera especial a los jóvenes que se encuen-
tren en situación de riesgo social. Deberán prepararse y
utilizarse plenamente programas de prevención y mate-
riales didácticos, planes de estudios, criterios e instru-
mentos especializados. 
25. Deberá prestarse especial atención a la adopción
de políticas y estrategias generales de prevención del
uso indebido, por los jóvenes, del alcohol, las drogas y
otras sustancias. Deberá darse formación y dotarse de
medios a maestros y otros profesionales a fin de preve-
nir y resolver estos problemas. Deberá darse a los estu-
diantes información sobre el empleo y el uso indebido
de drogas, incluido el alcohol. 
26. Las escuelas deberán servir de centros de informa-
ción y consulta para prestar atención médica, asesora-
miento y otros servicios a los jóvenes, sobre todo a los
que están especialmente necesitados y son objeto de
malos tratos, abandono, victimización y explotación. 
27. Se aplicarán diversos programas educativos para
lograr que los maestros, otros adultos y los estudiantes
comprendan los problemas, necesidades y preocupa-
ciones de los jóvenes, especialmente de aquellos que
pertenecen a grupos más necesitados, menos favoreci-
dos, a grupos de bajos ingresos y a minorías étnicas u
otros grupos minoritarios. 
28. Los sistemas escolares deberán tratar de alcanzar y
promover los niveles profesionales y educativos más ele-
vados en lo que respecta a programas de estudio, méto-
dos y criterios didácticos y de aprendizaje, contratación y
formación de personal docente capacitado. Deberá prac-
ticarse una supervisión y evaluación regulares de los
resultados, tarea que se encomendará a las organizacio-
nes profesionales y a los órganos competentes. 
29. En cooperación con grupos de la comunidad, los
sistemas educativos deberán planificar, organizar y
desarrollar actividades extracurriculares que sean de
interés para los jóvenes. 
30. Deberá prestarse ayuda especial a niños y jóvenes
que tengan dificultades para cumplir las normas de
asistencia, así como a los que abandonan los estudios. 
31. Las escuelas deberán fomentar la adopción de polí-
ticas y normas equitativas y justas, y los estudiantes
estarán representados en los órganos encargados de
formular la política escolar, incluida la política discipli-
naria, y participarán en la adopción de decisiones.
C. LA COMUNIDAD
32. Deberán establecerse servicios y programas de



274 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

carácter comunitario, o fortalecerse los ya existentes, que
respondan a las necesidades, problemas, intereses e
inquietudes especiales de los jóvenes y ofrezcan, a ellos
y a sus familias, asesoramiento y orientación adecuados. 
33. Las comunidades deberán adoptar o reforzar una
amplia gama de medidas de apoyo comunitario a los
jóvenes, incluido el establecimiento de centros de desa-
rrollo comunitario, instalaciones y servicios de recreo, a
fin de hacer frente a los problemas especiales de los
menores expuestos a riesgo social. Esta forma de ayuda
deberá prestarse respetando los derechos individuales. 
34. Deberán establecerse servicios especiales para brin-
dar alojamiento adecuado a los jóvenes que no puedan
seguir viviendo en sus hogares o que carezcan de hogar. 
35. Se organizarán diversos servicios y sistemas de
ayuda para hacer frente a las dificultades que experi-
mentan los jóvenes al pasar a la edad adulta. Entre
estos servicios deberán figurar programas especiales
para los jóvenes toxicómanos en los que se dé máxima
importancia a los cuidados, el asesoramiento, la asis-
tencia y a las medidas de carácter terapéutico. 
36. Los gobiernos y otras instituciones deberán dar
apoyo financiero y de otra índole a las organizaciones
voluntarias que prestan servicios a los jóvenes. 
37. En el plano local deberán crearse o reforzarse orga-
nizaciones juveniles que participen plenamente en la
gestión de los asuntos comunitarios. Estas organizacio-
nes deberán alentar a los jóvenes a organizar proyectos
colectivos y voluntarios, en particular proyectos cuya fina-
lidad sea prestar ayuda a los jóvenes que la necesiten. 
38. Los organismos gubernamentales deberán asumir
especialmente la responsabilidad del cuidado de los
niños sin hogar o los niños de la calle y de proporcio-
narles los servicios que necesiten. Deberá hacerse fácil-
mente accesible a los jóvenes la información acerca de
servicios locales, alojamiento, empleo y otras formas y
fuentes de ayuda. 
39. Deberá organizarse una gran variedad de instala-
ciones y servicios recreativos de especial interés para
los jóvenes, a los que éstos tengan fácil acceso.

D. LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN
40. Deberá alentarse a los medios de comunicación a
que garanticen que los jóvenes tengan acceso a infor-
mación y material procedentes de diversas fuentes
nacionales e internacionales. 
41. Deberá alentarse a los medios de comunicación a
que den a conocer la contribución positiva de los jóve-
nes a la sociedad. 
42. Deberá alentarse a los medios de comunicación a
que difundan información relativa a la existencia en la

sociedad de servicios, instalaciones y oportunidades
destinados a los jóvenes. 
43. Deberá instarse a los medios de comunicación en
general, y a la televisión y al cine en particular, a que
reduzcan al mínimo el nivel de pornografía, drogadic-
ción y violencia en sus mensajes y den una imagen des-
favorable de la violencia y la explotación, eviten presen-
taciones degradantes especialmente de los niños, de la
mujer y de las relaciones interpersonales y fomenten los
principios y modelos de carácter igualitario. 
44. Los medios de comunicación deberán percatarse
de la importancia de su función y su responsabilidad
sociales, así como de su influencia en las comunicacio-
nes relacionadas con el uso indebido de drogas y alco-
hol entre los jóvenes. Deberán utilizar su poder para
prevenir el uso indebido de drogas mediante mensajes
coherentes con un criterio equilibrado. Deberán fomen-
tar campañas eficaces de lucha contra las drogas en
todos los niveles.

V. POLÍTICA SOCIAL
45. Los organismos gubernamentales deberán asignar
elevada prioridad a los planes y programas dedicados a
los jóvenes y suministrar suficientes fondos y recursos
de otro tipo para prestar servicios eficaces, proporcionar
las instalaciones y el personal para brindar servicios
adecuados de atención médica, salud mental, nutri-
ción, vivienda y otros servicios necesarios, en particular
de prevención y tratamiento del uso indebido de drogas
y alcohol, y cerciorarse de que esos recursos lleguen a
los jóvenes y redunden realmente en beneficio de ellos. 
46. Sólo deberá recluirse a los jóvenes en instituciones
como último recurso y por el período mínimo necesario,
y deberá darse máxima importancia a los propios intere-
ses del joven. Los criterios para autorizar una intervención
oficial de esta índole deberán definirse estrictamente y
limitarse a las situaciones siguientes: a) cuando el niño o
joven haya sufrido lesiones físicas causadas por los
padres o tutores; b) cuando el niño o joven haya sido víc-
tima de malos tratos sexuales, físicos o emocionales por
parte de los padres o tutores; c) cuando el niño o joven
haya sido descuidado, abandonado o explotado por los
padres o tutores; d) cuando el niño o joven se vea ame-
nazado por un peligro físico o moral debido al comporta-
miento de los padres o tutores; y e) cuando se haya mani-
festado en el propio comportamiento del niño o del joven
un grave peligro físico o psicológico para el niño o el joven
mismo y ni los padres o tutores, ni el propio joven ni los
servicios comunitarios no residenciales puedan hacer
frente a dicho peligro por otro medio que no sea la reclu-
sión en una institución. 
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47. Los organismos gubernamentales deberán dar a los
jóvenes oportunidad de continuar su educación a jor-
nada completa, financiada por el Estado cuando los
padres o tutores no los puedan mantener, y de adquirir
experiencia profesional. 
48. Los programas de prevención de la delincuencia
deberán planificarse y ejecutarse sobre la base de con-
clusiones fiables que sean resultado de una investiga-
ción científica, y periódicamente deberán ser supervisa-
dos, evaluados y readaptados en consonancia con esas
conclusiones. 
49. Deberá difundirse entre la comunidad profesional y
el público en general información científica acerca del
tipo de comportamiento o de situación que pueda resul-
tar en la victimización de los jóvenes, en daños y malos
tratos físicos y sicológicos contra ellos o en su explotación.
50. La participación en todos los planes y programas
deberá ser, en general, voluntaria. Los propios jóvenes
deberán intervenir en su formulación, desarrollo y eje-
cución. 
51. Los gobiernos deberán comenzar a estudiar o
seguir estudiando, formulando y aplicando políticas,
medidas y estrategias dentro y fuera del sistema de jus-
ticia penal para prevenir la violencia en el hogar contra
los jóvenes o que los afecte, y garantizar un trato justo a
las víctimas de ese tipo de violencia.

VI. LEGISLACIÓN Y ADMINISTRACIÓN
DE LA JUSTICIA DE MENORES

52. Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y
procedimientos especiales para fomentar y proteger los
derechos y el bienestar de todos los jóvenes. 
53. Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohí-
ban la victimización, los malos tratos y la explotación de
los niños y jóvenes, así como su utilización para activi-
dades delictivas. 
54. Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas
de corrección o castigo severos o degradantes en el
hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución. 
55. Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y
controlar el acceso de los niños y jóvenes a las armas
de cualquier tipo. 
56. A fin de impedir que prosiga la estigmatización, vic-
timización y criminalización de los jóvenes, deberán
promulgarse leyes que garanticen que ningún acto que
no sea considerado delito ni sea sancionado cuando lo
comete un adulto se considere delito ni sea objeto de
sanción cuando es cometido por un joven. 
57. Debería considerarse la posibilidad de establecer
un puesto de mediador o un órgano análogo indepen-

diente para los jóvenes que garantice el respeto de su
condición jurídica, sus derechos y sus intereses, así
como la posibilidad de remitir los casos a los servicios
disponibles. El mediador u otro órgano designado
supervisaría además la aplicación de las Directrices de
Riad, las Reglas de Beijing y las Reglas para la protec-
ción de los menores privados de libertad. El mediador u
otro órgano publicaría periódicamente un informe sobre
los progresos alcanzados y las dificultades encontradas
en el proceso de aplicación. Se deberían establecer
también servicios de defensa jurídica del niño. 
58. Deberá capacitarse personal de ambos sexos
encargado de hacer cumplir la ley y de otras funciones
pertinentes para que pueda atender a las necesidades
especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar al
corriente de los programas y posibilidades de remisión
a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo
posible con el fin de sustraer a los jóvenes al sistema de
justicia penal. 
59. Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente
leyes para proteger a los niños y a los jóvenes del uso
indebido de drogas y de los traficantes de droga.

VII. INVESTIGACIÓN, FORMULACIÓN DE
NORMAS Y COORDINACIÓN

60. Se procurará fomentar la interacción y coordina-
ción, con carácter multidisciplinario e intradisciplinario,
de los organismos y servicios económicos, sociales,
educativos y de salud con el sistema de justicia, los
organismos dedicados a los jóvenes, a la comunidad y
al desarrollo y otras instituciones pertinentes, y deberán
establecerse los mecanismos apropiados a tal efecto. 
61. Deberá intensificarse, en los planos nacional, regio-
nal e internacional, el intercambio de información,
experiencia y conocimientos técnicos obtenidos gracias
a los proyectos, programas, prácticas e iniciativas rela-
cionadas con la delincuencia juvenil, la prevención de
la delincuencia y la justicia de menores. 
62. Deberá promoverse e intensificarse la cooperación
regional e internacional en asuntos relativos a la delin-
cuencia juvenil, la prevención de la delincuencia juvenil
y la justicia de menores, con la participación de profe-
sionales, expertos y autoridades. 
63. Todos los gobiernos, el sistema de las Naciones
Unidas y otras organizaciones interesadas deberán apo-
yar firmemente la cooperación técnica y científica en
asuntos prácticos relacionados con la formulación de
normas, en particular en los proyectos experimentales,
de capacitación y demostración, sobre cuestiones con-
cretas relativas a la prevención de la delincuencia juve-

DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA 
LA PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA JUVENIL



276 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

nil y de delitos cometidos por jóvenes. 
64. Deberá alentarse la colaboración en las actividades
de investigación científica sobre las modalidades efica-
ces de prevención de la delincuencia juvenil y de los
delitos cometidos por jóvenes y difundirse ampliamente
y evaluarse sus conclusiones. 
65. Los órganos, institutos, organismos y oficinas com-
petentes de las Naciones Unidas deberán mantener
una estrecha colaboración y coordinación en distintas
cuestiones relacionadas con los niños, la justicia de
menores y la prevención de la delincuencia juvenil y de
los delitos cometidos por jóvenes. 
66. Sobre la base de las presentes Directrices, la
Secretaría de las Naciones Unidas, en cooperación con
las instituciones interesadas, deberá desempeñar un
papel activo de la investigación, colaboración científica,
formulación de opciones de política, y en el examen y
supervisión de su aplicación, y servir de fuente de infor-
mación fidedigna acerca de modalidades eficaces para
la prevención de la delincuencia.
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PREÁMBULO 
Los Estados Parte en el presente Protocolo, 
• Declarando que para prevenir y combatir eficazmente
la trata de personas, especialmente mujeres y niños, se
requiere un enfoque amplio e internacional en los países
de origen, tránsito y destino que incluya medidas para
prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger
a las víctimas de esa trata, en particular amparando sus
derechos humanos internacionalmente reconocidos, 
• Teniendo en cuenta que si bien existe una gran varie-
dad de instrumentos jurídicos internacionales que con-
tienen normas y medidas prácticas para combatir la
explotación de las personas, especialmente las mujeres y
los niños, no hay ningún instrumento universal que abor-
de todos los aspectos de la trata de personas, 
• Preocupados por que de no existir un instrumento de
esa naturaleza las personas vulnerables a la trata no esta-
rán suficientemente protegidas, 
• Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea
General, de 9 de diciembre de 1998, en la que la
Asamblea decidió establecer un comité especial intergu-
bernamental de composición abierta encargado de ela-
borar una convención internacional amplia contra la
delincuencia transnacional organizada y de examinar la
elaboración, entre otras cosas, de un instrumento inter-
nacional relativo a la trata de mujeres y de niños, 
• Convencidos de que para prevenir y combatir ese
delito será útil complementar la Convención de las
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Transnacional con un instrumento internacional des-
tinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de per-
sonas, especialmente mujeres y niños,
Acuerdan lo siguiente: 

I. DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1 
Relación con la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional 

1. El presente Protocolo complementa la Convención
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional y se  interpretará junta-
mente con la Convención. 
2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán
mutatis mutandis al presente Protocolo, a menos que
en él se disponga otra cosa. 
3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del pre-
sente Protocolo se considerarán delitos tipificados con
arreglo a la Convención. 

ARTÍCULO 2 
Finalidad 

Los fines del presente Protocolo son: 
a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando
especial atención a las mujeres y los niños; 
b) Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respe-
tando plenamente sus derechos humanos; y 
c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para
lograr esos fines. 

ARTÍCULO 3 
Definiciones 

Para los fines del presente Protocolo: 
a) Por "trata de personas" se entenderá la captación,
el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de
personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la
fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude,
al engaño, al abuso de poder o de una situación de
vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos
o beneficios para obtener el consentimiento de una
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persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de
explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo,
la explotación de la prostitución ajena u otras formas
de explotación sexual, los trabajos o servicios forza-
dos, la esclavitud o las prácticas análogas a la escla-
vitud, la servidumbre o la extracción de órganos; 
b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de
personas a toda forma de explotación intencional descri-
ta en el apartado a) del presente artículo no se tendrá en
cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los
medios enunciados en dicho apartado; 
c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la
recepción de un niño con fines de explotación se consi-
derará "trata de personas" incluso cuando no se recurra
a ninguno de los medios enunciados en el apartado a) del
presente artículo; 
d) Por "niño" se entenderá toda persona menor de 18
años.

ARTÍCULO 4 
Ámbito de aplicación 

A menos que contenga una disposición en contrario, el
presente Protocolo se aplicará a la prevención, investiga-
ción y penalización de los delitos tipificados con arreglo al
artículo 5 del presente Protocolo, cuando esos delitos
sean de carácter transnacional y entrañen la participa-
ción de un grupo delictivo organizado, así como a la pro-
tección de las víctimas de esos delitos. 

ARTÍCULO 5 
Penalización 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y
de otra índole que sean necesarias para tipificar como
delito en su derecho interno las conductas enunciadas
en el artículo 3 del presente Protocolo, cuando se come-
tan intencionalmente. 
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas
legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipi-
ficar como delito: 
a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordena-
miento jurídico, la tentativa de comisión de un delito tipi-
ficado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 
b) La participación como cómplice en la comisión de
un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del pre-
sente artículo; y 
c) La organización o dirección de otras personas para la
comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1
del presente artículo. 

II. PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS 
DE LA TRATA DE PERSONAS 

ARTÍCULO 6 
Asistencia y protección a las víctimas 
de la trata de personas 

1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su
derecho interno, cada Estado Parte protegerá la privaci-
dad y la identidad de las víctimas de la trata de personas,
en particular, entre otras cosas, previendo la confidencia-
lidad de las actuaciones judiciales relativas a dicha trata. 
2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento
jurídico o administrativo interno prevea medidas con
miras a proporcionar a las víctimas de la trata de perso-
nas, cuando proceda: 
a) Información sobre procedimientos judiciales y admi-
nistrativos pertinentes; 
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opinio-
nes y preocupaciones se presenten y examinen en las
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra
los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos
de la defensa; 
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de apli-
car medidas destinadas a prever la recuperación física,
sicológica y social de las víctimas de la trata de personas,
incluso, cuando proceda, en cooperación con organiza-
ciones no gubernamentales, otras organizaciones perti-
nentes y demás sectores de la sociedad civil, y en parti-
cular mediante el suministro de: 
a) Alojamiento adecuado; 
b) Asesoramiento e información, en particular con res-
pecto a sus derechos jurídicos, en un idioma que las víc-
timas de la trata de personas puedan comprender; 
c) Asistencia médica, sicológica y material; y 
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación. 
4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las
disposiciones del presente artículo, la edad, el sexo y
las necesidades especiales de las víctimas de la trata
de personas, en particular las necesidades especiales
de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y
el cuidado adecuados. 
5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad
física de las víctimas de la trata de personas mientras se
encuentren en su territorio. 
6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento
jurídico interno prevea medidas que brinden a las vícti-
mas de la trata de personas la posibilidad de obtener
indemnización por los daños sufridos. 
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ARTÍCULO 7 
Régimen aplicable a las víctimas de la trata de 
personas en el Estado receptor 

1. Además de adoptar las medidas previstas en el artícu-
lo 6 del presente Protocolo, cada Estado Parte conside-
rará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras
medidas apropiadas que permitan a las víctimas de la
trata de personas permanecer en su territorio, temporal o
permanentemente, cuando proceda. 
2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del
presente artículo, cada Estado Parte dará la debida con-
sideración a factores humanitarios y personales. 

ARTÍCULO 8 
Repatriación de las víctimas de la trata de personas 

1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la
trata de personas o en el que ésta tuviese derecho de
residencia permanente en el momento de su entrada en
el territorio del Estado Parte receptor facilitará y aceptará,
sin demora indebida o injustificada, la repatriación de esa
persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad. 
2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de
una víctima de la trata de personas a un Estado Parte del
que esa persona sea nacional o en el que tuviese dere-
cho de residencia permanente en el momento de su
entrada en el territorio del Estado Parte receptor, velará
por que dicha repatriación se realice teniendo debida-
mente en cuenta la seguridad de esa persona, así como
el estado de cualquier procedimiento legal relacionado
con el hecho de que la persona es una víctima de la trata,
y preferentemente de forma voluntaria. 
3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo
Estado Parte requerido verificará, sin demora indebida o
injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno
de sus nacionales o tenía derecho de residencia perma-
nente en su territorio en el momento de su entrada en el
territorio del Estado Parte receptor. 
4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la
trata de personas que carezca de la debida documenta-
ción, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o
en el que tuviese derecho de residencia permanente en
el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte
receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado
Parte receptor, los documentos de viaje o autorización de
otro tipo que sean necesarios para que la persona pueda
viajar a su territorio y reingresar en él. 
5. El presente artículo no afectará a los derechos recono-
cidos a las víctimas de la trata de personas con arreglo al
derecho interno del Estado Parte receptor. 

6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cual-
quier acuerdo o arreglo bilateral o multilateral aplicable
que rija, total o parcialmente, la repatriación de las vícti-
mas de la trata de personas. 

III. MEDIDAS DE PREVENCIÓN,
COOPERACIÓN Y OTRAS MEDIDAS 

ARTÍCULO 9 
Prevención de la trata de personas 

1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y
otras medidas de carácter amplio con miras a: 
a) Prevenir y combatir la trata de personas; y 
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, espe-
cialmente las mujeres y los niños, contra un nuevo
riesgo de victimización. 
2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales
como actividades de investigación y campañas de infor-
mación y difusión, así como iniciativas sociales y económi-
cas, con miras a prevenir y combatir la trata de personas. 
3. Las políticas, los programas y demás medidas que se
adopten de conformidad con el presente artículo inclui-
rán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones
no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y
otros sectores de la sociedad civil. 
4. Los Estados Parte adoptarán medidas o reforzarán
las ya existentes, recurriendo en particular a la coope-
ración bilateral o multilateral, a fin de mitigar facto-res
como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportuni-
dades equitativas que hacen a las personas, especial-
mente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata. 
5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de
otra índole, tales como medidas educativas, sociales y
culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en
particular a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de
desalentar la demanda que propicia cualquier forma de
explotación conducente a la trata de personas, especial-
mente mujeres y niños. 

ARTÍCULO 10 
Intercambio de información y capacitación 

1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas
de hacer cumplir la ley, así como las autoridades de
inmigración u otras autoridades competentes, coope-
rarán entre sí, según proceda, intercambiando infor-
mación, de conformidad con su derecho interno, a fin
de poder determinar: 
a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una
frontera internacional con documentos de viaje pertene-
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cientes a terceros o sin documentos de viaje son autores
o víctimas de la trata de personas; 
b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas
han utilizado o intentado utilizar para cruzar una frontera
internacional con fines de trata de personas; y 
c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos
organizados para los fines de la trata de personas, inclui-
dos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos
entre personas y grupos involucrados en dicha trata, así
como posibles medidas para detectarlos. 
2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley, así como a los de
inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capaci-
tación en la prevención de la trata de personas o refor-
zarán dicha capacitación,según proceda. Ésta deberá
centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha
trata, enjuiciar a los traficantes y proteger los derechos
de las víctimas, incluida la protección de las víctimas
frente a los traficantes. La capacitación también deberá
tener en cuenta la necesidad de considerar los dere-
chos humanos y las cuestiones relativas al niño y a la
mujer, así como fomentar la cooperación con organiza-
ciones no gubernamentales, otras organizaciones perti-
nentes y demás sectores de la sociedad civil.
3. El Estado Parte receptor de dicha información dará
cumplimiento a toda solicitud del Estado Parte que la
haya facilitado en el sentido de imponer restricciones
a su utilización. 

ARTÍCULO 11 
Medidas fronterizas 

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales
relativos a la libre circulación de personas, los
Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible,
los controles fronterizos que sean necesarios para
prevenir y detectar la trata de personas.
2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u
otras medidas apropiadas para prevenir, en la medi-
da de lo posible, la utilización de medios de trans-
porte explotados por transportistas comerciales para
la comisión de los delitos tipificados con arreglo al
artículo 5 del presente Protocolo. 
3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones
internacionales aplicables se preverá, entre esas medi-
das, la obligación de los transportistas comerciales,
incluidas las empresas de transporte, así como los pro-
pietarios o explotadores de cualquier medio de transpor-
te, de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en
su poder los documentos de viaje requeridos para entrar
legalmente en el Estado receptor. 

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias,
de conformidad con su derecho interno, para prever san-
ciones en caso de incumplimiento de la obligación enun-
ciada en el párrafo 3 del presente artículo. 
5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adop-
tar medidas que permitan, de conformidad con su dere-
cho interno, denegar la entrada o revocar visa-dos a per-
sonas implicadas en la comisión de delitos tipificados con
arreglo al presente Protocolo. 
6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la
Convención, los Estados Parte considerarán la posibili-
dad de reforzar la cooperación entre los organismos de
control fronterizo, en particular, entre otras medidas,
estableciendo y manteniendo conductos de comunica-
ción directos.

ARTÍCULO 12 
Seguridad y control de los documentos 

Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que dis-
ponga, las medidas que se requieran para: 
a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de
viaje o de identidad que expida a fin de que éstos no pue-
dan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse
o alterarse, reproducirse o expedirse de forma ilícita; y 
b) Garantizar la integridad y la seguridad de los docu-
mentos de viaje o de identidad que expida o que se expi-
dan en su nombre e impedir la creación, expedición y uti-
lización ilícitas de dichos documentos.

ARTÍCULO 13 
Legitimidad y validez de los documentos 

Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte
verificará, de conformidad con su derecho interno y den-
tro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los
documentos de viaje o de identidad expedidos o presun-
tamente expedidos en su nombre y sospechosos de ser
utilizados para la trata de personas. 
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IV. DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 14 
Cláusula de salvaguardia 

1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afecta-
rá a los derechos, obligaciones y responsabilidades de los
Estados y las personas con arreglo al derecho internacio-
nal, incluidos el derecho internacional humanitario y la
normativa internacional de derechos humanos y, en par-
ticular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el
Estatuto de los Refugiados de 19514 y su Protocolo de
19675, así como el principio de non-refoulement consa-
grado en dichos instrumentos. 
2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se
interpretarán y aplicarán de forma que no sea discrimi-
natoria para las personas por el hecho de ser víctimas de
la trata de personas. La interpretación y aplicación de
esas medidas estarán en consonancia con los principios
de no discriminación internacionalmente reconocidos. 

ARTÍCULO 15 
Solución de controversias 

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda contro-
versia relacionada con la interpretación o aplicación del
presente Protocolo mediante la negociación. 
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acer-
ca de la interpretación o la aplicación del presente
Protocolo que no pueda resolverse mediante la negocia-
ción dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de
uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis
meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje,
esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo
sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos
Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte
Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al
Estatuto de la Corte. 
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma,
ratificación, aceptación o aprobación del presente
Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera
vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los
demás Estados Parte no quedarán vinculados por el
párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado
Parte que haya hecho esa reserva. 
4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de con-
formidad con el párrafo 3 del presente artículo podrá en
cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al
Secretario General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 16 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de
todos los Estados del 12 al 15 de diciembre de 2000
en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede
de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de
diciembre de 2002.
2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma
de las organizaciones regionales de integración económi-
ca siempre que al menos uno de los Estados miembros
de tales organizaciones haya firmado el presente
Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo
1 del presente artículo. 
3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación,
aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratifi-
cación, aceptación o aprobación se depositarán en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Las organizaciones regionales de integración econó-
mica podrán depositar su instrumento de ratificación,
aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus
Estados miembros ha procedido de igual manera. En
ese instrumento de ratificación, aceptación o aproba-
ción, esas organizaciones declararán el alcance de su
competencia con respecto a las cuestiones regidas
por el presente Protocolo. Dichas organizaciones
comunicarán también al depositario cualquier modifi-
cación pertinente del alcance de su competencia. 
4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de
todos los Estados u organizaciones regionales de integra-
ción económica que cuenten por lo menos con un
Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo.
Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas. En el
momento de su adhesión, las organizaciones regionales
de integración económica declararán el alcance de su
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el
presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán
también al depositario cualquier modificación pertinente
del alcance de su competencia. 

ARTÍCULO 17 
Entrada en vigor 

1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo
día después de la fecha en que se haya depositado el
cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, a condición de que no entre en
vigor antes de la entrada en vigor de la Convención. A los
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efectos del presente párrafo, los instrumentos deposita-
dos por una organización regional de integración econó-
mica no se considerarán adicionales a los depositados
por los Estados miembros de tal organización. 
2. Para cada Estado u organización regional de integra-
ción económica que ratifique, acepte o apruebe el pre-
sente Protocolo o se adhiera a él después de haberse
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión, el presente
Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la
fecha en que ese Estado u organización haya deposita-
do el instrumento pertinente o en la fecha de su entra-
da en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artícu-
lo, si ésta es posterior. 

ARTÍCULO 18 
Enmienda 

1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entra-
da en vigor del presente Protocolo, los Estados Parte en
el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al
Secretario General de las Naciones Unidas, quien a con-
tinuación comunicará toda enmienda propuesta a los
Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la
Convención para que la examinen y decidan al respecto.
Los Estados Parte en el presente Protocolo reunidos en la
Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr
un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado
todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha
llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exi-
girá, en última instancia, una  mayoría de dos tercios de
los Estados Parte en el presente Protocolo presentes y
votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 
2. Las organizaciones regionales de integración económi-
ca, en asuntos de su competencia, ejercerán su derecho
de voto con arreglo al presente artículo con un número de
votos igual al número de sus Estados miembros que sean
Partes en el presente Protocolo. Dichas organizaciones
no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros
ejercen el suyo, y viceversa. 
3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el
párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a ratificación,
aceptación o aprobación por los Estados Parte. 
4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor respecto
de un Estado Parte noventa días después de la fecha en
que éste deposite en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas un instrumento de ratificación, acepta-
ción o aprobación de esa enmienda. 
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante
para los Estados Parte que hayan expresado su consen-

timiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán
sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así
como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen
ratificado, aceptado o aprobado. 

ARTÍCULO 19 
Denuncia 

1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente
Protocolo mediante notificación escrita al Secretario
General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá
efecto un año después de la fecha en que el Secretario
General haya recibido la notificación. 
2. Las organizaciones regionales de integración económi-
ca dejarán de ser Partes en el presente Protocolo cuan-
do lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 

ARTÍCULO 20 
Depositario e idiomas 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el
depositario del presente Protocolo. 
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositará en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. 

En fe de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debi-
damente autorizados por sus respectivos gobiernos, han
firmado el presente Protocolo. 

PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS, 
QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 285

CONVENIO Nº 182 DE LA OIT  

REFERENTE A LAS PEORES FORMAS 

DE TRABAJO INFANTIL Y LA

RECOMENDACIÓN Nº 190 SOBRE LA

PROHIBICIÓN DE LAS PEORES FORMAS 

DE TRABAJO INFANTIL 

Y LA ACCIÓN INMEDIATA 

PARA SU ELIMINACIÓN 20
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ARTÍCULO 1 

Todo Miembro que ratifique el presente Convenio debe-
rá adoptar medidas inmediatas y eficaces para conse-
guir la prohibición y la eliminación de las peores formas
de trabajo infantil con carácter de urgencia. 

ARTÍCULO 2 

A los efectos del presente Convenio, el término “niño”
designa a toda persona menor de 18 años. 

ARTÍCULO 3 

A los efectos del presente Convenio, la expresión “las
peores formas de trabajo infantil” abarca: 
a) Todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas
a la esclavitud, como la venta y el tráfico de niños, la ser-
vidumbre por deudas y la condición de siervo, y el traba-
jo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u
obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados; 
b) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños
para la prostitución, la producción de pornografía o
actuaciones pornográficas; 
c) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños
para la realización de actividades ilícitas, en particular la
producción y el tráfico de estupefacientes, tal como se
definen en los tratados internacionales pertinentes, y 
d) El trabajo que, por su naturaleza o por las condicio-
nes en que se lleva a cabo, es probable que dañe la
salud, la seguridad o la moralidad de los niños. 

ARTÍCULO 4 

1. Los tipos de trabajo a que se refiere el artículo 3, d)
deberán ser determinados por la legislación nacional
o por la autoridad competente, previa consulta con
las organizaciones de empleadores y de trabajadores
interesadas y tomando en consideración las normas
internacionales en la materia, en particular los párra-
fos 3 y 4 de la Recomendación sobre las peores for-
mas de trabajo infantil, 1999. 
2. La autoridad competente, previa consulta con las orga-

nizaciones de empleadores y de trabajadores interesa-
das, deberá localizar dónde se practican los tipos de tra-
bajo determinados a tenor del párrafo 1 de este artículo. 
3. Deberá examinarse periódicamente y, en caso nece-
sario, revisarse la lista de los tipos de trabajo determi-
nados a tenor del párrafo 1 de este artículo, en consul-
ta con las organizaciones de empleadores y de trabaja-
dores interesadas. 

ARTÍCULO 5

Todo Miembro, previa consulta con las organizaciones
de empleadores y de trabajadores, deberá establecer o
designar mecanismos apropiados para vigilar la aplica-
ción de las disposiciones por las que se dé efecto al pre-
sente Convenio. 

ARTÍCULO 6

1. Todo Miembro deberá elaborar y poner en práctica
programas de acción para eliminar, como medida prio-
ritaria, las peores formas de trabajo infantil. 
2. Dichos programas de acción deberán elaborarse y
ponerse en práctica en consulta con las instituciones
gubernamentales competentes y las organizaciones
de empleadores y de trabajadores, tomando en con-
sideración las opiniones de otros grupos interesados,
según proceda. 

ARTÍCULO 7

1. Todo Miembro deberá adoptar cuantas medidas sean
necesarias para garantizar la aplicación y el cumpli-
miento efectivos de las disposiciones por las que se dé
efecto al presente Convenio, incluidos el establecimien-
to y la aplicación de sanciones penales o, según proce-
da, de otra índole.
2. Todo Miembro deberá adoptar, teniendo en cuenta la
importancia de la educación para la eliminación del tra-
bajo infantil, medidas efectivas y en un plazo determina-
do con el fin de: 
a) Impedir la ocupación de niños en las peores for-
mas de trabajo infantil; 
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b) Prestar la asistencia directa necesaria y adecuada
para librar a los niños de las peores formas de trabajo
infantil y asegurar su rehabilitación e inserción social; 
c) Asegurar a todos los niños que hayan sido librados
de las peores formas de trabajo infantil el acceso a la
enseñanza básica gratuita y, cuando sea posible y ade-
cuado, a la formación profesional; 
d) Identificar a los niños que están particularmente
expuestos a riesgos y entrar en contacto directo con
ellos, y 
e) Tener en cuenta la situación particular de las niñas. 
3. Todo Miembro deberá designar la autoridad compe-
tente encargada de la aplicación de las disposiciones
por las que se dé efecto al presente Convenio. 

ARTÍCULO 8 

Los Miembros deberán tomar medidas apropiadas para
ayudarse recíprocamente a fin de aplicar las disposicio-
nes del presente Convenio por medio de una mayor
cooperación y/o asistencia internacionales, incluido el
apoyo al desarrollo social y económico, los programas
de erradicación de la pobreza y la educación universal. 

ARTÍCULO 9 

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán
comunicadas, para su registro, al Director General de la
Oficina Internacional del Trabajo. 

ARTÍCULO 10 

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo
cuyas ratificaciones haya registrado el Director General
de la Oficina Internacional del Trabajo. 
2. Entrará en vigor 12 meses después de la fecha en
que las ratificaciones de dos Miembros hayan sido
registradas por el Director General. 
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en
vigor, para cada Miembro, 12 meses después de la
fecha en que haya sido registrada su ratificación. 

ARTÍCULO 11 

1.Todo Miembro que haya ratificado este Convenio
podrá denunciarlo a la expiración de un período de diez
años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicial-
mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su
registro, al Director General de la Oficina Internacional
del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año

después de la fecha en que se haya registrado. 
2.Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y
que, en el plazo de un año después de la expiración del
período de diez años mencionado en el párrafo prece-
dente, no haga uso del derecho de denuncia previsto
en este artículo quedará obligado durante un nuevo
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar
este Convenio a la expiración de cada período de diez
años, en las condiciones previstas en este artículo. 

ARTÍCULO 12 

1. El Director General de la Oficina Internacional del
Trabajo notificará a todos los Miembros de la
Organización Internacional del Trabajo el registro de
cuantas ratificaciones, declaraciones y actas de denun-
cia le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2. Al notificar a los Miembros de la Organización el
registro de la segunda ratificación que le haya sido
comunicada, el Director General llamará la atención de
los Miembros de la Organización sobre la fecha en que
entrará en vigor el presente Convenio. 

ARTÍCULO 13 

El Director General de la Oficina Internacional del
Trabajo comunicará al Secretario General de las
Naciones Unidas, a los efectos del registro y de confor-
midad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones
Unidas, una información completa sobre todas las rati-
ficaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya
registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 

ARTÍCULO 14

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de
Administración de la Oficina Internacional del Trabajo
presentará a la Conferencia una memoria sobre la apli-
cación del Convenio, y considerará la conveniencia de
incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión
de su revisión total o parcial. 

ARTÍCULO 15 

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo con-
venio que implique una revisión total o parcial del pre-
sente, y a menos que el nuevo convenio contenga dis-
posiciones en contrario: 
a) La ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio
revisor implicará ipso jure la denuncia inmediata de este
Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en
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el artículo 11, siempre que el nuevo convenio revisor
haya entrado en vigor; 
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo
convenio revisor, el presente Convenio cesará de estar
abierto a la ratificación por los Miembros. 
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en
su forma y contenido actuales, para los Miembros que
lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 

ARTÍCULO 16 

Las versiones inglesa y francesa del texto de este
Convenio son igualmente auténticas.  
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La Conferencia General de la Organización Internacional
del Trabajo:
• Convocada en Ginebra por el Consejo de
Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y
congregada en dicha ciudad el 1 de junio de 1999, en su
octogésima séptima reunión;
• Después de haber adoptado el Convenio sobre las peo-
res formas de trabajo infantil, 1999;
• Después de haber decidido adoptar varias proposicio-
nes relativas al trabajo infantil, cuestión que constituye el
cuarto punto del orden del día de la reunión, y
• Después de haber determinado que estas proposicio-
nes revistan la forma de una recomendación que com-
plemente el Convenio sobre las peores formas de trabajo
infantil, 1999, adopta, con fecha diecisiete de junio de mil
novecientos noventa y nueve, la siguiente
• Recomendación, que podrá ser citada como la
Recomendación sobre las peores formas de trabajo
infantil, 1999.
1. Las disposiciones de la presente Recomendación
complementan las del Convenio sobre las peores for-
mas de trabajo infantil, 1999 (en adelante denominado
«el Convenio»), y deberían aplicarse conjuntamente
con las mismas.

I.PROGRAMAS DE ACCIÓN
2. Los programas de acción mencionados en el artículo
6 del Convenio deberían elaborarse y ponerse en prácti-
ca con carácter de urgencia, en consulta con las institu-
ciones gubernamentales competentes y las organizacio-
nes de empleadores y de trabajadores, tomando en con-
sideración las opiniones de los niños directamente afec-

tados por las peores formas de trabajo infantil, de sus
familias y, cuando proceda, de otros grupos interesados
en la consecución de los fines del Convenio y de la pre-
sente Recomendación. Los objetivos de dichos progra-
mas deberían ser, entre otros:
a) Identificar y denunciar las peores formas de traba-
jo infantil;
b) Impedir la ocupación de niños en las peores formas de
trabajo infantil o librarlos de ellas, protegerlos contra las
represalias y garantizar su rehabilitación e inserción social
con medidas que permitan atender a sus necesidades
educativas, físicas y psicológicas;
c) Prestar especial atención:
i) A los niños más pequeños;
ii) A las niñas;
iii) Al problema del trabajo oculto, en el que las niñas
están particularmente expuestas a riesgos, y
iv) A otros grupos de niños que sean particularmente vul-
nerables o tengan necesidades específicas;
d) Identificar las comunidades en que haya niños parti-
cularmente expuestos a riesgos, y entrar en contacto
directo y trabajar con ellas, e
e) Informar, sensibilizar y movilizar a la opinión públi-
ca y a los grupos interesados, incluidos los niños y
sus familiares.

II. TRABAJO PELIGROSO
3. Al determinar y localizar dónde se practican los tipos
de trabajo a que se refiere el artículo 3, d) del Convenio,
debería tomarse en consideración, entre otras cosas:
a) Los trabajos en que el niño queda expuesto a abusos
de orden físico, psicológico o sexual;

RECOMENDACIÓN Nº 190 SOBRE LA PROHIBICIÓN DE LAS 

PEORES FORMAS DE TRABAJO INFANTIL Y LA ACCIÓN 

INMEDIATA PARA SU ELIMINACIÓN

Recomendación 190 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil,1999
Recomendación sobre la prohibición de las peores formas de trabajo
infantil y la acción inmediata para su eliminación
RECOMENDACION: R190
Lugar: Ginebra
Sesión de la Conferencia: 87
Fecha de adopción:17:06:1999
Sujeto: Eliminación del trabajo infantil y protección de los niños y de los adolescentes
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b) Los trabajos que se realizan bajo tierra, bajo el agua,
en alturas peligrosas o en espacios cerrados;
c) Los trabajos que se realizan con maquinaria, equipos
y herramientas peligrosos, o que conllevan la manipula-
ción o el transporte manual de cargas pesadas;
d) Los trabajos realizados en un medio insalubre en el
que los niños estén expuestos, por ejemplo, a sustancias,
agentes o procesos peligrosos, o bien a temperaturas o
niveles de ruido o de vibraciones que sean perjudiciales
para la salud, y
e) Los trabajos que implican condiciones especialmente
difíciles, como los horarios prolongados o nocturnos, o los
trabajos que retienen injustificadamente al niño en los
locales del empleador.
4. Por lo que respecta a los tipos de trabajo a que se hace
referencia en el apartado d) del artículo 3 del Convenio y
el párrafo 3 de la presente Recomendación, la legislación
nacional o la autoridad competente, previa consulta con
las organizaciones de empleadores y de trabajadores
interesadas, podrán autorizar el empleo o el trabajo a par-
tir de la edad de 16 años, siempre que queden plena-
mente garantizadas la salud, la seguridad y la moralidad
de esos niños, y que éstos hayan recibido instrucción o
formación profesional adecuada y específica en la rama
de actividad correspondiente.

III. APLICACIÓN
5.1) Se deberían recopilar y mantener actualizados datos
estadísticos e información detallada sobre la naturaleza y
el alcance del trabajo infantil, de modo que sirvan de
base para determinar las prioridades de la acción nacio-
nal dirigida a la abolición del trabajo infantil, y en particu-
lar a la prohibición y la eliminación de sus peores formas
con carácter de urgencia.
2) En la medida de lo posible, la información y los datos
estadísticos antes mencionados deberían incluir datos
desglosados por sexo, grupo de edad, ocupación, rama
de actividad económica, situación en el empleo, asisten-
cia a la escuela y ubicación geográfica. Debería tenerse
en cuenta la importancia de un sistema eficaz de registro
de nacimientos, que comprenda la expedición de certifi-
cados de nacimiento.
3) Se deberían recopilar y mantener actualizados los
datos pertinentes en materia de violación de las disposi-
ciones nacionales sobre la prohibición y la eliminación de
las peores formas de trabajo infantil.
6. La compilación y el análisis de la información y los
datos a que se refiere el párrafo 5 anterior deberían lle-
varse a cabo sin menoscabo del derecho a la intimidad.
7. La información recopilada con arreglo a lo dispuesto
en el párrafo 5 anterior debería comunicarse periódica-

mente a la Oficina Internacional del Trabajo.
8. Los Miembros, previa consulta con las organizacio-
nes de empleadores y de trabajadores, deberían esta-
blecer o designar mecanismos nacionales apropiados
para vigilar la aplicación de las disposiciones nacio-
nales sobre la prohibición y la eliminación de las peo-
res formas de trabajo infantil.
9. Los Miembros deberían velar por que las autoridades
competentes a quienes incumba la responsabilidad de
aplicar las disposiciones nacionales sobre la prohibición y
la eliminación de las peores formas de trabajo infantil
colaboren entre sí y coordinen sus actividades.
10. La legislación nacional o la autoridad competente
deberían determinar a quién o quiénes se atribuirá la res-
ponsabilidad en caso de incumplimiento de las disposi-
ciones nacionales sobre la prohibición y la eliminación de
las peores formas de trabajo infantil.
11. Los Miembros deberían colaborar, en la medida en
que sea compatible con la legislación nacional, en los
esfuerzos internacionales encaminados a prohibir y eli-
minar las peores formas de trabajo infantil con carácter
de urgencia, mediante:
a) La recopilación y el intercambio de información relati-
va a actos delictivos, incluidos aquellos que impliquen a
redes internacionales;
b) La búsqueda y el procesamiento de quienes se
encuentren involucrados en la venta y el tráfico de
niños, o en la utilización, el reclutamiento o la oferta de
niños para la realización de actividades ilícitas, la pros-
titución, la producción de pornografía o actuaciones
pornográficas, y
c) El registro de los datos de los autores de tales delitos.
12. Los Miembros deberían tomar disposiciones a fin de
que se consideren actos delictivos las peores formas de
trabajo infantil que se indican a continuación:
a) Todas las formas de esclavitud o las prácticas análo-
gas a la esclavitud, como la venta y el tráfico de niños,
la servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el
trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento
forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflic-
tos armados;
b) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para
la prostitución, la producción de pornografía o actuacio-
nes pornográficas, y
c) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para
la realización de actividades ilícitas, en particular para la
producción y el tráfico de estupefacientes, tal como se
definen en los tratados internacionales pertinentes, o
para la realización de actividades que supongan el porte
o el uso ilegales de armas de fuego u otras armas.
13. Los Miembros deberían velar por que se impon-
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gan sanciones, incluso de carácter penal, cuando
proceda, en caso de violación de las disposiciones
nacionales sobre la prohibición y la eliminación de
cualquiera de los tipos de trabajo a que se refiere el
artículo 3, d) del Convenio.
14. Cuando proceda, los Miembros también deberían
establecer con carácter de urgencia otras medidas pena-
les, civiles o administrativas para garantizar la aplicación
efectiva de las disposiciones nacionales sobre la prohibi-
ción y la eliminación de las peores formas de trabajo
infantil, tales como la supervisión especial de las empre-
sas que hayan utilizado las peores formas de trabajo
infantil y, en los casos de violación reiterada, la revocación
temporal o permanente de las licencias para operar.
15. Entre otras medidas encaminadas a la prohibición y
la eliminación de las peores formas de trabajo infantil
podrían incluirse las siguientes:
a) Informar, sensibilizar y movilizar al público en general
y, en particular, a los dirigentes políticos nacionales y loca-
les, los parlamentarios y las autoridades judiciales;
b) Hacer partícipes a las organizaciones de empleadores
y de trabajadores y a las asociaciones civiles, y capacitar-
las al respecto;
c) Impartir formación adecuada a los funcionarios públi-
cos competentes, en especial a los inspectores y los fun-
cionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como a
otros profesionales pertinentes;
d) pPermitir a todo Miembro que procese en su territorio
a sus nacionales que infrinjan las disposiciones naciona-
les sobre la prohibición y la eliminación inmediata de las
peores formas de trabajo infantil, aun cuando dichas
infracciones se hayan cometido fuera de su territorio;
e) Simplificar los procedimientos judiciales y administra-
tivos, y velar por que sean adecuados y rápidos;
f) Alentar el desarrollo de políticas empresariales enca-
minadas a promover los fines del Convenio;
g) Registrar y difundir las prácticas idóneas en materia de
eliminación del trabajo infantil;
h) Difundir, en los idiomas o dialectos que corresponda,
las disposiciones jurídicas o de otra índole sobre el traba-
jo infantil;
i) Prever procedimientos de queja especiales, tomar
medidas para proteger contra la discriminación y las
represalias a quienes denuncien legítimamente toda vio-
lación de las disposiciones del Convenio, crear servicios
telefónicos de asistencia y establecer centros de contac-
to o designar mediadores;
j) Adoptar medidas apropiadas para mejorar la infraes-
tructura educativa y la capacitación de maestros que
atiendan las necesidades de los niños y de las niñas, y
k) En la medida de lo posible, tener en cuenta en los pro-

gramas de acción nacionales la necesidad de:
i) Promover el empleo y la capacitación profesional para
los padres y adultos de las familias de los niños que tra-
bajan en las condiciones referidas en el Convenio, y
ii) Sensibilizar a los padres sobre el problema de los
niños que trabajan en esas condiciones.
16. Una mayor cooperación y/o asistencia internacional
entre los Miembros destinada a prohibir y eliminar efecti-
vamente las peores formas de trabajo infantil debería-
complementar los esfuerzos nacionales y podría, según
proceda, desarrollarse y hacerse efectiva en consulta con
las organizaciones de empleadores y de trabajadores. Esa
cooperación y/o asistencia internacional debería incluir:
a) La movilización de recursos para los programas nacio-
nales o internacionales;
b) La asistencia jurídica mutua;
c) La asistencia técnica, incluido el intercambio de
información, y
d) El apoyo al desarrollo económico y social, los pro-
gramas de erradicación de la pobreza y la educación
universal.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1 
OBJETO

Esta ley tiene por objeto la protección integral de los
derechos de las niñas, niños y adolescentes que se
encuentren en el territorio de la República Argentina,
para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y
permanente de aquellos reconocidos en el ordena-
miento jurídico nacional y en los tratados internaciona-
les en los que la Nación sea parte.
Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su
máxima exigibilidad y sustentados en el principio del
interés superior del niño.
La omisión en la observancia de los deberes que por la
presente corresponden a los órganos gubernamentales
del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las
acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el
ejercicio y goce de tales derechos, a través de medidas
expeditas y eficaces.

ARTÍCULO 2 
APLICACIÓN OBLIGATORIA

La Convención sobre los Derechos del Niño es de apli-
cación obligatoria en las condiciones de su vigencia, en
todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o
de cualquier naturaleza que se adopte respecto de las
personas hasta los dieciocho años de edad. Las niñas,
niños o adolescentes tienen derecho a ser oídos y aten-

didos cualquiera sea la forma en que se manifiesten, en
todos los ámbitos.
Los derechos y las garantías de los sujetos de esta ley
son de orden público, irrenunciables, interdependien-
tes, indivisibles e intransigibles.

ARTÍCULO 3 
INTERÉS SUPERIOR

A los efectos de la presente ley se entiende por interés
superior de la niña, niño y adolescente la máxima satis-
facción, integral y simultánea de los derechos y garantí-
as reconocidos en esta ley.
Debiéndose respetar: 
a) Su condición de sujeto de derecho; 
b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser
oídos y que su opinión sea tenida en cuenta; 
c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus dere-
chos en su medio familiar, social y cultural; 
d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discerni-
miento y demás condiciones personales; 
e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas,
niños y adolescentes y las exigencias del bien común;
f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el
lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen
transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de
su existencia.
Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a
las que se ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, res-
titución del niño, la niña o el adolescente, adopción, eman-
cipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores
cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse.
Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses
de las niñas, niños y adolescentes frente a otros dere-
chos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán
los primeros.

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS 

DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 
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Disposiciones generales. Objeto. Principios, Derechos y Garantías. Sistema de Protección Integral de los
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Organos Administrativos de Protección de Derechos.
Financiamiento. Disposiciones complementarias.
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ARTÍCULO 4  
POLÍTICAS PÚBLICAS

Las políticas públicas de la niñez y adolescencia se ela-
borarán de acuerdo a las siguientes pautas: 
a) Fortalecimiento del rol de la familia en la efectiviza-
ción de los derechos de las niñas, niños y adolescentes; 
b) Descentralización de los organismos de aplicación y
de los planes y programas específicos de las distintas
políticas de protección de derechos, a fin de garantizar
mayor autonomía, agilidad y eficacia; 
c) Gestión asociada de los organismos de gobierno en
sus distintos niveles en coordinación con la sociedad
civil, con capacitación y fiscalización permanente; 
d) Promoción de redes intersectoriales locales; 
e) Propiciar la constitución de organizaciones y organis-
mos para la defensa y protección de los derechos de las
niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 5
RESPONSABILIDAD GUBERNAMENTAL 

Los Organismos del Estado tienen la responsabilidad
indelegable de establecer, controlar y garantizar el cum-
plimiento de las políticas públicas con carácter federal.
En la formulación y ejecución de políticas públicas y su
prestación, es prioritario para los Organismos del Estado
mantener siempre presente el interés superior de las
personas sujetos de esta ley y la asignación privilegiada
de los recursos públicos que las garanticen.
Toda acción u omisión que se oponga a este principio
constituye un acto contrario a los derechos fundamen-
tales de las niñas, niños y adolescentes.
Las políticas públicas de los Organismos del Estado
deben garantizar con absoluta prioridad el ejercicio de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes.
La prioridad absoluta implica: 
1. Protección y auxilio en cualquier circunstancia; 
2. Prioridad en la exigibilidad de la protección jurídica
cuando sus derechos colisionen con los intereses de los
adultos, de las personas jurídicas privadas o públicas; 
3. Preferencia en la atención, formulación y ejecución
de las políticas públicas; 
4. Asignación privilegiada e intangibilidad de los recur-
sos públicos que las garantice; 
5. Preferencia de atención en los servicios esenciales.

ARTÍCULO 6 
PARTICIPACIÓN COMUNITARIA

La Comunidad, por motivos de solidaridad y en ejercicio de

la democracia participativa, debe y tiene derecho a ser
parte activa en el logro de la vigencia plena y efectiva de los
derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 7
RESPONSABILIDAD FAMILIAR

La familia es responsable en forma prioritaria de asegu-
rar a las niñas, niños y adolescentes el disfrute pleno y
el efectivo ejercicio de sus derechos y garantías.
El padre y la madre tienen responsabilidades y obliga-
ciones comunes e iguales en lo que respecta al cuida-
do, desarrollo y educación integral de sus hijos.
Los Organismos del Estado deben asegurar políticas,
programas y asistencia apropiados para que la familia
pueda asumir adecuadamente esta responsabilidad, y
para que los padres asuman, en igualdad de condicio-
nes, sus responsabilidades y obligaciones.

TÍTULO II
PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 8 
DERECHO A LA VIDA

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la
vida, a su disfrute, protección y a la obtención de una
buena calidad de vida.

ARTÍCULO 9
DERECHO A LA DIGNIDAD 
Y A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dig-
nidad como sujetos de derechos y de personas en
desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discrimi-
natorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser
sometidos a ninguna forma de explotación económica,
torturas, abusos o negligencias, explotación sexual,
secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier
forma o condición cruel o degradante.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su
integridad física, sexual, psíquica y moral.
La persona que tome conocimiento de malos tratos, o de
situaciones que atenten contra la integridad psíquica, físi-
ca, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o cual-
quier otra violación a sus derechos, debe comunicar a la
autoridad local de aplicación de la presente ley.
Los Organismos del Estado deben garantizar programas
gratuitos de asistencia y atención integral que promuevan
la recuperación de todas las niñas, niños y adolescentes.
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ARTÍCULO 10
DERECHO A LA VIDA PRIVADA E INTIMIDAD FAMILIAR 

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida
privada e intimidad de y en la vida familiar.
Estos derechos no pueden ser objeto de injerencias
arbitrarias o ilegales.

ARTÍCULO 11
DERECHO A LA IDENTIDAD

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un
nombre, a una nacionalidad, a su lengua de origen, al
conocimiento de quiénes son sus padres, a la preser-
vación de sus relaciones familiares de conformidad con
la ley, a la cultura de su lugar de origen y a preservar su
identidad e idiosincrasia, salvo la excepción prevista en
los artículos 327 y 328 del Código Civil.
Los Organismos del Estado deben facilitar y colaborar en
la búsqueda, localización u obtención de información, de
los padres u otros familiares de las niñas, niños y adoles-
centes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiar.
Tienen derecho a conocer a sus padres biológicos, y a
crecer y desarrollarse en su familia de origen, a mantener
en forma regular y permanente el vínculo personal y
directo con sus padres, aun cuando éstos estuvieran
separados o divorciados, o pesara sobre cualquiera de
ellos denuncia penal o sentencia, salvo que dicho víncu-
lo, amenazare o violare alguno de los derechos de las
niñas, niños y adolescentes que consagra la ley.
En toda situación de institucionalización de los padres,
los Organismos del Estado deben garantizar a las niñas,
niños y adolescentes el vínculo y el contacto directo y
permanente con aquéllos, siempre que no contraríe el
interés superior del niño.
Sólo en los casos en que ello sea imposible y en forma
excepcional tendrán derecho a vivir, ser criados y desa-
rrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una
familia adoptiva, de conformidad con la ley.

ARTÍCULO 12 
GARANTÍA ESTATAL DE IDENTIFICACIÓN. 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DEL ESTADO 
Y CAPACIDAD DE LAS PERSONAS 

Los Organismos del Estado deben garantizar procedi-
mientos sencillos y rápidos para que los recién nacidos
sean identificados en forma gratuita, obligatoria, oportu-
na e inmediatamente después de su nacimiento, esta-
bleciendo el vínculo filial con la madre, conforme al pro-
cedimiento previsto en la Ley N° 24.540.

Ante la falta de documento que acredite la identidad de
la madre o del padre, los Organismos del Estado debe-
rán arbitrar los medios necesarios para la obtención de
la identificación obligatoria consignada en el párrafo
anterior, circunstancia que deberá ser tenida especial-
mente en cuenta por la reglamentación de esta ley.
Debe facilitar la adopción de medidas específicas
para la inscripción gratuita en el Registro del Estado y
Capacidad de las Personas, de todos aquellos ado-
lescentes y madres, que no hayan sido inscriptos
oportunamente.

ARTÍCULO 13
DERECHO A LA DOCUMENTACIÓN 

Las niñas, niños, adolescentes y madres indocumenta-
das tienen derecho a obtener los documentos públicos
que comprueben su identidad, de conformidad con la
normativa vigente y en los términos que establece el
procedimiento previsto en la Ley N° 24.540.

ARTÍCULO 14
DERECHO A LA SALUD

Los Organismos del Estado deben garantizar: 
a) El acceso a servicios de salud, respetando las pautas
familiares y culturales reconocidas por la familia y la
comunidad a la que pertenecen siempre que no cons-
tituyan peligro para su vida e integridad; 
b) Programas de asistencia integral, rehabilitación e
integración; 
c) Programas de atención, orientación y asistencia diri-
gidos a su familia; 
d) Campañas permanentes de difusión y promoción de
sus derechos dirigidas a la comunidad a través de los
medios de comunicación social.
Toda institución de salud deberá atender prioritaria-
mente a las niñas, niños y adolescentes y mujeres
embarazadas.
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la
atención integral de su salud, a recibir la asistencia
médica necesaria y a acceder en igualdad de oportuni-
dades a los servicios y acciones de prevención, promo-
ción, información, protección, diagnóstico precoz, trata-
miento oportuno y recuperación de la salud.

ARTÍCULO 15
DERECHO A LA EDUCACIÓN

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la edu-
cación pública y gratuita, atendiendo a su desarrollo inte-
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gral, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su
formación para la convivencia democrática y el trabajo,
respetando su identidad cultural y lengua de origen, su
libertad de creación y el desarrollo máximo de sus com-
petencias individuales; fortaleciendo los valores de soli-
daridad, respeto por los derechos humanos, tolerancia,
identidad cultural y conservación del ambiente.
Tienen derecho al acceso y permanencia en un esta-
blecimiento educativo cercano a su residencia. En el
caso de carecer de documentación que acredite su
identidad, se los deberá inscribir provisoriamente,
debiendo los Organismos del Estado arbitrar los medios
destinados a la entrega urgente de este documento.
Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la
educación debiendo entregar la certificación o diploma
correspondiente.
Las niñas, niños y adolescentes con capacidades espe-
ciales tienen todos los derechos y garantías consagra-
dos y reconocidos por esta ley, además de los inheren-
tes a su condición específica.
Los Organismos del Estado, la familia y la sociedad
deben asegurarles el pleno desarrollo de su personali-
dad hasta el máximo de sus potencialidades, así como
el goce de una vida plena y digna.

ARTÍCULO 16 
GRATUIDAD DE LA EDUCACIÓN

La educación pública será gratuita en todos los servicios
estatales, niveles y regímenes especiales, de conformidad
con lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente.

ARTÍCULO 17
PROHIBICIÓN DE DISCRIMINAR POR ESTADO 
DE EMBARAZO, MATERNIDAD Y PATERNIDAD 

Prohíbese a las instituciones educativas públicas y pri-
vadas imponer por causa de embarazo, maternidad o
paternidad, medidas correctivas o sanciones disciplina-
rias a las niñas, niños y adolescentes.
Los Organismos del Estado deben desarrollar un siste-
ma conducente a permitir la continuidad y la finaliza-
ción de los estudios de las niñas, niños y adolescentes.
La mujer privada de su libertad será especialmente
asistida durante el embarazo y el parto, y se le provee-
rán los medios materiales para la crianza adecuada de
su hijo mientras éste permanezca en el medio carcela-
rio, facilitándose la comunicación con su familia a efec-
tos de propiciar su integración a ella.

ARTÍCULO 18 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LA MATERNIDAD 
Y PATERNIDAD 

Las medidas que conforman la protección integral se
extenderán a la madre y al padre durante el embarazo,
el parto y al período de lactancia, garantizando condi-
ciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo
de su embarazo y la crianza de su hijo.

ARTÍCULO 19 
DERECHO A LA LIBERTAD

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la
libertad.
Este derecho comprende: 
a) Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso
según el desarrollo de sus facultades y con las limitacio-
nes y garantías consagradas por el ordenamiento jurídico
y ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores,
representantes legales o encargados de los mismos; 
b) Expresar su opinión en los ámbitos de su vida coti-
diana, especialmente en la familia, la comunidad y la
escuela; 
c) Expresar su opinión como usuarios de todos los ser-
vicios públicos y, con las limitaciones de la ley, en todos
los procesos judiciales y administrativos que puedan
afectar sus derechos.
Las personas sujetos de esta ley tienen derecho a su
libertad personal, sin más límites que los establecidos
en el ordenamiento jurídico vigente. No pueden ser pri-
vados de ella ilegal o arbitrariamente.
La privación de libertad personal, entendida como ubi-
cación de la niña, niño o adolescente en un lugar de
donde no pueda salir por su propia voluntad, debe rea-
lizarse de conformidad con la normativa vigente.

ARTÍCULO 20
DERECHO AL DEPORTE Y JUEGO RECREATIVO

Los Organismos del Estado con la activa participación
de la sociedad, deben establecer programas que garan-
ticen el derecho de todas las niñas, niños y adolescen-
tes a la recreación, esparcimiento, juegos recreativos y
deportes, debiendo asegurar programas específicos
para aquellos con capacidades especiales.

ARTÍCULO 21
DERECHO AL MEDIO AMBIENTE

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un
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ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como
a la preservación y disfrute del paisaje.

ARTÍCULO 22
DERECHO A LA DIGNIDAD

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser
respetados en su dignidad, reputación y propia imagen.
Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informa-
ciones o imágenes que permitan identificar, directa o
indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de
cualquier medio de comunicación o publicación en
contra de su voluntad y la de sus padres, representan-
tes legales o responsables, cuando se lesionen su dig-
nidad o la reputación de las niñas, niños y adolescentes
o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su
vida privada o intimidad familiar.

ARTÍCULO 23
DERECHO DE LIBRE ASOCIACIÓN

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de aso-
ciarse libremente con otras personas, con fines socia-
les, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políti-
cos, laborales o de cualquier otra índole, siempre que
sean de carácter lícito y de conformidad a la legislación
vigente. Este derecho comprende, especialmente, el
derecho a: 
a) Formar parte de asociaciones, inclusive de sus órga-
nos directivos; 
b) Promover y constituir asociaciones conformadas
exclusivamente por niñas, niños, adolescentes o
ambos, de conformidad con la ley.

ARTÍCULO 24
DERECHO A OPINAR Y A SER OÍDO

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a: 
a) Participar y expresar libremente su opinión en los
asuntos que les conciernan y en aquellos que tengan
interés;
b) Que sus opiniones sean tenidas en cuenta conforme
a su madurez y desarrollo.
Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que se
desenvuelven las niñas, niños y adolescentes; entre
ellos, al ámbito estatal, familiar, comunitario, social,
escolar, científico, cultural, deportivo y recreativo.

ARTÍCULO 25 
DERECHO AL TRABAJO DE LOS ADOLESCENTES

Los Organismos del Estado deben garantizar el derecho
de las personas adolescentes a la educación y recono-
cer su derecho a trabajar con las restricciones que
imponen la legislación vigente y los convenios interna-
cionales sobre erradicación del trabajo infantil, debien-
do ejercer la inspección del trabajo contra la explotación
laboral de las niñas, niños y adolescentes.
Este derecho podrá limitarse solamente cuando la acti-
vidad laboral importe riesgo, peligro para el desarrollo,
la salud física, mental o emocional de los adolescentes.
Los Organismos del Estado, la sociedad y en particular
las organizaciones sindicales coordinarán sus esfuerzos
para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de
trabajo legalmente autorizada cuando impidan o afec-
ten su proceso evolutivo.

ARTÍCULO 26
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a obte-
ner los beneficios de la seguridad social.
Los Organismos del Estado deberán establecer políticas
y programas de inclusión para las niñas, niños y ado-
lescentes, que consideren los recursos y la situación de
los mismos y de las personas que sean responsables de
su mantenimiento.

ARTÍCULO 27 
GARANTÍAS MÍNIMAS DE PROCEDIMIENTO. 
GARANTÍAS EN LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES 
O ADMINISTRATIVOS 

Los Organismos del Estado deberán garantizar a las
niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento
judicial o administrativo que los afecte, además de todos
aquellos derechos contemplados en la Constitución
Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, en
los tratados internacionales ratificados por la Nación
Argentina y en las leyes que en su consecuencia se dic-
ten, los siguientes derechos y garantías: 
a) A ser oído ante la autoridad competente cada vez
que así lo solicite la niña, niño o adolescente; 
b) A que su opinión sea tomada primordialmente en cuen-
ta al momento de arribar a una decisión que lo afecte; 
c) A ser asistido por un letrado preferentemente espe-
cializado en niñez y adolescencia desde el inicio del
procedimiento judicial o administrativo que lo incluya.
En caso de carecer de recursos económicos el Estado
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deberá asignarle de oficio un letrado que lo patrocine; 
d) A participar activamente en todo el procedimiento; 
e) A recurrir ante el superior frente a cualquier decisión
que lo afecte.

ARTÍCULO 28
PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN

Las disposiciones de esta ley se aplicarán por igual a
todas las niñas, niños y adolescentes, sin discriminación
alguna fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad,
idioma, religión, creencias, opinión política, cultura, posi-
ción económica, origen social o étnico, capacidades
especiales, salud, apariencia física o impedimento físico,
de salud, el nacimiento o cualquier otra condición del
niño o de sus padres o de sus representantes legales.

ARTÍCULO 29
PRINCIPIO DE EFECTIVIDAD 

Los Organismos del Estado deberán adoptar todas las
medidas administrativas, legislativas, judiciales y de otra
índole, para garantizar el efectivo cumplimiento de los
derechos y garantías reconocidos en esta ley.

ARTÍCULO 30
DEBER DE COMUNICAR

Los miembros de los establecimientos educativos y
de salud, públicos o privados y todo agente o funcio-
nario público que tuviere conocimiento de la vulnera-
ción de derechos de las niñas, niños o adolescentes,
deberá comunicar dicha circunstancia ante la autori-
dad administrativa de protección de derechos en el
ámbito local, bajo apercibimiento de incurrir en res-
ponsabilidad por dicha omisión.

ARTÍCULO 31 
DEBER DEL FUNCIONARIO 
DE RECEPCIONAR DENUNCIAS

El agente público que sea requerido para recibir una
denuncia de vulneración de derechos de los sujetos
protegidos por esta ley, ya sea por la misma niña, niño
o adolescente, o por cualquier otra persona, se encuen-
tra obligado a recibir y tramitar tal denuncia en forma
gratuita, a fin de garantizar el respeto, la prevención y la
reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento de
considerarlo incurso en la figura de grave incumpli-
miento de los Deberes del Funcionario Público.

TÍTULO III
SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL
DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS,
NIÑOS Y ADOLESCENTES

ARTÍCULO 32
CONFORMACIÓN

El Sistema de Protección Integral de Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes está conformado por todos
aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan,
planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan
las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en
el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a
la promoción, prevención, asistencia, protección, res-
guardo y restablecimiento de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes, y establece los medios a través de
los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y
garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la
Convención sobre los Derechos del Niño, demás trata-
dos de derechos humanos ratificados por el Estado
argentino y el ordenamiento jurídico nacional.
La Política de Protección Integral de Derechos de las
niñas, niños y adolescentes debe ser implementada
mediante una concertación articulada de acciones de la
Nación, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires y los Municipios.
Para el logro de sus objetivos, el Sistema de Protección
Integral de Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes debe contar con los siguientes medios: 
a) Políticas, planes y programas de protección de derechos; 
b) Organismos administrativos y judiciales de protec-
ción de derechos; 
c) Recursos económicos; 
d) Procedimientos; 
e) Medidas de protección de derechos; 
f) Medidas de protección excepcional de derechos.

ARTÍCULO 33
MEDIDAS DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS

Son aquéllas emanadas del órgano administrativo com-
petente local ante la amenaza o violación de los dere-
chos o garantías de uno o varias niñas, niños o adoles-
centes individualmente considerados, con el objeto de
preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias.
La amenaza o violación a que se refiere este artículo
puede provenir de la acción u omisión del Estado, la
Sociedad, los particulares, los padres, la familia, repre-
sentantes legales, o responsables, o de la propia con-
ducta de la niña, niño o adolescente.
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La falta de recursos materiales de los padres, de la fami-
lia, de los representantes legales o responsables de las
niñas, niños y adolescentes, sea circunstancial, transi-
toria o permanente, no autoriza la separación de su
familia nuclear, ampliada o con quienes mantenga lazos
afectivos, ni su institucionalización.

ARTÍCULO 34
FINALIDAD

Las medidas de protección de derechos tienen como
finalidad la preservación o restitución a las niñas, niños o
adolescentes, del disfrute, goce y ejercicio de sus dere-
chos vulnerados y la reparación de sus consecuencias.

ARTÍCULO 35 
APLICACIÓN 

Se aplicarán prioritariamente aquellas medidas de
protección de derechos que tengan por finalidad la
preservación y el fortalecimiento de los vínculos fami-
liares con relación a las niñas, niños y adolescentes.
Cuando la amenaza o violación de derechos sea con-
secuencia de necesidades básicas insatisfechas,
carencias o dificultades materiales, económicas,
laborales o de vivienda, las medidas de protección
son los programas dirigidos a brindar ayuda y apoyo
incluso económico, con miras al mantenimiento y for-
talecimiento de los vínculos familiares.

ARTÍCULO 3
PROHIBICIÓN

En ningún caso las medidas a que se refiere el artículo
33 de esta ley podrán consistir en privación de la liber-
tad conforme lo establecido en el artículo 19.

ARTÍCULO 37 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN 

Comprobada la amenaza o violación de derechos,
deben adoptarse, entre otras, las siguientes medidas: 
a) Aquellas tendientes a que las niñas, niños o adoles-
centes permanezcan conviviendo con su grupo familiar; 
b) Solicitud de becas de estudio o para jardines mater-
nales o de infantes, e inclusión y permanencia en pro-
gramas de apoyo escolar; 
c) Asistencia integral a la embarazada; 
d) Inclusión de la niña, niño, adolescente y la familia en
programas destinados al fortalecimiento y apoyo familiar; 
e) Cuidado de la niña, niño y adolescente en su propio

hogar, orientando y apoyando a los padres, represen-
tantes legales o responsables en el cumplimiento de sus
obligaciones, juntamente con el seguimiento temporal
de la familia y de la niña, niño o adolescente a través de
un programa; 
f) Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de la
niña, niño o adolescente o de alguno de sus padres,
responsables legales o representantes; 
g) Asistencia económica.
La presente enunciación no es taxativa.

ARTÍCULO 38 
EXTINCIÓN

Las medidas de protección pueden ser sustituidas,
modificadas o revocadas en cualquier momento por
acto de la autoridad competente que las haya dis-
puesto y cuando las circunstancias que las causaron
varíen o cesen.

ARTÍCULO 39 
MEDIDAS EXCEPCIONALES

Son aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y
adolescentes estuvieran temporal o permanentemente
privados de su medio familiar o cuyo superior interés
exija que no permanezcan en ese medio.
Tienen como objetivo la conservación o recuperación
por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos
vulnerados y la reparación de sus consecuencias.
Estas medidas son limitadas en el tiempo y sólo se pue-
den prolongar mientras persistan las causas que les
dieron origen.

ARTÍCULO 40
PROCEDENCIA DE LAS MEDIDAS EXCEPCIONALES

Sólo serán procedentes cuando, previamente, se hayan
cumplimentado debidamente las medidas dispuestas
en el artículo 33.
Declarada procedente esta excepción, será la autoridad
local de aplicación quien decida y establezca el proce-
dimiento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente
fundado, debiendo notificar fehacientemente dentro del
plazo de VEINTICUATRO (24) horas, la medida adopta-
da a la autoridad judicial competente en materia de
familia de cada jurisdicción.
El funcionario que no dé efectivo cumplimiento a esta
disposición será pasible de las sanciones previstas en el
Capítulo IV del Código Penal de la Nación.
La autoridad competente de cada jurisdicción, en pro-
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tección de los derechos de las niñas, niños y adolescen-
tes dentro del plazo de SETENTA Y DOS (72) horas de
notificado, con citación y audiencia de los representantes
legales, deberá resolver la legalidad de la medida; resuel-
ta ésta, la autoridad judicial competente deberá derivar el
caso a la autoridad local competente de aplicación para
que ésta implemente las medidas pertinentes.

ARTÍCULO 41 
APLICACIÓN

Las medidas establecidas en el artículo 39 se aplicarán
conforme a los siguientes criterios: 
a) Permanencia temporal en ámbitos familiares consi-
derados alternativos. Las medidas consisten en la bús-
queda e individualización de personas vinculadas a
ellos, a través de líneas de parentesco por consanguini-
dad o por afinidad, o con otros miembros de la familia
ampliada o de la comunidad, según costumbre local,
en todos los casos teniendo en cuenta la opinión de las
niñas, niños y adolescentes; 
b) Sólo en forma excepcional, subsidiaria y por el más
breve lapso posible puede recurrirse a una forma con-
vivencial alternativa a la de su grupo familiar, debiéndo-
se propiciar, a través de mecanismos rápidos y ágiles, el
regreso de las niñas, niños y adolescentes a su grupo o
medio familiar y comunitario. Al considerar las solucio-
nes se prestará especial atención a la continuidad en la
educación de las niñas, niños y adolescentes, y a su ori-
gen étnico, religioso, cultural y lingüístico. Estas medi-
das deberán ser supervisadas por el organismo admi-
nistrativo local competente y judicial interviniente; 
c) Las medidas se implementarán bajo formas de inter-
vención no sustitutivas del grupo familiar de origen, con
el objeto de preservar la identidad familiar de las niñas,
niños y adolescentes; 
d) Las medidas de protección excepcional que se
tomen con relación a grupos de hermanos deben pre-
servar la convivencia de los mismos; 
e) En ningún caso, las medidas de protección excep-
cionales pueden consistir en privación de la libertad; 
f) No podrá ser fundamento para la aplicación de
una medida excepcional, la falta de recursos econó-
micos, físicos, de políticas o programas del organis-
mo administrativo.

TÍTULO IV
ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS 
DE PROTECCIÓN DE DERECHOS

ARTÍCULO 42
SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL. NIVELES

El sistema de protección integral se conforma por los
siguientes niveles: 
a) NACIONAL: Es el organismo especializado en materia
de derechos de infancia y adolescencia en el ámbito del
Poder Ejecutivo nacional; 
b) FEDERAL: Es el órgano de articulación y concertación,
para el diseño, planificación y efectivización de políticas
públicas en todo el ámbito del territorio de la República
Argentina; 
c) PROVINCIAL: Es el órgano de planificación y ejecu-
ción de las políticas de la niñez, cuya forma y jerarquía,
determinará cada provincia y la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, respetando las respectivas autonomías
así como las instituciones preexistentes.
Las provincias podrán celebrar convenios dentro del
marco jurídico vigente para municipios y comunas en las
jurisdicciones provinciales, como asimismo implementar
un organismo de seguimiento de programas de protec-
ción integral de los derechos de niñas, niños y adoles-
centes en coordinación articulada con las organizaciones
no gubernamentales de niñez, adolescencia y familia.

CAPÍTULO I

SECRETARIA NACIONAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA 
Y FAMILIA

ARTÍCULO 43
SECRETARÍA NACIONAL

Créase en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional, la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia,
organismo especializado en materia de derechos de infan-
cia y adolescencia, la que funcionará con representación
interministerial y de las organizaciones de la sociedad civil.
La misma será presidida por un Secretario de Estado
designado por el Poder Ejecutivo nacional.

ARTÍCULO 44 
FUNCIONES 

Son funciones de la Secretaría: 
a) Garantizar el funcionamiento del Consejo Federal
de Niñez, Adolescencia y Familia y establecer en
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forma conjunta, la modalidad de coordinación entre
ambos organismos con el fin de establecer y articular
políticas públicas integrales; 
b) Elaborar con la participación del Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia, un Plan Nacional de Acción
como política de derechos para el área específica, de
acuerdo a los principios jurídicos establecidos en esta ley; 
c) Ejercer la representación necesaria ante todos los
organismos oficiales de asesoramiento y contralor en
materia de medios de comunicación; 
d) Ejercer la representación del Estado nacional en las
áreas de su competencia; 
e) Participar en forma conjunta con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia en la celebración y ejecu-
ción de los instrumentos de carácter internacional que la
Nación suscriba o a los cuales adhiera, cuando éstos
afecten o se refieran a la materia de su competencia; 
f) Realizar los informes previstos en el artículo 44 de
la Convención sobre los Derechos del Niño, y ejercer
la representación del Estado nacional en su presenta-
ción, constituyéndose en depositario de las recomen-
daciones que se efectúen;
g) Promover el desarrollo de investigaciones en materia
de niñez, adolescencia y familia; 
h) Diseñar normas generales de funcionamiento y prin-
cipios rectores que deberán cumplir las instituciones
públicas o privadas de asistencia y protección de dere-
chos de los sujetos de esta ley; 
i) Apoyar a las organizaciones no gubernamentales en la
definición de sus objetivos institucionales hacia la promo-
ción del ejercicio de derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes, y la prevención de su institucionalización; 
j) Promover políticas activas de promoción y defensa de los
derechos de las niñas, niños, adolescentes y sus familias; 
k) Coordinar acciones consensuadas con los Poderes
del Estado, organismos gubernamentales y organizacio-
nes no gubernamentales, fomentando la participación
activa de las niñas, niños y adolescentes; 
l) Propiciar acciones de asistencia técnica y capacita-
ción a organismos provinciales y municipales y agentes
comunitarios participantes en servicios de atención
directa o en el desarrollo de los procesos de transfor-
mación institucional; 
m) Gestionar juntamente con el Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia, la obtención de recursos financie-
ros nacionales e internacionales para la efectivización de
las políticas públicas de niñez, adolescencia y familia; 
n) Efectivizar juntamente con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia la transferencia de los
fondos a los Estados Provinciales para la financiación
de dichas políticas; 

o) Organizar un sistema de información único y des-
centralizado que incluya indicadores para el monitoreo,
evaluación y control de las políticas y programas de
niñez, adolescencia y familia; 
p) Fortalecer el reconocimiento en la sociedad de niñas,
niños y adolescentes como sujetos activos de derechos; 
q) Impulsar mecanismos descentralizados para la eje-
cución de programas y proyectos que garanticen el
ejercicio de los derechos de las niñas, niños, adoles-
centes y sus familias; 
r) Asignar juntamente con el Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia los recursos públicos para la for-
mulación y ejecución de las políticas previstas en el
Plan Nacional de Acción; 
s) Establecer en coordinación con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia mecanismos de segui-
miento, monitoreo y evaluación de las políticas públicas
destinadas a la protección de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes.

CAPÍTULO II

CONSEJO FEDERAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 45

Créase el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y
Familia, el que estará integrado por quien ejerza la titu-
laridad de la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia, quien lo presidirá, y por los
representantes de los Órganos de Protección de
Derechos de Niñez, Adolescencia y Familia existentes o
a crearse en cada una de las provincias y de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires.
El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia
dictará su propio Reglamento de funcionamiento, el
cual deberá ser aprobado en la primera reunión.

ARTÍCULO 46
FUNCIONES

El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia
tendrá funciones deliberativas, consultivas, de formula-
ción de propuestas y de políticas de concertación, cuyo
alcance y contenido se fijará en el acta constitutiva.
Tendrá las siguientes funciones: 
a) Concertar y efectivizar políticas de protección inte-
gral de los derechos de las niñas, niños, adolescentes
y sus familias; 
b) Participar en la elaboración en coordinación con la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia
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de un Plan Nacional de Acción como política de dere-
chos para el área específica, de acuerdo a los principios
jurídicos establecidos en la presente ley; 
c) Proponer e impulsar reformas legislativas e institucio-
nales destinadas a la concreción de los principios esta-
blecidos en la Convención sobre los Derechos del Niño; 
d) Fomentar espacios de participación activa de los
organismos de la sociedad civil de las provincias y de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, reconocidas por su
especialidad e idoneidad en la materia, favoreciendo su
conformación en redes comunitarias; 
e) Promover la supervisión y control de las instituciones
privadas de asistencia y protección de derechos; 
f) Gestionar en forma conjunta y coordinada con la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia la
obtención de recursos financieros nacionales e interna-
cionales para la efectivización de las políticas públicas
de niñez, adolescencia y familia; 
g) Efectivizar juntamente con la Secretaría Nacional de
Niñez, Adolescencia y Familia la transferencia de los
fondos a los Estados Provinciales para la financiación de
dichas políticas; 
h) Gestionar la distribución de los fondos presupuesta-
riamente asignados para la formulación y ejecución de
las políticas previstas en el Plan Nacional de Acción; 
i) Promover en coordinación con la Secretaría Nacional
de Niñez, Adolescencia y Familia, mecanismos de
seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas
públicas destinadas a la protección integral de los dere-
chos de las niñas; niños y adolescentes.

CAPÍTULO III

DEFENSOR DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES

ARTÍCULO 47
CREACIÓN

Créase la figura del Defensor de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes, quien tendrá a su cargo
velar por la protección y promoción de sus derechos
consagrados en la Constitución Nacional, la Convención
sobre los Derechos del Niño y las leyes nacionales.

ARTÍCULO 48 
CONTROL

La defensa de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes ante las instituciones públicas y privadas y la
supervisión y auditoría de la aplicación del sistema de

protección integral se realizará en dos niveles: 
a) Nacional: a través del Defensor de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes; 
b) Provincial: respetando la autonomía de las provin-
cias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así
como las instituciones preexistentes.
Las legislaturas podrán designar defensores en cada una
de las jurisdicciones, cuya financiación y funciones serán
determinadas por los respectivos cuerpos legislativos.

ARTÍCULO 49 
DESIGNACIÓN

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes será propuesto, designado y removido por
el Congreso Nacional, quien designará una comisión
bicameral que estará integrada por diez miembros,
cinco de cada Cámara respetando la proporción en la
representación política, quienes tendrán a su cargo la
evaluación de la designación que se llevará a cabo
mediante un concurso público de antecedentes y opo-
sición. Las decisiones de esta Comisión se adoptarán
por el voto de las dos terceras partes de sus miembros.
El Defensor deberá ser designado dentro de los NOVEN-
TA (90) días de sancionada esta ley y asumirá sus fun-
ciones ante el Honorable Senado de la Nación, prestan-
do juramento de desempeñar fielmente su cargo.

ARTÍCULO 50
REQUISITOS PARA SU ELECCIÓN 

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes, deberá reunir los siguientes requisitos: 
a) Ser argentino; 
b) Haber cumplido TREINTA (30) años de edad; 
c) Acreditar idoneidad y especialización en la defensa y
protección activa de los derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes y familia.

ARTÍCULO 51 
DURACIÓN EN EL CARGO

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes durará en sus funciones CINCO (5) años,
pudiendo ser reelegido por una sola vez.

ARTÍCULO 52
INCOMPATIBILIDAD 

El cargo de Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes es incompatible con el desempe-

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS 
DE LAS NIÑAS,  NIÑOS Y ADOLESCENTES 



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 307

ño de cualquier otra actividad pública, comercial o pro-
fesional a excepción de la docencia, estándole vedada,
asimismo, la actividad política partidaria.
Dentro de los DIEZ (10) días siguientes a su nombramien-
to y antes de tomar posesión del cargo, el Defensor debe
cesar en toda situación de incompatibilidad que pudiere
afectarlo, bajo apercibimiento de remoción del cargo.
Son de aplicación al Defensor, en lo pertinente, las nor-
mas en materia de recusación y excusación previstas
en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

ARTÍCULO 53
DE LA REMUNERACIÓN 

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes percibirá la remuneración que establezca
el Congreso de la Nación, por resolución de los presi-
dentes de ambas Cámaras.

ARTÍCULO 54 
PRESUPUESTO

El Poder Ejecutivo nacional destinará una partida pre-
supuestaria para solventar los gastos del funcionamien-
to administrativo del Defensor de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes.

ARTÍCULO 55 
FUNCIONES

Son sus funciones: 
a) Promover las acciones para la protección de los inte-
reses difusos o colectivos relativos a las niñas, niños y
adolescentes; 
b) Interponer acciones para la protección de los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes en cualquier jui-
cio, instancia o tribunal; 
c) Velar por el efectivo respeto a los derechos y garantí-
as legales asegurados a las niñas, niños y adolescentes,
promoviendo las medidas judiciales y extrajudiciales del
caso. Para ello puede tomar las declaraciones del recla-
mante, entenderse directamente con la persona o auto-
ridad reclamada y efectuar recomendaciones con miras
a la mejoría de los servicios públicos y privados de aten-
ción de las niñas, niños y adolescentes, determinando
un plazo razonable para su perfecta adecuación; 
d) Incoar acciones con miras a la aplicación de las san-
ciones por infracciones cometidas contra las normas de
protección de las niñas, niños y adolescentes, sin per-
juicio de la responsabilidad civil y penal del infractor,
cuando correspondiera; 

e) Supervisar las entidades públicas y privadas que se
dediquen a la atención de las niñas, niños o adolescen-
tes, sea albergándolos en forma transitoria o permanen-
te, sea desarrollando programas de atención a los mis-
mos, debiendo denunciar ante las autoridades compe-
tentes cualquier irregularidad que amenace o vulnere los
derechos de todas las niñas, los niños o los adolescentes; 
f) Requerir para el desempeño de sus funciones el auxi-
lio de la fuerza pública, de los servicios médicos-asis-
tenciales y educativos, sean públicos o privados; 
g) Proporcionar asesoramiento de cualquier índole a las
niñas, niños y adolescentes y a sus familias, a través de
una organización adecuada; 
h) Asesorar a las niñas, niños, adolescentes y a sus
familias acerca de los recursos públicos, privados y
comunitarios, donde puedan recurrir para la solución
de su problemática; 
i) Intervenir en la instancia de asesoramiento de media-
ción o conciliación; 
j) Recibir todo tipo de reclamo formulado por los niños,
niñas o adolescentes o cualquier denuncia que se efec-
túe con relación a las niñas, niños y adolescentes, ya
sea personalmente o mediante un servicio telefónico
gratuito y permanente debiéndose dar curso de inme-
diato al requerimiento de que se trate.

ARTÍCULO 56 
INFORME ANUAL

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes deberá dar cuenta anualmente al
Congreso de la Nación de la labor realizada en un infor-
me que presentará antes del 31 de mayo de cada año.
Dentro de los SESENTA (60) días de iniciadas las sesio-
nes ordinarias de cada año, el Defensor deberá rendir
dicho informe en forma, verbal ante la Comisión
Bicameral a que se refiere el artículo 49.
Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo acon-
sejen, podrá presentar un informe especial. Los infor-
mes anuales y especiales serán publicados en el Boletín
Oficial, en los Diarios de Sesiones y en Internet.
El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes en forma personal deberá concurrir tri-
mestralmente en forma alternativa a las comisiones per-
manentes especializadas en la materia de cada una de
las Cámaras del Congreso Nacional a brindar los infor-
mes que se le requieran, o en cualquier momento
cuando la Comisión así lo requiera.
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ARTÍCULO 57 
CONTENIDO DEL INFORME

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes deberá dar cuenta en su informe anual de
las denuncias presentadas y del resultado de las inves-
tigaciones. En el informe no deberán constar los datos
personales que permitan la pública identificación de los
denunciantes, como así tampoco de las niñas, niños y
adolescentes involucrados.
El informe contendrá un anexo en el que se hará cons-
tar la rendición de cuentas del presupuesto del organis-
mo en el período que corresponda.

ARTÍCULO 58
GRATUIDAD

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes determinará en forma exclusiva los casos
a que dará curso; las presentaciones serán gratuitas,
quedando prohibida la participación de gestores e inter-
mediarios.

ARTÍCULO 59 
CESE. CAUSALES

El Defensor de los Derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes cesa en sus funciones por alguna de las
siguientes causas: 
a) Por renuncia; 
b) Por vencimiento del plazo de su mandato; 
c) Por incapacidad sobreviniente o muerte; 
d) Por haber sido condenado mediante sentencia firme
por delito doloso; 
e) Por notoria negligencia en el cumplimiento de los
deberes del cargo o por haber incurrido en la situación
de incompatibilidad prevista por esta ley.

ARTÍCULO 60
CESE Y FORMAS

En los supuestos previstos por los incisos a), c) y d) del
artículo anterior, el cese será dispuesto por los
Presidentes de ambas Cámaras. En el caso del inciso
c), la incapacidad sobreviniente deberá acreditarse de
modo fehaciente. En los supuestos previstos por el inci-
so e) del mismo artículo, el cese se decidirá por el voto
de los dos tercios de los miembros presentes de la
Comisión, previo debate y audiencia del interesado.
En caso de muerte del Defensor de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes se procederá a reempla-

zarlo en forma provisoria según el procedimiento esta-
blecido en el artículo siguiente, promoviéndose en el
más breve plazo la designación del titular en la forma
establecida en el artículo 56.

ARTÍCULO 61 
ADJUNTOS

A propuesta del Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes y conforme el procedimiento esta-
blecido en el artículo 56 podrán designarse dos adjun-
tos que auxiliarán a aquél en el ejercicio de sus funcio-
nes, pudiendo además, reemplazarlo en caso de cese,
muerte, suspensión o imposibilidad temporal, en el
orden en que fuesen designados.

ARTÍCULO 62
OBLIGACIÓN DE COLABORAR

Todas las Entidades, Organismos y personas jurídicas,
ya sean públicas o privadas, y las personas físicas están
obligadas a prestar colaboración a los requerimientos
del Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes con carácter preferente y expedito.

ARTÍCULO 63 
OBSTACULIZACIÓN

Todo aquel que desobedezca u obstaculice el ejercicio
de las funciones previstas en los artículos precedentes
incurrirá en el delito previsto en el artículo 239 del
Código Penal. El Defensor de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes debe dar traslado de los antece-
dentes respectivos al Ministerio Público Fiscal para el
ejercicio de las acciones pertinentes. Puede requerir la
intervención de la justicia para obtener la remisión de la
documentación que le hubiera sido negada por cual-
quier organismo, ente, persona o sus agentes.

ARTÍCULO 64 
DEBERES

Comprobada la veracidad de la denuncia o reclamo, el
Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes deberá: 
a) Promover y proteger los derechos de las niñas, niños
y adolescentes mediante acciones y recomendaciones
que efectuará ante las instancias públicas competentes,
a fin de garantizar el goce y el ejercicio de los mismos; 
b) Denunciar las irregularidades verificadas a los
organismos pertinentes quienes tienen la obligación
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de comunicar al Defensor de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes el resultado de las inves-
tigaciones realizadas; 
c) Formular recomendaciones o propuestas a los orga-
nismos públicos o privados respecto de cuestiones
objeto de su requerimiento; 
d) Informar a la opinión pública y a los denunciantes
acerca del resultado de las investigaciones y acciones
realizadas. A tal efecto deberá establecerse un espacio
en los medios masivos de comunicación.

CAPÍTULO IV

DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES

ARTÍCULO 65
OBJETO

A los fines de la presente ley se consideran organizacio-
nes no gubernamentales de niñez y adolescencia a aque-
llas que, con Personería Jurídica y que en cumplimiento
de su misión institucional, desarrollen programas o servi-
cios de promoción, tratamiento, protección y defensa de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 66
OBLIGACIONES

Las organizaciones no gubernamentales mencionadas
en esta ley deben cumplir con los derechos y garantías
reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención
sobre los Derechos del Niño, Tratados Internacionales
sobre los de Derechos Humanos en los que la
República Argentina sea parte, y observar los siguientes
principios y obligaciones: 
a) Respetar y preservar la identidad de las niñas, niños
y adolescentes y ofrecerles un ambiente de respeto,
dignidad y no-discriminación; 
b) Respetar y preservar los vínculos familiares o de
crianza de las niñas, niños y adolescentes y velar por su
permanencia en el seno familiar; 
c) No separar grupos de hermanos; 
d) No limitar ningún derecho que no haya sido limitado
por una decisión judicial; 
e) Garantizar el derecho de las niñas, niños y adoles-
centes a ser oídos y a que su opinión sea tenida en
cuenta en todos los asuntos que les conciernan como
sujetos de derechos; 
f) Mantener constantemente informado a la niña, niño
o adolescente sobre su situación legal, en caso de que
exista alguna causa judicial donde se pueda tomar una

decisión que afecte sus intereses, y notificarle, en forma
personal y a través de su representante legal, toda nove-
dad que se produzca en forma comprensible cada vez
que la niña, el niño o el adolescente lo requiera; 
g) Brindar a las niñas, niños y adolescentes atención
personalizada y en pequeños grupos; 
h) Ofrecer instalaciones debidamente habilitadas y
controladas por la autoridad de aplicación respecto
de las condiciones edilicias, salubridad, higiene,
seguridad y confort;
i) Rendir cuentas en forma anual ante la autoridad de
aplicación, de los gastos realizados clasificados según su
naturaleza; de las actividades desarrolladas descriptas en
detalle; de las actividades programadas para el siguiente
ejercicio descriptas en detalle, su presupuesto, los gastos
administrativos y los recursos con que será cubierto. Se
dará cuenta también de las actividades programadas
para el ejercicio vencido que no hubieran sido cumplidas,
y las causas que motivaron este incumplimiento.

ARTÍCULO 67 
INCUMPLIMIENTO 

En caso de incumplimiento de las obligaciones a que se
hallan sujetas las organizaciones no gubernamentales
de niñez y adolescencia mencionadas por esta ley, la
autoridad local de aplicación promoverá ante los orga-
nismos competentes la implementación de las medidas
que correspondan.

ARTÍCULO 68
REGISTRO DE LAS ORGANIZACIONES

Créase en el ámbito de la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia, el Registro Nacional de
Organizaciones de la Sociedad Civil con personería
Jurídica que desarrollen programas o servicios de asis-
tencia, promoción, tratamiento, protección y defensa de
los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.
Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
podrán implementar un Sistema de Registro de las orga-
nizaciones no gubernamentales con personería jurídica
con el objeto de controlar y velar en cada jurisdicción por
el fiel cumplimiento de los principios que establece esta
ley, con comunicación a la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia con miras a la creación del
Registro Nacional de estas Organizaciones.

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS 
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TÍTULO V

FINANCIAMIENTO

ARTÍCULO 69

La Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y
Familia y el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia
y Familia deberán en forma conjunta y coordinada
garantizar la distribución justa y equitativa de las par-
tidas presupuestarias y de todos los recursos nacio-
nales o internacionales destinados a la efectivización
de los objetivos de esta ley.

ARTÍCULO 70 
TRANSFERENCIAS 

El Gobierno nacional acordará con los gobiernos pro-
vinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la
transferencia necesaria de los servicios de atención
directa y sus recursos, a las respectivas jurisdicciones
en las que actualmente estén prestando servicios y se
estén ejecutando.
Esta ley será aplicable a las situaciones jurídicas pen-
dientes o en curso de ejecución.

ARTÍCULO 71
TRANSITORIEDAD

En un plazo máximo de CIENTO OCHENTA (180) días
corridos prorrogables por igual plazo y por única vez, el
Poder Ejecutivo nacional arbitrará las medidas necesa-
rias incluidas las afectaciones presupuestarias y edili-
cias, que garanticen la contención y protección de las
niñas, niños y adolescentes, comprendidos dentro del
marco de la Ley N° 10.903 que se deroga.

ARTÍCULO 72
FONDOS

El Presupuesto General de la Nación preverá las parti-
das necesarias para el funcionamiento del Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, la Secretaría
Nacional de Niñez Adolescencia y Familia, el Defensor
de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes y
todas las que correspondan para el cumplimiento de la
presente ley, atendiendo lo previsto en el artículo 70.
La previsión presupuestaria en ningún caso podrá ser
inferior a la mayor previsión o ejecución de ejercicios
anteriores. Dispóngase la intangibilidad de los fondos
destinados a la infancia, adolescencia y familia estable-

cidos en el presupuesto nacional.
Para el ejercicio presupuestario del corriente año, el Jefe
de Gabinete reasignará las partidas correspondientes.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 73

Sustitúyese el artículo 310 del Código Civil, por el
siguiente: 
“Artículo 310.- Si uno de los progenitores fuera privado
o suspendido en el ejercicio de la patria potestad, con-
tinuará ejerciéndola el otro. En su defecto, y no dándo-
se el caso de tutela legal por pariente consanguíneo idó-
neo, en orden de grado excluyente, el juez proveerá a la
tutela de las personas menores de edad.” 

ARTÍCULO 74 

Modifíquese el artículo 234 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, el que quedará redactado de la
siguiente forma: 
“Artículo 234: Podrá decretarse la guarda: 
Inciso 1) De incapaces mayores de DIECIOCHO (18)
años de edad abandonados o sin representantes lega-
les o cuando éstos estuvieren impedidos de ejercer sus
funciones; 
Inciso 2) De los incapaces mayores de DIECIOCHO (18)
años de edad que están en pleito con sus representan-
tes legales, en el que se controvierta su curatela”.

ARTÍCULO 75

Modifíquese el artículo 236 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, el que quedará redactado de la
siguiente forma: 
“Artículo 236: En los casos previstos en el artículo 234,
la petición podrá ser deducida por cualquier persona, y
formulada verbalmente ante el asesor de menores e
incapaces, en cuyo caso se labrará acta con las men-
ciones pertinentes, la que será remitida al juzgado que
corresponda.” 

ARTÍCULO 76 

Derógase la Ley N° 10.903, los decretos nacionales: N°
1606/90 y sus modificatorias, N° 1631/96 y N° 295/01.

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS 
DE LAS NIÑAS,  NIÑOS Y ADOLESCENTES 



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 311

ARTÍCULO 77 

Esta ley deberá ser reglamentada en un plazo máximo
de NOVENTA (90) días, contados a partir de la sanción
de la presente.

ARTÍCULO 78

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino,
en Buenos Aires, el veintiocho de septiembre de dos
mil cinco.
— registrado bajo el nº 26.061 —
Eduardo O. Camaño. — Daniel O. Scioli. — Eduardo D.
Rollano. — Juan Estrada.
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DECRETO 415 

Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 26.061. Disposiciones transitorias.
Bs. As., 17/4/2006
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Visto el Expediente Nº E-7941-2006 del Registro del
Ministerio de Desarollo Social y la Ley Nº 26.061, y
Considerando
Que, el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional
otorga a la Convención sobre los Derechos del Niño jerar-
quía constitucional integrando el llamado bloque de
constitucionalidad federal, lo que implicó un cambio sig-
nificativo en materia de políticas de protección a la infan-
cia y adolescencia, en virtud del reconocimiento y respe-
to de sus derechos y garantías.
Que, en ese sentido, se promulgó la Ley Nº 26.061 de
Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes con el objeto de promover acciones positi-
vas que tiendan al aseguramiento del goce y ejercicio de
los derechos reconocidos por la Constitución Nacional y
los tratados internacionales.
Que, asimismo, la precitada norma adopta un enfo-
que integral de las políticas públicas dirigidas a las
niñas, niños y adolescentes y sus familias, constitu-
yendo un instrumento legal que convierte en operati-
vas las disposiciones contenidas en la Convención
sobre los Derechos del Niño, mediante el estableci-
miento de procedimientos explícitos que las entida-
des de atención y protección públicas y privadas y los
ámbitos judiciales deben respetar.
Que, por lo tanto, el Poder Ejecutivo Nacional considera
de gran trascendencia reglamentar la Ley Nº 26.061 a fin
de otorgar una dinámica a la estructura normativa que
sirva de elemento de integración conforme reglas orien-
tadoras de acciones, y que integre y delimite la interpre-
tación y preserve su unidad sistemática, a fin de que sea
plenamente eficaz en la protección integral que el Estado
Nacional debe dar a la Niñez y a la Adolescencia.
Que, en ese orden de ideas, se propone regular aquellas
materias estrictamente necesarias que contribuyan a la
adecuada aplicación de la Ley Nº 26.061.
Que, asimismo, las Provincias y la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires deberán disponer todas aquellas medidas
u acciones que se estimen necesarias para dar cumpli-
miento al modelo depolíticas públicas en la materia.

Que el presente decreto no agota el imperativo emanado
del artículo 77 de la Ley Nº 26.061 ni las posibilidades de
reglamentar la norma.
Que el Poder Ejecutivo Nacional se encuentra facultado
para el dictado del presente en virtud de lo dispuesto por
el articulo 99, inciso 2 de la Constitución Nacional.
Por ello,
El Presidente de la Nación Argentina
Decreta:

ARTÍCULO 1

Apruébase la reglamentación de la Ley Nº 26.061 de
Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes la que como Anexo I, forma parte integran-
te del presente Decreto.

ARTÍCULO 2 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Los organismos administrativos nacionales, provincia-
les y locales deberán revisar las normativas que regu-
lan y/o repercuten en el acceso y/o ejercicio de dere-
chos reconocidos a niñas, niños y adolescentes ade-
cuándolas a los postulados contenidos en la ley obje-
to de reglamentación.
En el plazo de veinticuatro (24) meses contado desde
el dictado del presente decreto, se deberá contemplar
la continuidad del acceso a las políticas y programas
vigentes de quienes se encuentrenen la franja etárea
de los 18 a 20 años inclusive, a los efectos de garan-
tizar una adecuada transición del régimen estableci-
do por la derogada Ley Nº 10.903 al Sistema de
Promoción y Protección Integral de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes, debiendo respetar-
les el pleno ejercicio de sus derechos en consonancia
con las disposiciones de la Ley Nº 26.061.
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ARTÍCULO 3

Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional
del Registro Oficial y archívese. — Kirchner. — Alberto A.
Fernández. — Juan C. Nadalich.

REGLAMENTACIÓN LEY Nº 26.061
ANEXO I

ARTÍCULO 1 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO  
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 3 

El concepto de “centro de vida” a que refiere el inci-
so f) del artículo 3 se interpretará de manera armóni-
ca con la definición de “residencia habitual” de la
niña, niño o adolescente contenida en los tratados
internacionales ratificados por la República Argentina
en materia de sustracción y restitución internacional
de personas menores de edad.

ARTÍCULO 4
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 5
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 6 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 7

Se entenderá por “familia o núcleo familiar”, “grupo
familiar”, “grupo familiar de origen”, “medio familiar
comunitario”, y “familia ampliada”, además de los pro-
genitores, a las personas vinculadas a los niños, niñas y
adolescentes, a través de líneas de parentesco por con-
sanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la
familia ampliada. Podrá asimilarse al concepto de fami-
lia, a otros miembros de la comunidad que representen
para la niña, niño o adolescente, vínculos significativos
y afectivos en su historia personal como así también en
su desarrollo, asistencia y protección. Los organismos
del Estado y de la comunidad que presten asistencia a
las niñas, niños y sus familias deberán difundir y hacer
saber a todas las personas asistidas de los derechos y
obligaciones emergentes de las relaciones familiares.

ARTÍCULO 8
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 9

Se convoca a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a que identifiquen, y en su caso designen
a la brevedad, a fin de garantizar los derechos de los suje-
tos de la Ley que se reglamenta, por las vías y/o medios-
que determinen las respectivas legislaciones vigentes, a
las autoridades locales de aplicación a las que refiere el
tercer párrafo del Artículo 9 de la ley. Lo dispuesto en el
citado párrafo, en orden a la obligación de denunciar y/o
comunicar deberá interpretarse de manera armónica con
lo establecido por el artículo 72 del Código Penal.

ARTÍCULO 10
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 11
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 12

En todos los casos en que se proceda a inscribir a un
niño o niña con padre desconocido, el jefe u oficial del
Registro Civil deberá mantener una entrevista reservada
con la madre en la que se le hará saber que es un dere-
cho humano de la persona menor de edad conocer su
identidad; que, declarar quién es el padre, le permitirá a
la niña o niño ejercer el derecho a los alimentos y que esa
manifestación no privará a la madre del derecho a man-
tener laguarda y brindar protección. A esos efectos, se
deberá entregar a la madre la documentación en la cual
consten estos derechos humanos del niño, pudiendo el
funcionario interviniente, en su caso, solicitar la colabora-
ción de la autoridad administrativa local de aplicación
correspondiente, para que personal especializado amplíe
la información y la asesore. Asimismo se comunicará a la
presentante que, en caso de que mantenga la inscripción
con padre desconocido, se procederá conforme lo dispo-
ne el artículo 255 del Código Civil.
Si al momento de efectuarse los controles prenatales o de
ingreso al centro de salud se detectare que la madre y/o
el padre del niño por nacer carecen de documentos de
identidad, el agente que tome conocimiento deberá infor-
mar a los organismos competentes a fin de garantizar el
acceso a la tramitación y expedición de la documenta-
ción requerida de acuerdo a la normativa vigente. Si la
indocumentación de los padres continuara al momento
del parto, se consignará nombre, apellido, fecha de naci-
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miento, domicilio, edad, huellas dactilares y nacionalidad
de los mismos, en el certificado de Constatación de Parto
que expida la unidad sanitaria pertinente.
En relación con la identificación de los niños recién naci-
dos se estará a lo dispuesto por la Ley Nº 24.540 y su
modificatoria Ley Nº 24.884. 
Se propiciará la localización de oficinas del Registro Civil
en todas las maternidades y establecimientos que atien-
den nacimientos.

ARTÍCULO 13

Declárese la gratuidad del otorgamiento del primer
Documento Nacional de Identidad a todos los niños y
niñas y adolescentes nacidos en el territorio nacional.

ARTÍCULO 14

En relación al derecho a la atención integral de la salud
se reconoce la potestad primaria de las autoridades sani-
tarias Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires de diseñar los planes, programas y definir las pres-
taciones esenciales a otorgar a sus habitantes.
Se convoca a las autoridades establecidas en la Ley Nº
22.373 a que consensúen los programas, planes y pres-
taciones esenciales a los fines de garantizar el derecho a
la salud de los niños, niñas y adolescentes.
A los fines del presente artículo se entiende por “toda ins-
titución de salud” a aquellas cuyas especialidades médi-
cas cubiertas incluyan la atención de niños, niñas, ado-
lescentes y embarazadas. 
El derecho a la atención integral de la salud del adoles-
cente incluye el abordaje de su salud sexual y reproduc-
tiva previsto en la Ley Nº 25.673, que crea el Programa
Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable.

ARTÍCULO 15

Los organismos estatales promoverán acciones para pro-
mover la reinserción escolar de los niños, niñas y adoles-
centes que por distintas causas hayan dejado de concu-
rrir a la escuela.

ARTÍCULO 16
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 17

En ningún caso la licencia por maternidad en el ámbito
escolar deberá ser inferior a las licencias laborales que
por idéntico motivo prevé la legislación del trabajo vigen-

te. Se convoca a las autoridades educativas de cada juris-
dicción a establecer los mecanismos para garantizar la
continuidad de los estudios de las jóvenes embarazadas,
promoviendo programas de acompañamiento pedagógi-
co para aquellas alumnas que deban ausentarse duran-
te el periodo de maternidad.
Los niños y niñas que se encuentren alojados junto a sus
madres privadas de la libertad deberán gozar de un régi-
men especial que garantice un adecuado desarrollo
psico-físico.

ARTÍCULO 18

En el ámbito de la salud, se considerará período de lac-
tancia el tiempo transcurrido durante los primeros seis
meses de lactancia materna exclusiva, más su continui-
dad hasta los dos años.
Las normas contenidas en el presente artículo deben ser
interpretadas en armonía con las previsiones de la Ley Nº
25.929 en lo que hace al parto y la Ley Nº 25.673 con
relación a los cuidados puerperales.

ARTÍCULO 19

La privación de libertad personal adoptada de confor-
midad con la legislación vigente, no podrá implicar la
vulneración de los demás derechos reconocidos a las
niñas, niños y adolescentes, debiendo considerarse
parte integrante del Artículo 19 en su aplicación, las
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de
los Menores Privados de la Libertad adoptadas por la
Asamblea General en su Resolución 45/113 del 14 de
diciembre de 1990, las Reglas Mínimas de las
Naciones Unidas para la Administración de la Justicia
de Menores (Reglas de Beijing) adoptadas por la
Asamblea General en su Resolución 40/33 del 29 de
noviembre de 1985, las Directrices de las Naciones
Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil
(Directrices de RIAD) adoptadas y proclamadas por la
Asamblea General en su Resolución 45/112 del 14 de
diciembre de 1990 y las Reglas Mínimas de las
Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de
la Libertad (Reglas de Tokio) adoptadas por la
Asamblea General en su Resolución 45/110 del 14 de
diciembre de 1990.
El lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad
el niño, niña o adolescente a que refiere el último párra-
fo del artículo objeto de reglamentación comprende
tanto a establecimientos gubernamentales como no
gubernamentales.
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ARTÍCULO 20
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 21

Los organismos del Estado Nacional, en la formulación
de la política ambiental, establecerán programas para
educar a las niñas, niños y adolescentes en la protección,
conservación, restauración y manejo sostenible y racional
del ambiente y de los recursos naturales.

ARTÍCULO 22

Los datos e informaciones a que refiere el párrafo segun-
do del artículo 22 comprenden los de su grupo familiar,
su vivienda, su escuela, su apodo o sobrenombre y todo
otro que permitiera identificarlo directa o indirectamente.
En aquellos casos en los cuales la exposición, difusión y/o
divulgación a la que se refiere el artículo objeto de regla-
mentación resulte manifiestamente contraria al interés
superior del niño, no podrán desarrollarse aunque medie
el consentimiento de los sujetos de la ley y sus represen-
tantes legales. A tal efecto deberá tenerse en cuenta lo
establecido en el artículo 3º inciso d) de la Ley Nº 26.061.

ARTÍCULO 23

El derecho a la libre asociación a que se refiere el artícu-
lo objeto de reglamentación no podrá exceder el ejercicio
de los derechos reconocidos a niñas, niños y adolescen-
tes por la Ley Nº 26.061 y el resto del ordenamiento nor-
mativo vigente, en particular las prohibicionesy restriccio-
nes que emanan de la legislación laboral en relación con
el trabajo de las personas menores de edad.

ARTÍCULO 24
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 25

Las prescripciones contenidas en el artículo que se regla-
menta deben interpretarse como complementarias de las
contenidas en la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 y
sus modificaciones, como así también con las que inte-
gran los Convenios 138 y 182 de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT).

ARTÍCULO 26
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 27

El derecho a la asistencia letrada previsto por el inciso c)
del artículo 27 incluye el de designar un abogado que
represente los intereses personales e individuales de la
niña, niño o adolescente en el proceso administrativo o
judicial, todo ello sin perjuicio de la representación pro-
miscua que ejerce el Ministerio Pupilar.
Se convoca a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a que a la brevedad, a fin de garantizar los
derechos de los sujetos de la Ley Nº 26.061, adopten las
medidas necesarias para garantizar la existencia de ser-
vicios jurídicos que garanticen el acceso al derecho pre-
visto en el citado inciso. A tal efecto podrán recurrir a abo-
gados que sean agentes públicos y/o a convenios con
organizaciones no gubernamentales, colegios de aboga-
dos o universidades.

ARTÍCULO 28
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 29

El principio de efectividad debe observar el respeto por el
reparto de competencias entre la Nación, las Provincias
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 30

Se convoca a las Provincias y a la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires a que, identifiquen y en su caso
designen, a la brevedad, a fin de garantizar los dere-
chos de los sujetos de la Ley Nº 26.061, por las vías
y/o medios que determinen las respectivas legislacio-
nes vigentes, a las autoridades administrativas de
protección de derechos en el ámbito local a los fines
establecidos en el artículo 30.
El deber de comunicación previsto en el artículo obje-
to de reglamentación comprende tanto a situaciones
de derechos de niñas, niños o adolescentes que se
encuentren vulnerados como a aquellas en que los
mismos se hallen amenazados.

ARTÍCULO 31

El deber de recepcionar denuncias comprende el conoci-
miento de situaciones de derechos amenazados y vulne-
rados. En caso de que el objeto de la denuncia no resulte
de su competencia, el funcionario público deberá canalizar
la misma mediante su tramitación ante la autoridad admi-
nistrativa de protección de derechos en el ámbito local.
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ARTÍCULO 32
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 33

Se convoca a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a que identifiquen y en su caso designen a
la brevedad, a fin de garantizar los derechos de los suje-
tos de la Ley Nº 26.061, por las vías y/o medios que
determinen las respectivas legislaciones vigentes, a las
autoridades administrativas de protección de derechos
en el ámbito local a los fines establecidos en el artículo 33
que se reglamenta.

ARTÍCULO 34 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 35 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 36
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 37
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 38
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 39

Se entenderá que el interés superior del niño exige su
separación o no permanencia en el medio familiar cuan-
do medien circunstancias graves que amenacen o cau-
sen perjuicio a la salud física o mental de la niña, niño o
adolescente y/o cuando el mismo fuere víctima de abuso
o maltrato por parte de sus padres o convivientes y no
resultare posible o procedente la exclusión del hogar de
aquella persona que causare el daño.
El plazo a que se refiere el párrafo tercero del artículo 39
que se reglamenta en ningún caso podrá exceder los
noventa (90) días de duración y deberá quedar clara-
mente consignado al adoptarse la medida excepcional.
En aquellos casos en que persistan las causas que die-
ron origen a la medida excepcional y se resolviere pro-
rrogarla, deberá fijarse un nuevo plazo de duración,
mediante acto fundado, el que deberá ser notificado a
todas las partes.

ARTÍCULO 40

De resultar necesario recurrir al empleo de la fuerza
pública para el cumplimiento de la medida excepcional,
la autoridad administrativa requerirá a la autoridad judi-
cial competente las órdenes respectivas en el mismo acto
previsto en el párrafo cuarto del artículo 40 de la ley.

ARTÍCULO 41
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 42 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 43 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 44 
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 45 

A fin de conformar el órgano establecido en el artículo 45
con una completa representación federal, las Provincias
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán proveer
lo necesario para, en el término de ciento ochenta (180)
días desde el dictado del presente Decreto, identificar y
en su caso establecer, por las vías y/o medios que deter-
minen las respectivas legislaciones vigentes, a los
Órganos de Protección de Derechos de la Niñez,
Adolescencia y Familia que tendrán representación en el
Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia.
Durante ese mismo lapso, el Poder Ejecutivo Nacional,
brindará a las jurisdicciones que así lo requieran la asis-
tencia técnica necesaria a fin de facilitar la creación y/o la
reforma de las instituciones de infancia, de conformidad
a los lineamientos establecidos por la ley.

ARTÍCULO 46
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 47
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 48
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 49
Sin reglamentar.
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ARTÍCULO 50
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 51
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 52
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 53
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 54
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 55
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 56
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 57
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 58
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 59
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 60
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 61
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 62
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 63
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 64
Sin reglamentar

ARTÍCULO 65
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 66
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 67
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 68
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 69
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 70
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 71
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 72
Sin reglamentar.
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DECRETO 416/2006

Incorpóranse al Anexo I del Artículo 1º del Decreto Nº 357/2002 y sus modificatorios la Secretaría Nacional de
Niñez, Adolescencia y Familia del Ministerio de Desarrollo Social y al Anexo II del Artículo 2º de dicho Decreto
los objetivos de la misma. Conformación del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia. Sustitución del
Artículo 5º del Decreto citado en relación con la integración del Consejo de Coordinación de Políticas Sociales.

Bs. As., 17/4/2006
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Vistos el Expediente Nº E-7941-2006 del Registro del
Ministerio de Desarollo Social, la Ley Nº 26.061, la Ley
de Ministerios (texto ordenado por Decreto Nº 438/92)
y sus modificaciones, y los Decretos Nº 357 del 21 de
febrero de 2002 y sus modificaciones, Nº 141 de 4 de
junio de 2003, Nº 373 del 31 de marzo de 2004 y Nº
1293 del 21 de octubre de 2005.
Considerando:
Que la Ley Nº 26.061 crea en el ámbito del Poder
Ejecutivo Nacional, la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia, como organismo especializado
en materia derechos de infancia y adolescencia, y esta-
blece sus funciones.
Que mediante la Ley de Ministerios (texto ordenado por
Decreto Nº 438/92) y sus modificaciones, se estable-
cieron los Ministerios que conforman la organización de
la Administración Pública Nacional y sus competencias. 
Que mediante el Decreto Nº 357/02 y sus modificacio-
nes se aprobó el organigrama de aplicación de la
Administración Pública centralizada hasta el nivel de
Subsecretaría y los objetivos de las unidades organizati-
vas determinadas en dicho organigrama.
Que mediante el Decreto Nº 141/04, fueron modifica-
das, entre otras, las competencias del Ministerio de
Desarollo Social.
Que oportunamente, mediante el Decreto Nº 373/04 y
sus modificaciones, fue aprobada la estructura organi-
zativa del primer nivel operativo del Ministerio de
Desarollo Social.
Que por el artículo 76 de la Ley Nº 26.061 se derogó el
Decreto Nº 1606/90 de creación del Consejo Nacional
de Niñez, Adolescencia y Familia, organismo descen-
tralizado en el ámbito del Ministerio de Desarollo Social,
y luego, mediante el Decreto Nº 1293/05, se dispuso la
continuación del desarrollo de sus actividades hasta
tanto se organicen administrativamente y entren en fun-

ciones los organismos administrativos de protección de
los derechos de las niñas, niños y adolescentes creados
por la citada Ley.
Que, sin perjuicio del considerando anterior, constitu-
ye un aspecto esencial a reglamentar —atendiendo a
su importancia y trascendencia en el marco de la apli-
cación de la ley— la organización de la Secretaría
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, conforme
los artículos 43 y 44 de la Ley Nº 26.061 a fin de lle-
var a cabo las medidas que atiendan al cumplimien-
to de lo prescripto por los artículos 42, 45, 70 y 71 de
la mencionada ley, especialmente en lo atinente a la
conformación del Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia.
Que entre las competencias asignadas a la jurisdic-
ción del Ministerio de Desarollo Social, se encuentran
las de entender en la formulación de las políticas des-
tinadas a la infancia y a la adolescencia y en el dise-
ño, implementación, coordinación, monitoreo y eva-
luación de programas de promoción, protección, inte-
gración social y defensa de los derechos de los niños,
niñas y adolescentes siguiendo los lineamientos de la
Convención Internacional sobre los Derechos del
Niño; como asimismo, entender en la formulación de
las políticas destinadas a la familia y en el diseño,
implementación, coordinación, monitoreo y evalua-
ción de programas de promoción, protección y desa-
rrollo de la familia, y en las tendientes al cumplimien-
to de los objetivos previstos en el artículo 75, inciso
23, de la Constitución Nacional.
Que, en función de ello, corresponde a la correcta y efi-
caz administración de los recursos del Estado aplicados
a la política social, la inserción o dependencia de la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia en
el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social.
Que, el artículo 68 de la Ley Nº 26.061 creó, en el
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ámbito de la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia, el Registro Nacional de
Organizaciones de la Sociedad Civil cuya articulación
y funcionamiento deberá articularse con otros regis-
tros existentes en la Administración Pública.
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del
Ministerio de Desarollo Social y la Subsecretaría de la
Gestión Pública de la Jefatura de Gabinete de Ministros
han tomado la intervención que les compete.
Que la presente medida se dicta en uso de las atribu-
ciones conferidas por el artículo 99, incisos 1 y 2 de la
Constitución Nacional.
Por ello,

El Presidente de la Nación Argentina
Decreta:

ARTÍCULO 1 

Incorpórase al Anexo I del Artículo 1º del Decreto Nº
357 del 21 de febrero de 2002 y sus modificatorios —
Organigrama de aplicación de la Administración
Pública Nacional— Apartado XXII, la Secretaría
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia del
Ministerio de Desarollo Social, el que quedará redacta-
do de conformidad con el detalle obrante en la planilla
que como anexo al presente artículo, forma parte inte-
grante de la presente medida.

ARTÍCULO 2

Incorpórase al Anexo II del Artículo 2º del Decreto Nº
357 del 21 de febrero de 2002 y sus modificaciones —
Objetivos— Apartado XXII, correspondientes al
Ministerio de Desarollo Social, los objetivos de la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia,
los que quedarán redactados de conformidad con el
detalle obrante en la planilla que como anexo al pre-
sente artículo, forma parte integrante de la presente
medida.

ARTÍCULO 3

Facúltase al titular de la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia del Ministerio de Desarollo
Social durante el período de trámite de aprobación de
su estructura organizativa correspondiente a:
a) Convocar y coordinar acciones consensuadas con las
Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a los
fines de la conformación del Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia y su puesta en funcionamiento.

b) Promover con los Gobiernos Provinciales y de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los acuerdos que
posibiliten la transferencia de los servicios de atención
directa y sus recursos a las respectivas jurisdicciones en
las que actualmente esté prestando servicios el Consejo
Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, de confor-
midad con lo dispuesto por los artículos 70 y 71 de la
Ley Nº 26.061.
c) Elaborar un proyecto que contenga las estructuras
organizativas necesarias para el funcionamiento de los
organismos creados por la Ley Nº 26.061.
d) Coordinar y articular con los Poderes del Estado,
Organismos Gubernamentales y Organizaciones de la
Sociedad Civil, el Plan Nacional de Acción por los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.
e) Organizar, implementar y administrar, en articulación
con el Centro Nacional de Organizaciones de la
Comunidad del Consejo Nacional de Coordinación de
Políticas Sociales de la Presidencia de la Nación y con
otros registros similares que existieren en el ámbito pro-
vincial, el registro de las organizaciones de la sociedad
civil establecido por el artículo 68 de la Ley Nº 26.061.
f) Ejercer transitoriamente las funciones de la presiden-
cia del Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y
Familia en los términos del Decreto Nº 1293/2005.

ARTÍCULO 4 

En un plazo de noventa (90) días a partir de la publica-
ción del presente decreto, el Ministerio de Desarollo
Social deberá elevar a consideración del Poder
Ejecutivo Nacional un proyecto de estructura organiza-
tiva de los organismos creados por la Ley Nº 26.061.

ARTÍCULO 5

Sustitúyese el Artículo 5 del Decreto Nº 357 del 21 de
febrero de 2002 y sus modificatorios por el siguiente:
“Artículo 5: El Consejo Nacional de Coordinación de
Políticas Sociales estará integrado en forma permanen-
te por los titulares de los siguientes organismos:
- Ministerio de Desarollo Social
- Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social
- Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología
- Ministerio de Salud y Ambiente
- Ministerio de Economía y Producción
- Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia   

del Ministerio de Desarollo Social.”
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ARTÍCULO 6

Instrúyese al Jefe de Gabinete de Ministros a efectuar
las modificaciones presupuestarias que sean necesa-
rias para la implementación de lo establecido en el pre-
sente decreto.

ARTÍCULO 7

Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional
del Registro Oficial y archívese. — Kirchner. — Alberto
A. Fernández. — Juan C. Nadalich.
Planilla anexa al artículo 1º

XXII. MINISTERIO DE DESAROLLO
SOCIAL

- Secretaría de Coordinación.
- Secretaría de Políticas Sociales y Desarrollo Humano.
- Subsecretaría de Desarrollo Territorial 

y Economía Social.
- Subsecretaría de Políticas Alimentarias.
- Subsecretaría de Organización de Ingresos Sociales.
- Secretaría de Comunicación Social. 
- Secretaría de Gestión y Articulación Institucional.
- Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia.
Planilla anexa al artículo 2º

Ministerio de Desarollo Social Secretaría Nacional de
Niñez, Adolescencia y Familia

OBJETIVOS
a) Garantizar el funcionamiento del Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia y establecer en forma
conjunta, la modalidad de coordinación entre ambos
organismos con el fin de establecer y articular políticas
públicas integrales;
b) Elaborar, con la participación del Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia, un Plan Nacional de
Acción como política de derechos para el área específi-
ca, de acuerdo a los principios jurídicos establecidos en
la Ley Nº 26.061.
c) Ejercer la representación necesaria ante todos los
organismos oficiales de asesoramiento y contralor en
materia de medios de comunicación;
d) Ejercer la representación del Estado nacional en las
áreas de su competencia;
e) Participar en forma conjunta con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia en la celebración y ejecu-
ción de los instrumentos de carácter internacional que la
Nación suscriba o a los cuales adhiera, cuando éstos

afecten o se refieran a la materia de su competencia;
f) Realizar los informes previstos en el artículo 44 de la
Convención sobre los Derechos del Niño, y ejercer la
representación del Estado nacional en su presentación,
constituyéndose en depositario de las recomendaciones
que se efectúen;
g) Promover el desarrollo de investigaciones en materia
de niñez, adolescencia y familia;
h) Diseñar normas generales de funcionamiento y prin-
cipios rectores que deberán cumplir las instituciones
públicas o privadas de asistencia y protección de dere-
chos de los sujetos de la Ley Nº 26.061.
i) Apoyar a las organizaciones no gubernamentales en la
definición de sus objetivos institucionales hacia la promo-
ción del ejercicio de derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes, y la prevención de su institucionalización;
j) Promover políticas activas de promoción y defensa de
los derechos de las niñas, niños, adolescentes y sus
familias;
k) Coordinar acciones consensuadas con los Poderes
del Estado, organismos gubernamentales y organizacio-
nes no gubernamentales, fomentando la participación
activa de las niñas, niños y adolescentes;
l) Propiciar acciones de asistencia técnica y capacita-
ción a organismos provinciales y municipales y agentes
comunitarios participantes en servicios de atención
directa o en el desarrollo de los procesos de transfor-
mación institucional.
m) Gestionar, juntamente con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia, la obtención de recursos
financieros nacionales e internacionales para la efectivi-
zación de las políticas públicas de niñez, adolescencia
y familia.
n) Efectivizar juntamente con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia la transferencia de los
fondos a los Estados Provinciales para la financiación de
dichas políticas;
o) Organizar un sistema de información único y des-
centralizado que incluya indicadores para el monitoreo,
evaluación y control de las políticas y programas de
niñez, adolescencia y familia;
p) Fortalecer el reconocimiento en la sociedad de niñas,
niños y adolescentes como sujetos activos de derechos;
q) Impulsar mecanismos descentralizados para la eje-
cución de programas y proyectos que garanticen el ejer-
cicio de los derechos de las niñas, niños, adolescentes
y sus familias;
r) Asignar juntamente con el Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia los recursos públicos para la for-
mulación y ejecución de las políticas previstas en el
Plan Nacional de Acción;
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s) Establecer en coordinación con el Consejo Federal de
Niñez, Adolescencia y Familia mecanismos de segui-
miento, monitoreo y evaluación de las políticas públicas
destinadas a la protección de los derechos de las niñas,
niños y adolescentes.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc., sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1

Toda persona que sufriese lesiones o maltrato físico o psí-
quico por parte de alguno de los integrantes del grupo
familiar podrá denunciar estos hechos en forma verbal o
escrita ante el juez con competencia en asuntos de fami-
lia y solicitar medidas cautelares conexas. A los efectos
de esta ley se entiende por grupo familiar el originado en
el matrimonio o en las uniones de hecho.

ARTÍCULO 2

Cuando los damnificados fuesen menores o incapaces,
ancianos o discapacitados, los hechos deberán ser
denunciados por sus representantes legales y/o el minis-
terio público. También estarán obligados a efectuar la
denuncia los servicios asistenciales sociales o educativos,
públicos o privados, los profesionales de la salud y todo
funcionario público en razón de su labor. El menor o inca-
paz puede directamente poner en conocimiento de los
hechos al ministerio público.

ARTICULO 3 

El juez requerirá un diagnóstico de interacción fami-
liar efectuado por peritos de diversas disciplinas para
determinar los daños físicos y psíquicos sufridos por
la víctima, la situación de peligro y el medio social y
ambiental de la familia. Las partes podrán solicitar
otros informes técnicos.

ARTÍCULO 4 

El juez podrá adoptar, al tomar conocimiento de los
hechos motivo de la denuncia, las siguientes medidas
cautelares:
a) Ordenar la exclusión del autor, de la vivienda donde
habita el grupo familiar;

b) Prohibir el acceso del autor, al domicilio del damnifi-
cado como a los lugares de trabajo o estudio;
c) Ordenar el reintegro al domicilio a petición de quien ha
debido salir del mismo por razones de seguridad perso-
nal, excluyendo al autor;
d) Decretar provisoriamente alimentos, tenencia y dere-
cho de comunicación con los hijos.
El juez establecerá la duración de las medidas dispues-
tas de acuerdo a los antecedentes de la causa.

ARTÍCULO 5

El juez, dentro de las 48 horas de adoptadas las medidas
precautorias, convocará a las partes y al ministerio públi-
co a una audiencia de mediación instando a las mismas
y su grupo familiar a asistir a programas educativos o
terapéuticos, teniendo en cuenta el informe del artículo 3.

ARTÍCULO 6

La reglamentación de esta ley preverá las medidas con-
ducentes a fin de brindar al imputado y su grupo familiar
asistencia médica psicológica gratuita. 

ARTÍCULO 7

De las denuncias que se presente se dará participación
al Consejo Nacional del Menor y la Familia a fin de aten-
der la coordinación de los servicios públicos y privados
que eviten y, en su caso, superen las causas del maltra-
to, abusos y todo tipo de violencia dentro de la familia.
Para el mismo efecto podrán ser convocados por el juez
los organismos públicos y entidades no gubernamentales
dedicadas a la prevención de la violencia y asistencia de
las víctimas.

ARTÍCULO 8 

Incorpórase como segundo párrafo al artículo 310 del
Código Procesal Penal de la Nación (Ley 23.984) el
siguiente:

PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA FAMILIAR

LEY Nº 24.417

Sancionada: diciembre 7 de 1994
Promulgada: diciembre 28 de 1994
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En los procesos por alguno de los delitos previstos en
el libro segundo, títulos I, II, III, V y VI, y título V capí-
tulo I del Código Penal cometidos dentro de un grupo
familiar conviviente, aunque estuviese constituido por
uniones de hecho, y las circunstancias del caso hicie-
ren presumir fundadamente que puede repetirse, el
juez podrá disponer como medida cautelar la exclu-
sión del hogar del procesado. Si el procesado tuviese
deberes de asistencia familiar y la exclusión hiciere
peligrar la subsistencia de los alimentados, se dará
intervención al asesor de menores para que se pro-
muevan las acciones que correspondan.

ARTÍCULO 9

Invítase a las provincias a dictar normas de igual natura-
leza a las previstas en la presente.

ARTÍCULO 10

Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. — Alberto R.
Pierri. — Eduardo Menem. — Esther H. Pereyra Arandía
de Pérez Pardo. — Edgardo Piuzzi.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los siete dÍas del mes de diciembre del
año mil novecientos noventa y cuatro.

VISTO la Ley Nº 24.417 de Protección contra la Violencia
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Familiar y el Expediente Nº 100.664/95 del registro del
Ministerio de Justicia, y
Considerando:
• Que por Resolución M.J. Nº 255 del 18 de mayo de
1995 se creó una Comisión encargada de elaborar un
proyecto de Decreto Reglamentario de la Ley citada en el
Visto.
• Que dicha Ley ha creado un régimen legal tendien-
te a proteger a las personas frente a las lesiones o
malos tratos físicos o psíquicos infligidos por parte de
algún o algunos de los integrantes del grupo familiar
al que pertenecen.
• Que resulta necesario proceder a la reglamentación, a
fin de implementar un sistema que permita la plena apli-
cación de la normativa sancionada por el Honorable
Congreso de la Nación.
• Que el presente decreto se dicta en uso de las faculta-
des conferidas por el artículo 99 inciso 2) de la
Constitución Nacional.
Por ello,
El Presidente de la Nación Argentina
Decreta:

ARTÍCULO 1
Centros de información y asesoramiento 

En los organismos que se mencionan más adelante,
funcionarán centros de información y asesoramiento
sobre violencia física y psíquica. Estos centros tendrán
la finalidad de asesorar y orientar a los presentantes
sobre los alcances de la Ley Nº 24.417 y sobre los
recursos disponibles para la prevención y atención de
los supuestos que aquélla contempla.
Los centros estarán integrados por personal idóneo para
cumplir sus funciones y por profesionales con formación
especializada en violencia familiar.
Las respectivas dotaciones se compondrán con personal
que ya revista en la Administración Pública Nacional y
Municipal.

Los centros funcionarán en:
a) Hospitales dependientes de la Secretaría de Salud de
la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires que sean
designados al efecto.
b) Centros de Atención Jurídica Comunitaria dependien-
tes de la Secretaría de Asuntos Legislativos del Ministerio
de Justicia.
c) Consejo Nacional del Menor y la Familia.
d) Consejo Nacional de la Mujer.
e) Dirección General de la Mujer dependiente de la
Subsecretaría de Promoción y Desarrollo de la
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires.
f) Distritos Escolares a través del “Equipo de Prevención
y Contención de la Violencia Familiar de la Secretaría de
Educación de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos
Aires”, para el ámbito escolar. Los organismos en los que
funcionen estos centros, quedan facultados para reglar lo
concerniente a su integración, conducción y funciona-
miento, bajo la coordinación del Ministerio de Justicia.

ARTÍCULO 2
Registro de denuncias 

El Consejo Nacional del Menor y la Familia, llevará un
Registro de Denuncias, por agresor y por víctima, en el
que deberán especificarse los datos que surjan del for-
mulario de denuncia que, como Anexo I, forma parte de
este decreto. En el Registro también se tomará nota del
resultado de las actuaciones.
El Registro deberá amparar adecuadamente la intimidad
de las personas allí incluidas.
El Consejo Nacional del Menor y la Familia tendrá a su
cargo la elaboración de un programa para registrar los
datos sobre violencia familiar, en el que se asentarán las
denuncias y comunicaciones que se reciban de los orga-
nismos correspondientes.

ARTÍCULO 3
Formulario

DECRETO 235/96 

Reglaméntase la Ley Nº 24.417.
Bs. As., 7/3/96
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Todo denunciante deberá completar el formulario de
denuncia mencionado en el artículo 2º.

ARTÍCULO 4
Obligación de denunciar los hechos de violencia

La obligación de denuncia a que se refiere el artículo 2º
de la Ley Nº 24.417, deberá ser cumplida dentro de un
plazo máximo de SETENTA Y DOS (72) horas, salvo
que, consultado el programa previsto en el tercer párra-
fo del artículo 2º de esta reglamentación, surja que el
caso se encuentra bajo atención o que, por motivos fun-
dados a criterio del denunciante, resulte conveniente
extender el plazo.

ARTÍCULO 5
Asistencia letrada

No se requiere asistencia letrada para formular las
denuncias. Se garantiza la asistencia jurídica gratuita a
las personas que la requieran y no cuenten con recursos
suficientes a través de los Defensores de Pobres,
Incapaces y Ausentes en lo Civil y Comercial, de los
Centros de Atención Jurídica Comunitaria dependientes
de la Secretaría de Asuntos Legislativos del Ministerio de
Justicia y de los consultorios jurídicos dependientes de la
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y de otros
organismos públicos.
El Ministerio de Justicia abrirá y llevará un Registro de
Organizaciones No Gubernamentales (O.N.G.) en el
que podrán anotarse aquellas que estén en condicio-
nes de prestar asistencia jurídica gratuita. La presta-
ción se regirá por convenios que el Ministerio de
Justicia suscribirá con esas instituciones, en los que
podrá incluirse el compromiso de las entidades de
brindar capacitación especializada en temas de vio-
lencia familiar.
A los mismos fines, el Ministerio de Justicia podrá cele-
brar convenios con la Facultad de Derecho y Ciencias
Sociales de la Universidad de Buenos Aires y con el
Colegio Público de Abogados de la Capital Federal.

ARTÍCULO 6 
Cuerpo Interdisciplinario

Créase, en el ámbito del Ministerio de Justicia, un Cuerpo
Interdisciplinario de profesionales con formación espe-
cializada en violencia familiar que deberá prestar apoyo
técnico en los casos que le sea requerido por los
Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo Civil, con

competencia en asuntos de familia. Su sede estará próxi-
ma a esos Juzgados, siempre y cuando el organismo
jurisdiccional competente habilite instalaciones adecua-
das a ese efecto.

ARTÍCULO 7 
Informe y diagnóstico

El Cuerpo mencionado en el artículo anterior emitirá, en
el plazo de veinticuatro (24) horas, un diagnóstico preli-
minar para permitir al Juez evaluar sobre la situación de
riesgo y facilitarle la decisión acerca de las medidas cau-
telares previstas en el artículo 4º de la Ley Nº 24.417. El
diagnóstico preliminar no será requerido cuando el Juez
no lo considere necesario por haber sido la denuncia
acompañada de un diagnóstico producido por profesio-
nales o instituciones públicas o privadas idóneas en vio-
lencia familiar o de informes concordantes del programa
previsto en el artículo 2º de esta reglamentación.

ARTÍCULO 8
Diagnóstico de interacción familiar 

Sin perjuicio de la actuación de los auxiliares de la justi-
cia que correspondan, para el diagnóstico de interacción
familiar previsto en el artículo 3º de la Ley Nº 24.417, el
Juez competente dispondrá:
a) De los servicios que presten las instituciones públicas
especializadas y las instituciones que a esos efectos se
inscriban en el pertinente registro.
b) Del Cuerpo Interdisciplinario previsto en el artículo 6º
de esta reglamentación.
El tratamiento que se indique podrá ser derivado a las
instituciones públicas o privadas que se encuentren
inscriptas en el registro que se crea en el artículo 9º
del presente decreto, cuya coordinación y seguimien-
to de casos estará a cargo del Consejo Nacional del
Menor y la Familia.
El Consejo Nacional del Menor y la Familia deberá infor-
mar a los jueces cuáles son las instituciones donde se
asegurará al agresor y/o su grupo familiar, asistencia
médico-psicológica gratuita.

ARTÍCULO 9
Registro de Equipos Interdisciplinarios. Convenios 

El Consejo Nacional del Menor y la Familia llevará un
Registro de Organizaciones No Gubernamentales
(O.N.G.) en el que podrán anotarse aquellas que estén
en condiciones de aportar equipos interdisciplinarios
para el diagnóstico y tratamiento de la violencia familiar.
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La prestación se regirá por convenios que se suscribirán
con el Ministerio de Justicia y el Consejo Nacional del
Menor y la Familia, quienes determinarán las exigencias
sobre integración del equipo profesional, alcance de su
labor y eventual arancelamiento hacia terceros.

ARTÍCULO 10
Organismo de Evaluación 

A los fines indicados en el artículo precedente, el
Consejo Nacional del Menor y la Familia tendrá a su
cargo la evaluación de servicios y programas existen-
tes en instituciones privadas, sobre la base de los
requisitos mínimos, que serán preestablecidos por
ese organismo. Igual cometido cumplirá con relación
a las instituciones públicas.

ARTÍCULO 11
Cuerpo Policial Especializado

El Ministerio del Interior dispondrá la formación de un
Cuerpo Policial Especializado, debidamente capacita-
do, dentro de la Policía Federal Argentina y con per-
sonal que revista en el propio organismo, para actuar
en auxilio de los Jueces Nacionales de Primera
Instancia en lo Civil con competencia en asuntos de
Familia que así lo requieran. Este Cuerpo también
prestará sus servicios a los particulares ante situacio-
nes de violencia familiar. A requerimiento del juez
competente, hará comparecer por la fuerza a quienes
fueren citados por el magistrado y llevará a cabo las
exclusiones de hogar y demás medidas que, por razo-
nes de seguridad personal, dispusieren los jueces.

ARTÍCULO 12 
Utilización de los Cuerpos Especializados 
por los Jueces Penales 

El Cuerpo Interdisciplinario previsto en el artículo 6º y el
Cuerpo Policial Especializado que contempla el artículo
11 del presente decreto estarán también a disposición de
los Jueces Penales que lo requirieran.

ARTÍCULO 13
Difusión de la finalidad de la Ley Nº 24.417 

El Ministerio de Justicia coordinará los programas que
elaboren los distintos organismos, para desarrollar las
campañas de prevención de la violencia familiar y difu-
sión de las finalidades de la Ley Nº 24.417.

ARTÍCULO 14
Recursos humanos 

La atención de los servicios previstos en el artículo 1º
y la integración del Cuerpo Interdisciplinario contem-
plado en el artículo 6 de este decreto serán imple-
mentados con los recursos humanos y materiales
existentes en la Administración Pública Nacional y
Municipal. A estos fines se convocará al personal
dependiente de dichas administraciones que reúna
las aptitudes profesionales pertinentes y desee inte-
grar los mencionados servicios, para lo cual se efec-
tuarán las adscripciones correspondientes.

ARTÍCULO 15 
Invitación a la Provincias

El Ministerio del Interior cursará invitaciones a las
Provincias, a efectos de que éstas dicten normas de igual
naturaleza a las previstas en la Ley Nº 24.417 y en el pre-
sente Decreto.

ARTÍCULO 16

Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional
del Registro Oficial y archívese. — Menem. — Eduardo
Bauzá. — Rodolfo C. Barra.
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ANEXO I
FORMULARIO PARA DENUNCIAS DE VIOLENCIA FAMILIAR

Fecha: Juzgado:

I. VÍCTIMA.

Nombre y Apellido: Documento de Identidad: Tipo:

Sexo: Edad: Domicilio:

Teléfono:

Ocupación: Ingresos:

Educación: 1) Primaria. 2) Secundaria. 3) Terciaria.

Composición grupo familiar:

Vínculo con el denunciado:

Vínculo con el denunciante:

Tipo de agresión:

Obra Social:

Cobertura Médica:

Nombre y Apellido del Abogado: Tº Fº

Denuncia Policial: Comisaría Nº: Fecha:

Denuncia Penal: Juzgado: Causa Nº Fecha:

II.- DENUNCIAS ANTERIORES:

Fecha:

Comisaría Nº: Juzgado:

Tipo de agresión:

Agresor:

Agredido:

Resultado:

III.- DENUNCIADO

Nombre y Apellido:

Documento de Identidad: Tipo:

Edad:

Domicilio particular:

Ocupación:

Domicilio de trabajo:

Vínculo con el denunciante:

Vínculo con el agredido:

IV.- DENUNCIANTE 1) Representante de Institución

2) Funcionario:

Nombre y Apellido:

Documento de Identidad: Tipo:

Institución que representa: Cargo:

Domicilio: Teléfono:

V.- OTROS DATOS DE INTERÉS:

PARA SER COMPLETADO POR FUNCIONARIO JUDICIAL

Resultado de las actuaciones:

Fecha de conclusión de las actuaciones:

Tratamiento:

Nombre y Apellido del informante:

Observaciones:

Lugar y Fecha:

Firma:

Aclaración:
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1 

Créase el Programa Nacional de Salud Sexual y
Procreación Responsable en el ámbito del Ministerio de
Salud.

ARTÍCULO 2 

Serán objetivos de este programa: 
a) Alcanzar para la población el nivel más elevado de
salud sexual y procreación responsable con el fin de
que pueda adoptar decisiones libres de discriminación,
coacciones o violencia; 
b) Disminuir la morbimortalidad materno-infantil;
c) Prevenir embarazos no deseados;
d) Promover la salud sexual de los adolescentes;
e) Contribuir a la prevención y detección precoz de
enfermedades de transmisión sexual, de VIH/SIDA y
patologías genital y mamarias; 
f) Garantizar a toda la población el acceso a la informa-
ción, orientación, métodos y prestaciones de servicios
referidos a la salud sexual y procreación responsable;
g) Potenciar la participación femenina en la toma de
decisiones relativas a su salud sexual y procreación res-
ponsable.

ARTÍCULO 3

El programa está destinado a la población en general,
sin discriminación alguna.

ARTÍCULO 4

La presente ley se inscribe en el marco del ejercicio de los
derechos y obligaciones que hacen a la patria potestad.
En todos los casos se considerará primordial la satisfac-
ción del interés superior del niño en el pleno goce de sus
derechos y garantías consagrados en la Convención
Internacional de los Derechos del Niño (Ley 23.849).

ARTÍCULO 5

El Ministerio de Salud en coordinación con los
Ministerios de Educación y de Desarrollo Social y Medio
Ambiente tendrán a su cargo la capacitación de educa-
dores, trabajadores sociales y demás operadores comu-
nitarios a fin de formar agentes aptos para: 
a) Mejorar la satisfacción de la demanda por parte de
los efectores y agentes de salud;
b) Contribuir a la capacitación, perfeccionamiento y
actualización de conocimientos básicos, vinculados a la
salud sexual y a la procreación responsable en la comu-
nidad educativa; 
c) Promover en la comunidad espacios de reflexión y
acción para la aprehensión de conocimientos básicos
vinculados a este programa;
d) Detectar adecuadamente las conductas de riesgo y
brindar contención a los grupos de riesgo, para lo cual
se buscará fortalecer y mejorar los recursos barriales y
comunitarios a fin de educar, asesorar y cubrir todos los
niveles de prevención de enfermedades de transmisión
sexual, VIH/SIDA y cáncer genital y mamario.

ARTÍCULO 6

La transformación del modelo de atención se implemen-
tará reforzando la calidad y cobertura de los servicios de
salud para dar respuestas eficaces sobre salud sexual y
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procreación responsable. A dichos fines se deberá:
a) Establecer un adecuado sistema de control de salud
para la detección temprana de las enfermedades de
transmisión sexual, VIH/SIDA y cáncer genital y mama-
rio. Realizar diagnóstico, tratamiento y rehabilitación.
b) A demanda de los beneficiarios y sobre la base de
estudios previos, prescribir y suministrar los métodos y
elementos anticonceptivos que deberán ser de carácter
reversible, no abortivos y transitorios, respetando los cri-
terios o convicciones de los destinatarios, salvo con-
traindicación médica específica y previa información
brindada sobre las ventajas y desventajas de los méto-
dos naturales y aquellos aprobados por la ANMAT.
Aceptándose además las prácticas denominadas liga-
dura de trompas de Falopio y ligadura de conductos
deferentes o vasectomía, requeridas formalmente como
método de planificación familiar y/o anticoncepción;
(Párrafo incorporado por art. 8° de la Ley N° 26.130
B.O. 29/8/2006).
c) Efectuar controles periódicos posteriores a la utiliza-
ción del método elegido.

ARTÍCULO 7 

Las prestaciones mencionadas en el artículo anterior
serán incluidas en el Programa Médico Obligatorio
(PMO), en el nomenclador nacional de prácticas médi-
cas y en el nomenclador farmacológico.
Los servicios de salud del sistema público, de la seguri-
dad social de salud y de los sistemas privados las incor-
porarán a sus coberturas, en igualdad de condiciones
con sus otras prestaciones.

ARTÍCULO 8

Se deberá realizar la difusión periódica del presente
programa.

ARTÍCULO 9

Las instituciones educativas públicas de gestión privada
confesionales o no darán cumplimiento a la presente
norma en el marco de sus convicciones.

ARTÍCULO 10

Las instituciones privadas de carácter confesional que
brinden por sí o por terceros servicios de salud podrán,
con fundamento en sus convicciones, exceptuarse del
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6°, inciso b),
de la presente ley.

ARTÍCULO 11

La autoridad de aplicación deberá:
a) Realizar la implementación, seguimiento y evalua-
ción del programa;
b) Suscribir convenios con las provincias y con la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para que cada una
organice el programa en sus respectivas jurisdicciones
para lo cual percibirán las partidas del Tesoro nacional
previstas en el presupuesto. El no cumplimiento del
mismo cancelará las transferencias acordadas. En el
marco del Consejo Federal de Salud, se establecerán
las alícuotas que correspondan a cada provincia y a la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTÍCULO 12

El gasto que demande el cumplimiento del programa
para el sector público se imputará a la jurisdicción 80 -
Ministerio de Salud, Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable, del Presupuesto
General de la Administración Nacional.

ARTÍCULO 13

Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a adherir a las disposiciones de la pre-
sente ley.

ARTÍCULO 14

Comuníquese al Poder Ejecutivo. Dada en la Sala de
Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, a
los treinta días del mes de octubre del año dos mil dos.
— registrada bajo el n° 25.673 —
Eduardo Camaño. — Juan C. Maqueda. — Eduardo
Rollano. — Juan C. Oyarzún. 
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

LEY DE MIGRACIONES

TÍTULO PRELIMINAR
POLÍTICA MIGRATORIA ARGENTINA

CAPÍTULO I
ÁMBITO DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 1

La admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de
personas se rigen por las disposiciones de la presente
ley y su reglamentación.

ARTÍCULO 2

A los fines de la presente ley se entiende por “inmigran-
te” todo aquel extranjero que desee ingresar, transitar,
residir o establecerse definitiva, temporaria o transitoria-
mente en el país conforme a la legislación vigente.

CAPÍTULO II
PRINCIPIOS GENERALES

ARTÍCULO 3

Son objetivos de la presente ley:
a) Fijar las líneas políticas fundamentales y sentar las
bases estratégicas en materia migratoria, y dar cumpli-

miento a los compromisos internacionales de la
República en materia de derechos humanos, integra-
ción y movilidad de los migrantes;
b) Contribuir al logro de las políticas demográficas que
establezca el Gobierno Nacional con respecto a la mag-
nitud, tasa de crecimiento y distribución geográfica de
la población del país;
c) Contribuir al enriquecimiento y fortalecimiento del
tejido cultural y social del país:
d) Garantizar el ejercicio del derecho a la reunificación
familiar;
e) Promover la integración en la sociedad argentina de
las personas que hayan sido admitidas como residentes
permanentes;
f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en
la República Argentina de manera permanente o tem-
poraria, el goce de criterios y procedimientos de admi-
sión no discriminatorios en términos de los derechos y
garantías establecidos por la Constitución Nacional, los
tratados internacionales, los convenios bilaterales vigen-
tes y las leyes;
g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y
garantías de los migrantes, conforme a lo establecido en
la Constitución Nacional, los compromisos internacio-
nales y las leyes, manteniendo en alto su tradición
humanitaria y abierta con relación a los migrantes y sus
familias;
h) Promover la inserción e integración laboral de los
inmigrantes que residan en forma legal para el mejor
aprovechamiento de sus capacidades personales y
laborales a fin de contribuir al desarrollo económico y
social de país;
i) Facilitar la entrada de visitantes a la República
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Argentina para los propósitos de impulsar el comercio,
el turismo, las actividades culturales, científicas, tecno-
lógicas y las relaciones internacionales;
j) Promover el orden internacional y la justicia, dene-
gando el ingreso y/o la permanencia en el territorio
argentino a personas involucradas en actos reprimidos
penalmente por nuestra legislación;
k) Promover el intercambio de información en el ámbi-
to internacional, y la asistencia técnica y capacitación
de los recursos humanos, para prevenir y combatir efi-
cazmente a la delincuencia organizada trasnacional.

TÍTULO I
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES
DE LOS EXTRANJEROS

CAPÍTULO I
DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS

ARTÍCULO 4

El derecho a la migración es esencial e inalienable de la
persona y la República Argentina lo garantiza sobre la
base de los principios de igualdad y universalidad.

ARTÍCULO 5

El Estado asegurará las condiciones que garanticen una
efectiva igualdad de trato a fin de que los extranjeros
puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obli-
gaciones, siempre que satisfagan las condiciones esta-
blecidas para su ingreso y permanencia, de acuerdo a
las leyes vigentes.

ARTÍCULO 6

El Estado en todas sus jurisdicciones asegurará el acce-
so igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mis-
mas condiciones de protección, amparo y derechos de
los que gozan los nacionales, en particular lo referido a
servicios sociales, bienes públicos, salud, educación,
justicia, trabajo, empleo y seguridad social.

ARTÍCULO 7

En ningún caso la irregularidad migratoria de un extran-
jero impedirá su admisión como alumno en un estable-
cimiento educativo, ya sea este público o privado;
nacional, provincial o municipal; primario, secundario,
terciario o universitario. Las autoridades de los estable-
cimientos educativos deberán brindar orientación y ase-

soramiento respecto de los trámites correspondientes a
los efectos de subsanar la irregularidad migratoria.

ARTÍCULO 8

No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el
acceso al derecho a la salud, la asistencia social o aten-
ción sanitaria a todos los extranjeros que lo requieran,
cualquiera sea su situación migratoria. Las autoridades
de los establecimientos sanitarios deberán brindar
orientación y asesoramiento respecto de los trámites
correspondientes a los efectos de subsanar la irregula-
ridad migratoria.

ARTÍCULO 9

Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el
Estado les proporcione información acerca de:
a) Sus derechos y obligaciones con arreglo a la legisla-
ción vigente;
b) Los requisitos establecidos para su admisión, perma-
nencia y egreso;
c) Cualquier otra cuestión que le permita o facilite cum-
plir formalidades administrativas o de otra índole en la
República Argentina.
La autoridad de aplicación adoptará todas las medidas
que considere apropiadas para difundir la información
mencionada y, en el caso de los trabajadores migrantes y
sus familias, velará asimismo porque sea suministrada
por empleadores, sindicatos u otros órganos o institucio-
nes. La información requerida será brindada gratuita-
mente a los extranjeros que la soliciten y, en la medida de
lo posible, en un idioma que puedan entender.

ARTÍCULO 10

El Estado garantizará el derecho de reunificación fami-
liar de los inmigrantes con sus padres, cónyuges, hijos
solteros menores o hijos mayores con capacidades dife-
rentes.

ARTÍCULO 11

La República Argentina facilitará, de conformidad con
la legislación nacional y provincial en la materia, la con-
sulta o participación de los extranjeros en las decisiones
relativas a la vida pública y a la administración de las
comunidades locales donde residan.
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ARTÍCULO 12

El Estado cumplimentará todo lo establecido en las con-
venciones internacionales y todas otras que establezcan
derechos y obligaciones de los migrantes, que hubiesen
sido debidamente ratificadas.

ARTÍCULO 13

A los efectos de la presente ley se considerarán discrimi-
natorios todos los actos u omisiones determinados por
motivos tales como etnia, religión, nacionalidad, ideolo-
gía, opinión política o gremial, sexo, género, posición eco-
nómica o caracteres físicos, que arbitrariamente impidan,
obstruyan, restrinjan o de algún modo menoscaben el
pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y
garantías fundamentales reconocidos en la Constitución
Nacional, los Tratados Internacionales y las leyes.

ARTÍCULO 14

El Estado en todas sus jurisdicciones, ya sea nacional,
provincial o municipal, favorecerá las iniciativas ten-
dientes a la integración de los extranjeros en su comu-
nidad de residencia, especialmente las tendientes a:
a) La realización de cursos de idioma castellano en las
escuelas e instituciones culturales extranjeras legal-
mente reconocidas;
b) La difusión de información útil para la adecuada
inserción de los extranjeros en la sociedad argentina, en
particular aquella relativa a sus derechos y obligaciones;
c) Al conocimiento y la valoración de las expresiones
culturales, recreativas, sociales, económicas y religiosas
de los inmigrantes;
d) La organización de cursos de formación, inspirados
en criterios de convivencia en una sociedad multicultu-
ral y de prevención de comportamientos discriminato-
rios, destinados a los funcionarios y empleados públicos
y de entes privados.

ARTÍCULO 15

Los extranjeros que sean admitidos en el país como
“residentes permanentes” podrán introducir sus efec-
tos personales, artículos para su hogar y automóvil,
libres del pago de impuestos, recargos, tasas de
importación y contribuciones de cualquier naturaleza,
con los alcances y hasta el monto que determine el
Poder Ejecutivo.

ARTÍCULO 16

La adopción por el Estado de todas las medidas nece-
sarias y efectivas para eliminar la contratación laboral
en el territorio nacional de inmigrantes en situación irre-
gular, incluyendo la imposición de sanciones a los
empleadores, no menoscabará los derechos de los tra-
bajadores inmigrantes frente a sus empleadores en
relación con su empleo.

ARTÍCULO 17

El Estado proveerá lo conducente a la adopción e imple-
mentación de medidas tendientes a regularizar la situa-
ción migratoria de los extranjeros.

CAPÍTULO II
DE LAS OBLIGACIONES DE LOS INMIGRANTES 
Y ATRIBUCIONES DEL ESTADO

ARTÍCULO 18

Sin perjuicio de los derechos enumerados en la pre-
sente ley, los migrantes deberán cumplir con las obliga-
ciones enunciadas en la Constitución Nacional, los
Tratados Internacionales adheridos y las leyes vigentes.

ARTÍCULO 19

Respecto de cualquier extranjero, la República
Argentina podrá orientarlo con respecto a:
a) El acceso a categorías limitadas de empleo, funcio-
nes, servicios o actividades, cuando ello sea necesario
en beneficio del Estado;
b) La elección de una actividad remunerada de confor-
midad con la legislación relativa a las condiciones de
reconocimiento de calificaciones profesionales adheri-
das fuera del territorio;
c) Las condiciones por las cuales, habiendo sido admiti-
do para ejercer un empleo, pueda luego ser autorizado a
realizar trabajos por cuenta propia, teniendo en conside-
ración el período de residencia legal en el país y las
demás condiciones establecidas en la reglamentación.
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TÍTULO II
DE LA ADMISIÓN DE EXTRANJEROS A
LA REPÚBLICA ARGENTINA Y SUS
EXCEPCIONES

CAPÍTULO I
DE LAS CATEGORÍAS Y PLAZOS DE ADMISIÓN

ARTÍCULO 20

Los extranjeros serán admitidos para ingresar y perma-
necer en el país en las categorías de “residentes per-
manentes”, “residentes temporarios”, o “residentes
transitorios”. Hasta tanto se formalice el trámite corres-
pondiente, la autoridad de aplicación podrá conceder
una autorización de “residencia precaria”, que será
revocable por la misma, cuando se desnaturalicen los
motivos que se tuvieron en cuenta para su otorgamien-
to. Su validez será de hasta ciento ochenta (180) días
corridos, pudiendo ser renovables hasta la resolución
de la admisión solicitada, y habilitará a sus titulares para
permanecer, salir y reingresar al territorio nacional, tra-
bajar y estudiar durante su período de vigencia.
La extensión y renovación de “residencia precaria” no
genera derecho a una resolución favorable respecto de
la admisión solicitada.

ARTÍCULO 21

Las solicitudes de ingreso al país que se peticionen en
el territorio nacional o en el extranjero deberán formali-
zarse en las condiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 22

Se considerará “residente permanente” a todo extranjero
que, con el propósito de establecerse definitivamente en
el país, obtenga de la Dirección Nacional de Migraciones
una admisión en tal carácter. Asimismo, se considerarán
residentes permanentes los inmigrantes parientes de ciu-
dadanos argentinos, nativos o por opción, entendiéndose
como tales al cónyuge, hijos y padres.
A los hijos de argentinos nativos o por opción que nacie-
ren en el extranjero se les reconoce la condición de resi-
dentes permanentes. Las autoridades permitirán su
libre ingreso y permanencia en el territorio.

ARTÍCULO 23

Se considerarán “residentes temporarios” todos aque-
llos extranjeros que, bajo las condiciones que establez-

ca la reglamentación, ingresen al país en las siguientes
subcategorías:
a) Trabajador migrante: quien ingrese al país para dedi-
carse al ejercicio de alguna actividad lícita, remunerada,
con autorización para permanecer en el país por un
máximo de tres (3) años, prorrogables, con entradas y
salidas múltiples, con permiso para trabajar bajo rela-
ción de dependencia;
b) Rentista: quien solvente su estadía en el país con
recursos propios traídos desde el exterior, de las rentas
que éstos produzcan o de cualquier otro ingreso lícito
proveniente de fuentes externas. Podrá concederse un
término de residencia de hasta tres (3) años, prorroga-
bles, con entradas y salidas múltiples;
c) Pensionado: quien perciba de un gobierno o de orga-
nismos internacionales o de empresas particulares por
servicios prestados en el exterior, una pensión cuyo
monto le permita un ingreso pecuniario regular y per-
manente en el país. Podrá concederse un término de
residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con
entradas y salidas múltiples;
d) Inversionista: quien aporte sus propios bienes para
realizar actividades de interés para el país. Podrá con-
cederse un término de residencia de hasta tres (3)
años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples;
e) Científicos y personal especializado: quienes se
dediquen a actividades científicas, de investigación,
técnicas, o de asesoría, contratados por entidades
públicas o privadas para efectuar trabajos de su espe-
cialidad. De igual forma, directivos, técnicos y personal
administrativo de entidades públicas o privadas extran-
jeras de carácter comercial o industrial, trasladados
desde el exterior para cubrir cargos específicos en sus
empresas y que devenguen honorarios o salarios en la
República Argentina. Podrá concederse un término de
residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con
entradas y salidas múltiples;
f) Deportistas y artistas: contratados en razón de su
especialidad por personas físicas o jurídicas que desa-
rrollan actividades en el país. Podrá concederse un tér-
mino de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables,
con entradas y salidas múltiples;
g) Religiosos de cultos reconocidos oficialmente, con
personería jurídica expedida por el Ministerio de
Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto,
que ingresen al país para desarrollar en forma exclusiva
actividades propias de su culto. Podrá concederse un
término de residencia de hasta tres (3) años, prorroga-
bles, con entradas y salidas múltiples;
h) Pacientes bajo tratamientos médicos: para atender
problemas de salud en establecimientos sanitarios
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públicos o privados, con autorización para permanecer
en el país por un año, prorrogable, con entradas y sali-
das múltiples. En caso de personas menores de edad,
discapacitados o enfermos que por la importancia de su
patología debieran permanecer con acompañantes,
esta autorización se hará extensiva a los familiares
directos, representante legal o curador;
i) Académicos: para quienes ingresen al país en virtud
de acuerdos académicos celebrados entre instituciones
de educación superior en áreas especializadas, bajo la
responsabilidad del centro superior contratante. Su
vigencia será por el término de hasta un (1) año, pro-
rrogable por idéntico período cada uno, con autoriza-
ción de entradas y salidas múltiples;
j) Estudiantes: quienes ingresen al país para cursar
estudios secundarios, terciarios, universitarios o espe-
cializados reconocidos, como alumnos regulares en
establecimientos educativos públicos o privados reco-
nocidos oficialmente, con autorización para permane-
cer en el país por dos (2) años, prorrogables, con entra-
das y salidas múltiples. El interesado deberá demostrar
la inscripción en la institución educativa en la que cur-
sará sus estudios y, para las sucesivas renovaciones,
certificación de su condición de estudiante regular;
k) Asilados y refugiados: Aquellos que fueren recono-
cidos como refugiados o asilados se les concederá auto-
rización para residir en el país por el término de dos (2)
años, prorrogables cuantas veces la autoridad de apli-
cación en materia de asilo y refugio lo estime necesario,
atendiendo a las circunstancias que determine la legis-
lación vigente en la materia;
l) Nacionalidad: Ciudadanos nativos de Estados Parte
del MERCOSUR, Chile y Bolivia, con autorización para
permanecer en el país por dos (2) años, prorrogables
con entradas y salidas múltiples1;
m) Razones Humanitarias: Extranjeros que invoquen
razones humanitarias que justifiquen a juicio de la
Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento
especial;
n) Especiales: Quienes ingresen al país por razones
no contempladas en los incisos anteriores y que sean
consideradas de interés por el Ministerio del Interior y
el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio
Internacional y Culto.

ARTÍCULO 24

Los extranjeros que ingresen al país como “residentes
transitorios” podrán ser admitidos en algunas de las
siguientes subcategorías:
a) Turistas;
b) Pasajeros en tránsito;
c) Tránsito vecinal fronterizo;
d) Tripulantes del transporte internacional;
e) Trabajadores migrantes estacionales;
f) Académicos;
g) Tratamiento Médico;
h) Especiales: Extranjeros que invoquen razones que
justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de
Migraciones un tratamiento especial.

ARTÍCULO 25

Los extranjeros admitidos en el país como “residentes
temporarios” o “residentes transitorios” podrán perma-
necer en el territorio nacional durante el plazo de per-
manencia autorizado, con sus debidas prórrogas,
debiendo abandonar el mismo al expirar dicho plazo.

ARTÍCULO 26

El procedimiento, requisitos y condiciones para ingresar
al país, según las categorías y subcategorías menciona-
das, serán fijados en el Reglamento de Migraciones.
Si por responsabilidad del organismo interviniente, los
trámites demoraran más de lo estipulado, la Dirección
Nacional de Migraciones deberá tomar todos los recau-
dos pertinentes a fin de evitar que los extranjeros, a la
espera de la regularización de su residencia en el país,
tengan inconvenientes derivados de tal demora.

ARTÍCULO 27

Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley,
a condición de reciprocidad, los extranjeros que fueren:
a) Agentes diplomáticos y los funcionarios consulares
acreditados en la República, así como los demás miem-
bros de las Misiones diplomáticas permanentes o espe-
ciales y de las oficinas consulares y sus familiares que,
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en virtud de las normas del Derecho Internacional,
estén exentos de las obligaciones relativas a la obten-
ción de una categoría migratoria de admisión;
b) Representantes y delegados, así como los demás
miembros y sus familiares de las Misiones perma-
nentes o de las Delegaciones ante los Organismos
Intergubernamentales con sede en la República o en
Conferencias Internacionales que se celebren en ella;
c) Funcionarios destinados en Organizaciones
Internacionales o Intergubernamentales con sede en la
República, así como sus familiares, a quienes los
Tratados en los que la República sea parte eximan de la
obligación de visación consular;
d) Titulares de visas argentinas diplomáticas, oficiales o
de cortesía.
De no mediar Convenio o Tratado celebrado por la
República, la admisión, ingreso, permanencia y egreso
de los extranjeros contemplados en el presente artículo
se regirán por las disposiciones que al efecto establez-
ca el Poder Ejecutivo nacional.
En los casos previstos en el presente artículo la
Dirección Nacional de Migraciones se limitará al con-
tralor de la documentación en el momento del ingreso
o del egreso, dejando constancia en la misma del carác-
ter del ingreso; de la fecha del egreso y del plazo de per-
manencia en la República.

ARTÍCULO 28 

Los extranjeros incluidos en Acuerdos o Convenios de
Migraciones suscriptos por la República Argentina se
regirán por lo dispuesto en los mismos y por esta ley,
en el supuesto más favorable para la persona migran-
te. El principio de igualdad de trato no se considerará
afectado por la posibilidad que tiene el Estado, con-
forme a los procedimientos establecidos en la
Constitución y las leyes, de firmar acuerdos bilatera-
les de alcance general y parcial, que permitan aten-
der fenómenos específicos, como el de la migración
laboral fronteriza, ni por la posibilidad de establecer
esquemas diferenciados de tratamiento entre los paí-
ses que con la Argentina forman parte de una región
respecto de aquellos países que resulten terceros
dentro del proceso de regionalización, priorizando las
medidas necesarias para el logro del objetivo final de
la libre circulación de personas en el MERCOSUR.

CAPÍTULO II
DE LOS IMPEDIMENTOS

ARTÍCULO 29 

Serán causas impedientes del ingreso y permanencia
de extranjeros al Territorio Nacional:
a) La presentación ante la autoridad de documentación
nacional o extranjera material o ideológicamente falsa o
adulterada. El hecho será sancionado con una prohibi-
ción de reingreso por un lapso mínimo de cinco (5) años;
b) Tener prohibido el ingreso, haber sido objeto de
medidas de expulsión o de prohibición de reingreso,
hasta tanto las mismas no hayan sido revocadas o se
hubiese cumplido el plazo impuesto al efecto;
c) Haber sido condenado o estar cumpliendo condena,
en la Argentina o en el exterior, o tener antecedentes por
tráfico de armas, de personas, de estupefacientes o por
lavado de dinero o inversiones en actividades ilícitas o
delito que merezca para la legislación argentina pena
privativa de la libertad de tres (3) años o más;
d) Haber incurrido o participado en actos de gobierno o
de otro tipo, que constituyan genocidio, crímenes de
guerra, actos de terrorismo o delitos de lesa humanidad
y de todo otro acto susceptible de ser juzgado por el
Tribunal Penal Internacional;
e) Tener antecedentes por actividades terroristas o por per-
tenecer a organizaciones nacional o internacionalmente
reconocidas como imputadas de acciones susceptibles de
ser juzgadas por el Tribunal Penal Internacional o por la ley
23.077, de Defensa de la Democracia;
f) Haber sido condenado en la Argentina o tener ante-
cedentes por promover o facilitar, con fines de lucro, el
ingreso, la permanencia o el egreso ilegales de extran-
jeros en el Territorio Nacional;
g) Haber sido condenado en la Argentina o tener ante-
cedentes por haber presentado documentación mate-
rial o ideológicamente falsa, para obtener para sí o para
un tercero un beneficio migratorio;
h) Promover la prostitución; lucrar con ello; haber sido
condenado o tener antecedentes, en la Argentina o en
el exterior por haber promovido la prostitución; por
lucrar con ello o por desarrollar actividades relacionadas
con el tráfico o la explotación sexual de personas;
i) Intentar ingresar o haber ingresado al Territorio
Nacional eludiendo el control migratorio o por lugar o en
horario no habilitados al efecto;
j) Constatarse la existencia de alguno de los impedi-
mentos de radicación establecidos en la presente ley;
k) El incumplimiento de los requisitos exigidos por la
presente ley.
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En el caso del inciso a) el Gobierno Federal se reserva
la facultad de juzgar a la persona en la República cuan-
do el hecho pueda relacionarse con cuestiones relativas
a la seguridad del Estado, a la cooperación internacio-
nal o resulte posible vincular al mismo o a los hechos
que se le imputen con otras investigaciones sustancia-
das en el Territorio Nacional.
La Dirección Nacional de Migraciones, previa interven-
ción del Ministerio del Interior, podrá admitir, excepcio-
nalmente, por razones humanitarias o de reunificación
familiar, en el país en las categorías de residentes per-
manentes o temporarios, mediante resolución fundada
en cada caso particular, a los extranjeros comprendidos
en el presente artículo.

CAPÍTULO III
DE LOS DOCUMENTOS

ARTÍCULO 30

Podrán obtener el Documento Nacional de Identidad los
extranjeros con residencia permanente o temporaria.

ARTÍCULO 31

Los solicitantes de refugio o asilo, con autorización de
residencia precaria, podrán obtener su Documento
Nacional de Identidad una vez reconocidos como “refu-
giados” o “asilados” por la autoridad competente.

ARTÍCULO 32 

Cuando se trate de extranjeros autorizados en calidad
de “residentes temporarios’’ el Documento Nacional de
Identidad se expedirá por el mismo plazo que corres-
ponda a la subcategoría migratoria otorgada, renovable
conforme a las prórrogas que se autoricen.

ARTÍCULO 33

En los casos precedentes, en el documento identifica-
torio a otorgarse, deberá dejarse expresa y visible cons-
tancia de:
a) La nacionalidad del titular;
b) El carácter permanente o temporario de la residencia
en el país;
c) Actuación en la que se otorgó el beneficio y número
de resolución;
d) Plazo de la residencia autorizada y vencimiento.

TÍTULO III
DEL INGRESO Y EGRESO DE PERSONAS

CAPÍTULO I
DEL INGRESO Y EGRESO

ARTÍCULO 34

El ingreso y egreso de personas al territorio nacional se
realizará exclusivamente por los lugares habilitados por
la Dirección Nacional de Migraciones, sean éstos terres-
tres, fluviales, marítimos o aéreos, oportunidad y lugar
en que serán sometidos al respectivo control migratorio.
Se podrá autorizar la entrada al país de los extranjeros
que no reúnan los requisitos establecidos en la ley y su
reglamentación, cuando existan razones excepcionales
de índole humanitaria, interés público o cumplimiento
de compromisos adquiridos por la Argentina.

ARTÍCULO 35

En el supuesto de arribar una persona al territorio de la
República con un documento extranjero destinado a
acreditar su identidad que no cumpliera las condiciones
previstas en la legislación vigente, y en tanto no se trate
de un reingreso motivado por un rechazo de un tercer
país, se procederá al inmediato rechazo en frontera
impidiéndosele el ingreso al territorio nacional.
Aquellos rechazos que se produjeran motivados en la pre-
sentación de documentación material o ideológicamente
falsa o que contengan atestaciones apócrifas implicarán
una prohibición de reingreso de cinco (5) años.
Sin perjuicio de los procedimientos previstos en el presen-
te artículo, el Gobierno Nacional se reserva la facultad de
denunciar el hecho ante la Justicia Federal cuando se
encuentren en juego cuestiones relativas a la seguridad del
Estado, a la cooperación internacional, o resulte posible
vincular al mismo o a los hechos que se le imputen, con
otras investigaciones sustanciadas en el territorio nacional.
Cuando existiera sospecha fundada que la real inten-
ción que motiva el ingreso difiere de la manifestada al
momento de obtener la visa o presentarse ante el con-
trol migratorio; y hasta tanto se corrobore la misma, no
se autorizará su ingreso al territorio argentino y deberá
permanecer en las instalaciones del punto de ingreso.
Si resultare necesario para preservar la salud e integri-
dad física de la persona, la autoridad migratoria, rete-
niendo la documentación de la misma, le otorgará una
autorización provisoria de permanencia que no implica-
rá ingreso legal a la República Argentina.
Asimismo se comunicará a la empresa transportadora
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que se mantiene vigente su obligación de reconducción
hasta tanto la autorización provisoria de permanencia
sea transformada en ingreso legal.
Si tras la corroboración se confirmara el hecho se pro-
cederá a la inmediata cancelación de la autorización
provisoria de permanencia y al rechazo del extranjero.
Las decisiones adoptadas en virtud de las previsiones
contenidas en los párrafos primero y segundo del pre-
sente artículo sólo resultarán recurribles desde el exte-
rior, mediante presentación efectuada por el extranjero
ante las delegaciones diplomáticas argentinas o las ofi-
cinas en el extranjero de la Dirección Nacional de
Migraciones, desde donde se harán llegar a la sede
central de la Dirección Nacional de Migraciones. El
plazo para presentar el recurso será de quince (15) días
a contar del momento del rechazo.

ARTÍCULO 36

La autoridad migratoria podrá impedir la salida del país
a toda persona que no se encuentre en posesión de la
documentación necesaria, conforme a lo dispuesto por
esta ley y su reglamentación.

ARTÍCULO 37 

El extranjero que ingrese a la República por lugar no
habilitado a tal efecto, o eludiendo cualquier forma de
contralor migratorio, será pasible de expulsión en los
términos y condiciones de la presente ley.

CAPÍTULO II
DE LAS OBLIGACIONES DE LOS MEDIOS 
DE TRANSPORTE INTERNACIONAL

ARTÍCULO 38

El capitán, comandante, armador, propietario, encarga-
do o responsable de todo medio de transporte de per-
sonas, para o desde la República, ya sea marítimo, flu-
vial, aéreo o terrestre, y las compañías, empresas o
agencias propietarias, explotadoras o consignatarias de
un medio de transporte serán responsables solidaria-
mente de la conducción y transporte de pasajeros y tri-
pulantes en condiciones reglamentarias.

ARTÍCULO 39

De igual forma y modo, los mencionados en el artículo
anterior, serán responsables por el cuidado y custodia
de los pasajeros y tripulantes, hasta que hayan pasado

el examen de contralor migratorio y hayan ingresado en
la República, o verificada la documentación al egresar.

ARTÍCULO 40

Al rehusar la autoridad migratoria el ingreso de cualquier
persona, el capitán, comandante, armador, propietario,
encargado o responsable del medio de transporte y de las
compañías, empresas o agencias, quedarán obligados a
reconducirla a su país de origen o procedencia, o fuera
del territorio de la República en el medio de transporte en
que llegó, o en caso de imposibilidad, en otro medio den-
tro del plazo perentorio que se le fije, siendo a su cargo
los gastos que ello ocasione.

ARTÍCULO 41

El capitán, comandante, armador, propietario, encarga-
do o responsable de un medio de transporte de perso-
nas al país, o desde el mismo o en el mismo, ya sea
marítimo, fluvial, aéreo o terrestre, o la compañía,
empresa o agencia propietaria, consignataria, explota-
dora o responsable, quedan obligados solidariamente a
transportar a su cargo, en el plazo que se le fije, fuera
del territorio argentino, o hasta el lugar de frontera, a
todo extranjero cuya expulsión resuelva y su transporte
disponga la autoridad migratoria, de conformidad con lo
establecido en la presente ley.

ARTÍCULO 42

Los artículos precedentes no serán de aplicación en el
supuesto de extranjeros que soliciten el status de refugio
o asilo en el país; en estos casos, la obligación para las
personas que describen los artículos 40 y 41 se reducirá
a dar cuenta de inmediato de tal situación a la autoridad
con competencia en materia de refugio y asilo.

ARTÍCULO 43 

La obligación de transporte establecida en los artículos
40 y 41 se limitará a:
a) Una (1) plaza por viaje, cuando la capacidad del
medio de transporte no exceda de cincuenta (50) pla-
zas en los medios internacionales aéreos, marítimos,
fluviales o terrestres y en los de carácter interno, cuan-
do la capacidad no exceda de treinta (30) plazas;
b) Dos (2) plazas cuando la capacidad del medio de
transporte fuera superior a la indicada para cada caso
en el inciso a);
c) Cuando la expulsión se motivara en fallas en la
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documentación de ingreso del extranjero detectadas
al momento de controlar el mismo y debiera efectivi-
zarse con custodia, la empresa de transporte utiliza-
da para el ingreso deberá hacerse cargo de los pasa-
jes de ida y vuelta del personal de custodia y de los
viáticos que le correspondieran.
En todos los casos deberá preverse expresamente el
mecanismo de intereses que correspondiere.

ARTÍCULO 44

El límite dispuesto por el artículo anterior no regirá
cuando las personas a transportar:
a) Integren un grupo familiar;
b) Deban ser transportadas por la misma compañía a la
cual pertenece el medio en el que ingresaron;
c) Sean de la nacionalidad del país de bandera o matrí-
cula del medio en que se efectuará el transporte.

ARTÍCULO 45

Las obligaciones emergentes de los artículos 40, 41, 43
y 44 serán consideradas carga pública.

ARTÍCULO 46 

El incumplimiento de las disposiciones previstas en el
presente Título y sus reglamentaciones será sancionado
por la Dirección Nacional de Migraciones con una multa
cuyo monto será de hasta el triple de la tarifa en el medio
de transporte utilizado desde el punto de origen hasta el
punto de destino en territorio nacional, al valor vigente al
momento de la imposición de la multa. En ningún caso
las multas podrán ser inferiores al equivalente a mil dos-
cientos diecinueve (1.219) litros de gasoil al precio subsi-
diado para transportistas o en ausencia de éste al más
bajo del mercado para consumidor particular al día de la
imposición de la multa; ni superiores al equivalente a
treinta mil cuatrocientos ochenta y siete (30.487) litros de
gasoil al precio subsidiado para transportistas o en ausen-
cia de éste al más bajo del mercado para consumidor
particular al día de la imposición de la multa.
En caso de mora en el pago de la multa se devengarán
los correspondientes intereses.

ARTÍCULO 47

La sanción será aplicada solidariamente al capitán,
comandante, armador, propietario, encargado o res-
ponsable del medio de transporte y a la compañía,
empresa o agencia propietaria, explotadora, consigna-

taria o responsable del mismo.
El Ministerio del Interior, a propuesta de la Dirección
Nacional de Migraciones, aprobará el nomenclador regu-
lador del monto de las multas impuestas por infracciones
a las previsiones del presente título. A tal efecto se tendrán
en cuenta la naturaleza de la infracción, la condición jurí-
dica del infractor, sus antecedentes y reincidencias en las
infracciones a la presente ley o su reglamentación.
La Dirección Nacional de Migraciones queda facultada a
fijar la forma y modo de pago de las multas que se impon-
gan en función de las previsiones de la presente ley.

ARTÍCULO 48

En los casos de incumplimiento de las obligaciones pre-
vistas en los artículos 40, 41, 43 y 44 de la presente, la
autoridad de aplicación podrá disponer la interdicción
provisoria de salida del territorio nacional, espacio aéreo
o aguas jurisdiccionales argentinas, del medio de trans-
porte correspondiente.
La misma se hará efectiva por medio de la Policía
Migratoria Auxiliar o la Autoridad Nacional con jurisdic-
ción sobre el transporte.

ARTÍCULO 49

Podrán imponerse cauciones reales en efectivo o docu-
mentarias a las empresas, compañías o agencias propie-
tarias, consignatarias, explotadoras o responsables de
cualquier medio de transporte, en garantía del cumpli-
miento de las obligaciones de reconducir o transportar
que se dicten en virtud de lo dispuesto por la presente ley.

ARTÍCULO 50

La autoridad de aplicación establecerá el monto de las
cauciones y las modalidades, plazos y condiciones de
su prestación, así como los requisitos para su cancela-
ción, devolución o percepción.

TÍTULO IV
DE LA PERMANENCIA 
DE LOS EXTRANJEROS

CAPÍTULO I

DEL TRABAJO Y ALOJAMIENTO DE LOS EXTRANJEROS

ARTÍCULO 51

Los extranjeros admitidos o autorizados como “residen-
tes permanentes” podrán desarrollar toda tarea o activi-
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dad remunerada o lucrativa, por cuenta propia o en
relación de dependencia, gozando de la protección
de las leyes que rigen la materia. Los extranjeros
admitidos o autorizados como “residentes tempora-
rios” podrán desarrollarlas sólo durante el período de
su permanencia autorizada.

ARTÍCULO 52 

Los extranjeros admitidos o autorizados como “residen-
tes transitorios” no podrán realizar tareas remuneradas
o lucrativas, ya sea por cuenta propia o en relación de
dependencia, con excepción de los incluidos en la sub-
categoría de “trabajadores migrantes estacionales”, o
salvo que fueran expresamente autorizados por la
Dirección Nacional de Migraciones de conformidad con
lo dispuesto por la presente ley o en Convenios de
Migraciones suscriptos por la República Argentina. Los
extranjeros a los que se le hubiera autorizado una resi-
dencia precaria podrán ser habilitados para trabajar por
el plazo y con las modalidades que establezca la
Dirección Nacional de Migraciones.

ARTÍCULO 53 

Los extranjeros que residan irregularmente en el país no
podrán trabajar o realizar tareas remuneradas o lucrati-
vas, ya sea por cuenta propia o ajena, con o sin relación
de dependencia.

ARTÍCULO 54

Los extranjeros mantendrán actualizados ante la
Dirección Nacional de Migraciones, por la vía y plazos
que se indique en la reglamentación, los datos referidos
a su domicilio, en donde se considerarán válidas todas
las notificaciones.

CAPÍTULO II
DE LAS RESPONSABILIDADES Y OBLIGACIONES DE LOS
DADORES DE TRABAJO, ALOJAMIENTO Y OTROS

ARTÍCULO 55 

No podrá proporcionarse alojamiento a título oneroso a
los extranjeros que se encuentren residiendo irregular-
mente en el país.
Asimismo, ninguna persona de existencia visible o ideal,
pública o privada, podrá proporcionar trabajo u ocupa-
ción remunerada, con o sin relación de dependencia, a
los extranjeros que residan irregularmente.

ARTÍCULO 56

La aplicación de la presente ley no eximirá al empleador
o dador de trabajo del cumplimiento de las obligaciones
emergentes de la legislación laboral respecto del extran-
jero, cualquiera sea su condición migratoria; asimismo,
en ningún modo se afectarán los derechos adquiridos
por los extranjeros, como consecuencia de los trabajos
ya realizados, cualquiera sea su condición migratoria.

ARTÍCULO 57 

Quien contrate o convenga con extranjeros que residan
irregularmente en el país, la adquisición, venta o cons-
titución de gravamen sobre bienes inmuebles, derechos
o muebles registrables, o la constitución o integración
de sociedades civiles o comerciales, deberá comuni-
carlo fehacientemente a la autoridad migratoria.

ARTÍCULO 58 

Los actos celebrados con los requisitos formales inheren-
tes a los mismos, aún cuando no se cumpliere con la exi-
gencia del artículo anterior, serán considerados válidos.

ARTÍCULO 59 

Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en el
artículo 55, primer párrafo de la presente, serán san-
cionados solidariamente con una multa cuyo monto
ascenderá a veinte (20) Salarios Mínimo Vital y Móvil
por cada extranjero al que se proporcione alojamiento a
título oneroso.
Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en el
artículo 55, segundo párrafo de la presente, serán san-
cionados solidariamente con una multa cuyo monto
ascenderá a cincuenta (50) Salarios Mínimo Vital y
Móvil por cada extranjero, carente de habilitación
migratoria para trabajar, al que se proporcione trabajo u
ocupación remunerada.
El monto de la sanción a imponer será de cien (100)
Salarios Mínimo Vital y Móvil cuando se proporcione tra-
bajo u ocupación remunerada a extranjeros no emanci-
pados o menores de catorce (14) años.
La reincidencia se considerará agravante de la infrac-
ción y elevará el monto de la multa impuesta hasta en
un cincuenta por ciento (50%).
La Dirección Nacional de Migraciones mediando petición
del infractor que acredite falta de medios suficientes
podrá excepcionalmente, mediante disposición fundada,
disponer para el caso concreto una disminución del
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monto de la multa a imponer o autorizar su pago en cuo-
tas. A tal efecto se merituará la capacidad económica del
infractor y la posible reincidencia que pudiera registrar en
la materia. En ningún caso la multa que se imponga será
inferior a dos (2) Salarios Mínimos Vital y Móvil.
Facúltase al Ministerio del Interior a establecer meca-
nismos alternativos de sanciones a las infracciones
previstas en el presente Título —De las responsabili-
dades de los empleadores, dadores de trabajo y alo-
jamiento—, basadas en la protección del migrante, la
asistencia y acción social.

ARTÍCULO 60

Las sanciones serán graduadas de acuerdo con la natura-
leza de la infracción, la persona, antecedentes en la mate-
ria y en caso de reincidencia en las infracciones a la pre-
sente ley, las mismas serán acumulativas y progresivas.

TÍTULO V
DE LA LEGALIDAD E ILEGALIDAD DE LA
PERMANENCIA

CAPÍTULO I
DE LA DECLARACIÓN DE ILEGALIDAD Y CANCELACIÓN
DE LA PERMANENCIA

ARTÍCULO 61

Al constatar la irregularidad de la permanencia de un
extranjero en el país, y atendiendo a las circunstancias
de profesión del extranjero, su parentesco con naciona-
les argentinos, el plazo de permanencia acreditado y
demás condiciones personales y sociales, la Dirección
Nacional de Migraciones deberá conminarlo a regulari-
zar su situación en el plazo perentorio que fije para tal
efecto, bajo apercibimiento de decretar su expulsión.
Vencido el plazo sin que se regularice la situación, la
Dirección Nacional de Migraciones decretará su expul-
sión con efecto suspensivo y dará intervención y actua-
rá como parte ante el Juez o Tribunal con competencia
en la materia, a efectos de la revisión de la decisión
administrativa de expulsión.

ARTÍCULO 62

La Dirección Nacional de Migraciones, sin perjuicio de las
acciones judiciales que correspondieran deducir, cancela-
rá la residencia que hubiese otorgado, con efecto suspen-
sivo, cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa de
la admisión y dispondrá la posterior expulsión, cuando:

a) Con la finalidad de obtener un beneficio migratorio o
la ciudadanía argentina se hubiese articulado un hecho
o un acto simulado o éste hubiese sido celebrado en
fraude a la ley o con vicio del consentimiento o se
hubiere presentado documentación material o ideológi-
camente falsa o adulterada;
b) El residente hubiese sido condenado judicialmente
en la República por delito doloso que merezca pena pri-
vativa de libertad mayor de cinco (5) años o registrase
una conducta reiterante en la comisión de delitos. En el
primer supuesto cumplida la condena, deberá transcu-
rrir un plazo de dos (2) años para que se dicte la reso-
lución definitiva de cancelación de residencia, la que se
fundamentará en la posible incursión por parte del
extranjero en los impedimentos previstos en el artículo
29 de la presente ley. En caso de silencio de la
Administración, durante los treinta (30) días posteriores
al vencimiento de dicho plazo, se considerará que la
residencia queda firme;
c) El beneficiario de una radicación permanente hubie-
se permanecido fuera del Territorio Nacional por un
período superior a los dos (2) años o la mitad del plazo
acordado, si se tratara de residencia temporaria, excep-
to que la ausencia obedeciere al ejercicio de una fun-
ción pública argentina o se hubiese generado en razón
de actividades, estudios o investigaciones que a juicio
de la Dirección Nacional de Migraciones pudieran ser
de interés o beneficiosa para la República Argentina o
que mediara autorización expresa de la autoridad
migratoria la que podrá ser solicitada por intermedio de
las autoridades consulares argentinas;
d) Asimismo será cancelada la residencia permanente,
temporaria o transitoria concedida cuando se hayan
desnaturalizado las razones que motivaron su conce-
sión o cuando la instalación en el país hubiera sido sub-
vencionada total o parcialmente, directa o indirecta-
mente por el Estado Argentino y no se cumplieran o se
violaren las condiciones expresamente establecidas
para la subvención;
e) El Ministerio del Interior podrá disponer la cancelación
de la residencia permanente o temporaria y la expulsión
de la República de todo extranjero, cualquiera sea la
situación de residencia, cuando realizare en el país o en
el exterior, cualquiera de las actividades previstas en los
incisos d) y e) del artículo 29 de la presente.
El Ministerio del Interior dispensará el cumplimiento de
la cancelación prevista en virtud del presente artículo
cuando el extranjero fuese padre, hijo o cónyuge de
argentino, salvo decisión debidamente fundada por
parte de la autoridad migratoria.
Asimismo, dicha dispensa podrá ser otorgada teniendo
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en cuenta el plazo de permanencia, legal inmediata ante-
rior a la ocurrencia de alguna de las causales previstas en
los incisos a) a d) del presente artículo, el que no podrá
ser inferior a dos (2) años, debiendo tenerse en cuenta
las circunstancias personales y sociales del beneficiario.

ARTÍCULO 63

En todos los supuestos previstos por la presente ley:
a) La cancelación de la residencia conlleva la conmina-
ción a hacer abandono del país dentro del plazo que se
fije o la expulsión del Territorio Nacional tomando en
consideración las circunstancias fácticas y personales
del interesado, según lo establezca la Reglamentación;
b) La expulsión lleva implícita la prohibición de reingre-
so permanente o por un término que en ningún caso
podrá ser inferior a cinco (5) años y se graduará según
la importancia de la causa que la motivara. Dicha prohi-
bición sólo podrá ser dispensada por la Dirección
Nacional de Migraciones.

ARTÍCULO 64

Los actos administrativos de expulsión firmes y consen-
tidos dictados respecto de extranjeros que se encuen-
tren en situación irregular, se ejecutarán en forma inme-
diata cuando se trate de:
a) Extranjeros que se encontraren cumpliendo penas
privativas de libertad, cuando se hubieran cumplido los
supuestos establecidos en los acápites I y II del artículo
17 de la ley 24.660 que correspondieren para cada cir-
cunstancia. La ejecución del extrañamiento dará por
cumplida la pena impuesta originalmente por el
Tribunal competente;
b) Extranjeros sometidos a proceso, cuando sobre los
mismos recayere condena firme de ejecución condicio-
nal. La ejecución del extrañamiento dará por cumplida la
pena impuesta originalmente por el Tribunal competente;
c) El procesamiento de un extranjero sobre el que pesa
orden administrativa de expulsión firme y consentida,
en cuyo caso no procederá el otorgamiento del benefi-
cio de la suspensión del juicio a prueba o de medidas
curativas, las que serán reemplazadas por la ejecución
del extrañamiento, dándose por cumplida la carga
impuesta al extranjero.

ARTÍCULO 65 

Ningún extranjero o familiar suyo será privado de su
autorización de residencia ni expulsado por el solo
hecho de no cumplir una obligación emanada de un

contrato de trabajo, a menos que el cumplimiento de
esa obligación constituya condición necesaria para
dicha autorización o permiso.

ARTÍCULO 66

Los extranjeros y sus familiares no podrán ser objeto de
medidas de expulsión colectiva. Cada caso de expulsión
será examinado y decidido individualmente.

ARTÍCULO 67 

La expulsión no menoscabará por sí sola ninguno de los
derechos que haya adquirido el migrante de conformi-
dad con la legislación nacional, incluido el derecho a
recibir los salarios y toda otra prestación que le pudiere
corresponder.

ARTÍCULO 68 

El interesado deberá contar con oportunidad razonable,
aún después de la partida, para reclamar lo concer-
niente al pago de los salarios y otras prestaciones que le
pudieren corresponder, así como para cumplimentar
sus obligaciones pendientes. Los gastos a que dé lugar
el procedimiento de expulsión de un migrante o un
familiar suyo estarán a cargo de la autoridad de aplica-
ción. Podrá exigírsele que pague sus propios gastos de
viaje desde el puesto de salida hasta su lugar de desti-
no, sin perjuicio de lo previsto en el Título III.

ARTÍCULO 69

A aquellos extranjeros a quienes se impidiere hacer
abandono del país por disposición judicial, la autori-
dad de migración les concederá autorización de “resi-
dencia precaria”.

CAPÍTULO II
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

ARTÍCULO 70 

Firme y consentida la expulsión de un extranjero, el
Ministerio del Interior o la Dirección Nacional de
Migraciones solicitarán a la autoridad judicial compe-
tente que ordene su retención, mediante resolución
fundada, al solo y único efecto de cumplir aquélla.
Excepcionalmente y cuando las características del caso
lo justificare, la Dirección Nacional de Migraciones o el
Ministerio del Interior podrán solicitar a la autoridad
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judicial la retención del extranjero aún cuando la orden
de expulsión no se encuentre firme y consentida.
Producida tal retención y en el caso que el extranjero
retenido alegara ser padre, hijo o cónyuge de argenti-
no nativo, siempre que el matrimonio se hubiese cele-
brado con anterioridad al hecho que motivara la reso-
lución, la Dirección Nacional de Migraciones deberá
suspender la expulsión y constatar la existencia del
vínculo alegado en un plazo de cuarenta y ocho (48)
horas hábiles. Acreditado que fuera el vínculo el
extranjero recuperará en forma inmediata su libertad
y se habilitará respecto del mismo, un procedimiento
sumario de regularización migratoria.
En todos los casos el tiempo de retención no podrá
exceder el estrictamente indispensable para hacer efec-
tiva la expulsión del extranjero.
Producida la retención, se dará inmediato conocimien-
to de la misma al Juzgado que hubiere dictado la orden
a tal efecto.

ARTÍCULO 71

Hecha efectiva la retención de un extranjero, la autori-
dad de aplicación, podrá disponer su libertad provisoria
bajo caución real o juratoria que fijen en cada caso,
cuando no pueda realizarse la expulsión en un plazo
prudencial o medien causas que lo justifiquen. Dicha
decisión deberá ser puesta en conocimiento del Juez
Federal competente en forma inmediata.

ARTÍCULO 72

La retención se hará efectiva por los organismos inte-
grantes de la policía migratoria auxiliar, los que alojarán
a los detenidos en sus dependencias o donde lo dis-
ponga la Dirección Nacional de Migraciones, hasta su
salida del territorio nacional.
Cuando por razones de seguridad o por las condiciones
personales del expulsado, se haga necesaria su custodia
hasta el lugar de destino, la autoridad migratoria podrá
disponerla y requerirla de la policía migratoria auxiliar. En
caso de necesidad, podrá solicitar asistencia médica.

ARTÍCULO 73

Las personas, compañías, empresas, asociaciones o
sociedades que solicitaren el ingreso, la permanencia o
la regularización de la situación migratoria de un extran-
jero en el país, deberán presentar caución suficiente, de
acuerdo a lo que establezca la reglamentación.

TÍTULO VI
DEL RÉGIMEN DE LOS RECURSOS

CAPÍTULO I
DEL RÉGIMEN DE LOS RECURSOS

ARTÍCULO 74 

Contra las decisiones de la Dirección Nacional de
Migraciones que revistan carácter de definitivas o que
impidan totalmente la tramitación del reclamo o preten-
sión del interesado y contra los interlocutorios de mero
trámite que lesionen derechos subjetivos o un interés
legítimo, procederá la revisión en sede administrativa y
judicial, cuando:
a) Se deniegue la admisión o la permanencia de un
extranjero;
b) Se cancele la autorización de residencia permanen-
te, temporaria o transitoria;
c) Se conmine a un extranjero a hacer abandono del
país o se decrete su expulsión;
d) Se resuelva la aplicación de multas y cauciones o su
ejecución.

ARTÍCULO 75

Podrán ser objeto de Recurso de Reconsideración los
actos administrativos que resuelvan sobre las cuestio-
nes enumeradas precedentemente.
Dicho recurso se interpondrá contra los actos dictados
por la Dirección Nacional de Migraciones y serán
resueltos por ésta.
En el caso de que el acto hubiese sido dictado por auto-
ridad delegada, ésta será quien resuelva, sin perjuicio
del derecho de avocación de la mencionada Dirección,
salvo que la delegación hubiere cesado al tiempo de
deducirse el recurso, supuesto en el cual resolverá el
delegante.
El Recurso de Reconsideración deberá deducirse den-
tro de los diez (10) días hábiles de la notificación feha-
ciente del acto y ante el mismo órgano que lo dictó.

ARTÍCULO 76 

La autoridad competente deberá resolver el Recurso de
Reconsideración deducido, dentro de los treinta (30)
días hábiles de su interposición. Vencido dicho plazo sin
que hubiere una resolución al respecto, podrá reputar-
se denegado tácitamente, sin necesidad de requerir
pronto despacho.
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ARTÍCULO 77

El Recurso de Reconsideración lleva implícito el
Recurso Jerárquico en Subsidio en el caso de decisio-
nes adoptadas por autoridad delegada. Conforme a ello,
cuando la reconsideración hubiese sido rechazada —
expresa o tácitamente— las actuaciones deberán ele-
varse a la Dirección Nacional de Migraciones dentro del
término de cinco (5) días hábiles, de oficio —supuesto
de denegatoria expresa— o a petición de parte —
supuesto de silencio—.
Dentro de los cinco (5) días hábiles de recibida por la
Dirección Nacional de Migraciones, el interesado podrá
mejorar o ampliar los fundamentos del recurso.

ARTÍCULO 78 

Los actos administrativos que resuelvan sobre las cues-
tiones enumeradas en el artículo 74, podrán también
ser objeto del Recurso Jerárquico a interponerse ante la
autoridad emisora del acto recurrido dentro de los quin-
ce (15) días hábiles de su notificación fehaciente, y será
elevado de oficio y dentro del término de cinco (5) días
hábiles a la Dirección Nacional de Migraciones.
El Organismo citado deberá resolver el Recurso
Jerárquico dentro de los treinta (30) días hábiles conta-
dos desde la recepción de las actuaciones.
La interposición del Recurso Jerárquico no requiere la
previa deducción del Recurso de Reconsideración. Si
se hubiere interpuesto éste, no será indispensable fun-
dar nuevamente el Jerárquico.

ARTÍCULO 79

Contra los actos dispuestos por la Dirección Nacional de
Migraciones en los términos del Artículo 74, procederá
a opción del interesado, el recurso administrativo de
alzada o el recurso judicial pertinente.

ARTÍCULO 80 

La elección de la vía judicial hará perder la administra-
tiva; pero la interposición del recurso de alzada no
impedirá desistirlo en cualquier estado a fin de promo-
ver la acción judicial, ni obstará a que se articule ésta
una vez resuelto el recurso administrativo.

ARTÍCULO 81 

El Ministro del Interior será competente para resolver en
definitiva el recurso de alzada.

ARTÍCULO 82 

La interposición de recursos, administrativos o judicia-
les, en los casos previstos en el artículo 74, suspende-
rá la ejecución de la medida dictada hasta tanto la
misma quede firme.

ARTÍCULO 83 

En los casos no previstos en este Título, serán de apli-
cación supletoria las disposiciones de la ley 19.549, el
Decreto N° 1759/72 y sus modificaciones.

ARTÍCULO 84

Agotada la vía administrativa a través de los Recursos
de Reconsideración, Jerárquico o Alzada, queda expe-
dita la vía recursiva judicial.
El plazo para la interposición del respectivo recurso será
de treinta (30) días hábiles a contar desde la notifica-
ción fehaciente al interesado.

ARTÍCULO 85 

La parte interesada podrá solicitar judicialmente se libre
orden de pronto despacho, la cual será procedente cuan-
do la autoridad administrativa hubiere dejado vencer los
plazos fijados o, en caso de no existir éstos, si hubiere
transcurrido un plazo que exceda lo razonable para dic-
taminar. Presentado el pedido, el juez debe expedirse
sobre su procedencia teniendo en cuenta las circunstan-
cias del caso y, de entenderlo procedente, requerirá a la
autoridad administrativa interviniente un informe acerca
de las causas de la demora invocada, fijándole para ello
un plazo. La decisión judicial será inapelable.
Contestado el requerimiento o vencido el plazo para
hacerlo sin haber obtenido la resolución pertinente, el
juez resolverá lo que corresponda con relación a la mora,
librando —en su caso— la orden correspondiente a fin
de que la autoridad administrativa responsable despache
las actuaciones en el plazo que se establezca de acuer-
do con la naturaleza y complejidad del caso pendiente.

ARTÍCULO 86 

Los extranjeros que se encuentren en territorio nacional y
que carezcan de medios económicos, tendrán derecho a
asistencia jurídica gratuita en aquellos procedimientos
administrativos y judiciales que puedan llevar a la dene-
gación de su entrada, al retorno a su país de origen o a la
expulsión del territorio argentino. Además tendrán dere-
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cho a la asistencia de intérprete/s si no comprenden o
hablan el idioma oficial. Las reglamentaciones a la pre-
sente, que en su caso se dicten, deberán resguardar el
ejercicio del Derecho Constitucional de defensa.

ARTÍCULO 87 

La imposibilidad de pago de las tasas establecidas para
la interposición de recursos no podrán obstaculizar el
acceso al régimen de recursos establecido en el pre-
sente Título.

ARTÍCULO 88

La imposibilidad del pago de la tasa prevista para la inter-
posición de los recursos no será obstáculo para acceder
al régimen recursivo previsto en el presente capítulo.

ARTÍCULO 89

El recurso judicial previsto en el artículo 84, como la
consecuente intervención y decisión del órgano judi-
cial competente para entender respecto de aquéllos,
se limitarán al control de legalidad, debido proceso y
de razonabilidad del acto motivo de impugnación.

CAPÍTULO II
DE LA REVISIÓN DE LOS ACTOS DECISORIOS

ARTÍCULO 90 

El Ministerio del Interior y la Dirección Nacional de
Migraciones podrán rever, de oficio o a petición de
parte, sus resoluciones y las de las autoridades que
actúen por delegación. Serán susceptibles de revisión
las decisiones cuando se comprueben casos de error,
omisión o arbitrariedad manifiesta, violaciones al debido
proceso, o cuando hechos nuevos de suficiente entidad
justifiquen dicha medida.

CAPÍTULO III
DEL COBRO DE MULTAS

ARTÍCULO 91 

Las multas que se impongan en virtud de lo dispuesto
por la presente ley deberán ser abonadas dentro del
plazo, en el lugar, forma y destino que determine la
reglamentación.

ARTÍCULO 92 

Contra las resoluciones que dispongan la sanción, multa
o caución, procederá el recurso jerárquico previsto en los
artículos 77 y 78, o el judicial contemplado en el artículo
84 de la presente. Este último deberá interponerse acre-
ditando fehacientemente el previo depósito de la multa o
cumplimiento de la caución impuesta.

ARTÍCULO 93

Cuando las multas impuestas de acuerdo con la presen-
te ley no hubiesen sido satisfechas temporáneamente, la
Dirección Nacional de Migraciones perseguirá su cobro
judicial, por vía de ejecución fiscal, dentro del término de
sesenta (60) días de haber quedado firmes.
La certificación emanada de dicho organismo será títu-
lo ejecutivo suficiente a tales efectos. La Justicia Federal
será competente para entender en la vía ejecutiva.

ARTÍCULO 94

A los fines previstos en el artículo anterior, y en los casos
en que deba presentarse ante jueces y tribunales, la
Dirección Nacional de Migraciones tendrá personería
para actuar en juicio.

ARTÍCULO 95

Los domicilios constituidos en las respectivas actuacio-
nes administrativas serán válidos en el procedimiento
judicial.

CAPÍTULO IV
DE LA PRESCRIPCIÓN

ARTÍCULO 96

Las infracciones reprimidas con multas prescribirán a
los dos (2) años.

ARTÍCULO 97

La prescripción se interrumpirá por la comisión de una
nueva infracción o por la secuela del procedimiento
administrativo o judicial.

MIGRACIONES
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TÍTULO VII
COMPETENCIA

ARTÍCULO 98

Serán competentes para entender en lo dispuesto en
los Títulos V y VI los Juzgados Nacionales de Primera
Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal o los
Juzgados Federales del interior del país, hasta tanto se
cree un fuero específico en materia migratoria.

TÍTULO VIII
DE LAS TASAS
TASA RETRIBUTIVA DE SERVICIOS

ARTÍCULO 99 

El Poder Ejecutivo nacional determinará los actos de la
Dirección Nacional de Migraciones que serán gravados
con tasas retributivas de servicios, estableciendo los
montos, requisitos y modos de su percepción.

ARTÍCULO 100

Los servicios de inspección o de contralor migratorio
que la Dirección Nacional de Migraciones preste en
horas o días inhábiles o fuera de sus sedes, a los
medios de transporte internacional que lleguen o que
salgan de la República, se encontrarán gravados por las
tasas que fije el Poder Ejecutivo al efecto.

ARTÍCULO 101

Los fondos provenientes de las tasas percibidas de
acuerdo con la presente ley serán depositados en el
lugar y la forma establecidos por la reglamentación.

TÍTULO IX
DE LOS ARGENTINOS EN EL EXTERIOR

ARTÍCULO 102

El gobierno de la República Argentina podrá suscribir
convenios con los Estados en los que residan emigran-
tes argentinos para asegurarles la igualdad o asimila-
ción de los derechos laborales y de seguridad social que
rijan en el país receptor. Dichos tratados deberán asi-
mismo garantizar a los emigrantes la posibilidad de
efectuar remesas de fondos para el sostenimiento de
sus familiares en la República Argentina.
El Poder Ejecutivo podrá suspender los beneficios otor-

gados por la presente ley respecto de los súbditos de
aquellos países que tengan establecidas restricciones
para los ciudadanos argentinos allí residentes, que afec-
ten gravemente el principio de reciprocidad.

ARTÍCULO 103 

Todo argentino con más de dos (2) años de residencia en
el exterior que decida retornar al país podrá introducir los
bienes de su pertenencia destinados a su actividad labo-
ral libre de derechos de importación, tasas, contribucio-
nes y demás gravámenes, así como su automóvil, efectos
personales y del hogar hasta el monto que determine la
autoridad competente, hasta el monto y con los alcances
que establezca el Poder Ejecutivo nacional.

ARTÍCULO 104

Las embajadas y consulados de la República Argentina
deberán contar con los servicios necesarios para man-
tener informados a los argentinos en el exterior de las
franquicias y demás exenciones para retornar al país.

TÍTULO X
DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

CAPÍTULO I
AUTORIDAD DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 105 

La autoridad de aplicación de la presente ley será la
Dirección Nacional de Migraciones.

ARTÍCULO 106

Los poderes públicos impulsarán el fortalecimiento del
movimiento asociativo entre los inmigrantes y apoyarán
a los sindicatos, organizaciones empresariales y a las
organizaciones no gubernamentales que, sin ánimo de
lucro, favorezcan su integración social, prestándoles
ayuda en la medida de sus posibilidades.

CAPÍTULO II
DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES

ARTÍCULO 107

La Dirección Nacional de Migraciones será el órgano de
aplicación de la presente ley, con competencia para
entender en la admisión, otorgamiento de residencias y
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su extensión, en el Territorio Nacional y en el exterior,
pudiendo a esos efectos establecer nuevas delegacio-
nes, con el objeto de conceder permisos de ingresos;
prórrogas de permanencia y cambios de calificación
para extranjeros. Asimismo controlará el ingreso y egre-
so de personas al país y ejercerá el control de perma-
nencia y el poder de policía de extranjeros en todo el
Territorio de la República.

ARTÍCULO 108

La Dirección Nacional de Migraciones podrá delegar el
ejercicio de sus funciones y facultades de la Dirección
Nacional de Migraciones en las instituciones que cons-
tituyan la Policía Migratoria Auxiliar o en otras autorida-
des, nacionales, provinciales o municipales, las que
actuarán conforme a las normas y directivas que aque-
lla les imparta.

CAPÍTULO III
DE LA RELACIÓN ENTRE DIRECCIÓN NACIONAL DE
MIGRACIONES CON OTROS ENTES Y ORGANISMOS

ARTÍCULO 109

Los Gobernadores de Provincias y el Jefe de Gobierno
de la Ciudad de Buenos Aires, en su carácter de agen-
tes naturales del Gobierno Federal, proveerán lo nece-
sario para asegurar el cumplimiento de la presente ley
en sus respectivas jurisdicciones, y designarán los orga-
nismos que colaborarán para tales fines con la
Dirección Nacional de Migraciones.

ARTÍCULO 110 

Los juzgados federales deberán comunicar a la
Dirección Nacional de Migraciones sobre las cartas
de ciudadanía otorgadas y su cancelación en un
plazo no mayor de treinta (30) días, para que ésta
actualice sus registros.

ARTÍCULO 111

Las autoridades competentes que extiendan certificado
de defunción de extranjeros deberán comunicarlo a la
Dirección Nacional de Migraciones en un plazo no mayor
de quince (15) días, para que ésta actualice sus registros.

CAPÍTULO IV
DE LOS REGISTROS MIGRATORIOS

ARTÍCULO 112

La Dirección Nacional de Migraciones creará aquellos
registros que resulten necesarios para el cumplimiento
de la presente ley.

CAPÍTULO V
DE LA POLICÍA MIGRATORIA AUXILIAR

ARTÍCULO 113

El Ministerio del Interior podrá convenir con los gober-
nadores de provincias y el Jefe de Gobierno de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires el ejercicio de fun-
ciones de Policía Migratoria Auxiliar en sus respectivas
jurisdicciones y las autoridades u organismos provincia-
les que la cumplirán.

ARTÍCULO 114

La Policía Migratoria Auxiliar quedará integrada por la
Prefectura Naval Argentina, la Gendarmería Nacional,
la Policía Aeronáutica Nacional y la Policía Federal, las
que en tales funciones quedarán obligadas a prestar a
la Dirección Nacional de Migraciones la colaboración
que les requiera.

ARTÍCULO 115 

La Dirección Nacional de Migraciones, mediante la
imputación de un porcentaje del producido de las tasas
o multas que resulten de la aplicación de la presente,
podrá solventar los gastos en que incurrieran la Policía
Migratoria Auxiliar, las autoridades delegadas o aquellas
otras con las que hubiera celebrado convenios, en cum-
plimiento de las funciones acordadas.

CAPÍTULO VI
DELITOS AL ORDEN MIGRATORIO

ARTÍCULO 116

Será reprimido con prisión o reclusión de uno (1) a seis
(6) años el que realizare, promoviere o facilitare el tráfi-
co ilegal de personas desde, en tránsito o con destino a
la República Argentina.
Se entenderá por tráfico ilegal de personas, la acción de
realizar, promover o facilitar el cruce ilegal de personas,
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por los límites fronterizos nacionales con el fin de obte-
ner directa o indirectamente un beneficio.

ARTÍCULO 117

Será reprimido con prisión o reclusión de uno (1) a seis
(6) años el que promoviere o facilitare la permanencia
ilegal de extranjeros en el Territorio de la República
Argentina con el fin de obtener directa o indirectamen-
te un beneficio.

ARTÍCULO 118 

Igual pena se impondrá a quien mediante la presenta-
ción de documentación material o ideológicamente
falsa peticione para un tercero algún tipo de beneficio
migratorio.

ARTÍCULO 119

Será reprimido con prisión o reclusión de dos (2) a ocho
(8) años el que realice las conductas descriptas en el
artículo anterior empleando la violencia, intimidación o
engaño o abusando de una necesidad o inexperiencia
de la víctima.

ARTÍCULO 120 

Las penas descriptas en el presente capítulo se agrava-
rán de tres (3) a diez (10) años cuando se verifiquen
algunas de las siguientes circunstancias:
a) Si se hiciere de ello una actividad habitual;
b) Interviniere en el hecho un funcionario o empleado
público en ejercicio o en ocasión de sus funciones o con
abuso de su cargo. En este caso se impondrá también
inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos
públicos.

ARTÍCULO 121

Las penas establecidas en el artículo anterior se agra-
varán de cinco (5) a quince (15) años cuando se hubie-
re puesto en peligro la vida, la salud o la integridad de
los migrantes o cuando la víctima sea menor de edad;
y de ocho (8) a veinte (20) años cuando el tráfico de
personas se hubiere efectuado con el objeto de come-
ter actos de terrorismo, actividades de narcotráfico,
lavado de dinero o prostitución.

TÍTULO XI
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y
TRANSITORIAS

ARTÍCULO 122 

La presente ley entrará en vigencia a partir de su
publicación. Producida la entrada en vigor de la pre-
sente ley, sus normas serán aplicables aún a los
casos que se encontraren pendientes de una decisión
firme a esa fecha.

ARTÍCULO 123

La elaboración de la reglamentación de la presente ley
estará a cargo de la autoridad de aplicación.

ARTÍCULO 124

Derógase la ley 22.439, su decreto reglamentario
1023/94 y toda otra norma contraria a la presente ley,
que no obstante retendrán su validez y vigencia hasta
tanto se produzca la entrada en vigor de esta última y
su reglamentación.

ARTÍCULO 125

Ninguna de las disposiciones de la presente ley tendrá
por efecto eximir a los extranjeros de la obligación de
cumplir con la legislación nacional ni de la obligación de
respetar la identidad cultural de los argentinos.

ARTÍCULO 126

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO
ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS DIECISIETE
DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL
TRES.
— REGISTRADA BAJO EL N° 25.871 —
EDUARDO O. CAMAÑO. — DANIEL O. SCIOLI. —
Eduardo D. Rollano. — Juan Estrada.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza deLey:
PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN
SEXUAL INTEGRAL

ARTÍCULO 1 

Todos los educandos tienen derecho a recibir educa-
ción sexual integral en los establecimientos educati-
vos públicos, de gestión estatal y privada de las juris-
dicciones nacional, provincial, de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipal. A los efectos
de esta ley, entiéndase como educación sexual inte-
gral la que articula aspectos biológicos, psicológicos,
sociales, afectivos y éticos.

ARTÍCULO 2

Créase el Programa Nacional de Educación Sexual
Integral en el ámbito del Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología, con la finalidad de cumplir en los
establecimientos educativos referidos en el artículo 1º
las disposiciones específicas de la Ley 25.673, de cre-
ación del Programa Nacional de Salud Sexual y
Procreación Responsable; Ley 23.849, de Ratificación
de la Convención de los Derechos del Niño; Ley
23.179, de Ratificación de la Convención sobre la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer, que cuentan con rango constitucional;
Ley 26.061, de Protección Integral de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes y las leyes generales
de educación de la Nación.

ARTÍCULO 3

Los objetivos del Programa Nacional de Educación
Sexual Integral son:
a) Incorporar la educación sexual integral dentro de

las propuestas educativas orientadas a la formación
armónica, equilibrada y permanente de las personas;
b) Asegurar la transmisión de conocimientos perti-
nentes, precisos, confiables y actualizados sobre los
distintos aspectos involucrados en la educación
sexual integral;
c) Promover actitudes responsables ante la sexualidad;
d) Prevenir los problemas relacionados con la salud en
general y la salud sexual y reproductiva en particular;
e) Procurar igualdad de trato y oportunidades para
varones y mujeres.

ARTÍCULO 4

Las acciones que promueva el Programa Nacional de
Educación Sexual Integral están destinadas a los edu-
candos del sistema educativo nacional, que asisten a
establecimientos públicos de gestión estatal o privada,
desde el nivel inicial hasta el nivel superior de formación
docente y de educación técnica no universitaria.

ARTÍCULO 5

Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipal garantizarán
la realización obligatoria, a lo largo del ciclo lectivo, de
acciones educativas sistemáticas en los estableci-
mientos escolares, para el cumplimiento del
Programa Nacional de Educación Sexual Integral.
Cada comunidad educativa incluirá en el proceso de
elaboración de su proyecto institucional, la adapta-
ción de las propuestas a su realidad sociocultural, en
el marco del respeto a su ideario institucional y a las
convicciones de sus miembros.

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL

LEY 26.150

Establécese que todos los educandos tienen derecho a recibir educación sexual integral en los establecimientos
educativos públicos, de gestión estatal y privada de las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires y municipal. Creación y Objetivos de dicho Programa.
Sancionada: Octubre 4 de 2006
Promulgada: Octubre 23 de 2006
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PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL
LEY 26.150

ARTÍCULO 6

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología defi-
nirá, en consulta con el Consejo Federal de Cultura y
Educación, los lineamientos curriculares básicos del
Programa Nacional de Educación Sexual Integral, de
modo tal que se respeten y articulen los programas y
actividades que las jurisdicciones tengan en aplica-
ción al momento de la sanción de la presente ley.

ARTÍCULO 7 

La definición de los lineamientos curriculares básicos
para la educación sexual integral será asesorada por una
comisión interdisciplinaria de especialistas en la temática,
convocada por el Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología, con los propósitos de elaborar documentos
orientadores preliminares, incorporar los resultados de un
diálogo sobre sus contenidos con distintos sectores del
sistema educativo nacional, sistematizar las experiencias
ya desarrolladas por estados provinciales, Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipalidades, y aportar
al Consejo Federal de Cultura y Educación una propues-
ta de materiales y orientaciones que puedan favorecer la
aplicación del programa.

ARTÍCULO 8 

Cada jurisdicción implementará el programa a través de:
a) La difusión de los objetivos de la presente ley, en
los distintos niveles del sistema educativo;
b) El diseño de las propuestas de enseñanza, con
secuencias y pautas de abordaje pedagógico, en fun-
ción de la diversidad sociocultural local y de las nece-
sidades de los grupos etarios;
c) El diseño, producción o selección de los materiales
didácticos que se recomiende, utilizar a nivel institu-
cional;
d) El seguimiento, supervisión y evaluación del desa-
rrollo de las actividades obligatorias realizadas;
e) Los programas de capacitación permanente y gra-
tuita de los educadores en el marco de la formación
docente continua;
f) La inclusión de los contenidos y didáctica de la
educación sexual integral en los programas de forma-
ción de educadores.

ARTÍCULO 9 

Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipal, con apoyo

del programa, deberán organizar en todos los esta-
blecimientos educativos espacios de formación para
los padres o responsables que tienen derecho a estar
informados. Los objetivos de estos espacios son:
a) Ampliar la información sobre aspectos biológicos,
fisiológicos, genéticos, psicológicos, éticos, jurídicos y
pedagógicos en relación con la sexualidad de niños,
niñas y adolescentes;
b) Promover la comprensión y el acompañamiento en
la maduración afectiva del niño, niña y adolescente
ayudándolo a formar su sexualidad y preparándolo
para entablar relaciones interpersonales positivas;
c) Vincular más estrechamente la escuela y la familia
para el logro de los objetivos del programa.

ARTÍCULO 10 

Disposición transitoria:
La presente ley tendrá una aplicación gradual y progresi-
va, acorde al desarrollo de las acciones preparatorias en
aspectos curriculares y de capacitación docente.
La autoridad de aplicación establecerá en un plazo de
ciento ochenta (180) días un plan que permita el
cumplimiento de la presente ley, a partir de su vigen-
cia y en un plazo máximo de cuatro (4) años. El
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología inte-
grará a las jurisdicciones y comunidades escolares
que implementan planes similares y que se ajusten a
la presente ley.

ARTÍCULO 11

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino,
en Buenos Aires, a los cuatro dÍas del mes de octu-
bre del año dos mil seis.
— registrada bajo el nº 26.150 — Alberto E.
Balestrini. — Daniel O. Scioli. — Enrique Hidalgo. —
Juan H. Estrada.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 1 

La presente ley regula el ejercicio del derecho de ense-
ñar y aprender consagrado por el artículo 14 de la
Constitución Nacional y los tratados internacionales
incorporados a ella, conforme con las atribuciones con-
feridas al Honorable Congreso de la Nación en el artí-
culo 75, incisos 17, 18 y 19, y de acuerdo con los prin-
cipios que allí se establecen y los que en esta ley se
determinan.

ARTÍCULO 2

La educación y el conocimiento son un bien público y un
derecho personal y social, garantizados por el Estado.

ARTÍCULO 3

La educación es una prioridad nacional y se constituye
en política de Estado para construir una sociedad justa,
reafirmar la soberanía e identidad nacional, profundizar
el ejercicio de la ciudadanía democrática, respetar los
derechos humanos y libertades fundamentales y forta-
lecer el desarrollo económico-social de la Nación.

ARTÍCULO 4 

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires tienen la responsabilidad principal e
indelegable de proveer una educación integral, perma-
nente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la
Nación, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad
en el ejercicio de este derecho, con la participación de
las organizaciones sociales y las familias.

ARTÍCULO 5

El Estado nacional fija la política educativa y controla
su cumplimiento con la finalidad de consolidar la uni-
dad nacional, respetando las particularidades provin-
ciales y locales.

ARTÍCULO 6

El Estado garantiza el ejercicio del derecho constitucio-
nal de enseñar y aprender. Son responsables de las
acciones educativas el Estado nacional, las provincias y
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos
fijados por el artículo 4º de esta ley; los municipios, las
confesiones religiosas reconocidas oficialmente y las
organizaciones de la sociedad; y la familia, como agen-
te natural y primario.

ARTÍCULO 7

El Estado garantiza el acceso de todos/as los/as ciudada-
nos/as a la información y al conocimiento como instru-
mentos centrales de la participación en un proceso de
desarrollo con crecimiento económico y justicia social.

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL

LEY 26.206

Disposiciones Generales. Sistema Educativo Nacional. Educación de Gestión Privada. Docentes y su Formación.
Políticas de Promoción de la Igualdad Educativa. Calidad de la Educación. Educación, Nuevas Tecnologías y
Medios de Educación. Educación a Distancia y no Formal. Gobierno y Administración. Cumplimiento de los
Objetivos de la Ley. Disposiciones Transitorias y Complementarias.
Sancionada: Diciembre 14 de 2006
Promulgada: Diciembre 27 de 2006
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LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL
LEY 26.206

ARTÍCULO 8

La educación brindará las oportunidades necesarias
para desarrollar y fortalecer la formación integral de las
personas a lo largo de toda la vida y promover en cada
educando/a la capacidad de definir su proyecto de vida,
basado en los valores de libertad, paz, solidaridad,
igualdad, respeto a la diversidad, justicia, responsabili-
dad y bien común.

ARTÍCULO 9

El Estado garantiza el financiamiento del Sistema
Educativo Nacional conforme a las previsiones de la
presente ley. Cumplidas las metas de financiamiento
establecidas en la Ley Nº 26.075, el presupuesto con-
solidado del Estado nacional, las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires destinado exclusivamente a
educación, no será inferior al SEIS POR CIENTO (6%)
del Producto Interno Bruto (PIB).

ARTÍCULO 10

El Estado nacional no suscribirá tratados bilaterales o
multilaterales de libre comercio que impliquen concebir
la educación como un servicio lucrativo o alienten cual-
quier forma de mercantilización de la educación pública.

CAPÍTULO II
FINES Y OBJETIVOS DE LA POLÍTICA 
EDUCATIVA NACIONAL

ARTÍCULO 11

Los fines y objetivos de la política educativa nacional son:
a) Asegurar una educación de calidad con igualdad de
oportunidades y posibilidades, sin desequilibrios regio-
nales ni inequidades sociales.
b) Garantizar una educación integral que desarrolle
todas las dimensiones de la persona y habilite tanto
para el desempeño social y laboral, como para el acce-
so a estudios superiores.
c) Brindar una formación ciudadana comprometida con
los valores éticos y democráticos de participación, libertad,
solidaridad, resolución pacífica de conflictos, respeto a los
derechos humanos, responsabilidad, honestidad, valora-
ción y preservación del patrimonio natural y cultural.
d) Fortalecer la identidad nacional, basada en el respe-
to a la diversidad cultural y a las particularidades loca-
les, abierta a los valores universales y a la integración
regional y latinoamericana.

e) Garantizar la inclusión educativa a través de políticas
universales y de estrategias pedagógicas y de asigna-
ción de recursos que otorguen prioridad a los sectores
más desfavorecidos de la sociedad.
f) Asegurar condiciones de igualdad, respetando las
diferencias entre las personas sin admitir discrimina-
ción de género ni de ningún otro tipo.
g) Garantizar, en el ámbito educativo, el respeto a los
derechos de los/as niños/as y adolescentes establecidos
en la Ley Nº 26.061.
h) Garantizar a todos/as el acceso y las condiciones
para la permanencia y el egreso de los diferentes nive-
les del sistema educativo, asegurando la gratuidad de
los servicios de gestión estatal, en todos los niveles y
modalidades.
i) Asegurar la participación democrática de docentes,
familias y estudiantes en las instituciones educativas de
todos los niveles.
j) Concebir la cultura del trabajo y del esfuerzo indivi-
dual y cooperativo como principio fundamental de los
procesos de enseñanza-aprendizaje.
k) Desarrollar las capacidades y ofrecer oportunidades
de estudio y aprendizaje necesarias para la educación
a lo largo de toda la vida.
I) Fortalecer la centralidad de la lectura y la escritura,
corno condiciones básicas para la educación a lo largo
de toda la vida, la construcción de una ciudadanía res-
ponsable y la libre circulación del conocimiento.
m) Desarrollar las competencias necesarias para el
manejo de los nuevos lenguajes producidos por las tec-
nologías de la información y la comunicación.
n) Brindar a las personas con discapacidades, tempo-
rales o permanentes, una propuesta pedagógica que les
permita el máximo desarrollo de sus posibilidades, la
integración y el pleno ejercicio de sus derechos.
ñ) Asegurar a los pueblos indígenas el respeto a su len-
gua y a su identidad cultural, promoviendo la valoración
de la multiculturalidad en la formación de todos/as
los/as educandos/as.
o) Comprometer a los medios masivos de comunica-
ción a asumir mayores grados de responsabilidad ética
y social por los contenidos y valores que transmiten.
p) Brindar conocimientos y promover valores que for-
talezcan la formación integral de una sexualidad res-
ponsable.
q) Promover valores y actitudes que fortalezcan las
capacidades de las personas para prevenir las adiccio-
nes y el uso indebido de drogas.
r) Brindar una formación corporal, motriz y deportiva
que favorezca el desarrollo armónico de todos/as los/as
educandos/as y su inserción activa en la sociedad.



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 363

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL
LEY 26.206

s) Promover el aprendizaje de saberes científicos fun-
damentales para comprender y participar reflexivamen-
te en la sociedad contemporánea.
t) Brindar una formación que estimule la creatividad, el
gusto y la comprensión de las distintas manifestaciones
del arte y la cultura.
u) Coordinar las políticas de educación, ciencia y tec-
nología con las de cultura, salud, trabajo, desarrollo
social, deportes y comunicaciones, para atender inte-
gralmente las necesidades de la población, aprove-
chando al máximo los recursos estatales, sociales y
comunitarios.
v) Promover en todos los niveles educativos y modali-
dades la comprensión del concepto de eliminación de
todas las formas de discriminación.

TÍTULO II
EL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 12

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires, de manera concertada y concurrente,
son los responsables de la planificación, organización,
supervisión y financiación del Sistema Educativo
Nacional. Garantizan el acceso a la educación en todos
los niveles y modalidades, mediante la creación y admi-
nistración de los establecimientos educativos de gestión
estatal. El Estado nacional crea y financia las
Universidades Nacionales.

ARTÍCULO 13

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires reconocen, autorizan y supervisan el
funcionamiento de instituciones educativas de gestión
privada, confesionales o no confesionales, de gestión
cooperativa y de gestión social.

ARTÍCULO 14

El Sistema Educativo Nacional es el conjunto organiza-
do de servicios y acciones educativas reguladas por el
Estado que posibilitan el ejercicio del derecho a la edu-
cación. Lo integran los servicios educativos de gestión
estatal y privada, gestión cooperativa y gestión social, de
todas las jurisdicciones del país, que abarcan los distin-
tos niveles, ciclos y modalidades de la educación.

ARTÍCULO 15

El Sistema Educativo Nacional tendrá una estructura
unificada en todo el país que asegure su ordenamiento
y cohesión, la organización y articulación de los niveles
y modalidades de la educación y la validez nacional de
los títulos y certificados que se expidan.

ARTÍCULO 16

La obligatoriedad escolar en todo el país se extiende
desde la edad de CINCO (5) años hasta la finalización
del nivel de la Educación Secundaria. El Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología y las autoridades juris-
diccionales competentes asegurarán el cumplimiento
de la obligatoriedad escolar a través de alternativas ins-
titucionales, pedagógicas y de promoción de derechos,
que se ajusten a los requerimientos locales y comunita-
rios, urbanos y rurales, mediante acciones que permi-
tan alcanzar resultados de calidad equivalente en todo
el país y en todas las situaciones sociales.

ARTÍCULO 17

La estructura del Sistema Educativo Nacional compren-
de CUATRO (4) niveles —la Educación Inicial, la
Educación Primaria, la Educación Secundaria y la
Educación Superior, y OCHO (8) modalidades.
A los efectos de la presente ley, constituyen modalida-
des del Sistema Educativo Nacional aquellas opciones
organizativas y/o curriculares de la educación común,
dentro de uno o más niveles educativos, que procuran
dar respuesta a requerimientos específicos de forma-
ción y atender particularidades de carácter permanen-
te o temporal, personales y/o contextuales, con el pro-
pósito de garantizar la igualdad en el derecho a la edu-
cación y cumplir con las exigencias legales, técnicas y
pedagógicas de los diferentes niveles educativos. Son
modalidades: la Educación Técnico Profesional, la
Educación Artística, la Educación Especial, la
Educación Permanente de Jóvenes y Adultos, la
Educación Rural, la Educación Intercultural Bilingüe, la
Educación en Contextos de Privación de Libertad y la
Educación Domiciliaria y Hospitalaria.
Las jurisdicciones podrán definir, con carácter excep-
cional, otras modalidades de la educación común,
cuando requerimientos específicos de carácter perma-
nente y contextual así lo justifiquen.
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CAPÍTULO II
EDUCACIÓN INICIAL

ARTÍCULO 18

La Educación Inicial constituye una unidad pedagógica
y comprende a los/as niños/as desde los CUARENTA Y
CINCO (45) días hasta los CINCO (5) años de edad
inclusive, siendo obligatorio el último año.

ARTÍCULO 19 

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires tienen la obligación de universalizar los
servicios educativos para los/as niños/as de CUATRO
(4) años de edad.

ARTÍCULO 20

Son objetivos de la Educación Inicial:
a) Promover el aprendizaje y desarrollo de los/as
niños/as de cuarenta y cinco (45) días a cinco (5) años
de edad inclusive, como sujetos de derechos y partíci-
pes activos/as de un proceso de formación integral,
miembros de una familia y de una comunidad.
b) Promover en los/as niños/as la solidaridad, confianza,
cuidado, amistad y respeto a sí mismo y a los/as otros/as.
c) Desarrollar su capacidad creativa y el placer por el
conocimiento en las experiencias de aprendizaje.
d) Promover el juego como contenido de alto valor cul-
tural para el desarrollo cognitivo, afectivo, ético, estético,
motor y social.
e) Desarrollar la capacidad de expresión y comunica-
ción a través de los distintos lenguajes, verbales y no
verbales: el movimiento, la música, la expresión plásti-
ca y la literatura.
f) Favorecer la formación corporal y motriz a través de
la educación física.
g) Propiciar la participación de las familias en el cuida-
do y la tarea educativa promoviendo la comunicación y
el respeto mutuo.
h) Atender a las desigualdades educativas de origen
social y familiar para favorecer una integración plena de
todos/as los/as niños/as en el sistema educativo.
i) Prevenir y atender necesidades especiales y dificulta-
des de aprendizaje.

ARTÍCULO 21

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires tienen la responsabilidad de:

a) Expandir los servicios de Educación Inicial.
b) Promover y facilitar la participación de las familias en
el desarrollo de las acciones destinadas al cuidado y
educación de sus hijos/as.
c) Asegurar el acceso y la permanencia con igualdad de
oportunidades, atendiendo especialmente a los secto-
res menos favorecidos de la población.
d) Regular, controlar y supervisar el funcionamiento de
las instituciones con el objetivo de asegurar la atención,
el cuidado y la educación integral de los/as niños/as.

ARTÍCULO 22 

Se crearán en los ámbitos nacional, provinciales y de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires mecanismos para la
articulación y/o gestión asociada entre los organismos
gubernamentales, especialmente con el área responsa-
ble de la niñez y familia del Ministerio de Desarrollo Social
y con el Ministerio de Salud, a fin de garantizar el cum-
plimiento de los derechos de los/as niños/ as establecidos
en la Ley Nº 26.061. Tras el mismo objetivo y en función
de las particularidades locales o comunitarias, se imple-
mentarán otras estrategias de desarrollo infantil, con la
articulación y/o gestión asociada de las áreas guberna-
mentales de desarrollo social, salud y educación, en el
ámbito de la educación no formal, para atender integral-
mente a los/as niños/as entre los CUARENTA Y CINCO
(45) días y los DOS (2) años de edad, con participación
de las familias y otros actores sociales.

ARTÍCULO 23 

Están comprendidas en la presente ley las instituciones
que brinden Educación Inicial:
a) De gestión estatal, pertenecientes tanto a los órganos
de gobierno de la educación como a otros organismos
gubernamentales.
b) De gestión privada y/o pertenecientes a organizacio-
nes sin fines de lucro, sociedades civiles, gremios, sin-
dicatos, cooperativas, organizaciones no gubernamen-
tales, organizaciones barriales, comunitarias y otros.

ARTÍCULO 24

La organización de la Educación Inicial tendrá las
siguientes características:
a) Los Jardines Maternales atenderán a los/as niños/as
desde los CUARENTA Y CINCO (45) días a los DOS (2)
años de edad inclusive y los Jardines de Infantes a
los/as niños/as desde los TRES (3) a los CINCO (5) años
de edad inclusive.

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL
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b) En función de las características del contexto se reco-
nocen otras formas organizativas del nivel para la aten-
ción educativa de los/as niños/as entre los CUARENTA
Y CINCO (45) días y los CINCO, (5) años, como salas
multiedades o plurisalas en contextos rurales o urbanos,
salas de juego y otras modalidades que pudieran con-
formarse, según lo establezca la reglamentación de la
presente ley.
c) La cantidad de secciones, cobertura de edades,
extensión de la jornada y servicios complementarios de
salud y alimentación, serán determinados por las dis-
posiciones reglamentarias, que respondan a las necesi-
dades de los/as niños/as y sus familias.
d) Las certificaciones de cumplimiento de la Educación
Inicial obligatoria en cualesquiera de las formas organi-
zativas reconocidas y supervisadas por las autoridades
educativas, tendrán plena validez para la inscripción en
la Educación Primaria.

ARTÍCULO 25

Las actividades pedagógicas realizadas en el nivel de
Educación Inicial estarán a cargo de personal docente
titulado, conforme lo establezca la normativa vigente en
cada jurisdicción. Dichas actividades pedagógicas serán
supervisadas por las autoridades educativas de las pro-
vincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

CAPÍTULO III
EDUCACIÓN PRIMARIA

ARTÍCULO 26 

La Educación Primaria es obligatoria y constituye una
unidad pedagógica y organizativa destinada a la for-
mación de los/as niños/as a partir de los SEIS (6) años
de edad.

ARTÍCULO 27

La Educación Primaria tiene por finalidad proporcio-
nar una formación integral, básica y común y sus
objetivos son:
a) Garantizar a todos/as los/as niños/as el acceso a un
conjunto de saberes comunes que les permitan partici-
par de manera plena y acorde a su edad en la vida fami-
liar, escolar y comunitaria.
b) Ofrecer las condiciones necesarias para un desarro-
llo integral de la infancia en todas sus dimensiones.
c) Brindar oportunidades equitativas a todos/as los/as
niños/as para el aprendizaje de saberes significativos en

los diversos campos del conocimiento, en especial la
lengua y la comunicación, las ciencias sociales, la mate-
mática, las ciencias naturales y el medio ambiente, las
lenguas extranjeras, el arte y la cultura y la capacidad
de aplicarlos en situaciones de la vida cotidiana.
d) Generar las condiciones pedagógicas para el manejo
de las nuevas tecnologías de la información y la comu-
nicación, así como para la producción y recepción críti-
ca de los discursos mediáticos.
e) Promover el desarrollo de una actitud de esfuerzo,
trabajo y responsabilidad en el estudio y de curiosidad
e interés por el aprendizaje, fortaleciendo la confianza
en las propias posibilidades de aprender.
f) Desarrollar la iniciativa individual y el trabajo en equi-
po y hábitos de convivencia solidaria y cooperación.
g) Fomentar el desarrollo de la creatividad y la expre-
sión, el placer estético y la comprensión, conocimien-
to y valoración de las distintas manifestaciones del
arte y la cultura.
h) Brindar una formación ética que habilite para el ejer-
cicio de una ciudadanía responsable y permita asumir los
valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad, respeto a
la diversidad, justicia, responsabilidad y bien común.
i) Ofrecer los conocimientos y las estrategias cognitivas
necesarias para continuar los estudios en la Educación
Secundaria.
j) Brindar oportunidades para una educación física que
promueva la formación corporal y motriz y consolide el
desarrollo armónico de todos/as los/as niños/as.
k) Promover el juego como actividad necesaria para el
desarrollo cognitivo, afectivo, ético, estético, motor y
social.
l) Promover el conocimiento y los valores que permitan
el desarrollo de actitudes de protección y cuidado del
patrimonio cultural y el medio ambiente.

ARTÍCULO 28

Las escuelas primarias serán de jornada extendida o
completa con la finalidad de asegurar el logro de los
objetivos fijados para este nivel por la presente ley.

CAPÍTULO IV
EDUCACIÓN SECUNDARIA

ARTÍCULO 29

La Educación Secundaria es obligatoria y constituye
una unidad pedagógica y organizativa destinada a
los/as adolescentes y jóvenes que hayan cumplido con
el nivel de Educación Primaria.

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL
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ARTÍCULO 30

La Educación Secundaria en todas sus modalidades y
orientaciones tiene la finalidad de habilitar a los/las ado-
lescentes y jóvenes para el ejercicio pleno de la ciuda-
danía, para el trabajo y para la continuación de estu-
dios. Son sus objetivos:
a) Brindar una formación ética que permita a los/as estu-
diantes desempeñarse como sujetos conscientes de sus
derechos y obligaciones, que practican el pluralismo, la
cooperación y la solidaridad, que respetan los derechos
humanos, rechazan todo tipo de discriminación, se pre-
paran para el ejercicio de la ciudadanía democrática y
preservan el patrimonio natural y cultural.
b) Formar sujetos responsables, que sean capaces de
utilizar el conocimiento como herramienta para com-
prender y transformar constructivamente su entorno
social, económico, ambiental y cultural, y de situarse
como participantes activos/as en un mundo en perma-
nente cambio.
c) Desarrollar y consolidar en cada estudiante las capa-
cidades de estudio, aprendizaje e investigación, de tra-
bajo individual y en equipo, de esfuerzo, iniciativa y res-
ponsabilidad, como condiciones necesarias para el
acceso al mundo laboral, los estudios superiores y la
educación a lo largo de toda la vida.
d) Desarrollar las competencias lingüísticas, orales y
escritas de la lengua española y comprender y expre-
sarse en una lengua extranjera.
e) Promover el acceso al conocimiento como saber inte-
grado, a través de las distintas áreas y disciplinas que lo
constituyen y a sus principales problemas, contenidos y
métodos.
f) Desarrollar las capacidades necesarias para la com-
prensión y utilización inteligente y crítica de los nuevos
lenguajes producidos en el campo de las tecnologías de
la información y la comunicación.
g) Vincular a los/as estudiantes con el mundo del tra-
bajo, la producción, la ciencia y la tecnología.
h) Desarrollar procesos de orientación vocacional a fin
de permitir una adecuada elección profesional y ocupa-
cional de los/as estudiantes.
i) Estimular la creación artística, la libre expresión, el
placer estético y la comprensión de las distintas mani-
festaciones de la cultura.
j) Promover la formación corporal y motriz a través de
una educación física acorde con los requerimientos del
proceso de desarrollo integral de los adolescentes.

ARTÍCULO 31

La Educación Secundaria se divide en DOS (2) ciclos:
UN (1) Ciclo Básico, de carácter común a todas las
orientaciones y UN (1) Ciclo Orientado, de carácter
diversificado según distintas áreas del conocimiento,
del mundo social y del trabajo.

ARTÍCULO 32

El Consejo Federal de Educación fijará las disposiciones
necesarias para que las distintas jurisdicciones garanticen:
a) La revisión de la estructura curricular de la Educación
Secundaria, con el objeto de actualizarla y establecer cri-
terios organizativos y pedagógicos comunes y núcleos de
aprendizaje prioritarios a nivel nacional.
b) Las alternativas de acompañamiento de la trayectoria
escolar de los/as jóvenes, tales como tutores/as y coor-
dinadores/as de curso, fortaleciendo el proceso educa-
tivo individual y/o grupal de los/ as alumnos/as.
c) Un mínimo de VEINTICINCO (25) horas reloj de clase
semanales.
d) La discusión en convenciones colectivas de trabajo
de mecanismos de concentración de horas cátedra o
cargos de los/as profesores/as, con el objeto de consti-
tuir equipos docentes más estables en cada institución.
e) La creación de espacios extracurriculares, fuera de
los días y horarios de actividad escolar, para el conjun-
to de los/as estudiantes y jóvenes de la comunidad,
orientados al desarrollo de actividades ligadas al arte, la
educación física y deportiva, la recreación, la vida en la
naturaleza, la acción solidaria y la apropiación crítica de
las distintas manifestaciones de la ciencia y la cultura.
f) La inclusión de adolescentes y jóvenes no escolariza-
dos en espacios escolares no formales como tránsito
hacia procesos de reinserción escolar plena.
g) El intercambio de estudiantes de diferentes ámbitos
y contextos, así como la organización de actividades de
voluntariado juvenil y proyectos educativos solidarios,
para cooperar en el desarrollo comunitario, en el marco
del proyecto educativo institucional.
h) La atención psicológica, psicopedagógica y médica
de aquellos adolescentes y jóvenes que la necesiten, a
través de la conformación de gabinetes interdisciplina-
rios en las escuelas y la articulación intersectorial con
las distintas áreas gubernamentales de políticas socia-
les y otras que se consideren pertinentes.
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ARTÍCULO 33

Las autoridades jurisdiccionales propiciarán la vincula-
ción de las escuelas secundarias con el mundo de la
producción y el trabajo. En este marco, podrán realizar
prácticas educativas en las escuelas, empresas, orga-
nismos estatales, organizaciones culturales y organiza-
ciones de la sociedad civil, que permitan a los/as alum-
nos/as el manejo de tecnologías o brinden una expe-
riencia adecuada a su formación y orientación vocacio-
nal. En todos los casos estas prácticas tendrán carácter
educativo y no podrán generar ni reemplazar ningún
vínculo contractual o relación laboral. Podrán participar
de dichas actividades los/as alumnos/as de todas las
modalidades y orientaciones de la Educación
Secundaria, mayores de DIECISEIS (16) años de edad,
durante el período lectivo, por un período no mayor a
SEIS (6) meses, con el acompañamiento de docentes
y/o autoridades pedagógicas designadas a tal fin. En el
caso de las escuelas técnicas y agrotécnicas, la vincu-
lación de estas instituciones con el sector productivo se
realizará en conformidad con lo dispuesto por los artí-
culos 15 y 16 de la Ley Nº 26.058.

CAPÍTULO V
EDUCACIÓN SUPERIOR

ARTÍCULO 34

La Educación Superior comprende:
a) Universidades e Institutos Universitarios, estatales o
privados autorizados, en concordancia con la denomi-
nación establecida en la Ley Nº 24.521.
b) Institutos de Educación Superior de jurisdicción
nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, de gestión estatal o privada.

ARTÍCULO 35

La Educación Superior será regulada por la Ley de
Educación Superior Nº 24.521, la Ley de Educación
Técnico Profesional Nº 26.058 y por las disposiciones
de la presente ley en lo que respecta a los Institutos de
Educación Superior.

ARTÍCULO 36

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, estable-
cerá las políticas, los mecanismos de regulación y los
criterios de evaluación y de articulación relativos a los

Institutos de Educación Superior dependientes del
Estado nacional, de las provincias y de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires.
ARTÍCULO 37

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires tienen competencia en la planificación
de la oferta de carreras y de postítulos, el diseño de pla-
nes de estudio, la gestión y asignación de recursos y la
aplicación de las regulaciones específicas, relativas a los
Institutos de Educación Superior bajo su dependencia.

CAPÍTULO VI
EDUCACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL

ARTÍCULO 38

La Educación Técnico Profesional es la modalidad de
la Educación Secundaria y la Educación Superior res-
ponsable de la formación de técnicos medios y técni-
cos superiores en áreas ocupacionales específicas y
de la formación profesional. La Educación Técnico
Profesional se rige por las disposiciones de la Ley Nº
26.058, en concordancia con los principios, fines y
objetivos de la presente ley.
Esta modalidad se implementa en las instituciones de
gestión estatal o privada que cumplen con las disposi-
ciones de la Ley Nº 26.058.

CAPÍTULO VII
EDUCACIÓN ARTÍSTICA

ARTÍCULO 39 

La Educación Artística comprende:
a) La formación en distintos lenguajes artísticos para
niños/as y adolescentes, en todos los niveles y modalidades.
b) La modalidad artística orientada a la formación espe-
cífica de Nivel Secundario para aquellos/as alumnos/as
que opten por seguirla.
c) La formación artística impartida en los Institutos de
Educación Superior, que comprende los profesorados en
los diversos lenguajes artísticos para los distintos niveles
de enseñanza y las carreras artísticas específicas.

ARTÍCULO 40

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires garanti-
zarán una educación artística de calidad para todos/as
los/as alumnos/ as del Sistema Educativo, que fomente y
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desarrolle la sensibilidad y la capacidad creativa de cada
persona, en un marco de valoración y protección del
patrimonio natural y cultural, material y simbólico de las
diversas comunidades que integran la Nación.

ARTÍCULO 41

Todos/as los/as alumnos/as, en el transcurso de su
escolaridad obligatoria, tendrán oportunidad de desa-
rrollar su sensibilidad y su capacidad creativa en, al
menos, DOS (2) disciplinas artísticas.
En la Educación Secundaria, la modalidad artística ofre-
cerá una formación específica en Música, Danza, Artes
Visuales, Plástica, Teatro, y otras que pudieran confor-
marse, admitiendo en cada caso diferentes especializa-
ciones. La formación específica brindada en las escue-
las especializadas en artes, podrá continuarse en esta-
blecimientos de nivel superior de la misma modalidad.

CAPÍTULO VIII
EDUCACIÓN ESPECIAL

ARTÍCULO 42

La Educación Especial es la modalidad del sistema edu-
cativo destinada a asegurar el derecho a la educación
de las personas con discapacidades, temporales o per-
manentes, en todos los niveles y modalidades del
Sistema Educativo. La Educación Especial se rige por el
principio de inclusión educativa, de acuerdo con el inci-
so n) del artículo 11 de esta ley. La Educación Especial
brinda atención educativa en todas aquellas problemá-
ticas específicas que no puedan ser abordadas por la
educación común. El Ministerio de Educación, Ciencia
y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de
Educación, garantizará la integración de los/as alum-
nos/as con discapacidades en todos los niveles y moda-
lidades según las posibilidades de cada persona.

ARTÍCULO 43

Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,
en el marco de la articulación de niveles de gestión y
funciones de los organismos competentes para la apli-
cación de la Ley Nº 26.061, establecerán los procedi-
mientos y recursos correspondientes para identificar
tempranamente las necesidades educativas derivadas
de la discapacidad o de trastornos en el desarrollo, con
el objeto de darles la atención interdisciplinaria y edu-
cativa para lograr su inclusión desde el Nivel Inicial.

ARTÍCULO 44

Con el propósito de asegurar el derecho a la educación,
la integración escolar y favorecer la inserción social de
las personas con discapacidades, temporales o perma-
nentes, las autoridades jurisdiccionales dispondrán las
medidas necesarias para:
a) Posibilitar una trayectoria educativa integral que per-
mita el acceso a los saberes tecnológicos, artísticos y
culturales.
b) Contar con el personal especializado suficiente que
trabaje en equipo con los/as docentes de la escuela
común.
c) Asegurar la cobertura de los servicios educativos
especiales, el transporte, los recursos técnicos y mate-
riales necesarios para el desarrollo del currículo escolar.
d) Propiciar alternativas de continuidad para su forma-
ción a lo largo de toda la vida.
e) Garantizar la accesibilidad física de todos los edificios
escolares.

ARTÍCULO 45 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, creará
las instancias institucionales y técnicas necesarias para
la orientación de la trayectoria escolar más adecuada de
los/as alumnos/as con discapacidades, temporales o
permanentes, en todos los niveles de la enseñanza obli-
gatoria, así como también las normas que regirán los
procesos de evaluación y certificación escolar.
Asimismo, participarán en mecanismos de articulación
entre ministerios y otros organismos del Estado que
atienden a personas con discapacidades, temporales o
permanentes, para garantizar un servicio eficiente y de
mayor calidad.

CAPÍTULO IX
EDUCACIÓN PERMANENTE DE JÓVENES Y ADULTOS

ARTÍCULO 46

La Educación Permanente de Jóvenes y Adultos es la
modalidad educativa destinada a garantizar la alfabetiza-
ción y el cumplimiento de la obligatoriedad escolar pre-
vista por la presente ley, a quienes no la hayan comple-
tado en la edad establecida reglamentariamente, y a brin-
dar posibilidades de educación a lo largo de toda la vida.
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ARTÍCULO 47

Los programas y acciones de educación para jóvenes y
adultos del Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología y de las distintas jurisdicciones se articularán
con acciones de otros Ministerios, particularmente los
de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, de Desarrollo
Social, de Justicia y Derechos Humanos y de Salud, y
se vincularán con el mundo de la producción y el tra-
bajo. A tal fin, en el marco del Consejo Federal de
Educación se acordarán los mecanismos de participa-
ción de los sectores involucrados, a nivel nacional,
regional y local. Asimismo, el Estado garantiza el acce-
so a la información y a la orientación sobre las ofertas
de educación permanente y las posibilidades de acce-
so a las mismas.

ARTÍCULO 48

La organización curricular e institucional de la
Educación Permanente de Jóvenes y Adultos respon-
derá a los siguientes objetivos y criterios:
a) Brindar una formación básica que permita adquirir
conocimientos desarrollar las capacidades de expre-
sión, comunicación, relación interpersonal y de cons-
trucción del conocimiento, atendiendo las particularida-
des socioculturales, laborales, contextuales y persona-
les de la población destinataria.
b) Desarrollar la capacidad de participación en la vida
social, cultural, política y económica y hacer efectivo su
derecho a la ciudadanía democrática.
c) Mejorar su formación profesional y/o adquirir una
preparación que facilite su inserción laboral.
d) Incorporar en sus enfoques y contenidos básicos la
equidad de género y la diversidad cultural.
e) Promover la inclusión de los/as adultos/as mayores y
de las personas con discapacidades, temporales o per-
manentes.
f) Diseñar una estructura curricular modular basada en
criterios de flexibilidad y apertura.
g) Otorgar certificaciones parciales y acreditar los sabe-
res adquiridos a través de la experiencia laboral.
h) Implementar sistemas de créditos y equivalencias
que permitan y acompañen la movilidad de los/as par-
ticipantes.
i) Desarrollar acciones educativas presenciales y/o a
distancia, particularmente en zonas rurales o aisladas,
asegurando la calidad y la igualdad de sus resultados.
j) Promover la participación de los/as docentes y estu-
diantes en el desarrollo del proyecto educativo, así
como la vinculación con la comunidad local y con los

sectores laborales o sociales de pertenencia de los/as
estudiantes.
k) Promover el acceso al conocimiento y manejo de
nuevas tecnologías.

CAPÍTULO X
EDUCACIÓN RURAL

ARTÍCULO 49

La Educación Rural es la modalidad del sistema educa-
tivo de los niveles de Educación Inicial, Primaria y
Secundaria destinada a garantizar el cumplimiento de
la escolaridad obligatoria a través de formas adecuadas
a las necesidades y particularidades de la población
que habita en zonas rurales. Se implementa en las
escuelas que son definidas como rurales según criterios
consensuados entre el Ministerio de Educación, Ciencia
y Tecnología y las provincias, en el marco del Consejo
Federal de Educación.

ARTÍCULO 50

Son objetivos de la Educación Rural:
a) Garantizar el acceso a los saberes postulados para el
conjunto del sistema a través de propuestas pedagógi-
cas flexibles que fortalezcan el vínculo con las identida-
des culturales y las actividades productivas locales.
b) Promover diseños institucionales que permitan a
los/as alumnos/as mantener los vínculos con su núcleo
familiar y su medio local de pertenencia, durante el pro-
ceso educativo, garantizando la necesaria coordinación
y articulación del sistema dentro de cada provincia y
entre las diferentes jurisdicciones.
c) Permitir modelos de organización escolar adecuados
a cada contexto, tales como agrupamientos de institu-
ciones, salas plurigrados y grupos multiedad, institucio-
nes que abarquen varios niveles en una misma unidad
educativa, escuelas de alternancia, escuelas itinerantes
u otras, que garanticen el cumplimiento de la obligato-
riedad escolar y la continuidad de los estudios en los
diferentes ciclos, niveles y modalidades del sistema
educativo, atendiendo asimismo las necesidades edu-
cativas de la población rural migrante.
d) Promover la igualdad de oportunidades y posibilida-
des asegurando la equidad de género.

ARTÍCULO 51 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, es res-
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ponsable de definir las medidas necesarias para que los
servicios educativos brindados en zonas rurales alcancen
niveles de calidad equivalente a los urbanos. Los criterios
generales que deben orientar dichas medidas son:
a) Instrumentar programas especiales de becas para
garantizar la igualdad de posibilidades.
b) Asegurar el funcionamiento de comedores escolares
y otros servicios asistenciales que resulten necesarios a
la comunidad.
c) Integrar redes intersectoriales de organizaciones
gubernamentales y no gubernamentales y agencias de
extensión a fin de coordinar la cooperación y el apoyo de
los diferentes sectores para expandir y garantizar las
oportunidades y posibilidades educativas de los alumnos.
d) Organizar servicios de educación no formal que con-
tribuyan a la capacitación laboral y la promoción cultu-
ral de la población rural, atendiendo especialmente la
condición de las mujeres.
e) Proveer los recursos pedagógicos y materiales nece-
sarios para la escolarización de los/as alumnos/as y
estudiantes del medio rural tales como textos, equipa-
miento informático, televisión educativa, instalaciones y
equipamiento para la educación física y la práctica
deportiva, comedores escolares, residencias y transpor-
te, entre otros.

CAPÍTULO XI
EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE

ARTÍCULO 52 

La Educación Intercultural Bilingüe es la modalidad del
sistema educativo de los niveles de Educación Inicial,
Primaria y Secundaria que garantiza el derecho consti-
tucional de los pueblos indígenas, conforme al artículo
75 inciso 17 de la Constitución Nacional, a recibir una
educación que contribuya a preservar y fortalecer sus
pautas culturales, su lengua, su cosmovisión e identi-
dad étnica; a desempeñarse activamente en un mundo
multicultural y a mejorar su calidad de vida. Asimismo,
la Educación Intercultural Bilingüe promueve un diálo-
go mutuamente enriquecedor de conocimientos y valo-
res entre los pueblos indígenas y poblaciones étnica,
lingüística y culturalmente diferentes, y propicia el reco-
nocimiento y el respeto hacia tales diferencias.

ARTÍCULO 53

Para favorecer el desarrollo de la Educación
Intercultural Bilingüe, el Estado será responsable de:
a) Crear mecanismos de participación permanente de

los/as representantes de los pueblos indígenas en los
órganos responsables de definir y evaluar las estrategias
de Educación Intercultural Bilingüe.
b) Garantizar la formación docente específica, inicial
y continua, correspondiente a los distintos niveles del
sistema.
c) Impulsar la investigación sobre la realidad sociocultu-
ral y lingüística de los pueblos indígenas, que permita el
diseño de propuestas curriculares, materiales educativos
pertinentes e instrumentos de gestión pedagógica.
d) Promover la generación de instancias institucionales
de participación de los pueblos indígenas en la planifi-
cación y gestión de los procesos de enseñanza y apren-
dizaje.
e) Propiciar la construcción de modelos y prácticas
educativas propias de los pueblos indígenas que inclu-
yan sus valores, conocimientos, lengua y otros rasgos
sociales y culturales.

ARTÍCULO 54

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, definirá
contenidos curriculares comunes que promuevan el
respeto por la multiculturalidad y el conocimiento de las
culturas originarias en todas las escuelas del país, per-
mitiendo a los/as alumnos/as valorar y comprender la
diversidad cultural como atributo positivo de nuestra
sociedad.

CAPÍTULO XII
EDUCACIÓN EN CONTEXTOS DE PRIVACIÓN 
DE LIBERTAD

ARTÍCULO 55

La Educación en Contextos de Privación de Libertad es
la modalidad del sistema educativo destinada a garanti-
zar el derecho a la educación de todas las personas pri-
vadas de libertad, para promover su formación integral
y desarrollo pleno. El ejercicio de este derecho no admi-
te limitación ni discriminación alguna vinculada a la
situación de encierro, y será puesto en conocimiento de
todas las personas privadas de libertad, en forma feha-
ciente, desde el momento de su ingreso a la institución.

ARTÍCULO 56

Son objetivos de esta modalidad:
a) Garantizar el cumplimiento de la escolaridad obliga-
toria a todas las personas privadas de libertad dentro de
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las instituciones de encierro o fuera de ellas cuando las
condiciones de detención lo permitieran.
b) Ofrecer formación técnico profesional, en todos los nive-
les y modalidades, a las personas privadas de libertad.
c) Favorecer el acceso y permanencia en la Educación
Superior y un sistema gratuito de educación a distancia.
d) Asegurar alternativas de educación no formal y apo-
yar las iniciativas educativas que formulen las personas
privadas de libertad.
e) Desarrollar propuestas destinadas a estimular la cre-
ación artística y la participación en diferentes manifes-
taciones culturales, así como en actividades de educa-
ción física y deportiva.
f) Brindar información permanente sobre las ofertas
educativas y culturales existentes.
g) Contribuir a la inclusión social de las personas priva-
das de libertad a través del acceso al sistema educativo
y a la vida cultural.

ARTÍCULO 57

Para asegurar la educación de todas las personas pri-
vadas de libertad el Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología acordará y coordinará acciones, estrategias
y mecanismos necesarios con las autoridades naciona-
les y provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires, con institutos de educación superior y con uni-
versidades. Corresponde al Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos y sus equivalentes provinciales y de
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como a los
organismos responsables de las instituciones en que se
encuentran niños/as y adolescentes privados de liber-
tad, adoptar las disposiciones necesarias para el cum-
plimiento de lo establecido en el presente capítulo.

ARTÍCULO 58 

Los sistemas educativos jurisdiccionales ofrecerán aten-
ción educativa de nivel inicial destinada a los/as
niños/as de CUARENTA Y CINCO (45) días a CUATRO
(4) años de edad, nacidos/as y/o criados/as en estos
contextos, a través de jardines maternales o de infantes,
así como otras actividades educativas y recreativas den-
tro y fuera de las unidades penitenciarias.

ARTÍCULO 59 

Todos/as los/as niños/as y adolescentes que se
encuentren privados de libertad en instituciones de
régimen cerrado según lo establecido por el artículo
19 de la Ley Nº 26.061, tendrán derecho al acceso,

permanencia y tránsito en todos los niveles y modali-
dades del sistema educativo. Las formas de imple-
mentación de este derecho responderán a criterios de
flexibilidad y calidad que aseguren resultados equiva-
lentes a los de la educación común.

CAPÍTULO XIII
EDUCACIÓN DOMICILIARIA Y HOSPITALARIA

ARTÍCULO 60 

La educación domiciliaria y hospitalaria es la modalidad
del sistema educativo en los niveles de Educación
Inicial, Primaria y Secundaria, destinada a garantizar el
derecho a la educación de los/as alumnos/as que, por
razones de salud, se ven imposibilitados/as de asistir
con regularidad a una institución educativa en los nive-
les de la educación obligatoria por períodos de TREIN-
TA (30) días corridos o más.

ARTÍCULO 61 

El objetivo de esta modalidad es garantizar la igualdad
de oportunidades a los/ as alumnos/as, permitiendo la
continuidad de sus estudios y su reinserción en el sis-
tema común, cuando ello sea posible.

TÍTULO III
EDUCACIÓN DE GESTIÓN PRIVADA

ARTÍCULO 62 

Los servicios educativos de gestión privada estarán
sujetos a la autorización, reconocimiento y supervisión
de las autoridades educativas jurisdiccionales corres-
pondientes.

ARTÍCULO 63

Tendrán derecho a prestar estos servicios la Iglesia
Católica, las confesiones religiosas inscriptas en el
Registro Nacional de Cultos; las sociedades, cooperati-
vas, organizaciones sociales, sindicatos, asociaciones,
fundaciones y empresas con personería jurídica y las
personas físicas. Estos agentes tendrán los siguientes
derechos y obligaciones:
a) Derechos: crear, administrar y sostener estableci-
mientos educativos; matricular, evaluar y emitir certifi-
cados y títulos con validez nacional; nombrar y promo-
ver a su personal directivo, docente, administrativo y
auxiliar; formular planes y programas de estudio; apro-
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bar el proyecto educativo institucional de acuerdo con
su ideario y participar del planeamiento educativo.
b) Obligaciones: Cumplir con la normativa y los linea-
mientos de la política educativa nacional y jurisdiccio-
nal; ofrecer servicios educativos que respondan a nece-
sidades de la comunidad; brindar toda la información
necesaria para la supervisión pedagógica y el control
contable y laboral por parte del Estado.

ARTÍCULO 64

Los/las docentes de las instituciones de educación de
gestión privada reconocidas tendrán derecho a una
remuneración mínima igual a la de los/las docentes de
instituciones de gestión estatal, conforme al régimen de
equiparación fijado por la legislación vigente, y deberán
poseer títulos reconocidos oficialmente.

ARTÍCULO 65

La asignación de aportes financieros por parte del
Estado destinados a los salarios docentes de los esta-
blecimientos de gestión privada reconocidos y autoriza-
dos por las autoridades jurisdiccionales competentes,
estará basada en criterios objetivos de justicia social,
teniendo en cuenta la función social que cumple en su
zona de influencia, el tipo de establecimiento, el pro-
yecto educativo o propuesta experimental y el arancel
que se establezca.

ARTÍCULO 66

Las entidades representativas de las instituciones
educativas de gestión privada participarán del
Consejo de Políticas Educativas del Consejo Federal
de Educación, de acuerdo con el artículo 119, inciso
a) de la presente ley.

TÍTULO IV
LOS/AS DOCENTES Y SU FORMACIÓN

CAPÍTULO I
DERECHOS Y OBLIGACIONES

ARTÍCULO 67

Los/as docentes de todo el sistema educativo tendrán
los siguientes derechos y obligaciones, sin perjuicio de
los que establezcan las negociaciones colectivas y la
legislación laboral general y específica:

Derechos:
a) Al desempeño en cualquier jurisdicción, mediante la
acreditación de los títulos y certificaciones, de acuerdo
con la normativa vigente.
b) A la capacitación y actualización integral, gratuita y
en servicio, a lo largo de toda su carrera.
c) Al ejercicio de la docencia sobre la base de la liber-
tad de cátedra y la libertad de enseñanza, en el marco
de los principios establecidos por la Constitución
Nacional y las disposiciones de esta ley.
d) A la activa participación en la elaboración e imple-
mentación del proyecto institucional de la escuela.
e) Al desarrollo de sus tareas en condiciones dignas de
seguridad e higiene.
f) Al mantenimiento de su estabilidad en el cargo en
tanto su desempeño sea satisfactorio de conformidad
con la normativa vigente.
g) A los beneficios de la seguridad social, jubilación,
seguros y obra social.
h) A un salario digno.
i) A participar en el Gobierno de la educación por sí y/o
a través de sus representantes.
j) Al acceso a programas de salud laboral y prevención
de las enfermedades profesionales.
k) Al acceso a los cargos por concurso de antecedentes
y oposición, conforme a lo establecido en la legislación
vigente para las instituciones de gestión estatal.
l) A la negociación colectiva nacional y jurisdiccional.
m) A la libre asociación y al respeto integral de todos sus
derechos como ciudadano/a. 

Obligaciones:
a) A respetar y hacer respetar los principios constitucio-
nales, las disposiciones de la presente ley, la normativa
institucional y la que regula la tarea docente.
b) A cumplir con los lineamientos de la política educativa
de la Nación y de la respectiva jurisdicción y con los dise-
ños curriculares de cada uno de los niveles y modalidades.
c) A capacitarse y actualizarse en forma permanente.
d) A ejercer su trabajo de manera idónea y responsable.
e) A proteger y garantizar los derechos de los/as
niños/as y adolescentes que se encuentren bajo su res-
ponsabilidad, en concordancia con lo dispuesto en la
Ley Nº 26.061.
f) A respetar la libertad de conciencia, la dignidad, inte-
gridad e intimidad de todos los miembros de la comu-
nidad educativa.

ARTÍCULO 68

El personal administrativo, técnico, auxiliar, social, de la
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salud y de servicio es parte integrante de la comunidad
educativa y su misión principal será contribuir a asegurar
el funcionamiento de las instituciones educativas y de los
servicios de la educación, conforme los derechos y obli-
gaciones establecidos en sus respectivos estatutos.

ARTÍCULO 69 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, definirá
los criterios básicos concernientes a la carrera docente
en el ámbito estatal, en concordancia con lo dispuesto
en la presente ley. La carrera docente admitirá al menos
DOS (2) opciones: (a) desempeño en el aula y (b)
desempeño de la función directiva y de supervisión. La
formación continua será una de las dimensiones bási-
cas para el ascenso en la carrera profesional.
A los efectos de la elaboración de dichos criterios, se
instrumentarán los mecanismos de consulta que per-
mitan la participación de los/as representantes de las
organizaciones gremiales y entidades profesionales
docentes y de otros organismos competentes del Poder
Ejecutivo nacional.

ARTÍCULO 70

No podrá incorporarse a la carrera docente quien haya
sido condenado/a por delito de lesa humanidad, o haya
incurrido en actos de fuerza contra el orden institucional
y el sistema democrático, conforme a lo previsto en el artí-
culo 36 de la Constitución Nacional y el Título X del Libro
Segundo del Código Penal, aun cuando se hubieren
beneficiado por el indulto o la conmutación de la pena.

CAPÍTULO II
LA FORMACIÓN DOCENTE

ARTÍCULO 71

La formación docente tiene la finalidad de preparar pro-
fesionales capaces de enseñar, generar y transmitir los
conocimientos y valores necesarios para la formación
integral de las personas, el desarrollo nacional y la cons-
trucción de una sociedad más justa. Promoverá la cons-
trucción de una identidad docente basada en la auto-
nomía profesional, el vínculo con la cultura y la sociedad
contemporánea, el trabajo en equipo, el compromiso
con la igualdad y la confianza en las posibilidades de
aprendizaje de los/as alumnos/as.

ARTÍCULO 72 

La formación docente es parte constitutiva del nivel de
Educación Superior y tiene como funciones, entre otras,
la formación docente inicial, la formación docente con-
tinua, el apoyo pedagógico a las escuelas y la investiga-
ción educativa.

ARTÍCULO 73

La política nacional de formación docente tiene los
siguientes objetivos:
a) Jerarquizar y revalorizar la formación docente, como fac-
tor clave del mejoramiento de la calidad de la educación.
b) Desarrollar las capacidades y los conocimientos
necesarios para el trabajo docente en los diferentes
niveles y modalidades del sistema educativo de acuer-
do a las orientaciones de la presente ley.
e) Incentivar la investigación y la innovación educativa
vinculadas con las tareas de enseñanza, la experimen-
tación y sistematización de propuestas que aporten a la
reflexión sobre la práctica y a la renovación de las expe-
riencias escolares.
d) Ofrecer diversidad de propuestas y dispositivos de
formación posterior a la formación inicial que fortalez-
can el desarrollo profesional de los/as docentes en todos
los niveles y modalidades de enseñanza.
e) Articular la continuidad de estudios en las institucio-
nes universitarias.
f) Planificar y desarrollar el sistema de formación
docente inicial y continua.
g) Acreditar instituciones, carreras y trayectos formati-
vos que habiliten para el ejercicio de la docencia.
h) Coordinar y articular acciones de cooperación aca-
démica e institucional entre los institutos de educación
superior de formación docente, las instituciones univer-
sitarias y otras instituciones de investigación educativa.
i) Otorgar validez nacional a los títulos y las certificacio-
nes para el ejercicio de la docencia en los diferentes
niveles y modalidades del sistema.

ARTÍCULO 74

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y el
Consejo Federal de Educación acordarán:
a) Las políticas y los planes de formación docente inicial.
b) Los lineamientos para la organización y administra-
ción del sistema y los parámetros de calidad que orien-
ten los diseños curriculares.
c) Las acciones que garanticen el derecho a la forma-
ción continua a todos/as los/as docentes del país, en

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL
LEY 26.206

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL
LEY 26.206



374 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

todos los niveles y modalidades, así como la gratuidad
de la oferta estatal de capacitación.

ARTÍCULO 75 

La formación docente se estructura en DOS (2) ciclos:
a) Una formación básica común, centrada en los fun-
damentos de la profesión docente y el conocimiento y
reflexión de la realidad educativa y,
b) Una formación especializada, para la enseñanza de
los contenidos curriculares de cada nivel y modalidad.
La formación docente para el Nivel Inicial y Primario
tendrá CUATRO (4) años de duración y se introducirán
formas de residencia, según las definiciones estableci-
das por cada jurisdicción y de acuerdo con la regla-
mentación de la presente ley. Asimismo, el desarrollo de
prácticas docentes de estudios a distancia deberá rea-
lizarse de manera presencial.

ARTÍCULO 76

Créase en el ámbito del Ministerio de Educación,
Ciencia y Tecnología el Instituto Nacional de Formación
Docente como organismo responsable de:
a) Planificar y ejecutar políticas de articulación del sis-
tema de formación docente inicial y continua.
b) Impulsar políticas de fortalecimiento de las relaciones
entre el sistema de formación docente y los otros nive-
les del sistema educativo.
c) Aplicar las regulaciones que rigen el sistema de for-
mación docente en cuanto a evaluación, autoevalua-
ción y acreditación de instituciones y carreras, validez
nacional de títulos y certificaciones, en todo lo que no
resulten de aplicación las disposiciones específicas
referidas al nivel universitario de la Ley Nº 24.521.
d) Promover políticas nacionales y lineamientos básicos
curriculares para la formación docente inicial y continua.
e) Coordinar las acciones de seguimiento y evaluación
del desarrollo de las políticas de formación docente ini-
cial y continua.
f) Desarrollar planes, programas y materiales para la for-
mación docente inicial y continua y para las carreras de
áreas socio humanísticas y artísticas.
g) Instrumentar un fondo de incentivo para el desarrollo
y el fortalecimiento del sistema formador de docentes.
h) Impulsar y desarrollar acciones de investigación y un
laboratorio de la formación.
i) Impulsar acciones de cooperación técnica interinsti-
tucional e internacional.

ARTÍCULO 77 

El Instituto Nacional de Formación Docente contará
con la asistencia y asesoramiento de un Consejo
Consultivo integrado por representantes del Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología, del Consejo
Federal de Educación, del Consejo de Universidades,
del sector gremial, de la educación de gestión priva-
da y del ámbito académico.

ARTÍCULO 78 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, estable-
cerá los criterios para la regulación del sistema de for-
mación docente y la implementación del proceso de
acreditación y registro de los institutos superiores de for-
mación docente, así como de la homologación y regis-
tro nacional de títulos y certificaciones.

TÍTULO V
POLÍTICAS DE PROMOCIÓN DE LA
IGUALDAD EDUCATIVA

ARTÍCULO 79 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, fijará y
desarrollará políticas de promoción de la igualdad edu-
cativa, destinadas a enfrentar situaciones de injusticia,
marginación, estigmatización y otras formas de discri-
minación, derivadas de factores socioeconómicos, cul-
turales, geográficos, étnicos, de género o de cualquier
otra índole, que afecten el ejercicio pleno del derecho a
la educación.

ARTÍCULO 80 

Las políticas de promoción de la igualdad educativa
deberán asegurar las condiciones necesarias para la
inclusión, el reconocimiento, la integración y el logro
educativo de todos/as los/as niños/as, jóvenes y adultos
en todos los niveles y modalidades, principalmente los
obligatorios. El Estado asignará los recursos presupues-
tarios con el objeto de garantizar la igualdad de oportu-
nidades y resultados educativos para los sectores más
desfavorecidos de la sociedad. El Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el
Consejo Federal de Educación, proveerá textos escola-
res y otros recursos pedagógicos, culturales, materiales,
tecnológicos y económicos a los/as alumnos/as, familias
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y escuelas que se encuentren en situación socioeconó-
mica desfavorable.

ARTÍCULO 81

Las autoridades jurisdiccionales adoptarán las medidas
necesarias para garantizar el acceso y la permanencia
en la escuela de las alumnas en estado de gravidez, así
como la continuidad de sus estudios luego de la mater-
nidad, evitando cualquier forma de discriminación que
las afecte, en concordancia con el artículo 17 de la Ley
Nº 26.061. Las escuelas contarán con salas de lactan-
cia. En caso de necesidad, las autoridades jurisdiccio-
nales podrán incluir a las alumnas madres en condición
de pre y posparto en la modalidad de educación domi-
ciliaria y hospitalaria.

ARTÍCULO 82

Las autoridades educativas competentes participarán
del desarrollo de sistemas locales de protección integral
de derechos establecidos por la Ley Nº 26.061, junto
con la participación de organismos gubernamentales y
no gubernamentales y otras organizaciones sociales.
Promoverán la inclusión de niños/as no escolariza-
dos/as en espacios escolares no formales como tránsito
hacia procesos de reinserción escolar plenos.
Asimismo, participarán de las acciones preventivas para
la erradicación efectiva del trabajo infantil que imple-
menten los organismos competentes.

ARTÍCULO 83 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y las
autoridades jurisdiccionales diseñarán estrategias para
que los/as docentes con mayor experiencia y califica-
ción se desempeñen en las escuelas que se encuentran
en situación más desfavorable, para impulsar una mejo-
ra en los niveles de aprendizaje y promoción de los/as
alumnos/as sin perjuicio de lo que establezcan las
negociaciones colectivas y la legislación laboral.

TÍTULO VI
LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 84

El Estado debe garantizar las condiciones materiales y

culturales para que todos/as los/as alumnos/as logren
aprendizajes comunes de buena calidad, independien-
temente de su origen social, radicación geográfica,
género o identidad cultural.

ARTÍCULO 85 

Para asegurar la buena calidad de la educación, la
cohesión y la integración nacional y garantizar la validez
nacional de los títulos correspondientes, el Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el
Consejo Federal de Educación:
a) Definirá estructuras y contenidos curriculares comu-
nes y núcleos de aprendizaje prioritarios en todos los
niveles y años de la escolaridad obligatoria.
b) Establecerá mecanismos de renovación periódica
total o parcial de dichos contenidos curriculares comu-
nes. Para esta tarea contará con la contribución del
Consejo de Actualización Curricular previsto en el artí-
culo 119 inciso c) de esta ley.
c) Asegurará el mejoramiento de la formación inicial y
continua de los/as docentes como factor clave de la
calidad de la educación, conforme a lo establecido en
los artículos 71 a 78 de la presente ley.
d) Implementará una política de evaluación concebida
como instrumento de mejora de la calidad de la educa-
ción, conforme a lo establecido en los artículos 94 a 97
de la presente ley.
e) Estimulará procesos de innovación y experimenta-
ción educativa.
f) Dotará a todas las escuelas de los recursos materia-
les necesarios para garantizar una educación de cali-
dad, tales como la infraestructura, los equipamientos
científicos y tecnológicos, de educación física y deporti-
va, bibliotecas y otros materiales pedagógicos, priori-
zando aquéllas que atienden a alumnos/as en situacio-
nes sociales más desfavorecidas, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 79 a 83 de la presente ley.

ARTÍCULO 86 

Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
establecerán contenidos curriculares acordes a sus rea-
lidades sociales, culturales y productivas, y promoverán
la definición de proyectos institucionales que permitan
a las instituciones educativas postular sus propios desa-
rrollos curriculares, en el marco de los objetivos y pau-
tas comunes definidas por esta ley.
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CAPÍTULO II
DISPOSICIONES ESPECÍFICAS

ARTÍCULO 87 

La enseñanza de al menos un idioma extranjero será
obligatoria en todas las escuelas de nivel primario y
secundario del país. Las estrategias y los plazos de
implementación de esta disposición serán fijados por
resoluciones del Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 88

El acceso y dominio de las tecnologías de la información
y la comunicación formarán parte de los contenidos
curriculares indispensables para la inclusión en la
sociedad del conocimiento.

ARTÍCULO 89

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, dis-
pondrá las medidas necesarias para proveer la edu-
cación ambiental en todos los niveles y modalidades
del Sistema Educativo Nacional, con la finalidad de
promover valores, comportamientos y actitudes que
sean acordes con un ambiente equilibrado y la pro-
tección de la diversidad biológica; que propendan a la
preservación de los recursos naturales y a su utiliza-
ción sostenible y que mejoren la calidad de vida de la
población. A tal efecto se definirán en dicho ámbito
institucional, utilizando el mecanismo de coordina-
ción que establece el artículo 15 de la Ley Nº 25.675,
las políticas y estrategias destinadas a incluir la edu-
cación ambiental en los contenidos curriculares
comunes y núcleos de aprendizaje prioritario, así
como a capacitar a los/as docentes en esta temática.

ARTÍCULO 90 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología pro-
moverá, a través del Consejo Federal de Educación, la
incorporación de los principios y valores del coopera-
tivismo y del mutualismo en los procesos de ense-
ñanza-aprendizaje y la capacitación docente corres-
pondiente, en concordancia con los principios y valo-
res establecidos en la Ley Nº 16.583 y sus reglamen-
taciones. Asimismo, se promoverá el cooperativismo y
el mutualismo escolar.

ARTÍCULO 91

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, fortale-
cerá las bibliotecas escolares existentes y asegurará su
creación y adecuado funcionamiento en aquellos esta-
blecimientos que carezcan de las mismas. Asimismo,
implementará planes y programas permanentes de pro-
moción del libro y la lectura.

ARTÍCULO 92 

Formarán parte de los contenidos curriculares comunes
a todas las jurisdicciones:
a) El fortalecimiento de la perspectiva regional latinoa-
mericana, particularmente de la región del MERCO-
SUR, en el marco de la construcción de una identidad
nacional abierta, respetuosa de la diversidad.
b) La causa de la recuperación de nuestras Islas
Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur, de
acuerdo con lo prescripto en la Disposición Transitoria
Primera de la Constitución Nacional.
c) El ejercicio y construcción de la memoria colectiva
sobre los procesos históricos y políticos que quebraron
el orden constitucional y terminaron instaurando el
terrorismo de Estado, con el objeto de generar en los/as
alumnos/as reflexiones y sentimientos democráticos y
de defensa del Estado de Derecho y la plena vigencia
de los Derechos Humanos, en concordancia con lo dis-
puesto por la Ley Nº 25.633.
d) El conocimiento de los derechos de los/as niños/as y
adolescentes establecidos en la Convención sobre los
Derechos del Niño y en la Ley Nº 26.061.
e) El conocimiento de la diversidad cultural de los pue-
blos indígenas y sus derechos, en concordancia con el
artículo 54 de la presente ley.
f) Los contenidos y enfoques que contribuyan a generar
relaciones basadas en la igualdad, la solidaridad y el
respeto entre los sexos, en concordancia con la
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer, con rango constitu-
cional, y las Leyes Nº 24.632 y Nº 26.171.

ARTÍCULO 93 

Las autoridades educativas jurisdiccionales organiza-
rán o facilitarán el diseño de programas para la iden-
tificación, evaluación temprana, seguimiento y orien-
tación de los/as alumnos/ as con capacidades o talen-
tos especiales y la flexibilización o ampliación del pro-
ceso de escolarización.
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CAPÍTULO III
INFORMACIÓN Y EVALUACIÓN DEL SISTEMA EDUCATIVO

ARTÍCULO 94

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología tendrá
la responsabilidad principal en el desarrollo e imple-
mentación de una política de información y evaluación
continua y periódica del sistema educativo para la toma
de decisiones tendiente al mejoramiento de la calidad
de la educación, la justicia social en la asignación de
recursos, la transparencia y la participación social.

ARTÍCULO 95

Son objeto de información y evaluación las principales
variables de funcionamiento del sistema, tales como
cobertura, repetición, deserción, egreso, promoción,
sobre-edad, origen socioeconómico, inversiones y cos-
tos, los procesos y logros de aprendizaje, los proyectos
y programas educativos, la formación y las prácticas de
docentes, directivos y supervisores, las unidades esco-
lares, los contextos socioculturales del aprendizaje y los
propios métodos de evaluación.

ARTÍCULO 96

La política de información y evaluación se concertará en
el ámbito del Consejo Federal de Educación. Las juris-
dicciones participarán en el desarrollo e implementación
del sistema de evaluación e información periódica del sis-
tema educativo, verificando la concordancia con las
necesidades de su propia comunidad en la búsqueda de
la igualdad educativa y la mejora de la calidad. Asimismo,
apoyará y facilitará la autoevaluación de las unidades
educativas con la participación de los/as docentes y
otros/as integrantes de la comunidad educativa.

ARTÍCULO 97 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y las
jurisdicciones educativas harán públicos los datos e
indicadores que contribuyan a facilitar la transparencia,
la buena gestión de la educación y la investigación edu-
cativa. La política de difusión de la información sobre los
resultados de las evaluaciones resguardará la identidad
de los/as alumnos/as, docentes e instituciones educati-
vas, a fin de evitar cualquier forma de estigmatización,
en el marco de la legislación vigente en la materia.

ARTÍCULO 98 

Créase el Consejo Nacional de Calidad de la Educación,
en el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología, como órgano de asesoramiento especializa-
do, que estará integrado por miembros de la comunidad
académica y científica de reconocida trayectoria en la
materia, representantes de dicho Ministerio, del Consejo
Federal de Educación, del Congreso Nacional, de las
organizaciones del trabajo y la producción, y de las orga-
nizaciones gremiales docentes con personería nacional.
Tendrá por funciones:
a) Proponer criterios y modalidades en los procesos eva-
luativos del Sistema Educativo Nacional.
b) Participar en el seguimiento de los procesos de eva-
luación del Sistema Educativo Nacional, y emitir opinión
técnica al respecto.
c) Elevar al Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología
propuestas y estudios destinados a mejorar la calidad
de la educación nacional y la equidad en la asigna-
ción de recursos.
d) Participar en la difusión y utilización de la información
generada por dichos procesos.
e) Asesorar al Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología con respecto a la participación en operativos
internacionales de evaluación.

ARTÍCULO 99

El Poder Ejecutivo nacional, a propuesta del Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología, elevará anualmen-
te un informe al Honorable Congreso de la Nación
dando cuenta de la información relevada y de los resul-
tados de las evaluaciones realizadas conforme a las
variables estipuladas en el artículo 95 de la presente, y
de las acciones desarrolladas y políticas a ejecutar para
alcanzar los objetivos postulados en esta ley.

TÍTULO VII
EDUCACIÓN, NUEVAS TECNOLOGÍAS
Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN

ARTÍCULO 100

El Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología, fijará la política y
desarrollará opciones educativas basadas en el uso
de las tecnologías de la información y de la comuni-
cación y de los medios masivos de comunicación
social, que colaboren con el cumplimiento de los
fines y objetivos de la presente ley.
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ARTÍCULO 101

Reconócese a Educ.ar Sociedad del Estado como el
organismo responsable del desarrollo de los contenidos
del Portal Educativo creado en el ámbito del Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología, o bajo cualquier
otro dominio que pueda reemplazarlo en el futuro. A tal
efecto, Educ.ar Sociedad del Estado podrá elaborar,
desarrollar, contratar, administrar, calificar y evaluar
contenidos propios y de terceros que sean incluidos en
el Portal Educativo, de acuerdo con los lineamientos
respectivos que apruebe su directorio y/o le instruya
dicho Ministerio.

ARTÍCULO 102

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología
encargará a Educ.ar Sociedad del Estado, a través de
la serial educativa “Encuentro” u otras que pudieran
generarse en el futuro, la realización de actividades
de producción y emisión de programas de televisión
educativa y multimedial destinados a fortalecer y
complementar las estrategias nacionales de equidad
y mejoramiento de la calidad de la educación, en el
marco de las políticas generales del Ministerio. Dicha
programación estará dirigida a:
a) Los/as docentes de todos los niveles del Sistema
Educativo Nacional, con fines de capacitación y actua-
lización profesional.
b) Los/as alumnos/as, con el objeto de enriquecer el tra-
bajo en el aula con metodologías innovadoras y como
espacio de búsqueda y ampliación de los contenidos
curriculares desarrollados en las clases.
c) Los/as adultos/as y jóvenes que están fuera del siste-
ma educativo, a través de propuestas de formación pro-
fesional y técnica, alfabetización y finalización de la
Educación Primaria y Secundaria, con el objeto de
incorporar, mediante la aplicación de nuevos procesos
educativos, a sectores sociales excluidos.
d) La población en general mediante la emisión de con-
tenidos culturales, educativos y de divulgación científi-
ca, así como también cursos de idiomas en formato de
educación a distancia.

ARTÍCULO 103

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología creará
un Consejo Consultivo constituido por representantes
de los medios de comunicación escritos, radiales y tele-
visivos, de los organismos representativos de los anun-
ciantes publicitarios y del Consejo Federal de

Educación, con el objeto de promover mayores nive-
les de responsabilidad y compromiso de los medios
masivos de comunicación con la tarea educativa de
niños/as y jóvenes.

TÍTULO VIII
EDUCACIÓN A DISTANCIA

ARTÍCULO 104

La Educación a Distancia es una opción pedagógica y
didáctica aplicable a distintos niveles y modalidades del
sistema educativo nacional, que coadyuva al logro de los
objetivos de la política educativa y puede integrarse tanto
a la educación formal como a la educación no formal.

ARTÍCULO 105

A los efectos de esta ley, la educación a distancia se defi-
ne como la opción pedagógica y didáctica donde la rela-
ción docente-alumno se encuentra separada en el tiempo
y/o en el espacio, durante todo o gran parte del proceso
educativo, en el marco de una estrategia pedagógica inte-
gral que utiliza soportes materiales y recursos tecnológicos
diseñados especialmente para que los/ as alumnos/as
alcancen los objetivos de la propuesta educativa.

ARTÍCULO 106

Quedan comprendidos en la denominación Educación
a Distancia los estudios conocidos como educación
semipresencial, educación asistida, educación abierta,
educación virtual y cualquiera que reúna las caracterís-
ticas indicadas precedentemente.

ARTÍCULO 107

La Educación a Distancia deberá ajustarse a las pres-
cripciones de la presente ley, a la normativa nacional,
federal y jurisdiccional vigente en la materia, y a los pro-
cedimientos de control que emanen de los distintos
niveles del Estado.

ARTÍCULO 108

El Estado nacional y las jurisdicciones, en el marco
del Consejo Federal de Educación, diseñarán estrate-
gias de educación a distancia orientadas a favorecer
su desarrollo con los máximos niveles de calidad y
pertinencia y definirán los mecanismos de regulación
correspondientes.
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ARTÍCULO 109 

Los estudios a distancia como alternativa para jóvenes y
adultos sólo pueden impartirse a partir de los DIECIO-
CHO (18) años de edad. Para la modalidad rural y con-
forme a las decisiones jurisdiccionales, los estudios a
distancia podrán ser implementados a partir del Ciclo
Orientado del Nivel Secundario.

ARTÍCULO 110

La validez nacional de títulos y certificaciones de estu-
dios a distancia se ajustará a la normativa del Consejo
Federal de Educación y a los circuitos de control, super-
visión y evaluación específicos, a cargo de la Comisión
Federal de Registro y Evaluación Permanente de las
ofertas de Educación a Distancia y en concordancia con
la normativa vigente.

ARTÍCULO 111

Las autoridades educativas deberán supervisar la veraci-
dad de la información difundida desde las instituciones,
la estricta coincidencia entre dicha información y la pro-
puesta autorizada e implementada y el cumplimiento de
la normativa federal y jurisdiccional correspondiente.

TÍTULO IX
EDUCACIÓN NO FORMAL

ARTÍCULO 112

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, las
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pro-
moverán propuestas de Educación no Formal destina-
das a cumplir con los siguientes objetivos:
a) Desarrollar programas y acciones educativas que
den respuesta a los requerimientos y necesidades de
capacitación y reconversión productiva y laboral, la pro-
moción comunitaria, la animación sociocultural y el
mejoramiento de las condiciones de vida.
b) Organizar centros culturales para niños/as y jóvenes
con la finalidad de desarrollar capacidades expresivas,
lúdicas y de investigación mediante programas no esco-
larizados de actividades vinculadas con el arte, la cultu-
ra, la ciencia, la tecnología y el deporte.
c) Implementar estrategias de desarrollo infantil, con la
articulación y/o gestión asociada de las áreas guberna-
mentales de desarrollo social y de salud para atender
integralmente a los/as niños/as entre los CUARENTA Y
CINCO (45) días y los DOS (2) años de edad, con par-

ticipación de las familias y otros actores sociales.
d) Coordinar acciones con instituciones públicas o pri-
vadas y organizaciones no gubernamentales, comunita-
rias y sociales para desarrollar actividades formativas
complementarias de la educación formal.
e) Lograr el máximo aprovechamiento de las capacida-
des y recursos educativos de la comunidad en los pla-
nos de la cultura, el arte, el deporte, la investigación
científica y tecnológica.
f) Coordinar acciones educativas y formativas con los
medios masivos de comunicación social.

TÍTULO X
GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 113

El Gobierno y Administración del Sistema Educativo
Nacional es una responsabilidad concurrente y concer-
tada del Poder Ejecutivo nacional a través del Ministerio
de Educación, Ciencia y Tecnología y de los Poderes
Ejecutivos de las provincias y del Gobierno de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires. El organismo de concerta-
ción de la política educativa nacional es el Consejo
Federal de Educación.

ARTÍCULO 114

El Gobierno y Administración del Sistema Educativo
asegurará el efectivo cumplimiento de los principios y
objetivos establecidos en esta ley, conforme a los crite-
rios constitucionales de unidad nacional y federalismo.

CAPÍTULO II
EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CIENCIA Y TECNOLOGÍA

ARTÍCULO 115

El Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología, será autoridad de apli-
cación de la presente ley. Serán sus funciones:
a) Fijar las políticas y estrategias educativas, conforme
a los procedimientos de participación y consulta de la
presente ley.
b) Asegurar el cumplimiento de los principios, fines,
objetivos y previsiones establecidos por la presente ley
para el Sistema Educativo Nacional a través de la plani-
ficación, ejecución, supervisión y evaluación de políti-
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cas, programas y resultados educativos. En caso de
controversia en la implementación jurisdiccional de los
aludidos principios, fines y objetivos, someterá la cues-
tión al dictamen del Consejo Federal de Educación de
conformidad con el artículo 118 de la presente ley.
c) Fortalecer las capacidades de planificación y gestión
educativa de los gobiernos provinciales para el cumpli-
miento de las funciones propias y aquellas emanadas
de la presente ley.
d) Desarrollar programas de investigación, formación de
formadores e innovación educativa, por iniciativa propia
o en cooperación con las instituciones de Educación
Superior y otros centros académicos.
e) Contribuir con asistencia técnica y financiera a las
provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
para asegurar el funcionamiento del sistema educativo.
f) Declarar la emergencia educativa para brindar asis-
tencia de carácter extraordinario en aquella jurisdicción
en la que esté en riesgo el derecho a la educación de
los/as alumnos/as que cursan los niveles y ciclos de
carácter obligatorio, conforme a lo establecido por el
artículo 2º de la presente ley. Esta decisión y las medi-
das que se instrumenten deberán contar con el acuer-
do de la jurisdicción involucrada y del Consejo Federal
de Educación, y serán comunicadas al Poder Legislativo
nacional.
g) Dictar normas generales sobre equivalencias de pla-
nes de estudios y diseños curriculares de las jurisdic-
ciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 85 de
la presente ley y otorgar validez nacional a los títulos y
certificaciones de estudios.
h) Dictar normas generales sobre revalidación, equiva-
lencia y reconocimiento de títulos expedidos y de estu-
dios realizados en el extranjero.
i) Coordinar y gestionar la cooperación técnica y finan-
ciera internacional y promover la integración, particular-
mente con los países del MERCOSUR.

CAPÍTULO III
EL CONSEJO FEDERAL DE EDUCACIÓN

ARTÍCULO 116

Créase el Consejo Federal de Educación, organismo
interjurisdiccional, de carácter permanente, como
ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la
política educativa nacional, asegurando la unidad y arti-
culación del Sistema Educativo Nacional. Estará presi-
dido por el Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología
e integrado por las autoridades responsables de la con-
ducción educativa de cada jurisdicción y TRES (3)

representantes del Consejo de Universidades, según lo
establecido en la Ley Nº 24.521.

ARTÍCULO 117 

Los órganos que integran el Consejo Federal de
Educación son:
a) La Asamblea Federal es el órgano superior del
Consejo. Estará integrada por el/la ministro del área del
Poder Ejecutivo nacional como presidente, por los/as
ministros o responsables del área educativa de las pro-
vincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y TRES
(3) representantes del Consejo de Universidades.
En las reuniones participarán con voz y sin voto DOS (2)
representantes por cada una de las Comisiones de
Educación de las Honorables Cámaras de Senadores y
Diputados de la Nación, uno por la mayoría y otro por la
primera minoría.
b) El Comité Ejecutivo ejercerá sus actividades en el
marco de las resoluciones adoptadas por la Asamblea
Federal. Estará presidido por el ministro del área del
Poder Ejecutivo nacional e integrado por los/as miembros
representantes de las regiones que lo componen, desig-
nados por la Asamblea Federal cada DOS (2) años. A
efectos de garantizar mayor participación según el tipo de
decisiones que se consideren, podrá convocarse al
Comité Ejecutivo ampliado, integrado por las autoridades
educativas jurisdiccionales que se requieran.
c) La Secretaría General tendrá la misión de conducir y
coordinar las actividades, trabajos y estudios según lo
establezcan la Asamblea Federal y el Comité Ejecutivo.
Su titular ejercerá asimismo las funciones de
Coordinador Federal de la Comisión Federal de Registro
y Evaluación Permanente de las Ofertas de Educación a
Distancia y de la implementación, durante su vigencia,
del Fondo Nacional de Incentivo Docente y del
Programa de Compensación Salarial Docente, confor-
me a la Ley Nº 26.075. Será designado cada DOS (2)
años por la Asamblea Federal.

ARTÍCULO 118

Las resoluciones del Consejo Federal de Educación serán
de cumplimiento obligatorio, cuando la Asamblea así lo
disponga, de acuerdo con la Reglamentación que la
misma establezca para estos casos. En cuanto a las reso-
luciones que se refieran a transferencias de partidas del
presupuesto nacional, regirán los mecanismos de super-
visión y control establecidos por la Ley Nº 26.075.
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ARTÍCULO 119

El Consejo Federal de Educación contará con el apoyo
de los siguientes Consejos Consultivos, cuyas opiniones
y propuestas serán de carácter público:
a) El Consejo de Políticas Educativas, cuya misión prin-
cipal es analizar y proponer cuestiones prioritarias a ser
consideradas en la elaboración de las políticas que sur-
jan de la implementación de la presente ley.
Está integrado por representantes de la Academia
Nacional de Educación, representantes de las organi-
zaciones gremiales docentes con personería nacional,
de las entidades representativas de la Educación de
gestión privada, representantes del Consejo de
Universidades, de las organizaciones sociales vincu-
ladas con la educación, y autoridades educativas del
Comité Ejecutivo del Consejo Federal de Educación.
La Asamblea Federal podrá invitar a personas u orga-
nizaciones a participar de sesiones del Consejo de
Políticas Educativas para ampliar el análisis de temas
de su agenda.
b) El Consejo Económico y Social, participará en aque-
llas discusiones relativas a las relaciones entre la edu-
cación y el mundo del trabajo y la producción. Está inte-
grado por representantes de organizaciones empresa-
riales, de organizaciones de trabajadores, de organiza-
ciones no gubernamentales, de organizaciones socio
productivas de reconocida trayectoria nacional y autori-
dades educativas del Comité Ejecutivo del Consejo
Federal de Educación.
c) El Consejo de Actualización Curricular, a cargo de
proponer innovaciones en los contenidos curriculares
comunes. Estará conformado por personalidades califi-
cadas de la cultura, la ciencia, la técnica y el mundo del
trabajo y la producción, designadas por el Ministro de
Educación, Ciencia y Tecnología en acuerdo con el
Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 120 

La Asamblea Federal realizará como mínimo UNA (1)
vez al año el seguimiento y la evaluación del cumpli-
miento de la presente ley. Asimismo, convocará como
mínimo DOS (2) veces al año a representantes de orga-
nizaciones gremiales docentes con personería nacional
para considerar agendas definidas de común acuerdo.

CAPÍTULO IV
LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS DE LAS PROVINCIAS
Y LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

ARTÍCULO 121 

Los Gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, en cumplimiento del mandato constitu-
cional, deben:
a) Asegurar el derecho a la educación en su ámbito
territorial. Cumplir y hacer cumplir la presente ley, ade-
cuando la legislación jurisdiccional y disponiendo las
medidas necesarias para su implementación;
b) Ser responsables de planificar, organizar, administrar
y financiar el sistema educativo en su jurisdicción,
según sus particularidades sociales, económicas y cul-
turales.
c) Aprobar el currículo de los diversos niveles y modali-
dades en el marco de lo acordado en el Consejo Federal
de Educación.
d) Organizar y conducir las instituciones educativas de
gestión estatal.
e) Autorizar, reconocer, supervisar y realizar los aportes
correspondientes a las instituciones educativas de ges-
tión privada, cooperativa y social, conforme a los crite-
rios establecidos en el artículo 65 de esta ley.
f) Aplicar las resoluciones del Consejo Federal de
Educación para resguardar la unidad del Sistema
Educativo Nacional.
g) Expedir títulos y certificaciones de estudios.

CAPÍTULO V
LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA

ARTÍCULO 122

La institución educativa es la unidad pedagógica del sis-
tema responsable de los procesos de enseñanza-apren-
dizaje destinados al logro de los objetivos establecidos
por esta ley. Para ello, favorece y articula la participación
de los distintos actores que constituyen la comunidad
educativa: directivos, docentes, padres, madres y/o
tutores/as, alumnos/as, ex alumnos/as, personal admi-
nistrativo y auxiliar de la docencia, profesionales de los
equipos de apoyo que garantizan el carácter integral de
la educación, cooperadoras escolares y otras organiza-
ciones vinculadas a la institución.
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ARTÍCULO 123

El Consejo Federal de Educación fijará las disposiciones
necesarias para que las distintas jurisdicciones dispon-
gan la organización de las instituciones educativas de
acuerdo a los siguientes criterios generales, que se ade-
cuarán a los niveles y modalidades:
a) Definir, como comunidad de trabajo, su proyecto
educativo con la participación de todos sus integrantes,
respetando los principios y objetivos enunciados en esta
ley y en la legislación jurisdiccional vigente.
b) Promover modos de organización institucional que
garanticen dinámicas democráticas de convocatoria y par-
ticipación de los/as alumnos/as en la experiencia escolar.
c) Adoptar el principio de no discriminación en el acce-
so y trayectoria educativa de los/as alumnos/as.
d) Brindar a los equipos docentes la posibilidad de con-
tar con espacios institucionales destinados a elaborar
sus proyectos educativos comunes.
e) Promover la creación de espacios de articulación
entre las instituciones del mismo nivel educativo y de
distintos niveles educativos de una misma zona.
f) Promover la vinculación intersectorial e interinstitu-
cional con las áreas que se consideren pertinentes, a fin
de asegurar la provisión de servicios sociales, psicológi-
cos, psicopedagógicos y médicos que garanticen con-
diciones adecuadas para el aprendizaje.
g) Desarrollar procesos de autoevaluación institucional
con el propósito de revisar las prácticas pedagógicas y
de gestión.
h) Realizar adecuaciones curriculares, en el marco de
los lineamientos curriculares jurisdiccionales y federa-
les, para responder a las particularidades y necesidades
de su alumnado y su entorno.
i) Definir su código de convivencia.
j) Desarrollar prácticas de mediación que contribuyan a
la resolución pacífica de conflictos.
k) Promover iniciativas en el ámbito de la experimenta-
ción y de la investigación pedagógica.
l) Mantener vínculos regulares y sistemáticos con el
medio local, desarrollar actividades de extensión, tales
como las acciones de aprendizaje-servicio, y promover
la creación de redes que fortalezcan la cohesión comu-
nitaria e intervengan frente a la diversidad de situacio-
nes que presenten los/as alumnos/ as y sus familias.
m) Promover la participación de la comunidad a través
de la cooperación escolar en todos los establecimientos
educativos de gestión estatal.
n) Favorecer el uso de las instalaciones escolares para
actividades recreativas, expresivas y comunitarias.
ñ) Promover experiencias educativas fuera del ámbito

escolar, con el fin de permitir a los/as estudiantes cono-
cer la cultura nacional, experimentar actividades físicas y
deportivas en ambientes urbanos y naturales y tener
acceso a las actividades culturales de su localidad y otras.

ARTÍCULO 124 

Los institutos de educación superior tendrán una ges-
tión democrática, a través de organismos colegiados,
que favorezcan la participación de los/as docentes y de
los/as estudiantes en el gobierno de la institución y
mayores grados de decisión en el diseño e implemen-
tación de su proyecto institucional.

CAPÍTULO VI
DERECHOS Y DEBERES DE LOS/AS ALUMNOS/AS

ARTÍCULO 125 

Todos/as los/as alumnos/as tienen los mismos derechos
y deberes, sin más distinciones que las derivadas de su
edad, del nivel educativo o modalidad que estén cur-
sando o de las que se establezcan por leyes especiales.

ARTÍCULO 126 

Los/as alumnos/as tienen derecho a:
a) Una educación integral e igualitaria en términos de
calidad y cantidad, que contribuya al desarrollo de su
personalidad, posibilite la adquisición de conocimientos,
habilidades y sentido de responsabilidad y solidaridad
sociales y que garantice igualdad de oportunidades.
b) Ser respetados/as en su libertad de conciencia, en el
marco de la convivencia democrática.
c) Concurrir a la escuela hasta completar la educación
obligatoria.
d) Ser protegidos/as contra toda agresión física, psicoló-
gica o moral.
e) Ser evaluados/as en su desempeño y logros, confor-
me a criterios rigurosa y científicamente fundados, en
todos los niveles, modalidades y orientaciones del siste-
ma, e informados/as al respecto.
f) Recibir el apoyo económico, social, cultural y peda-
gógico necesario para garantizar la igualdad de oportu-
nidades y posibilidades que le permitan completar la
educación obligatoria.
g) Recibir orientación vocacional, académica y profe-
sional-ocupacional que posibilite su inserción en el
mundo laboral y la prosecución de otros estudios.
h) Integrar centros, asociaciones y clubes de estudian-
tes u otras organizaciones comunitarias para participar
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en el funcionamiento de las instituciones educativas,
con responsabilidades progresivamente mayores, a
medida que avancen en los niveles del sistema.
i) Participar en la toma de decisiones sobre la formula-
ción de proyectos y en la elección de espacios curricu-
lares complementarios que propendan a desarrollar
mayores grados de responsabilidad y autonomía en su
proceso de aprendizaje.
j) Desarrollar sus aprendizajes en edificios que respon-
dan a normas de seguridad y salubridad, con instala-
ciones y equipamiento que aseguren la calidad del ser-
vicio educativo.

ARTÍCULO 127

Son deberes de los/as alumnos/as:
a) Estudiar y esforzarse por conseguir el máximo desa-
rrollo según sus capacidades y posibilidades.
b) Participar en todas las actividades formativas y com-
plementarias.
c) Respetar la libertad de conciencia, la dignidad, inte-
gridad e intimidad de todos/as los/as miembros de la
comunidad educativa.
d) Participar y colaborar en la mejora de la convivencia
escolar y en la consecución de un adecuado clima de
estudio en la institución, respetando el derecho de sus
compañeros/as a la educación y las orientaciones de la
autoridad, los/as docentes y los/as profesores/as.
e) Respetar el proyecto educativo institucional, las nor-
mas de organización, convivencia y disciplina del esta-
blecimiento escolar.
f) Asistir a clase regularmente y con puntualidad.
g) Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones,
equipamiento y materiales didácticos del estableci-
miento educativo.

CAPÍTULO VII
DERECHOS Y DEBERES DE LOS PADRES, MADRES,
TUTORES/AS

ARTÍCULO 128

Los padres, madres o tutores/as de los/as estudiantes
tienen derecho a:
a) Ser reconocidos/as como agentes naturales y prima-
rios de la educación.
b) Participar en las actividades de los establecimientos
educativos en forma individual o a través de las coope-
radoras escolares y los órganos colegiados representati-
vos, en el marco del proyecto educativo institucional.
c) Elegir para sus hijos/as o representados/as, la institu-

ción educativa cuyo ideario responda a sus conviccio-
nes filosóficas, éticas o religiosas.
d) Ser informados/as periódicamente acerca de la evo-
lución y evaluación del proceso educativo de sus
hijos/as o representados/as.

ARTÍCULO 129 

Los padres, madres o tutores/as de los/as estudiantes
tienen los siguientes deberes:
a) Hacer cumplir a sus hijos/as o representados/as la
educación obligatoria.
b) Asegurar la concurrencia de sus hijos/as o represen-
tados/as a los establecimientos escolares para el cum-
plimiento de la escolaridad obligatoria, salvo excepcio-
nes de salud o de orden legal que impidan a los/as edu-
candos/as su asistencia periódica a la escuela.
c) Seguir y apoyar la evolución del proceso educativo de
sus hijos/as.
d) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o represen-
tados/as la autoridad pedagógica del/de la docente y las
normas de convivencia de la unidad educativa.
e) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o represen-
tados/as la libertad de conciencia, la dignidad, integri-
dad e intimidad de todos/as los/as miembros de la
comunidad educativa.

TÍTULO XI
CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS 
DE LA LEY

ARTÍCULO 130

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en su
carácter de autoridad de aplicación de esta ley, acorda-
rá con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos
Aires, en el ámbito del Consejo Federal de Educación,
la implementación y seguimiento de las políticas edu-
cativas destinadas a cumplir con lo establecido en la
presente ley. A tal fin, se establecerán:
a) El calendario de implementación de la nueva estruc-
tura unificada del Sistema Educativo Nacional, confor-
me a lo dispuesto por los artículos 15 y 134 de esta ley.
b) La planificación de los programas, actividades y
acciones que serán desarrollados para coadyuvar al
cumplimiento de los objetivos de esta ley, con sus res-
pectivas metas, cronogramas y recursos.
c) Dicha planificación asegurará la convergencia, com-
plementación e integración de los objetivos de esta ley
con los fijados en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075, que
rigen hasta el año 2010.
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d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación del
cumplimiento de los objetivos de esta ley y de los fijados
en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075.
e) La definición e implementación de procedimientos de
auditoría eficientes que garanticen la utilización de los
recursos destinados a educación en la forma prevista.

ARTÍCULO 131 

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en su
carácter de autoridad de aplicación de esta ley, llevará a
cabo convenios bilaterales con las provincias y la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires en los que se establecerán:
a) Las metas anuales destinadas a alcanzar los objeti-
vos propuestos por esta norma, que no se encuentren
incluidos en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075;
b) Los recursos de origen nacional y provincial, o en su
caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que se
asignarán para su cumplimiento; y
c) Los mecanismos de evaluación destinados a verificar
su correcta asignación.

TÍTULO XII
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Y COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 132

Derógase la Ley Nº 25.030, la Ley Nº 24.195, la Ley Nº
22.047 y su Decreto reglamentario Nº 943/84, y demás
normas complementarias y aclaratorias.

ARTÍCULO 133

Sustitúyese, en el artículo 5º y sucesivos de la Ley Nº
24.521 y sus modificatorias, la denominación “institu-
ciones de educación superior no universitaria” por la de
“institutos de educación superior”.

ARTÍCULO 134 

A partir de la vigencia de la presente ley cada jurisdic-
ción podrá decidir sólo entre dos opciones de estructu-
ra para los niveles de Educación Primaria y Secundaria
de la educación común:
a) Una estructura de SEIS (6) años para el nivel de
Educación Primaria y de SEIS (6) años para el nivel de
Educación Secundaria o,
b) Una estructura de SIETE (7) años para el nivel de
Educación Primaria y CINCO (5) años para el nivel de
Educación Secundaria.

Con respecto a la Educación Técnica rige lo dispuesto
por el artículo 24 de la Ley Nº 26.058.
Se establece un plazo de SEIS (6) años, a partir de la
sanción de la presente ley, para que, a través de acuer-
dos entre el Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología y el Consejo Federal de Educación, se defi-
na la ubicación del séptimo (7º) año de escolaridad. El
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y el
Consejo Federal de Educación acordarán los criterios
de unificación que, respetando las condiciones de las
distintas jurisdicciones, aseguren los mecanismos
necesarios de equivalencia y certificación de los estu-
dios, movilidad de los/as alumnos/as y derechos adqui-
ridos por los/as docentes.

ARTÍCULO 135 

El Consejo Federal de Educación acordará y definirá los
criterios organizativos, los modelos pedagógicos y
demás disposiciones necesarias para:
a) Universalizar progresivamente los servicios educati-
vos para los niños/as de CUATRO (4) años de edad,
establecida en el artículo 19 de la presente ley, priori-
zando a los sectores más desfavorecidos;
b) Implementar la jornada extendida o completa, esta-
blecida por el artículo 28 de esta ley, con el objeto de
introducir los nuevos contenidos curriculares propues-
tos para la Educación Primaria. Dicha implementación
se planificará y ejecutará conforme a las disposiciones
de los incisos b), c) y d) del artículo 130 de la presente
ley; y hasta tanto haya concluido este proceso, las dis-
tintas jurisdicciones deberán garantizar un mínimo de
VEINTE (20) horas de clase semanales para las escue-
las primarias que no cuenten aún con la jornada exten-
dida o completa.

ARTÍCULO 136

El Consejo Federal de Educación deberá acordar en el
término de UN (1) año, a partir de la sanción de la pre-
sente ley, una resolución de cumplimiento obligatorio de
lo dispuesto por el artículo 32 de esta ley, acompañada
de los estudios técnicos y presupuestarios que faciliten
su implementación.

ARTÍCULO 137

Los servicios educativos de la modalidad de Educación
en Contextos de Privación de Libertad son las propias
del nivel que corresponda a la población destinataria y
podrán ser implementadas a través de estrategias peda-
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gógicas flexibles, que garanticen la igualdad en la cali-
dad de los resultados.
Las certificaciones corresponderán a los modelos de la
educación común.

ARTÍCULO 138

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, de
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, diseña-
rá programas a término destinados a garantizar la erra-
dicación del analfabetismo y el cumplimiento de la edu-
cación obligatoria prescripta en el artículo 16 de la pre-
sente ley, para la población mayor de DIECIOCHO (18)
años de edad que no la haya alcanzado a la fecha de la
promulgación de la presente ley. Dicho programa con-
tará con servicios educativos presenciales y a distancia,
integrando un sistema de becas para jóvenes y adultos,
y provisión gratuita de materiales de aprendizaje, que
asegure la calidad educativa, así como la permanencia
y egreso de los/as participantes.
Asimismo, y en el marco de lo establecido en el artícu-
lo 47 de la presente ley, impulsará la adopción de pro-
gramas de relevamiento, difusión, comunicación, orien-
tación y apoyo a dichas personas cuando efectúen ges-
tiones administrativas y participen de programas tales
como la tramitación del Documento Nacional de
Identidad, licencia para conducir y campañas de vacu-
nación, entre otros.

ARTÍCULO 139

La concertación técnica de las políticas de formación
docente, acordadas en el Consejo Federal de
Educación, se realizará a través de encuentros federa-
les que garanticen la participación y consulta de los/as
directores/as o responsables de la Educación Superior
de cada jurisdicción, bajo la coordinación del Instituto
Nacional de Formación Docente.

ARTÍCULO 140 

El Consejo Federal de Educación acordará los criterios
generales y comunes para orientar, previo análisis y
relevamiento de la situación en cada jurisdicción, el
encuadramiento legal de las instituciones educativas de
gestión cooperativa y social y las normas que regirán su
reconocimiento, autorización y supervisión.

ARTÍCULO 141

Invitar a las jurisdicciones provinciales y a la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires a efectuar las reformas
necesarias en la legislación que regula la actividad labo-
ral y profesional docente, con el objeto de incorporar la
inhabilitación para el ejercicio de la docencia a quien
haya sido condenado/a por delitos contra la integridad
sexual, conforme a lo establecido en el Título III,
Capítulos II, III, IV y V del Libro Segundo del Código
Penal, aún cuando se hubieren beneficiado por el
indulto o la conmutación de la pena.

ARTÍCULO 142

Educ.ar Sociedad del Estado, los bienes que integran su
patrimonio, actos y contratos que celebre a título onero-
so o gratuito, estarán exentos de todo gravamen, aran-
cel o impuesto nacional, cualquiera fuera su denomina-
ción, toda vez que su objeto social excede la mera bús-
queda de un fin de lucro y constituye una herramienta
esencial para la educación pública argentina y la difu-
sión del conocimiento igualitario de todos/as los/as habi-
tantes, a través de Internet y la televisión educativa.

ARTÍCULO 141

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires deberán garantizar a las personas
migrantes sin Documento Nacional de Identidad (DNI),
el acceso y las condiciones para la permanencia y el
egreso de todos los niveles del sistema educativo,
mediante la presentación de documentos emanados de
su país de origen, conforme a lo establecido por el artí-
culo 7º de la Ley Nº 25.871.

ARTÍCULO 144 

Los/as niños/as y jóvenes radicados/as temporariamen-
te en el exterior podrán cumplir con la educación obli-
gatoria a través de servicios de educación a distancia.

ARTÍCULO 145

Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los catorce dias del mes de diciembre
del año dos mil seis.
—registrada bajo el nº 26.206—
Alberto E. Bal— Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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— FE DE ERRATAS —
Ley 26.206 
En la edición del 28 de diciembre de 2006, en la que
se publicó la citada Ley, se deslizó en el Artículo 126,
tercer inciso, el siguiente error de imprenta: 
DONDE DICE: e) 
DEBE DECIR: c).
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1

Créase en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social
de la Nación, bajo la órbita de la Dirección Nacional de
Juventud o el organismo nacional equivalente, el
Consejo Federal de la Juventud, cuya misión será cola-
borar con el diseño y coordinación interjurisdiccional de
las políticas de juventud, construyendo mapas estraté-
gicos de gestión que posibiliten la construcción del con-
cepto de ciudadanía en valores tales como solidaridad,
equidad, compromiso, justicia, responsabilidad, ética e
identidad nacional.
El Consejo estimulará la creación de espacios participa-
tivos para los jóvenes, asegurando que las actividades
que de él se desprendan se realicen en un marco de
cooperación, convivencia, tolerancia, integración y res-
peto a los derechos.

ARTÍCULO 2

El Consejo estará integrado por el organismo de juven-
tud acreditado por las provincias y la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires y será presidido por el Director
Nacional de Juventud o su equivalente.
Se invita a las provincias que no cuenten con áreas u
organismos de juventud, a crearlos e integrareste
Consejo Federal. 

ARTÍCULO 3

Son funciones del Consejo Federal de la Juventud:
a) Coordinar con las distintas jurisdicciones propuestas
de gestión participativa, en el marco de una política

nacional juvenil, respetando los derechos y las identida-
des socio-culturales y regionales.
b) Fortalecer, ampliar y estimular la participación de los
jóvenes y de las organizaciones juveniles.
c) Impulsar líneas de acción consensuadas que per-
mitan un abordaje territorial, coherente con la inte-
gralidad que debe tener la política de juventud y la
política social nacional.
d) Propender a que las intervenciones territoriales se
construyan en forma articulada e integradora para
garantizar la accesibilidad y efectividad de las políticas,
evitando la superposición de recursos.
e) Impulsar propuestas legislativas vinculadas a políti-
cas públicas de juventud.
f) Impulsar la organización de encuentros regionales y
nacionales para fomentar el diálogo, reflexión, discusión
y el intercambio de experiencias con respecto al diseño,
ejecución de programas y capacitación de los recursos
humanos.
g) Institucionalizar espacios de gestión asociada que
sirvan de ámbito para la participación efectiva de orga-
nizaciones de jóvenes.

ARTÍCULO 4

El Consejo Federal de la Juventud contará con UN (1)
Secretario Ejecutivo Permanente quien tendrá a su
cargo las tareas administrativas y organizativas requeri-
das para el funcionamiento adecuado del Consejo.

ARTÍCULO 5

Para constituir el Consejo Federal de la Juventud debe-
rán haber manifestado su adhesión la mitad más uno
de las provincias, incluida la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires.

CONSEJO FEDERAL DE LA JUVENTUD

LEY 26.227

Créase en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación el Consejo Federal de la Juventud, cuya
misión será colaborar con el diseño y coordinación interjurisdiccional de las políticas de juventud.
Sancionada: Marzo 28 de 2007
Promulgada: Abril 24 de 2007
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ARTÍCULO 6 

El Consejo Federal de la Juventud dictará su propio
reglamento de funcionamiento, el cual deberá ser apro-
bado en la primera reunión. En el mismo se establece-
rá la obligación del Consejo de reunirse, como mínimo,
CUATRO (4) veces por año.

ARTÍCULO 7

El Ministerio de Desarrollo Social proveerá las partidas
presupuestarias y brindará los recursos humanos
necesarios para asegurar la implementación de la
presente ley.

ARTÍCULO 8

Esta ley deberá ser reglamentada en un plazo máximo
de NOVENTA (90) días, contados a partir de la sanción
de la presente.

ARTÍCULO 9 

Derógase toda norma que se oponga a la presente.

ARTÍCULO 10

Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires,  a los veintiocho dias del mes de marzo
del año dos mil siete.
— registrado bajo el nº 26.227 —
Alberto E. Balestrini.  — José J. B. Pampuro. — Enrique
Hhidalgo. — Juan H. Estrada. 
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL

I - OBJETO

ARTÍCULO 1

La presente ley tiene como objeto la promoción y regu-
lación de los Centros de Desarrollo Infantil.

ARTÍCULO 2 

Se entenderá por Centro de Desarrollo Infantil a los
espacios de atención integral de niños y niñas de hasta
CUATRO (4) años de edad, que además realicen accio-
nes para instalar, en los ámbitos familiar y comunitario,
capacidades que favorezcan la promoción y protección
de los derechos de niños y niñas.

ARTÍCULO 3

Los Derechos de las niñas y niños en estas instituciones
quedan garantizados por la Ley Nº 26.061, sus decre-
tos reglamentarios y los tratados internacionales de los
que la Nación es parte.

II – CARACTERES DE LOS CENTROS

ARTÍCULO 4 

Los principios rectores de los Centros de Desarrollo
Infantil son:
a) Integralidad de los abordajes;
b) Atención de cada niña y niño en su singularidad e
identidad;
c) Estimulación temprana a fin de optimizar su desarro-
llo integral;

d) Igualdad de oportunidad y trato;
e) Socialización e integración con las familias y los dife-
rentes actores del nivel local;
f) Respeto a la diversidad cultural y territorial;
g) Desarrollo de hábitos de solidaridad y cooperación
para la convivencia en una sociedad democrática;
h) Respeto de los derechos de niños y niñas con nece-
sidades especiales, promoviendo su integración.

ARTÍCULO 5

Los Centros de Desarrollo Infantil, sean éstos guberna-
mentales o no gubernamentales, deberán adecuar su
funcionamiento a los principios de esta ley y sus normas
reglamentarias.

ARTÍCULO 6 

Los Centros de Desarrollo Infantil deberán garantizar:
a) La idoneidad del personal a cargo de los Centros para
la atención de la primera infancia;
b) Las normas de higiene, seguridad y nutrición;
c) Instalaciones físicas adecuadas para su correcto fun-
cionamiento;
d) Los controles periódicos de crecimiento y desarrollo
requeridos para cada edad;
e) Las condiciones de admisibilidad y permanencia que
bajo ningún concepto podrán discriminar por origen,
nacionalidad, religión, ideología, nivel socio económico,
género, sexo o cualquier otra causa;
f) La organización del servicio atendiendo a las necesi-
dades de cada grupo etáreo;
g) Una relación adecuada entre número de niños y
niñas asistentes y la cantidad de personal a su cargo;
h) Un sistema de registro que permita el seguimiento
del crecimiento y desarrollo de cada niño y niña.

CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL. PROMOCIÓN Y REGULACIÓN

LEY 26.233

Sancionada: Marzo 28 de 2007
Promulgada: Abril 24 de 2007
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ARTÍCULO 7 

Del Personal: Conforme lo normado en el artículo 6º de
la presente ley, la reglamentación establecerá los perfi-
les correspondientes al personal interviniente y el siste-
ma de capacitación necesario para que la totalidad de
los Centros de Desarrollo Infantil puedan cumplir con
este requisito.

III – DE LAS POLÍTICAS

ARTÍCULO 8 

Para el cumplimiento de sus objetivos los Centros
podrán complementariamente interactuar en sus insta-
laciones con servicios educativos o sanitarios, o articu-
lar con otras instituciones y servicios del espacio local
actividades culturales, educativas, sanitarias y toda otra
actividad que resulte necesaria para la formación inte-
gral de los niños y niñas.

ARTÍCULO 9 

La acción del Centro de Desarrollo Infantil debe asimis-
mo integrar a las familias para fortalecer la crianza y el
desarrollo de sus hijos, ejerciendo una función preven-
tiva, promotora y reparadora.

IV – AUTORIDAD DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 10

Será autoridad de aplicación de la presente ley la
Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia depen-
diente del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.

ARTÍCULO 11

La autoridad de aplicación deberá, en el marco del
Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, ela-
borar los planes requeridos para la aplicación de la pre-
sente ley, cuya implementación estará a cargo de los
órganos administrativos de protección de derechos de
cada jurisdicción según lo establecido por la Ley Nº
26.061, en su artículo 42.

ARTÍCULO 12 

El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley
en un plazo de ciento veinte  (120) días, contados a par-
tir de su sanción.

ARTÍCULO 13

Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a adherir a la presente ley.

ARTÍCULO 14

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los veintiocho dias del mes de marzo de
dos mil siete.
—registrado bajo el nº 26.233 —
Alberto E. Balestrini. — José J. B. Pampuro. — Enrique
Hidalgo. — Juan H. 



DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES 395

CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL .  PROMOCIÓN Y REGULACIÓN Y SU DECRETO REGLAMENTARIO 1202/2008

Bs. As., 28/7/2008
Visto el expediente e-senaf-6148-2008 del registro de la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia
del Ministerio de Desarrollo Social y la Ley nº 26.233, y
Considerando:
• Que la Ley Nº 26.233 promueve y regula los Centros
de Desarrollo Infantil
• Que dicha normativa se ha sancionado en el marco
de los principios rectores de la Ley Nº 26.061 de
Protección Integral de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes, en cuanto tiene por finalidad la
promoción y creación de dichos Centros como espa-
cios destinados a la atención integral de la primera
infancia con el objeto de brindar los cuidados ade-
cuados e imprescindibles, complementando, orien-
tando y coadyuvando en su rol, a las familias desde
una función preventiva, promocional y reparadora.
• Que, asimismo, debe tenerse presente que la Ley de
Educación Nacional Nº 26.206, en su artículo 22 pres-
cribe que se crearán en los ámbitos nacional, provincia-
les y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mecanis-
mos para la articulación y/o gestión asociada entre los
organismos gubernamentales, especialmente con el área
responsable de la niñez y familia del Ministerio de
Desarrollo Social y con el Ministerio de Salud, a fin de
garantizar el cumplimiento de los derechos de los/as
niños/as establecidos en la Ley Nº 26.061. Tras el mismo
objetivo y en función de las particularidades locales o
comunitarias, se implementarán otras estrategias de
desarrollo infantil, con la articulación y/o gestión asociada
de las áreas gubernamentales de desarrollo social, salud
y educación, en el ámbito de la educación no formal,
para atender integralmente a los/as niños/as entre los
cuarenta y cinco (45) días y los dos (2) años de edad, con
participación de las familias y otros actores sociales.
• Que, en el marco de tales principios y ejes rectores,
resulta necesario reglamentar determinados aspectos
de la Ley Nº 26.233, a los fines de su implementación
y aplicación.
• Que, en ese sentido, debe precisarse la franja de edad
de los niños y niñas para los cuales se destinan los

Centros de Desarrollo Infantil, fijándola entre los cua-
renta y cinco  (45) días y cuatro (4) años de edad inclu-
sive, como período comprensivo de la primera infancia.
• Que, por otra parte, se establecen las condiciones
básicas que tales Centros deben contemplar en la for-
mulación de su proyecto institucional y la articulación
de sus acciones con las áreas provinciales y/o muni-
cipales de Salud, Educación y Desarrollo Social de
cada jurisdicción, así como con las organizaciones
representativas de la comunidad en la que se
encuentran insertos.
• Que, además, se dispone que la carencia de docu-
mentación de las niñas y niños no será impedimento
para su inscripción en ellos, debiendo sus autorida-
des adoptar las medidas necesarias a los fines de su
obtención e inclusive en lo que se refiere a la docu-
mentación de los miembros de la familia de la niña o
niño que carecieran de ella.
• Que, en el mismo sentido, se detallan los requisitos
básicos que deberán observar los Centros como los
perfiles ocupacionales y/o profesionales del personal
que se desempeñe en ellos.
• Que, asimismo, se delimita la competencia de los
organismos del Estado Nacional en el diseño de los pla-
nes y estrategias nacionales de capacitación para la
especialización de agentes públicos y comunitarios en
desarrollo infantil, fijando los principales ejes temáticos
a observar en el contenido de las capacitaciones.
• Que, además, se consigna la integración y/o com-
plementariedad de las actividades de los Centros con
aquéllas que se implementen según las previsiones
que en materia de educación inicial contienen las
Leyes Nros. 26.206 y 26.233.
• Que, por otra parte, se establecen las responsabilida-
des de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y
Familia del Ministerio de Desarrollo Social, en su carác-
ter de autoridad de aplicación de acuerdo a lo dispues-
to en el artículo 10 de la Ley que se reglamenta.
• Que, finalmente, se crea la Comisión de Promoción y
Asistencia de los Centros de Desarrollo Infantil
Comunitarios en el ámbito de la Secretaría Nacional de

DECRETO 1202/2008 

Apruébase la reglamentación de la Ley de Centros de Desarrollo Infantil Nº 26.233.
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Niñez, Adolescencia y Familia del Ministerio de
Desarrollo Social.
• Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del
Ministerio de Desarrollo Social ha tomado la interven-
ción de su competencia.
• Que la presente medida se dicta en ejercicio de las
facultades emergentes del artículo 99, incisos 1 y 2 de
la Cosntitución Nacional.
Por ello,
La Presidenta de la Nación Argentina
Decreta:

ARTÍCULO 1

Apruébase la reglamentación de la Ley de Centros de
Desarrollo Infantil, Nº 26.233, que como Anexo forma
parte de la presente medida.

ARTÍCULO 2 

Créase, la Comisión de Promoción y Asistencia de los
Centros de Desarrollo Infantil Comunitarios, en el ámbito
de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y
Familia del Ministerio de Desarrollo Social, la que deberá
coordinar el trabajo interjurisdiccional en materia de los
aspectos logísticos, administrativos y organizativos y todo
otro que resulte per tinente para la preparación y organi-
zación de los Centros de Desarrollo Infantil así como
determinar y propiciar las medidas y actos que resulten
necesarios para el cumplimiento del objetivo señalado.

ARTÍCULO 3 

La Ministra de Desarrollo Social determinará la con-
ducción e integración de la Comisión que se crea por
el artículo 2º.

ARTÍCULO 4 

Establécese que en el marco de una planificación local
y/o provincial, cada Centro de Desarrollo Infantil inte-
grará y/o complementará sus actividades a las que se
implementen según las previsiones que en materia de
educación inicial contiene la Ley Nº 26.206.
En caso de no hallarse aún implementados los servi-
cios de educación inicial para niños y niñas de hasta
cuatro (4) años de edad inclusive, acorde a las nece-
sidades que presente cada localidad, los Centros de
Desarrollo Infantil propiciarán las acciones necesarias
para promover la integración de un área destinada a
la educación inicial.

ARTÍCULO 5 

El Jefe de Gabinete de Ministros dispondrá las adecua-
ciones presupuestarias pertinentes a fin de poner en
ejecución el presente decreto.

ARTÍCULO 6 

Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional
del Registro Oficial y archívese. — Fernandez de
Kirchner. — Sergio T. Massa. — Alicia Kirchner.

ANEXO
REGLAMENTACIÓN DE LA LEY Nº 26.233

ARTÍCULO 1
Sin reglamentar

ARTÍCULO 2

Los Centros de Desarrollo Infantil estarán destinados
a niños y niñas entre cuarenta y cinco (45) días y cua-
tro (4) años de edad inclusive y formularán su pro-
yecto institucional contemplando necesidades y
demandas de las familias y comunidades en las que
se encuentren insertos.

ARTÍCULO 3
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 4
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 5
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 6

A los efectos de cumplimentar lo prescripto por el artícu-
lo 6º de la ley, cada Centro de Desarrollo Infantil deberá:
a) Implementar actividades que hagan a una saluda-
ble y equilibrada conciliación de la vida laboral y fami-
liar prevaleciente en cada comunidad, contemplando
áreas, servicios, acciones comunitarias y talleres que
propendan a una contención general y la efectiva
integración social de los niños, niñas y sus familias.
Dicha planificación tendrá particularmente en cuenta
una armónica distribución en los horarios y días labo-
rales de los miembros de las familias y, especialmen-
te, de las jefas de hogar, atendiendo puntualmente la
necesidad de profundizar los vínculos familiares en el

CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL .  PROMOCIÓN Y REGULACIÓN Y SU DECRETO REGLAMENTARIO 1202/2008
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seno de los propios hogares.
b) Promover actividades y espacios adecuados que
estimulen la inclusión de niños y niñas con capacida-
des especiales, con el fin de favorecer su máxima
integración.
c) Garantizar el acceso a servicios sanitarios locales,
preferentemente dependientes del sistema público
de salud.
d) Asegurar que se satisfagan adecuadamente las
necesidades alimentarias de los niños y niñas, facili-
tando el desarrollo de las actividades destinadas a los
talleres para padres y/o miembros de la familia y la
comunidad, con el fin de fortalecer las funciones de
crianza.
e) Llevar un legajo y registro actualizado donde se
consignarán los resultados del control periódico del
crecimiento y desarrollo de cada uno de los niños y
niñas, así como datos significativos de la vida cotidia-
na del niño o niña y su grupo familiar.
f) Acordar con los padres y/o los familiares de cada
niño o niña el lapso de permanencia diaria del mismo
en el Centro, contemplando las necesidades específi-
cas de la etapa del desarrollo y la situación familiar,
propendiendo al fortalecimiento de las familias como
ámbito privilegiado para la crianza de los mismos.
Deberán propiciar el mayor lapso posible de convi-
vencia del niño o niña en el seno de su propio ámbi-
to familiar.
g) Garantizar la atención personalizada de niños y
niñas. A tales efectos, el número de personas a cargo
del cuidado de niños y niñas en cada grupo etario
será normado y/o adecuado mediante protocolos por
las autoridades competentes y supervisado por la
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia
del Ministerio de Desarrollo Social y el Consejo
Federal de Niñez, Adolescencia y Familia.
La carencia de documentación de las niñas y niños
no será impedimento para su inscripción en los
Centros de Desarrollo Infantil, debiendo sus autorida-
des adoptar las medidas necesarias a los fines de la
obtención de la misma, e inclusive la documentación
de los miembros de la familia de la niña o niño que
carecieran de ella.

ARTÍCULO 7

Los Centros de Desarrollo Infantil, de acuerdo a las posi-
bilidades y condiciones, estarán conformados con
recursos humanos que contemplen preferentemente
los siguientes perfiles ocupacionales y/o profesionales:
a) Coordinación: La coordinación estará a cargo de per-

sonal con formación en desarrollo infantil, el que tendrá
por función organizar las tareas necesarias para promo-
ver el proyecto institucional.
b) Equipo Técnico: Estará compuesto por trabajadores
de las áreas sociales, sanitarias y educativas. Dicho
equipo podrá asistir a uno o más Centros de Desarrollo
Infantil dentro de una misma zona o comunidad, de
acuerdo a los recursos con que se cuente en la zona de
trabajo respectiva. A tal efecto deberá interpretarse esta
exigencia con flexibilidad en pequeñas localidades,
zonas rurales y concentraciones poblacionales de alta
vulnerabilidad.
c) Promotores comunitarios de desarrollo infantil:
Serán aquellos a cargo del cuidado, atención, higiene,
alimentación, estimulación y recreación de los niños y
niñas de cada grupo etario.
d) Talleristas comunitarios: Son los encargados de la
planificación y realización de diversas actividades crea-
tivas, expresivas, lúdicas o recreativas con los niños y
niñas, sus familias y la comunidad.
e) Personal de mantenimiento, limpieza y cocina: El
número de personal deberá adecuarse a la cantidad de
niños y niñas integrados y a las características y necesi-
dades edilicias de cada Centro de Desarrollo Infantil.
f) Equipo profesional de apoyo externo: Estará com-
puesto por personal de las áreas Sociales y/o Sanitarias
locales, resultando conveniente la participación de un
médico pediatra, un nutricionista y un especialista en
estimulación temprana, quienes supervisarán la evolu-
ción de la salud de los niños y niñas, según pautas de
coordinación y asistencia consensuadas entre el Centro
de Desarrollo Infantil y la autoridad sanitaria.
Cada Centro de Desarrollo infantil podrá integrar su
propio personal con agentes de organismos públicos,
miembros de organizaciones de la comunidad y
voluntariado.

ARTÍCULO 8

Cada Centro de Desarrollo Infantil deberá articular
acciones con las áreas de Salud, Educación y Desarrollo
Social de cada jurisdicción, así como con las organiza-
ciones representativas de la comunidad en la que desa-
rrollan sus acciones. El Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia y la Secretaría Nacional de
Niñez, Adolescencia y Familia, en articulación con el
Ministerio de Educación, las Universidades Nacionales
y otras entidades educativas de nivel superior, diseña-
rán planes y estrategias nacionales de capacitación y
asistencia técnica para la especialización de agentes
públicos y comunitarios en desarrollo infantil. Dichas
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acciones serán ejecutadas de manera directa o en un
marco de cooperación con la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, provincias, municipios u organizaciones
sociales.

ARTÍCULO 9
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 10
Sin reglamentar

ARTÍCULO 11

La Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y
Familia del Ministerio de Desarrollo Social será respon-
sable de las siguientes acciones:
a) El diseño y puesta en marcha de las acciones de
capacitación, conforme lo previsto por el artículo 8° de
la presente reglamentación.
b) La amplia difusión del contenido de la Ley Nº 26.233
y de la presente norma, a fin de promover un adecua-
do y eficaz cumplimiento de sus previsiones.
c) Desarrollar las acciones que fueren pertinentes para
promover la adhesión a que se refiere el artículo 13 de
la Ley Nº 26.233.

ARTÍCULO 12
Sin reglamentar.

ARTÍCULO 13
Sin reglamentar.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:
PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRATA DE PERSO-
NAS Y ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1 
Objeto
La presente ley tiene por objeto implementar medidas
destinadas a prevenir y sancionar la trata de personas,
asistir y proteger a sus víctimas.

ARTÍCULO 2
Trata de mayores de dieciocho (18) años

Se entiende por trata de mayores la captación el trans-
porte y/o traslado —ya sea dentro del país, desde o
hacia el exterior—, la acogida o la recepción de perso-
nas mayores de dieciocho (18) años de edad, con fines
de explotación, cuando mediare engaño, fraude, violen-
cia, amenaza o cualquier medio de intimidación o coer-
ción, abuso de autoridad o de una situación de vulne-
rabilidad, concesión o recepción de pagos o beneficios
para obtener el consentimiento de una persona que
tenga autoridad sobre la víctima, aun cuando existiere
asentimiento de ésta.

ARTÍCULO 3
Trata de menores de dieciocho (18) años 

Se entiende por trata de menores el ofrecimiento, la
captación, el transporte y/o traslado —ya sea dentro del
país, desde o hacia el exterior—, la acogida o la recep-
ción de personas menores de dieciocho (18) años de
edad, con fines de explotación.

Existe trata de menores aun cuando no mediare enga-
ño, fraude, violencia, amenaza o cualquier medio de
intimidación o coerción, abuso de autoridad o de una
situación de vulnerabilidad, concesión o recepción de
pagos o beneficios para obtener el consentimiento de
una persona que tenga autoridad sobre la víctima.
El asentimiento de la víctima de trata de personas meno-
res de dieciocho (18) años no tendrá efecto alguno.

ARTÍCULO 4
Explotación 

A los efectos de la presente ley, existe explotación en
cualquiera de los siguientes supuestos:
a) Cuando se redujere o mantuviere a una persona en
condición de esclavitud o servidumbre o se la sometie-
re a prácticas análogas;
b) Cuando se obligare a una persona a realizar trabajos
o servicios forzados;
c) Cuando se promoviere, facilitare, desarrollare o se
obtuviere provecho de cualquier forma de comercio
sexual;
d) Cuando se practicare extracción ilícita de órganos o
tejidos humanos.

ARTÍCULO 5
No punibilidad

Las víctimas de la trata de personas no son punibles por
la comisión de cualquier delito que sea el resultado
directo de haber sido objeto de trata.
Tampoco les serán aplicables las sanciones o impedi-
mentos establecidos en la legislación migratoria
cuando las infracciones sean consecuencia de la acti-
vidad desplegada durante la comisión del ilícito que
las damnificara.
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TÍTULO II
DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS

ARTÍCULO 6
Derechos 

Las víctimas de la trata de personas tienen derecho a:
a) Recibir información sobre sus derechos en un idio-
ma que comprendan, y en forma accesible a su edad y
madurez;
b) Recibir alojamiento apropiado, manutención, alimen-
tación suficiente e higiene personal adecuada;
c) Contar con asistencia psicológica, médica y jurídica
gratuitas;
d) Prestar testimonio en condiciones especiales de pro-
tección y cuidado;
e) La protección frente a toda posible represalia contra
su persona o su familia, pudiéndose incorporar al pro-
grama nacional de protección de testigos en las condi-
ciones previstas en la Ley Nº 25.764.
f) La adopción de las medidas necesarias para garanti-
zar su integridad física y psicológica;
g) Ser informadas del estado de las actuaciones, de las
medidas adoptadas y de la evolución del proceso;
h) Ser oídas en todas las etapas del proceso;
i) La protección de su identidad e intimidad;
j) Permanecer en el país, de conformidad con la legis-
lación vigente, y a recibir la documentación o constan-
cia que acredite tal circunstancia;
k) Que se les facilite el retorno al lugar en el que estu-
viera asentado su domicilio;
l) Acceder de manera voluntaria y gratuita a los recur-
sos de asistencia.
En el caso de niños, niñas y adolescentes, además de
los derechos precedentemente enunciados, se garanti-
zará que los procedimientos reconozcan sus necesida-
des especiales que implican la condición de ser un
sujeto en pleno desarrollo de la personalidad. En ningún
caso podrán ser sometidos a careos. Las medidas de
protección de derechos aplicables no podrán restringir
sus derechos y garantías, ni implicar privación de su
libertad. Se procurará la reintegración a su familia
nuclear o ampliada o a su comunidad.

ARTÍCULO 7
Alojamiento de las víctimas

En ningún caso se alojará a las víctimas de la trata de
personas en cárceles, establecimientos penitenciarios,
policiales o destinados al alojamiento de personas dete-
nidas, procesadas o condenadas.

ARTÍCULO 8
Derecho a la privacidad y reserva de identidad

En ningún caso se dictarán normas que dispongan la
inscripción de las víctimas de la trata de personas en un
registro especial, o que les obligue a poseer un docu-
mento especial, o a cumplir algún requisito con fines de
vigilancia o notificación.
Se protegerá la privacidad e identidad de las víctimas de
la trata de personas. Las actuaciones judiciales serán
confidenciales. Los funcionarios intervinientes deberán
preservar la reserva de la identidad de aquéllas.

ARTÍCULO 9
Representantes diplomáticos y consulares

Es obligación de los representantes diplomáticos y
consulares de la Nación en el extranjero proveer la
asistencia de los ciudadanos argentinos que, hallán-
dose fuera del país, resultaren víctimas de los delitos
descriptos en la presente ley, y facilitar su retorno al
país, si así lo pidieren.

TÍTULO III
DISPOSICIONES PENALES Y PROCESALES

ARTÍCULO 10

Incorpórase como artículo 145 bis del Código Penal, el
siguiente:
Artículo 145 bis: El que captare, transportare o trasla-
dare, dentro del país o desde o hacia el exterior, acogiere
o recibiere personas mayores de dieciocho años de edad,
cuando mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o
cualquier otro medio de intimidación o coerción, abuso
de autoridad o de una situación de vulnerabilidad, con-
cesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el
consentimiento de una persona que tenga autoridad
sobre la víctima, con fines de explotación, será reprimido
con prisión de tres (3) a SEIS (6) años.
La pena será de cuatro (4) a DIEZ (10) años de prisión
cuando:
1. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea
recta, hermano, tutor, persona conviviente, curador,
encargado de la educación o guarda, ministro de algún
culto reconocido o no, o funcionario público;
2. El hecho fuere cometido por tres (3) o más personas
en forma organizada;
3. Las víctimas fueren tres (3) o más.
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ARTÍCULO 11

Incorpórase como artículo 145 ter del Código Penal, el
siguiente:
Artículo 145 ter: El que ofreciere, captare, transportare
o trasladare, dentro del país o desde o hacia el exterior,
acogiere o recibiere personas menores de dieciocho
(18) años de edad, con fines de explotación, será repri-
mido con prisión de cuatro (4) a DIEZ (10) años.
La pena será de SEIS (6) a QUINCE (15) años de prisión
cuando la víctima fuere menor de TRECE (13) años.
En cualquiera de los supuestos anteriores, la pena será
de DIEZ (10) a QUINCE (15) años de prisión, cuando:
1. Mediare engaño, fraude, violencia, amenaza o cual-
quier otro medio de intimidación o coerción, abuso de
autoridad o de una situación de vulnerabilidad, conce-
sión o recepción de pagos o beneficios para obtener el
consentimiento de una persona que tenga autoridad
sobre la víctima;
2. El autor fuere ascendiente, cónyuge, afín en línea
recta, hermano, tutor, persona conviviente, curador,
encargado de la educación o guarda, ministro de algún
culto reconocido o no, o funcionario público;
3. El hecho fuere cometido por tres (3) o más personas
en forma organizada;
4. Las víctimas fueren tres (3) o más.

ARTÍCULO 12

Sustitúyese el artículo 41 ter del Código Penal, por el
siguiente:
Artículo 41 ter: Las escalas penales previstas en los
artículos 142 bis, 145 bis, 145 ter y 170 de este Código
podrán reducirse en un tercio del máximo y en la mitad
del mínimo respecto de los partícipes o encubridores
que, durante la sustanciación del proceso o antes de su
iniciación, proporcionen información que permita cono-
cer el lugar donde la víctima se encuentra privada de su
libertad, o la identidad de otros partícipes o encubrido-
res del hecho, o cualquier otro dato que posibilite su
esclarecimiento.
En caso de corresponder prisión o reclusión perpetua,
podrá aplicarse prisión o reclusión de OCHO (8) a
QUINCE (15) años.
Sólo podrán gozar de este beneficio quienes tengan una
responsabilidad penal inferior a la de las personas a
quienes identificasen.

ARTÍCULO 13

Sustitúyese el inciso e) del apartado 1) del artículo 33 del
Código Procesal Penal de la Nación, por el siguiente:
e) Los previstos por los artículos 142 bis, 145 bis, 145
ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212 y 213 bis
del Código Penal.

ARTÍCULO 14

Serán aplicables las disposiciones de los artículos 132
bis, 250 bis y 250 ter del Código Procesal Penal de la
Nación.

ARTÍCULO 15

Sustitúyese el artículo 119 de la Ley Nº 25.871, por el
siguiente:
Artículo 119: Será reprimido con prisión o reclusión de
DOS (2) a OCHO (8) años el que realice las conductas
descriptas en el presente capítulo empleando violencia,
intimidación o engaño o abusando de la necesidad o
inexperiencia de la víctima.

ARTÍCULO 16

Sustitúyese el artículo 121 de la Ley Nº 25.871, por el
siguiente:
Artículo 121: Las penas establecidas en el presente
capítulo se agravarán de cinco (5) a QUINCE (15) años
cuando se hubiere puesto en peligro la vida, la salud o
la integridad de los migrantes o cuando la víctima sea
menor de edad; y de OCHO (8) a VEINTE (20) años
cuando el tráfico de personas se hubiere efectuado con
el objeto de cometer actos de terrorismo, actividades de
narcotráfico o lavado de dinero.

ARTÍCULO 17

Deróganse los artículos 127 bis y 127 ter del Código
Penal.

TÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 18
Presupuesto

El Presupuesto General de la Nación incluirá las parti-
das necesarias para el cumplimiento de las disposicio-
nes de la presente ley.
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ARTÍCULO 19
Reglamentación

Esta ley será reglamentada en un plazo máximo de
sesenta (60) días contados a partir de su promulgación.

ARTÍCULO 20

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, el día nueve de abril del año dos mil ocho.
— registrado bajo el nº 26.364 —
Eduardo A. Fellner. — Julio César C. Cobos. — Marta A.
Luchetta. — Juan J. Canals.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1

Sustitúyase la denominación del Título VIII de la Ley
20.744, la que quedará redactada de la siguiente
manera:

TÍTULO VIII: DE LA PROHIBICIÓN DEL
TRABAJO INFANTIL Y DE LA PROTEC-
CIÓN DEL TRABAJO ADOLESCENTE

ARTÍCULO 2

La presente ley alcanzará el trabajo de las personas
menores de dieciocho (18) años en todas sus formas.
Se eleva la edad mínima de admisión al empleo a die-
ciséis (16) años en los términos de la presente.
Queda prohibido el trabajo de las personas menores de die-
ciséis (16) años en todas sus formas, exista o no relación de
empleo contractual, y sea éste remunerado o no.
Toda ley, convenio colectivo o cualquier otra fuente nor-
mativa que establezca una edad mínima de admisión al
empleo distinta a la fijada en el segundo párrafo, se con-
siderará a ese solo efecto modificada por esta norma.
La inspección del trabajo deberá ejercer las funciones
conducentes al cumplimiento de dicha prohibición.

ARTÍCULO 3

Sustitúyase el artículo 32 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 32: Capacidad. Las personas desde los diecio-
cho (18) años, pueden celebrar contrato de trabajo.
Las personas desde los dieciséis (16) años y menores
de dieciocho (18) años, pueden celebrar contrato de

trabajo, con autorización de sus padres, responsables o
tutores. Se presume tal autorización cuando el adoles-
cente viva independientemente de ellos.

ARTÍCULO 4

Sustitúyase el artículo 33 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 33: Facultad para estar en juicio. Las personas
desde los dieciséis (16) años están facultadas para
estar en juicio laboral en acciones vinculadas al contra-
to o relación de trabajo y para hacerse representar por
mandatarios mediante el instrumento otorgado en la
forma que prevén las leyes locales, debiéndose cumplir
en cualquier circunstancia las garantías mínimas de
procedimiento en los procesos judiciales y administrati-
vos establecidos por el artículo 27 de la Ley 26.061, que
crea el sistema de protección integral de los derechos
de niños, niñas y adolescentes.

ARTÍCULO 5

Sustitúyase el artículo 119 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 119: Prohibición de abonar salarios inferiores.
Por ninguna causa podrán abonarse salarios inferiores a
los que se fijen de conformidad al presente capítulo, salvo
los que resulten de reducciones para aprendices o para
trabajadores que cumplan jornadas de trabajo reducida,
no impuesta por la calificación, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 200.

ARTÍCULO 6

Sustitúyase el artículo 187 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 187: Disposiciones generales. Capacidad.
Igualdad de remuneración. Aprendizaje y orientación

PROHIBICIÓN DEL TRABAJO INFANTIL Y PROTECCIÓN 
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Modificación de las Leyes Nos 20.744, 22.248, 23.551, 25.013 y del Decreto Ley Nº 326/56.
Sancionada: Junio 4 de 2008
Promulgada de Hecho: Junio 24 de 2008



408 DERECHOS DE NIÑAS,  NIÑOS,  ADOLESCENTES Y MUJERES

PROHIBICIÓN DEL TRABAJO INFANTIL  Y  PROTECCIÓN DEL TRABAJO ADOLESCENTE
LEY 26.390

profesional. Las personas desde los dieciséis (16)
años y menores de dieciocho (18) años podrán cele-
brar toda clase de contratos de trabajo, en las condi-
ciones previstas en los artículos 32 y siguientes de
esta ley. Las reglamentaciones, convenciones colecti-
vas de trabajo o tablas de salarios que se elaboren,
garantizarán a estos trabajadores igualdad de retribu-
ción, cuando cumplan jornadas de trabajo o realicen
tareas propias de trabajadores mayores.
El Régimen de Aprendizaje y Orientación Profesional apli-
cable a los trabajadores desde los dieciséis (16) años
hasta los dieciocho (18) años estará regido por las dispo-
siciones respectivas vigentes, o que al efecto se dicten.

ARTÍCULO 7

Sustitúyase el artículo 189 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 189: Menores de dieciséis (16) años.
Prohibición de su empleo. Queda prohibido a los
empleadores ocupar personas menores de dieciséis
(16) años en cualquier tipo de actividad, persiga o no
fines de lucro.

ARTÍCULO 8

Incorpórase como artículo 189 bis a la Ley 20.744, el
siguiente:
Artículo 189 bis: Empresa de la familia. Excepción. Las
personas mayores de catorce (14) y menores a la edad
indicada en el artículo anterior podrán ser ocupados en
empresas cuyo titular sea su padre, madre o tutor, en
jornadas que no podrán superar las tres (3) horas dia-
rias, y las quince (15) horas semanales, siempre que no
se trate de tareas penosas, peligrosas y/o insalubres, y
que cumplan con la asistencia escolar. La empresa de
la familia del trabajador menor que pretenda acogerse
a esta excepción a la edad mínima de admisión al
empleo, deberá obtener autorización de la autoridad
administrativa laboral de cada jurisdicción.
Cuando, por cualquier vínculo o acto, o mediante cual-
quiera de las formas de descentralización productiva, la
empresa del padre, la madre o del tutor se encuentre
subordinada económicamente o fuere contratista o pro-
veedora de otra empresa, no podrá obtener la autoriza-
ción establecida en esta norma.

ARTÍCULO 9

Sustitúyase el artículo 190 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:

Artículo 190: Jornada de trabajo. Trabajo nocturno.
No podrá ocuparse a personas de dieciséis (16) a die-
ciocho (18) años en ningún tipo de tareas durante
más de seis (6) horas diarias o treinta y seis (36)
semanales. La distribución desigual de las horas labo-
rables no podrá superar las siete (7) horas diarias.
La jornada de las personas menores de más de dieci-
séis (16) años, previa autorización de la autoridad
administrativa laboral de cada jurisdicción, podrá
extenderse a ocho (8) horas diarias o cuarenta y ocho
(48) semanales.
No se podrá ocupar a personas menores de dieciocho
(18) años en trabajos nocturnos, entendiéndose como
tales el intervalo comprendido entre las veinte (20) y las
seis (6) horas del día siguiente. En los casos de esta-
blecimientos fabriles que desarrollen tareas en tres tur-
nos diarios que abarquen las veinticuatro (24) horas del
día, el período de prohibición absoluta en cuanto al
empleo de personas menores, estará regido por este
título, sustituyéndose la prohibición por un lapso com-
prendido entre las veintidós (22) y las seis (6) horas del
día siguiente, pero sólo para las personas menores de
más de dieciséis (16) años.

ARTÍCULO 10

Sustitúyase el artículo 191 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 191: Descanso al mediodía. Trabajo a domici-
lio. Tareas penosas, peligrosas o insalubres. Remisión.
Con relación a las personas menores de dieciocho
(18) años que trabajen en horas de la mañana y de la
tarde rige lo dispuesto en el artículo 174 de esta ley;
en todos los casos rige lo dispuesto en los artículos
175 y 176 de esta ley.

ARTÍCULO 11

Deróganse los artículos 192 y 193 de la Ley 20.744.

ARTÍCULO 12

Sustitúyase el artículo 194 de la Ley 20.744, el que
quedará redactado de la siguiente manera:
Artículo 194: Vacaciones. Las personas menores de
dieciocho (18) años gozarán de un período mínimo
de licencia anual, no inferior a quince (15) días, en
las condiciones previstas en el Título V de esta ley.
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ARTÍCULO 13

Sustitúyase el artículo 195 de la Ley 20.744, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 195: Accidente o enfermedad. En caso de acci-
dente de trabajo o de enfermedad de una persona traba-
jadora, comprendida en el presente título, si se com-
prueba ser su causa alguna de las tareas prohibidas a su
respecto, o efectuada en condiciones que signifiquen
infracción a sus requisitos, se considerará por ese solo
hecho al accidente o a la enfermedad como resultante de
la acción u omisión del empleador, en los términos del
artículo 1072 y concordantes del Código Civil, sin admi-
tirse prueba en contrario.
Si el accidente o enfermedad obedecieren al hecho de
encontrarse circunstancialmente el trabajador en un
sitio de trabajo en el cual fuere ilícita o prohibida su pre-
sencia, sin conocimiento del empleador, éste podrá pro-
bar su falta de responsabilidad.

ARTÍCULO 14

Sustitúyase el artículo 2º del Decreto-ley 326/56, el que
quedará redactado de la siguiente manera:
Artículo 2º: No podrán ser contratadas como emplea-
das en el servicio doméstico las personas emparenta-
das con el dueño de casa, ni aquellas que sean exclu-
sivamente contratadas para cuidar enfermos o con-
ducir vehículos.
No podrán ser contratadas como empleadas en el
servicio doméstico las personas menores de dieciséis
(16) años.

ARTÍCULO 15

Sustitúyase el artículo 3º del Decreto-ley 326/56, el que
quedará redactado de la siguiente manera:
Artículo 3º: En el caso de que se tome al servicio de un
dueño de casa conjuntamente un matrimonio, o a
padres con sus hijos, las retribuciones deben ser con-
venidas en forma individual y separadamente.
Los hijos menores de dieciséis (16) años, que vivan con
sus padres en el domicilio del dueño de casa, no serán
considerados como empleados en el servicio domésti-
co, como tampoco las personas que acompañen en el
alojamiento a un empleado en el servicio doméstico y
que emparentadas con él, no trabajen en el servicio
doméstico del mismo empleador.

ARTÍCULO 16

Sustitúyase el artículo 28 de la Ley 22.248, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 28: Las remuneraciones mínimas serán fijadas
por la Comisión Nacional de Trabajo Agrario, las que no
podrán ser inferiores al salario mínimo vital de ese
momento. Su monto se determinará por mes o por día y
comprenderá, en todos los casos, el valor de las presta-
ciones en especie que tomare a su cargo el empleador.
De la misma manera se determinarán las bonificaciones
por capacitación previstas en el artículo 33 y el porcen-
taje referido en el artículo 39.

ARTÍCULO 17

Sustitúyase el artículo 107 de la Ley 22.248, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 107: Queda prohibido el trabajo de las perso-
nas menores de dieciséis (16) años, cualquiera fuere la
índole de las tareas que se pretendiere asignarles.
Las personas mayores de catorce (14) años y menores
a la edad indicada en el artículo anterior podrán ser
ocupados en explotaciones cuyo titular sea su padre,
madre o tutor, en jornadas que no podrán superar las
tres (3) horas diarias, y las quince (15) horas semana-
les, siempre que no se trate de tareas penosas, peligro-
sas y/o insalubres, y que cumplan con la asistencia
escolar. La explotación cuyo titular sea el padre, la
madre o el tutor del trabajador menor que pretenda
acogerse a esta excepción a la edad mínima de admi-
sión al empleo, deberá obtener autorización de la auto-
ridad administrativa laboral de cada jurisdicción.
Cuando, por cualquier vínculo o acto, o mediante cual-
quiera de las formas de descentralización productiva, la
explotación cuyo titular sea del padre, la madre o del tutor
se encuentre subordinada económicamente o fuere con-
tratista o proveedora de otra empresa, no podrá obtener
la autorización establecida en esta norma.

ARTÍCULO 18

Sustitúyase el artículo 108 de la Ley 22.248, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 108: Las personas desde los dieciséis (16)
años y hasta los dieciocho (18) años de edad, que
con conocimiento de sus padres, responsables o tuto-
res vivieren independientemente de ellos, podrán
celebrar contrato de trabajo agrario, presumiéndose
la autorización pertinente para todos los actos con-
cernientes al mismo.
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ARTÍCULO 19

Sustitúyase el artículo 109 de la Ley 22.248, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 109: Las personas desde los dieciséis (16)
años estarán facultadas para estar en juicio laboral, en
acciones vinculadas al contrato o relación de trabajo y
para otorgar los poderes necesarios a efectos de hacer-
se representar judicial o administrativamente mediante
los instrumentos otorgados en la forma que previeren
las leyes procesales locales, debiéndose cumplir en
cualquier circunstancia las garantías mínimas de pro-
cedimiento en los procesos judiciales y administrativos
establecidos por el artículo 27 de la Ley 26.061, que
crea el sistema de protección integral de los derechos
de niños, niñas y adolescentes.

ARTÍCULO 20

Sustitúyase el artículo 110 de la Ley 22.248, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 110: La jornada de labor de la persona de
hasta dieciséis (16) años deberá realizarse exclusiva-
mente en horario matutino o vespertino.
La autoridad administrativa laboral de cada jurisdicción
podrá extender la duración.
No se podrá ocupar a personas menores de dieciocho
(18) años en trabajos nocturnos, entendiéndose como
tales el intervalo comprendido entre las veinte (20) y las
seis (6) horas del día siguiente.

ARTÍCULO 21

Sustitúyase el artículo 13 de la Ley 23.551, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 13: Las personas mayores de dieciséis (16)
años, sin necesidad de autorización, podrán afiliarse.

ARTÍCULO 22

Modifícase el artículo 1º de la Ley 25.013, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
Artículo 1º: Contrato de trabajo de aprendizaje. El con-
trato de aprendizaje tendrá finalidad formativa teórico-
práctica, la que será descripta con precisión en un pro-
grama adecuado al plazo de duración del contrato. Se
celebrará por escrito entre un empleador y un joven sin
empleo, de entre dieciséis (16) y veintiocho (28) años.
Este contrato de trabajo tendrá una duración mínima de
tres (3) meses y una máxima de un (1) año.
A la finalización del contrato el empleador deberá entre-

gar al aprendiz un certificado suscripto por el responsa-
ble legal de la empresa, que acredite la experiencia o
especialidad adquirida.
La jornada de trabajo de los aprendices no podrá supe-
rar las cuarenta (40) horas semanales, incluidas las
correspondientes a la formación teórica. Respecto de
las personas entre dieciséis (16) y dieciocho (18) años
de edad se aplicarán las disposiciones relativas a la jor-
nada de trabajo de los mismos.
No podrán ser contratados como aprendices aquellos
que hayan tenido una relación laboral previa con el
mismo empleador. Agotado su plazo máximo, no podrá
celebrarse nuevo contrato de aprendizaje respecto del
mismo aprendiz.
El número total de aprendices contratados no podrá
superar el diez por ciento (10%) de los contratados por
tiempo indeterminado en el establecimiento de que se
trate. Cuando dicho total no supere los diez (10) traba-
jadores será admitido un aprendiz. El empresario que
no tuviere personal en relación de dependencia, tam-
bién podrá contratar un aprendiz.
El empleador deberá preavisar con treinta (30) días de
anticipación la terminación del contrato o abonar una
indemnización sustitutiva de medio mes de sueldo.
El contrato se extinguirá por cumplimiento del plazo
pactado; en este supuesto el empleador no estará obli-
gado al pago de indemnización alguna al trabajador sin
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior. En los
demás supuestos regirá el artículo 7º y concordantes de
la presente ley.
Si el empleador incumpliera las obligaciones estableci-
das en esta ley el contrato se convertirá a todos sus
fines en un contrato por tiempo indeterminado.
Las cooperativas de trabajo y las empresas de servicios
eventuales no podrán hacer uso de este contrato.

ARTÍCULO 23

Cláusula transitoria. A todos los efectos, la edad míni-
ma establecida en la presente se reputará como de
quince (15) años hasta el 25 de mayo de 2010, en que
comenzará a regir la edad mínima establecida en los
dieciséis (16) años, y al objeto de la regularización de
los contratos vigentes.

ARTÍCULO 24

La prohibición dispuesta en el artículo 2º de la pre-
sente ley no será aplicable a los contratos de trabajo
celebrados con anterioridad a la promulgación de la
presente ley.
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ARTÍCULO 25

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los cuatro días del mes de junio del año
dos mil ocho.
— registrado bajo el nº 26.390 —
Eduardo A. Fellner. — Julio César C. Cobos — Enrique
Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1

Todos los actos o hechos que den origen, alteren o
modifiquen el estado civil y la capacidad de las perso-
nas deberán inscribirse en los correspondientes regis-
tros de las provincias, de la Nación y de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires.
Corresponde al Registro del Estado Civil y Capacidad de
las Personas, proporcionar los datos necesarios para
que se elaboren las estadísticas vitales correspondien-
tes a nacimientos y defunciones, defunciones de niños
menores de un año, defunciones fetales, matrimonios,
divorcios, filiaciones y adopciones.

ARTÍCULO 2

El Registro del Estado Civil y Capacidad de las
Personas será organizado por los gobiernos provin-
ciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y
estará a cargo de un director general, el que deberá
poseer título de abogado.

ARTÍCULO 3

En los centros donde no existan oficiales públicos
encargados del registro, la dirección general asignará tal
carácter a los funcionarios del lugar y/o creará oficinas
móviles, que tendrán a su cargo las inscripciones de los
actos y hechos atinentes a este organismo.

ARTÍCULO 4

Cuando para el cumplimiento de las obligaciones emer-
gentes de la presente ley fuere menester el auxilio de la
fuerza pública, el oficial público del registro está facul-
tado para requerirla.

CAPÍTULO II
SISTEMAS DE REGISTRO

ARTÍCULO 5 

El Registro se llevará mediante un asiento en un libro
que podrá ser conformado con folios individuales
numerados que resguarden las exigencias de seguri-
dad, del cual se tomará copia ya sea en forma manual,
micro- filme archivo informático u otro sistema similar.
Esta copia deberá ser suscripta por el oficial público. El
original y la copia así obtenida tendrán carácter de ins-
trumento público, así como también las fotocopias a
partidas que se expidan sobre la base de dichos asien-
tos originales o sus copias. Las partidas deberán ser
autenticadas por autoridad competente. Los nacimien-
tos, matrimonios, defunciones o incapacidades se
registrarán en libros por separado, sin perjuicio de que
por vía administrativa se habiliten otros para el asiento
de hechos cuyo registro resulte necesario.

ARTÍCULO 6

Las inscripciones se registrarán en libros con textos
impresos, y las páginas serán fijas y numeradas corre-
lativamente. De cada tomo se confeccionará un índice
alfabético en el que se consignarán todas las inscrip-
ciones tomando al efecto la primera letra del apellido del
inscrito; en los matrimonios el apellido de cada contra-

REGISTRO DEL ESTADO CIVIL Y CAPACIDAD DE LAS PERSONAS
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Establécese que todos los actos o hechos que den origen, alteren o modifiquen el estado civil y la capacidad de
las personas deberán inscribirse en los correspondientes registros de las provincias, de la Nación y de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires.
Sancionada: Septiembre, 10 de 2008.
Promulgada de Hecho: Octubre, 1 de 2008.
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yente por separado; y en las defunciones de mujer
casada, el apellido de soltera.

ARTÍCULO 7

El último día hábil de cada año, o el último día del año en
las guardias de nacimiento, matrimonio o defunción, se
cerrarán los libros de Registro, certificando el oficial públi-
co correspondiente, al final de los mismos el número de
inscripciones y páginas útiles e inutilizadas que contie-
nen. Se procederá a copiarlos en la forma establecida en
el artículo 5º. El original deberá permanecer en la direc-
ción general y la copia en un lugar diferente.

ARTÍCULO 8

Si el ejemplar original o la copia a que se refiere el artí-
culo 5º resultare extraviado o destruido total o parcial-
mente, la dirección general dispondrá de inmediato se
saque copia de la copia de seguridad del archivo infor-
mático o del ejemplar que quede según corresponda,
firmándose la inscripción por el oficial público compe-
tente. Si resultaren extraviados o destruidos total o par-
cialmente los dos ejemplares, la dirección general debe-
rá dar cuenta inmediata del hecho al juez competente,
sin perjuicio de lo cual dispondrá todas las medidas ten-
dientes a la reconstrucción de las inscripciones destrui-
das o extraviadas, utilizando para ello las pruebas que
constaren registradas en reparticiones públicas o priva-
das. Asimismo, se publicarán las fechas correspon-
dientes a los ejemplares destruidos o extraviados, de
modo tal que los interesados o sus derechohabientes
puedan colaborar en la tarea de reconstrucción apor-
tando los datos que obrasen en su poder.

ARTÍCULO 9

Los libros, microfilmes, archivos informáticos u otro
sistema similar que se adopte no podrán ser entrega-
dos a persona alguna. Para ser exhibidos a terceros
deberá acreditarse un interés legítimo. La autoridad
competente encargada de su custodia será responsa-
ble de la destrucción o pérdida de los mismos, si le
resultare imputable.

CAPÍTULO III
INSCRIPCIONES

ARTÍCULO 10

Las inscripciones se registrarán, una después de la otra,

en orden numérico y cronológico, debiendo ser sus-
criptas por el oficial público y los intervinientes, previa
lectura de su texto a los legítimamente interesados y
exhibición, en caso de ser solicitadas. Si alguno de los
comparecientes no supiere o no pudiere firmar, deberá
hacerlo otra persona en su nombre dejándose debida
constancia. En este supuesto deberá acreditarse identi-
dad conforme lo establecido en el artículo 18, previa
colocación de la impresión del dígito pulgar derecho del
compareciente al pie del acta.

ARTÍCULO 11

En las inscripciones podrán usarse abreviaturas y gua-
rismos con excepción de los datos esenciales, que
deberán consignarse íntegramente.

ARTÍCULO 12

No podrán hacerse raspaduras y las enmiendas, testa-
dos y entre líneas serán salvados antes de firmar, de
puño y letra, por el oficial público interviniente.

ARTÍCULO 13

No podrán consignarse en las inscripciones enuncia-
ciones improcedentes o que no deban declararse con
arreglo a la ley.

ARTÍCULO 14

Los oficiales públicos no podrán autorizar las inscripcio-
nes que se refieran a sus parientes dentro del cuarto
grado de consanguinidad o segundo de afinidad. Serán
reemplazados por el Subrogante legal y, a falta de éste,
por un funcionario designado al efecto.

ARTÍCULO 15 

Registrada una inscripción, la misma no podrá ser
modificada sino en virtud de resolución o disposición de
autoridad competente.

ARTÍCULO 16

Para registrar inscripciones en representación de otra
persona, deberá acreditarse la personería mediante
documento idóneo, cuyas características serán determi-
nadas por cada dirección general, el que será rubricado
por el oficial público y firmado por el representante.
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ARTÍCULO 17

Cuando se suspenda una inscripción se expresará la
causa de la suspensión y para continuarla se efectuará
una nueva poniéndose notas de referencia.

ARTÍCULO 18

En las inscripciones se debe consignar nombre, apelli-
do, domicilio y número de documento nacional de iden-
tidad de todo interviniente.
Si alguno de ellos careciere de este último se dejará
constancia agregando su edad y nacionalidad, debien-
do suscribir la inscripción DOS (2) testigos que lo pose-
an y declaren sobre la identidad de aquél. Asimismo, se
consignará la impresión del dígito pulgar derecho del
indocumentado.

ARTÍCULO 19

Cuando a juicio del oficial público no pueda registrarse
una inscripción, por no llenar los requisitos legales, debe-
rá darse al interesado una constancia de la presentación
y se formulará de inmediato la pertinente consulta a la
dirección general para su resolución definitiva.

ARTÍCULO 20

Si el oficial público tuviese conocimiento de la existen-
cia de un hecho que debió ser inscripto y no lo fue den-
tro del término legal, lo hará saber de inmediato a la
dirección general, a los efectos previstos en los artículos
87 y 89 de la presente ley.

ARTÍCULO 21

Todo documento que sirva de base para registrar o
modificar una inscripción deberá ser archivado bajo el
número de la misma.

ARTÍCULO 22

La documentación que haya servido de base para
registrar inscripciones deberá conservarse a perpetui-
dad. La que no fuere esencial para su validez podrá
ser destruida mediante resolución o disposición de la
dirección general; el tiempo de su conservación será
fijado por la reglamentación no pudiendo ser ésta
menor de cinco (5) años.

CAPÍTULO IV
CONSTANCIAS DE LAS INSCRIPCIONES

ARTÍCULO 23

Los testimonios, copias, certificados, libretas de familia
o cualesquiera otros documentos expedidos por la
dirección general y/o sus dependencias que correspon-
dan a inscripciones registradas en sus libros o en las
copias a que se refiere el artículo 5º y que lleven la firma
del oficial público y sello de la oficina respectiva, son
instrumentos públicos y crean la presunción legal de la
verdad de su contenido en los términos prescritos por el
Código Civil. Esta documentación no podrá retenerse
por autoridad judicial o administrativa ni por entidades
o personas privadas debiendo limitarse a tomar cons-
tancias o certificar, por cualquier medio fehaciente, el
contenido de los mismos, a los efectos a que hubiere
lugar. La única excepción a esta disposición será la refe-
rida al acto de identificación, en que el acta de naci-
miento podrá ser retenida por el Registro Nacional de
las Personas para acreditar la matrícula individual de la
persona identificada.

ARTÍCULO 24

Ninguna constancia extraída de otro registro que el
del estado civil y capacidad de las personas tendrá
validez en juicio para probar hechos o actos que
hayan debido inscribirse en él, salvo los documentos
que expida el Registro Nacional de las Personas, en
ejercicio de sus facultades.

CAPÍTULO V
NOTAS DE REFERENCIA

ARTÍCULO 25

Toda modificación del contenido de las inscripciones
deberá ser suscripta por el oficial público, y se registra-
rá mediante nota de referencia, correlacionándola con
sus antecedentes. Las comunicaciones pertinentes
deberán efectuarse a las direcciones generales, provin-
ciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde
se encuentre inscripto el asiento de origen dentro del
plazo de veinte (20) días hábiles.
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CAPÍTULO VI
LIBRETAS DE FAMILIA

ARTÍCULO 26

El Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas
donde se hubiere celebrado o inscripto el matrimonio
origen de la familia de que se trate expedirá libretas de
familia numeradas de las cuales no habrá sino un solo
tipo, sin distinción de categorías. Su texto lo establece-
rá la dirección general, debiendo preverse en su conte-
nido el asiento del matrimonio, el nacimiento de los
hijos del mismo y las defunciones. No se entregarán
libretas en las que no se hubiere asentado el matrimo-
nio de sus titulares.

CAPÍTULO VII
NACIMIENTOS

ARTÍCULO 27

Se inscribirán en los libros de nacimientos:
a) Todos los que ocurran en el territorio de la Nación.
Dicha inscripción deberá registrarse ante el oficial públi-
co que corresponda al lugar de nacimiento;
b) Aquellos cuyo registro sea ordenado por juez com-
petente;
c) Los que ocurran en buques o aeronaves de bandera
argentina ante el oficial público del primer puerto o
aeropuerto argentino de arribo. Los que ocurran en
lugares bajo jurisdicción nacional;
d) Las nuevas inscripciones dispuestas como conse-
cuencia de una adopción plena;
e) Los reconocimientos.

ARTÍCULO 28

La inscripción de los nacimientos con intervención de
los progenitores deberá efectuarse dentro del plazo
máximo de cuarenta (40) días corridos contados desde
el día del nacimiento. Vencido dicho plazo se inscribirá
de oficio dentro del plazo máximo de veinte(20) días
corridos. En el supuesto de nacimientos ocurridos fuera
de establecimientos médico-asistenciales sin interven-
ción de profesional médico, la dirección general podrá
por disposición o resolución motivada, admitir la ins-
cripción cuando existan causas justificadas fehaciente-
mente, hasta el plazo máximo de un (1) año, previa
intervención del Ministerio Público.

ARTÍCULO 29

Vencidos los plazos indicados en el artículo precedente,
la inscripción sólo podrá efectuarse por resolución judi-
cial para cuyo dictado los jueces deberán cumplimen-
tar los siguientes recaudos:
a) Certificado negativo de inscripción de nacimiento
emitido por el registro civil del lugar de nacimiento;
b) Certificado expedido por médico oficial en el que se
determine la edad y la fecha presunta de nacimiento;
c) Informe del Registro Nacional de las Personas, en su
caso, donde conste si la persona cuyo nacimiento se
pretende inscribir está o no identificada, matriculada o
enrolada; determinándose mediante qué instrumento
se justificó su nacimiento;
d) Declaración bajo juramento de dos (2) testigos res-
pecto del lugar y fecha de nacimiento y el nombre y
apellido con que la persona es conocida públicamente;
e) Otras pruebas que se crea conveniente exigir en
cada caso.

ARTÍCULO 30

Están obligados a notificar el hecho del nacimiento en
forma inmediata, remitiendo al registro civil del lugar el
certificado médico de nacimiento, con las característi-
cas previstas en los artículos 33 y 34:
a) Los directores, administradores, o persona designa-
da por autoridad competente del establecimiento asis-
tencial, hospicios, cárceles u otros establecimientos
análogos de gestión pública o privada, respecto de los
nacimientos ocurridos en ellos;
b) La autoridad encargada de llevar el registro de los
hechos acaecidos a bordo, a los que se refiere el artí-
culo 27 inciso c), mediante copia certificada de libro de
abordo que deberá presentar al registro civil del primer
puerto o aeropuerto argentino de arribo, dentro de los
cinco (5) días hábiles.

ARTÍCULO 31

Están obligados a solicitar la inscripción de nacimiento:
a) El padre y/o la madre;
b) A falta de ellos, los parientes directos de la madre o
cónyuge en primer grado ascendente o colateral;
c) El Ministerio Público de Menores en el caso de recién
nacidos que hubieran sido expuestos.
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ARTÍCULO 32

El hecho del nacimiento se probará:
a) Los nacimientos ocurridos en establecimientos médi-
cos asistenciales de gestión pública o privada, con cer-
tificado médico con las características de los artículos
33 y 34 de la presente ley, suscripto por el médico, obs-
tétrica o agente sanitario habilitado al efecto que hubie-
re atendido el parto;
b) Los nacimientos ocurridos fuera de establecimiento
médico asistencial, con atención médica, del mismo
modo que el anterior;
c) Los nacimientos ocurridos fuera de establecimiento
médico asistencial, sin atención médica, con certificado
médico emitido por establecimiento médico asistencial
público con determinación de edad presunta y sexo, y
en su caso un certificado médico del estado puerperal
de la madre y los elementos probatorios que la autori-
dad local determine. Se requerirá además, la declara-
ción de DOS (2) testigos que acrediten el lugar de naci-
miento en la jurisdicción de que se trate, el estado de
gravidez de la madre y haber visto con vida al recién
nacido, los que suscribirán el acta de nacimiento.

ARTÍCULO 33

A los efectos de completar la identificación descripta en
el artículo anterior las direcciones generales deben
implementar un formulario, prenumerado, denominado
“Certificado Médico de Nacimiento” en el que constará:
a) De la madre: nombre; apellido, tipo y número de
documento nacional de identidad, edad, nacionalidad,
domicilio, la impresión dígito pulgar derecha;
b) Del recién nacido: nombre con el que se lo inscribi-
rá, sexo, edad gestacional, peso al nacer e impresión
plantal derecha si el nacimiento ha sido con vida;
c) Tipo de parto: simple, doble o múltiple;
d) Nombre, apellido, firma, sello y matrícula del profe-
sional médico u obstétrica o el agente sanitario habilita-
do que atendió el parto;
e) Fecha, hora y lugar del nacimiento y de la confección
del formulario;
f) Datos del establecimiento médico asistencial: nombre
y domicilio completos;
g) Observaciones.

ARTÍCULO 34

Los gobiernos locales proveerán a las direcciones gene-
rales del registro civil los formularios de certificados
médicos de nacimientos, prenumerados y que reúnan

en su estructura e impresión los requisitos de seguridad
que garanticen su inviolabilidad, para su remisión a los
registros civiles. Las direcciones generales llevarán el
control de su utilización.

ARTÍCULO 35

Si al momento del parto la madre no presentare docu-
mento que acredite su identidad, deberá hacerlo al dár-
sele el alta médica. En caso de no presentarlo en esa
oportunidad se deberá dejar constancia de ello en el
formulario de certificado médico.

ARTÍCULO 36

La inscripción deberá contener:
a) El nombre, apellido y sexo del recién nacido;
b) Localidad y provincia, hora, día, mes y año en que
haya ocurrido el nacimiento;
c) El nombre y apellido del padre y de la madre y tipo y
número de los respectivos documentos de identidad.
En caso de que carecieren de estos últimos, se dejará
constancia de edad y nacionalidad, circunstancia que
deberá acreditarse con la declaración de DOS (2) testi-
gos de conocimiento, debidamente identificados quie-
nes suscribirán el acta;
d) Nombre, apellido, documento y domicilio del
declarante;
e) Marginalmente se consignará el número del docu-
mento nacional de identidad del inscripto.

ARTÍCULO 37

En el supuesto previsto en el artículo 31 inciso c), se
registrará la inscripción del nacimiento por orden judi-
cial consignándose como lugar de nacimiento aquel en
el que hubiera sido encontrado y como fecha la que
determine el informe médico forense.

ARTÍCULO 38

Si se tratare de un hijo extramatrimonial, no se hará
mención del padre a no ser que éste lo reconociese
ante el oficial público.

ARTÍCULO 39

Si naciera más de un hijo vivo de un mismo parto, los
nacimientos se registrarán en inscripciones separadas y
correlativas, haciéndose constar en cada una de ellas
que de ese parto nacieron otras criaturas.
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ARTÍCULO 40

Si del certificado médico surgiera que se trata de una
defunción fetal se registrará la inscripción en el libro de
defunciones; si del mismo surgiere que ha nacido con
vida, aunque fallezca inmediatamente, se asentarán
ambos hechos en los libros de nacimientos y de defun-
ciones, respectivamente.

CAPÍTULO VIII
RECONOCIMIENTOS

ARTÍCULO 41

Todo reconocimiento se registrará en un acta, en un
libro especial, con los requisitos prescriptos en el artí-
culo 36, consignándose notas de referencia en la
misma y en el acta de nacimiento. Se podrá inscribir el
reconocimiento en el lugar donde el/la reconociente se
encontraren.

ARTÍCULO 42

Si el nacimiento no estuviera registrado, el oficial público
comunicará el reconocimiento dentro de los DIEZ (10)
días hábiles a la dirección general, a los efectos de la ins-
cripción de oficio o del artículo 81 si correspondiera.

ARTÍCULO 43

Los instrumentos públicos que contengan reconoci-
mientos de hijos, se remitirán a la dirección general,
dentro del término de DIEZ (10) días hábiles para su
inscripción.

ARTÍCULO 44

En el supuesto del artículo 286 del Código Civil, el ofi-
cial público deberá comunicar el acta de reconocimien-
to a los organismos competentes creados por la Ley
26.061.

ARTÍCULO 45

No podrán inscribirse reconocimientos sucesivos de
una misma persona, por presuntos progenitores de un
mismo sexo.
Cuando en más de un registro civil se han labrado actas
de reconocimiento de una misma persona, por presun-
tos progenitores de un mismo sexo en los libros de naci-
miento donde se encuentre registrado el menor, se ins-

cribirá solamente el primer reconocimiento, dándose
intervención a la autoridad judicial competente y
haciéndose saber a las partes interesadas la resolución
adoptada.

ARTÍCULO 46

No podrá otorgarse constancia de los reconocimientos
en forma aislada, salvo pedido de autoridad competen-
te. Se otorgará constancia de reconocimiento correla-
cionada con el acta del nacimiento si fuera solicitada
por quien acredite interés legítimo.

CAPÍTULO IX
ADOPCIONES

ARTÍCULO 47

Las adopciones simples así como también sus anulacio-
nes y revocaciones se inscribirán por nota de referencia
con relación a inscripciones de nacimiento, transcribién-
dose la parte dispositiva de la sentencia, lugar, fecha, juz-
gado interviniente y carátula del expediente.

ARTÍCULO 48

En los casos de adopciones plenas se procederá a
inmovilizar mediante nota marginal el acta de naci-
miento original y a practicar una nueva inscripción de
nacimiento en los libros respectivos con todos los recau-
dos del artículo 36.
En el asiento original deberá dejarse constancia de la
disposición u oficio qué ordena la nueva inscripción, de
acuerdo a la normativa vigente en cada jurisdicción,
siendo suscripto el nacimiento por el o los adoptantes,
si fuera esto posible.

ARTÍCULO 49

La inscripción a que se refiere el artículo anterior se rea-
lizará en el registro en el que se encuentra la inscripción
original del nacimiento. Cumplido, podrá inscribirse el
nuevo asiento en el lugar del domicilio de los adoptan-
tes, agregando al oficio que la ordene, copia de la ins-
cripción originaria inmovilizada y con transcripción del
auto que ordena la nueva inscripción.

ARTÍCULO 50

El testimonio de la sentencia que disponga la adopción,
a los fines de garantizar la identidad y la identificación
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del menor deberá contener los siguientes recaudos:
a) Nombre y apellido de origen y sexo del adoptado;
b) Lugar, día, hora, mes y año del nacimiento;
c) Nombre, apellido y domicilio del o de los adoptan-
tes y el número de sus respectivos documentos de
identidad;
d) Número de acta o inscripción, folio, libro, lugar y año,
donde figure inscripto el nacimiento del adoptado y el
número del documento nacional de identidad;
e) Nombre y apellido que llevará el adoptado;
f) Nombres y apellidos de los padres del adoptado;
g) Indicación sobre si la adopción es plena o simple.

CAPÍTULO X
MATRIMONIOS

ARTÍCULO 51

Se inscribirán en los libros de matrimonios:
a) Todos lo que se celebren ante la autoridad compe-
tente en el territorio de la Nación;
b) Aquellos cuyo registro sea ordenado por juez com-
petente;
c) Las sentencias sobre nulidad, separación personal,
divorcio y las reconciliaciones comunicadas judicial-
mente. Dichas inscripciones se efectuarán por nota de
referencia en el acta de matrimonio respectiva;
d) Los que se celebren por funcionarios judiciales en el
caso del artículo 196, segunda parte del Código Civil;
e) Los celebrados in extremis que se realicen por capi-
tanes de los buques y aeronaves de bandera argentina,
asentándose ante el oficial público del primer puerto o
aeropuerto argentino de arribo.

ARTÍCULO 52

El matrimonió se celebrará en la forma establecida en
el Código Civil, debiendo los contrayentes presentarse
provistos de la documentación necesaria ante la auto-
ridad competente para celebrarlo, con la antelación
que fije la reglamentación respectiva. Si el matrimonio
anterior hubiere sido disuelto por divorcio vincular, nuli-
dad o en el caso previsto por el artículo 213 inciso 2 del
Código Civil, deberá acreditarse la habilidad nupcial
con testimonio del acta debidamente referenciada. Si
alguno de los contrayentes fuere viudo, o su cónyuge
hubiera sido declarado ausente por presunción de
fallecimiento, o por desaparición forzada, deberá
acompañar el testimonio del acta de defunción o de la
sentencia dictada respecto de su anterior cónyuge, así
como también acta de matrimonio.

CAPÍTULO XI
SECCIÓN MATRIMONIO A DISTANCIA

ARTÍCULO 53

Créase un libro o registro de “Recepción de
Consentimiento para Matrimonio a Distancia” en el que
se consignarán los consentimientos que se recepcionen
de conformidad con lo establecido en el artículo 173 del
Código Civil. Dichos libros contendrán textos impresos y
se regirán por lo dispuesto en los artículos 5º, 6º, 8º y 9º
de la presente ley.

ARTÍCULO 54

La inscripción a que alude el artículo anterior deberá
contener:
a) Lugar y fecha de otorgamiento;
b) Respecto del presentante: nombre, apellido y núme-
ro de documento nacional de identidad, si lo tuviere,
edad, nacionalidad, domicilio y lugar de nacimiento,
profesión, nombres y apellidos de sus padres; sus
nacionalidades, si antes ha sido o no casado, y en caso
afirmativo el nombre y apellido de su anterior cónyuge,
el lugar de casamiento y la causa de su disolución;
c) Respecto de la persona con la que ha de contraer
matrimonio, iguales datos a los requeridos en el inciso
b) del presente artículo;
d) El lugar donde se celebrará el matrimonio;
e) La causa que le impide la concurrencia personal al
acto del matrimonio, que deberá acreditarse fehacien-
temente dejando constancia;
f) La declaración prestada plena y libre de que quiere
tomar por marido o mujer a la persona indicada en el
inciso c);
g) El término de validez; del acta que acredita el con-
sentimiento del ausente es de noventa (90) días a con-
tar desde la fecha de su otorgamiento.

ARTÍCULO 55

Cuando a juicio del oficial público, la persona que pre-
tende otorgar el consentimiento para contraer el matri-
monio a distancia, pudiera estar comprendida dentro de
los impedimentos establecidos en el artículo 166 incisos
5, 8 y 9 del Código Civil, dicho funcionario se negará a
recibir el consentimiento, dando al interesado constancia
de la negativa para recurrir al juez competente.
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ARTÍCULO 56

Cuando el futuro contrayente no tuviera la edad legal
para contraer matrimonio, deberá presentar el corres-
pondiente testimonio de la dispensa judicial de edad,
de lo que deberá dejarle constancia en el acta aludida
en el artículo 54, agregándose a la misma copia certifi-
cada de dicho testimonio y archivándose el original.

ARTÍCULO 57

Cuando el futuro contrayente fuese menor de edad
deberá cumplir en el acto por el que presta su consen-
timiento con lo dispuesto por el inciso 2 del artículo 187
del Código Civil, salvo que manifestare que lo hará en la
oportunidad de la celebración del matrimonio, de lo que
el oficial público dejará constancia en el acta a que se
refiere el artículo 54 de la presente ley.

ARTÍCULO 58

Cuando se celebrare un matrimonio de acuerdo con lo
establecido en el artículo 174 del Código Civil, el futuro
contrayente deberá presentar la documentación que
acredite el consentimiento del ausente a que alude el
artículo 173 de la citada norma, debiendo el oficial
público verificar que la presentación sea efectuada en
el tiempo legal previsto por el mismo y cumpla con los
requisitos formales y que los contrayentes no se
encuentran afectados por los impedimentos legales
para contraer matrimonio, en cuyo caso deberá elevar a
la dirección general respectiva las actuaciones perti-
nentes a fin de que la resolución, en caso de ser nega-
tiva, habilite al interesado a recurrir al juez competente.

CAPÍTULO XII
DEFUNCIONES

ARTÍCULO 59 

Se inscribirán en los libros de defunciones:
a) Todas las que ocurran en el territorio de la Nación;
b) Todas aquellas cuyo registro sea ordenado por juez
competente;
c) Las sentencias sobre ausencia con presunción de
fallecimiento;
d) Las sentencias que declaren la desaparición forzada
de personas;
e) Las que ocurran en buques o aeronaves de bandera
argentina, ante el oficial público del primer puerto o
aeropuerto argentino de arribo;

f) Las que ocurran en lugares bajo jurisdicción nacional.

ARTÍCULO 60

Dentro de los DOS (2) días hábiles del fallecimiento,
deberá hacerse su inscripción ante el oficial público que
corresponda al lugar en que ocurrió la defunción.
Transcurrido este plazo y hasta el plazo máximo de
SESENTA (60) días podrá por resolución o disposición
de la dirección general autorizarse su inscripción, cuan-
do existieren motivos fundados. Vencido dicho plazo la
inscripción deberá ser ordenada judicialmente.

ARTÍCULO 61 

Están obligados a solicitar la inscripción de la defunción:
a) El cónyuge del fallecido, sus descendientes, sus
ascendientes, sus parientes y en defecto de ellos, toda
persona capaz que hubiere visto el cadáver o en cuyo
domicilio hubiere ocurrido la defunción;
b) Los administradores de hospitales, cárceles, o de
cualquier otro establecimiento público o privado, res-
pecto de las defunciones ocurridas en ellos;
c) La autoridad encargada de llevar el registro de los
hechos acaecidos a bordo a que se refiere el artículo 59,
inciso e), mediante copia de la inscripción que deberá
hacerse dentro de los DOS (2) días hábiles posteriores al
arribo al primer puerto o aeropuerto argentino.

ARTÍCULO 62

El hecho de la defunción se probará con el certificado de
defunción extendido por el médico que hubiera asistido
al fallecido en su última enfermedad y, a falta de él, por
otro médico o agente sanitario habilitado al efecto, que en
forma personal hubiere constatado la defunción y sus
causas y el de la obstétrica en el caso del artículo 40.
El certificado de defunción extendido por agente sanita-
rio deberá ser certificado por la autoridad sanitaria de la
jurisdicción respectiva.

ARTÍCULO 63

La inscripción deberá contener en lo posible:
a) Nombre, apellido, sexo, nacionalidad, domicilio real,
tipo y número de documento de identidad del fallecido. A
falta de la presentación de este documento, se procede-
rá en la forma prevista en el artículo 46 de la Ley 17.671.;
b) Lugar, día, hora, mes y año en que hubiere ocurrido
la defunción y la causa de fallecimiento;
c) Nombre y apellido de los padres;
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d) Lugar y fecha del nacimiento;
e) Nombre y apellido y número de matrícula del profe-
sional que extendió el certificado de defunción.

ARTÍCULO 64

El certificado médico de defunción deberá ser extendi-
do de puño y letra, firmado y sellado por el profesional
interviniente, con indicación del establecimiento públi-
co o privado donde ocurrió el fallecimiento si corres-
pondiere.
En lo posible deberá contener:
a) El nombre y apellido del fallecido;
b) Lugar y fecha de nacimiento;
c) Sexo;
d) Nacionalidad;
e) Domicilio real;
f) Tipo y número de documento nacional de identidad
del fallecido.
Deberá indicarse si estas circunstancias constan por
conocimiento propio o de terceros.
Asimismo el profesional certificará la causa inmediata,
mediata y originaria de la defunción, o su imposibilidad
por desconocimiento, lugar, día, hora, mes y año en que
acaeció la defunción, consignando nombre, apellido y
número de matrícula del profesional que lo suscribe y
lugar, fecha y hora de expedición del certificado.
Si el profesional tuviese la imposibilidad de conocer la
causa originaria de la defunción deberá consignar
expresamente esta circunstancia en el certificado.
Si se desconoce la identidad del fallecido, el certificado
médico deberá contener el mayor número de datos
conducentes a su identificación.

ARTÍCULO 65

El certificado médico debe reunir en su estructura e
impresión los requisitos de seguridad que garanticen su
inviolabilidad, debiendo ser provisto por los gobiernos
locales. La dirección general deberá crear y mantener
actualizado un registro de firmas de médicos matricula-
dos o agentes sanitarios habilitados a extender certifica-
dos de fallecimiento.

ARTÍCULO 66

Si se ignorase la identidad del fallecido y la autoridad
judicial competente la comprobase posteriormente, lo
comunicará a la dirección general para que efectúe una
inscripción complementaria, poniéndose notas de refe-
rencia en una y otra.

ARTÍCULO 67

La licencia de inhumación o cremación será expedida
por el oficial público del Registro Civil, teniendo a la vista
el acta de defunción, salvo orden en contrario emanada
de autoridad competente.

ARTÍCULO 68

Para autorizar la sepultura o cremación de un cadáver
el encargado del cementerio o crematorio en su caso,
exigirá licencia de inhumación o cremación expedida
por la autoridad del Registro Civil de la localidad donde
se produjo el fallecimiento. De igual forma se procede-
rá cuando se requiere el traslado de cadáveres a otra
localidad para inhumación o cremación.

ARTÍCULO 69

Cuando medien razones de urgencia o imposibilidad
práctica para registrar un fallecimiento, se extenderá la
licencia correspondiente siempre que se haya acredita-
do la defunción con el certificado médico. La inscrip-
ción se registrará dentro de los DOS (2) días hábiles
subsiguientes al otorgamiento de la licencia.

ARTÍCULO 70

Cuando el fallecimiento hubiere ocurrido por causa
traumática deberá tomar intervención la autoridad judi-
cial competente, la que dispondrá el destino transitorio
o final de los restos, debiendo comunicar esta circuns-
tancia mediante oficio con transcripción del auto que lo
disponga, al Registro Civil para la posterior expedición
de la licencia que corresponda.

ARTÍCULO 71

Si del certificado médico o de otras circunstancias sur-
gieran sospechas de que la defunción se hubiera pro-
ducido como consecuencia de un hecho ilícito, el oficial
público deberá dar aviso a la autoridad judicial o policial
y no expedirá la licencia respectiva, hasta que la autori-
dad judicial competente lo disponga.

ARTÍCULO 72

Cuando el fallecimiento sea consecuencia de enfermedad
que interese al estado sanitario, el oficial público comuni-
cará inmediatamente esta circunstancia a la autoridad
competente debiendo otorgarse la licencia de inhumación.
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CAPÍTULO XIII
DOCUMENTO DE EXTRAÑA 
JURISDICCIÓN

ARTÍCULO 73

La extraña jurisdicción es la que excede el ámbito terri-
torial de la dirección general ante la cual se pretende
inscribir el documento.

ARTÍCULO 74

Las inscripciones de documentos de extraña jurisdic-
ción se asentarán en libros especiales que a tal efecto
habilite la dirección general, consignando todos los
datos que ellos contengan. No se registrará ningún
documento que no se hallare debidamente legalizado
por autoridad competente.

ARTÍCULO 75

Las inscripciones asentadas en los libros de extraña
jurisdicción no podrán ser modificadas sin que previa-
mente lo sean en su jurisdicción de origen.

ARTÍCULO 76

Si el documento a inscribirse estuviera redactado en
idioma extranjero, deberá ser acompañado de su
correspondiente traducción al idioma nacional, lo que
deberá ser hecho por traductor público debidamente
matriculado.

ARTÍCULO 77

Podrán registrarse los certificados de matrimonios y sus
sentencias disolutorias realizadas en otros países, siem-
pre que se ajusten a las disposiciones legales en vigor,
tanto en lo que respecta a sus formalidades extrínsecas
como a su validez intrínseca. Este registro deberá ser
ordenado por juez competente, previa vista a la direc-
ción general.

CAPÍTULO XIV
RESOLUCIONES JUDICIALES

ARTÍCULO 78

Todas las resoluciones judiciales que den origen, alte-
ren o modifiquen el estado civil o la capacidad de las
personas, deberán ser remitidas al Registro de origen

de la inscripción para su registro. En todos los casos, los
jueces, antes de dictar sentencia, deberán correr vista a
la dirección general que corresponda. Los registros civi-
les no tomarán razón de las resoluciones judiciales que
sólo declaren identidad de persona sin pronunciarse
sobre el verdadero nombre y/o apellido de la misma.

ARTÍCULO 79

Cuando éstas se refieran a inscripciones ya registradas,
los oficios o testimonios deberán contener la parte dis-
positiva de la resolución, especificando nombres com-
pletos, oficina, libro, año, folio y acta de la inscripción a
la que se remiten. Se dispondrá se tome nota de la
misma, consignando la parte pertinente de la resolución
judicial, fecha, autos, juzgado y secretaría en que éstos
hubieren tramitado.

ARTÍCULO 80

Cuando la resolución judicial se refiera a hechos o actos
atinentes al estado civil de las personas, que no se
hallen inscriptos, se registrará su parte dispositiva en
formade inscripción, con todos los requisitos que las
mismas deban contener, consignándose fecha, autos,
juzgado y secretaría en que éstos hubieren tramitado.

ARTÍCULO 81

A los efectos de la inscripción del nacimiento fuera de
término y de la confección del acta respectiva, el juez
deberá comunicar mediante oficio al registro corres-
pondiente, con transcripción del auto que ordene la
medida los datos establecidos en el artículo 35 de la
presente, en cuanto sea posible.

ARTÍCULO 82

La sentencia que declare ausencia con presunción de
fallecimiento se inscribirá en los libros de defunciones
en la forma establecida en el artículo 63. Las que decla-
ren la aparición del ausente, se anotan como nota de
referencia de aquéllas.

CAPÍTULO XV
CALIFICACIÓN REGISTRAL

ARTÍCULO 83

La dirección general examinará la legalidad de las for-
mas extrínsecas de los documentos cuya inscripción se
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solicite u ordene, cualquiera sea su origen, atenién-
dose a lo que resultare de ellos y de los asientos res-
pectivos, rechazando los que adolecieren de vicios
que pudieran determinar la sanción de nulidad abso-
luta y manifiesta o formulando las observaciones que
la documentación mereciere, fijándose un plazo para
su subsanación, en el lugar de origen.

CAPÍTULO XVI
MODIFICACIÓN DE LAS INSCRIPCIONES

ARTÍCULO 84

Las inscripciones sólo podrán ser modificadas por
orden judicial, salvo las excepciones contempladas en
la presente ley. En todos los casos, antes de dictar reso-
lución, los jueces deberán dar vista a la dirección gene-
ral que corresponda. En las actuaciones respectivas
será juez competente el que determine la jurisdicción
local del domicilio del peticionante o el del lugar donde
se encuentre la inscripción original. El procedimiento
será sumario con intervención del Ministerio Público.

ARTÍCULO 85

La dirección general cuando compruebe la existencia
de omisiones o errores materiales en las inscripciones
de sus libros, que surjan evidentes del propio texto o de
su cotejo con otros instrumentos públicos, podrá, de ofi-
cio o a petición de parte interesada, ordenar la modifi-
cación de dichas inscripciones previo dictamen letrado
y mediante resolución o disposición fundada.

ARTÍCULO 86

En todos los Casos en que sea necesaria la interven-
ción judicial para registrar inscripciones o para modi-
ficar las existentes en los libros del registro, la direc-
ción general queda facultada para promover las
acciones correspondientes.

ARTÍCULO 87

Cuando el director general disponga la iniciación de las
actuaciones judiciales para anular una inscripción,
ordenará que de la misma no se expida copia en lo
sucesivo y hasta la resolución definitiva, salvo por orden
judicial, debiendo colocarse en la inscripción de que se
trate una nota de referencia.

CAPÍTULO XVII
INSCRIPCIONES DE LAS 
INCAPACIDADES

ARTÍCULO 88

Se inscribirá en un libro especial que se llevará en la
dirección general todo hecho o acto jurídico que modi-
fique la capacidad de las personas.

ARTÍCULO 89

Sin perjuicio de lo dispuesto por leyes de fondo de la
Nación, los actos mencionados en este capítulo no pro-
ducirán efectos contra terceros sino desde la fecha de
inscripción en el registro.

CAPÍTULO XVIII
INSCRIPCIÓN DE EMANCIPACIONES
POR HABILITACIÓN DE EDAD

ARTÍCULO 90

Los instrumentos públicos y oficios judiciales que se
refieran a la emancipación por habilitación de edad se
inscribirán en un libro especial que al efecto llevará la
dirección general.

CAPÍTULO XIX
SANCIONES - RESPONSABILIDADES

ARTÍCULO 91

Toda persona que sin cometer delito contravenga la
presente ley haciendo lo que ella prohíbe, omitiendo
lo que ordena o impidiendo a otro el cumplimiento de
sus preceptos, será reprimida con multa cuyo monto,
autoridad de aplicación y procedimiento, fije la regla-
mentación local.

ARTÍCULO 92

Los oficiales públicos son civilmente responsables de
los daños y perjuicios ocasionados a terceros por
incumplimiento de las disposiciones de la presente ley,
sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria
que correspondiere.
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CAPÍTULO XX
ORGANISMO COORDINADOR

ARTÍCULO 93

Créase el Consejo Federal de Registros del Estado Civil
y Capacidad de las Personas de la República Argentina,
el que estará integrado por los directores generales de
todas las provincias y de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires y por un representante del Registro
Nacional de las Personas.
Tendrá por finalidad:
a) Vincular la relación funcional de todos los registros
civiles del país;
b) Propender al intercambio de experiencias entre todas
las direcciones generales;
c) Establecer y unificar criterios sobre la interpretación
e implementación de la legislación vigente en materia
registral;
d) Actuar de nexo en las relaciones ante el Registro
Nacional de las Personas y los organismos nacionales e
internacionales que tengan vinculación por su activi-
dad;
e) Propender a la creación de la carrera de registrador
civil
Los mecanismos de organización, funcionamiento,
administración y designación de autoridades, entre
otros, serán determinados por la mayoría de sus miem-
bros en asamblea general.

ARTÍCULO 94

Los gastos derivados del funcionamiento del Consejo
Federal de Registro del Estado Civil y Capacidad de las
Personas de la República Argentina serán financiados
por el Registro Nacional de las Personas.

ARTÍCULO 95

Derógase el Decreto Ley 8204/63.

ARTÍCULO 96

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los diez dias del mes de septiembre del
año dos mil ocho.
— registrada bajo el nº 26.413 —
Julio C. C. Cobos. — Eduardo A. Fellner. — Enrique
Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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Bs. As., 5/2/2009
Visto el expediente nº CUDAP nota S02:0030182/2008
del Registro de la Dirección Nacional del Registro
Nacional de las Personas y la Ley nº 26.413, y
Considerando:
• Que, mediante la Ley Nº 26.413, se establece que
todos los actos o hechos que den origen, alteren o
modifiquen el estado civil y la capacidad de las perso-
nas deberán inscribirse en los correspondientes
Registros de las Provincias y de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires.
• Que, oportunamente, en el artículo 28 del Decreto -
Ley Nº 8204/63, ratificado por Ley Nº 16.478 y sus
modificatorias se preveía que la inscripción de los naci-
mientos debería efectuarse dentro de un plazo no
mayor a los cuarenta (40) días.
• Que, en el artículo 29 de la citada norma, se estable-
cía que, vencido dicho plazo, y hasta el término de SEIS
(6) años después del nacimiento, se admitiría la ins-
cripción del mismo, por vía administrativa, cuando exis-
tieran causas justificadas acreditadas fehacientemente
y con intervención obligada del Ministerio Público.
• Que, en virtud de lo establecido por el artículo 95 de
la Ley Nº 26.413, se derogó el Decreto -Ley menciona-
do en el considerando anterior.
• Que, en el artículo 28 de la Ley Nº 26.413, se man-
tiene el plazo de cuarenta (40) días corridos para la
inscripción de los nacimientos, y se dispone que, ven-
cido ese plazo, se procederá a la inscripción de oficio,
dentro de los VEINTE (20) días corridos, reduciéndo-
se así sustancialmente el plazo de la inscripción sub-
sidiaria que se estipulaba en el artículo 29 del
Decreto – Ley Nº 8204/63, ratificado por Ley Nº
16.478 y sus modificatorias.
• Que la posibilidad de la inscripción de oficio de los
nacimientos tiene la clara voluntad de incentivar la ins-
cripción de los mismos evitando la necesidad de acudir
a la vía judicial, de modo de garantizar el derecho fun-
damental a la identidad de las personas.
• Que, oportunamente, mediante la Ley Nº 25.819 se
dispuso, por el término de UN (1) año contado a partir

de su promulgación, la suspensión de los plazos que se
establecían en los artículos 28 y 29 del Decreto-Ley Nº
8204/63, ratificado por Ley Nº 16.478 y sus modificato-
rias, a fin de posibilitar las inscripciones de nacimiento
de aquellos menores de diez(10) años de edad, que no
hubieren sido inscriptos al momento de su sanción.
• Que, asimismo, por la Ley Nº 26.034, se prorrogó,
hasta el 3 de diciembre de 2005, la vigencia de la Ley
Nº 25.819.
• Que en esta instancia, y en consonancia con la políti-
ca de Estado de incentivar y posibilitar el acceso al dere-
cho a la identidad, es que resulta impostergable esta-
blecer una línea de acción, con carácter excepcional, a
fin de asegurar el pleno goce y ejercicio del derecho a
la identidad y la identificación de las personas.
• Que debe tenerse en cuenta que, si bien es cierto que
la inscripción de los nacimientos dentro de un corto
plazo, contribuye entre otras cuestiones, a tener una
estadística de la situación poblacional existente, no es
menos cierto que la vigencia de plazos acotados conlle-
van a la obligación de recurrir a la vía judicial para obte-
ner la inscripción de un nacimiento, en desmedro del
derecho a la identidad del menor, dado que la falta de
identificación oportuna priva al niño de un derecho sub-
jetivo y personalísimo como es desarrollarse en su
medio familiar y acceder, entre otros derechos, a la edu-
cación, la salud y la vivienda.
• Que también debe contemplarse la situación de
aquellos niños de más de un (1) año de edad, res-
pecto de los cuales aún no se ha iniciado el trámite
de inscripción de nacimiento, en atención a la opor-
tuna derogación del régimen subsidiario del artículo
29 del Decreto - Ley Nº 8204/63, ratificado por Ley Nº
16.478 y sus modificatorias.
• Que desde un aspecto normativo y valorativo, debe
propenderse a la facilitación y remoción de obstáculos
para la procedencia de la inscripción de nacimientos,
con el fin de salvaguardar el derecho a la identidad de
las personas, reconocido en los instrumentos interna-
cionales de derechos humanos que forman parte de
nuestro ordenamiento jurídico.
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• Que el derecho a la identidad se encuentra protegido
expresamente en el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, en la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y en la Convención sobre los
Derechos del Niño, como asimismo en los artículos 11,
12 y 13 de la Ley Nº 26.061.
• Que, asimismo la inscripción y la documentación de
los nacimientos ocurridos en el territorio de la Nación,
permite al Estado Nacional constituir un registro de
datos que refleje todo su potencial humano, sin excep-
ción ni discriminación.
• Que, en la actualidad, la falta de inscripción de naci-
miento implicaría la inevitable necesidad de recurrir a
un proceso judicial para lograr la misma, con la gene-
ración de dificultades, y mayores obstáculos, incluso
geográficos, todo ello en detrimento de los sectores
socialmente más vulnerables.
• Que la tendencia internacional en la materia es pro-
clive a extender los plazos y facilitar los requisitos de ins-
cripción de los nacimientos a los efectos de lograr una
plena registración de los mismos.
• Que por estrictas razones de igualdad ante la ley,
resulta procedente establecer, con carácter de excep-
ción, un régimen de inscripción en sede administrativa
que contemple la situación de aquellos menores de un
(1) año o más, no contemplados por la normativa vigen-
te en la actualidad (Ley Nº 26.413).
• Que la presente medida encuentra fundamento en la
urgencia de evitar las excesivas demoras que padecen
muchísimos niños, niñas y adolescentes para acceder
al Documento Nacional de Identidad, con todos los per-
juicios que tal circunstancia les acarrea.
• Que la imperiosa necesidad de resolver la grave situación
descripta configura una problemática que torna imposible
el cumplimiento de los trámites ordinarios previstos por la
Constitución Nacional para la sanción de las leyes.
• Que por otra parte, el Honorable Congreso de la Nación
se encuentra actualmente en receso, motivo por el cual
el Poder Ejecutivo Nacional impulsa el presente acto.
• Que ha emitido opinión la Dirección General Técnica
Jurídica de la Dirección Nacional del Registro Nacional
de las Personas del Ministerio del Interior.
• Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del
Ministerio del Interior ha tomado la intervención que
le compete.
• Que la presente medida se dicta en uso de las facul-
tades que otorga el artículo 99, inciso 3, de la
Constitución Nacional.
Por ello,
La Presidenta de la Nación Argentina en Acuerdo
General de Ministros

Decreta:
ARTÍCULO 1

Establécese, por el término de un (1) año contado a par-
tir de la publicación del presente decreto y con carácter
excepcional, prorrogable por un (1) año más, un régimen
administrativo para la inscripción de nacimientos de
niños de un (1) año a doce (12) años de edad, en los
casos en que, a la fecha de entrada en vigencia de la Ley
Nº 26.413, no hubiese sido inscripto su nacimiento o
cuya inscripción estuviese aún en trámite.

ARTÍCULO 2

La inscripción de nacimiento, solicitada por las perso-
nas obligadas por el artículo 31 de la Ley Nº 26.413, se
hará por resolución administrativa fundada emanada de
la respectiva Dirección General del Registro Civil y con
la intervención del Ministerio Público de la jurisdicción
de que se trate.

ARTÍCULO 3

A los efectos de probar el nacimiento a ser inscripto, se
admitirán los certificados de médico u obstétrica, expe-
didos de acuerdo a los requisitos exigidos por la nor-
mativa vigente al momento del nacimiento y por las res-
pectivas reglamentaciones dictadas por los Gobiernos
Provinciales y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires.

ARTÍCULO 4

En caso de falta de certificado expedido por médico u
obstétrica, se admitirá un certificado expedido por esta-
blecimiento público médico asistencial con determina-
ción de edad presunta y sexo, conteniendo los datos
declarados del menor y la fecha y lugar del nacimiento.
Los datos sobre la fecha y lugar del nacimiento surgirán
de una declaración de DOS (2) testigos, mayores de
edad y con Documento Nacional de Identidad, formu-
lada ante un Oficial o funcionario competente del
Registro Civil respectivo.

ARTÍCULO 5

En todos los casos descriptos en el presente se requerirá:
a) Certificado negativo de inscripción de nacimiento
expedido por la autoridad con competencia en el pre-
sunto lugar de nacimiento;
b) Para el caso de que uno o ambos progenitores care-
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cieran de Documento Nacional de Identidad, se reque-
rirá la presencia de dos (2) testigos mayores de edad
con Documento Nacional de Identidad a fin de acredi-
tar la identidad del o los progenitores, dejándose cons-
tancia de: nombre, apellido, sexo, domicilio y edad de
todos los intervinientes.
Para el supuesto de ser los progenitores de nacionali-
dad extranjera deberán acompañar, además, un docu-
mento de identidad reconocido por los tratados interna-
cionales o pasaporte del país de origen.
El Oficial Público interviniente deberá asentar en cada
acta los números de los documentos de identidad pre-
sentados por el obligado y los testigos, y previa suscrip-
ción de los intervinientes, deberá manifestar que el acta
se labra de acuerdo a las disposiciones del presente.

ARTÍCULO  6

Simultáneamente a la inscripción del nacimiento, el ofi-
cial público procederá a adjudicar el correspondiente
Documento Nacional de Identidad, debiendo asentar el
número adjudicado en la partida de nacimiento, labra-
da de conformidad con las disposiciones del presente.

ARTÍCULO7

El otorgamiento del Documento Nacional de Identidad, en
el marco de las disposiciones del artículo 6º, será gratuito.

ARTÍCULO 8

Exímese, durante la vigencia del presente decreto, del
pago de multas y de cualquier sanción a quienes hubie-
ren incurrido en las infracciones previstas en el artículo
37 de la Ley Nº 17.671 y sus modificatorias.

ARTÍCULO 9

Los trámites de inscripción de nacimiento que se reali-
cen durante la vigencia del presente decreto, estarán
exentos de toda carga fiscal y eximidos del pago de la
multa prevista en el artículo 91 de la Ley Nº 26.413.

ARTÍCULO 10

A los efectos de implementar el sistema previsto en los
artículos 33 y 34 de la Ley Nº 26.413, los Gobiernos
Provinciales podrán, en caso de necesidad, prorrogar
su puesta en práctica hasta un máximo de ciento
ochenta (180) días corridos posteriores a la fecha de
publicación del presente.

ARTÍCULO 11

Conforme las disposiciones del presente decreto y a
fin de lograr la regularización de inscripciones de
nacimientos en todo el ámbito de la República
Argentina, las Direcciones Generales de los Registros
Civiles contarán con la ayuda necesaria del Ministerio
del Interior. El mismo, a través de sus dependencias,
actuará como oficina centralizadora de información
interjurisdiccional, brindando informes de naturaleza
identificatoria y migratoria necesarios para el cumpli-
miento del presente decreto.

ARTÍCULO  12

El gasto que, por aplicación del presente, demanden las
funciones de carácter identificatorio, la provisión de
documentos nacionales de identidad, su expedición y la
posterior entrega a sus titulares, se imputará a las parti-
das específicas de la Dirección Nacional del Registro
Nacional de las Personas del Ministerio del Interior, a
cuyo fin se efectuarán, a través de la Jefatura de
Gabinete de Ministros, las adecuaciones presupuesta-
rias pertinentes.

ARTÍCULO 13

Dése cuenta a la Comisión Bicameral Permanente del
Honorable Congreso de la Nación.

ARTÍCULO 14

Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional
del Registro Oficial y archívese. — Fernandez de
Kirchner. — Sergio T. Massa. — Aníbal F. Randazzo. —
Nilda C. Garré. — Carlos R. Fernández. — Julio M. de
Vido. — Aníbal D. Fernández. — Carlos A. Tomada. —
Alicia M. Kirchner. — María G. Ocaña. — Juan C.
Tedesco. — José L. S. Barañao.
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EQUIPARACIÓN DE 

MATRIMONIO EN 18 AÑOS
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1

Modifícase el inciso 5º del artículo 166 del Código Civil, el
que quedará redactado de la siguiente manera:

5. Tener menos de dieciocho años;

ARTÍCULO 2

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los tres dias del mes de diciembre del
año dos mil ocho.
— registrado bajo el nº 26.449 —
Julio C. C. Cobos. — Eduardo A. Fellner. — Enrique
Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

ARTÍCULO 1

Modifícase el artículo 32 de la Ley 24.660, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
El Juez de ejecución, o juez competente, podrá disponer
el cumplimiento de la pena impuesta en detención domi-
ciliaria:
a) Al interno enfermo cuando la privación de la libertad
en el establecimiento carcelario le impida recuperarse o
tratar adecuadamente su dolencia y no correspondiere
su alojamiento en un establecimiento hospitalario;
b) Al interno que padezca una enfermedad incurable en
período terminal;
c) Al interno discapacitado cuando la privación de la
libertad en el establecimiento carcelario es inadecuada
por su condición implicándole un trato indigno, inhuma-
no o cruel;
d) Al interno mayor de setenta (70) años;
e) A la mujer embarazada;
f) A la madre de un niño menor de cinco (5) años o de
una persona con discapacidad, a su cargo.

ARTÍCULO 2

Modifícase el artículo 33 de la Ley 24.660, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
La detención domiciliaria debe ser dispuesta por el juez
de ejecución o competente.
En los supuestos a), b) y c) del artículo 32, la decisión
deberá fundarse en informes médico, psicológico y
social.
El juez, cuando lo estime conveniente, podrá disponer la
supervisión de la medida a cargo de un patronato de libe-
rados o de un servicio social calificado, de no existir
aquél. En ningún caso, la persona estará a cargo de orga-
nismos policiales o de seguridad.

ARTÍCULO 3 

Modifícase el artículo 35 de la Ley 24.660, el que que-
dará redactado de la siguiente manera:
El juez de ejecución o competente, a pedido o con el con-
sentimiento del condenado, podrá disponer la ejecución
de la pena mediante la prisión discontinua y semideten-
ción, cuando:
a) Se revocare la detención domiciliaria;
b) Se convirtiere la pena de multa en prisión, según lo dis-
puesto en el artículo 21, párrafo 2 del Código Penal;
c) Se revocare la condenación condicional prevista en el
artículo 26 del Código Penal por incumplimiento de las
reglas de conducta establecidas en el artículo 27 bis del
Código Penal;
d) Se revocare la libertad condicional dispuesta en el artí-
culo 15 del Código Penal, en el caso que el condenado
haya violado la obligación de residencia;
e) La pena privativa de libertad, al momento de la sen-
tencia definitiva, no sea mayor de seis meses de efectivo
cumplimiento.

ARTÍCULO 4

Modifícase el artículo 10 del Código Penal, el que queda-
rá redactado de la siguiente manera:
Podrán, a criterio del juez competente, cumplir la pena
de reclusión o prisión en detención domiciliaria:
a) El interno enfermo cuando la privación de la libertad
en el establecimiento carcelario le impide recuperarse o
tratar adecuadamente su dolencia y no correspondiere
su alojamiento en un establecimiento hospitalario;
b) El interno que padezca una enfermedad incurable en
período terminal;
c) El interno díscapacitado cuando la privación de la
libertad en el establecimiento carcelario es inadecuada
por su condición implicándole un trato indigno, inhuma-
no o cruel;
d) El interno mayor de setenta (70) años;

EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD

LEY 26.472

Modificaciones a la Ley Nº 24.660, al Código Penal y al Código Procesal Penal.
Sancionada: Diciembre 17 de 2008
Promulgada de Hecho: Enero 12 de 2009
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e) La mujer embarazada;
f) La madre de un niño menor de cinco (5) años o de una
persona con discapacidad a su cargo.

ARTÍCULO 5

Modifícase el artículo 502 del Código Procesal Penal
de la Nación, el que quedará redactado de la siguien-
te manera:
El juez de ejecución o competente, cuando lo estime
conveniente, podrá disponer la supervisión de la
medida a cargo de un patronato de liberados o de un
servicio social calificado, de no existir aquél. En nin-
gún caso, la persona estará a cargo de organismos
policiales o de seguridad.

ARTÍCULO 6

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO
ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS DIECISIETE
DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL
OCHO.
— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.472 —
JOSE J. B. PAMPURO. — EDUARDO A. FELLNER. —
Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:
LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA
LAS MUJERES EN LOS ÁMBITOS EN QUE DESA-
RROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1
Ámbito de aplicación

Orden Público. Las disposiciones de la presente ley son
de orden público y de aplicación en todo el territorio de
la República, con excepción de las disposiciones de
carácter procesal establecidas en el Capítulo II del Título
III de la presente.

ARTÍCULO 2 
Objeto

La presente ley tiene por objeto promover y garantizar:
a) La eliminación de la discriminación entre mujeres y
varones en todos los órdenes de la vida;
b) El derecho de las mujeres a vivir una vida sin vio-
lencia;
c) Las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir,
sancionar y erradicar la discriminación y la violencia
contra las mujeres en cualquiera de sus manifesta-
ciones y ámbitos;
d) El desarrollo de políticas públicas de carácter inte-
rinstitucional sobre violencia contra las mujeres;
e) La remoción de patrones socioculturales que pro-
mueven y sostienen la desigualdad de género y las rela-
ciones de poder sobre las mujeres;
f) El acceso a la justicia de las mujeres que padecen
violencia;

g) La asistencia integral a las mujeres que padecen vio-
lencia en las áreas estatales y privadas que realicen
actividades programáticas destinadas a las mujeres y/o
en los servicios especializados de violencia.

ARTÍCULO 3
Derechos protegidos

Esta ley garantiza todos los derechos reconocidos por la
Convención para la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer, la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los
Derechos de los Niños y la Ley 26.061 de Protección
Integral de los derechos de las Niñas, Niños y
Adolescentes y, en especial, los referidos a:
a) Una vida sin violencia y sin discriminaciones;
b) La salud, la educación y la seguridad personal;
c) La integridad física, psicológica, sexual, económica o
patrimonial;
d) Que se respete su dignidad;
e) Decidir sobre la vida reproductiva, número de emba-
razos y cuándo tenerlos, de conformidad con la Ley
25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable;
f) La intimidad, la libertad de creencias y de pensa-
miento;
g) Recibir información y asesoramiento adecuado;
h) Gozar de medidas integrales de asistencia, protec-
ción y seguridad;
i) Gozar de acceso gratuito a la justicia en casos com-
prendidos en el ámbito de aplicación de la presente ley;
j) La igualdad real de derechos, oportunidades y de
trato entre varones y mujeres;
k) Un trato respetuoso de las mujeres que padecen vio-
lencia, evitando toda conducta, acto u omisión que pro-
duzca revictimización.

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LAS MUJERES

LEY 26.485

Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en
que desarrollen sus relaciones interpersonales
Sancionada: Marzo 11 de 2009.
Promulgada de Hecho: Abril 1 de 2009.
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ARTÍCULO 4
Definición

Se entiende por violencia contra las mujeres toda con-
ducta, acción u omisión, que de manera directa o indi-
recta, tanto en el ámbito público como en el privado,
basada en una relación desigual de poder, afecte su
vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica,
sexual, económica o patrimonial, como así también su
seguridad personal. Quedan comprendidas las perpe-
tradas desde el Estado o por sus agentes.
Se considera violencia indirecta, a los efectos de la pre-
sente ley, toda conducta, acción omisión, disposición,
criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer
en desventaja con respecto al varón.

ARTÍCULO 5
Tipos

Quedan especialmente comprendidos en la definición
del artículo precedente, los siguientes tipos de violencia
contra la mujer:
1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo de la
mujer produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y
cualquier otra forma de maltrato agresión que afecte su
integridad física.
2.- Psicológica: La que causa daño emocional y dismi-
nución de la autoestima o perjudica y perturba el pleno
desarrollo personal o que busca degradar o controlar
sus acciones, comportamientos, creencias y decisio-
nes, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restric-
ción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación
aislamiento. Incluye también la culpabilización, vigilan-
cia constante, exigencia de obediencia sumisión, coer-
ción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abando-
no, celos excesivos, chantaje, ridiculización, explotación
y limitación del derecho de circulación o cualquier otro
medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la
autodeterminación.
3.- Sexual: Cualquier acción que implique la vulnera-
ción en todas sus formas, con o sin acceso genital, del
derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca
de su vida sexual o reproductiva a través de amenazas,
coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la
violación dentro del matrimonio o de otras relaciones
vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así
como la prostitución forzada, explotación, esclavitud,
acoso, abuso sexual y trata de mujeres.
4.- Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasio-
nar un menoscabo en los recursos económicos o patri-
moniales de la mujer, a través de:

a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad
de sus bienes;
b) La pérdida, sustracción, destrucción, retención o dis-
tracción indebida de objetos, instrumentos de trabajo,
documentos personales, bienes, valores y derechos
patrimoniales;
c) La limitación de los recursos económicos destinados
a satisfacer sus necesidades o privación de los medios
indispensables para vivir una vida digna;
d) La limitación o control de sus ingresos, así como la
percepción de un salario menor por igual tarea, dentro
de un mismo lugar de trabajo.
5.- Simbólica: La que a través de patrones estereotipa-
dos, mensajes, valores, íconos o signos transmita y
reproduzca dominación, desigualdad y discriminación
en las relaciones sociales, naturalizando la subordina-
ción de la mujer en la sociedad.

ARTÍCULO 6
Modalidades 

A los efectos de esta ley se entiende por modalidades
las formas en que se manifiestan los distintos tipos de
violencia contra las mujeres en los diferentes ámbitos,
quedando especialmente comprendidas las siguientes:
a) Violencia doméstica contra las mujeres: aquella
ejercida contra las mujeres por un integrante del grupo
familiar, independientemente del espacio físico donde
ésta ocurra, que dañe la dignidad, el bienestar, la inte-
gridad física, psicológica, sexual, económica o patrimo-
nial, la libertad, comprendiendo la libertad reproductiva
y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. Se
entiende por grupo familiar el originado en el parentes-
co sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimo-
nio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos.
Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo
requisito la convivencia;
b) Violencia institucional contra las mujeres: aquella
realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, per-
sonal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente
o institución pública, que tenga como fin retardar, obs-
taculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las
políticas públicas y ejerzan los derechos previstos en
esta ley. Quedan comprendidas, además, las que se
ejercen en los partidos políticos, sindicatos, organiza-
ciones empresariales, deportivas y de la sociedad civil;
c) Violencia laboral contra las mujeres: aquella que
discrimina a las mujeres en los ámbitos de trabajo
públicos o privados y que obstaculiza su acceso al
empleo, contratación, ascenso, estabilidad o perma-
nencia en el mismo, exigiendo requisitos sobre estado
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civil, maternidad, edad, apariencia física o la realización
de test de embarazo. Constituye también violencia con-
tra las mujeres en el ámbito laboral quebrantar el dere-
cho de igual remuneración por igual tarea o función.
Asimismo, incluye el hostigamiento psicológico en
forma sistemática sobre una determinada trabajadora
con el fin de lograr su exclusión laboral;
d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella
que vulnere el derecho de las mujeres a decidir libre y
responsablemente el número de embarazos o el inter-
valo entre los nacimientos, de conformidad con la Ley
25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable;
e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal
de salud sobre el cuerpo y los procesos reproductivos
de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado,
un abuso de medicalización y patologización de los pro-
cesos naturales, de conformidad con la Ley 25.929.
f) Violencia mediática contra las mujeres: aquella
publicación o difusión de mensajes e imágenes estereo-
tipados a través de cualquier medio masivo de comuni-
cación, que de manera directa o indirecta promueva la
explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, difame,
discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad
de las mujeres, como así también la utilización de muje-
res, adolescentes y niñas en mensajes e imágenes por-
nográficas, legitimando la desigualdad de trato o constru-
ya patrones socioculturales reproductores de la desigual-
dad o generadores de violencia contra las mujeres.

TÍTULO II
POLÍTICAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I
PRECEPTOS RECTORES

ARTÍCULO 7
Preceptos rectores 

Los tres poderes del Estado, sean del ámbito nacional
o provincial, adoptarán las medidas necesarias y rati-
ficarán en cada una de sus actuaciones el respeto
irrestricto del derecho constitucional a la igualdad
entre mujeres y varones. Para el cumplimiento de los
fines de la presente ley deberán garantizar los siguien-
tes preceptos rectores:
a) La eliminación de la discriminación y las desiguales
relaciones de poder sobre las mujeres;
b) La adopción de medidas tendientes a sensibilizar a la
sociedad, promoviendo valores de igualdad y deslegiti-
mación de la violencia contra las mujeres;

c) La asistencia en forma integral y oportuna de las
mujeres que padecen cualquier tipo de violencia, ase-
gurándoles el acceso gratuito, rápido, transparente y efi-
caz en servicios creados a tal fin, así como promover la
sanción y reeducación de quienes ejercen violencia;
d) La adopción del principio de transversalidad estará
presente en todas las medidas así como en la ejecución
de las disposiciones normativas, articulando interinstitu-
cionalmente y coordinando recursos presupuestarios;
e) El incentivo a la cooperación y participación de la
sociedad civil, comprometiendo a entidades privadas y
actores públicos no estatales;
f) El respeto del derecho a la confidencialidad y a la inti-
midad, prohibiéndose la reproducción para uso parti-
cular o difusión pública de la información relacionada
con situaciones de violencia contra la mujer, sin autori-
zación de quien la padece;
g) La garantía de la existencia y disponibilidad de recur-
sos económicos que permitan el cumplimiento de los
objetivos de la presente ley;
h) Todas las acciones conducentes a efectivizar los prin-
cipios y derechos reconocidos por la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra las Mujeres.

CAPÍTULO II
ORGANISMO COMPETENTE

ARTÍCULO 8
Organismo competente

El Consejo Nacional de la Mujer será el organismo rec-
tor encargado del diseño de las políticas públicas para
efectivizar las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 9 
Facultades

El Consejo Nacional de la Mujer, para garantizar el logro
de los objetivos de la presente ley, deberá:
a) Elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional
de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación
de la Violencia contra las Mujeres;
b) Articular y coordinar las acciones para el cumpli-
miento de la presente ley, con las distintas áreas involu-
cradas a nivel nacional, provincial y municipal, y con los
ámbitos universitarios, sindicales, empresariales, reli-
giosos, las organizaciones de defensa de los derechos
de las mujeres y otras de la sociedad civil con compe-
tencia en la materia;
c) Convocar y constituir un Consejo Consultivo ad honó-
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rem, integrado por representantes de las organizacio-
nes de la sociedad civil y del ámbito académico espe-
cializadas, que tendrá por función asesorar y recomen-
dar sobre los cursos de acción y estrategias adecuadas
para enfrentar el fenómeno de la violencia;
d) Promover en las distintas jurisdicciones la creación
de servicios de asistencia integral y gratuita para las
mujeres que padecen violencia;
e) Garantizar modelos de abordaje tendientes a empo-
derar a las mujeres que padecen violencia que respe-
ten la naturaleza social, política y cultural de la proble-
mática, no admitiendo modelos que contemplen formas
de mediación o negociación;
f) Generar los estándares mínimos de detección precoz
y de abordaje de las situaciones de violencia;
g) Desarrollar programas de asistencia técnica para las
distintas jurisdicciones destinados a la prevención,
detección precoz, asistencia temprana, reeducación,
derivación interinstitucional y a la elaboración de proto-
colos para los distintos niveles de atención;
h) Brindar capacitación permanente, formación y entre-
namiento en la temática a los funcionarios públicos en
el ámbito de la Justicia, las fuerzas policiales y de segu-
ridad, y las Fuerzas Armadas, las que se impartirán de
manera integral y específica según cada área de actua-
ción, a partir de un módulo básico respetando los prin-
cipios consagrados en esta ley;
i) Coordinar con los ámbitos legislativos la formación
especializada, en materia de violencia contra las muje-
res e implementación de los principios y derechos reco-
nocidos por la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres destinada a legisladores/as y asesores/as;
j) Impulsar a través de los colegios y asociaciones de
profesionales la capacitación del personal de los servi-
cios que, en razón de sus actividades, puedan llegar a
intervenir en casos de violencia contra las mujeres;
k) Diseñar e implementar Registros de situaciones de
violencia contra las mujeres de manera interjurisdiccio-
nal e interinstitucional, en los que se establezcan los
indicadores básicos aprobados por todos los Ministerios
y Secretarías competentes, independientemente de los
que determine cada área a los fines específicos, y acor-
dados en el marco de los Consejos Federales con com-
petencia en la materia;
l) Desarrollar, promover y coordinar con las distintas
jurisdicciones los criterios para la selección de datos,
modalidad de registro e indicadores básicos desagrega-
dos —como mínimo— por edad, sexo, estado civil y
profesión u ocupación de las partes, vínculo entre la
mujer que padece violencia y el hombre que la ejerce,

naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus
resultados, y sanciones impuestas a la persona violen-
ta. Se deberá asegurar la reserva en relación con la
identidad de las mujeres que padecen violencias;
m) Coordinar con el Poder Judicial los criterios para la
selección de datos, modalidad de Registro e indicado-
res que lo integren que obren en ambos poderes, inde-
pendientemente de los que defina cada uno a los fines
que le son propios;
n) Analizar y difundir periódicamente los datos estadís-
ticos y resultados de las investigaciones a fin de moni-
torear y adecuar las políticas públicas a través del
Observatorio de la Violencia Contra las Mujeres;
ñ) Diseñar y publicar una Guía de Servicios en coordi-
nación y actualización permanente con las distintas
jurisdicciones, que brinde información sobre los progra-
mas y los servicios de asistencia directa;
o) Implementar una línea telefónica gratuita y accesi-
ble en forma articulada con las provincias a través de
organismos gubernamentales pertinentes, destinada
a dar contención, información y brindar asesoramien-
to sobre recursos existentes en materia de prevención
de la violencia contra las mujeres y asistencia a quie-
nes la padecen;
p) Establecer y mantener un Registro de las organiza-
ciones no gubernamentales especializadas en la mate-
ria en coordinación con las jurisdicciones y celebrar
convenios para el desarrollo de actividades preventivas,
de control y ejecución de medidas de asistencia a las
mujeres que padecen violencia y la rehabilitación de los
hombres que la ejercen;
q) Promover campañas de sensibilización y concienti-
zación sobre la violencia contra las mujeres informando
sobre los derechos, recursos y servicios que el Estado
garantiza e instalando la condena social a toda forma de
violencia contra las mujeres. Publicar materiales de
difusión para apoyar las acciones de las distintas áreas;
r) Celebrar convenios con organismos públicos y/o insti-
tuciones privadas para toda acción conducente al cum-
plimiento de los alcances y objetivos de la presente ley;
s) Convocar y poner en funciones al Consejo Consultivo
de organizaciones de la sociedad civil y redactar su
reglamento de funcionamiento interno;
t) Promover en el ámbito comunitario el trabajo en red,
con el fin de desarrollar modelos de atención y preven-
ción interinstitucional e intersectorial, que unifiquen y
coordinen los esfuerzos de las instituciones públicas y
privadas;
u) Garantizar el acceso a los servicios de atención espe-
cífica para mujeres privadas de libertad.

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LAS MUJERES
LEY 26.485
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CAPÍTULO III
LINEAMIENTOS BÁSICOS PARA LAS 
POLÍTICAS ESTATALES

ARTÍCULO 10
Fortalecimiento técnico a las jurisdicciones 

El Estado nacional deberá promover y fortalecer inte-
rinstitucionalmente a las distintas jurisdicciones para la
creación e implementación de servicios integrales de
asistencia a las mujeres que padecen violencia y a las
personas que la ejercen, debiendo garantizar:
1. Campañas de educación y capacitación orientadas a
la comunidad para informar, concientizar y prevenir la
violencia contra las mujeres en los ámbitos en que
desarrollen sus relaciones interpersonales.
2. Unidades especializadas en violencia en el primer
nivel de atención que trabajen en la prevención y asis-
tencia de hechos de violencia, las que coordinarán sus
actividades según los estándares, protocolos y registros
establecidos y tendrán un abordaje integral de las
siguientes actividades:
a) Asistencia interdisciplinaria para la evaluación, diag-
nóstico y definición de estrategias de abordaje;
b) Grupos de ayuda mutua;
c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito;
d) Atención coordinada con el área de salud que brin-
de asistencia médica y psicológica;
e) Atención coordinada con el área social que brinde los
programas de asistencia destinados a promover el
desarrollo humano.
3. Programas de asistencia económica para el autovali-
miento de la mujer.
4. Programas de acompañantes comunitarios para el
sostenimiento de la estrategia de autovalimiento de la
mujer.
5. Centros de día para el fortalecimiento integral de la
mujer.
6. Instancias de tránsito para la atención y albergue de
las mujeres que padecen violencia en los casos en que
la permanencia en su domicilio o residencia implique
una amenaza inminente a su integridad física, psicoló-
gica o sexual, o la de su grupo familiar, debiendo estar
orientada a la integración inmediata a su medio familiar,
social y laboral.
7. Programas de reeducación destinados a los hombres
que ejercen violencia.

ARTÍCULO 11
Políticas públicas

El Estado nacional implementará el desarrollo de las
siguientes acciones prioritarias, promoviendo su articu-
lación y coordinación con los distintos Ministerios y
Secretarías del Poder Ejecutivo nacional, jurisdicciones
provinciales y municipales, universidades y organizacio-
nes de la sociedad civil con competencia en la materia:
1. Jefatura de Gabinete de Ministros – Secretaría de
Gabinete y Gestión Pública:
a) Impulsar políticas específicas que implementen la
normativa vigente en materia de acoso sexual en la
administración pública nacional y garanticen la efectiva
vigencia de los principios de no discriminación e igual-
dad de derechos, oportunidades y trato en el empleo
público;
b) Promover, a través del Consejo Federal de la Función
Pública, acciones semejantes en el ámbito de las juris-
dicciones provinciales.
2. Ministerio de Desarrollo Social de la Nación:
a) Promover políticas tendientes a la revinculación
social y laboral de las mujeres que padecen violencia;
b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de
las mujeres en los planes y programas de fortalecimien-
to y promoción social y en los planes de asistencia a la
emergencia;
c) Promover líneas de capacitación y financiamiento
para la inserción laboral de las mujeres en procesos de
asistencia por violencia;
d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en mar-
cha de programas para atención de la emergencia des-
tinadas a mujeres y al cuidado de sus hijas/os;
e) Celebrar convenios con entidades bancarias a fin de
facilitarles líneas de créditos a mujeres que padecen
violencia;
f) Coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez,
Adolescencia y Familia y el Consejo Federal de Niñez,
Adolescencia y Familia los criterios de atención que
se fijen para las niñas y adolescentes que padecen
violencia.
3. Ministerio de Educación de la Nación:
a) Articular en el marco del Consejo Federal de
Educación la inclusión en los contenidos mínimos curri-
culares de la perspectiva de género, el ejercicio de la
tolerancia, el respeto y la libertad en las relaciones inter-
personales, la igualdad entre los sexos, la democratiza-
ción de las relaciones familiares, la vigencia de los dere-
chos humanos y la deslegitimación de modelos violen-
tos de resolución de conflictos;
b) Promover medidas para que se incluya en los planes
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de formación docente la detección precoz de la violen-
cia contra las mujeres;
c) Recomendar medidas para prever la escolarización
inmediata de las/os niñas/os y adolescentes que se
vean afectadas/os, por un cambio de residencia deriva-
da de una situación de violencia, hasta que se sustan-
cie la exclusión del agresor del hogar;
d) Promover la incorporación de la temática de la vio-
lencia contra las mujeres en las currículas terciarias y
universitarias, tanto en los niveles de grado como de
post grado;
e) Promover la revisión y actualización de los libros de
texto y materiales didácticos con la finalidad de eliminar
los estereotipos de género y los criterios discriminato-
rios, fomentando la igualdad de derechos, oportunida-
des y trato entre mujeres y varones;
f) Las medidas anteriormente propuestas se promove-
rán en el ámbito del Consejo Federal de Educación.
4.- Ministerio de Salud de la Nación:
a) Incorporar la problemática de la violencia contra las
mujeres en los programas de salud integral de la mujer;
b) Promover la discusión y adopción de los instrumen-
tos aprobados por el Ministerio de Salud de la Nación
en materia de violencia contra las mujeres en el ámbito
del Consejo Federal de Salud;
c) Diseñar protocolos específicos de detección precoz y
atención de todo tipo y modalidad de violencia contra
las mujeres, prioritariamente en las áreas de atención
primaria de salud, emergencias, clínica médica, obste-
tricia, ginecología, traumatología, pediatría, y salud
mental, que especifiquen el procedimiento a seguir
para la atención de las mujeres que padecen violencia,
resguardando la intimidad de la persona asistida y pro-
moviendo una práctica médica no sexista. El procedi-
miento deberá asegurar la obtención y preservación de
elementos probatorios;
d) Promover servicios o programas con equipos inter-
disciplinarios especializados en la prevención y aten-
ción de la violencia contra las mujeres y/o de quienes la
ejerzan con la utilización de protocolos de atención y
derivación;
e) Impulsar la aplicación de un Registro de las personas
asistidas por situaciones de violencia contra las muje-
res, que coordine los niveles nacionales y provinciales.
f) Asegurar la asistencia especializada de los/ as hijos/as
testigos de violencia;
g) Promover acuerdos con la Superintendencia de
Servicios de Salud u organismo que en un futuro lo
reemplace, a fin de incluir programas de prevención y
asistencia de la violencia contra las mujeres, en los esta-
blecimientos médico-asistenciales, de la seguridad

social y las entidades de medicina prepaga, los que
deberán incorporarlas en su cobertura en igualdad de
condiciones con otras prestaciones;
h) Alentar la formación continua del personal médico
sanitario con el fin de mejorar el diagnóstico precoz y la
atención médica con perspectiva de género;
i) Promover, en el marco del Consejo Federal de Salud,
el seguimiento y monitoreo de la aplicación de los pro-
tocolos. Para ello, los organismos nacionales y provin-
ciales podrán celebrar convenios con instituciones y
organizaciones de la sociedad civil.
5. Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos de la Nación:
5.1. Secretaría de Justicia:
a) Promover políticas para facilitar el acceso de las
mujeres a la Justicia mediante la puesta en marcha y el
fortalecimiento de centros de información, asesora-
miento jurídico y patrocinio jurídico gratuito;
b) Promover la aplicación de convenios con Colegios
Profesionales, instituciones académicas y organizacio-
nes de la sociedad civil para brindar asistencia jurídica
especializada y gratuita;
c) Promover la unificación de criterios para la elabora-
ción de los informes judiciales sobre la situación de peli-
gro de las mujeres que padecen violencia;
d) Promover la articulación y cooperación entre las dis-
tintas instancias judiciales involucradas a fin de mejorar
la eficacia de las medidas judiciales;
e) Promover la elaboración de un protocolo de recep-
ción de denuncias de violencia contra las mujeres a
efectos de evitar la judicialización innecesaria de aque-
llos casos que requieran de otro tipo de abordaje;
f) Propiciar instancias de intercambio y articulación con
la Corte Suprema de Justicia de la Nación para incenti-
var en los distintos niveles del Poder Judicial la capaci-
tación específica referida al tema;
g) Alentar la conformación de espacios de formación
específica para profesionales del derecho;
h) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la
naturaleza, la gravedad y las consecuencias de la vio-
lencia contra las mujeres, así como de la eficacia de las
medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos,
difundiendo periódicamente los resultados;
i) Garantizar el acceso a los servicios de atención espe-
cífica para mujeres privadas de libertad.
5.2. Secretaría de Seguridad:
a) Fomentar en las fuerzas policiales y de seguridad, el
desarrollo de servicios interdisciplinarios que brinden
apoyo a las mujeres que padecen violencia para opti-
mizar su atención, derivación a otros servicios y cum-
plimiento de disposiciones judiciales;
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b) Elaborar en el ámbito del Consejo de Seguridad
Interior, los procedimientos básicos para el diseño de
protocolos específicos para las fuerzas policial y de
seguridad a fin de brindar las respuestas adecuadas
para evitar la revictimización, facilitar la debida aten-
ción, asistencia y protección policial a las mujeres que
acudan a presentar denuncias en sede policial;
c) Promover la articulación de las fuerzas policial y de
seguridad que intervengan en la atención de la violen-
cia contra las mujeres con las instituciones guberna-
mentales y las organizaciones de la sociedad civil;
d) Sensibilizar y capacitar a las fuerzas policial y de
seguridad en la temática de la violencia contra las muje-
res en el marco del respeto de los derechos humanos;
e) Incluir en los programas de formación de las fuerzas
policial y de seguridad asignaturas y/o contenidos curri-
culares específicos sobre los derechos humanos de las
mujeres y en especial sobre violencia con perspectiva
de género.
5.3. Secretaría de Derechos Humanos e Instituto
Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el
Racismo (INADI):
a) Promover la inclusión de la problemática de la vio-
lencia contra las mujeres en todos los programas y
acciones de la Secretaría de Derechos Humanos de la
Nación y del INADI, en articulación con el Consejo
Federal de Derechos Humanos.
6.- Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de
la Nación:
a) Desarrollar programas de sensibilización, capacita-
ción e incentivos a empresas y sindicatos para eliminar
la violencia laboral contra las mujeres y promover la
igualdad de derechos, oportunidades y trato en el ámbi-
to laboral, debiendo respetar el principio de no discri-
minación en:
1. El acceso al puesto de trabajo, en materia de convo-
catoria y selección;
2. La carrera profesional, en materia de promoción y
formación;
3. La permanencia en el puesto de trabajo;
4. El derecho a una igual remuneración por igual tarea
o función.
b) Promover, a través de programas específicos la pre-
vención del acoso sexual contra las mujeres en el ámbi-
to de empresas y sindicatos;
c) Promover políticas tendientes a la formación e inclu-
sión laboral de mujeres que padecen violencia;
d) Promover el respeto de los derechos laborales de las
mujeres que padecen violencia, en particular cuando
deban ausentarse de su puesto de trabajo a fin de dar
cumplimiento a prescripciones profesionales, tanto

administrativas como las emanadas de las decisiones
judiciales.
7. Ministerio de Defensa de la Nación:
a) Adecuar las normativas, códigos y prácticas internas
de las Fuerzas Armadas a la Convención para la
Eliminación de todas las Formas de Discriminación con-
tra la Mujer y la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres;
b) Impulsar programas y/o medidas de acción positiva
tendientes a erradicar patrones de discriminación en
perjuicio de las mujeres en las Fuerzas Armadas para el
ingreso, promoción y permanencia en las mismas;
c) Sensibilizar a los distintos niveles jerárquicos en la
temática de la violencia contra las mujeres en el marco
del respeto de los derechos humanos;
d) Incluir en los programas de formación asignaturas y/o
contenidos específicos sobre los derechos humanos de
las mujeres y la violencia con perspectiva de género.
8. Secretaría de Medios de Comunicación de la Nación:
a) Impulsar desde el Sistema Nacional de Medios la
difusión de mensajes y campañas permanentes de sen-
sibilización y concientización dirigida a la población en
general y en particular a las mujeres sobre el derecho
de las mismas a vivir una vida libre de violencias;
b) Promover en los medios masivos de comunicación el
respeto por los derechos humanos de las mujeres y el
tratamiento de la violencia desde la perspectiva de
género;
c) Brindar capacitación a profesionales de los medios
masivos de comunicación en violencia contra las
mujeres;
d) Alentar la eliminación del sexismo en la información;
e) Promover, como un tema de responsabilidad social
empresaria, la difusión de campañas publicitarias para
prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres.

CAPÍTULO IV
OBSERVATORIO DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES

ARTÍCULO 12
Creación

Créase el Observatorio de la Violencia contra las
Mujeres en el ámbito del Consejo Nacional de la Mujer,
destinado al monitoreo, recolección, producción, regis-
tro y sistematización de datos e información sobre la vio-
lencia contra las mujeres.
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ARTÍCULO 13
Misión

El Observatorio tendrá por misión el desarrollo de un sis-
tema de información permanente que brinde insumos
para el diseño, implementación y gestión de políticas
públicas tendientes a la prevención y erradicación de la
violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 14
Funciones

Serán funciones del Observatorio de la Violencia contra
las Mujeres:
a) Recolectar, procesar, registrar, analizar, publicar y
difundir información periódica y sistemática y compara-
ble diacrónica y sincrónicamente sobre violencia contra
las mujeres;
b) Impulsar el desarrollo de estudios e investigaciones
sobre la evolución, prevalencia, tipos y modalidades de
violencia contra las mujeres, sus consecuencias y efec-
tos, identificando aquellos factores sociales, culturales,
económicos y políticos que de alguna manera estén
asociados o puedan constituir causal de violencia;
c) Incorporar los resultados de sus investigaciones y
estudios en los informes que el Estado nacional eleve a
los organismos regionales e internacionales en materia
de violencia contra las mujeres;
d) Celebrar convenios de cooperación con organismos
públicos o privados, nacionales o internacionales, con la
finalidad de articular interdisciplinariamente el desarro-
llo de estudios e investigaciones;
e) Crear una red de información y difundir a la ciuda-
danía los datos relevados, estudios y actividades del
Observatorio, mediante una página web propia o vincu-
lada al portal del Consejo Nacional de la Mujer. Crear y
mantener una base documental actualizada permanen-
temente y abierta a la ciudadanía;
f) Examinar las buenas prácticas en materia de preven-
ción y erradicación de la violencia contra las mujeres y
las experiencias innovadoras en la materia y difundirlas
a los fines de ser adoptadas por aquellos organismos e
instituciones nacionales, provinciales o municipales que
lo consideren;
g) Articular acciones con organismos gubernamentales
con competencia en materia de derechos humanos de
las mujeres a los fines de monitorear la implementación
de políticas de prevención y erradicación de la violencia
contra las mujeres, para evaluar su impacto y elaborar
propuestas de actuaciones o reformas;
h) Fomentar y promover la organización y celebración

periódica de debates públicos, con participación de
centros de investigación, instituciones académicas,
organizaciones de la sociedad civil y representantes de
organismos públicos y privados, nacionales e interna-
cionales con competencia en la materia, fomentando el
intercambio de experiencias e identificando temas y
problemas relevantes para la agenda pública;
i) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico
a organismos públicos y privados para la puesta en
marcha de los Registros y los protocolos;
j) Articular las acciones del Observatorio de la Violencia
contra las Mujeres con otros Observatorios que existan
a nivel provincial, nacional e internacional;
k) Publicar el informe anual sobre las actividades desa-
rrolladas, el que deberá contener información sobre los
estudios e investigaciones realizadas y propuestas de
reformas institucionales o normativas. El mismo será
difundido a la ciudadanía y elevado a las autoridades
con competencia en la materia para que adopten las
medidas que corresponda.

ARTÍCULO 15
Integración

El Observatorio de la Violencia contra las Mujeres esta-
rá integrado por:
a) Una persona designada por la Presidencia del
Consejo Nacional de la Mujer, quien ejercerá la
Dirección del Observatorio, debiendo tener acreditada
formación en investigación social y derechos humanos;
b) Un equipo interdisciplinario idóneo en la materia.

TÍTULO III
PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 16

Derechos y garantías mínimas de procedimientos judi-
ciales y administrativos. Los organismos del Estado
deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedi-
miento judicial o administrativo, además de todos los
derechos reconocidos en la Constitución Nacional, los
Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratifi-
cados por la Nación Argentina, la presente ley y las
leyes que en consecuencia se dicten, los siguientes
derechos y garantías:
a) A la gratuidad de las actuaciones judiciales y del
patrocinio jurídico preferentemente especializado;
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b) A obtener una respuesta oportuna y efectiva;
c) A ser oída personalmente por el juez y por la autori-
dad administrativa competente;
d) A que su opinión sea tenida en cuenta al momento
de arribar a una decisión que la afecte;
e) A recibir protección judicial urgente y preventiva
cuando se encuentren amenazados o vulnerados cual-
quiera de los derechos enunciados en el artículo 3º de
la presente ley;
f) A la protección de su intimidad, garantizando la con-
fidencialidad de las actuaciones;
g) A participar en el procedimiento recibiendo informa-
ción sobre el estado de la causa;
h) A recibir un trato humanizado, evitando la revictimi-
zación;
i) A la amplitud probatoria para acreditar los hechos
denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias
especiales en las que se desarrollan los actos de violen-
cia y quienes son sus naturales testigos;
j) A oponerse a la realización de inspecciones sobre su
cuerpo por fuera del estricto marco de la orden judicial.
En caso de consentirlas y en los peritajes judiciales tiene
derecho a ser acompañada por alguien de su confian-
za y a que sean realizados por personal profesional
especializado y formado con perspectiva de género;
k) A contar con mecanismos eficientes para denunciar
a los funcionarios por el incumplimiento de los plazos
establecidos y demás irregularidades.

ARTÍCULO 17
Procedimientos administrativos

Las jurisdicciones locales podrán fijar los procedimien-
tos previos o posteriores a la instancia judicial para el
cumplimiento de esta ley, la que será aplicada por los
municipios, comunas, comisiones de fomento, juntas,
delegaciones de los Consejos Provinciales de la Mujer o
áreas descentralizadas, juzgados de paz u organismos
que estimen convenientes.

ARTÍCULO 18
Denuncia

Las personas que se desempeñen en servicios asisten-
ciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito
público o privado, que con motivo o en ocasión de sus
tareas tomaren conocimiento de un hecho de violencia
contra las mujeres en los términos de la presente ley,
estarán obligados a formular las denuncias, según
corresponda, aun en aquellos casos en que el hecho no
configure delito.

CAPÍTULO II
PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 19 
Ámbito de aplicación

Las jurisdicciones locales, en el ámbito de sus compe-
tencias, dictarán sus normas de procedimiento o adhe-
rirán al régimen procesal previsto en la presente ley.

ARTÍCULO 20
Características del procedimiento 

El procedimiento será gratuito y sumarísimo.

ARTÍCULO 21
Presentación de la denuncia

La presentación de la denuncia por violencia contra las
mujeres podrá efectuarse ante cualquier juez/jueza de
cualquier fuero e instancia o ante el Ministerio Público,
en forma oral o escrita.
Se guardará reserva de identidad de la persona denun-
ciante.

ARTÍCULO 22
Competencia

Entenderá en la causa el/la juez/a que resulte compe-
tente en razón de la materia según los tipos y modali-
dades de violencia de que se trate.
Aún en caso de incompetencia, el/la juez/a intervinien-
te podrá disponer las medidas preventivas que estime
pertinente.

ARTÍCULO 23 
Exposición policial 

En el supuesto que al concurrir a un servicio policial
sólo se labrase exposición y de ella surgiere la posible
existencia de violencia contra la mujer, corresponderá
remitirla a la autoridad judicial competente dentro de las
VEINTICUATRO (24) horas.

ARTÍCULO 24
Personas que pueden efectuar la denuncia

Las denuncias podrán ser efectuadas:
a) Por la mujer que se considere afectada o su repre-
sentante legal sin restricción alguna;
b) La niña o la adolescente directamente o través de sus
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representantes legales de acuerdo lo establecido en la
Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de
las Niñas, Niños y Adolescentes;
c) Cualquier persona cuando la afectada tenga disca-
pacidad, o que por su condición física o psíquica no
pudiese formularla;
d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya
padecido es la única legitimada para hacer la denuncia.
Cuando la misma fuere efectuada por un tercero, se
citará a la mujer para que la ratifique o rectifique en
VEINTICUATRO (24) horas. La autoridad judicial com-
petente tomará los recaudos necesarios para evitar que
la causa tome estado público.
e) La denuncia penal será obligatoria para toda per-
sona que se desempeñe laboralmente en servicios
asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el
ámbito público o privado, que con motivo o en oca-
sión de sus tareas tomaren conocimiento de que una
mujer padece violencia siempre que los hechos
pudieran constituir un delito.

ARTÍCULO 25
Asistencia protectora 

En toda instancia del proceso se admitirá la presencia
de un/a acompañante como ayuda protectora ad honó-
rem, siempre que la mujer que padece violencia lo soli-
cite y con el único objeto de preservar la salud física y
psicológica de la misma.

ARTÍCULO 26
Medidas preventivas urgentes

a) Durante cualquier etapa del proceso el/la juez/a intervi-
niente podrá, de oficio o a petición de parte, ordenar una
o más de las siguientes medidas preventivas de acuerdo
a los tipos y modalidades de violencia contra las mujeres
definidas en los artículos 5º y 6º de la presente ley:
a. 1. Ordenar la prohibición de acercamiento del pre-
sunto agresor al lugar de residencia, trabajo, estudio,
esparcimiento o a los lugares de habitual concurrencia
de la mujer que padece violencia;
a.2. Ordenar al presunto agresor que cese en los actos
de perturbación o intimidación que, directa o indirecta-
mente, realice hacia la mujer;
a.3. Ordenar la restitución inmediata de los efectos per-
sonales a la parte peticionante, si ésta se ha visto priva-
da de los mismos;
a.4. Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia
de armas, y ordenar el secuestro de las que estuvieren
en su posesión;

a.5. Proveer las medidas conducentes a brindar a
quien padece o ejerce violencia, cuando así lo requie-
ran, asistencia médica o psicológica, a través de los
organismos públicos y organizaciones de la sociedad
civil con formación especializada en la prevención y
atención de la violencia contra las mujeres;
a.6. Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de
la mujer;
a.7. Ordenar toda otra medida necesaria para garanti-
zar la seguridad de la mujer que padece violencia,
hacer cesar la situación de violencia y evitar la repeti-
ción de todo acto de perturbación o intimidación, agre-
sión y maltrato del agresor hacia la mujer.
b) Sin perjuicio de las medidas establecidas en el inci-
so a) del presente artículo, en los casos de la modali-
dad de violencia doméstica contra las mujeres, el/la
juez/a podrá ordenar las siguientes medidas preventi-
vas urgentes:
b.1. Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer,
destruir, ocultar o trasladar bienes gananciales de la
sociedad conyugal o los comunes de la pareja convi-
viente;
b.2. Ordenar la exclusión de la parte agresora de la resi-
dencia común, independientemente de la titularidad de
la misma;
b.3. Decidir el reintegro al domicilio de la mujer si ésta
se había retirado, previa exclusión de la vivienda del
presunto agresor;
b.4. Ordenar a la fuerza pública, el acompañamiento de
la mujer que padece violencia, a su domicilio para reti-
rar sus efectos personales;
b.5. En caso de que se trate de una pareja con hijos/as,
se fijará una cuota alimentaria provisoria, si correspon-
diese, de acuerdo con los antecedentes obrantes en la
causa y según las normas que rigen en la materia;
b.6. En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la
juez/a, mediante resolución fundada y teniendo en cuen-
ta la opinión y el derecho a ser oída de la niña o de la ado-
lescente, puede otorgar la guarda a un miembro de su
grupo familiar, por consanguinidad o afinidad, o con otros
miembros de la familia ampliada o de la comunidad.
b.7. Ordenar la suspensión provisoria del régimen de
visitas;
b.8. Ordenar al presunto agresor abstenerse de interfe-
rir, de cualquier forma, en el ejercicio de la guarda,
crianza y educación de los/as hijos/ as;
b.9. Disponer el inventario de los bienes gananciales
de la sociedad conyugal y de los bienes propios de
quien ejerce y padece violencia. En los casos de las
parejas convivientes se dispondrá el inventario de los
bienes de cada uno;
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b.10. Otorgar el uso exclusivo a la mujer que padece
violencia, por el período que estime conveniente, del
mobiliario de la casa.

ARTÍCULO 27
Facultades del/la juez/a

El/ la juez/a podrá dictar más de una medida a la vez,
determinando la duración de las mismas de acuerdo
a las circunstancias del caso, y debiendo establecer
un plazo máximo de duración de las mismas, por auto
fundado.

ARTÍCULO 28 
Audiencia 

El/la juez/a interviniente fijará una audiencia, la que
deberá tomar personalmente bajo pena de nulidad,
dentro de CUARENTA Y OCHO (48) horas de ordena-
das las medidas del artículo 26, o si no se adoptara nin-
guna de ellas, desde el momento que tomó conoci-
miento de la denuncia.
El presunto agresor estará obligado a comparecer bajo
apercibimiento de ser llevado ante el juzgado con auxi-
lio de la fuerza pública.
En dicha audiencia, escuchará a las partes por separa-
do bajo pena de nulidad, y ordenará las medidas que
estime pertinentes.
Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente debe-
rá contemplarse lo estipulado por la Ley 26.061 sobre
Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños
y Adolescentes.
Quedan prohibidas las audiencias de mediación o con-
ciliación.

ARTÍCULO 29
Informes

Siempre que fuere posible el/la juez/a interviniente
podrá requerir un informe efectuado por un equipo
interdisciplinario para determinar los daños físicos, psi-
cológicos, económicos o de otro tipo sufridos por la
mujer y la situación de peligro en la que se encuentre.
Dicho informe será remitido en un plazo de CUARENTA
Y OCHO (48) horas, a efectos de que pueda aplicar
otras medidas, interrumpir o hacer cesar alguna de las
mencionadas en el artículo 26.
El/la juez/a interviniente también podrá considerar los
informes que se elaboren por los equipos interdiscipli-
narios de la administración pública sobre los daños físi-
cos, psicológicos, económicos o de otro tipo sufridos por

la mujer y la situación de peligro, evitando producir nue-
vos informes que la revictimicen.
También podrá considerar informes de profesionales de
organizaciones de la sociedad civil idóneas en el trata-
miento de la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 30
Prueba, principios y medidas

El/la juez/a tendrá amplias facultades para ordenar e
impulsar el proceso, pudiendo disponer las medidas
que fueren necesarias para indagar los sucesos, ubicar
el paradero del presunto agresor, y proteger a quienes
corran el riesgo de padecer nuevos actos de violencia,
rigiendo el principio de obtención de la verdad material.

ARTÍCULO 31
Resoluciones

Regirá el principio de amplia libertad probatoria para
acreditar los hechos denunciados, evaluándose las
pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la
sana crítica. Se considerarán las presunciones que con-
tribuyan a la demostración de los hechos, siempre que
sean indicios graves, precisos y concordantes.

ARTÍCULO 32
Sanciones 

Ante el incumplimiento de las medidas ordenadas, el/la
juez/a podrá evaluar la conveniencia de modificar las
mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras.
Frente a un nuevo incumplimiento y sin perjuicio de las
responsabilidades civiles o penales que correspondan,
el/la Juez/a deberá aplicar alguna/s de las siguientes
sanciones:
a) Advertencia o llamado de atención por el acto
cometido;
b) Comunicación de los hechos de violencia al organis-
mo, institución, sindicato, asociación profesional o lugar
de trabajo del agresor;
c) Asistencia obligatoria del agresor a programas refle-
xivos, educativos o terapéuticos tendientes a la modifi-
cación de conductas violentas.
Asimismo, cuando el incumplimiento configure deso-
bediencia u otro delito, el juez deberá poner el hecho
en conocimiento del/la juez/a con competencia en
materia penal.
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ARTÍCULO 33
Apelación

Las resoluciones que concedan, rechacen, interrumpan,
modifiquen o dispongan el cese de alguna de las medi-
das preventivas urgentes o impongan sanciones, serán
apelables dentro del plazo de TRES (3) días hábiles.
La apelación contra resoluciones que concedan medi-
das preventivas urgentes se concederá en relación y
con efecto devolutivo.
La apelación contra resoluciones que dispongan la inte-
rrupción o el cese de tales medidas se concederá en
relación y con efecto suspensivo.

ARTÍCULO 34
Seguimiento

Durante el trámite de la causa, por el tiempo que se juz-
gue adecuado, el/la juez/a deberá controlar la eficacia
de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea a través
de la comparecencia de las partes al tribunal, con la fre-
cuencia que se ordene, y/o mediante la intervención del
equipo interdisciplinario, quienes elaborarán informes
periódicos acerca de la situación.

ARTÍCULO 35
Reparación

La parte damnificada podrá reclamar la reparación civil
por los daños y perjuicios, según las normas comunes
que rigen la materia.

ARTÍCULO 36 
Obligaciones de los/as funcionarios/as

Los/as funcionarios/as policiales, judiciales, agentes
sanitarios, y cualquier otro/a funcionario/a público/a a
quien acudan las mujeres afectadas, tienen la obliga-
ción de informar sobre:
a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer
que padece violencia, y sobre los servicios guberna-
mentales disponibles para su atención;
b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el pro-
ceso;
c) Cómo preservar las evidencias.

ARTÍCULO 37 
Registros 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación llevará regis-
tros sociodemográficos de las denuncias efectuadas

sobre hechos de violencia previstos en esta ley, especi-
ficando, como mínimo, edad, estado civil, profesión u
ocupación de la mujer que padece violencia, así como
del agresor; vínculo con el agresor, naturaleza de los
hechos, medidas adoptadas y sus resultados, así como
las sanciones impuestas al agresor.
Los juzgados que intervienen en los casos de violencia
previstos en esta ley deberán remitir anualmente la
información pertinente para dicho registro.
El acceso a los registros requiere motivos fundados y
previa autorización judicial, garantizando la confiden-
cialidad de la identidad de las partes.
La Corte Suprema de Justicia de la Nación elaborará
estadísticas de acceso público que permitan conocer,
como mínimo, las características de quienes ejercen o
padecen violencia y sus modalidades, vínculo entre las
partes, tipo de medidas adoptadas y sus resultados, y
tipo y cantidad de sanciones aplicadas.

ARTÍCULO 38
Colaboración de organizaciones públicas o privadas 

El/la juez/a podrán solicitar o aceptar en carácter de
amicus curiae la colaboración de organizaciones o enti-
dades públicas o privadas dedicadas a la protección de
los derechos de las mujeres.

ARTÍCULO 39
Exención de cargas 

Las actuaciones fundadas en la presente ley estarán
exentas del pago de sellado, tasas, depósitos y cual-
quier otro impuesto, sin perjuicio de lo establecido en el
artículo 68 del Código Procesal, Civil y Comercial de la
Nación en materia de costas.

ARTÍCULO 40
Normas supletorias 

Serán de aplicación supletoria los regímenes procesales
que correspondan, según los tipos y modalidades de
violencia denunciados.
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TÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 41

En ningún caso las conductas, actos u omisiones pre-
vistas en la presente ley importarán la creación de nue-
vos tipos penales, ni la modificación o derogación de los
vigentes.

ARTÍCULO 42 

La Ley 24.417 de Protección contra la Violencia
Familiar, será de aplicación en aquellos casos de vio-
lencia doméstica no previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 43

Las partidas que resulten necesarias para el cumpli-
miento de la presente ley serán previstas anualmente
en la Ley de Presupuesto General de la Administración
Nacional.

ARTÍCULO 44 

La ley entrará en vigencia a partir de su publicación en
el Boletín Oficial de la Nación.

ARTÍCULO 45 

Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los once dias del mes de marzo del año
dos mil nueve.
— registrado bajo el nº 26.485 —
Julio C. C. Cobos. — Eduardo A. Fellner. — Enrique
Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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El Senado y Cámara de Diputados de la Nación
Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

MAYORÍA DE EDAD

ARTÍCULO 1 

Modifícase el Código Civil en los artículos 126, 127,
128, 131 y 132 del Título IX, Sección Primera del Libro
I; el artículo 166 inciso 5) y el artículo 168 del Capítulo
III del Título I, Sección Segunda del Libro I; los artículos
275 y 306 inciso 2) del Título III, Sección Segunda del
Libro II; el artículo 459 del Capítulo XII, Sección
Segunda del Libro I, los que quedan redactados de la
siguiente forma:
‘Artículo 126: Son menores las personas que no hubie-
ren cumplido la edad de DIECIOCHO (18) años.’
‘Artículo 127: Son menores impúberes los que aún no
tuvieren la edad de CATORCE (14) años cumplidos, y
adultos los que fueren de esta edad hasta los DIECIO-
CHO (18) años cumplidos.’
‘Artículo 128: Cesa la incapacidad de los menores por
la mayor edad el día que cumplieren los DIECIOCHO
(18) años.
El menor que ha obtenido título habilitante para el ejer-
cicio de una profesión puede ejercerla por cuenta pro-
pia sin necesidad de previa autorización, y administrar
y disponer libremente de los bienes que adquiere con el
producto de su trabajo y estar en juicio civil o penal por
acciones vinculadas a ello.’
‘Artículo 131: Los menores que contrajeran matrimonio
se emancipan y adquieren capacidad civil, con las limi-
taciones previstas en el artículo 134.
Si se hubieran casado sin autorización no tendrán hasta
la mayoría de edad la administración y disposición de
los bienes recibidos o que recibieren a título gratuito,
continuando respecto a ellos el régimen legal vigente de
los menores.’
‘Artículo 132: La invalidez del matrimonio no deja sin

efecto la emancipación, salvo respecto del cónyuge de
mala fe para quien cesa a partir del día en que la sen-
tencia pasa en autoridad de cosa juzgada.
Si algo fuese debido al menor con cláusula de no poder
percibirlo hasta la mayoría de edad, la emancipación no
altera la obligación ni el tiempo de su exigibilidad.’
‘Artículo 166: Son impedimentos para contraer matri-
monio:
1. La consanguinidad entre ascendientes y descen-
dientes sin limitación.
2. La consanguinidad entre hermanos o medio herma-
nos.
3. El vínculo derivado de la adopción plena, en los mis-
mos casos de los incisos 1, 2 y 4. El derivado de la
adopción simple, entre adoptante y adoptado, adoptan-
te y descendiente o cónyuge del adoptado, adoptado y
cónyuge del adoptante, hijos adoptivos de una misma
persona, entre sí, y adoptado e hijo de adoptante. Los
impedimentos derivados de la adopción simple subsis-
tirán mientras ésta no sea anulada o revocada.
4. La afinidad en línea recta en todos los grados.
5. Tener menos de DIECIOCHO (18) años.
6. El matrimonio anterior, mientras subsista.
7. Haber sido autor, cómplice o instigador del homicidio
doloso de uno de los cónyuges.
8. La privación permanente o transitoria de la razón, por
cualquier causa que fuere.
9. La sordomudez cuando el contrayente no sabe mani-
festar su voluntad en forma inequívoca por escrito o de
otra manera.’
‘Artículo 168: Los menores de edad no podrán casarse
entre sí ni con otra persona mayor sin el asentimiento
de sus padres, o de aquel que ejerza la patria potestad,
o sin el de su tutor cuando ninguno de ellos la ejerce o,
en su defecto, sin el del juez.’
‘Artículo 275: Los hijos menores no pueden dejar la
casa de sus progenitores, o aquella que éstos le hubie-
sen asignado, sin licencia de sus padres.
Tampoco pueden ejercer oficio, profesión o industria, ni
obligar sus personas de otra manera sin autorización de
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sus padres, salvo lo dispuesto en los artículos 128 y
283.’
‘Artículo 306: La patria potestad se acaba:
1. Por la muerte de los padres o de los hijos;
2. Por profesión de los padres en institutos monásticos;
3. Por llegar los hijos a la mayor edad;
4. Por emancipación legal de los hijos sin perjuicio de la
subsistencia del derecho de administración de los bie-
nes adquiridos a título gratuito, si el matrimonio se cele-
bró sin autorización;
5. Por adopción de los hijos, sin perjuicio de la posibili-
dad de que se la restituya en caso de revocación y nuli-
dad de la adopción.’
‘Artículo 459: En cualquier tiempo el Ministerio de
Menores o el menor mismo, siendo mayor de DIECISEIS
(16) años, cuando hubiese dudas sobre la buena admi-
nistración del tutor, por motivos que el juez tenga por
suficientes, podrá pedirle que exhiba las cuentas de la
tutela.’

ARTÍCULO 2

Derógase el inciso 2) del artículo 264 quáter del título
III, Sección Segunda del Libro I del Código Civil.

ARTÍCULO 3

Agrégase como segundo párrafo del artículo 265 del
Título III, Sección Segunda del Libro I del Código Civil,
el siguiente:
‘La obligación de los padres de prestar alimentos a sus
hijos, con el alcance establecido en artículo 267, se
extiende hasta la edad de veintiún años, salvo que el
hijo mayor de edad o el padre, en su caso, acrediten
que cuenta con recursos suficientes para proveérselos
por sí mismo.’

ARTÍCULO 4 

Se derogan los artículos 10, 11 y 12 del Capítulo II,
Título I, del Libro I del Código de Comercio.

ARTÍCULO 5

Toda disposición legal que establezca derechos u obli-
gaciones hasta la mayoría de edad debe entenderse
hasta los DIECIOCHO (18) años, excepto en materia de
previsión y seguridad social en que dichos beneficios se
extienden hasta los VEINTIUN (21) años, salvo que las
leyes vigentes establezcan una edad distinta.

ARTÍCULO 6

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los dos dias del mes de diciembre del
año dos mil nueve.
— registrada bajo el nº 26.579 —
José. J. B. Pampuro. — Eduardo A. Fellner. — Enrique
Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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Y CULTURALES

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR 
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER (CONVENCIÓN BELÉM DO PARÁ)

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
DE TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES

CONVENCIÓN IBEROAMERICANA DE DERECHOS DE LOS JÓVENES

DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

OPINIÓN CONSULTIVA NRO 17 SOBRE LA CONDICIÓN JURÍDICA 
Y DERECHOS HUMANOS DEL NIÑO DE LA CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS

REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LAS MEDIDAS 
NO PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD (REGLAS DE TOKIO)

REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
MENORES PRIVADOS DE LIBERTAD

REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ADMINISTRACIÓN 
DE LA JUSTICIA DE MENORES (REGLAS DE BEIJING)

DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCIÓN 
DE LA DELINCUENCIA JUVENIL (DIRECTRICES DE RIAD)

PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA TRATA DE 
PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS QUE COMPLEMENTA 
LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA TRANSNACIONAL (PROTOCOLO DE PALERMO)

CONVENIO 182 OIT REFERENTE A LAS PEORES FORMAS DE TRABAJO 
INFANTIL Y LA RECOMENDACIÓN 190 SOBRE LA PROHIBICIÓN DE LAS 
PEORES FORMAS DE TRABAJO INFANTIL Y LA ACCIÓN INMEDIATA 
PARA SU ELIMINACIÓN

NORMATIVA INTERNACIONAL NORMATIVA NACIONAL
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LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES 26.061 Y SUS DECRETOS 415 
Y 416/2006

LEY DE PROTECCIÓN CONTRA LA VIOLENCIA FAMILIAR (24.417) 
Y SU DECRETO REGLAMENTARIO 235/96

LEY DE CREACIÓN DEL PROGRAMA NACIONAL DE SALUD SEXUAL 
Y PROCREACIÓN RESPONSABLE (LEY 25.673)

LEY DE MIGRACIONES (LEY 25.871)

LEY DEL PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL 
(LEY 26.150)

LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL (LEY 26.206)

LEY DEL CONSEJO FEDERAL DE LA JUVENTUD (LEY 26.227)

LEY DE CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL (LEY 26.233) 
Y SU DECRETO REGLAMENTARIO 1202/2008
   
LEY DE PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS 
Y ASISTENCIA A SUS VÍCTIMAS (LEY 26.364)

LEY DE PROHIBICIÓN DEL TRABAJO INFANTIL Y PROTECCIÓN 
DEL TRABAJO ADOLESCENTE (LEY 26.390)

LEY DEL REGISTRO DEL ESTADO CIVIL Y CAPACIDAD DE LAS 
PERSONAS (LEY 26.413) Y DECRETO REGLAMENTARIO 90/2009

LEY DE MODIFICACIÓN AL CÓDIGO CIVIL. EQUIPARACIÓN ENTRE 
MUJERES Y HOMBRES PARA CONTRAER MATRIMONIO 
A LOS 18 AÑOS (LEY 26.449)

LEY DE MODIFICACIÓN AL CÓDIGO PENAL, CÓDIGO PROCESAL 
PENAL DE LA NACIÓN Y LEY DE EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA 
DE LA LIBERTAD. DETENCIÓN DOMICILIARIA PARA MUJERES 
EMBARAZADAS O CON HIJOS MENORES DE 5 AÑOS (LEY 26.472)

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL A LAS MUJERES (LEY 26.485) 

LEY DE MODIFICACIÓN AL CÓDIGO CIVIL. MAYORÍA DE EDAD 
A LOS 18 AÑOS (LEY 26.579)
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El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF)
Junín 1940 - PB
C1113AAX, Buenos Aires
T.E.: (54 11) 5093-7100
E-mail: buenosaires@unicef.org
Sitio web: www.unicef.org/argentina

C

M

Y

CM

MY

CY

CMY

K




